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LI - Proyecto de reforma. Convencional Márquez. Agregar un nuevo artículo referido a la Colegiación de Profesionales. (Expte. Nro. 461)

LII - Proyecto de reforma. Convencionales Acharta, Reggiardo, Gianfelici, Schvartzman, De la Cruz de Zabal, Haiek, Carlos Díaz y Zabala. Modificar el Artículo 120. (Expte. Nro. 465)

LIII - Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Agregar nuevos artículos referidos al Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 467)
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LXVIII - Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Gianfelici, Haiek, Zabala, Reggiardo, Acharta, De la Cruz de Zabal. Incorporar nuevos artículos referidos a la cultura. (Expte. Nro. 493)

LXIX- Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, De la Cruz de Zabal, Carlos Díaz, Acharta, Haiek, Reggiardo y Zabala. Incorporar a la Sección I un artículo referido a las Declaraciones, Derechos y Garantías. (Expte. Nro. 494)
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LXXI - Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Reggiardo, y Zabala. Modificar el Inciso 2º del Artículo 47. (Expte. Nro. 498)

LXXII - Proyecto de reforma. Convencionales Villaverde y Clidia Allende. Incorporar un nuevo artículo en la Sección IX referido a la Educación Común. (Expte. Nro. 502)

LXXIII - Proyecto de reforma. Convencionales Villaverde y Clidia Allende. Incorporar un nuevo artículo referido al libre acceso a la información pública. (Expte. Nro. 503)

LXXIV - Proyecto de reforma. Convencional Barrandeguy. Reformar el Inciso 27º del Artículo 135. (Expte Nro. 506)

LXXV - Proyecto de reforma. Convencionales Zabala, Carlos Díaz, Schvartzman, y Reggiardo. Modificar el Inciso 17º del Artículo 135, el Artículo 63, modificar el título del Capítulo IV, los Artículos 140, 141, 170, e incorporar en la Sección V Capítulo VII referidos a la legislación tributaria. (Expte. Nro. 507)

LXXVI - Proyecto de reforma. Convencionales Zabala, Gianfelici, Carlos Díaz, Schvartzman y Reggiardo. Agregar un nuevo artículo referido a la inclusión de familiares en la administración pública. (Expte. Nro. 508)

LXXVII - Proyecto de reforma. Convencional Salomón. Agregar nuevos artículos referidos a la reparación histórica de la Gesta de Malvinas. (Expte. Nro. 520)
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LXXIX - Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho al agua. (Expte. Nro. 523)
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LXXXI - Proyecto de reforma. Convencional Busti. Incorporar un nuevo artículo referido a la enmienda. (Expte. Nro. 525)

LXXXII - Proyecto de reforma. Convencional Busti. Modificar el Artículo 25. (Expte. Nro. 526)

LXXXIII - Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Incorporar una nueva sección de derechos y garantías referidos a la familia. (Expte, Nro. 531)

LXXXIV - Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Incorporar una nueva sección referida a la niñez. (Expte. Nro. 532)

LXXXV - Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Incorporar una nueva sección referida a los recursos hídricos. (Expte. Nro. 533)

LXXXVI - Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Incorporar nuevos artículos referidos al tratamiento de los residuos. (Expte. Nro. 534)

LXXXVII - Proyecto de reforma. Convencionales Villaverde y Clidia Allende. Incorporar un nuevo artículo dentro de la Sección IX referido a la educación común. (Expte. Nro. 538)

LXXXVIII - Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Incorpora un nuevo artículo referido a los partidos políticos. (Expte. Nro. 539)

LXXXIX - Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Incorporar un nuevo artículo referido a la consulta popular. (Expte. Nro. 540)

XC - Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Modificar el Artículo 12. (Expte. Nro. 541)

XCI - Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Modificar el Artículo 127. (Expte. Nro. 542)

XCII - Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Modificar el Artículo 164. (Expte. Nro. 544)

XCIII - Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar un nuevo artículo referido al Defensor del Pueblo. (Expte. Nro. 545)

XCIV - Proyecto de reforma. Convencionales Marciano Martínez y Pesuto. Incorporar nuevos artículos referidos a los derechos de la familia, de los niños y adolescentes, de la juventud y de las personas mayores; y modificar el Artículo 22. (Expte. Nro. 546)

XCV - Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar un nuevo artículo referido a la audiencia pública. (Expte. Nro. 547)

XCVI - Proyecto de reforma. Convencionales Marciano Martínez y Pesuto. Incorporar nuevos artículos referidos al derecho a la vida, a la salud y derechos del enfermo. (Expte. Nro. 548)

XCVII - Proyecto de reforma. Convencional José Allende. Incorporar nuevos artículos a la Sección VIII referidos al Ministerio público. (Expte. Nro. 549)

XCVIII - Proyecto de reforma. Convencional Barrandeguy. Agregar un párrafo al Artículo 139, referido a la Fiscalía de Estado. (Expte. Nro. 550)

XCIX - Proyecto de reforma. Convencional Schoenfeld. Incorporar un nuevo artículo a la Sección I referido a las personas con capacidades especiales. (Expte. Nro. 551)

C - Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Modificar el Artículo 120, referido a la reelección del Gobernador y Vicegobernador y agregar una disposición transitoria. (Expte. Nro. 552)

CI - Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido al sistema de previsión y seguridad social para profesionales. (Expte. Nro. 553)

CII - Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Modificar el Artículo 56. (Expte. Nro. 554)

CIII - Proyecto de reforma. Convencional Almada. Agregar nuevos artículos referidos al régimen de seguridad social. (Expte. Nro. 555)

CIV - Proyecto de reforma. Convencionales Federik y Chiesa. Incorporar un nuevo capítulo a la Sección IX, referido a la cultura. (Expte. Nro. 556)

CV - Proyecto de reforma. Convencional Federik. Sustituir el Capítulo VI de la Sección V, referido a la organización policial. (Expte. Nro. 557)

CVI - Proyecto de reforma. Convencional Federik. Incorporar un nuevo capítulo referido al Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 558)

CVII - Proyecto de reforma. Convencional Federik. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a la información pública. (Expte. Nro. 559)

CVIII - Proyecto de reforma. Convencional Federik. Reemplazar el Artículo 154. (Expte. Nro. 560)

CIX - Proyecto de reforma. Convencional Federik. Modificar el Inciso 5º del Artículo 92. (Expte. Nro. 561)

CX - Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Carlos Díaz, Schvartzman, Reggiardo, Gianfelici, Haiek y Acharta. Incorporar un nuevo artículo referido a la salvaguarda del folclore provincial. (Expte. Nro. 562)

CXI - Proyecto de reforma. Convencional Monge. Incorporar a la Sección VI, Capítulo I un nuevo artículo referido a la provisión de jueces de refuerzo. (Expte. Nro. 563)

CXII - Proyecto de reforma. Convencionales Monge, Arralde, Cepeda y Guy. Incorporar un nuevo artículo referido a la celebración de convenios por parte de los Municipios y las Juntas de Gobierno. (Expte. Nro. 564)

CXIII - Proyecto de reforma. Convencionales Clidia Allende y Villaverde. Incorporar en la Sección I un nuevo artículo referido a los derechos de las personas con discapacidad o necesidades especiales. (Expte. Nro. 565)

CXIV - Proyecto de reforma. Convencionales Clidia Allende y Villaverde. Incorporar en la Sección I nuevos artículos referidos a los derechos de los adultos mayores. (Expte. Nro. 566)

CXV - Proyecto de reforma. Convencionales Clidia Allende y Villaverde. Incorporar un nuevo artículo referido al Régimen Jurídico Básico de los trabajadores del Estado. (Expte. Nro. 567)

CXVI - Proyecto de reforma. Convencionales De la Cruz de Zabal, Acharta, Gianfelici, Reggiardo, Schvartzman y Haiek. Modificar el Artículo 41 e incorporar un nuevo artículo referido a las mutuales y empresas de la economía social. (Expte. Nro. 568)

CXVII - Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, De la Cruz de Zabal, Gianfelici y Acharta. Modificar el Inciso 2º del Artículo 47. (Expte. Nro. 569)

CXVIII - Proyecto de reforma. Convencionales Gianfelici, Acharta, De la Cruz de Zabal, Haiek, Schvartzman y Reggiardo. Modificar los Artículos 181, 184, 188 y 193; e incorporar nuevos artículos referidos al régimen municipal. (Expte. Nro. 570)

CXIX - Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Brasesco, Rogel y Monge. Modificar el Artículo 89. (Expte. Nro. 571)

CXX - Proyecto de reforma. Convencionales De Paoli, Arralde y Monge. Modificar el Artículo 142. (Expte. Nro. 572)

CXXI - Proyecto de reforma. Convencional Gastaldi. Incorporar un nuevo artículo referido al hábeas data. (Expte. Nro. 573)

CXXII - Proyecto de reforma. Convencionales Gastaldi y Motta. Incorporar un nuevo artículo referido a la acción de amparo colectivo. (Expte. Nro. 574)

CXXIII - Proyecto de reforma. Convencional Gastaldi. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho de réplica. (Expte. Nro. 575)

CXXIV - Proyecto de reforma. Convencional Gastaldi. Incorporar un nuevo artículo referido a la protección ambiental. (Expte. Nro. 576)

CXXV - Proyecto de reforma. Convencionales Romero y Kunath. Modificar el Artículo 90. (Expte. Nro. 577)
CXXVI - Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y Reggiardo. Modificar el Artículo 51. (Expte. Nro. 578)

CXXVII - Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y Reggiardo. Incorporar a la Sección III un nuevo artículo referido al régimen electoral. (Expte. Nro. 579)

CXXVIII- Proyecto de reforma. Convencionales Schvartzman y Reggiardo. Incorporar en la Sección I un nuevo artículo referido a la participación de trabajadores y usuarios en las empresas públicas y una cláusula transitoria referida a la reglamentación del citado artículo. (Expte. Nro. 583)

CXXIX - Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero, Federik y Carlín. Incorporar un nuevo artículo referido a los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios. (Expte. Nro. 584)

CXXX - Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Romero y Federik. Modificar el Artículo 47. (Expte. Nro. 585)

CXXXI - Proyecto de reforma. Convencionales Kunath, Carlín, Romero y Federik. Incorporar un nuevo artículo referido a la creación de microrregiones de nivel intermunicipal o supramunicipal. (Expte. Nro. 586)

CXXXII - Proyecto de resolución. Convencional Alasino. Proponer la no admisión de actitudes discriminatorias por la Convención Constituyente. (Expte. Nro. 379)
CXXXIII - Proyecto de resolución. Convencionales De Paoli, Rogel, Brasesco, Guy, Cepeda, Arralde, Villaverde, Clidia Allende y Monge. Rendir homenaje a los convencionales constituyentes de 1933. (Expte. Nro. 434)
CXXXIV - Proyecto de resolución. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Reggiardo, De la Cruz de Zabal, Barrandeguy, Gianfelici y Zabala. Descubrir en un acto público una placa recordatoria del acto oficial de Jura de la nueva Constitución de la Provincia en la Plaza General Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 496)

CXXXV - Proyecto de resolución. Convencionales Schvartzman, Carlos Díaz, Reggiardo, Acharta, De la Cruz de Zabal, Zabala y Haiek. Rendir homenaje a la figura del General Ricardo López Jordán en la Jura de la nueva Constitución de la Provincia en la Plaza General Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 497)

CXXXVI - Proyecto de resolución. Convencionales Schvartzman y Reggiardo. Disponer que en la página web de la Convención haya un apartado o link que brinde información sobre el Presupuesto, montos de la remuneraciones de los convencionales y funcionarios, declaración jurada de Bienes de Patrimonio, funciones que cada convencional desempeña aparte de su labor como tal y nómina de asesores de cada convencional y cómo utiliza los fondos de los que dispone. (Expte. Nro. 580)

CXXXVII - Proyecto de resolución. Convencionales Schvartzman y Reggiardo. Rendir homenaje a la figura del doctor Arturo Enrique Sampay en el acto oficial de la Jura de la nueva Constitución de la Provincia en la Plaza General Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 581)

CXXXVIII - Proyecto de resolución. Convencionales Schvartzman y Reggiardo. Crear comisiones especiales para agilizar la labor en las Comisiones de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral y de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Expte. Nro. 582)

6.- Presentaciones particulares

7.- Manifestaciones. Sobre declaraciones periodísticas del convencional Acevedo Miño
8.- Dictámenes de comisión. Moción de sobre tablas.
––Artículo 80. Modificación. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 161)
––Artículo 92. Supresión Inciso 5º. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 169)
––Artículo 64. Sustitución. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Exptes. Nros. 173, 212, y 292)
––Artículo 2. Modificación. Dictamen de la Comisión de Régimen Municipal. (Exptes. Nros. 183, 211, 217 y 247)
––Equidad de género. Dictamen de la Comision de Peticiones, Reglamento y Presupuesto. (Expte. Nro. 347)
––Artículo 11. Derogación. Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Exptes. Nros. 170 y 261)
––Artículo 13. Derogación. Dictámenes de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular (en mayoría y minoría). (Expte. Nro. 182).

––Consejo Asesor Económico y Social. Creación. Dictámenes de las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de la de Control del Estado. (Exptes. Nros. 141, 188 y 199)
––Defensoría del Pueblo. Creación. Dictamen de la Comisión de Control del Estado. (Exptes. Nros. 143, 204, 224 y 336)
––Leyenda oficial en documentación. Dictamen de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto. (Expte. Nro. 338)
––Convencionales constituyentes. Comunicar designaciones. Dictámenes de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto (en mayoría y dos en minoría). (Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291)
9.- Artículo 80. Modificación. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte.Nro. 161). Consideración. Sancionado.
10.- Artículo 92. Supresión Inciso 5º. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 169). Consideración. Sancionado.
11.- Artículo 64. Sustitución. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Exptes. Nros. 173, 212, y 292). Consideración. Sancionado.
12.- Artículo 2. Modificación. Dictamen de la Comisión de Régimen Municipal. (Exptes. Nros. 183, 211, 217 y 247). Consideración. Sancionado.
13.- Equidad de género. Dictamen de la Comision de Peticiones, Reglamento y Presupuesto. (Expte. Nro. 347). Consideración. Sancionado.
14.- Artículo 11. Derogación. Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Exptes. Nros. 170 y 261). Consideración. Sancionado.
15.- Artículo 13. Derogación. Dictámenes de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular (en mayoría y minoría). (Expte. Nro. 182). Consideración. Sancionado.
16.- Consejo Asesor Económico y Social. Creación. Dictámenes de las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de la de Control del Estado. (Exptes. Nros. 141, 188 y 199). Consideración. Sancionado.
17.- Defensoría del Pueblo. Creación. Dictamen de la Comisión de Control del Estado. (Exptes. Nros. 143, 204, 224 y 336). Consideración. Sancionado.
18.- Leyenda oficial en documentación. Dictamen de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto. (Expte. Nro. 338). Consideración. Sancionado.
19.- Homenaje a los convencionales de 1933. (Expte. Nro. 434). Moción de sobre tablas. Consideración. Sancionado.
20.- Convencionales constituyentes. Comunicar designaciones. Dictámenes de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto (en mayoría y dos en minoría). (Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291). Consideración. Sancionado.
─En la ciudad de Paraná, a los 13 días del mes de marzo de 2008, se reúnen los señores convencionales en el recinto de la Convención Constituyente.

─A las 17.05, dice el:

1

ASISTENCIA

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Secretaría se tomará asistencia.

─Así se hace.

SR. SECRETARIO (Reviriego) ─ Informo a la Presidencia que se encuentran presentes 42 convencionales constituyentes.
─Ingresa al recinto la señora convencional Gastaldi.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la convencional Gastaldi.

SRA. GASTALDI ─ Solicito, señor Presidente, se deje constancia de mi presencia.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Así se hará, señora convencional.

2

APERTURA

SR. PRESIDENTE (Busti) – Con la presencia de 43 señores convencionales, declaro abierta la 3ª sesión ordinaria de la Convención Constituyente.

3
IZAMIENTO DE BANDERAS

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Invito al señor convencional Juan Carlos Almada a izar la Bandera Nacional y al señor convencional Juan Carlos Arralde a izar la Bandera de Entre Ríos.

─Así se hace. (Aplausos.)

4

ACTA
SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Secretaría se dará lectura al Acta de la sesión anterior.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH ─ Solicito, señor Presidente, se obvie la lectura del Acta de la sesión anterior y se dé por aprobada.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

─Asentimiento general de los señores convencionales.

─Ingresan al recinto los señores convencionales Alasino y Allende.

5

ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Prosecretaría se dará cuenta de los Asuntos Entrados.

─Se lee:

I

COMUNICACIONES OFICIALES

- El Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas remite Decreto Nro. 964 MEHF del 21/02/2008 relacionado al Presupuesto de la Convención Constituyente. (Expte. Nro. 372)

–En Secretaria a disposición de los señores convencionales.

- El Presidente del bloque de convencionales del Frente Justicialista para la Victoria, comunica el reemplazo del convencional Cresto en la Comisión Peticiones, Reglamento y Presupuesto por el convencional Calza. (Artículo 29º y 33º del Reglamento). (Expte. Nro. 377)

- Los convencionales Reggiardo y Acharta comunican que a partir del 03/03/2008 integrará la Comisión de Redacción y Revisión, en reemplazo del convencional Acharta, la convencional De la Cruz de Zabal. (Artículos 29º y 33º del Reglamento). (Expte. Nro. 450)
–Quedan enterados los señores convencionales.

- El Presidente de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, convencional Márquez, solicita el segundo giro a dicha comisión de los Exptes Nros. 149, 299, 320 y 352. (Artículo 30º del Reglamento). (Expte. Nro. 462).

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

─Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

─Se lee:

-El Bloque del Frente Justicialista para la Victoria comunica que ha incorporado al convencional Guillermo Martínez en reemplazo del convencional Taleb como miembro titular de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. (Artículos 29º y 33º del Reglamento). (Expte. Nro. 464)

- El Bloque Frente Justicialista para la Victoria comunica que ha incorporado a la convencional Chiesa como miembro titular de la Comisión de Redacción, en reemplazo de la convencional Pérez. (Artículos 29º y 33º del Reglamento). (Expte. Nro. 480)

- El Bloque Frente Justicialista para la Victoria comunica que ha incorporado a la convencional Pérez, en reemplazo de la convencional Chiesa, como miembro titular de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Artículos 29º y 33º del Reglamento). (Expte. Nro. 481)

–Quedan enterados los señores convencionales.

- El Presidente de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto solicita que el Expte. Nro. 195 sea girado a la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

─Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

─Se lee:

- El Presidente de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto solicita que el Expte. Nro. 279 sea girado a la Comisión de Redacción y Revisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

─Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

─Se lee:

- El Superior Tribunal de Justicia mediante Oficio Nro. 156, Acuerdo General Nro. 4 de fecha 04/03/2008, solicita copias de proyectos presentados que reconozcan incidencia institucional para el Poder Judicial. (Expte. Nro. 521)

–En Secretaria a disposición de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Tiene la palabra el convencional Carlín.

SR. CARLÍN ─ Señor Presidente, respecto de este expediente, además de quedar a disposición de los señores convencionales, solicito que por Secretaría se remitan los asuntos solicitados.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ ¿Cuál es la propuesta, señor convencional?

SR. CARLÍN ─ Como el Superior Tribunal de Justicia quiere conocer cuáles son los proyectos vinculados al Poder Judicial, solicito que por Secretaría se envíe copia de los mismos para conocimiento de ese Alto Cuerpo.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Así se hará, señor convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- La convencional Pérez informa que el 30/01/2008 ha solicitado al Presidente de la CAFESG, no se le abonen los honorarios correspondientes a las prestaciones que brinda a la referida comisión. (Expte. Nro. 593)

–En Secretaria a disposición de los señores convencionales.

II

DICTÁMENES DE COMISION

De la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral:

- Proyecto de reforma. Modificar el Artículo 80. (Expte. Nro. 161)

- Proyecto de reforma. Suprimir el Inciso 5º del Artículo 92. (en disidencia parcial del convencional Alasino). (Expte. Nro. 169)

- Proyectos de reforma. Sustituir el Artículo 64. (Exptes. unif. Nros. 173, 212, y 292)

De la de Régimen Municipal:

-Proyectos de reforma. Modificar el Artículo 2. (Exptes. Nros. 183, 211, 217 y 247)

De la de Peticiones, Reglamento y Presupuesto:

- Proyecto de resolución. Declarar el compromiso de establecer en la reforma de la Constitución de Entre Ríos, disposiciones que contemplen los principios de equidad de género y de no discriminación, así como las consecuentes obligaciones del Estado. (Expte. Nro. 347)

- Proyecto de resolución. Adoptar como leyenda oficial de la Convención Constituyente el texto: “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”. (Expte. Nro. 338)

- Proyectos de resolución, (de mayoría y dos de minoría). Convencionales Constituyentes. Comunicar designación. (Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291)

De la de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular:

- Proyectos de reforma. Derogar el Artículo 11. (Exptes. Nros. 170 y 261)

- Proyecto de reforma (de mayoría y minoría). Derogar el Artículo 13. (Expte. Nro. 182)

De la de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable:
- Proyectos de reforma (en disidencia parcial de la convencional Pasqualini). Crear el Consejo Asesor Económico y Social. (Exptes. Nros. 141, 188 y 199)

De la de Control del Estado:

- Proyectos de reforma (en disidencia parcial del convencional Marciano Martínez). Crear el Consejo Asesor Económico y Social. (Exptes. Nros. 141, 188 y 199)

- Proyectos de reforma. (en disidencia parcial del convencional Marciano Martínez). Introducir la figura del Defensor del Pueblo en la Constitución Provincial. (Exptes. Nros. 143, 204, 224, 336)
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, solicito que los once dictámenes de comisión, a los que se acaba de dar lectura, queden reservados en Secretaría para solicitar oportunamente el tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quedan reservados en Secretaría, señor convencional.
Continúa la lectura la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

III

REMISIÓN DE LA CÓMISIÓN DE INICIATIVA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

a)
(Expte. Nro. 0017)

Paraná, 05 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 0017 presentado por el Dr. Norberto Ramón Marini y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768, siguiendo el pase a la comisión temática de Régimen Municipal

Sin otro particular.
Comisión de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL.
–A la Comisión de Régimen Municipal.
b)

(Expte. Nro. 110)

Paraná, 05 de marzo de 2008.
SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 110 presentado por Silvia Liliana Coronel y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema no se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768.

Se considera que si puede ser de tratamiento legislativo, lo cual será informado al interesado para que el mismo sea presentado ante la Oficina de Sugerencia Ciudadana en la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia.

Sin otro particular.
Comisión de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – HEYDE – PESUTO – ROGEL.
–Se giró a la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Cámara de Diputados.

c)

(Expte. Nro. 222)

Paraná, 05 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 222 presentado por los Empleados de la Dirección del Notariado Registro y Archivo y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768, siguiendo el pase a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Régimen Electoral.

Sin otro particular.
Comisión de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) HEYDE – PESUTO – ROGEL.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

d)

(Expte. Nro. 231)

Paraná, 05 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 231 presentado por el Dr. Pablo Amestoy, Dr. Morguenstern y Dr. Vicentin y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768, siguiendo el pase a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Forma de Participación Popular y como segundo giro va a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Sin otro particular.
Comisión de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

e)

(Expte. Nro. 240)

Paraná, 05 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 240 presentado por el Dr. Fornari y Moreyra y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768, siguiendo el pase a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Forma de Participación Popular y como segundo giro va a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – HEYDE – PESUTO – ROGEL.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

f)

(Expte. Nro. 273)

Paraná, 05 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 273 presentado por la Asociación Amigos del Antirrábico, Dr. Anunziato Rezzett, y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al trámite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768, siguiendo el pase a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Forma de Participación Popular y como segundo giro va a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Sin otro particular.

Comision de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

g)

(Expte. Nro. 325)

Paraná, 05 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCION CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertenencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 325 presentado por los Empleados del Registro Civil y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768, siguiendo el pase a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Legislativo, Judicial y Registro Electoral.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participacion Ciudadana: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – ACEVEDO MIÑO – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

PROYECTOS DE LOS SEÑORES CONVENCIONALES

IV
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 369)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…: El Estado implementará la Educación Ambiental en todas las modalidades y niveles de la educación formal y no formal que se dictan en la provincia.
Art…: De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – ACHARTA – HAIEK – ZABALA – REGGIARDO.
FUNDAMENTOS

Desde los orígenes de la civilización los seres humanos han interactuado con el medio y lo han modificado según necesidades propias y costumbres adquiridas. Los problemas ambientales no son nuevos. Sin embargo, el nivel de aceleración que registran hoy estas alteraciones, su carácter masivo y la universalidad de sus consecuencias, hacen especialmente preocupante la situación actual.
Los problemas ambientales no constituyen conflictos independientes unos de otros, sino que están estrechamente vinculados entre sí, lo que configura una realidad muy distinta a la que podría describirse como la simple acumulación de todos ellos. En este sentido, hoy en día podemos –y debemos– hablar de algo que supera la expresión parcial de “problemas ambientales”: nos enfrentamos a una auténtica crisis ambiental, y la gravedad de esta crisis se manifiesta en su carácter global como crisis de civilización.
La toma de conciencia de este estado de las cosas no puede limitarse a percibir la crisis como una situación coyuntural en la que determinados planteamientos sobre el mundo y sobre la vida resultan ya inadecuados. Si somos concientes de que sólo en una situación de crisis se consideran y se desarrollan soluciones innovadoras, parece evidente que tenemos ante nosotros el desafío de encontrar, en esta bisagra, una oportunidad para "reinventar" de forma creativa nuestra manera de entender y relacionarnos con el mundo.
Estas soluciones no pueden ser únicamente tecnológicas; el desafío ambiental supone un reto a los valores de la sociedad contemporánea, ya que esos valores –que sustentan las decisiones humanas–, conforman la raíz misma de la crisis ambiental. En este contexto, la educación ambiental juega un papel esencial a la hora de afrontar este desafío, promoviendo un "aprendizaje innovador" caracterizado por la anticipación y la participación, que permitan no sólo comprender, sino también implicarse en aquello que queremos entender.

La Educación Ambiental: una respuesta a la crisis ambiental

Desde los años 60, cuando en nuestras sociedades comenzaron a tomar fuerza los cuestionamientos al modelo de crecimiento establecido, y se empezaron a denunciar sistemáticamente los impactos que producía sobre el ambiente, se han realizados numerosos diagnósticos sobre la crisis ambiental. Poco a poco, los ciudadanos de todo el mundo empezaron a ejercitar una nueva lectura del medio en el que están inmersos, y fue abriéndose paso una nueva cosmovisión, una nueva percepción de la relación ser humano-sociedad-medio.
En la inmensa mayoría de los informes, documentos y manifiestos que han ido apareciendo a lo largo de estos años se plantea la necesidad de adoptar medidas educativas (entre otras) para frenar el creciente deterioro del planeta. 

Las relaciones entre educación y ambiente no son nuevas; no obstante, la singularidad que aporta la “educación ambiental” como conjunto de prácticas pedagógicas específicas, es que “el medioambiente” –además de medio educativo, contenido programático o recurso didáctico–, aparece ahora con suficiente entidad como para constituirse en finalidad y objeto de la educación.
De esta forma, aunque sus raíces son antiguas, la educación ambiental como la entendemos hoy en día es un concepto relativamente nuevo, que pasa a un primer plano recién a finales de los años 60.
Estos planteos alcanzaron rápidamente un reconocimiento institucional. Así, por ejemplo, en el ámbito internacional, la Organización de las Naciones Unidas, a través de sus distintos organismos –el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA) y la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) fundamentalmente– fue una de las principales impulsoras de estudios y programas relacionados con la educación ambiental. Este proceso de desarrollo, sin embargo, no puede ser reducido a su vertiente institucional: la educación ambiental ha tomado cuerpo gracias al esfuerzo de innumerables entidades, organizaciones ciudadanas y educadores comprometidos que han contribuido, a veces de forma anónima, no sólo a la conceptualización de la educación ambiental sino, esencialmente, a su puesta en práctica.
Evolución del Concepto de Educación Ambiental

El concepto de educación ambiental no es estático; evoluciona de forma paralela a la idea de ambiente y a la percepción que se tiene de él. Tradicionalmente se trabajaban los aspectos físico-naturales del medio desde perspectivas próximas a las ciencias de la naturaleza. Posteriormente, se planteó la necesidad de contemplar al ambiente de forma explícita en los procesos educativos, pero la atención se centró en cuestiones como la conservación de los recursos naturales, la protección de la flora y la fauna, etcétera.
Actualmente sabemos que aunque los elementos físico naturales constituyen la base de nuestro medio, las dimensiones socioculturales, políticas y económicas son fundamentales para entender las relaciones que la humanidad establece con su medio y para gestionar mejor los recursos naturales. También somos concientes de la interdependencia que existe entre ambiente, desarrollo y educación. Es precisamente esa perspectiva la que nos conduce a reclamar la reorientación de la educación ambiental de modo que, además de preocuparnos por el uso racional de los recursos, debemos ocuparnos de la sociabilización y gestión participativa de esos recursos y modificar los modelos de desarrollo que orientan su utilización.
La educación ambiental, según su concepción actual, no representa una respuesta coyuntural sino que supera la perspectiva tecnológica –que sin duda posee–, para constituirse en elemento esencial de una educación global y permanente que aporta un nuevo paradigma educativo, y supone una profunda innovación cultural. En este sentido, a través de la acción pedagógica permanente la comunidad educativa tiende a la toma de conciencia sobre su realidad global, sobre el tipo de relaciones que los hombres establecen entre sí y con la naturaleza, y sobre los problemas derivados de dichas relaciones y sus causas profundas. A partir de una práctica que vincula al educando con la comunidad, la educación ambiental desarrolla valores y actitudes que promueven un comportamiento dirigido hacia la transformación superadora de esa realidad, tanto en sus aspectos naturales como sociales, desarrollando en el educando las habilidades y aptitudes necesarias para dicha transformación (Teitelbaum, 1978:51).
Como corolario de este planteo, hacemos nuestras las palabras que el profesor Carlos Galano pronunció en el 2º Encuentro Metropolitano de Educación Ambiental que se desarrolló en Toluca (México), en noviembre de 2003:
“La crisis ambiental es la crisis de un modelo tecnológico y cultural que ha depredado a la naturaleza y negado a las culturas alternas. En este sentido se define el conocimiento que debe construir la educación ambiental, desde la ética de un conocimiento orientada a una nueva visión de la economía, de la sociedad y del ser humano. Ello implica promover las estrategias de conocimiento abiertas a la hibridación de las ciencias y la tecnología moderna con los saberes populares y locales en una política de la interculturalidad y el diálogo de saberes. La ética implícita en el Saber Ambiental recupera el conocimiento valorativo y coloca al conocimiento dentro de la trama de relaciones de poder en el saber. El conocimiento valorativo implica la recuperación del valor de la vida y el reencuentro de nosotros mismos, como seres humanos sociales y naturales, en un mundo donde prevalece la codicia, la ganancia, la prepotencia, la indiferencia y la agresión, sobre los sentimientos de solidaridad, compasión y comprensión”.

Por último, es necesario manifestar nuestro agradecimiento al grupo de personas maravillosas que conforman la ONG Proyecto Tierra de la ciudad de Paraná, verdaderos alma mater de este proyecto.
Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta – María M. Haiek – Gregorio D. Zabala – Santiago C. Reggiardo.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

V

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 370)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROMOCIÓN DE BIBLIOTECAS POPULARES

Art.:- Se declara de interés socio-cultural prioritario la promoción y funcionamiento de las Bibliotecas Populares en el territorio de la Provincia.

Art.:-El Estado provincial crea un fondo económico específico para su desenvolvimiento.

Art.:- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN – HAIEK – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – ZABALA – ACHARTA – GIANFELICI.
FUNDAMENTOS

Llevar, a la Constitución Entrerriana “el paraíso en forma de una biblioteca”, al decir de Borges, es apoyar con contundentes argumentos el tema específico de las Bibliotecas Populares.

Fue visión y trabajo fecundo de nuestros preclaros hombres del siglo XIX que nosotros hoy, orgullosamente disfrutemos de muchas de las bibliotecas que aún permanecen funcionando. 

Convicción de hombres como Moreno que en 1810 a través de la Gazeta de Buenos Aires, un jueves 13 de septiembre nos manifestaba “Toda casa de libros atrae a los literatos con una fuerza irresistible, la curiosidad incita a los que han nacido con positiva resistencia a las letras, y la concurrencia de los sabios con los que desean serlo produce una manifestación recíproca de luces y conocimientos, que se aumentan con la discusión, y se afirman con el registro de los libros, que están a mano para dirimir disputas”.

Cuando los gobernantes tienen claro cuales son las metas del corto, mediano y largo plazo obran en consecuencia, y si lo hacen con la convicción de que es el ciudadano el que debe recibir de la mejor manera el producto de estos esfuerzos estamos en buen camino.

El devenir histórico ha hecho responsable y coautor de la democracia de tipo participativa, al ciudadano, de manera tal que pueda implementar los modos para que aquello que anhela, se haga realidad.

Esta manera sui-generis de determinar su propio entorno marca también al fenómeno de la biblioteca popular que aunque bizarra y ausente en la inmensa mayoría de países del mundo es motivo de orgullo nativo.

Se define una biblioteca popular en principio como una institución al servicio de la comunidad, surge de ella, sin fines de lucro, es divulgadora de cultura, propende a fomentar la lectura, atiende a la educación y básicamente es formadora de mejores y mas plenas personas, en cuanto el incorporar saber y/o información atendiendo, de esta manera a la espiritualidad del ser humano.

“En el devenir histórico de estas instituciones en nuestra provincia, tiene ascendencia la lectura que de ella realizara Domingo Faustino Sarmiento cuando elogia a Entre Ríos y su gobernador Justo José de Urquiza,...al expresar que organizó la instrucción pública en la provincia y puso un maestro de escuela en cada lugar habitado.”1
“La provincia de Entre Ríos como Estado consideró la educación de sus habitantes como un hito importante para los gobiernos de la época. Desde que existen registros como el Censo de Ramírez de 1820 hasta los gobiernos del General Justo José de Urquiza, se crearon escuelas y bibliotecas.

Cuando en 1870 el estado nacional promulgó la ley Nº 419, de fomento a la adhirió a la iniciativa creación de Bibliotecas Populares, dice como una de las formas de apoyar la educación, esta decisión tuvo su correlato en la provincia de Entre Ríos, cuyo estado, el 24 de agosto de 1871 y estableció un apoyo similar y sumatorio a las Bibliotecas Populares que se crearan en Entre Ríos.”2
“El 21 de mayo de 1869, Olegario Víctor Andrade escribe una nota a la Comisión Protectora de la Educación de Gualeguaychú promoviendo la creación de una Biblioteca Popular.”3
Este es el origen de la primera de muchas de ellas, plasmado en la creación de la “Biblioteca del Educacionista Argentino”, hoy Biblioteca Popular Sarmiento. Se destaca que esta biblioteca es incluso previa a la ley nacional.

Es menester explicitar que luego de la promulgación de esa ley marco, el número de Bibliotecas Populares ha seguido creciendo y si bien, una cada siete mil habitantes es respetable, lo ideal para la Provincia sería tender a una cada cinco mil.

Las Bibliotecas Populares son el soporte cultural-educativo de cualquier ciudad de la Provincia. Han demostrado en épocas de crisis ser además las encargadas de sobrellevar gran parte de esta labor.

Son hoy herramientas de inclusión social y construcción de la ciudadanía, en particular de los sectores considerados más vulnerables.

La Provincia cuenta a partir del año 1988 con la ley Nº 8092 referida a las mismas.

Históricamente el funcionamiento de las Bibliotecas Populares se sostiene con la sólida vocación de servicio de sus dirigentes, aún aportando para los gastos que demandan, dinero de su propio peculio.

Se reconoce el aporte asistemático de la ley antes mencionada, como así también de algunos municipios apoyando a las propias. Esto dada la enorme tarea a la que están abocadas y la función social primordial que encaran, no resulta suficiente. Por lo cual la creación de un fondo específico se hace imprescindible.

Destacamos el impacto y la necesidad de incluir los artículos de este proyecto en la nueva constitución como elemento sine qua non en la dinámica y democratización de la cultura tendiente a la liberación y crecimiento de los pueblos.

1,2,3  “Orígenes e integración de las Bibliotecas Populares en Entre Ríos” Silvia M. Biale de Bergara y Armando Cergneux. Imprenta Oficial Paraná 2006.

Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – María M. Haiek – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Gregorio D. Zabala – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 374)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

LA INCORPORACIÓN DE LA SIGUIENTE SECCION:

SECCION….

DE LA PARTICIPACION CIUDADANA

CAPITULO I

DE LA REVOCATORIA DE LOS MANDATOS

ARTÍCULO...:- Podrán ser separados del cargo por Revocatoria de Mandatos los funcionarios elegidos mediante el voto popular, pudiendo esta convocarse a instancia del Cuerpo Electoral o de la Legislatura.

ARTÍCULO…:- Son causales para promover la Revocatoria de Mandatos: mal desempeño del cargo, la incapacidad física o mental sobreviniente, y delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones.

ARTÍCULO...:- Para que la solicitud de revocatoria de mandato a instancia del electorado pueda sustanciarse, el pedido deberá alcanzar el treinta por ciento de los empadronados distribuidos en el distrito en que corresponda realizar la convocatoria.
ARTÍCULO..:- La revocatoria de mandatos a instancia del electorado deberá sustanciarse ante la justicia electoral que, previo control de legalidad por el Ministerio Público Fiscal, deberá pronunciarse sobre el cumplimiento de los requisitos formales previstos en la reglamentación respectiva y convocar al acto electoral en su caso. Los interesados tendrán derecho a recurrir en caso de negativa.

ARTÍCULO..:- La convocatoria a comicios para la revocatoria del mandato del Gobernador, Vicegobernador y de los Diputados Provinciales se efectuará en distrito único en todo el territorio de la Provincia. La de los Senadores Provinciales en el distrito respectivo.

ARTÍCULO...:- La revocatoria de mandato a instancia de la Legislatura deberá ser calificada y convocada por ley, debiendo contar con la aprobación de los dos tercios de la totalidad de los miembros de ambas cámaras, siendo la ley de promulgación automática.

ARTÍCULO…:- Para separar del cargo a un funcionario electivo mediante la revocatoria de mandatos sea a instancia del Electorado o por Ley de la Legislatura, será requerido el voto afirmativo deberá alcanzar el cincuenta por ciento más uno de los votos válidos en el Comicio.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

A la Honorable Convención Constituyente:

Presento este proyecto de la revocatoria de mandatos para que se sancione su incorporación a la Constitución de Entre Ríos.

Se trata, junto al juicio político y al enjuiciamiento de funcionarios y magistrados, de una de las instituciones que a través de ciertas motivaciones y un procedimiento a seguir, pone en crisis la estabilidad de funcionarios electivos en el orden provincial.

Pero a través de una sustancial diferencia, centra la cuestión en la decisión del soberano y no de la Legislatura o de un tribunal especial, como sucede en los otros institutos.

Es que a través del ejercicio del sufragio, el ciudadano puede decidir sobre la permanencia o destitución del funcionario cuestionado, previo desde ya, el cumplimiento de una serie de condiciones que se vuelcan en el proyecto.

Propongo que la revocatoria de mandatos se pueda activar por iniciativa de la Legislatura, con mayoría calificada de la totalidad de sus miembros, o por el soberano reuniendo ciertas condiciones.

Como la Constitución vigente, art. 193, la doctrina constitucional, las opiniones políticas y la misma Ley 9.768 lo estipulan, se trata de un instituto inscripto en los mecanismos de participación ciudadana en círculo del Estado organizado moderno.

El ejercicio del derecho y la garantía de participación ciudadana es una idea que ya no se discute porque viene a moderar el rigor del primer constitucionalismo que se apegaba y así creó las normas jurídicas, a la filosofía del liberalismo que tuvo como base de sustentación el individualismo de la persona.

Posteriormente, luego de varias evoluciones, pero la más trascendente, originada en la presencia del Gobierno del Gral. Juan Domingo Perón, sube a la escena de las ideas un nuevo constitucionalismo, que se denomina por los autores “constitucionalismo social”.

Esas nuevas ideas se originan en los últimos años del S. XIX, con la encíclica “Rerum Novarum” y primeros años del S. XX, para consagrarse entre nosotros luego de la Segunda Guerra Mundial, con la Constitución de 1949 donde aparecen los derechos sociales entre otros.

Pero luego, con el correr de los años, la evolución de nuestra sociedad y las sucesivas crisis institucionales –también en otros lugares del mundo– nos ponen ante la necesidad de que al Estado, la democracia representativa, en realidad, por si sola, no dan respuestas a los requerimientos, no tanto del individuo, sino de su conjunto que es la comunidad.

Es el momento en que irrumpe en la escena político–social este concepto de la participación del ciudadano en la acción del Estado y en todos sus niveles, es lo que se denomina la “democracia participativa”.

Este proyecto, más otros que incorporaré, tienen por finalidad institucionalizar de varias formas esa participación que pide la sociedad.

Por estos motivos y los que expondré oportunamente es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 375)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1º: INCORPÓRASE al Artículo 99 de la Constitución Provincial el siguiente texto modificando el mismo que quedará redactado de la siguiente manera: “Son causales para el Enjuiciamiento Político el mal desempeño en el cargo, la incapacidad física o mental sobreviniente, delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones.” La acusación se hará por escrito, determinando con toda precisión los hechos que sirvan de fundamento a aquella.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

A la Honorable Convención Constituyente:

Presento este proyecto con el objeto que se sancione la incorporación de las causales del JUICIO POLÍTICO a nuestra Constitución Provincial.

Sabidos que la Constitución de la Provincia, omite la mención de tan importante capítulo del proceso de juzgamiento y probable destitución de algunos funcionarios, siendo este mismo el fundamento por el cual la ley 9768 que declara la necesidad de la reforma, habilita su incorporación.

En este sentido, algunas Constituciones de las Provincias Argentinas y la misma Constitución Nacional prevén estas motivaciones las que además cuentan con un amplio análisis doctrinario, como son las obras de Sagués “Elementos del Derecho Constitucional” T.I pág. 693 y siguientes; Dromi-Menem, “La Constitución Reformada”, página 211 y siguientes entre otros.

Las causales que se incorporan mediante el presente Proyecto son: “mal desempeño en el cargo, la incapacidad física o mental sobreviniente y los delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones“. Existe coincidencia con la Constitución nacional que en su artículo 53 estipula “por mal desempeño en el cargo o por delitos en el ejercicio de sus funciones”, agregando esa norma asimismo “por crímenes comunes” siendo esto último en realidad producto de una vieja discusión en orden a la interpretación de los delitos penales ya superada.

La Constitución de la Provincia de Santa Fe coincide con la Nacional agregando la de Mendoza a las ya mencionadas la causal de “desorden de conducta y faltas”.

El “mal desempeño en el cargo” es la típica motivación política, que se subsume en la sublime actividad de quien ejerce la política ya sea quien resulta cuestionado, como quien tiene decisión sobre esas mismas acciones, siendo esta causal de interpretación francamente libre, y es en definitiva quien acusa el que pone en crisis con toda libertad la razón de esa motivación. Con esto, quiero significar que no existen parámetros, límites o cursos de interpretación respecto de esta causal que en definitiva es la política misma en este sentido se ha expedido la Corte Suprema de Justicia de la Nación en numerosos fallos como los citados por Armagnague, en la obra “Juicio Político y Jurado de Enjuiciamiento”, desalma, Bs. As. Año 1995, página 109 y siguientes, entre otros.

En lo que respecta a la incapacidad física o mental sobreviniente, se trata de una enfermedad que inhabilita al funcionario, no se trata aquí de su mal desempeño, ni de delitos o falta que pueda cometer. Es el caso concreto de quien por razones de salud se encuentra imposibilitado para continuar ejerciendo el cargo y no realiza acciones para producir su propia acefalía.

Otras Constituciones como las de: Chaco, San Juan, Formosa, La Pampa, Río Negro, Misiones, Chubut y Catamarca, incorporan también la causal de inhabilidad.

En cuanto a la causal de delitos que menciona este proyecto se trata de los cometidos por el funcionario en el ejercicio de su cargo, lo cual reconoce también antecedentes en otras Constituciones y en nuestra doctrina constitucional.

Me resta expresar que cualquiera de estas causales de enjuiciamiento no son de aplicación automática, deberán pasar por un examen previo de la Cámara de Diputados, organismo éste que tiene facultades para habilitar o no la acusación abriendo así el procedimiento previsto para su sustanciación ante el Senado.

Por estos motivos y los que se expresarán oportunamente solicito a mis pares la aprobación del presente Proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

VIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.376)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1º: INCORPÓRASE al Artículo 169 de la Constitución Provincial el siguiente texto modificando el mismo que quedará redactado de la siguiente manera: “Los funcionarios judiciales letrados a que se refieren los artículos 155 y 162 de esta Constitución, no sujetos a juicio político podrán ser acusados ante el Jurado de Enjuiciamiento, que estará integrado por tres miembros del Superior Tribunal, dos legisladores, dos abogados inscriptos en la Matrícula de la Provincia y domiciliados en esta, que reúnan las cualidades requeridas para ser miembros del Superior Tribunal de Justicia y dos ciudadanos inscriptos en el padrón electoral, todos ellos sorteados o designados con la antelación suficiente para que el tribunal esté constituido el primero de enero de cada año.

ARTICULO 2º: ELIMINASE el Artículo 176 de la Constitución Provincial.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

A la Honorable Convención Constituyente:

Presento este proyecto para que se sancione la incorporación de dos ciudadanos en la composición del Jurado de Enjuiciamiento, art. 169 de la Constitución de Entre Ríos.

La incorporación de dos electores, en mi criterio, se inscribe en una verdadera evolución de las ideas políticas en nuestra Provincia, puesto que el habilitarse la reforma de la Constitución, Ley 9.768, entre los numerosos temas habilitados, se destaca el de legislar la participación del ciudadano en varios niveles de la organización estatal.

Un ámbito propicio para participar por la ciudadanía es precisamente éste, respondiendo no sólo a nuevas ideas como se dijo, sino también al sistema de vida y organización democrática como razón de ser del pueblo entrerriano.

A mi juicio, la composición del Jurado de Enjuiciamiento luce como bastante técnico, como se ve por ejemplo en la redacción del art. 169 cuando estipula que los integrantes deberán reunir “las condiciones para ser miembros del Superior Tribunal de Justicia”.

En la redacción que propongo, claramente se ve que los ciudadanos inscriptos en el padrón, no deberán contar con aquéllas condiciones, aunque sí las que son necesarias para su incorporación al padrón electoral, lo cual, demás está decir le permite el ejercicio del sufragio, con todo su significado en la organización democrática.

El ejercicio del derecho y la garantía de participación ciudadana es una idea que ya no se discute porque viene a moderar el rigor del primer constitucionalismo que se apegaba y así creo las normas jurídicas, a la filosofía del liberalismo que tuvo como base de sustentación el individualismo de la persona.

Posteriormente, luego de varias evoluciones, pero la más trascendente originada en la presencia del Gobierno del Gral. Juan Domingo Perón, sube a la escena de las ideas un nuevo constitucionalismo, que se denomina por los autores “Constitucionalismo social”.

Esas nuevas ideas se originan en los últimos años del S. XIX, con la encíclica “Rerun Novarum” y primeros años del S. XX, para consagrarse entre nosotros luego de la Segunda Guerra Mundial, con la Constitución de 1949. Aparecen los derechos sociales, entre otros.

Pero luego, con el correr de los años, la evolución de nuestra sociedad y las sucesivas crisis institucionales –también en otros lugares del mundo– nos ponen ante la necesidad que el Estado, la democracia representativa, en realidad, por si sola no dan respuesta a los requerimientos, no tanto del individuo, sino de su conjunto que es la comunidad.

Es el momento en que irrumpe en la escena político-social este concepto de la participación del ciudadano en la acción del Estado y en todos sus niveles, es lo que se denomina la “democracia participativa”.

Este proyecto, más otros que incorporaré, tienen por finalidad institucionalizar de varias formas esa participación que pide la sociedad.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

IX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 378)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

De las Comunas Rurales.

Artículo
: Todo asentamiento poblacional, independientemente del número de habitantes y de la cantidad de hectáreas, que no constituya un municipio, se denomina Comuna Rural.

Artículo
: Toda Comuna Rural deberá, obligatoriamente, quedar comprendida dentro de un área de influencia de un municipio, sea éste de Primera o de Segunda categoría.

La Legislatura Provincial dictará una ley que:

- Establezca una orbita jurisdiccional en la esfera de cada municipio, determinando un sistema de ejidos rurales satélites dentro del área de influencia del municipio, de manera que ningún sector y ningún habitante de la Provincia quede privado de los derechos, garantías, deberes y responsabilidades que establece la presente Constitución; dicho sistema deberá tomar como parámetros la proximidad, problemas e intereses comunes, número de habitantes, idiosincrasia, servicios, instituciones, caminos y la extensión territorial de cada comuna rural, determinado por hectáreas.

- Fije categorías no taxativas de Comunas Rurales tomando como pautas las del párrafo anterior y, en especial, que hay zonas en las que pueden no coincidir el número de habitantes y la cantidad de hectáreas, como área de extensión de la comuna, y que no cuentan con instituciones ni servicios específicos.

- Garantice que el gobierno de las Comunas Rurales sea ejercido por un Cuerpo Colegiado integrado por sus propios vecinos, que tengan residencia y/o sean propietarios y/o tengan intereses comerciales, productivos, laborales u otros que lo justifiquen en la jurisdicción de la Comuna, debiendo asegurarse el Principio de Equidad de Géneros en su conformación y/o integración.

Los miembros del Cuerpo Colegiado serán elegidos por sus vecinos mediante una asamblea convocada al efecto, respetándose el principio de que el voto es secreto, universal y obligatorio.

- Establezca atribuciones, competencias, deberes y responsabilidades del Cuerpo Colegiado, los cuales no podrán ser inferiores a las vigentes al momento de sancionarse la presente Constitución, teniendo en cuenta los servicios, las instituciones, el número de habitantes y la cantidad de hectáreas.

- Establezca como requisitos para ser electores de la Comuna Rural: la residencia y/o ser propietarios y/o tener intereses comerciales, productivos, culturales, laborales u otros que lo justifiquen.

- Asegure un régimen de coparticipación a través del Poder Ejecutivo, con respecto a la recaudación proveniente de dicha comuna y de la Provincia.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

El presente proyecto se basa en el Art. 1 apartado 41 de la Ley 9768.

Antecedentes.

La historia de la institucionalización de los Centros Rurales de Población comienza el 22 de Noviembre de 1892 cuando se sancionó la Ley 1.509, ley que dio vigencia al Código Rural de Entre Ríos.

Dicha legislación, la cual dedicaba el Capitulo III de la Sección 2da. a los Centro Rurales de Población, los definía en su articulo 17 como aquellos “asentamientos poblacionales de mas de 500 habitantes que no hayan sido declarados municipios y posean terreno designado y reservado para planta urbana”, y establecía que el órgano de gobierno de dichas poblaciones era la “Junta de Gobierno” –denominación que continua vigente actualmente-, integrada por 5 miembros, nombrados por decreto del Poder Ejecutivo, con la condición de ser vecinos de la localidad.

La exposición de motivos de la Comisión Redactora de dicho ordenamiento afirmaba que “por nuestra Constitución la acción de las municipalidades no se extiende más allá de sus municipios y estos centros formados en las colonias y en las estaciones de ferrocarriles se encuentran librados a la acción administrativa que está siempre distante para poder apreciar como es necesario, las verdaderas necesidades comunales”.

Así el Código Rural reconoce la propia realidad socio-política de la época: los Centros Rurales de Población.

Con respecto a las Juntas de Gobierno, según el Código Rural, de los 5 miembros, uno era designado como Presidente y los otros como vocales en el decreto de nombramiento. Dicho cuerpo dictaba su propio reglamento, nombraba empleados, y su Presupuesto estaba sujeto a la aprobación de la Legislatura y también se establecía que debían rendir cuentas ante el Poder Ejecutivo.

Las Juntas de Gobierno eran, en realidad, delegaciones del gobierno central con asiento y ejercicio de funciones en las localidades que reunieran las condiciones fijadas por la ley para ser consideradas Centro Rural de Población.

Siguiendo con esta idea la exposición de motivos de la Comisión Redactora del Código Rural de Entre Ríos, al referirse a las Juntas de Gobierno, expresó que estas contarían “con facultades semejantes a las que tienen las municipalidades al presente”.

Con respecto a las atribuciones de la Junta de Gobierno estas se agrupaban por las siguientes materias: seguridad pública, higiene y sanidad, beneficencia y moralidad pública, educación, hacienda y obras públicas, dichas atribuciones se asemejaban a las asignadas para la Corporación Municipal de la Ley 1.256.

Más tarde, en 1974, se sanciona la ley 5.567, la cual dispuso que las Juntas de Gobierno fueran electivas, pero no tuvo aplicación ya que se instauró el gobierno de facto el 24 de marzo de 1976.

En 1981, más precisamente el 21 de diciembre, fue sancionado, por Decreto-Ley Nº 6.857, el nuevo régimen de los Centros Rurales de Población. Dicho ordenamiento, antecedente de la actual Ley 7.555, presenta como novedad la reducción del número de habitantes exigidos para constituir un centro rural de población, a 300 y los caracterizaba a estos disponiendo: “dedicados a la actividad rural”. En definitiva en articulo 1º del Decreto-Ley disponía: “Considérese Centro Rural de Población, a los fines de la presente ley, a toda extensión territorial no declarada Municipio, perimetralmente delimitada por el Poder Ejecutivo, con una población superior a los trescientos (300) habitantes, dedicados predominantemente a la actividad rural, y que cuente con las reservas necesarias, de acuerdo con las disposiciones legales vigentes, para el emplazamiento de una Planta Urbana”.

Lo que resulta especialmente novedoso es “la asignación de recursos a la Junta para su aplicación a los fines específicos y propios de su existencia”.

Actualmente los Centros Rurales de Población son regidos por la Ley 7.555, B.O. del 3 de Mayo de 1985, dicho régimen mantiene la organización de su antecedente, pero se destacan la reducción a 200 habitantes como cantidad de población requerida para que un asentamiento sea declarado Centro Rural de Población, así como la supresión de las exigencias de dedicación a la actividad rural de los pobladores y de reservas para un emplazamiento urbano.

Dicha ley ha tenido sucesivas reformas, como la ley 8.679, la 9.469, la 9.585, entre otras.

Con la ley 9.480 –también modificatoria de la Ley 7.555-, conocida como Ley Ghiano, en referencia al autor del proyecto de la misma, se introdujo la categorización de los centros rurales de población, se modificó la forma de elección de las Juntas de Gobierno, estableciéndose el voto universal, secreto y obligatorio de los ciudadanos domiciliados en la jurisdicción correspondiente que figuren en el padrón electoral y estén habilitados para sufragar, entre otras reformas.

Posteriormente se sancionó, el 8 de agosto de 2007, la ley 9.786, también modificatoria de la ley 7.555, la cual estableció la compensación de los presidentes de las juntas de gobierno por el desempeño de sus cargos, disponiendo una escala salarial según la categoría del centro rural que aquellos presiden.

Objetivos:

Uno de los objetivos del presente proyecto es otorgar jerarquía constitucional a los Centros Rurales de Población –los cuales proponemos denominar “Comunas Rurales”.

Es sabido que el actual régimen municipal de nuestra provincia no da un tratamiento igualitario al poblador rural.

El sistema de ejidos delimitados deja al habitante rural en “zonas grises”, donde la relación con la autoridad es menos directa que la del habitante de la ciudad y sus problemas y necesidades son muy diferentes a los de las zonas urbanizadas y pequeños caseríos o establecimientos rurales dispersos sin centros de interés (instituciones y servicios). Esto se contrapone al Principio de Igualdad establecido por la Constitución Nacional en el art. 16. Por ello es verdaderamente relevante que todo habitante de la provincia, sin distinción alguna, quede institucionalmente comprendido dentro de un ámbito municipal, es decir, no deben quedar espacios geográficos desprotegidos entre los limites de un municipio y otro, o comuna.

Resulta adecuado que las Comunas Rurales queden comprendidas dentro de los ejidos de los municipios mas próximos, ya que la realidad demuestra que es engorroso trasladar todas las problemáticas de dichas comunas al Poder Ejecutivo Provincial, por ejemplo, piénsese en alguna Junta de Gobierno de la costa del Uruguay, para estos es muy difícil llevar sus problemas a la Dirección Provincial de Juntas de Gobierno, ubicada en la Ciudad de Paraná.

La realidad demuestra que el régimen actual resulta ineficiente, dado que los problemas de los centros rurales de I y II categoría y los de III y IV son totalmente distintos –categorización según Ley 7555 y sus modificatorias-. En los de I y II las problemáticas son prioritariamente urbanas y sociales, algo muy similar a lo que ocurren en los Municipios.

En cambio en los de III y IV categoría los problemas son otros, es sabido de las dificultades que presentan los caminos, los medios de transportes, las comunicaciones, a veces cuentan solo con la escuela primaria, no hay comisarías, ni centros de salud, ni servicio de agua potable, ni teléfonos, ni electrificación rural, entre otros.

Actualmente existen 196 Centros Rurales de Población en todo el territorio provincial, concentrándose su mayor número en el Departamento Paraná, el cual contiene 36. Importante es destacar que de estos 196 centros, 67 son de III y 55 de IV categoría, lo que arroja un total de 122, es decir, más del 62% de dichas Comunas son netamente rurales.

Según las últimas estadísticas (2001) proporcionados por el INDEC, el 30% de los habitantes de Entre Ríos radica en zonas rurales, de esa población rural, y conforme a los datos obtenidos en la Dirección Provincial de Juntas de Gobierno, mas del 6% reside en uno de los 196 centros rurales de población, lo cual indica que más del 22% de los entrerrianos no tiene cobertura institucional.

Asimismo las Juntas de Gobierno en muchos casos, son la primera y principal ventanilla de relación entre el estado provincial y los productores agropecuarios y/o residentes rurales.

Esto demuestra que es necesario tipificar a las Comunas Rurales (denominados por la ley 7.555 centros rurales de población), de manera que quede comprendida toda la población y no solo un sector de ésta.

Otro problema que presenta el régimen actual y al que se pretende dar solución es considerar que no hay que restringir el número de habitantes y la cantidad de hectáreas, sino delimitar un área de influencia especifica de acuerdo a la zona rural a conformar, pues de pronto en una zona de 8.000 hectáreas puede estar habitada por unos pocos pobladores, sean estos propietarios, arrendatarios y/o empleados y esto sumado al agravante que algunos de los propietarios ni siquiera residen en la zona ni en la provincia; en esas áreas nunca llegaríamos a 200 habitantes, y esto, de ninguna manera, debe constituir óbice para otorgarle la protección que todo ciudadano requiere.

Lo apropiado es fijar categorías no taxativas de comunas rurales, en cuanto al número de habitantes y cantidad de hectáreas.

Otra particularidad de los centros rurales de población la presentan “los electores” de los mismos, ya que los distritos electorales casi nunca coinciden con los límites de estos. Por ejemplo, el distrito electoral Quebracho esta compuesto por los centros rurales Quebracho, Paso de la Arena, Aldea San Antonio y un sector que no esta dentro de los limites de ninguna de las tres juntas (una zona gris). Todos los ciudadanos de este distrito votaron por una Junta que gobernaría a todo el distrito electoral Quebracho, sin tener en cuenta que dicho distrito electoral hay tres centros rurales y una zona que no esta comprendida en ninguno de estos; posteriormente, tras gestiones de vecinos, el Gobernador Jorge P. Busti, mediante decreto remendó esa falencia designando los integrantes de Paso de la Arena y Aldea San Antonio. Pero el Centro Rural Quebracho se tuvo que quedar con la Junta de Gobierno que eligieron los habitantes de los otros centros. Paradójicamente, en la misma no había ningún vecino de Quebracho. La Junta electa prometió renunciar inmediatamente luego de asumir a los efectos de que las tres juntas se elijan en asambleas posteriormente, pero solo fueron promesas. Esto de elección mediante asambleas tuvo ya un antecedente en la Junta de Gobierno de Quebracho en el segundo mandato del Dr. Busti.

Este ejemplo demuestra que en la practica no están dadas las condiciones para realizar elecciones en todas las Juntas de Gobierno de la Provincia, es decir, no coinciden los limites jurisdiccionales de los centros rurales con los circuitos del padrón electoral, e incluso hay casos de centros rurales que estaban dentro de un mismo circuito electoral y los vecinos podían votar en ambos o no sabían en cual votar, o en lugar de elegir a las autoridades del pueblo donde viven, elegían a las de un poblado aledaño.

Esto trajo como consecuencia que, de las 196 Juntas de Gobierno que existen en la Provincia, algunas tengan sus integrantes elegidos por el voto popular y otras, designados por el Poder Ejecutivo Provincial.

Es por ello que se propone que los electores de las comunas rurales, (en especial en los centros de III y IV) sean todas las personas que tengan residencia y/o personas que tengan empresas agropecuarias o de cualquier tipo Y/o tengan cualquier interés e influencia en el desarrollo social, cultural, económico, laboral de dicha zona, independientemente del domicilio legal.

Para fundamentar lo antedicho, y a modo de ejemplo, podemos decir que para quien reside o tiene una empresa en pleno campo es muy dificultoso recibir una notificación de la AFIP o de cualquier otro tipo, ya que los correos en el campo no funcionan, hay constancias de que este tipo de notificaciones han durado hasta 45 días en llegar a se destinatario. Este y otros problemas ya señalados, constituyen los motivos por el cual la mayoría de los habitantes del campo optan por tener domicilio legal y administrativo en la ciudad, y eso no les permitiría votar ni integrar dichos cuerpos colegiados.

De lo anteriormente dicho también surge la necesidad de plantear dos alternativas con respecto a la forma de elección de las Juntas de Gobierno, sobre todo las de menos cantidad de habitantes (hoy las III y IV Categoría), la primera es la el sistema de elección directa, actualmente vigente (Ley Ghiano), pero para eso es necesario reestructurar los distritos electorales, de manera que estos coincidan con cada Comuna Rural. La segunda alternativa, en caso de que la primera no prospere, es elegir por asamblea de vecinos convocada al efecto, ya que en las pequeñas comunas rurales, todos sus habitantes conocen sus propias capacidades, valores y virtudes. Con respecto a este tema hay un proyecto de ley, impulsado por el entonces senador Hugo Berthet, planteándose la elección de los miembros de Juntas de Gobierno a través de la elección directa en asamblea general de los vecinos, con el argumento de impulsar formas de democracia participativa directa. Dicho proyecto propone modificar el artículo 5 de la ley 7.555, ordenada de acuerdo por la ley 9.480, para establecer la elección de las autoridades en una asamblea, por simple mayoría de votos. Siendo el argumento central del Senador autor del proyecto “...que hay jurisdicciones en las que, por no coincidir con circuitos electorales, no hubo elecciones o se realizaron en base a un padrón que no coincide exactamente con la población que efectivamente está en condiciones de decidir. Así por ejemplo, hay vecinos que han votado a autoridades de una junta pero habitan en zonas aledañas...” (El Diario de Paraná, 20/6/06).

Por todo lo expuesto anteriormente solicito que se sancione el presente Proyecto de Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Zulema E. Schoenfeld.
–A la Comisión de Régimen Municipal.

X

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. 380)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Sustitúyese el Artículo 54 de la constitución Provincial por el siguiente:

Art. 54: El mandato de los representantes durará cuatro años, a contar desde el día que se fija la inauguración del período de sesiones ordinarias y cesará indefectiblemente e improrrogablemente el mismo día que expire el periodo legal. La sala se renovará por mitades cada dos años.

No podrá el integrante de cualquiera de las Cámaras proponerse como candidato para la otra en el periodo que se inicia inmediatamente después de finalizado el presente.

Ambas Cámaras se renovaran totalmente al final de dicho término.

En caso de vacancia de un cargo de senador o diputado se requerirá al Tribunal Electoral el nombre de quien le siga en el orden respectivo en la lista del partido de que se trate y entrara inmediatamente en ejercicio.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

La alternancia en los cargos no sólo fue una propuesta de nuestro agrupamiento político durante la campaña electoral sino que además responde a la necesidad de que las Cámaras de Representantes no devengan en una especie de cuerpos corporativos en los cuales sus integrantes indefinidamente se reeligen en acuerdos muy poco democráticos.

Hacemos desaparecer la odiosa diferencia que prevé nuestra carta fundamental con el Poder Ejecutivo que inexplicablemente admite la reelección para los legisladores y no así para su titular.

Algunos de los beneficios que traerá aparejados este sistema serán que los legisladores deberán, al finalizar su mandato volver a sus de lugares de origen y participar activamente de la vida comunitaria con los resultados de su gestión a la vista y del mejoramiento que habrán obtenido para aquellos que oportunamente les dieron al posibilidad de representarlos.

Finalmente y en épocas en que existe una diferencia cada vez mayor desde el punto de vista económico quienes están en cargos públicos, como lo afirmaba Juan Bautista Alberdi, tienen a su favor una capacidad económica que resulta conceder un favor extra con respecto a quien debe hacerlo desde el llano. Esta norma esa desigualdad la impide.

En consonancia con nuestra propuesta de reforma del art. 52 de la Constitución, proponemos la renovación de la Cámara cada dos años coincidiendo en el plazo con lo que establece la Constitución Nacional para los Diputados Nacionales. La renovación parcial permite que durante el período de gobierno establecido para el Poder Ejecutivo se tenga oportunidad de evaluar su gestión mediante la forma política más clara que es la renovación de la Cámara de Diputados que va en consonancia con la actividad y proyecto de gobierno que está gestionando el Poder Ejecutivo.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 381)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Reemplácese el art. 56 de la Constitución Provincial por el que sigue:

Art. 1°: La Cámara de Diputados se compondrá de un diputado por cada cincuenta mil habitantes o fracción mayor de treinta mil habitantes. El censo general inmediatamente anterior a la fecha del comicio se utilizara para el cálculo de los diputados a elegir.

Articulo Segundo: De forma.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

La ley de convocatoria exige mantener el sistema bicameral en la conformación del Poder Legislativo.

Si el Honorable Senado tiene como criterio de designación la dependencia territorial, la Cámara de Diputados está vinculada a la representación del cuerpo electoral o del pueblo de la provincia como un solo y único sujeto colectivo.

Esta dependencia directa define la representatividad como ficción necesaria sobre la que se asienta el funcionamiento del Estado de Derecho en el aspecto político.

Para la doctrina política que informa estos principios, el “pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes”.

Y nada mejor que hacer depender el número de sus integrantes de la cantidad de habitantes que en su momento tenga nuestra provincia.

Nos ha parecido oportuno definir en cincuenta mil el numero de habitantes que “representa” cada legislador, que hoy constituye aproximadamente el cinco por ciento del total de habitantes.

Por su parte, la proporcionalidad entre el número de habitantes y los representantes en la cámara de diputados, fue desde sus orígenes, según la constitución histórica de la Confederación Argentina de 1.853, el método adoptado y como sistema el más apropiado para nuestro país.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 382)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ORGANOS DE CONTROL – OFICINA ANTICORRUPCION

Artículo 1º) Incorpóranse en la Sección V Capítulo V a continuación del artículo 143º y los que en adelante se sancionen relativos al “Tribunal de Cuentas”, los siguientes artículos nuevos:

“Artículo....- La Oficina Anticorrupción y Ética Pública es un órgano independiente de control superior destinado a la prevención e investigación de conductas presuntamente delictivas o irregulares de las que resulte perjuicio para el Estado Provincial o Municipios de la Provincia.

Estará a cargo de un Director responsable y dos adjuntos seleccionados por el Consejo de la Magistratura y designados por la Legislatura de la Provincia que deberán reunir los requisitos exigidos para ser Vocal del Superior Tribunal de Justicia.

Serán inamovibles mientras dure su buena conducta y estarán sujetos al régimen de remoción, incompatibilidades y remuneración de los jueces de 1º instancia”.

Artículo...- “El Director de la Oficina Anticorrupción y Ética Pública tendrá las siguientes atribuciones:

a) Recepcionar denuncias, investigar de oficio o a instancia de parte y denunciar presuntas conductas delictivas o irregulares de las que resulte perjuicio para el Estado Provincial o Municipios de la Provincia.

b) Constituirse en parte querellante en los procesos penales en los que se investiguen dichas conductas;

c) Elaborar programas y asesorar a los poderes públicos y funcionarios del Estado Provincial y Municipios sobre políticas preventivas de actos de corrupción”.

Cláusula Transitoria: en el plazo de 180 días corridos a partir de la sanción de la presente reforma, la Legislatura de la Provincia deberá sancionar la ley orgánica de la Oficina Anticorrupción, ordenando al Consejo de la Magistratura seleccione el Director Responsable y Adjuntos a designar.

REGGIARDO – HAIEK – DÍAZ (Carlos) – ACHARTA – GIANFELICI – DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN.

FUNDAMENTOS

1) Convención Interamericana contra la Corrupción. Órganos de control superior. Antecedentes de la Nación y Provincia de Entre Ríos.

El 29 de marzo de 1996 la República Argentina, como miembro de la Organización de Estados Americanos suscribió la Convención Interamericana contra la Corrupción.

Mediante este pacto, Argentina y los demás integrantes de la O.E.A. expresaron su voluntad política de combatir la corrupción en el ejercicio de la función pública. La declaran “herramienta de la criminalidad” y reconocen expresamente que atenta contra la democracia, socava sus instituciones, afecta la sociedad, el orden moral y la justicia e impide el desarrollo integral de los pueblos.

En función de tales objetivos, los países signatarios manifiestan asumir el compromiso de crear en sus propios territorios “órganos de control superior” responsables de desarrollar mecanismos modernos destinados a “prevenir, detectar, sancionar y erradicar las prácticas corruptas” en la función pública.

El 04 de diciembre de ese mismo año, el Congreso de la Nación Argentina sancionó la Ley 24.759 que le dio aprobación legislativa a la Convención a cuyas metas no debería permanecer ajena la Provincia de Entre Ríos.

El 11 de marzo de 1998 se sancionó la Ley 24.946 orgánica del Ministerio Público que en sus artículos 43 a 50 crea la Fiscalía de Investigaciones Administrativas como órgano dependiente de la Procuración General de la Nación, investida del deber y facultad de promover investigación en caso de sospecha razonable de irregularidades en la inversión de fondos públicos y de denunciar ante la justicia competente los hechos que, como consecuencia de las investigaciones, sean considerados delitos.

El texto legal citado otorga a los fiscales, entre otras, la facultad de ejercer la acción pública en forma directa, dictaminar ante funcionario de mayor jerarquía que el investigado, actuar como parte acusadora en sumarios administrativos, ordenar pericias y recabar pruebas conducentes a investigar irregularidades o delitos en perjuicio de la Administración Pública.

El 23 de diciembre de 1999, el Poder Ejecutivo Nacional dicta el Decreto 102/99 con fundamento en la Ley de Ministerios (t.o.1992), reconociéndole a la Oficina Anticorrupción la potestad de entender en los programas de lucha contra la corrupción e intervenir como parte querellante en los procesos en que se encuentre afectado el patrimonio del Estado.

Mediante este acto, el P.E. reorganiza y amplía el cometido de la Oficina a la que reconoce como “organismo encargado de velar por la prevención e investigación de aquellas conductas que dentro del ámbito fijado por esta reglamentación se consideren comprendidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción”.

El Director de Investigaciones de la Oficina Anticorrupción, Dr. Manuel Garrido, señala en su informe sobre “Órganos de control en el marco de la relación entre el gobierno federal y las provincias” (http//www.anticorrupción jus gov ar): “La cuestión de la transparencia, es decir, también, la cuestión del control, es un asunto de ineludible resolución para la recomposición de la relación entre sociedad y estado. Se trata de construir la confianza en que las decisiones estatales se toman según las mismas normas bajo las que los ciudadanos viven y que, de lo contrario, el hecho será detectado y sancionado”.

Y prosigue: “Los hechos de corrupción previstos como delitos de funcionario público son perseguibles en todos los niveles de gobierno, y, según de cuál se trate, le competerá a la Justicia Federal o a las Provincias, y a los respectivos Ministerios Públicos, su efectiva persecución.

La adopción de las medidas preventivas, por su parte, comprometen al establecimiento de mecanismos de control, publicidad y acceso ciudadano en todos los niveles de gobierno. En particular, merece destacarse el énfasis puesto por la Convención en los mecanismos de registro y acceso público de declaraciones juradas patrimoniales de los funcionarios públicos. Esto ha sido desigualmente realizado por los diversos poderes del Estado Nacional –siendo el Poder Ejecutivo el único que posee un sistema en pleno funcionamiento-y cumplido en casos aislados por las provincias y municipios.

Agrega por último que: “El incumplimiento de cualquiera de estos compromisos en cualquiera de los niveles de gobierno significa una ruptura de compromisos internacionales determinantes de la integración de nuestro país en el mundo.

Por el contrario, la creación y el fortalecimiento de organismos y políticas tendientes al cumplimiento en todos los niveles de gobierno implican una clara señal de confiabilidad a nivel internacional”.

Destacamos que la Oficina Anticorrupción Nacional (O.A.) tiene competencia para recibir denuncias e investigar de oficio a funcionarios públicos a los que se les atribuya la comisión de irregularidad o ilícito en perjuicio de la Administración y a instituciones o asociaciones que tengan como principal fuente de recursos el aporte estatal, en caso de razonable sospecha de irregularidad en la administración de dichos recursos.

También, es competente para denunciar ante la Justicia los hechos que, como consecuencia de lo investigado, prima facie aparezcan como ilícitos penales y para constituirse como parte querellante en los procesos penales en los que se investiguen conductas que puedan haber afectado el patrimonio del Estado. Este último aspecto resulta imprescindible para asegurar su participación activa en el proceso penal, en especial en lo referente al ofrecimiento y control de la producción de las pruebas.

Inclusive, en las actuaciones en las que el Fiscal de Control Administrativo considere pertinente, la O.A. podrá ser tenida como parte acusadora con facultad de ofrecer, producir o incorporar pruebas y recurrir resoluciones.

Sin embargo, el ámbito de actuación ha sido acotado a la Administración Pública Nacional, ya que, la O.A. carece de competencia para realizar investigaciones en el ámbito del Poder Legislativo o en los organismos de las Administraciones Provinciales y Municipales.

En vista de los objetivos enunciados por la Convención y suscriptos por Argentina, el Decreto reorganizativo de la Oficina Anticorrupción Nacional queda a mitad de camino al disponer que el Presidente de la Nación –a propuesta del Ministerio de Justicia– es quien designa al funcionario que la conduce.

Es indiscutible que quien controla no debería ser electo por el controlado ni pertenecer a su ámbito o jurisdicción de actuación, si se persigue eficacia y existe real determinación de combatir la corrupción.

La delicada misión de la Oficina Anticorrupción es prevenir y luchar contra la corrupción para coadyuvar a la consecución del valor transparencia. Pero para eso resulta imprescindible que goce de independencia funcional y detente la capacidad de intervenir activamente en sede penal ejerciendo las facultades procesales reconocidas al querellante particular.

El 17 de marzo de 2003, la Legislatura de Entre Ríos sancionó la derogada Ley 9245 de creación de la Fiscalía de Investigaciones Administrativas con facultad para investigar actos irregulares o de corrupción cometidos en el ámbito del Estado.

Dotada de plena autonomía funcional y autarquía financiera, la ley la concibió inserta en el ámbito de la Legislatura, fuera de la esfera del Ejecutivo, y le reconoció competencia para investigar hechos o actos ilícitos, irregulares o de corrupción, sea cual fuere su naturaleza, supuestamente cometidos o de previsible realización en el ámbito de la Administración Pública provincial, centralizada o descentralizada, organismos autárquicos, empresas del estado, municipios y organizaciones no gubernamentales que reciban subsidios o administren fondos públicos.

En lo que constituyó el principal acierto de la ley, -equiparando a la Fiscalía con sus antecedentes nacionales y extranjeros- atribuyó al Fiscal General la facultad de intervenir como querellante en las causas penales en las que fueran investigadas conductas tipificadas como delitos contra la administración, comúnmente denominados “actos de corrupción”.

De allí que pudo ofrecerse prueba tendiente a demostrar el manejo irregular y discrecional de fondos públicos –particularmente A.T.N.- en causas penales emblemáticas.

En cuanto al Fiscal General, la ley previó que la designación estaría a cargo del Poder Ejecutivo, con acuerdo del Senado.La fórmula de selección del máximo funcionario de la F.I.A. es quizá el aspecto crítico de la Ley Nº 9245 pues debió contemplar la menor ingerencia del P.E. y una mayor participación ciudadana y de las Organizaciones no Gubernamentales con actividad en la temática de Transparencia y Ética Pública a fin de independizar al mayor grado posible la figura del Fiscal General de cualquier intromisión o ingerencia de los poderes políticos.

Advenido el nuevo período constitucional se impuso un giro en relación a las políticas de Estado sobre transparencia. Por Ley 9539 se derogó la Ley Nº 9245 y se disolvió la Fiscalía de Investigaciones Administrativas, pasando los bienes y documentación a manos de la Fiscalía de Estado.

A posteriori, mediante Decreto Nº 150/2003 se modificó el Decreto Nº 202/00 GOB reglamentario de la Ley de Fiscalía de Estado de la Provincia Nº 7296 creándose la Oficina Anticorrupción y Ética Pública en el ámbito de aquella.

Por Decreto Nº 3544/2004 el P.E. diseñó el nuevo organismo, en el que el Poder Ejecutivo tiene mayor ingerencia sobre la designación de sus autoridades y ejerce un rol más determinante de su actuación que en la derogada Ley Nº 9245.

El decreto dispone que la O.A. dependerá directamente del Fiscal de Estado (art. 4 Dec.3544/2004) y establece los límites de la competencia funcional al ámbito de la Administración Pública, entes y empresas del Estado o sociedades con participación estatal o que tengan como fuente de recursos el aporte del Estado Provincial quedando sin cobertura de control anticorrupción los Municipios de 1º y 2º Categoría o Juntas de Gobierno.

Las posibilidades de constituirse en parte querellante en las causas penales en las que se investiguen hechos o actos de corrupción en los que “se encuentren afectados intereses de la Provincia” están sujetas a valoración política de la Fiscalía de Estado.

Como lo señala el excelente y completo Informe Final Diagnóstico Provincial fechado el 28 de febrero de 2006 presentado a la Oficina Anticorrupción de Entre Ríos por la Universidad del Litoral - Facultad de Cs. Económicas1, al analizar las competencias y facultades de aquella: “corresponde destacar que las atribuciones consistentes en recibir denuncias de terceros, llevar adelante investigaciones y denunciar ante la Justicia, se ejercerán en tanto y en cuanto el Fiscal de Estado considere que hay mérito suficiente para ello, sobre la base de su “significación institucional, económica y social”. Al respecto, entendemos que la expresión empleada en la norma resulta imprecisa dada su amplitud”.

En cuanto a los dictámenes técnico-jurídicos de la O.A. y E.P.de ER., quedan a consideración de la Fiscalía de Estado.

Continuando con el Informe elaborado por la Facultad de Ciencias Económicas de la U.N.L., se destacan sus aspectos más trascendentes:

“1) La dependencia jerárquica y funcional de la O.A.y E.P. provincial, de la Fiscalía de Estado, perteneciente al Poder Ejecutivo, limita su capacidad de prevenir e investigar presuntos actos de corrupción en el que estén involucrados actores de ese poder. A pesar de ello, en algunos casos dicha dependencia hacia la Fiscalía de Estado y su área interna de Sumarios Administrativos, facilita la investigación conjunta de un mismo hecho, que pueda configurar simultáneamente una falta administrativa y un ilícito penal.

2) La oficina Anticorrupción provincial carece de autonomía suficiente para decidir tanto sobre las causas a investigar, y, especialmente, sobre los hechos o actos a denunciar ante la Justicia, puesto que esa decisión está en manos de la Fiscalía de Estado.

3) La norma que reglamenta las capacidades de la Oficina Anticorrupción introduce, en algunos casos, aspectos en la selección de los actos a ser investigados, que de alguna manera se tornan subjetivos. Así, la expresión “significación institucional, económica y social” en manos del Fiscal de Estado, para otorgar la indicación hacia la O.A.E.P. de los temas a investigar se torna de alto margen interpretativo.

4) La carencia de facultades por parte de la O.A.E.P. para intervenir en cuestiones municipales, limita la implementación de acciones tanto para el control como para la prevención de hechos o actos de corrupción en este nivel de gobierno. Más de una tercera parte de las denuncias penales en trámite que iniciara la ex F.I.A., la Oficina no pudo tomar intervención por tratarse de materia municipal.

5) No se han cubierto los cargos de conducción de la O.A.E.P. en forma definitiva, a través de un Decreto del PE. En este orden podemos también mencionar que si bien la norma prevé la cobertura de la conducción de la O.A.E.P. en cargo político, el mismo no goza de la garantía de inamovilidad mientras dure el buen comportamiento, como es el caso del Fiscal de Estado.

6) En materia de políticas de transparencia y de prevención de conductas de corrupción, las acciones encaradas desde la O.A.E.P. han sido escasas. Temas como el sistema de declaraciones juradas de bienes y de cargos, régimen de incompatibilidades y conflicto de intereses y mecanismos de compras y contrataciones estatales han sido escasamente encarados. El estudio encomendado a la UADER sobre el sistema de contrataciones no se ha llevado a cabo. No se han verificado otros contactos institucionales al respecto.

7) No se ha constatado una difusión adecuada de aquellos contenidos de la Convención Interamericana contra la Corrupción que ilustren sobre el concepto de hecho o acto de corrupción, para que los mismos puedan ser denunciados. En igual sentido, no existe norma o reglamentación que establezca mecanismos que impongan a los funcionarios el deber de denunciar los actos de corrupción que tuvieran conocimiento.

8) La mayor parte de las causas penales en trámite son continuación de actuaciones iniciadas por la ex Fiscalía de Investigaciones Administrativas”.

2º) Constitucionalización de los órganos de control superior contra la corrupción

La posibilidad de constitucionalizar en nuestra Carta Provincial un órgano de control superior adecuado a los compromisos contraídos por el país al suscribir la Convención Interamericana contra la Corrupción constituiría un avance superador de la política pendular que se ha tenido por los poderes públicos en cada coyuntura histórica o de acuerdo al signo político – partidario de los sucesivos gobiernos provinciales en materia de control.

La lucha contra la corrupción es una cuestión de Estado y no puede reducirse a una discusión entre parcialidades políticas.

Crear un órgano de control superior de acuerdo a los mandatos de la Convención Interamericana suscripta por Argentina y prever la máxima independencia de los partidos políticos en la selección de sus autoridades es una oportunidad histórica insoslayable que el proceso de reforma de la Constitución de Entre Ríos debería considerar con especial prioridad a incorporar en su articulado.

El Control y la Ética Pública son aspectos de la actividad del Estado que la Ley Nº 9768 habilita especialmente a reformar.

De allí que la creación de nuevas herramientas de control eficaces y a la vez adecuadas a normas de rango superior vigentes en nuestro país desde hace años constituye un imperativo para la Convención reformadora.

Las Constituciones Provinciales de Río Negro, La Pampa y Formosa han constitucionalizado la Fiscalía de Investigaciones Administrativas, expresando, en forma coincidente, que su función es la investigación de conductas administrativas de los funcionarios y agentes de la administración pública o beneficiarios de fondos públicos.(Constitución de Río Negro: Art.164º; Constitución de La Pampa: Art.107º; Constitución de Formosa: Art.149º).

Existen en el país también numerosos antecedentes de legislaciones provinciales que crearon Fiscalías de Investigaciones Administrativas: Chaco, en 1989 (Ley Nº 3468), Corrientes, en 1990 (Ley Nº 4461); Río Negro, en 1990 (Leyes Nº 2394, 2724 y 2857); La Pampa, en 1998 (Ley Nº 1830); Chubut, en 1999 (Leyes Nº 4520 y 4577), Santiago del Estero, en 1989 (Ley Nº 5673).

3º) Diseño constitucional

A la luz de la experiencia histórica nacional y provincial en la materia, concebimos el órgano superior de control adecuado al mandato de la Convención Interamericana contra la Corrupción como un órgano independiente de los poderes políticos que debe controlar, elegidas sus autoridades por un Consejo de la Magistratura en el que participe la sociedad civil -como el que se propone a esta Convención Constituyente en el proyecto de reforma obrante en el Expte. N° 190 que fuera girado a la Comisión de Control del Estado- y con las prerrogativas propias del cargo de Vocal en lo que atañe a requisitos para ocupar el cargo de Director y del cargo de Juez en cuanto a inamovilidad e incompatibilidades y remoción.

Otorgamos al órgano la potestad de comparecer como querellante en los juicios penales en los que se investiguen conductas presuntamente incursas en delitos contra la administración pública (actos de corrupción), a fin de que pueda aportar y requerir la producción de prueba idónea, específica y especializada tendiente a la averiguación de las conductas sospechadas de ilícito o irregularidad en perjuicio del Estado Provincial o Municipal.

Entendemos que se debe ampliar la posibilidad de control a los Municipios debido a que gran cantidad de fondos públicos nacionales y provinciales se vuelcan en sus respectivos erarios a veces sin los resultados que las inversiones o recursos deberían tener. Por otro lado la frondosa legislación local en general no sólo no es uniforme sino que es permisiva y laxa en materia de contrataciones públicas tanto de obra como de servicios públicos con altos niveles de discrecionalidad causante de bajos niveles de calidad de gestión.

4º) Transparencia y política.

El valor transparencia es el que delimita las posibilidades de constituirse la sociedad bajo las reglas democráticas del sistema republicano representativo. Sin él el avance de los ámbitos o esferas de decisión privados o de grupos minoritarios en los negocios o decisiones que atañen a las cuestiones generales o a la cosa pública limita, condiciona y dificulta la posibilidad de realización social y vacía de contenido político el vínculo entre los sujetos que integran la sociedad.

Por eso es elocuente lo que está sucediendo en algunos lugares de nuestro país (Rosario, Morón) en los que las respectivas gestiones han asumido el desafío de lograr “discrecionalidad cero”.

Compartimos ese objetivo y creemos que para lograr su concreción el Estado debe contar con herramientas idóneas que permitan el despliegue eficaz, oportuno e independiente de la función encomendada.

En este sentido, la Oficina Anticorrupción, debe alcanzar jerarquía constitucional y constituirse en un órgano con función específica y constante en pos de la realización del valor transparencia y discrecionalidad “cero” en todo aquello que sea público.

1IDP Entre Ríos Convenio Oficina Nacional Anticorrupción – Universidad Nacional del Litoral – Informe Final – Transparencia, Ética Pública y Anticorrupción - Versión Definitiva, bajo la Dirección del Cont. Oscar Alberto Costa – Santa Fe, 28/02/2006 - Publicado en página web Gobierno de la Provincia de Entre Ríos – Oficina Anticorrupción y Ética Pública.

Santiago C. Reggiardo – María M. Haiek – Carlos C. Díaz – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici – Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman.

–A la Comisión de Control del Estado.

XIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 384)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°: Suprímase el Inciso 18 del Artículo 81 de la Constitución Provincial y renumérese el citado artículo en razón de la supresión aludida.

ARTICULO 2°: Modifíquese el Artículo 134 de la Constitución Provincial quedando redactado de la siguiente manera: “El Gobernador es el Jefe del Estado Provincial”.

ARTICULO 3°: Suprímanse los incisos 5°, 20 y 24° del Artículo 135 y renumérese el citado artículo en razón de la supresión aludida.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

A los fines de actualizar el Artículo 81 de la Constitución Provincial vigente, se proyecta suprimir el Inciso 18 del mismo, en razón de que ha perdido actualidad y por ser inconstitucional al contradecir el Artículo 126 de la Constitución Nacional.

Igualmente, en coincidencia con lo antedicho y estando autorizado por la ley citada se propone eliminar del Artículo 134 de la Constitución Provincial en la parte que dice “… y comandante en jefe de las milicias”, quedando redactado de la siguiente manera: “El Gobernador es el Jefe de Estado de la Provincia”.

En el mismo sentido y por las mismas razones de actualización de la Constitución se proyecta la eliminación del Inciso 5° del Artículo 135.

Elimínese el Inciso 20 del Artículo 135 en lo referido al nombramiento de los oficiales de la Guardia Nacional, dejando a salvo el nombramiento de los alcaldes de campaña.

Por último, en consonancia con lo antedicho, elimínese el Inciso 24 del Artículo 135, por las razones expuestas anteriormente.

José A. Allende
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 385)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): SUSTITÚYESE la primera parte del Artículo 64 de la Constitución Provincial por el siguiente texto: “Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias todos los años desde el 20 de febrero hasta el 20 de diciembre.”

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

La Ley que declara la necesidad de la reforma en su Artículo 1° Inc. 1, nos habilita a ampliar el período de sesiones ordinarias de ambas Cámaras que componen la Legislatura de nuestra Provincia.

El Artículo 64 de la actual Constitución Provincial ha quedado desactualizado, atento a que en la sociedad de hoy el rol del Poder Legislativo adquiere un protagonismo fundamental, que difiere de la actividad legislativa de los constituyentes del 33, por lo que se requiere prolongar el período de sesiones, de hecho en los últimos años, la Legislatura ejerció esta potestad que le confiere el Artículo 66, prorrogando las mismas por todo el año calendario, esto vivenciado en mi tarea como legislador determina la conveniencia de proponer se extienda el período mencionado.

Lo que propongo es coincidente con el desarrollo de la actividad pública estatal de todos los poderes del Estado, teniendo en cuenta también, los meses en los cuales la mayoría del personal, jerarquizado o no, hace uso de su licencia anual ordinaria, incluso con el receso administrativo decretado por el Poder Ejecutivo en las últimas gestiones.

Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 386)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°: Modifícase el Inciso 13° del Artículo 81 de la Constitución Provincial el que quedará redactado de la siguiente forma: “Aprobar, observar o desechar las cuentas de inversión que le remitir al el Poder Ejecutivo dentro de los 90 días de iniciado el período de sesiones ordinarias, abrazando el movimiento administrativo hasta el 31 de diciembre próximo anterior.”

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

Dado el cúmulo de tareas que debe realizar el Poder Ejecutivo para remitir las cuentas de inversión que nuestra experiencia parlamentaria nos indica, entendemos que se le debe otorgar un plazo razonable a los fines de garantizar la presentación en forma de las cuentas a rendir.

Es por ello que proyectamos el plazo de 90 días para su presentación.

Asimismo, coincide con el Artículo 135 Inciso 10 referido a las atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo en el cual se establece que éste dispone de 3 meses desde el inicio de las sesiones ordinarias para dar cuenta del uso y ejercicio del Presupuesto anterior.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte Nro. 387)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): AGRÉGUESE al Artículo 21 de la Constitución Provincial el siguiente texto: “La incorporación se efectuará a través de un régimen de concursos de oposición y antecedentes que garantice el requisito de idoneidad para el cargo. El empleado público que acceda a cargos políticos electivos reglamentados por la presente Constitución gozará de licencia sin goce de haberes mientras dure el mismo. Los funcionarios políticos no electivos estarán inhibidos de ingresar a la Planta Permanente o Transitoria de la Administración Pública como empleados de la misma hasta dos (2) años después del cese de su cargo”.

ARTÍCULO 2°): ELIMÍNESE del Artículo 22 de la Constitución Provincial el siguiente texto: “… y los afectados por incapacidad física o mental”.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

La Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de nuestra Constitución Provincial en su Artículo 1° Apartado 5, habilita a ampliar las normas sobre el régimen de empleo público sin alterar los preceptos actuales establecidos en el Artículo 21 de la Constitución vigente.

La presente propuesta tiende a la jerarquización y especialización del empleado público en el ingreso a la Administración Pública a través de un sistema de concursos públicos de oposición y antecedentes que garantice la idoneidad del postulante como requisito esencial para el acceso a los cargos públicos.

Ello resulta compatible con el Art. 16 de la Constitución Nacional en cuanto establece que todos los habitantes de la Nación son admisibles en los empleos públicos sin otra condición que la idoneidad.-

En este sentido entiendo que el concurso público es el procedimiento de selección adecuado para garantizar la transparencia, equidad e igualdad en el acceso a la Administración Pública de los pretendientes a los cargos respectivos.

En el Constitucionalismo Provincial se transcriben los textos de las Cartas Magnas de Misiones, Río Negro, La Rioja y Chubut en sus respectivas partes pertinentes:

Misiones: Art. 75: Todos los habitantes son admisibles en los empleos públicos sin más requisito que la idoneidad, Art. 77: La Legislatura dictará el estatuto del empleo público que garantizará los siguientes derechos básicos: preferente admisión por concurso,…

Río Negro: Art. 51: La idoneidad y eficiencia son condiciones para el ingreso, ascenso y permanencia de los agentes públicos. A esos efectos, la ley instrumenta el régimen de concursos de oposición y antecedentes…

La Rioja: Art. 43: Todos los habitantes son admisibles en los empleos públicos sin más requisitos que la idoneidad y el domicilio en la Provincia. La designación se efectuará por concurso público de oposición y antecedentes…

Chubut: Art. 67: Los empleos públicos para los que no se establece forma de elección o nombramiento en esta Constitución o en leyes especiales son provistos por concursos de oposición y antecedentes que garantiza la idoneidad para el cargo…

Asimismo se quiere garantizar a los agentes públicos el derecho político a postularse y ser elegidos en cargos electivos, para lo cual se dispone que el empleador deberá conceder licencia sin goce de haberes mientras se desempeñe en el citado cargo electivo.

Por último se propone establecer el impedimento a los funcionarios públicos no electivos de incorporarse a la Planta Permanente de la Administración Pública Provincial hasta dos (2) años con posterioridad al cese de su mandato para el cargo elegido.

Ello se funda en lo más arriba expuesto en cuanto a que el acceso a la Administración Pública solamente se realice a través del procedimiento selectivo del concurso público de oposición y antecedentes.

Con respecto a la eliminación de la incapacidad física o mental como requisito para ingresar a la Administración Pública se encuentra expresamente habilitada por el Artículo 1°, Inciso 1° de la Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de nuestra Constitución Provincial.

La presente propuesta resulta concordante con los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales de Derechos Humanos incorporados a nuestra Constitución Nacional por el Art. 75, Inc 22) de la Constitución Nacional.

Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 388)

FUNDAMENTOS

Desarrollo Sustentable y Medio Ambiente

Históricamente, la forma de pensar que dio lugar a la Revolución Industrial del siglo XIX, introdujo criterios esencialmente de crecimiento económico.

Quedó demostrado que este modelo de desarrollo industrial no era sostenible en términos medioambientales, lo que no permitió un “desarrollo” que pueda perdurar en el tiempo ya que la prosperidad de los países desarrollados se basaba en el uso intensivo de recursos naturales finitos. Sus puntos críticos eran:

* el agotamiento de los recursos naturales, como materias primas y los combustibles fósiles;

* la destrucción y fragmentación de los ecosistemas;

* y la pérdida inestimable de diversidad biológica en términos de extinción, y por lo tanto irreversibles.
El crecimiento económico en sí mismo, sea industrial, agrícola, urbano, genera contaminaciones inmediatas y pospuestas. Un ejemplo de ello es la lluvia ácida o los gases del efecto invernadero, que contribuyen al cambio climático por la explotación excesiva de los recursos naturales.

La aparición de organizaciones sin fines de lucro y el sindicalismo, en la segunda mitad del siglo XIX, hicieron las debidas correcciones en el ámbito social, y el término “económico-social” comienza a formar parte del vocabulario.

Recién a fines de la década de 1970 se considera que, además de las cuestiones económicas y sociales, un tercer aspecto estaba descuidado: EL MEDIO AMBIENTE.

Como el primer antecedente relevante sobre medio ambiente, podemos nombrar al Club de Roma que nació en 1968, en Roma, integrado por 35 científicos, políticos e investigadores, que provenían de 30 países distintos, para hablar de los cambios que se estaban produciendo en el planeta por consecuencia de acciones humanas en pos al crecimiento económico. Treinta años más tarde, el Club de Roma contará entre sus filas con más de 100 especialistas de 52 países, ha publicado informes de sumo interés ambiental y mantiene una posición importante, en el ámbito ambiental, reconocida internacionalmente.

El Club de Roma encarga al Instituto Tecnológico de Massachussets –MIT– el informe “Los límites del crecimiento” que fuera publicado en 1972. La tesis principal del Informe es que, en un planeta limitado, no es posible un continuo crecimiento económico, y estos límites pueden ser de dos tipos: de recursos naturales y de la capacidad de la tierra para absorber la polución sin mermar la calidad del medio ambiente. En diversas simulaciones da como resultado una extralimitación en el uso de los recursos naturales y su progresivo agotamiento, seguido de un colapso en la producción agrícola e industrial y posteriormente de un decrecimiento brusco de la población humana.

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano que se realizó en Estocolmo, Suecia, en el año 1972, fue el primer foro mundial sobre el problema ambiental y culminó con la Declaración de Estocolmo que tiene actualmente una fuerte influencia en la comunidad internacional respecto de la fragilidad del ambiente y la necesidad de conservar y restaurar la naturaleza para asegurar la supervivencia humana. Bajo el lema “Una Sola Tierra”, la Conferencia abogó por la defensa y conservación del entorno humano, y exhortó a todos los estados miembros de las Naciones Unidas a actuar conforme a un nuevo código ético de respeto y responsabilidad frente al único mundo que tenemos.

En 1983 se crea la Comisión Mundial de Medio Ambiente y Desarrollo de Naciones Unidas encabezada por la Dra. Gro Harlem Brundtland, ex Primer Ministra Ambiental en Suecia. Este equipo de trabajo, después de una ardua tarea durante casi tres años, presentó el Informe Brundtland, originalmente llamado “Nuestro Futuro Común”, que fue el resultado de diversos estudios, debates y audiencias públicas en los cinco continentes que culminó en abril de 1987 con la publicación del mismo.

El término “desarrollo sostenible”, sustentable o perdurable, fue formalizado por primera vez en este documento, refiriéndose al desarrollo socio-económico.

En este informe se advertía que la humanidad debía cambiar las modalidades de vida y la interacción comercial, caso contrario sería inevitable el advenimiento de una era con niveles de sufrimiento humano y degradación ecológica inaceptables.

Se definió así el concepto de Desarrollo Sostenible que dice:

“El Desarrollo Sostenible es el desarrollo que satisface las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer las posibilidades de las del futuro para atender sus propias necesidades”

Al incorporar el futuro, expresado como solidaridad intergeneracional, este informe estaba definiendo un límite en las posibilidades de consumo de las generaciones presentes, es decir, reconoce la existencia de límites últimos para el crecimiento económico.

En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, CNUMAD, que se la conoce como la Conferencia Cumbre de la Tierra (Río de Janeiro, 1992) se concretó la idea de sustentabilidad, se expusieron las razones para explicar el concepto de desarrollo sostenible y se asume su definición en el Principio Tercero de la Declaración de Rio:

“El derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que responda equitativamente a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras”
En esta Conferencia además, se reafirmó la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, aprobada en Estocolmo en 1972, estableciendo como objetivo concretar una alianza mundial nueva y equitativa mediante la creación de nuevos niveles de cooperación entre los Estados, los sectores claves de las sociedades y las personas, procurando alcanzar acuerdos internacionales en los que se respeten los intereses de todos y se proteja la integridad del sistema ambiental y de desarrollo mundial.

La Conferencia de Rio o Cumbre de la Tierra generó los siguientes acuerdos: Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, en la que se definen los derechos y responsabilidades de las naciones en la búsqueda del progreso y el bienestar de la humanidad; Programa Agenda 21, vasto programa de acción sobre desarrollo mundial sostenible, que constituye el prototipo de las normas tendientes al logro de un desarrollo sostenible desde el punto de vista social, económico y ecológico; Convenio Marco sobre cambio Climático; Convenio sobre Biodiversidad y la Declaración de Principios Forestales

Hoy día toma fuerzas el término "desarrollo", más que crecimiento económico, que comprende intereses mayores de calidad de vida, es un vector de propósitos deseables, es decir, es una lista de atributos que la sociedad busca alcanzar o maximizar, y los elementos de este vector deben incluir: el incremento en el ingreso per capita real, mejoramiento en el estado de salud y nutrición, avances educativos, bienestar espiritual, acceso a los recursos, una distribución de ingresos más equitativa, respeto a las libertades y a los derechos humanos entre tantos otros, y el énfasis en la “sustentabilidad” sugiere que es necesario un esfuerzo político orientado para hacer que estos alcances de desarrollo terminen bien en el futuro. 

El Desarrollo Sustentable es un desarrollo que se sostiene en el tiempo, perdurable, y cuyos propósitos son necesarios implementar por el hecho de contar con 

* recursos naturales limitados, susceptibles de agotarse (nutrientes en el suelo, agua potable, minerales, etc.),

* y la creciente actividad económica sin más criterio que el económico y que produce tanto a escala local como planetaria graves problemas ambientales que pueden llegar a ser irreversibles.

Dos de las situaciones más graves que hoy enfrenta la sociedad son:

*las grandes necesidades de una población creciente

*y la degradación del ambiente y de los recursos naturales.

Estos problemas están íntimamente relacionados ya que para satisfacer tales necesidades se requiere aumentar la capacidad productiva de los recursos naturales, la cual ya tiene sus límites.

La clave de un crecimiento sustentable no es pues producir menos, sino hacerlo de forma diferente.

El desarrollo sustentable se propone, entonces, como el mecanismo que puede evitar tal conflicto y permitir a las sociedades actuales y futuras mantener y/o elevar su calidad de vida, además de conservar y restaurar los recursos naturales.

Esta nueva perspectiva no se centra exclusivamente en las cuestiones ambientales. En términos más generales, las políticas de Desarrollo Sustentable afectan a tres áreas como pilares interdependientes que se refuerzan mutuamente:

*Sustentabilidad Ambiental: que se refiere a la necesidad de que el impacto del proceso de desarrollo no destruya de manera irreversible la capacidad de carga del ecosistema.

*Sustentabilidad Social: cuyos aspectos esenciales son:

- el fortalecimiento de un estilo de desarrollo que no perpetúe ni profundice la pobreza ni, por tanto, la exclusión social, sino que tenga como uno de sus objetivos centrales la erradicación de aquélla y la justicia social; y 

- la participación social en la toma de decisiones, es decir que las comunidades y la ciudadanía se apropien y sean parte fundamental del proceso de desarrollo.

*Sustentabilidad Económica: entendida como un crecimiento económico interrelacionado con los dos elementos anteriores, donde es necesario satisfacer las necesidades como alimentación, ropa, vivienda, trabajo, entre otros, porque si la pobreza es habitual el mundo estará encaminado a catástrofes de varios tipos, incluidas las ecológicas.

Mediante estos pilares se pretende primordialmente mantener los procesos ecológicos básicos y la diversidad biológica, estabilizar las poblaciones humanas y satisfacer las necesidades básicas y mínimas, reducir el uso de recursos no renovables, reducir los niveles de producción de residuos, mejorar la calidad de vida y las prestaciones de bienes y servicios, redistribuir los medios de producción y reducir los desequilibrios regionales.

En síntesis, el logro del desarrollo humano sustentable será resultado de un nuevo tipo de crecimiento económico que promueva la equidad social y que establezca una relación no destructiva con la naturaleza.

Podemos agregar que el desarrollo y el bienestar social están limitados por:

*el nivel tecnológico

*los recursos del medio ambiente

*y la capacidad del medio ambiente para absorber los efectos de la actividad humana.

Ante esta situación, es necesario mejorar la tecnología y la organización social, de forma que el medio ambiente pueda recuperarse al mismo ritmo que es afectado por la actividad humana.

En definitiva, el desarrollo sustentable, para serlo y diferenciarse del simple crecimiento, tecnificación, industrialización, urbanización o aceleración de los ritmos, debe satisfacer ciertas condiciones, además de ser endógeno, es decir nacido y adecuado a la especificidad local, y autogestionado, es decir, planificado, ejecutado y administrado por los propios sujetos del desarrollo.

Complementan a los tres pilares del desarrollo sustentable:

*la Sustentabilidad Energética: investigando, diseñando y utilizando tecnologías que consuman igual o menos energía que la que producen, fundamentales en el caso del desarrollo rural y que, además, no agredan mediante su uso a los demás elementos del sistema;

*y la Sustentabilidad Científica: mediante el apoyo irrestricto a la investigación en la ciencia pura tanto en la aplicada como en la tecnológica, sin permitir que la primera se vea orientada exclusivamente por criterios a corto plazo o de rentabilidad.

Los límites de los recursos naturales sugieren tres reglas básicas en relación con los ritmos de desarrollo sostenibles:

*Ningún recurso renovable deberá utilizarse a un ritmo superior al de su generación.

*Ningún contaminante deberá producirse a un ritmo superior al que pueda ser reciclado, neutralizado o absorbido por el medio ambiente.

*Ningún recurso no renovable deberá aprovecharse a mayor velocidad de la necesaria para sustituirlo por un recurso renovable utilizado de manera sostenible.

El Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente –PNUMA– creado en 1972 por recomendación de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Humano (Estocolmo, Suecia) es la principal autoridad mundial en el área ambiental, y   coordina las actividades relacionadas con el medio ambiente, asistiendo a los países en la implementación de políticas medioambientales adecuadas así como a fomentar el desarrollo sostenible. Este Programa y la Organización Meteorológica Mundial (creada en 1946 en el seno de la ONU), establecieron en 1988 el Panel Intergubernamental del Cambio Climático –PICC–

El PICC es un organismo multinacional encargado de llevar a cabo las negociaciones relativas al cambio climático global, así como de dirigir la discusión científica sobre calentamiento global, la emisión de partículas de carbono, el efecto invernadero, etc. Entre sus líneas de acción destacan los distintos escenarios de cambio climático global, los mismos que se plantean en el marco del Protocolo de Kioto. La última evaluación del PICC, divulgada en el Cuarto Informe, señaló una tendencia creciente en los eventos extremos observados en los pasados 50 años y que considera probable que las altas temperaturas, olas de calor y fuertes precipitaciones continuarán siendo más frecuentes en el futuro por lo cual dentro en años posteriores puede ser fatal para la humanidad.

En el contexto de la Cumbre del Milenio, celebrada en la sede de las Naciones Unidas en septiembre del año 2000, mas de 190 jefes de Estados y de gobiernos aprobaron la Declaración del Milenio, que fija los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) y que constituyen un nivel mínimo de condiciones de vida para todos los habitantes del planeta. Las Naciones involucradas asumieron la responsabilidad de monitorear e informar el avance en el cumplimiento de esos objetivos a partir de 18 metas y 48 indicadores, teniendo como referencia base la situación constatada en cada país en 1990 y como horizonte temporal de cumplimiento el año 2015.

Estos Objetivos son: Erradicar la pobreza extrema y el hambre; Lograr la enseñanza primaria universal; Promover la igualdad de género y el empoderamiento de la mujer; Reducir la mortalidad infantil; Mejorar la salud materna; Combatir el VHI/SIDA, el paludismo y otras enfermedades; Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente y Fomentar una asociación mundial para el desarrollo.

Garantizar la sostenibilidad del Medio Ambiente es el Séptimo Objetivo, y se sostiene que para alcanzarla es fundamental que los recursos naturales se utilicen de forma inteligente y que se protejan los ecosistemas complejos de que depende nuestra supervivencia, y esto no podrá lograrse con los modelos actuales de consumo y uso de recursos.

Para lograr el Objetivo Séptimo, se plantearon tres metas:

*Meta 9. Incorporar los principios del desarrollo sostenible en las políticas y los programas nacionales y revertir la pérdida de recursos del medio ambiente.

*Meta 10. Reducir a la mitad para el año 2015 el porcentaje de personas que carezcan de acceso sostenible al agua potable y a servicios básicos de saneamiento.

*Meta 11. Haber mejorado considerablemente, para el año 2020, la vida de por lo menos 100 millones de habitantes en condiciones de pobreza.

En el año 2001, en la Declaración Universal sobre la Diversidad Cultural (UNESCO), se profundiza aún más en el concepto de sustentabilidad, argumentando que la diversidad cultural es el cuarto ámbito de la política de Desarrollo Sustentable.

Se afirma que “la diversidad cultural es tan necesaria para el género humano como la diversidad biológica para los organismos vivos”; convirtiéndose en “una de las raíces del desarrollo entendido no solo en términos de crecimiento económico, sino también como medio para lograr un balance satisfactorio intelectual, afectivo, moral y espiritual”.

Podemos afirmar entonces, que el Medio Ambiente es una combinación de naturaleza y cultura. 

Por ejemplo, una planta de tratamiento de última tecnología, respetuosa con el medio ambiente, con gastos de mantenimiento sumamente altos, no puede ser sostenible en las regiones del mundo con menos recursos financieros, es menos sostenible que una planta rudimentaria aunque sea eficaz desde un punto de vista ambiental.

Por consiguiente, interpretamos a la diversidad cultural como un elemento clave de una nueva estrategia para el desarrollo sostenible.

El Desarrollo Sustentable debe definir proyectos viables y reconciliar las esferas económicas, sociales y ambientales de las actividades humanas.

Al problema de viabilidad se añade el problema de la equidad, por ejemplo los pobres son los que más sufren las crisis económicas y ambientales.

El deseo legítimo de crecimiento en los países subdesarrolados hacia un estado de prosperidad, implicaría una degradación aún más importante y acelerado de la biosfera.

Si todas las Naciones del mundo adoptaran el nivel de vida que la media de Francia, se necesitarían al menos tres planetas como la tierra para abastecerlas. Y si todos los habitantes del planeta vivieran el modo de vida norteamericano (que consume casi la cuarta parte de los recursos de la tierra para el 7% de la población) se necesitarían de forma escalofriante 6 planetas.

Aspirar a ese tipo de “desarrollo”, obligadamente nos hace reflexionar sobre los grandes desastres industriales de los últimos 30 años, los que no debemos olvidar: de Chernóbil, Seveso, Bhopal, Exxon Valdez, entre otros.

En este sentido, el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), en su Informe sobre Desarrollo Humano (1996), establece los siguientes vínculos entre crecimiento económico y desarrollo para que sea sustentable: 

*Equidad: cuanto mayor sea la igualdad con que se distribuyan las riquezas y las oportunidades económicas, tanto más probable será que se traduzcan en un mejoramiento del bienestar humano.

*Oportunidades de empleo: el crecimiento económico se concreta en la vida de las personas cuando se le ofrece trabajo productivo y bien remunerado.

*Acceso a bienes de producción: las oportunidades económicas de muchas personas pueden incrementarse con acceso a bienes de producción, en particular la tierra, la infraestructura física y el crédito financiero; el Estado puede hacer mucho en todas esas esferas, interviniendo para tratar de nivelar el terreno de juego.

*Gasto social: los gobiernos y las comunidades deben encauzar una parte importante del ingreso público hacia el gasto social más prioritario, en particular mediante la prestación de servicios sociales básicos para todos.

*Igualdad de género: al brindar a la mujer mejores oportunidades y mejor acceso a la enseñanza, el crédito, el empleo, entre otros.

*Buen gobierno: quienes detentan el poder asignan gran prioridad a las necesidades de toda la población y la gente participa en la toma de decisiones en muchos niveles. 

*Una sociedad civil activa: las organizaciones no gubernamentales y los grupos de la comunidad no sólo complementan los servicios gubernamentales haciendo llegar los servicios a la población meta, sino que además desempeñan una función esencial al movilizar la opinión pública y la acción de la comunidad a ayudar a determinar las prioridades del desarrollo humano.

Hasta aquí queda muy claro que el crecimiento económico no es suficiente, no sólo interesan los aspectos cuantitativos sino sobre todo su calidad.

Esto diferencia al desarrollo sostenible de las corrientes económicas predominantes, que enfatizan la necesidad de que la economía crezca, sin importar la internalización de los costos sociales y ambientales, y dejando para después la redistribución de las riquezas.

Al desarrollo sustentable le interesa no sólo el crecimiento económico, sino también cómo se produce el mismo y cómo se distribuye la riqueza creada.

Un desarrollo humano sustentable debe permitir una mejora sustancial de la calidad de vida de la gran mayoría de una sociedad, o una comunidad, la cual a su vez debiera conducir a la reproducción del ecosistema en el que ésta está inserta.
Éste sería un criterio fundamental para discernir la calidad y la sustentabilidad del desarrollo que se impulsa.

Entre muchos aspectos que podrían tomarse en cuenta para la definición de calidad de vida, la erradicación de la pobreza es central, por lo menos para el Tercer Mundo.

Existe un amplio consenso internacional acerca de la necesidad de revertir la tendencia de creciente polarización entre países ricos y pobres y entre los estratos más ricos y los más pobres de cada país, lo cual es insostenible ética y materialmente; como asimismo hay consenso respecto de que la pobreza ejerce un impacto negativo sobre el ambiente natural y que es necesaria su erradicación para el logro de un desarrollo humano sustentable.

En ese sentido, Agenda 21 señala que "Todos los estados y todas las personas deben cooperar en la tarea esencial de erradicar la pobreza como un requisito indispensable para el desarrollo sostenible, con el objetivo de reducir las diferencias en los estándares de vida y para llenar de mejor manera las necesidades de la mayoría de las personas en el mundo".
El problema de la pobreza no es “los pobres”, por supuesto, sino las causas de aquélla, particularmente la concentración de la riqueza y del acceso a los recursos naturales, que obligan a los pobres a destruir la naturaleza para poder sobrevivir. No obstante esto, no entraremos en debate sobre qué tiene mayor impacto negativo sobre el ambiente, si las acciones de sobrevivencia de los pobres o el consumo opulento de los ricos.

Desarrollada la tecnología de la alimentación, la penuria de la población no depende de la escasez de recursos, sino de la organización de estos recursos.

En términos generales, hay dos tipos de valoraciones sobre el deterioro ambiental: mediante indicadores que cuantifican (medición física) el impacto del desarrollo en el medio ambiente, y mediante actitudes y opiniones cualitativas (medición sociológica).

Es necesario determinar si el programa elegido es aplicable a cada región en donde se ha propuesto, teniendo en cuenta su viabilidad técnico-económica como la posibilidad de desarrollarlo dentro del entorno cultural.

Las actividades humanas requeridas para suplir necesidades básicas y suplementarias (calidad de vida), deben incorporar buenas prácticas de producción y operación, manejo adecuado y aprovechamiento del subproducto y el residuo, disminución en el consumo de insumos, etc.

De esta forma, se observa que el desarrollo sostenible no es por sí mismo un elemento sociológico, sino que es parte de una red en la cual la producción, la economía, el bienestar y el ambiente juegan siempre del mismo lado. Este concepto de desarrollo sostenible, se enfoca desde el lado de la oferta ambiental, bajo la óptica de obtener rendimientos firmes. Es decir, una productividad básica, de acuerdo a la capacidad que pueden suministrar los ecosistemas.

La Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sostenible realizada en el año 2002, en Johannesburgo, Sudáfrica, su tema principal fue cómo se debe transformar al mundo para asegurar el desarrollo sostenible.

Este propósito implicó abordar una gran variedad de cuestiones relevantes como la erradicación de la pobreza, el desarrollo social y económico, la protección del medio, la desertificación, el agua, la energía, la salud, la agricultura, la biodiversidad, el empleo, la educación, los océanos, los bosques, las tierras áridas, los pantanos, el calentamiento mundial y la atmósfera, entre muchos otros.
Esta Cumbre fue la reunión internacional más grande de la historia sobre el tema del desarrollo sostenible convocando a miles de participantes, entre ellos, Jefes de Estado y de Gobierno, líderes empresariales y representantes de la sociedad civil. Fue una oportunidad muy importante para que el mundo logre avanzar en pos de un desarrollo sostenible para el futuro, en el cual todas las personas puedan satisfacer sus necesidades presentes y futuras, sin dañar al medio ambiente.
El camino a seguir se planteó en la Cumbre realizada en Río de Janeiro. No obstante aún queda mucho por hacer pues existe una larga distancia entre las propuestas de Río y las acciones concretas que se han tomado desde entonces. La Cumbre de Johannesburgo busca promover la implementación de acciones concretas en tiempos delimitados.

En el documento se detallan las acciones y medidas concretas que se tomarán para promover la integración de los tres componentes del desarrollo sustentable: el crecimiento económico, el desarrollo social y la protección del medio ambiente.

Conclusiones

La sustentabilidad implica conciencia, sensibilidad, responsabilidad, cambios de actitudes y políticas ciudadanas, aspectos éticos y culturales, así como patrones de consumo y estilos de vida. El verdadero reto para alcanzar el desarrollo sostenible es no sólo lograr la conjunción y participación de todos los sectores de una sociedad determinada, sino el compromiso global de todos los grupos sociales que habitan nuestro planeta.
Hoy se afronta la amenaza ambiental más crítica de la historia: el deterioro de los recursos naturales esenciales para la vida.

Es necesario elevar los niveles de bienestar de la sociedad, y ocuparnos por heredar a las generaciones futuras un planeta con aceptables niveles de salud ambiental y económica.

“Creemos que ha llegado la hora en que todos los pueblos y gobiernos del mundo cobren conciencia de la marcha suicida que la humanidad ha emprendido a través de la contaminación del medio ambiente y la biosfera, la dilapidación de los recursos naturales, el crecimiento sin freno de la población y la sobrestimación de la tecnología”.
Juan Domingo Perón

Zulema E. Schoenfled

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art.
: Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano y equilibrado, apto para el desarrollo humano en un entorno físico y social libre de factores nocivos para la salud y donde las influencias antropogénicas favorezcan el desarrollo sustentable mejorando la calidad de vida y satisfaciendo las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras.

Art.
: Todos los habitantes tienen el deber de preservar, resguardar y proteger los intereses y el patrimonio ambiental y cultural de la Provincia, evitar la contaminación ambiental y participar en la defensa ecológica como acto solidario en defensa de los derechos humanos.

Art.
: De conformidad con lo establecido en el Articulo 124 de la Constitución Nacional, los recursos naturales existentes en el territorio provincial constituyen dominio originario del Estado Provincial: el suelo, subsuelo y todas sus riquezas naturales, el aire, aguas superficiales y subterráneas, fuentes energéticas, acuíferos, lagunas, ríos y sus afluentes, cauces y riberas internas, bosques nativos, la biodiversidad, las islas que se encuentran en jurisdicción provincial, humedales, ruinas arqueológicas y paleontológicas de interés científico, recursos minerales, hidrocarburos y todos los demás recursos naturales renovables y no renovables. La Nación no puede disponer de los recursos naturales de la Provincia sin acuerdo previo instrumentado mediante leyes o convenios que contemplen el uso racional de los mismos, las necesidades locales y la preservación del recurso y el medio ambiente.

Art.
: El Estado Provincial fija la política ambiental y la misma debe formularse teniendo en cuenta los aspectos, físicos, ecológicos, sociales, culturales y económicos de la realidad provincial y local, haciendo prevalecer los principios de prevención, precautorios y de equidad intergeneracional. El Estado dictará una Ley Provincial de Medio Ambiente para el logro de una gestión sustentable de protección ambiental, pudiendo los municipios dictar normas pertinentes de acuerdo a sus competencias.

Art.
: El Estado Provincial debe garantizar un desarrollo sustentable adecuado al medio ambiente, siendo responsable de:

1. resguardar el equilibrio y dinámica del sistema ecológico, asegurando la preservación, protección, conservación, recuperación y mejoramiento de los recursos ambientales, tanto naturales como culturales.

2. preservar los recursos naturales renovables y no renovables custodiando su administración, explotación y uso racional, integral y sustentable.

3. garantizar la conservación de la biodiversidad.

4. garantizar la protección de los recursos termales y su uso racional y sustentable.

5. proteger, preservar, conservar y recuperar los humedales y sus recursos naturales.

6. garantizar la preservación y recuperación del suelo, evitar la pérdida de fertilidad, su degradación, erosión y regular el empleo de las tecnologías a aplicarse. 

7. fomentar la forestación, especialmente con plantas autóctonas, tanto en tierras privadas como en las del Estado, asegurando perpetuidad de las especies

8. combatir por todos los medios idóneos las especies de flora y fauna perjudiciales para las personas, la economía y el equilibrio del sistema ecológico.

9. regular el tránsito y egreso de las especies autóctonas de la flora y de la fauna, imponiendo las sanciones que correspondan a su tráfico ilegal.

10. garantizar y promover la gestión integral y sustentable de los residuos y su reutilización, devolviendo al proceso productivo nuevos recursos e insumos que favorezcan al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes reduciendo la explotación de los recursos naturales.

11. fiscalizar el correcto uso y comercialización de biocidas, agroquímicos y otros productos que puedan dañar el medio ambiente.

12. desarrollar la planificación económica, social y urbanística de la Provincia compatible con la protección de los recursos naturales, culturales y del patrimonio histórico y paisajístico.

13. garantizar y promover que las influencias antropogénicas sean sustentables y compatibles con la integridad ambiental, el uso de tecnologías y elementos no contaminantes y la disminución de la generación de residuos nocivos.

14. promover la participación social en actividades de interés ambiental que tiendan a complementar el bienestar de la persona y de la comunidad en equilibrio con el medio ambiente

15. propiciar e incentivar las actividades de entidades y uniones asociativas ambientalistas.

16. garantizar y propiciar la participación de la ciudadanía en los procesos de toma de decisiones sobre temas ambientales de conformidad con el procedimiento que determine la ley.

17. desarrollar y fomentar campañas destinadas a la concientización de la ciudadanía en general.

18. producir y difundir amplia y oportunamente la información relacionada con el ambiente, e informar a la ciudadanía sobre el impacto que las actividades públicas o privadas causen o pudieren causar al equilibrio ecológico.

19. establecer procedimientos y mecanismos adecuados para la minimización de riesgos ambientales, para la prevención y mitigación de emergencias y para la prevención de la contaminación química, radiactiva, térmica, acústica, electromagnética, lumínica, visual y microbiológica.
20. propiciar, fomentar e impulsar el uso e incorporación de la ciencia y la tecnología en materia ambiental, la investigación y ejecución de proyectos fundados en planes y programas de desarrollo sustentable y de todos aquellos que incorporen fuentes de energía renovable no contaminantes o limpias.

21. establecer la obligatoriedad de la educación ambiental en todos los niveles y modalidades de enseñanza como un proceso continuo y permanente sometido a constante actualización.

22. establecer el ordenamiento territorial ambiental para la utilización más adecuada de los recursos naturales renovables y no renovables que posibiliten establecer políticas eficientes y sustentables de medio ambiente.

Art.
: El Estado Provincial prohíbe el ingreso al territorio provincial de residuos radioactivos peligrosos o susceptibles de serlo, de conformidad con lo establecido en el artículo 41 de la Constitución Nacional. Se prohíbe realizar pruebas nucleares y el almacenamiento de cualquier mineral radiactivo y sus desechos, salvo los utilizados en investigación, salud y los relacionados con el desarrollo industrial, de conformidad con el procedimiento que determine la ley. Todos los recursos naturales radioactivos, cuya extracción, elaboración o utilización puedan alterar el medio ambiente, deberán ser objeto de tratamientos específicos a efectos de la conservación del equilibrio ecológico.

Art.
: El Estado Provincial tiene a su cargo la gestión y desarrollo sostenible de los bosques nativos del territorio Provincial, garantiza su supervivencia y conservación fomentando actividades de enriquecimiento, restauración, mejoramiento y aprovechamiento de los mismos que salvaguarde la estabilidad ecológica y preservación de las especies autóctonas, procurando la minimización de los efectos ambientales negativos. Se fomentará su uso racional simultáneamente con un plan de forestación y reforestación que asegure la perpetuidad y acrecimiento de los mismos. 

Art.
: El Estado Provincial establecerá normas que declaren la imprescriptibilidad adquisitiva sobre inmuebles de su propiedad existente en las zonas que cuenten con recursos naturales, de conformidad con lo dispuesto por el Artículo 124 de la Constitución Nacional, en particular en áreas de humedales y bosques nativos.

Art.
: El Estado Provincial garantiza la preservación de áreas estratégicas o ecosistemas significativos que mantienen el equilibrio ecológico y Áreas Naturales Protegidas, para lo cual el Estado es responsable de:

1. propiciar la creación de nuevas Áreas Protegidas.

2. fomentar el uso de las mismas con fines educativos, recreativos y científicos.

3. proteger y controlar los recursos genéticos de especies vegetales y animales.

4. mantener las características propias de su ecosistema en condiciones de mínima alteración antropogénicas.

5. preservar en forma integral y a perpetuidad las comunidades bióticas que contienen, su biodiversidad y sus recursos genéticos.

6. preservar las características fisiográficas de sus entornos.

7. garantizar el desarrollo de sus procesos ecológicos y evolutivos esenciales.

8. proteger, preservar, conservar y recuperar los recursos naturales y su manejo a perpetuidad.

9. desarrollar un ordenamiento territorial de dichas áreas, con la participación de los municipios y de las comunidades que habitan en la región.

10. establecer incentivos con el fin de mantener la propiedad de los bienes inmuebles ubicados en estas zonas bajo el dominio de habitantes argentinos nativos, o del propio Estado Provincial o de los municipios. Los extranjeros que no acrediten residencia legal conforme la ley, las sociedades conformadas por ciudadanos o capitales foráneos y las sociedades sin autorización para funcionar en el país, no pueden adquirir inmuebles en estas zonas.

Art.
: Todo habitante de la Provincia puede interponer acción de amparo, siempre que no exista otro medio más idóneo, en protección del medio ambiente para obtener de la autoridad judicial la adopción de medidas preventivas o correctivas o la suspensión de actividades, respecto de hechos producidos o previsibles que lesionen, restrinjan, alteren, amenacen o impliquen daño del equilibrio del ecosistema. Quien promueva la acción está eximido del pago de tasas judiciales. Las pericias, estudios, trámites o pruebas requeridas en el proceso para demostrar la afectación o daño producido serán solventados por el Estado, salvo que las costas fueran impuestas al demandado y conforme lo determine la ley.

Art.
: El Estado Provincial establece la obligatoriedad de la evaluación del impacto ambiental de todo emprendimiento público o privado susceptible de producir alteraciones en el medio ambiente, previo a su ejecución. La evaluación del impacto ambiental será el instrumento mediante el cual la autoridad competente aprobará, modificará o rechazará el emprendimiento a realizarse. Se establece la obligatoriedad de los responsables del emprendimiento a contratar un seguro de cobertura ambiental efectivo.

Art.
: El Estado Provincial establece que todas las personas físicas o jurídicas responsables de los emprendimientos que produzcan daño ambiental tienen prioritariamente la obligación de recomponer el medio ambiente dañado al estado anterior a aquel en que aconteció el daño, adoptar medidas correctivas para evitar futuros daños, hacer efectivo el pago de las multas que se le impongan y la indemnización respecto de las víctimas del daño ambiental, de conformidad a lo establecido por Ley.

Art.
: El Estado Provincial establece que cuando el responsable de daños ambientales ya ha sido objeto de punición y, no obstante ello, reincide en su actitud desaprensiva hacia el medio ambiente causando daños ambientales, la Ley regulará el aumento de las medidas correctivas, multas e indemnizaciones, y/o el cese de las actividades del emprendimiento que generó el daño.

Art.
: El Estado Provincial establece la creación de un Fondo de Recomposición Ambiental que será utilizado para garantizar la calidad ambiental; la prevención y mitigación de efectos nocivos o peligrosos sobre el ambiente; la atención de emergencias ambientales; la protección, preservación y conservación de los sistemas ecológicos; y demás fines establecidos en esta Constitución y la Ley correspondiente.

 Art.
: El Estado Provincial establece que toda persona física o jurídica que realice actividades riesgosas para el ambiente está obligado a realizar aportes al Fondo de Recomposición Ambiental y que serán destinados para recomponer el ambiente e indemnizar a las personas afectadas en los casos donde es imposible atribuir responsabilidad alguna a persona física o jurídica.

Art.
: El Estado Provincial establece que identificado el responsable de daños ambientales y siendo la recomposición del daño al estado anterior a su producción no factible técnicamente, se procederá a sustituir dicha recomposición por una indemnización que deberá depositarse en el Fondo de Recomposición Ambiental y demás medidas que establezca la Ley.

Art.
: El Estado Provincial tendrá a su cargo un instituto de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, dentro del organismo competente, cuya misión será la de fiscalización y control de los derechos y obligaciones ambientales consagradas en esta Constitución y demás objetivos que dicte la Ley.

Art.
: El Estado Provincial debe sancionar las normas complementarias a los presupuestos mínimos de protección ambiental, de conformidad con lo establecido en el Artículo 41 de la Constitución Nacional.

SCHOENFELD

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 393)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo
: La Legislatura podrá declarar la necesidad de enmienda o reforma de un solo artículo de la Constitución, siempre que no altere su espíritu o principios esenciales.

La ley que se dicte con ese objeto deberá ser declarada y sancionada con los dos tercios de votos del número total de los miembros de cada Cámara y no podrá ser vetada. Deberá designar con precisión el artículo que ha de ser motivo de reforma.

Dicha ley se someterá a consulta popular en la primera oportunidad de elección de legisladores provinciales que se realice.

El voto deberá ser obligatorio y expresarse a favor (SI) o en contra (NO) de la reforma.

La enmienda o reforma deberá ser votada en forma afirmativa por más del 40% de los votos válidos, en cuyo caso quedará aprobada por el pueblo, deberá ser promulgada por el Poder Ejecutivo dentro de los diez días de recibido e incorporada a la Constitución.

Artículo
: La enmienda o reforma a que refiere el artículo anterior no podrá proponerse ni votarse por la Legislatura, sino con el intervalo de dos años desde la promulgación de la Constitución.

SALOMÓN – CARAMELLE –TALEB.
FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos:

Conforme lo autoriza el Art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su Art. 1º Inciso 27.

Esta Constitución ya reformada lleva el propósito de vigencia para el presente y futuro, que puede alcanzar varias décadas.

Tenemos experiencia de lo difícil que es obtener una reforma parcial o total de la misma, en la oportunidad en que se la requiera.

Por ello, estimamos necesario establecer la posibilidad de reforma de un solo artículo; pero estableciendo requisitos que aseguren un examen reflexivo y sensato que exprese la voluntad popular.

Se requiere que el pueblo exprese su voluntad positiva en un porcentaje no inferior al 40 % de los votos válidos.

Estimamos riesgoso un intento reformador motivado por apasionamientos sectoriales o políticos partidistas, de aquí las exigencias que establecemos para la procedencia de esta reforma.

Jorge Salomón – Eda R. Caramelle – Raúl A. Taleb.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 394)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo
: El Capital debe estar al Servicio de la economía de la Provincia, no pudiendo contrariar los fines de beneficio común de la colectividad.

Artículo
: La propiedad privada tiene una función social. La ley establecerá las restricciones a que queda sometida con fines de bien común.

Artículo
: El trabajo debe estar estimulado y favorecido por ser el medio para satisfacer las necesidades espirituales y materiales de la persona y fundamento de la prosperidad.

Artículo
: La tierra es factor de producción y debe ser objeto de explotación racional. La política agraria debe tener entre sus finalidades tender a la radicación del trabajador.

La Provincia dictará normativas:

a) Con el fin de estabilizar la población rural y posibilitar a cada familia labriega conservar la propiedad de la tierra que cultiva o adquirir la que arrienda, para su trabajo personal y familiar.

b) Con el objeto de posibilitar el incremento de rendimiento del campo del pequeño productor, en su beneficio y de la comunidad.

c) De defensa de la capacidad de trabajo del productor.

d) Sobre planes de colonización de tierras y habilitación de créditos promocionales.

SALOMÓN – MOTTA – GASTALDI.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos:
Conforme lo autoriza el Art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768 en su Art. 1º numeral 27.

En este proyecto se establecen principios generales fundamentales sobre “capital”, “propiedad privada” y “trabajo”, que estimamos necesario incorporar a la Constitución a fin de ratificar principios esenciales sobre la materia.

Por otra parte, es necesario profundizar la defensa y protección del pequeño productor rural, propietario o arrendatario y de su familia.

Observamos –negándonos a admitir en forma pasiva esta realidad– el éxodo del pequeño productor y su familia, a muchas de quienes se ha visto abandonar el campo, donde con sacrificio pero con alegría y satisfacción pasaron gran parte de sus vidas; agobiados por deudas, en su mayor parte, productos de magras cosechas e incomprensión de acreedores.

Ahora nos preguntamos ¿Cuál es su futuro, sin una tabla de salvación?, indudablemente no será otro que engrosar las llamadas villas miserias de las ciudades.

Por ello, creemos necesaria una ayuda urgente del Estado para frenar este éxodo, promover su vuelta al campo para seguir produciendo bienes en beneficio propio y de la comunidad.
Jorge Salomón – Héctor J. Motta – Laura I. Gastaldi.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 395)

LA HONORABLE. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo XX: …: “Toda persona física o sus sucesores universales y las personas jurídicas, por sí o por apoderado tiene derecho a interponer acción de habeas data para acceder al conocimiento y finalidad de los datos que de éstas consten en bancos de datos públicos o privados, quedando excluidos únicamente los destinados a uso estrictamente personal o profesional. En caso en que el dato fuere falso, inexacto, obsoleto, desactualizado o se trate de un dato sensible o discriminatorio podrá exigir su rectificación, supresión, confidencialidad o actualización. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”.

“Una ley reglamentaria establecerá el modo de ejercicio de la acción establecida en la presente normativa”.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS
A fin de argumentar en relación la importancia de incorporar esta novel garantía a la nueva Constitución Entrerriana, resulta pertinente remontarnos en primer lugar, a los orígenes de la acción de habeas data o protección de datos personales en el derecho comparado.
Si bien existían normas supranacionales que protegían el derecho a la intimidad, las mismas no se refieren específicamente a la protección de la intimidad de los datos personales, dirección hacia la que casi exclusivamente apunta ésta garantía. En efecto, la Declaración de los Derechos del Hombre de la Asamblea General de las Naciones Unidas de 1948, cuyo artículo 12 establece... “nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio, correspondencia...”; la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, suscripta en Bogotá en 1948 y, el Pacto de San José de Costa Rica que en su artículo 11 inc. 2 establece que “nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia...”; todas ellas incorporadas a nuestra Constitución, con igual jerarquía, con la reforma nacional de 1994, artículo 75 inc.22.

En 1968 en la Conferencia Internacional de Derechos Humanos, realizada en Teherán quedó establecido el riesgo que implican los avances tecnológicos y científicos en lo que pudieran afectar a los derechos humanos, por ello la Asamblea General de la ONU recomendó a los Estados la realización de estudios con miras al dictado de normas que protegieran adecuadamente las libertades individuales especialmente “las aplicaciones de la electrónica que puedan afectar los derechos de las personas y los límites que deberían fijarse para éstas aplicaciones en una sociedad democrática”. También, en ese mismo año el Consejo de Europa a través de su Comité de Ministros, llevó adelante un estudio sobre la normativa de la Convención Europea de los Derechos del Hombre, con el fin de investigar si en los Estados miembros existía una protección de la privacidad y demás derechos conexos en relación a los avances tecnológicos y científicos. Cumpliendo con éstas disposiciones del Comité de Ministros del Consejo de Europa en 1976, un grupo de expertos elabora el texto de lo que fue la Convención para la protección de los individuos con relación al procesamiento automático de datos personales, conocida como la Convención de Estrasburgo y suscripta por veintiún Estados Europeos. (ALTMARK, Ricardo D. y MOLINA QUIROGA Eduardo “Habeas Data”, LL, 1996-A, p. 1157/1158).

En Estados Unidos, rige la “Privacy Act” de 1974. La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos distingue según que el recabamiento de datos parta del gobierno o de un particular; en el primer caso ha sostenido en el caso “Talley Vs.California” 362 U.A 345 (1970) que el derecho a la privacidad no es obstáculo para que el Estado pueda ejercer su derecho de recopilar datos relativos a personas particulares, con algunas excepciones. Sin embargo si el recabamiento de datos parte de un particular ha sostenido en el caso “Detroit Edison Co Vs. NLRB” 440 U.S 301 (1979) un criterio restrictivo, incluso cuando se trata del uso de datos por medio de la prensa C.S.E.U. 436 U.S 547 (1978), 420 U.S.469 (1975). (EKDMEKDJIAN Miguel Ángel,”El Habeas data en la Reforma Constitucional” LL 15 de noviembre de 1995, suplemento, p. 42).
El caso de España se incorporó en la Constitución de 1978 (art.18.4 y 105, b). Este caso, merece una mención aparte, puesto que en éste país se ha generado gran preocupación en relación al tema de los datos personales frente al uso de la informática y se han realizado exhaustivos estudios en relación al derecho a la autodeterminación informativa. (MURILLO DE LA CUEVA, Pablo Lucas, “La protección de los datos personales ante el uso de la información en el derecho español”,Estudios de Jurisprudencia de Madrid, Revista Colex, Madrid 1993,Año II, nº 4.

En 1992 se sancionó la “Ley Orgánica de Regulación del Tratamiento automatizado de datos”, en cuyo artículo 1 protege a las personas físicas (no así a las jurídicas) contra la divulgación de sus datos de carácter personal que consten en cualquier registro automatizado de datos. También prevé en su artículo 6.1 que “el tratamiento automatizado de los datos requerirá el consentimiento del afectado, salvo que la ley disponga otra cosa”, el que, asimismo, es susceptible de revocación y no requiere ser expresado bajo ninguna formalidad específica. Posteriormente, con la sanción de la ley 15/1999 (del 13/11/1999) el artículo 1 establece como objeto de la misma “garantizar y proteger, en lo que concierne al tratamiento de los datos personales, las libertades públicas y los derechos fundamentales de las personas físicas, y especialmente de su honor e intimidad personal y familiar”.
En América latina, sin embargo, no será hasta la década del ´80 en que comienza la incorporación de ésta garantía en casi todas las reformas producidas a partir de la sanción de la Constitución brasilera, primera en tomar la acción de habeas data exactamente con este nombre. En efecto, puede afirmarse que el antecedente de mayor importancia es la Constitución de Brasil de 1988 que en su artículo 5 inciso LXXII que establece “conceder el habeas data: a) para asegurar el conocimiento de informaciones relativas a la persona de quien lo pide, que conste en registro o banco de datos de entidades gubernamentales o de carácter público, b) para la rectificación de datos cuando no se prefiera hacerlo por proceso reservado judicial o administrativo“. Esta norma a su vez toma como fuente la ley nº 824 de 1984 del estado de Río de Janeiro.
Posteriormente será la Constitución de Colombia, de 1991 en el artículo 15 que determina “Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre y el Estado tiene que respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo tiene derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en banco de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagrados en la Constitución...”.

La Constitución del Paraguay de 1992, contempla en el artículo 135 “Toda persona podrá acceder a la información y a los datos que sobre la misma y sobre sus bienes obren en registros oficiales o de carácter público, así como conocer el uso que se haga de los mismos y su finalidad. Podrá solicitar ante el magistrado competente la actualización, la rectificación o la destrucción de aquellos, si fuesen erróneos o afecten ilegítimamente sus derechos”. 
En la Constitución de Perú de 1993, el artículo 200 inc. 3 dispone “La acción de Habeas Data que procede contra el hecho u omisión, por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnere o amenaza los derechos a que se refiere el art.2 inc. 5,6 y 7 de la constitución”, que respectivamente aluden al “habeas data exhibitorio” o sea a poner en conocimiento de la persona que interpone el habeas data de los datos a ella referidos (inc.5); se prevé el no suministro de informaciones que afecten la intimidad personal y familiar (inc.6) y por último el habeas data que tenga en miras asegurar los derechos al “honor y buena reputación, intimidad personal y familia, voz e imagen propias” (Sagüés Néstor Pedro,”Subtipos de Hábeas Data en el Derecho Argentinos sus posibilidades en el Peruano. Leyes Reglamentarias de la Reforma Constitucional”. Asociación Argentina de Derecho Constitucional, noviembre de 1996, p. 212.)

También ha recogido ésta normativa la Constitución de Guatemala con la reforma de 1993 que en el artículo 31 expresa “Toda persona tiene derecho a conocer lo que de ella conste en archivos, fichas o cualquier otra forma de registros y archivos de filiación política, excepto los propios de las autoridades electorales y de los partidos políticos”.

Estaba el camino despejado para incorporar la acción de protección de datos personales en la Constitución Nacional de 1994. La expresión “hábeas” es una palabra latina que significa “tener” y “data” es de origen inglés y hace referencia a información o datos. La traducción sería “tener los datos”. La informática, potenciada por los avances de las comunicaciones, coloca a los individuos en una situación de absoluta exposición respecto de los atributos de su personalidad, quedando a merced del uso incontrolable e incontrolado que de esos medios quiera hacerse. (Antecedentes parlamentarios de la ley 25.326. Sesión del 26/11/1998)

La garantía tiene una finalidad inmediata, que está comprendida en la posibilidad que tienen las personas de “…tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad...” y de una finalidad mediata, en cuanto que si dichos datos resultan “falsos o discriminatorios podrá exigirse la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de los mismos”. (BASTERRA, Marcela. La garantía constitucional del habeas data. En AAVV: Derecho Procesal Constitucional MANILI, Pablo L, coordinador. Ed. Universidad, 2005, p. 141/186.)
La reforma constitucional de 1994 incorporó la garantía de habeas data en el artículo 43º, 3º párrafo, del Capítulo II denominado “Nuevos derechos y garantías”. La Constitución, se refiere al amparo, en el primer párrafo; al amparo colectivo, en el segundo párrafo y, en el tercer párrafo incorporó la acción de habeas data sin mencionarlo en forma expresa; como un sub-tipo de amparo; con la siguiente fórmula:“...Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad, o actualización de aquellos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”.
En el ámbito del derecho constitucional provincial fue tomado por varias Constituciones en el período de reformas que se dio a partir de 1983. Algunas de ellas consagran el instituto en forma expresa (Buenos Aires, Córdoba, San Juan y Tierra del Fuego), otras sin embargo, solamente establecen algunos derechos que la caracterizan, tal el caso del derecho al acceso a las fuentes de información (Catamarca y Formosa), por último, están las que regulan solo un aspecto de la protección de datos personales limitado a los antecedentes policiales y penales (La Rioja, Salta y San Juan). (Puccinelli Oscar Raúl, “La garantía de hábeas data: perspectiva comparatista”, Boletín Informativo de la Asociación Argentina de Derecho Constitucional, Nº 114, octubre de 1995, p. 6).

En casi todo el derecho provincial no estaba previsto específicamente como acción judicial, con la excepción de la provincia de Jujuy (Ley 4.444). Las Constituciones de provincia se referían al tema desde el punto de vista de fondo, enmarcándolo dentro del derecho a la privacidad (Córdoba, Tierra del Fuego), o como dentro del derecho al acceso a las fuentes de información o registro de datos (Catamarca, Formosa, San Juan, San Luís y Río Negro). (BIANCHI, Alberto B., “Habeas data y derecho a la privacidad”. ED. 16/2/95, p.1).
El desarrollo y dinamismo del constitucionalismo provincial argentino puede compararse con lo que viene ocurriendo precisamente en el constitucionalismo europeo, donde el derecho regional, el derecho local y el derecho comunitario han ido forzando reformas que alcanzan a las constituciones nacionales -casos de Alemania e Italia. (ABALOS, Maria Gabriela. “Avances del habeas data en el constitucionalismo provincial” ED. Suplemento de Derecho Constitucional, 19 de octubre de 2007, p. 10/14.)
En nuestra provincia, la jurisprudencia del Superior Tribunal y de los tribunales inferiores han desarrollado las pautas en base a las cuales la garantía habría de desarrollarse en las últimas décadas, partiendo de la letra del art. 43 de la Carta Magna nacional (Véase “Octaviano, María Noemí Teresita c/ Compañía Financiera Argentina S. A. s/ Hábeas data”, sentencia del Superior Tribunal de Justicia del 22 de diciembre de 2000).

Sentado ello, lo que se intenta en el presente proyecto es subsanar los errores que ha padecido la normativa nacional, plasmando en el texto de la Constitución de la provincia de Entre Ríos, una fórmula que incorpore los estándares establecidos por la Corte Suprema de Justicia y la normativa nacional, sin que existan dudas de interpretación, sin perjuicio de la reglamentación pertinente.
1. En lo concerniente a la legitimación activa, la formula que se propone establece un criterio amplísimo para interponer la acción. En efecto dice “…Toda persona física o sus sucesores universales y las personas jurídicas, por sí o por apoderado tiene derecho a interponer acción de habeas data…”.
Este criterio fue adoptado por nuestro Alto Tribunal a partir del fallo “Urteaga” (CSJN. Fallos 321:2767), en el que se admitió la procedencia de la acción de habeas data en relación a los datos de un sucesor universal.
Recordemos que Facundo Urteaga promovió una acción con sustento en el art. 43 de la constitución contra el Estado Nacional (FFAA y órganos de información e inteligencia) y contra la provincia de Buenos Aires para obtener la información sobre su hermano Benito Urteaga supuestamente abatido en un enfrentamiento en Villa Martelli en 1976. La Cámara rechazó la acción intentada con fundamento en la falta de legitimación del actor, considerando improcedente la vía procesal elegida, razonando que la vía correcta era la del hábeas corpus.
Sin embargo, la Corte hizo lugar al recurso extraordinario y dictó un fallo de gran valor para la interpretación de la garantía constitucional. En relación al primer planteo, o sea la falta de legitimidad, la Corte estableció que resulta conveniente recordar la doctrina según la cual, la falta de reglamentación no debe obstaculizar la vigencia de ciertos derechos y que las garantías individuales protegen a los individuos por el solo hecho de estar consagradas en la Constitución independientemente de las leyes reglamentarias, de forma tal que la ausencia de las mismas no es óbice para su ejercicio. En tal sentido, dentro del marco constitucional no reglamentado aún por el órgano competente, corresponde a la Corte delinear los alcances de la garantía mencionada con razonable flexibilidad.
Cabe recordar la frase de la Corte Americana en el fallo “Mc Culloch v. Maryland” (17 U.S.316. 1819) cuando dice “no nos olvidemos que lo que estamos interpretando es una constitución”; esta flexibilidad de la Corte en su interpretación ha sido fundamental en relación a la legitimación del actor, puesto que hubiera sido lamentable que el Máximo tribunal se limitara a hacer una interpretación literal (BIANCHI, Alberto B. “El Habeas Data como medio de protección del derecho a la información Objetiva en un Valioso fallo de la Corte Suprema”. LL Suplemento de Derecho Administrativo, 27 de noviembre de 1998, p.1/6)
Asimismo, es importante mencionar en este punto la Ley Nacional Nº 25.326 de Protección de Datos Personales (en adelante: LPDP) que no sólo no se aparta de la postura aperturista de nuestro máximo Tribunal, en relación a la legitimación, sino que además le otorga mayor ampliación. Así lo establece el artículo 34 que dispone “la acción de protección de los datos personales o de hábeas data podrá ser ejercida por el afectado, sus tutores o curadores y los sucesores de las personas físicas, sean en línea directa o colateral hasta el segundo grado, por sí o por intermedio de apoderado. Cuando la acción sea ejercida por personas de existencia ideal, deberá ser interpuesta por sus representantes legales, o apoderados que éstas designen al efecto. En el proceso podrá intervenir en forma coadyuvante el Defensor del Pueblo.”
2. A fin de despejar las dudas que introdujo la reforma de la Constitución Nacional de 1994, en cuanto al tipo de acción de que se trata, la redacción de la norma que se presenta resulta clara al establecer que “…tiene derecho a interponer acción de habeas data…”.es decir, que se la introduce como una acción con autonomía de cualquier otra garantía que pueda reconocer la norma Constitucional provincial.
Al respecto, recordemos que el artículo 43 de la Constitución establece en el primer párrafo: “Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo...”; y en el tercer párrafo, “Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos...”. De la interpretación de la norma referida, no cabe duda que está planteado como una subespecie de amparo o amparo especial como lo ha considerado la doctrina mayoritaria.
Ello se dio así porque en la ley 24.309 que declaró la necesidad de reforma en los temas habilitados del artículo 3 punto “N” se mencionaba la “consagración expresa del habeas corpus y del amparo”, pero nada respecto de la acción de habeas data. Algunos autores han interpretado que se trató de una decisión del constituyente (SAGÜÉS Néstor P, “Subtipos…” Op. Cit, p. 4/51.), otros, la han titulado acción de amparo especial (DROMI, Roberto y MENEM, Eduardo, La Constitución Reformada, Ediciones Ciudad de Buenos Aires, 1994, p.168), o que se trata de una garantía que pertenece al género amparo, un amparo especializado que debe satisfacer las necesidades reparatorias que nuestro tiempo exige (VANOSSI, Jorge Reinaldo, “El “Habeas Data”: no puede ni debe contraponerse a la libertad de los Medios de Prensa” ED, T.159, p. 950).
Igualmente se había planteado que no sería obligatorio considerar al hábeas data como una modalidad del amparo, que bien podría constituir una acción independiente como lo es el habeas corpus, si así lo estableciera una ley reglamentaria, solo que en la Constitución Nacional está claramente incorporada como una modalidad de la acción de amparo. (BIANCHI, Alberto B. “Habeas data…” Op. Cit, p.1).
Sin embargo, LPDP aportó la claridad necesaria al tema para interpretar que se trata de una acción distinta del amparo común. En efecto, en el artículo 37, que establece el procedimiento aplicable, dispone que “La acción de hábeas data tramitará según las disposiciones de la presente ley y por el procedimiento que corresponde a la acción de amparo común y supletoriamente por las normas del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en lo atinente al juicio sumarísimo”.
Lo mismo hizo posteriormente, siguiendo el camino comenzado desde la ley, la jurisprudencia nacional en los fallos “Ossola, Leopoldo c/Diners Club” (CNCom., Sala A, 19/9/03, LL, 2004-A-766) y “Sala c/ Banco Río de la Plata”, (CNCom., Sala B, 29/11/02), en los que se ha inclinado por despegar la acción de habeas data de la del amparo. Precisamente en éste último precedente y en relación a la interpretación del artículo 33 de la ley nacional, el Tribunal sostuvo que la acción de habeas data está específicamente reglada por la ley 25.326 (artículo 33 y ss.) lo que desplaza las reglas del juicio sumarísimo.
Las expresiones doctrinarias más recientes se manifiestan, considerando al habeas data como una acción independiente o proceso constitucional autónomo. (PUCCINELLI, Oscar, Protección de datos de carácter personal, Astrea, 2004, p. 526; GOZAÍNI, Osvaldo, Hábeas data. Protección de datos personales. Ley 25.326 y reglamentación, Rubinzal – Culzoni Editores, Buenos Aires, 2003; PEYRANO, Guillermo F., Ley de hábeas data comentada, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2001; CARRANZA TORRES, Luís Ramiro, Hábeas data. La protección de los datos personales. Editorial Alberoni, Córdoba, 2001, p. 179; MASCIOTRA, Mario, El Hábeas Data. La garantía polifuncional. Librería Editora Platense, La Plata, 2003; UICICH, Rodolfo D, Habeas Data. Ley 25.326, Editorial Ad-Hoc, Buenos Aires, 2001.) 
A mayor abundamiento, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, lo ha ratificado expresamente en el precedente Martínez, Matilde Susana c/ organización Veraz S.A” (CSJN. Fallos 328:797). En el caso, el Juzgado Nacional de Primera Instancia, rechazó la demanda de habeas data deducida por la actora por considerar, que “la causa presenta extremos cuya comprobación excede el marco cognoscitivo propio del amparo y no (...) se advierte ilegalidad o arbitrariedad manifiesta ni una hipótesis de falsedad o desactualización de los datos”. En concordancia la Cámara; señaló que “si bien la demandada había calificado la situación de la actora como "irregular", debido a que había sido morosa en el pago del mutuo, también había informado que la tomadora del préstamo había promovido sendos juicios por revisión del precio del mutuo y consignación de lo adeudado al banco prestamista. Concluyendo que, “en tales condiciones, la información asentada en los registros de la demandada no resultaba manifiestamente arbitraria, requisito exigido por el art. 43 de la Constitución Nacional para la procedencia del habeas data”.
La Corte revirtió el fallo haciendo una interpretación, correcta del artículo 43 y la ley reglamentaria en torno a la cuestión. Así sostuvo el Máximo Tribunal que, “... lo expresado en el art. 43 de la Constitución Nacional con relación al derecho del afectado en obtener la supresión o rectificación de toda información personal que incurra en "falsedad" debe ser interpretado conforme a los términos de la respectiva ley reglamentaria. (... ) .Al respecto, el art. 33 de la ley 25.326 confiere la acción de protección de los datos personales toda vez que la información registrada sea incompleta o inexacta, por lo que su procedencia debe ser juzgada conforme a estos parámetros”. Es decir, los requisitos previstos en el artículo 43 para la acción de amparo -en al caso a existencia de arbitrariedad e ilegalidad manifiesta en la recolección del dato personal- no son exigibles, en modos alguno para la procedencia de la acción de habeas data, dado que se trata de un proceso constitucional especial, regido por la Ley 25.326. (En éste sentido pueden verse expresiones doctrinarias, que ya lo advertían en: BIDART CAMPOS, Germán, Manual de la Constitución Argentina Reformada, t. II, Ediar, Buenos Aires, 1997, p. 388/392. También, QUIROGA LAVIÉ, Humberto, Habeas Data, Editorial Zavalía, Buenos Aires, 2001, p. 133)

La acción de habeas data es una acción de protección de los datos personales específicamente ordenada a la defensa de la intimidad de los datos, el derecho a la autodeterminación informativa y a la propia imagen, aun cuando no estén dadas las condiciones de arbitrariedad o ilegalidad del acto cuestionado. Es la misma norma constitucional la que establece que podrá interponerse el habeas data “para tomar conocimiento de los datos a la persona referidos” sin supeditar la legitimación a la existencia de arbitrariedad o ilegalidad. Esta prescripción de la propia Constitución, da cuenta que no es requisito la procedencia de la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta a que se referían los tribunales inferiores en el caso. (BASTERRA, Marcela. “Aspectos procesales y sustanciales del hábeas data en un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación” LL 2005-B, p. 741).

Si estuviéramos ante un amparo puro y simple, la LPDP así lo hubiera establecido sin aclarar que la acción de protección de datos personales se regirá por las normas procesales de esta ley y las de amparo, tal como surge con claridad del artículo 37 de la misma. (UICICH, Rodolfo D, “Habeas Data…” Op. Cit, 142/144). En efecto, la CSJN, tanto en los votos de la mayoría como en las disidencias del fallo citado, dejó sentado por unanimidad que para la procedencia de la acción de habeas data no es necesario acreditar los extremos previstos para la acción de amparo del primer párrafo del artículo 43 de la Constitución. Lo que si bien no es obligatorio para los jueces inferiores es indicativo de que consiste en una postura fuera de la actualidad constitucional, legal, doctrinaria y jurisprudencial la exigencia de los requisitos de la acción de amparo para habilitar el proceso constitucional de habeas data.
En la Constitución Nacional se trata de un amparo especial con modalidades acordes al proceso constitucional específico ordenado estrictamente a la protección de los datos personales, cuyos requisitos de procedencia no son los mismos que el amparo genérico establecido en el primer párrafo de la norma constitucional. Se propone, entonces, mediante este proyecto subsanar la omisión del constituyente de 1994.
3. De acuerdo a la técnica propuesta, la acción de habeas data puede interponerse “…para acceder al conocimiento y finalidad de los datos que de esta consten en bancos de datos públicos o privados, quedando excluidos únicamente los destinados a uso estrictamente personal o profesional…”.
Se intenta de esta forma no circunscribir la garantía únicamente a la protección de la intimidad y el honor. En efecto, si bien tutela el derecho a la intimidad, no debe hacerlo en forma genérica, sino como una especie de intimidad denominada “la intimidad informática” que implica la autodeterminación informática y, a través de ella, el derecho a la imagen o el propio perfil. (BASTERRA, Marcela “Habeas Data: Derechos Tutelados” LL, Doctrina Judicial, 1999-3; p. 77).
La Constitución debe proteger en forma integral los datos personales asentados en archivos, registros o bancos de datos públicos o privados destinados a dar informes. Por ello, no resulta aplicable a otros registros de información que tienen distintas finalidades, por ejemplo los periodísticos, culturales o científicos -salvo que a estos últimos se les de el tratamiento especial para los datos sensibles que se mantienen dentro de un ámbito de absoluta intimidad. 
Es, entonces, perfectamente coherente con el bien jurídico que se pretende tutelar, de lo contrario, con el fin de proteger el derecho a la intimidad, estaríamos también vulnerando el mismo derecho; tal el caso si se permitiera e acceso a registros privados “no destinados a proveer informes”.
Señalase a todo evento, que el decreto 1558/2001 reglamentario de la LPDP en su artículo 1, dispone “a los efectos de esta reglamentación, quedan comprendidos en el concepto de archivos, registros, bases o bancos de datos privados destinados a dar informes, aquellos que exceden el uso exclusivamente personal y los que tienen como finalidad la cesión o transferencia de datos personales, independientemente de que la circulación del informe o la información producida sea a título oneroso o gratuito”, lo que sin duda viene a complementar y definitivamente aclarar cuáles son, en definitiva los bancos de datos que debe comprender la norma.
La fórmula aquí propuesta, no confunde el objeto con el objetivo. A mayor abundamiento el artículo 1° de la ya derogada LORTAD española de 1992, con adaptaciones propias al artículo 43 de la Constitución Nacional, incurre en el error de limitar la garantía a la protección del derecho al honor y a la intimidad de las personas. No sólo es redundante, sino que además es incorrecta la referencia a un derecho al honor y a la intimidad, ya que se trata de dos derechos distintos que, aunque puedan estar íntimamente vinculados, son diferentes.
4. Otro punto relevante a tener en cuenta en la redacción que se propone es la revisión de los datos sensibles y discriminatorios que fueron objeto de omisión por parte del constituyente nacional. Así la técnica propuesta establece que “…en caso en que el dato fuere falso, inexacto, obsoleto, desactualizado o se trate de un dato sensible o discriminatorio podrá exigir su rectificación, supresión, confidencialidad o actualización...”
Se denomina "datos sensibles" a aquellas informaciones relativas a determinadas características de las personas que la ley considera que merecen un tratamiento especial y diferenciado, tendiente a proteger los aspectos más íntimos de un individuo, a los que no deben tener acceso terceros sin consentimiento del titular del dato.
Se los ha definido expresando que "son aquellos que están referidos a aspectos de la personalidad y directamente vinculados a la intimidad de las personas, de manera tal que los mismos conforman la identidad de ellas y deben mantenerse en su fuero íntimo”. (DUPRAT, Diego A., "Los datos sensibles y el hábeas data. El hábeas data y el derecho a la intimidad", JA 1998-I -774).
El convenio 108 sancionado por el Consejo de Europa en 1981 enumera cuáles son los denominamos "datos sensibles”; el origen social de la persona, sus opiniones políticas, militancia y participación gremial, sus convicciones religiosas, datos referidos a la salud y a la vida sexual y las condenas judiciales o penales de que hubiera sido pasible.
Este conjunto de datos, denominados precisamente con ese calificativo, “sensibles”, permitirían que se establezcan perfiles que aunque no fueran utilizados con fines discriminatorios, lo serían en sí mismos. Sin embargo, se ha sostenido que no todos los datos sensibles tienen la misma importancia, ni su conocimiento puede producir el mismo daño o discriminación. Es que lo discriminatorio a veces no son los datos que pueden obrar en un archivo, sino que la discriminación parte precisamente de las actitudes se tenga con relación a ellos (Puccinelli, Oscar R., "Protección de datos…” Op. Cit, p. 170)
Lo que sucede es que el comportamiento del ser humano ha demostrado a través del transcurso de la historia que determinadas creencias se han constituido en una fuente de discrepancias, enfrentamientos y aun de persecuciones en las sociedades. Por lo que la especial protección que estos datos merecen también encuentra el sustento en motivaciones de orden social, histórico y cultural, y no necesariamente en motivaciones personales (PEYRANO, Guillermo F., "Régimen legal de los datos personales y hábeas data. Comentario a la ley 25326 y a la reglamentación aprobada por decreto 1558/2001. Lexis Nexis - Depalma, 2002, p. 36).
En tal sentido, viene al caso recordar que el artículo 2 de la LPDP, entiende por datos sensibles a los “datos personales que revelan origen racial y étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual”, sin embargo, entiendo que la enumeración es taxativa, lo que no significa en absoluto que se trate de una norma “cerrada”, esto es que se pueden incluir en un futuro otros datos que ameriten tan específica protección.
A mayor abundamiento, el artículo 7 de la LPDP reglamenta los aspectos relativos a los datos sensibles. Justamente, establece que "ninguna persona puede ser obligada a proporcionar datos sensibles", lo que no significa que esté prohibido proporcionarlos si el propio titular del dato por sí mismo quisiera hacerlo.
Los datos sensibles tienen una larga historia que en los orígenes de la protección de los datos personales se dividía a éstos en datos triviales y datos sensibles, considerándose que los primeros no merecían protección alguna y, siendo los segundos el centro de todos los esfuerzos para asegurar un acceso limitado y controlado a la vez, al punto de seguir buscando cada día reglas más claras para los datos sensibles. (SIMITIS, Spiro, correspondencia personal, mayo de 2006, remitida al Dr. Juan A. Travieso. Cit. por TRAVIESO, Juan Antonio y MORENO, María del Rosario. “La protección de los datos personales y de los sensibles en la ley 25.326” LL, 14/7/2006, p. 1).
La importancia de ello radica en que se trata de informaciones relativas a las características de las personas que esencialmente se hallan vinculados con la privacidad de las mismas y, por lo tanto, poseen una mayor fuerza discriminatoria. Así, el rasgo característico de estos datos es sin duda el "potencial discriminatorio" que entraña su divulgación fuera del ámbito de intimidad al que los somete su titular. Por ello se trata de proteger circunstancias propias del fuero interior de cada persona, en razón de que su divulgación pública podría alentar persecuciones o bien exclusiones provocadas por discriminaciones estigmatizantes propias de la intolerancia.
Sentado ello, existen dos reglas básicas en materia de tratamiento de los datos sensibles: por un lado, que no hay obligación de proporcionarlos; y por otro, que sólo pueden ser recolectados y tratados por razones de interés general autorizadas por la ley que así lo reglamente.
El hecho de que ninguna persona pueda ser obligada a proporcionar este tipo de datos, implica reconocer contrario sensu la posibilidad de que ésta los brinde por propia voluntad. (TRAVIESO, Juan A. y MORENO, María del R., "La protección…” Op. Cit, p. 1). Es decir, a través del consentimiento del interesado, pilar sobre el que se asienta el principio de la autodeterminación informativa.
A ello cabe agregar que la recolección de los datos sensibles puede efectuarse para fines estadísticos y científicos sin que medie la identificación de los titulares, en cuyo caso el dato se despersonaliza y pasa a ser un dato anónimo, ajeno a la protección especial que los mismos merecen. Así, el carácter de sensible y las consecuencias que del dato deriven van a depender de su tratamiento y del contexto en que éste se lleve a cabo, lo que llevará al legislador a reglamentar una excepción relativa debido al anonimato que se genera en consecuencia.
Igualmente, debe autorizarse el tratamiento de los datos sensibles por razones de interés general, los que pueden obedecer a múltiples causas y circunstancias, tales como epidemias, conflictos bélicos, etc, en los que puedan verse comprometidas la seguridad y salubridad públicas, la defensa nacional, etc.
Se ha pormenorizado, con razón, que las excepciones sean previstas por ley formal originada en el poder a cargo de ejercer la potestad legislativa; que se establezcan claramente los límites de la posibilidad de recolectar datos sensibles; y que se prevean las garantías suficientes para evitar se cometan abusos en el ejercicio de esta facultad excepcional. (PIZZOLO, Calógero. “Tipología y protección de datos personales: El sistema establecido en la ley 25326 y la legislación comparada”. JA 2004-I-, p. 1439).
Asimismo, en otros supuestos los datos pueden ser recolectados mediante una autorización legal: tal es el caso de la Iglesia católica, las asociaciones religiosas y las organizaciones políticas y sindicales que pueden llevar un registro de sus miembros, aun cuando como regla general esté prohibida la formación de bases que almacenen datos sensibles.
La protección legal de los datos sensibles, sin duda, está orientada a que cada persona, titular de un dato, tenga la posibilidad de controlar la veracidad de la información y el uso que de ella se haga. Este derecho forma parte de la vida privada de cada uno, y jamás puede ser vulnerado por el Estado ni por los particulares, ponderando ningún otro bien. (BASTERRA, Marcela. “Datos sensibles. ¿Es la publicación del dato de afiliación política un dato sensible en los términos de la ley 25326?” SJA 29/11/2006 - JA 2006-IV-1192).
El propio artículo 43 de la Constitución Nacional solo se refiere a que procede la acción, además del derecho de acceso, cuando se solicita la supresión, cancelación, actualización o confidencialidad en caso de que los datos sean falsos o discriminatorios. Al respecto, la parte de la doctrina ha sostenido que los mismos quedaban equiparados también los llamados "datos sensibles", que son los relacionados con ideas políticas, creencias religiosas y orientación sexual, no siendo necesario que sean falsos o que vayan a utilizarse con fines discriminatorios: sólo basta con que, por el tipo de datos que son, se considere que pertenecen a la más absoluta intimidad de las personas y que no tienen por qué ser de público conocimiento. (DALLA VÍA, Alberto R. y BASTERRA, Marcela I., "Hábeas data y otras garantías constitucionales", Ed. Némesis, 1999, p. 109 y ss).
5. Por último, la norma constitucional deberá establecer que “…no podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística...”
Si bien las fuentes de información periodísticas son las únicas mencionadas expresamente, al igual que la Constitución Nacional, se ha discutido a cerca si podrían incluirse entre las fuentes exceptuadas la que se refieren a la Seguridad de Estado y Secreto profesional.
La limitación en realidad es “el secreto de la fuente” con lo que debe extenderse la inmunidad hacia otros sectores alcanzados por el secreto. En tal sentido, no sólo las fuentes periodísticas merecen dicha protección sino todas las otras actividades profesionales implicadas por el secreto: el servicio de los médicos, de los sacerdotes, de los abogados y demás actividades que, obligadas a recibir informes reservados o secretos, debieran, del mismo modo que los periodistas, encontrarse amparados por una protección constitucional equivalente. (BAZÁN Víctor “El Habeas Data después de la Reforma Constitucional” Boletín Asociación Argentina de Derecho Constitucional, agosto 1995, Nº 112, p.7).
Es importante destacar que anteriormente a la reforma de la Constitución de 1994, había varios Proyectos de ley, tanto en la Cámara de Diputados como en la de Senadores que establecían el secreto de las fuentes de información periodísticas. También normas de nuestro derecho público provincial y en el derecho comparado, era la oportunidad esperada poder introducir este concepto en la Constitución Nacional. Así lo explica el Convencional Antonio M. HERNÁNDEZ, a instancias de quien se incorporó la excepción, en la 18ª reunión de comisión de redacción, 1/8/94.
La libertad de prensa, en la sociedad moderna tiene un papel protagónico, basta con mencionar a modo de ejemplo el voto del Ministro Fayt en el caso “Verbitsky” (CSJN. Fallos 328:1146) donde surge que “la prensa tiene una situación estratégica en la sociedad contemporánea. Saber que pasa, estar informado, acceder a la verdad objetiva constituyen reclamos de nuestro tiempo. La información condiciona la existencia y las actividades de cada sociedad y la participación resulta imposible sin ella”.
Es indudable que la libertad de expresión fuertemente protegida en nuestra Carta Magna y a través de la jurisprudencia, una vez más sale fortificada en la redacción del artículo 43. En efecto, la intención del constituyente de 1994 apuntó a buscar un equilibrio razonable que no vulnere la libertad de prensa, esto además por que en un sistema garantista como el nuestro y acorde a los principios de un Estado Constitucional de Derecho el ejercicio de ningún derecho puede resultar en detrimento del ejercicio de otro; de manera que ninguna ley hubiera sido constitucional si hubiera alterado este privilegio en favor de la libertad de expresión establecido expresamente en la Constitución. (BASTERRA, Marcela “Libertad de Prensa vs. Derecho a la Intimidad” en AA.VV Poder Político y Libertad de Expresión, Abeledo Perrot, 2001 p. 97/126)
Se trata de impedir a través de ésta disposición la virtual autocensura de todos aquellos que tuvieren informaciones útiles a la función de información e investigación que debe cumplir la prensa, por temor a encontrarse incluidos en algún tipo de responsabilidad sea civil o penal, o de ser objeto de represalias como consecuencia de haber facilitado los datos que luego la prensa hace públicos.
Sin una cláusula garantizadora del secreto de las fuentes de información periodística, el ejercicio de la libertad de prensa podría convertirse de hecho en ilusorio.
En ningún caso el habeas data debe ser utilizado como un modo de censura previa, así como tampoco para borrar datos obrantes en esos archivos, por ello se propone la expresión no podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.
La norma, tiende a proteger la identidad del informante para obtener un “bill” de indemnidad a efectos de acumular la información de quien fuese y como se quisiese, lo que resultaría de gran utilidad para llevar a cabo las campañas discriminatorias que pretende prevenir el texto constitucional. (PUCCINELLI, Oscar Raúl, Habeas Data: aportes para una eventual reglamentación, ED.1 de febrero de 1995).
En contrario, Vázquez Ferreyra considera que la justificación del secreto de las fuentes periodística no está precisamente en la protección de la intimidad del informante, ni en el deber de sigilo ante una relación de confianza, sino en el derecho a la información, en el que por tratarse de un interés colectivo el titular de la información es la sociedad, siendo el intermediario el periodista. La protección del periodista, en tanto desee guardar secreto sobre la fuente de información, es una necesidad propia de nuestros tiempos y una herramienta de la lucha contra la corrupción. (VÁZQUEZ FERREYRA, Roberto “El derecho a la información y el secreto profesional de los periodistas”, JA, 1991-IV, p. 619/622).
Es por ello que debe tenerse especial cuidado de no desvirtuar las miras para la que se incorpora la garantía. Sin lugar a dudas, se intenta una garantía para proteger especialmente a los individuos y, no especialmente a los bancos de datos, puesto que estos últimos son objeto de tutela de otros derechos constitucionales, tal como el de trabajar, comerciar, ejercer toda industria lícita, etc.
Por último, si interpretamos la expresión de la protección a las fuente de información periodística, debemos considerar que se pretende equilibrar y proteger especialmente la libertad de prensa.
Destacase que, en concordancia, la LPDP, ya desde su artículo 1°, establece “En ningún caso se podrán afectar la base de datos ni las fuentes de información periodísticas”. Con lo cual la protección es mayor aún, más específica, porque no solo se salvaguarda la afectación de la fuente sino que se amplía a las bases de datos lo que bien pude interpretarse no sólo que no va a poder conocerse el origen de esa información, o sea, la fuente, sino que tampoco se puedan conocer los datos que acerca de cada persona posea una base de datos periodística.
De las veintitrés Constituciones provinciales más la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, reconocen el derecho de toda persona - con excepción de San Juan, que lo hace al ciudadano- de tomar conocimiento de los datos, y su finalidad, permitiéndose en general exigir su rectificación, actualización, confidencialidad y cancelación. Asimismo, se encuentran contemplados en general los cinco tipos de hábeas data que se encuentran en la doctrina, es decir, 1) informático, 2) aditivo, 3l rectificador o correctivo, 4) reservador y 5) exclutorio o cancelatorio. Algunas, anteriores a la reforma de 1994, como es el caso de Jujuy (artículo 23, inciso 6), San Luís (artículo 21), San Juan (artículo 26), Córdoba (artículo 50), Tierra del Fuego (artículo 45), y Río Negro (artículo 20), presentan cláusulas sobre habeas data, similares a la que luego recepta el artículo 43 párrafo tercero de la Carta Magna Nacional. Mientras que las dictadas con posterioridad a esa fecha, en los casos de Buenos Aires (artículo 20, inciso 3), Chaco (artículo 19) y Chubut (artículo 56), al igual que la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (artículo 16), han seguido el ejemplo de la Nación y han repetido en gran medida los términos de la normativa nacional. En cambio Mendoza (1916), Entre Ríos (1933), Misiones (1957) y Santa Fe (1962) no receptan el habeas data, lo cual debe revertirse en el marco de futuros procesos de reforma que les permitan adaptarse a las exigencias de la Constitución Nacional en este punto. (ABALOS, Maria Gabriela. “Avances del habeas data…” Op. Cit, p. 10/14).
Por tales fundamentos, la Constitución entrerriana debe incorporar la garantía del habeas data en su texto. La redacción propuesta intenta subsanar las omisiones y dudas que se presentaron con posterioridad a la reforma nacional de 1994. Incorporar los criterios jurisprudenciales establecidos por nuestro Alto Tribunal, que en su rol de último intérprete de la Constitución Nacional, resultan de vital importancia y por último, colegir con los textos Constitucionales provinciales más actualizados.

Martín J. Acevedo Miño.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 396)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. : Incorporase a nuestro actual texto constitucional el siguiente artículo:

“Sin perjuicio de lo establecido en esta Constitución, la Provincia garantiza a los trabajadores municipales el derecho de negociación colectiva de sus condiciones de trabajo y la substanciación de los conflictos colectivos entre el Estado Municipal y aquellos a través de un organismo imparcial que determine la ley. Todo acto o contrato que contravenga las garantías reconocidas en el presente artículo será nulo.”

ALMADA

FUNDAMENTOS

Los trabajadores de la administración pública municipal, durante años han sido protagonistas activos de las gestiones gubernamentales que bajo la bandera de una autonomía inexistente impedían, obstaculizan y restringían el goce de los derechos que están garantizados y reconocidos para el resto de los trabajadores, y hoy en esta instancia histórica para la provincia vemos como ineludible e impostergable necesidad de positivizar las garantías para la discusión a través del régimen de negociación colectiva de las condiciones laborales, medio ambiente de trabajo, salarios; bases fundamentales que deben establecer nada menos que el encuadramiento jurídico y legal de los trabajadores municipales en el marco normativo del derecho del trabajo, no solamente en nuestra provincia, sino que sea un marco de referencia para el resto del país.

En este sentido los empleados municipales venimos planteando la necesidad de poner en la agenda de discusión una realidad incuestionable que padecen compañeros municipales en diversos puntos de nuestra provincia, donde durante décadas desempeñaron servicios en la administración comunal sin normas que regulen sus derechos y obligaciones; donde los salarios paupérrimos son producto de las “voluntades” de los presidentes comunales y vocales de Junta de Fomento; donde no alcanzan las legislaciones de condiciones y medio ambiente de trabajo; y en el último quinquenio, el crecimiento desproporcionado de los trabajadores transitorios que cumplen funciones y servicios de carácter permanente, agravando la precarización laboral en la cual ya estaban inmersos.

La reforma Constitucional de 1957, mediante el Art. 14 bis, tuvo como principal propósito receptar las experiencias de la primera mitad del siglo XX en el ámbito de los que se dio en llamar el “constitucionalismo social”, y así fue que el texto redactado apuntó directamente al universo del trabajo y el trabajador, que bajo el principio protector, “el trabajo en sus diversas formas gozará la protección de las leyes…” colocaron en la cúspide del ordenamiento jurídico positivo derechos inviolables del trabajador, y el trabajo en sus diversas formas, comprende al desarrollado en el ámbito público como privado.

Se trataba, según la CSJN “ de un claro interés público en la proscripción de la arbitrariedad jerárquica o de la política partidaria en la organización burocrática estatal” (Fallos: 261:361,366, considerando 11), así el propósito deliberado de los hombres y mujeres reunidos en Santa Fe, fue resguardar a los trabajadores del Estado de la discrecionalidad de las autoridades de turno y los vaivenes de la política; y no con solamente el fin de tutelar la dignidad del empleado público, sino también contribuir a la concreción de los fines y objetivos de las instituciones donde prestan servicios, ya que se la arbitrariedades existentes , sus circunstancias y sus negativos resultados conducen indefectiblemente al deterioro de la función pública y el consecuente perjuicio de quienes son sus destinatarios, los administrados.

Establecer en el texto constitucional la garantía de implementar el régimen laboral mediante el sistema de convenio colectivo, se encuadra en lo establecido en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en seguimiento de la Declaración de la Declaración de los Derechos Humanos; que enuncia el derecho a trabajar con dignidad señalando que la carrera del empleado publico es una de las condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que los Estados deben asegurar; además de estar enunciado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre.

Por ello, entendemos en este marco jurídico que las atribuciones que se otorguen a los municipios con autonomía plena o semiplena, deben ser entendidas como un todo coherente y armonizadas con las garantías de los trabajadores, de tal forma que no se excluyan o anulen recíprocamente; y su interpretación , en cuanto al régimen laboral, lo deben ser de acuerdo de las demás, bajo el principio de hermeneútica jurídica: in dubio pro justitia socialis; es decir a favor de quienes deben serles aplicadas o tienden a alcanzar el bienestar, esto es, las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse bajo su excelsa dignidad.

La OIT en su Declaración de 1998 incluyó el principio del “reconocimiento efectivo del derecho de negociación colectiva” quedando obligado los estados miembros, y nuestro país ratificó el Convenio 154 que no hizo distingo entre empleados del sector privado y del sector público.

Somos concientes de que habrá que contemplar las características que nuestro régimen constitucional imprime en su Artículos 121, 123, 5 a la autonomía municipal, pero es también necesario respetar el derecho laboral de los empleados municipales en un marco de igualdad con los otros trabajadores del Estado que poco a poco, van logrando su régimen de negociación colectiva atento a que la reforma constitucional de 1994, establece una nueva dimensión en el orden jurídico laboral argentino, que otorga preeminencia de las normas internacionales receptadas en el Art. 75 inc. 22 y entendiendo que los Convenios de la OIT son de aplicación al sector estatal, tal el Convenio 154 de la O.I.T. de Fomento de la Negociación Colectiva ratificado por la Ley 23.544 y por lo tanto debemos efectuar los esfuerzos necesarios para que los derechos constitucionales de un trabajador municipal argentino tengan plena vigencia.

Habiéndose firmado, por los representantes de las provincias en el Consejo Federal de la Función Pública, el 23 de Noviembre de 2006; “Promover e implementar el diálogo con las representaciones de los trabajadores públicos, para que por medio del consenso se elaboren convenios que regulan la relación laboral.”, y el compromiso dentro del Programa de Promoción y Fortalecimiento de las Relaciones del Trabajo en el ámbito de los Municipios de la República Argentina, basado en los principios y normas de la O.I.T. sobre Negociación Colectiva y Trabajo Decente, un marco de coincidencias entre la Federación Argentina de Municipio y la Confederación de Trabajadores Municipales de la República Argentina entre las que se destacan: “…Analizar y proponer medidas que garanticen el mejoramiento de las relaciones laborales en el ámbito de la administración pública municipal. Proponer mecanismos adecuados para garantizar la aplicación de los convenios internacionales de la OIT ratificados por nuestro país, en el ámbito de los Gobiernos Locales. Consensuar un mecanismo para asegurar la aplicación de la negociación colectiva en los Municipios Argentinos…”.
En esta circunstancia de tiempo, modo y forma llegamos a esta convención con el proyecto de reforma que contemple la negociación colectiva municipal que hoy más que nunca se hace indispensable garantizar, ratificando la decisión y lineamientos internacionales, nacionales y provinciales de avanzar en ese sentido, respetando estos principio a que hacíamos referencia.

Será tarea posterior legislar sobre el marco jurídico de negociación colectiva que establezca condiciones laborales y salariales mínimos para todos los municipales entrerrianos dando final a la triste realidad actual de la existencia de municipales de primera y de segunda.

Juan C. Almada.

–A las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de Régimen Municipal

XXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 397)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo...º: El Estado Provincial promueve el desarrollo de la actividad deportiva, facilitando las condiciones materiales, profesionales y técnicas para su organización y desenvolvimiento, garantizando a todos los habitantes el acceso a su práctica sobre la base de la igualdad de oportunidades.

Asegura la participación de la Comunidad Deportiva en la definición y determinación de la política deportiva provincial, y preserva la existencia de las Instituciones Deportivas con fines sociales, en especial protegiendo la infraestructura deportiva.

BAEZ

FUNDAMENTOS

EL DEPORTE ES UNA ACTIVIDAD DE INTERES SOCIAL Y PÚBLICO.

En la Provincia de Entre Ríos actualmente, y en todo el mundo moderno, una de las actividades más importantes del hombre la constituye la práctica de actividades deportivas, las que se han desarrollado a lo largo de los años en diversas expresiones tales como el deporte recreativo o de esparcimiento, el deporte federado ( que en nuestro ámbito es el más organizado y se desarrolla generalmente en los clubes deportivos); el deporte de alto rendimiento o alto nivel ( ya con un cierto carácter profesional); el deporte social ( éste con un alto contenido comunitario y de inserción social), etc., todas ellas actividades deportivas necesarias de nuestra vida social de relación.

El deporte es hoy una realidad que no podemos ignorar. Su trascendencia individual y social no ha dejado de crecer, ya sea por su práctica directa, individual o colectiva, ya sea como lugar de reunión, esparcimiento, competencia o espectáculo deportivo. El deporte es hoy una de las áreas de interés preferente de la comunidad toda, es una actividad tan amplia que por su universalidad penetra profundamente en todas las capas sociales porque otorga al hombre valores esenciales vinculados a la propia existencia.

Así, tenemos que el Deporte es Cultura, por cuanto es una expresión integral humana que resalta los valores de las costumbres propias de nuestro lugar, posibilitando el desarrollo libre y pleno de la capacidad creativa de las personas, reafirma nuestra identidad territorial y transmite el modo de vida local y la historia de nuestro pueblo.

Es Educación por cuanto con la práctica del deporte se exteriorizan sus valores esenciales como son el conocimiento de reglas, la disciplina, el concepto de autoridad, el cumplimiento de metas y objetivos de superación, todo lo cual concurre a la formación de la personalidad de los niños, adolescentes y jóvenes, sumados a la enseñanza de los valores de la amistad, la solidaridad, y el compromiso.

Es Bienestar y Salud de las personas pues la práctica de actividad física es un componente irremplazable del mejoramiento de las condiciones de salud física y mental de las personas, y contribuye al mejoramiento de la calidad de vida en cuanto en forma personal o familiar constituye un entretenimiento popular de recreación y esparcimiento. Además el deporte federado y social requieren el permanente control de la salud y aptitud física de sus participantes, lo que constituye el cumplimiento de un objetivo importante del Estado.

Es un medio Socializador relevante por cuanto su práctica lleva a los participantes y su entorno familiar a una inserción social directa, en la que no se reconocen distinciones de categoría social o económica, de raza, sexo o religión, posibilitando la integración y el protagonismo de todas las personas en forma individual, familiar, grupal, barrial, y aportando a la convivencia social como fuente permanente de relaciones sociales positivas entre los hombres.

Aquí es esencial el rol importantísimo que cumplen las “instituciones deportivas y recreativas“, sean clubes, asociaciones, federaciones, etc. que en el barrio, en la localidad o región tienen por virtud reunir e integrar las personas entre sí, alrededor de un objetivo común de trabajo y movilización social sumamente importante para la vida en comunidad.

Por último, la creciente expansión de la actividad deportiva tiene una repercusión notable en el aspecto económico de toda la sociedad, ante la enorme cantidad de recursos que se movilizan por él, desde el aspecto laboral en la creación de puestos de trabajo institucionales y deportivos, hasta la indumentaria deportiva, el transporte, alimentación, los medios de comunicación (suplementos deportivos en diarios, revistas, televisión y radio), el turismo, etc. Se ha constituido en una verdadera actividad económica propia en permanente evolución.

Una cuestión especial que merece la atención de todo gobernante es la creciente preocupación social por el crecimiento de flagelos tales como la drogadicción y alcoholismo, la delincuencia, el ocio destructivo, que lleva a la despreocupación de la propia vida, a la falta de valores, de responsabilidad, y de trabajo, y que avanzan rápidamente hacia el deterioro de nuestra niñez y juventud, y en definitiva hacia el futuro de sus vidas y de la sociedad toda.

Funcionarios públicos, dirigentes sociales, saben que ante preguntas tales como: ¿qué hacer al respecto?; ¿qué herramientas utilizar? Una de las respuestas más directa y eficaz es: la Práctica de Deportes!!!

No existen ya dudas de que el deporte junto a la educación se convierten entonces en el mejor y más completo binomio en el que niños y jóvenes pueden fijar sus objetivos y metas, pues ambos le van a proporcionar el éxito tan deseado y su combinación le hará integrase mejor en la sociedad formándose mejores en su profesión además de cómo personas. Y en este aspecto, el ejercicio físico, el deporte tienen mucho que decir, pues fomenta y ayuda a que el joven adquiera hábitos importantes para su formación integral que le aportará valores, como la disciplina, la concentración, el aceptar los errores, el triunfo o la derrota, el respeto a la figura de la autoridad, que acepte las reglas que se han establecido, así como la fuerza de voluntad que se adquiere en el periodo de entrenamiento y el espíritu de solidaridad y sacrificio cuando las fuerzas flaquean.

Además la actividad física libera al joven de los problemas de su vida cotidiana, problemas propios, con la familia, con los compañeros, etc. Hacerse con un carácter y autoestima más fuerte, tener la posibilidad de relacionarse con compañeros que tienen los mismos objetivos, junto a aspectos muy importantes para su salud como mejorar y fortalecer el cuerpo, evitar la obesidad, aumentar su capacidad cardiovascular, evitar problemas con su columna vertebral en su época de crecimiento y otros más, serán razones más que suficientes para que la comunidad y en especial los padres apuesten y encausen a sus hijos desde pequeños hacia la actividad física y luego el deporte.

En definitiva el deporte en tanto actividad humana con alto contenido social, cultural, educativo, de salud y económico es hoy una realidad indiscutible y necesaria, que coincide en forma contundente con los objetivos propios del Estado y de la política en general, para la cual requiere la asunción y el cumplimiento de un rol activo de éste para formular y ejecutar políticas dirigidas al cumplimiento de esos fines tan importantes para la sociedad.

Es evidente la conexión entre Deporte e Interés Público por lo cual la intervención de los poderes públicos en la actividad deportiva resulta necesaria para fomentar o promover la actividad deportiva en cuanto beneficia al crecimiento personal del ser humano y mejora las relaciones entre los hombres y los pueblos.

Hoy en día el Deporte ha dejado de ser exclusivamente un problema de la sociedad civil para transformarse en una verdadera "Cuestión de Estado", donde el alcance, grados, y límites de esa conexión dependen de la situación de cada región, del grado de desarrollo de la idea del deporte, del asociacionismo deportivo, del grado de cohesión social.

En el mundo, la mayoría, sino todos los Presupuestos de los Estados modernos reconocen y priorizan dicha conexión, demostrando un crecimiento sostenido en las trasferencias de fondos y medios públicos hacia la promoción y desarrollo del deporte.

En definitiva la financiación de las necesidades del deporte por parte de las autoridades públicas es cada vez más la regla general, y así también debemos adaptar nuestra realidad política y social.

REALIDAD DE LA ACTIVIDAD DEPORTIVA EN LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

Desde el punto de vista jurídico normativo la actividad deportiva no fue objeto de mención en la Constitución del año 1.933, no por falta de existencia de la misma, ya que era una época de gran auge del asociacionismo deportivo, sino porque era una actividad más social, con una organización jurídica sumamente precaria. Su existencia se guió a través de normas jurídicas generales, nacionales, provinciales o estatutarias, pero sin una organización común con normas específicas al respecto.

En el mes de enero del año 1.990 se sanciona la Ley Nº 8.347 de DEPORTES, que rige en la actualidad y que contiene una importante serie de normas referidas a la organización y desarrollo del deporte provincial, con instituciones modernas y participativas como El Consejo Provincial del Deporte, el Fondo Provincial del Deporte, el Carnet de Salud, Seguro deportivo, etc.

Esta legislación ha dotado al Estado Provincial de una herramienta insuperable para la creación, difusión, promoción del deporte entrerriano, incluso adoptada en su estructura por otras legislaciones provinciales. Trata la mayoría de las acciones que se deben ejercer para lograr el desarrollo del deporte incluyendo en él toda la gama de actividades deportivas.

Además de las acciones de fomento y promoción propias del estado, la Ley ha generado una situación de avanzada en la creación de una Institución propia como es la denominada "Comunidad Deportiva", integrada por todos los sectores que están interesados y participan de la vida deportiva y que son entre otros: las Federaciones y asociaciones deportivas, los clubes deportivos, los dirigentes, los deportistas, los cuerpos técnicos, el periodismo, etc.

Su intervención es muy importante para la definición democrática de políticas deportivas de la provincia y para equiparar las oportunidades de ayuda de todos los deportes que se practican en ésta; y ejecuta esa participación a través del Consejo Provincial del Deporte como órgano indispensable para el desarrollo del deporte.

Es de destacar la creación del Fondo Provincial del Deporte destinado especialmente al deporte; el seguro deportivo; el carnet de salud; régimen municipal, etc. todos ellos situaciones valiosas para nuestro deporte.

No hay dudas que la realidad del deporte en la Provincia de Entre Ríos, producto de la vigencia de la Ley Nº 8.347, impone necesariamente que todo lo bueno conseguido respecto de la actividad deportiva, sus actores, sus objetivos y fundamentos de interés público, tengan en esta oportunidad histórica un lugar dentro de nuestra Constitución Provincial, donde se le otorgue el verdadero valor social que posee, y se defina, con claridad y contundencia, que el Estado Provincial no debe permanecer ajeno a su movimiento, y por lo tanto debe asumir ante la sociedad compromisos serios de promoción, desarrollo y protección del mismo.

Por ello proponemos el siguiente Texto:

Artículo...º: El Estado Provincial promueve el desarrollo de la actividad deportiva, facilitando las condiciones materiales, profesionales y técnicas para su organización y desenvolvimiento, garantizando a todos los habitantes el acceso a su práctica sobre la base de la igualdad de oportunidades.

Asegura la participación de la Comunidad Deportiva, y preserva la existencia de las Instituciones Deportivas con fines sociales, en especial protegiendo la infraestructura deportiva.

La acción más importante que destacamos del Estado Provincial es la de "promueve el desarrollo de la actividad deportiva".

La acción de "promover" está definida como la de "Iniciar o adelantar una cosa, procurando su logro. Tomar la iniciativa para la realización o el logro de algo" y es utilizada por la mayoría de las Constituciones Provinciales que hemos consultado e incluso es la acción más ejecutiva prevista en el Art. 3º de la Ley de Deportes de la Provincia Nº 8.347. También es de destacar su utilización en los artículos 36º y 38º de la Constitución de E. Ríos referido al Régimen Económico y del Trabajo.

Se promueve el "desarrollo", definido como "Acrecentar, dar incremento a una cosa del orden físico, intelectual o moral. Progresar crecer económica, social, cultural o políticamente las comunidades humanas". Es decir el Estado no sólo toma la iniciativa en la existencia y realización misma del deporte sino que también avanza un poco más, comprometiéndose a un resultado, que es su crecimiento y evolución.

Se toma "actividad deportiva" como una universalidad más amplia que deporte, incluyendo en ella todas sus manifestaciones tales como deporte federado, recreativo, social, profesional, la actividad dirigencial, etc. Además la misma Ley del Deporte refiere a éste concepto en su Art. 3º: "Para la promoción de las actividades deportivas, el Poder Ejecutivo deberá..."

La acción de promover la actividad deportiva abarca dos ámbitos de acción concreta:

a) "Facilitando las condiciones materiales, profesionales y técnicas para su organización y desenvolvimiento".

Aquí la acción de facilitar está definida como: "hacer posible la ejecución de una cosa o la consecución de un fin. Proporcionar o entregar", con lo cual el Estado hace efectiva su acción de promover, mediante su disposición a hacer posible la existencia del deporte y a la entrega, el dar algo concreto para que ese fin se logre.

Es una acción utilizada en el Art. 37 de la Const. de E. Ríos referente a la promoción industrial cuando se expresa en el 2º párrafo: "Igualmente fomentará y orientará la aplicación de todo sistema que tienda a facilitar la comercialización de la producción..."

También lo observamos en el Art. 22 de la Constitución de Santa Fe respecto a cultura y educación: "En particular facilita a sus artistas, científicos y técnicos el desenvolvimiento de sus facultades creadoras y el conocimiento popular de sus producciones."

Asimismo el Art. 33 de la Const. de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires referido al deporte: "Sostiene centros deportivos de carácter gratuito y facilita la participación de sus deportistas..."

Lo que el Estado facilita es algo concreto y determinado y está circunscripto a las Condiciones materiales, profesionales y técnicas, entendiendo por condiciones, las "situaciones o circunstancias indispensables para la existencia de otra", en este caso las condiciones esenciales para la existencia de la actividad deportiva.

Y esas condiciones son básicamente dos:

1.- Las materiales, que son todos los "objetos de cualquier clase necesarios para el desempeño de un servicio o el ejercicio de una profesión”, abarcando con ellos no sólo la contribución dineraria para la financiación del deporte sino también elementos y bienes muebles como material deportivo, o inmuebles como predios, etc.

2.- Las Profesionales y Técnicas que tiene por objeto la aplicación del conocimiento de una ciencia o profesión, y al conjunto de procedimientos y recursos de que se sirve esa ciencia. Este aporte es necesario por la aplicación de ciencias esenciales sea en aspectos deportivos propios en general como profesores de educación física, o entrenadores, y también abarca aspectos jurídicos, económicos, contables, de la salud, etc.

Se facilitan condiciones materiales, profesionales y técnicas con un fin determinado como es la "organización y desenvolvimiento" de la actividad deportiva.

El compromiso del Estado debe abarcar desde el inicio organizativo mismo del deporte, como es el otorgamiento de la Personería Jurídica a las instituciones deportivas, pasando por el desarrollo del deportista y la vida institucional, sumado al control de las mismas. Abarca también la creación y funciones de Órganos e Instituciones propias del deporte como las creadas por la Ley, en su caso el Consejo Provincial del Deporte, la Confederación Entrerriana de Deportes, etc.

Como antecedente de las palabras utilizadas vemos que la "organización" está prevista en el Art. 206 de la Const. de E. Ríos referido a la Educación cuando dispone la "Organización y dirección técnica y administrativa de la enseñanza común..."

Y la expresión "desenvolvimiento" referida como sinónimo de "desarrollar y acrecentar", está mencionada en el Art. 22 Const. de Santa Fe, referido a la cultura”: facilita a sus artistas (...) el desenvolvimiento de sus facultades creadoras..." y el Art. 41 Const. de la Pcia. de Buenos Aires:"La Provincia reconoce a las entidades intermedias expresivas de las actividades culturales, gremiales, sociales y económicas, y garantiza el derecho a la constitución y desenvolvimiento de colegios o consejos profesionales."

b) Garantizando a todos los habitantes el acceso a su práctica sobre la base de la igualdad de oportunidades.

La segunda acción del Estado constituye una obligación de garantía que funciona a su vez en la contrapartida de un derecho social de todos los habitantes de la Provincia a que se les asegura el acceso a la práctica de la actividad deportiva bajo el principio de la igualdad de condiciones.

Dos Constituciones provinciales se refieren a ello. Así, el artículo 19 de la Const. de Córdoba: expresa como derecho de los habitantes: 13º) A acceder libre e igualitariamente a la práctica del deporte.

Por su parte el Art. 13 de la Const. de la ciudad de Buenos Aires expresa "La Ciudad promueve la práctica del deporte y las actividades físicas, procurando la equiparación de oportunidades."

El Segundo párrafo está referido a dos "Instituciones" propias del deporte que revisten una importancia trascendental en la estructura de la organización deportiva.

Una de ellas es la denominada "Comunidad Deportiva", que es un concepto muy amplio que está constituida por todos los sectores involucrados en la actividad deportiva, entre otros los deportistas, entrenadores, profesores, dirigentes, etc. por intermedio de las instituciones deportivas de distintos grados que los representan y hacen a su organización, como clubes, asociaciones, federaciones, municipios, etc.

La importancia de la Comunidad Deportiva está contenido en la Ley de Deporte en su artículo 1º, inciso h) en los siguientes términos: "Crear en el ámbito provincial la estructura que permita coordinar y apoyar el deporte, armonizando sus esfuerzos con la comunidad deportiva, entidades o personas públicas o privadas y los Municipios de la Provincia". Pero fundamentalmente fue definida mediante el Decreto Nº 1.340/91 en su Art. 1º, de la siguiente forma: "Entiéndase como Comunidad Deportiva a la comunidad integrada por las instituciones deportivas de primero, segundo y tercer grado en cuanto a entidades y a personas, que por sus cuerpos de dirigentes, cuerpos técnicos, deportistas, de sus padres interesados en el deporte, las grandes figuras retiradas de la práctica activa, el periodismo deportivo y las personas vinculadas a las prácticas deportivas incipientes aún no instituidas, cuerpos directivos de sistemas deportivos estables de carácter oficial".

Se puede observar la gran amplitud que tiene la participación de todos los sectores involucrados en la actividad deportiva, que es imprescindible resguardar y que el Estado debe garantizar su permanencia. Por ello consideramos que el Estado debe asumir el compromiso y obligación ineludible por la que "Asegura la participación de la comunidad deportiva".

La participación de la Comunidad Deportiva refiere a un concepto moderno de democracia participativa en cuanto los interesados propios del deporte intervienen con derechos y potestades como parte integrante de la organización de la actividad deportiva. El alcance y contenido de la participación está reservado a lo que disponga la ley al respecto, y en la actualidad está expresada en la composición, facultades y potestades que tiene como integrante del Consejo Provincial del Deporte, órgano previsto en el Capítulo III de la Ley del Deporte, el cual es esencial en el asesoramiento y definición de las políticas deportivas y como asesor en el destino de los fondos que integran el Fondo Provincial del Deporte. La participación de la Comunidad Deportiva es esencial para el desarrollo de la actividad deportiva y el Estado debe garantizarla.

También el artículo prevé la consideración de otro elemento básico y esencial para la existencia de la actividad deportiva como es la Institución Deportiva, definida como toda organización material y humana que tiene por objeto principal la práctica de alguna actividad deportiva. Aquí podemos referirnos principalmente a los clubes deportivos como piedra angular de nuestra organización social deportiva.

Es públicamente conocido las dificultades de toda índole por las que atraviesan los clubes deportivos que pone es riesgo su propia existencia como tal, y en consecuencia su enorme utilidad social y pública.

Es fundamental para la existencia de la actividad deportiva y para el cumplimiento de todos sus fines culturales, educativos, sociales, económicos, que el Estado tome riendas en el asunto y no sólo reconozca su existencia y su importancia sino que también se comprometa a la permanencia y colaboración por ello proponemos que el Estado preserva la existencia de las instituciones deportivas con fines sociales. Preservar: es "Proteger, resguardar anticipadamente a una persona, o cosa, de algún daño o peligro", y el peligro que el Estado debe preservar es la propia existencia de las instituciones.

La expresión fines sociales obedece a que se pretende distinguir la institución deportiva que contiene una finalidad deportiva desprovista de fin de lucro, aún cuando el deporte se practique en forma profesional, de aquellas organizaciones cuyos fines son eminentemente de lucro, sean empresas o sociedades comerciales, emprendimientos personales comerciales o cualquier otra estructura jurídica o económica pero que tenga fin de lucro.

Hoy en día los clubes deportivos son asociaciones civiles sin fines de lucro, y el estado debe preservarlas bajo ciertas condiciones determinadas por la Ley. Pero en el futuro es posible que al igual que en otros países, se permita la constitución de sociedades comerciales que exploten económicamente el deporte como espectáculo deportivo y su finalidad sea la obtención de un lucro para ser distribuido entre sus componentes como ganancia económica. Estas organizaciones no van a contar con la acción de preservación del estado en cuanto a su existencia, conforme a lo que disponga al respecto la legislación que se dicte.

Por último, con el texto en especial, protegiendo la infraestructura deportiva, tratamos por separado la Infraestructura deportiva con un acento aún mayor en su protección, referida exclusivamente a toda construcción en la que se practica el deporte.

La protección de Instituciones u organizaciones está contemplada en diferentes constituciones provinciales entre ellas las siguientes:

Artículo 41 Constitución de Entre Ríos "Estimulará la tendencia cooperativista y protegerá las organizaciones de ese carácter."

Artículo 22 Constitución de Santa Fe."La provincia promueve, estimula y protege el desarrollo y la difusión de la cultura en todas sus formas, tanto en sus aspectos universales como autóctonos, y la investigación en el campo científico y técnico".

Artículo 44 Constitución de la Pcia. de Buenos Aires: "La Provincia preserva, enriquece y difunde su patrimonio cultural, histórico, arquitectónico, arqueológico y urbanístico, y protege sus instituciones".

Artículo 61 de Río Negro: “El Estado garantiza a todos los habitantes el acceso a la práctica, difusión y desarrollo de la cultura, eliminando en su creación toda forma de discriminación. Promueve y protege las manifestaciones culturales, personales o colectivas y aquellas que afirman la identidad provincial, regional, nacional y latinoamericana. Preserva el acervo histórico, arqueológico, documental, artístico, paisajístico, las costumbres, la lengua y todo patrimonio de bienes y valores del Pueblo, que constituyen su cultura.”

Fernando D. Baez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 412)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. Incorpórase a nuestro actual texto constitucional el siguiente artículo:

“Todos los trabajadores dependientes de la administración pública provincial y municipal, y de todas las entidades y organismos en que el Estado Provincial o Municipal actúe como empleador, tendrán derecho a percibir una remuneración no inferior al Salario Mínimo, Vital y Móvil que se establezca de conformidad a lo preceptuado por la ley vigente en la materia.”

ALMADA

FUNDAMENTOS

La manda constitucional establecida en el Art. 14 bis sobre la garantía del Salario Mínimo, Vital y Móvil debe interpretarse en el sentido de que comprende a todos los trabajadores sean estos públicos o privados y la norma que regula el Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil, así debe interpretarse.

La Confederación de Trabajadores Municipales de la República Argentina, con participación activa de la Federación Entrerriana de Sindicatos de Trabajadores Municipales, ha presentado en el ámbito legislativo nacional un proyecto de reforma de la Ley 24013 Art.140, que va en este sentido.

En coincidencia con tales objetivos, bajo la premisa que quien no legisla expresamente para los más débiles legisla implícitamente para los más poderosos, entendemos necesario que nuestra Carta Orgánica provincial elimine cualquier forma expresa o interpretativa de discriminación entre trabajadores públicos o privados en cuanto al aspecto salarial de condiciones básicas o mínimas de ingresos y subsistencia.

Juan C. Almada

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 413)

Modificación del Art. 169 de la actual Constitución de Provincia de E. Ríos.

Que en virtud de lo establecido en la Ley Nº 9768, Art. 1 Inc. 1, en lo referido al Art. 169 respecto de la integración del Jurado de Enjuiciamiento con participación Ciudadana, vengo a poner en consideración de la Honorable Convención Constituyente el siguiente proyecto.

Nuevo Art. 169:

Los funcionarios judiciales letrados a los que se refieren los artículos 155 y 162, no sujetos a juicio político, podrán ser acusados, por faltas o delitos cometidos en el desempeño de sus funciones, ante el Jurado de Enjuiciamiento, al solo efecto de su destitución, el que estará integrado por nueve miembros, de la siguiente manera:

Un Vocal del Superior Tribunal de Justicia, elegido por el Cuerpo.

Cuatro Legisladores, dos senadores y dos diputados, uno por la mayoría y otro por la 1er minoría, letrados si los hubiere, propuestos por los bloques respectivos.

Dos abogados matriculados y con residencia en la Provincia, uno de ellos en forma permanente, sorteado entre los veinte profesionales con más permanencia en la matricula. Y otro elegido por votación directa de sus pares a través de sus entidades representativas. En este caso, cada circunscripción judicial elige a su representante, que actuará como integrante de ese estamento en el Jurado cuando el acusado pertenezca a la misma.

Dos ciudadanos con formación de educación secundaria básica sorteados de un padrón en el que se inscribirán todos los interesados hasta el 1ro de diciembre de cada año el cual funcionará en dependencias del Consejo de la Magistratura.

El cargo de miembro del Jurado de Enjuiciamiento es honorario, irrenunciable e incompatible con el de miembro del Consejo de la Magistratura, y todos ellos deberán ser sorteados o designados con antelación suficiente para que el tribunal esté constituido el 1ro de enero de cada año, cada uno con sus respectivos suplentes.

CALZA – BARRANDEGUY.
FUNDAMENTOS
Es importante establecer que cuando nos encontramos ante la modificación de un órgano que fue de gran trascendencia en las reformas constitucionales que se vienen dando en nuestro país a lo largo de los últimos 15 años, debemos intentar perfeccionar, mejorar y adaptar dicho instrumento, en el afán de aproximarlo mas a las necesidades e intereses de nuestro pueblo, creando un marco confiable, convincente, sin confusiones, cambios o giros imprevisibles o caprichosos, en detrimento de los interés de la comunidad.

Es claro y evidente que nuestra comunidad entrerriana se está preocupando y por ende requiriendo sobre la integración de organismos de control que les permita revocar el mandato de quienes no velen por la integridad de sus derechos, y como en este caso la integración del se debe designar como juez y a quién se lo debe remover. En una palabra hay que darle cabida a la participación ciudadana para lo cual se hace ineludible recomponer su integración y les asisten sobradas razones para realizar este planteo ya que la LEY Fundamental: la CONSTITUCION NACIONAL, y la CONSTITUCION PROVINCIAL indica la división de poderes, es harto conocido ello, que debe respetarse esta división de los tres poderes que conforman el estado argentino, tanto en orden Nacional como Provincial; en LEGISLATIVO, EJECUTIVO Y JUDICIAL. Ello deriva de la forma de gobierno estatuida en un ESTADO DEMOCRATICO en REPRESENTATIVA, REPUBLICANA Y FEDERAL, según Art. 1 C.N. y Art.1 C.P.

La representación que se otorgó a los gobernantes no tuvo, no tiene, ni tendrá este destino. Entenderlo así, más que un error o una equivocación, sería una conducta torcida. Sería además avanzar en la apropiación de la fuente de legitimidad para dirigirla en contra de aquellos a quienes se debe proteger.

Si la política se apropia de las facultades de elegir y remover a los jueces, y el Poder Judicial es herido en el corazón de su autonomía, no podremos esperar mejor Justicia.

Hoy más que nunca, tenemos que darnos cuenta, que el poder político tiene que luchar contra su propia naturaleza expansiva y los funcionarios contra la sensación de omnipotencia. El Estado de Derecho se caracteriza por el sometimiento de los poderes del Estado a la Constitución y a la ley, sirviendo a la defensa de la igualdad, de la libertad y del respeto a los derechos del hombre.

Es de allí que la integración con la representación de distintos estamentos fue establecida con la declarada intención de dar objetividad y transparencia a los actos de gobierno. Pero si reaparecen los intereses corporativos, las influencias políticas, la inopia, la falta de criterio cívico, los intereses cruzados, no sólo se desoye el mandato constitucional y el reclamo social, sino que se atenta severa y directamente contra el propio sistema, desvirtuándolo, desnaturalizándolo, inutilizándolo.

Desde este punto de vista es que debemos darnos cuenta que hoy mas que nunca tenemos que tener la capacidad de ampliar nuestros criterios en busca de un perfeccionamiento del ya denominado JURADO DE ENJUICIMIENTO, en lo relativo a una participación ciudadana más importante e intensa, al momento de resolver sobre la destitución de aquellos magistrados y funcionarios que debieran ser apartados de sus cargos por mal desempeño en sus funciones.

Es dable mencionar que en la actualidad en muchas leyes principales de nuestras provincias se ha tratado de rescatar este espíritu tratando de que la comunidad de una manera fehaciente, indiscutible, e incuestionable tenga mayor participación en este tipo de procedimientos. Quiero manifestar con ello que dicho Jurado de Enjuiciamiento debe estar conformado por todos aquellos que participan de la vida ciudadana que no sean abogados porque impartir justicia es un tema que nos incumbe a todos y a cada uno de los ciudadanos y habitantes de un territorio.

En el caso concreto de la Constitución de la Pcia. de Corrientes la cual establece respecto de la composición y/o integración del jurado de enjuiciamiento la posibilidad de que se encuentre integrado por otros sectores distintos que al poder político y al judicial, al determinar en su Art. 197, al determinar la participación ciudadana Art. 197 inc. 4) “Un (1) profesor titular por concurso de la Facultad de Derecho de una universidad pública estatal, elegido por votación directa de sus pares.”, o el hecho de la participación de un abogado de cada localidad en forma alternativa lo, mismos Art. Inc. 3) “Un (1) abogado que posea las mismas condiciones requeridas para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia, elegido por votación directa de sus pares a través de sus entidades representativas. En este caso, cada circunscripción judicial elige a su representante, que actuará como integrante de ese estamento en el Jurado cuando el acusado pertenezca a la misma.” enunciados que a las claras intentan rescatar el espíritu de una participación ciudadana en los órganos de control del Estado.

Así es que la tensión que se genera en la actualidad nos obliga a plantear la disyuntiva de contar con una justicia independiente, o mejor dicho cumplir mas férreamente los preceptos ya establecidos en nuestra carta magna, de lo contrario la justicia correrá el riesgo y el peligro de quedar sometida al poder de los partidos políticos de turno. La comunidad entrerriana, de hoy, tiene claridad acerca de lo que requiere, y nosotros como representares de dicha voluntades debemos tener la fortaleza para proponer y sostener la incorporación del pueblo de forma activa a la vida institucional de su provincia para que estos dilemas no tengan cabida en nuestro sistema institucional, y generar un sistema que garantice los supremos derechos inalienables, intransferibles e irrenunciables de cada uno de los individuos que forman parte de la comunidad entrerriana.

Nelio H. Calza – Raúl E. Barrandeguy.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 414)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporar a la Sección II de la Constitución Provincial

Artículo.....Declarase de propiedad inalienable y patrimonio del pueblo de la Provincia de Entre Ríos las reservas de aguas subterráneas pertenecientes al Sistema Acuífero Guaraní que se encuentran bajo el suelo y subsuelo del territorio entrerriano. -En beneficio de sus habitantes de este suelo la Provincia.- asume plenamente, a través de los organismos competentes de su administración, el poder de policía en materia de exploración, explotación, control, manejo, gestión, conservación y protección de las aguas subterráneas de su jurisdicción pertenecientes al Sistema Acuífero Guaraní. El Poder Ejecutivo por si o por intermedio de sus representantes podrá celebrar convenios y acuerdos con organismos de la Nación, de otras provincias y/o de otros países, e instituciones científico-tecnológicas del ámbito nacional y/o internacional, a fin de promover el desarrollo y gerenciamiento de proyectos hidrogeológicos, de conservación y de planificación estratégica del Sistema Acuífero Guaraní.

HEYDE – SALOMÓN – CARAMELLE.

FUNDAMENTOS

El Sistema Acuífero Guaraní constituye uno de los más grandes reservorios de agua subterránea del mundo: se extiende desde el Pantanal Matogrossense hasta la región Pampeana en Argentina, pasando por las repúblicas del Paraguay y Uruguay. Abarca una superficie de 1.190.000 kilómetros cuadrados, la cual incluye la casi totalidad del territorio entrerriano. El volumen total de agua potable almacenada en este acuífero alcanza los 37.000 kilómetros cúbicos; esto es, 37.000 billones de litros (37.000.000.000.000.000 litros), un volumen capaz de abastecer la demanda de gran parte del planeta, si se toma como patrón que cada ser humano necesita 50 litros por día para satisfacer las necesidades de consumo, cultivo, preparación de alimentos, higiene y saneamiento.

En 1987 la Comisión Mundial para el Medio Ambiente y el Desarrollo Humano aprueba por unanimidad el documento "Nuestro Futuro Común", señalando la necesidad de promover un nuevo estilo de desarrollo que contraste con aquellos tradicionalmente promovidos por los países industrializados. Surge allí la idea del desarrollo sustentable que, en un sentido general, se define como un proceso que busca satisfacer las necesidades humanas, tanto de las generaciones actuales como futuras, sin que esto implique destruir la base misma del desarrollo, es decir, los recursos naturales y los procesos ecológicos. El concepto fue convalidado a nivel mundial en 1992 por la Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Desarrollo Humano celebrada en Río de Janeiro (Brasil). Desde entonces, el desarrollo sustentable ha sido monótonamente citado por todos los gobiernos y agencias internacionales del mundo, quienes se han comprometido a avanzar en su consecución a nivel global.

Sin embargo, y pese a que la sustentabilidad lleva implícitos principios de justicia social y equidad económica (tanto a nivel intra como inter generacional), aún persisten amplios sectores de la población mundial que no cuentan con condiciones mínimas de bienestar. El déficit de servicios de agua potable y saneamiento, constituyen ejemplos palpables de esa situación en el mundo. Según los datos registrados en la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Sustentable (Johannesburgo, Sudáfrica, 2002), 1.100 millones de personas no tienen acceso a agua potable y 2.400 millones a saneamiento adecuado. Los líderes mundiales presentes en la Cumbre acordaron reducir esas cifras a la mitad para el año 2015.

Además de un recurso escaso, el agua es un bien irregularmente distribuido en el planeta. De este modo, la falta de agua afecta no sólo a los sectores más postergados de cada región: las sequías castigan tanto a los pobres de la India, Jordania, Etiopía o México como a los países más poderosos de Europa (la Unión Europea admitió que en el presente año ha perdido 5.700 millones de dólares por cosechas malogradas y porque la sequía no permite transportar sus productos por los ríos Rin, Danubio y Elba). En ese contexto, y de acuerdo a los pronósticos de la ONU (que para el año 2025 la demanda de agua potable superará en un 56% la capacidad de suministro), debe entenderse que la posesión del recurso constituye una cuestión de carácter estratégico.

Un aspecto que agrega un dramatismo inédito a la aurora del nuevo siglo es que miles de reportes científicos dan cuenta de un cambio climático de características globales y consecuencias por el momento impredecibles en toda su magnitud. El volumen de información es gigantesco, ciertamente dispar y a menudo contradictorio.

Lo que debe quedar en claro, no obstante, es que ya no se discute la eventualidad de los cambios climáticos globales sino su magnitud, su qué, su cuándo, su dónde y su cómo. Una publicación reciente, sin embargo, merece ser comentada con detenimiento. Ello obedece a que el organismo productor de la misma no es una institución científica ni una organización no gubernamental, sino el Pentágono norteamericano.

Bajo el título Now the Pentagon tells Bush: climate change will destroy us (“El Pentágono le dice a Bush: el cambio climático nos destruirá”), la versión online del diario británico The Guardian publicó el domingo 22 de Febrero de 2004 un notable  artículo a cargo de Mark Townsend y Paul Harris. Los autores de la nota hicieron públicos extractos de un informe secreto producido por el Pentágono en el que se señala que los efectos del cambio climático durante los próximos 20 años podrían devenir en una catástrofe global, con millones de muertes producidas como consecuencia de escaladas bélicas y desastres naturales. El mismo predice que el planeta entero bordeará la anarquía a medida que aumenten los gastos militares y el club nuclear, como consecuencia de la necesidad de los estados de asegurar sus fuentes de provisión alimentaria, hídrica y energética. Este hecho potencia la importancia geopolítica de los países con importantes reservorios de agua, como la Argentina, para un futuro de corto plazo.

Por si todo ello no fuera suficiente, uno de los escenarios futuros trazado por especialistas y políticos en torno la escasez del recurso es el de la “apropiación territorial” (mediante compras de tierras). Una variante extrema de dicho escenario es la de “saqueo forzado”, en la que no se descartan intervenciones militares, en analogía con la reciente invasión a Irak y la apropiación de las petroleras de ese país por parte de los Estados Unidos. Pero más allá de la factibilidad de esta variante, existe un segundo escenario en plena ejecución: el de la “privatización del agua”. Se calcula que para el año 2020 unas pocas corporaciones tendrán el control monopólico de las tres cuartas partes del recurso disponible en el planeta, con lo cual se estima que no sólo no se solucionará el déficit de agua potable sino que se agravará el problema e impedirá la adopción de soluciones reales para la mayoría de la población que hoy no tiene acceso al recurso.

La Argentina de los años ´90 constituyó, al respecto, un ejemplo “de libro”: Por presión del FMI y el Banco Mundial cedió en concesión, por 30 años y gratis, la empresa Obras Sanitarias de la Nación, pese a que generaba un ingreso de 554 millones de dólares anuales, lo cual se tradujo en superávit en el balance del año anterior a su privatización. En general, las inversiones y mejoras fueron muy modestas, en relación a las ganancias, o casi no existieron. Por ejemplo, Aguas Argentinas (propiedad de Lyonnaise des Eaux y que cumple servicios en el Conurbano Bonaerense) financió 60 millones de dólares para realizar las conexiones con los barrios más pobres del conurbano. Sin embargo, el “costo social” asumido por la empresa se tradujo en un incremento (que alcanzó hasta los 4 dólares mensuales) en la factura de los usuarios bonaerenses.

En lo que respecta a la presente iniciativa, debe señalarse que si bien el Acuífero Guaraní bajo el territorio entrerriano pertenece, de acuerdo a lo establecido por la Constitución Nacional, al patrimonio Provincial como cualquier otro Recurso Natural, el artículo 1 del proyecto establece el carácter “inalienable” de tal patrimonio. Y esto no es un detalle semántico o de forma. Por el contrario, significa que el acuífero no puede ser enajenado o, en otras palabras, el estatus jurídico de la propiedad no puede ser modificado, aun invocando supuestos beneficios económicos o de otra naturaleza para la sociedad. Cabe hacer mención por defecto al caso de los yacimientos de hidrocarburos, federalizados por la Ley Nacional 24.145, sancionada el 24 de Septiembre de 1992. En efecto, por la citada norma se transfirió el dominio público de los yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos del Estado Nacional a las Provincias (lo cual, como en el caso que nos ocupa, también fue ratificado por la última reforma de la Constitución Nacional). Sin embargo, nada de ello fue un obstáculo para enajenar los hidrocarburos, tal como aconteció en la década de los ’90 con la privatización de YPF, y cuyos efectos se ven claramente reflejados en la actual crisis energética que afecta a la Argentina

En cuanto a otras normas provinciales, cabe citar el Decreto N° 3.413 que regula la actividad en torno al “agua termal”. En su artículo 2° establece: “A los efectos del presente decreto se entiende por agua termal a toda aquella de origen subterráneo cuya temperatura de superficie sea superior a la media del lugar, mayor a veinticinco grados centígrados, y se encuentre contenida en las formaciones basálticas o intrabasálticas de la denominada ‘Cuenca Geológica del Paraná’..." Deben señalarse, en primer lugar, que las temperaturas del agua del Guaraní no siempre superan los 25° centígrados (esto es, pueden ser no termales en los términos del Decreto 3413). En segundo lugar, el Sistema Acuífero Guaraní excede las aguas subterráneas que fluyen entre las formaciones basálticas o intrabasálticas de la denominada ‘Cuenca Geológica del Paraná’, y si bien estas formaciones se superponen al Guaraní en gran parte del territorio, el acuífero comprende una superficie mayor. En razón de ello, el objeto de reglamentación del mencionado decreto es el agua termal, no el Acuífero Guaraní.
Por otra parte, en el artículo del proyecto se autoriza al Poder Ejecutivo “a celebrar convenios y acuerdos con organismos de la Nación, de otras provincias y/o de otros países, e instituciones científico-tecnológicas del ámbito nacional y/o internacional, a fin de promover el desarrollo y gerenciamiento de proyectos hidrogeológicos, de conservación y de planificación estratégica del Sistema Acuífero Guaraní”. Se subraya gerenciamiento debido a que el mismo permitirá una mayor independencia en términos de soberanía nacional y regional a los científicos que participen en el desarrollo de los mismos, habida cuenta que la mayoría de los análisis académicos de la actualidad (tal lo expresado por investigadores de diversas universidades nacionales) son subsidiados y gerenciados por entidades y/o organismos internacionales cuyos intereses –a la luz del informe antes citado “El Pentágono le dice a Bush: el cambio climático nos destruirá” y de los escenarios futuros de “apropiación territorial” trazado por especialistas y políticos en torno la escasez del agua para el corto plazo- permiten avizorar la necesidad de contar con información y capacidad de gestión propias en la región, y a partir de recursos también propios.

En Noviembre de 2002, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la ONU se expidió a favor de considerar el recurso agua como “un bien social y cultural”. En el mismo sentido, el presente proyecto tiene por objeto fortalecer el papel del estado en la administración, gestión y resguardo del Sistema Acuífero Guaraní, promoviendo acciones para responder a las necesidades de la población, diseñar una planificación estratégica e incrementar el conocimiento en materia de conservación de este recurso a lo largo del tiempo.

El agua constituye un factor clave para la vida y la salud humana, y en consecuencia deben ser cubiertas las demandas insatisfechas de la población. A su vez, es también un factor clave para el desarrollo socio-económico del país, dado que más del 90% de la demanda total corresponde a la industria y la agricultura. En síntesis, es un recurso esencial para el desarrollo, y como tal debe ser considerado un bien social (por sobre cualquier razón de mercado) y administrado con criterios de sustentabilidad, de modo tal de asegurar su disponibilidad (tanto en cantidad como calidad) para las futuras generaciones. Por todo ello, se solicita el voto favorable de los señores convencionales para la incorporación  del Artículo presentado.

Mario R. Heyde – Jorge Salomón – Eda R. Caramelle.

–A las comisiones Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 418)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art. ..... : Incorpórese el siguiente artículo al texto de la Constitución Provincial:

La Constitución Nacional y esta Constitución no perderán su vigencia si se dejaren de observar por actos de fuerza o fueren abrogadas o derogadas por otro medio distinto de los que ellas disponen.

Los actos de quienes ejerzan irregularmente las funciones previstas para las autoridades de esta Constitución, son nulos de nulidad absoluta y sus ejecutores son responsables, penal, administrativa y civilmente por los daños y perjuicios que hubieran ocasionado, por el sólo hecho de participar, avalar o consentir tales actos, quedando inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargo o empleo público alguno, en la Provincia o en sus municipios.

La Provincia no reconoce organizaciones, cualesquiera fueren sus fines, que sustenten principios opuestos a las libertades, derechos y garantías consagrados por la Constitución Nacional o Provincial o que fueren atentatorias al sistema democrático, pluripartidista y republicano en que se inspiran. Quienes pertenezcan a esas organizaciones no podrán desempeñar funciones públicas.

Los funcionarios que hayan ejercido funciones de responsabilidad política en los tres poderes del Estado nacional, provincial y municipal, en regímenes de facto, no podrán ocupar cargos públicos en ninguno de los poderes de la provincia o municipios, a perpetuidad.

Quedan prohibidas las instituciones o secciones especiales de cuerpos de seguridad destinadas a la represión o discriminación de carácter político.”

ALLENDE (Clidia) – ROGEL – BRASESCO – DE PAOLI –ARRALDE – GUY – MONGE – CEPEDA – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

De conformidad a lo establecido por el Artículo 1º punto 4 de la ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, esta Convención está habilitada a “Introducir el principio de que la Constitución mantiene su imperio aún cuando se interrumpa la observancia de la misma por actos de fuerza contra el orden institucional, y las sanciones respecto de los actos realizados en su contra y de los autores de los mismos.”

Convencidos, no solo de la conveniencia, sino de la necesidad de incorporar al texto de la Constitución de la Provincia una norma equivalente a la existente en la Constitución Nacional que garantice la plena vigencia del Estado de Derecho, el imperio de la Constitución aún cuando se interrumpiere su observancia por actos de fuerza contra el orden institucional y el sistema democrático, sancionando con la nulidad dichos actos y estableciendo la inhabilitación a perpetuidad para ocupar cargos públicos y la exclusión de los beneficios del indulto y la conmutación de penas para sus autores, postulamos la sanción del presente proyecto que persigue semejante propósito.

En coincidencia con las cláusulas constitucionales incorporadas en varias de las provincias argentinas, tal el caso de Córdoba, San Juan, Jujuy, San Luis, Buenos Aires, Formosa, Río Negro, entre otras, proponemos establecer en el texto de nuestra Constitución una cláusula que sirva de garantía para la vigencia tanto de la Constitución Nacional como de la Provincial frente a actos de fuerza que intenten dejarlas sin efecto por medios distintos de los que ellas disponen.

Asimismo se consigna que los actos de quienes ejerzan irregularmente las funciones previstas para las autoridades de esta Constitución, son nulos de nulidad absoluta y sus ejecutores son responsables, penal, administrativa y civilmente por los daños y perjuicios que hubieran ocasionado, por el sólo hecho de participar, avalar o consentir tales actos, quedando inhabilitados a perpetuidad para ocupar cargo o empleo público alguno, en la Provincia o en sus municipios.

Se pretende con ello establecer un concepto amplio de responsabilidad que comprenda no solo a los partícipes, sino también a aquellos que avalaron o consintieron tales actos, quienes muchas veces terminan siendo los más beneficiados con el quebrantamiento del orden constitucional.

Merecen el mismo y permanente repudio quienes asumieron funciones públicas, electivas o no, usando medios o procedimientos que quebrantaron o desconocieron lo que la Constitución Nacional, las Constituciones Provinciales y las leyes vigentes a ese momento establecían, como quienes avalaron o consintieron tales actos.

Por otra parte, y en salvaguarda y protección del pleno orden institucional se establece la imposibilidad del reconocimiento de organizaciones, que sustenten principios opuestos a las libertades, derechos y garantías consagrados por la Constitución Nacional o Provincial o que fueren atentatorias al sistema democrático, pluripartidista y republicano en que se inspiran, no pudiendo, quienes pertenezcan a ellas desempeñar funciones públicas.

Es de destacar también, que se introduce expresamente en el texto propuesto la prohibición de ocupar cargos públicos, en cualquiera de los poderes de la Provincia o municipios, a los funcionarios que hayan ejercido funciones de responsabilidad política en los tres poderes del Estado nacional, provincial y municipal, en regímenes de facto.

Resulta absolutamente coherente con los criterios éticos que deben caracterizar e imperar en todo gobierno democrático y republicano, que se establezca como una de las condiciones ineludibles que deban reunir quienes se postulen para desempeñar funciones en el estado, en cualquiera de los tres poderes de la Provincia, como en los municipios, que no hayan ejercido funciones de responsabilidad política en los tres poderes del Estado nacional, provincial y municipal, en regímenes de facto.

Es menester reafirmar la vigencia de los valores democráticos y la reafirmación de los principios inherentes al estado de derecho, no solo con declamaciones retóricas, sino con actitudes concretas que sirvan de ejemplo para las generaciones futuras.

El hecho de establecer la referida condición para el acceso a los cargos públicos, logra un doble propósito pues, además de resultar un adecuado y justo repudio a los gobiernos usurpadores pasados y sus cómplices que llevaron al país al más completo caos institucional social y económico, sirve de tamiz para que sean las mejores personas las que puedan contribuir al desarrollo institucional de nuestra Provincia.

Por último, se establece la prohibición de establecer instituciones o secciones especiales de cuerpos de seguridad destinadas a la represión o discriminación de carácter político, ello en plena concordancia con todo lo referido anteriormente, pues de ningún modo puede aceptarse que el Estado, se convierta, tal como desgraciadamente ocurrió en el pasado, en un aparato represivo ideológico que coarte las libertades esenciales de los ciudadanos. Es por las razones expuestas y por las que se expondrán en Comisión y en la Asamblea, que solicitamos la sanción del presente proyecto.

Clidia A. Allende – Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Juan C. Arralde – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Silvina E. Cepeda – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 419)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art. ...: Incorpórese, dentro de las normas actuales referidas Régimen Económico y del Trabajo de la Constitución Provincial, el siguiente artículo:

Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho a recibir, a través de políticas efectivas de acción social, las utilidades producidas por los juegos de azar, debidamente creados y reglamentados por ley.

La Provincia se reserva, como derecho no delegado al Estado federal, la administración y explotación de toda la actividad concerniente a los juegos de azar, tal el caso de los casinos y salas de juegos, existentes o a crearse; en tal sentido, esta Constitución no admite su privatización ni concesión a través de ninguna forma jurídica.

La Provincia podrá celebrar convenios con la Nación y las provincias sobre la explotación y el producido de los juegos de azar, de destreza y de apuestas mutuas de jurisdicción nacional y provinciales que se comercialicen en su territorio, pudiendo asimismo, revisar las concesiones y convenios existentes a la fecha de la sanción de esta Constitución.”

ROGEL – DE PAOLI – BRASESCO – CEPEDA.

FUNDAMENTOS

En mérito a lo establecido por el punto 27 del artículo 1º de la Ley Nº 9768, la Convención Constituyente está habilitada a “Ampliar las normas actuales referidas al Régimen Económico y del Trabajo...”, es por ello que se solicita la aprobación del presente proyecto.

El mismo tiene por objeto la incorporación, dentro de las normas actuales referidas al Régimen Económico y del Trabajo, una cláusula de otorgamiento de Jerarquía constitucional a la potestad provincial de explotar los juegos de azar en la Provincia de Entre Ríos.

Como todos sabemos, una Constitución organiza la estructura del poder y reconoce un plexo de derechos civiles, políticos y sociales.

Asimismo, el Estado y la Constitución tienen la obligación de servir de instrumentos, que permitan y en muchos casos proporcionen, a los hombres, una situación de convivencia y de bienestar, con libertad y con justicia.

El Estado no puede desentenderse de las situaciones de carencia, marginalidad y lesión de la libertad y de los derechos de quienes, por una situación de vida, no imputable a ellos, no pueden participar del bienestar general o en el bien común público que las normativas constitucionales consagran.

Realizar la inserción que se propone en la Constitución, tiene que ver específicamente, con una de las instituciones más importantes para la obtención de recursos para activación y desarrollo económico de la Provincia.

La apoyatura económica a proyectos sociales, a través de los ingresos del juego, no solo está muy lejos de toda visión paternalista, dirigista o estatista, sino que es expresión de la tendencia contemporánea a promover la democracia social, es decir aquella que tiende a la satisfacción no solo de la libertad civil, sino de la integralidad de los derechos humanos.

Hoy en día, el juego está difundido y abarca innumerables ámbitos y sectores de la sociedad, por lo cual el estado no puede permanecer indiferente a este fenómeno.

La historia ha demostrado que todas las posturas prohibitivas y represivas no solo no han servido para desalentar ciertos fenómenos considerados disvaliosos (recuérdese la ley seca en Estados Unidos u otras prohibiciones semejantes) sino que han servido y sirven para el desarrollo de mercados al margen de la ley que benefician a unos pocos y perjudican a toda la sociedad (mafias clandestinas, drogas, trata de blancas prostitución, etc.).

Es decir que mas allá del disvalor que el juego represente, el Estado debe controlar como no lo pueden hacer manos privadas, porque incluso controlando y orientando este supuesto disvalor, es el único que puede generar recursos suficientes para trasladarlos en políticas efectivas de acción social y salud.

Es deseable que la Provincia se desarrolle, pero no se puede dejar en manos de privados emprendimientos tales como los casinos, que implican una importantísima fuente de recursos, esos emprendimientos como todos los inherentes a los juegos de azar no solo deben ser controlados sino que deben estar en manos del Estado.

El Presidente Hipólito Irigoyen, en relación al rol del Estado con respecto al juego, sostuvo que el sentimiento lúdico era una cuestión innata, era de la esencia del ser humano y era, por consiguiente, imposible su erradicación, al tener esta última característica era deber ineludible del Estado hacerse cargo de la explotación de ese juego.

Por ello, consagrar principios constitucionales tales como los presentes en el “Régimen Económico y del Trabajo” de nuestra Constitución, que disponen la consecución del bien común, estableciendo la explotación estatal al de juegos de azar a los efectos, no solo de proteger derechos sociales, sino también, de contribuir al bien común, que es la razón de ser la vida republicana, es la finalidad ética de la vida del Estado de derecho.

En relación al derecho provincial comparado puede destacarse que la Constitución de Chubut de 1957 fue la pionera, la primera Constitución provincial que estableció el tema de la reglamentación, por vía constitucional de los juegos de azar, el Articulo 72 de dicha carta provincial enuncia:...se exigirá que la lotería provincial, la tómbola y otros juegos de azar, reglamentados por ley, sean utilizados solamente con fines de beneficencia.

Humberto Quiroga Lavié en su Comentario de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires en la parte dedicada al Articulo 37 de esa Constitución, hace referencia a la importancia de la banca estatal, esta Constitución tuvo su última y más importante reforma en 1994, junto con todo el movimiento de reformas constitucionales de los años noventa en la Republica Argentina.

Queda claro que la finalidad buscada con este proyecto es darle una utilidad social al producido del juego y dejar expresamente establecido que los juegos de azar en su conjunto no podrán salir de la órbita de la administración y explotación del Estatal provincial, no pudiendo, bajo ninguna circunstancia, ser concesionados ni privatizados.

La falta de trabajo, la creciente desocupación y los problemas sociales, de falta de inversión, la migración de la población hacia los centros urbanos más importantes, la falta de recursos provinciales para apoyar a los pequeños y medianos productores rurales, pequeñas y medianas empresas, resulta ser la problemática actual de provincias como la nuestra, y obviamente en nada contribuirá una eventual privatización del juego.

Todo lo contrario sucederá si el Estado es el encargado exclusivo de la administración y explotación del juego en la Provincia, demás esta decir, la importancia que ello tendría, no solo para el control del juego, sino para el incremento de los ingresos genuinos para ser destinados a planes destinados a erradicar los males antes consignados

El hecho de permitir la privatización de los casinos y demás emprendimientos relativos al juego, que innegablemente son una parte importantísima para el crecimiento de la Provincia, sería una sutil forma de resignación a administrar solamente la pobreza y la decadencia.

De no limitar los monopolios y oligopolios y reivindicar al Estado a como un instituto y un órgano de justicia social, no se podrá cumplir con el primer mandamiento del constitucionalismo social, esto es, proteger a los más necesitados y a los que más sufren.

Para contribuir, cuando más no sea en algo, a la igualdad de los hombres, en el ámbito de nuestra Provincia, el Estado debe arbitrar necesariamente los derechos aquí tratados, resultando imprescindible que tengan jerarquía constitucional para otorgarle a esa administración la firmeza necesaria.

Resulta sumamente importante dejar sentado a nivel constitucional el destino social del dinero del juego, para contribuir a la transparencia y solución de numerosos problemas sociales que afectan a la Provincia.

La Constitución de la Provincia, debe contemplar en su articulado un régimen de explotación estatal de los juegos de azar para garantizar la apropiación y redistribución de la renta social que el mismo produce.

Cabe tener presente que el proyecto propuesto contempla, la posibilidad de celebrar convenios con la Nación y las provincias sobre la explotación y el producido de los juegos de azar, de destreza y de apuestas mutuas de jurisdicción nacional y provinciales que se comercialicen en su territorio, en ejercicio del debido control que debe existir respecto de dicha actividad.

Y por último se establece la facultad de revisar las concesiones y convenios existentes a la fecha de la sanción de esta Constitución para garantizar la plena vigencia de la norma constitucional propuesta, que persigue como uno de sus principales propósitos, el de redistribuir de la renta que los juegos de azar producen, mediante la administración y explotación estatal.

Por todas las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Silvina E. Cepeda.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 420)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese al texto de la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Artículo.- Esta Constitución garantiza en el ámbito público y promueve en el privado, la igualdad de oportunidades, el acceso y goce de todos los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, a través de acciones positivas, que permitan su ejercicio en todos los ámbitos, organismos y niveles.

La participación de géneros en el acceso a cargos públicos y partidarios se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral provincial.

DE PAOLI – CEPEDA – BRASESCO – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Estando habilitada la incorporación propuesta por el Art. 1º de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos la incorporación de igualdad de género.

En base a la Constitución Nacional el principio de igualdad concede un mismo e idéntico status a todas las personas en iguales condiciones, tendiendo a eliminar discriminaciones arbitrarias para asegurar el pleno ejercicio y goce de los derechos.

Para la visión del Estado social de derecho, la idea de igualdad demanda un actuar del Estado, un accionar para remover los obstáculos culturales, políticos o económicos que limitan de hecho la igualdad de las personas, en procura de una igualdad de posibilidades o de oportunidades, lo que implica una tarea de promoción y fomento para el acceso efectivo a los derechos. En el derecho estadounidense ha dado lugar a la acción afirmativa o positiva (affirmative action) para conseguir la igualdad, fundamentalmente en pro de los derechos de las minorías. Éstas gozan a través de la acción afirmativa de una protección especial, lo que genera una especie de discriminación inversa (el grupo que anteriormente discriminaba-discriminador o privilegiado es tratado ahora con menos preferencia, y el anteriormente discriminado goza de mayor prerrogativa).

La reforma constitucional de 1994 ha incorporado en el Artículo 37 la igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a cargos electivos y partidarios, se garantizará por acciones positivas en la regulación de los partidos políticos y en el régimen electoral, la tesis de igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional (Art. 75 Inc.2), la igualdad de oportunidades y posibilidades sin discriminación alguna, en el ámbito educativo (Art. 75. Inc. 19) y más aún el Articulo 75, Inc. 23, contempla medidas de acción positiva en pro de la igualdad real de oportunidades y de trato, así como del pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la propia Constitución o por tratados internacionales vigentes sobre Derechos Humanos, en favor de niños, mujeres, ancianos y las personas con discapacidad. Ello importó un viraje significativo de la ideología y del sistema normativo anterior de la Constitución. La Corte en “Martínez”, Fallos, 312:826 traduce igualdad: ”El derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en igualdad de circunstancias”.

Debe advertirse que esas acciones positivas –cuya instrumentación concreta queda a criterio del legislador– no se reducen a la tutela de los derechos emergentes de los pactos, convenciones o declaraciones que tienen rango constitucional según el Articulo 75, Inc. 22, sino que aluden, genéricamente, a los Derechos Humanos provenientes de cualquier tratado.

Consagrada a su vez en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Preámbulo y Arts. II, XII, XIV, XXIII), Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Arts.7 y 13), Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Art. 25 y 26), Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial (Preámbulo), Declaración Universal de los Derechos Humanos (Arts.1, 22 y 23), la cual reafirma el principio de la no discriminación por sexo y proclama que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, pero adquieren su máxima expresión en la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, particularmente en los Arts. 7 y 8, que destacan la igualdad de condiciones de las mujeres con respecto a los hombres, en el derecho a ser elegibles en las elecciones públicas y además que el Estado garantice la participación en políticas gubernamentales de la vida pública del país. El Pacto de San José de Costa Rica (Arts.23 y 24).

En Entre Ríos no se ha adecuado nuestro sistema de elección a cargos electorales en la Provincia, y Juntas de Gobiernos, para asegurar la participación equitativa. El Estado entrerriano no ha tomado en consideración ninguna de las recomendaciones que plantean las convenciones y conferencias mundiales sobre las acciones que se deben llevar adelante para revertir la situación de desventaja que sufren la mujeres y que le impiden acceder con igualdad de oportunidades a ocupar cargos políticos. Esto lo establece claramente la Convención sobre la Eliminación de toda forma de Discriminación Contra la Mujer, suscripto por la República Argentina en 1980, ratificada por Ley 23.179 en 1985, e incorporada en 1994 a la Constitución Nacional.

De cara a los desafíos del siglo XXI y a la necesidad de reconstruir el proyecto democrático en todo el mundo, el Fondo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM) señala “es crucial que las mujeres estén sentadas en la mesa de negociación cuando se está elaborando una nueva Constitución o una nueva estructura legal”. Por lo tanto las políticas para el fortalecimiento de la mujer están centradas, en la actualidad, en “abrir nuevas vías de participación, un mayor poder de negociación, así como poner sonido a su voz y capacidad de influencia en los cambios sociales, para crear un orden económico y social justo”, según UNIFEM.

La renovación historiográfica que significó la historia social, la nueva historia y la historia "desde abajo", favoreció el acercamiento a la compleja cuestión de la invisibilidad de las mujeres en la historiografía, porque se ampliaron los temas y los sujetos. En este camino de rescatar a las mujeres de las sombras, se han llegado a proponer nuevas herramientas teóricas para la explicación, no sólo de su participación en la historia, sino también de la desigualdad y del cambio social, a superar impulsando prácticas sociales diferentes que se traduzcan en una cultura política que incluya, naturalmente, a las mujeres como ciudadanas. En este sentido las disposiciones de acción positiva, operan como un dispositivo acelerador de las transformaciones culturales necesarias para un ejercicio cabal de los derechos políticos.

Por ello propiciamos incorporar la nueva normativa.

Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 423)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
Art. 1: Incorporase a nuestro actual texto constitucional el siguiente artículo:

“Art:…: Toda persona víctima de un delito, tiene derecho a una asistencia integral y especializada en forma inmediata, con el objeto de propender a su recuperación psíquica, física y social, conforme lo determine la ley.”

ALMADA

FUNDAMENTOS

El presente proyecto tiene por objeto incorporar una cláusula constitucional relativa a las víctimas de delito. En una primera instancia, definiremos el concepto de víctima de delito, para luego establecer cuales son los derechos que derivan de dicha situación jurídica, teniendo en cuenta que en nuestro país los mismos se encuentran contemplados en los códigos de procedimientos penales de cada jurisdicción.

Considerase "víctima" a toda persona que individual o colectivamente, hubiere sufrido algún daño físico, psíquico o social; lesiones físicas o mentales; sufrimiento emocional; pérdida económica o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de hechos, acciones u omisiones de carácter delictual.

En la expresión “víctima de delito” se incluye además, en su caso, a los familiares o personas a cargo que tengan relación inmediata con la víctima directa y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización.

Desde una visión moderna del derecho penal se contempla como factor primordial el reconocimiento de los derechos de las víctimas de delitos, a quienes se les debe facilitar asesoramiento y asistencia integral, jurídica, médica, psicológica, a si misma y a sus familiares directos, procurando el acceso a la justicia y la consecuente posibilidad de realizar la denuncia correspondiente para el ejercicio del ius puniendi por parte del Estado.

El objetivo del derecho penal del Estado moderno radica en el logro de la satisfacción de la necesidad social de fortalecimiento de la vigencia de las reglas, contemplando consecuentemente las preocupaciones y necesidad de justicia de las víctimas de los delitos.

Tanto a nivel nacional como provincial, se han garantizado desde el inicio de un proceso penal hasta su finalización “el derecho a recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes; el derecho al sufragio de los gastos de traslado al lugar, donde la autoridad competente designe; el derecho a la protección de la integridad física y moral, inclusive de su familia; el derecho a ser informada por la oficina correspondiente acerca de las facultades que puede ejercer en el proceso penal, especialmente la de constituirse en actor civil o tener calidad de querellante; y el derecho a ser informada sobre los resultados del acto procesal en el que ha participado, el estado de la causa y la situación del imputado”.

La Constitución de la Nación Argentina no contempla expresamente el derecho a las víctimas de delito, sin perjuicio de ello, el mismo se encuentra comprendido dentro del Art. 33 que establece que las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados., al igual que el Artículo 6º de la Constitución Provincial.

Juan C. Almada.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 424)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I - Introducir el siguiente capítulo en la Constitución de Entre Ríos:

“Artículo _ _ _ .- El Estado Provincial garantiza: la libre manifestación cultural de los habitantes; el derecho de acceso y participación en la cultura; el rescate, la conservación e incremento de nuestro patrimonio cultural; el amparo y desarrollo de las identidades culturales; el fomento de las industrias culturales y la protección de los derechos derivados de las producciones artísticas e intelectuales.”

“Artículo _ _ _ .- El diseño, planificación, ejecución y verificación de las políticas culturales serán confiadas a un Consejo General de Cultura, autónomo en sus funciones y compuesto por un Presidente y un Consejo Asesor Consultivo.

“Artículo _ _ - El Consejo General de Cultura tendrá a su cargo la administración del Fondo para la Cultura.”

“Artículo _ _ - El Consejo Asesor Consultivo, integrado por representantes de los Municipios, con participación popular y de técnicos especializados, asegurará la implementación de políticas culturales fundadas en un criterio de equidad.”

“Artículo _ _ - La composición y funcionamiento de estas instituciones; así como la creación del Fondo para la Cultura, serán reglamentados por una ley especial que deberá contemplar la composición presupuestaria con asignaciones suficientes y apropiadas.”

CEPEDA – ROGEL – DE PAOLI – ARRALDE.

FUNDAMENTOS

La cultura es un derecho humano
Presentamos este proyecto de reforma de nuestra Constitución provincial para la inclusión de los derechos culturales en el marco de la Ley 9768, que nos habilita en su Art. 1, p.14 y en el Inc. 25 de la misma.

Nuestro primer fundamento es introducir en el magno texto de la Provincia, este derecho que es de extraordinario valor como factor de desarrollo humano.

La cultura es anterior a la educación, es el primer contexto formativo de un niño aún antes del nacimiento.

Consagrarlo como un derecho, significa que los poderes jurídicos estarán garantizándolo jurisdiccionalmente. En cuanto que los derechos culturales forman parte del patrimonio de todos los seres humanos, proponemos entenderlos como aquellos derechos que garantizan el desarrollo libre, igualitario y fraterno de los seres humanos, que son los únicos capaces de poder simbolizar y crear sentidos de vida, comunicables y legitimables colectivamente constituyéndose así en bienes jurídicos que han de ser protegidos.

Cuando incluimos en el texto garantizar la “libre manifestación cultural de los habitantes” procuramos sintetizar dos principios básicos de la cultura: la libertad y el pluralismo. Libertad para la creación, producción artística, literaria, científica y técnica, porque todo acto emanado del espíritu es esencialmente libre, libertad que da cuenta de la dimensión individual y colectiva de valores compartidos entre los seres humanos. Pluralismo porque al lado de la relación personal e individual de cada uno con la cultura, se desarrollan también relaciones entre grupos humanos que participan de grupos culturales que hay que proteger y respetar como expresiones de pluralismo y multiculturalismo (Ej. Entre Ríos es un mosaico cultural que incluye desde la cultura criolla, la de sus innumerables inmigrantes a las más nuevas conformadas por expresiones innovadoras o de proyección) No será Entre Ríos entonces, quien limite la libertad, sino quien la garantice, en función de la validación de los universos colectivos comunes.

Cuando expresamos: “el derecho de acceso a la cultura” nos referimos a que cada uno de los habitantes de Entre Ríos pueda acceder a las prestaciones del servicio social de la cultura (museos, archivos, bibliotecas) y lo incluimos expresamente como garantía del Estado pues deberán instrumentarse evaluaciones referidas por ejemplo a índices reales de lectura, relación entre la oferta y la demanda cultural, que dista de ser homogénea en nuestro territorio; promoción de acceso de las mayorías a los bienes culturales, ampliación de canales vía sistema educativo, de tal forma que este derecho sea dinámico y promueva el enriquecimiento cultural de las comunidades.

Cabe aquí evaluar el impacto que podemos tener en materia de concentración y centralización de la inversión cultural, el desequilibrio entre la capital y el interior, el predominio que pueden tener algunas disciplinas respecto de otras, algunos servicios artísticos-culturales en desmedro de otros.

“y participación en la vida cultural” queremos explicitar que el acceso no es suficiente, si no se garantiza la participación y participar involucra “tomar parte” en los niveles gubernamentales que elaboran políticas, o sea el derecho que tiene el ciudadano a participar en la elaboración de las políticas culturales, articulando modelos de gestión cultural que hagan tangibles estos derechos.

Pero también se puede participar: como miembro de una audiencia, como parte de un público (ej. asistiendo a un concierto) o interviniendo personalmente en alguna actividad cultural (cantando) o practicando una actividad cultural (haciendo artesanías) estudiando o aprendiendo una materia cultural o participando en organizaciones, etc. Incluimos aquí también a la comunicación o intercambio libre de informaciones, ideas y conocimientos en el respeto, la tolerancia y la solidaridad.

Garantizar “la conservación y el incremento de nuestro patrimonio cultural”, sabemos de las dificultades que como comunidades tenemos en relación a conservar nuestro patrimonio artístico, arquitectónico, histórico en cuanto que al tratarse de bienes objetos de valor se necesitan de recursos para sostenerlos. Pero también hay una cantidad de bienes inmateriales como la lengua, los mitos, las creencias, etc. que deben ser conservados en cuanto que dan cuenta de realidades pasadas, de cosmovisiones ricas en el marco de lo urbano y de lo rural, que merecen ser conocidas por las generaciones venideras.

También incluimos aquí al patrimonio natural del ambiente entre-ríos, que debemos asumir como un compromiso no ya solo del Estado sino de cada uno de los habitantes en pro de su defensa y conservación saludable.

Y agregamos “incrementar” porque es deber del Estado promover que el bagaje de producción de bienes tangibles e intangibles pueda ser reconocido y comunicado desde los medios que se posee (sistema educativo, medios de comunicación) y otras alternativas que la tecnología nos pueda brindar.

Garantizar “el amparo y desarrollo de las identidades culturales” queremos referir con esto que en el marco de la cultura mundial y aún en el marco de la cultura nacional, existen identidades culturales que bajo distintas formas conviven o subyacen en la idiosincrasia que el entrerriano posee, a veces según su hábitat ( urbano, rural, isleño, montaraz, etc.) a veces según su contexto social (villero, metropolitano, desocupado) otras por matices religiosos (judíos, árabes, protestantes, católicos), otras con diferencias etarias (cultura juvenil, cultura de la tercera edad, etc.) y en muchas más que seguramente deberemos aprender a “leer” e “interpretar” no como lo que en apariencia se ven sino en el mensaje que transmiten y que presuponen como valioso o al menos como necesario de ser oído.

Queremos en este punto, expresar que no podemos los entrerrianos caer en la idea de una cultura única, por ello en el 2do. Articulo proponemos la creación del Consejo General de Cultura porque precisamente, es tan amplia que no puede quedar su interpretación y su ejecución en manos de una sola persona. Repetiremos el voluntarismo, que por muchos años, aún cuando fue de buenas intenciones, fue insuficiente. Esta figura institucional, reemplazaría a la Subsecretaría de Cultura. Como ya lo afirmáramos, es amplia la Provincia, disímiles sus expresiones, diversas las disciplinas, numeroso el patrimonio a proteger y desarrollar para dejar en manos de una sola persona, la política cultural provincial.

Tendrá como misión prioritaria diseñar políticas, integrar el área y favorecer el intercambio. Tendrá absoluta autonomía para llevar adelante los proyectos, en la toma de decisiones tendientes a analizar y evaluar entornos, definir estrategias, proponer objetivos e indicadores, diseñar, ejecutar y hacer el seguimiento de planes de acción, tomar decisiones y administrar los recursos asignados en las partidas presupuestarias, ejecutando las decisiones que emanen del Consejo Asesor.

El consejo asesor consultivo estará integrado por representantes de la cultura provincial y municipal, técnicos y/o especialistas provinciales y posibilitará la participación popular con presentación de proyectos. De esta manera se trata de evitar la monopolización disciplinar y también la correcta distribución de servicios culturales en el territorio provincial además, con su composición, se evita el esquema centro-periferia, ya que todos los departamentos tendrán su representante.

Garantizar “el fomento de las industrias culturales” entendemos que las industrias de la radio, la TV, el cine, la música, la publicidad, la edición de libros, diarios y revistas, videos grabaciones, fotografía, reproducciones de arte están subordinados a criterios totalmente económicos y aquellos cultores que no pueden acceder a sus beneficios quedan marginados para comunicar su creación. Por ello no podemos soslayar que el Estado pueda intervenir bajo distintas formas de promoción, fomentando aquellas expresiones y productos culturales cuidadosamente seleccionados, no por criterio económico sino por el valor simbólico de la carga que poseen, a efectos de favorecer su desarrollo y preservar las diferencias culturales regionales.

De ninguna manera este texto debe ser interpretado como industrialización de la cultura, ya que esencialmente es de naturaleza antropológica, original y sustantiva como expresión espiritual, irremplazable en el talento de su creador solo lo incorporamos como arriba lo señaláramos como una forma de comunicación que contribuya a la difusión, apropiación y comunicaciones de los valores propios de los entrerrianos.

Garantizar “la protección de los derechos derivados de las producciones artísticas, científicas y literarias”. Este derecho consagrado, el derecho de autor, enfrenta hoy el desafío de la digitalización de los medios de comunicación masiva, que con tendencias monopólicas propias del mercado han venido desactualizando la protección de este derecho básico. Constituirá un desafió encontrar la legislación que recupere ese derecho que está íntimamente relacionado con la dinámica de las industrias culturales que como ya afirmáramos deben proteger la producción regional y provincial.

Finalmente incluimos la creación de un Fondo para la Cultura, indispensable para la concreción de los proyectos y el fomento y desarrollo de la cultura en la Provincia.

Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Juan C. Arralde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro.425)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art. …: El estado provincial protege al pequeño y mediano productor rural mediante el fomento del crédito agrario, exenciones impositivas, subsidios en tarifas públicas, asesoramiento técnico y demás incentivos compatibles con este fin.

El estado, mediante su legislación, procura el acceso a la propiedad de la población rural, disponiendo las medidas necesarias a tal efecto.”
CEPEDA – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Estando habilitada la introducción de nuevas normas por el Art. 1, Inc. 27 de la Ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) impulsamos este proyecto de reforma.

Nuestra actual Constitución establece en el Art. 37 la protección del Estado a las industrias madres y transformadoras de la producción rural; también el 40 propone estimular el establecimiento de las industrias que se radiquen en la provincia, en el 41 apoya la organización cooperativa, sin embargo nada expresa en relación al fortalecimiento de la población rural, a la administración de las tierras fiscales y al acceso a la propiedad.

Sin duda el escenario que los constituyentes imaginaban para el siglo XXI era muy distinto al que hoy vivimos. ELLOS FUERON PROGRESISTAS. Nosotros nos vemos prisioneros de un modelo de producción que está haciendo desaparecer numerosos productores agropecuarios de la famosa franja de la pequeña y mediana producción.

Entre Ríos posee 7.644.700 has, de las cuales un 77% corresponde a tierras firmes, 20 % a islas, delta y pre-delta y un 3% corresponde al agua de ríos y arroyos.

De lo correspondiente a tierra firme, el 39 % corresponde a áreas cubiertas de monte, suelos no aptos para agricultura, inundables y con las nuevas tecnologías el 61 % son utilizadas en agricultura.

Sin embargo los censos van demostrando que la población rural disminuye progresivamente con su correlato de aumento de la población urbana en las cabeceras de departamento y ciudades costeras.

Si consultamos los resultados definitivos del Censo Agropecuario 2002, nos encontramos con que el promedio de caída de EAPs es del 21 % en todo el país, más aún en nuestra región pampeana es del 29% y las explotaciones más pequeñas, de hasta 500 has, son las más afectadas por la desaparición de establecimientos agropecuarios.

En la misma fuente constatamos que son menos las hectáreas explotadas por sus propietarios, creciendo la explotación bajo distintos tipos de contrato (arrendamiento, aparcería y contrato accidental).

El tamaño promedio de las EAPs es de 294,4 has, incrementándose un 29 % respecto del promedio de 1988 que era de 228,4 has.

Las cifras nos dan cuenta que se ha iniciado un proceso de “agricultura con pocos agricultores”. Una situación problema multicausal y con muchos aspectos para analizar.

Nuestro país fue históricamente considerado como “granero del mundo”, no tenía déficit alimentario interno, exportador neto de cereales y alimentos a la economía mundial, ¿cómo iban a pensar los convencionales del 33, que 75 años después haya hambre y miseria en la Provincia que ostenta el vergonzoso record de tener la (¿segunda?) ciudad más pobre de la Argentina? ¿Cómo se explica que en las cifras récord de producción agrícola, hayan aumentado las personas con déficit alimentario, convirtiéndonos en “modelo” nacional, luego entrerriano de hambre con gran disponibilidad de recursos alimentarios?

Sin duda, todos tenemos en mente el modelo liberal que nos hundió en una política de privatizaciones, desregulaciones, que anunciando bonanzas de derrame, trajeron estrecheses de incautos o acrílicos políticos, que es peor.

El campo no estuvo ni esta ajeno a un modelo que incentiva la desaparición de gran parte de aquellas explotaciones agropecuarias, profundizándose el deterioro de las condiciones de vida de la familia rural, que sigue esperando caminos (por ejemplo), y el deterioro de las condiciones ambientales que trajo aparejado este nuevo modelo.

Lo señalan Teubal y Rodríguez (2002) y lo remarca Teubal y Giarroca (2005) cuando afirman: “Se trata de un modelo impulsado y dominado por grandes empresas transnacionales y las tecnologías controladas por ellas: los supermercados en la distribución final de los alimentos, la gran industria alimentaría, el capital financiero concentrado y la industria semillera y de agroquímicos entre otros sectores.”(1)

La transformación de nuestros campos se sustenta en la soja y el paquete tecnológico que la acompaña, pero a costa de la ganadería, de los tambos, de los arrozales, de la apicultura y de otras explotaciones que están en franca disminución y la producción de soja no deja de aumentar y trae una integración vertical que hizo crecer la agricultura de contrato, adquiriendo mayor poder las grandes empresas extra-agrarias con relación a los pequeños y medianos productores, que están perdiendo en la competencia con los grandes: en su capacidad para negociar en términos más favorables precios, créditos y otras condiciones de oferta para su producción.

Donde había arroz hay soja transgénica; donde había tambos están sembrando los “arrendatarios”; donde había ganadería, ya queda poca; donde había montes, las topadoras, con las ilusiones del dueño están desmontando. Con todo ello, la diversidad productiva se esta eliminando.

¿Qué pasa entonces con los productores agropecuarios, aquellos pequeños y medianos que luchaban por la subsistencia? Arrendan o venden, yéndose a las ciudades buscando esa calidad de vida que el milagro de la soja le otorga. Estamos llegando así a la agricultura “sin agricultores”, el nuevo modelo agrario implementado en el país y estamos alejándonos del concepto de “soberanía alimentaría” que la Cumbre de Alimentación de 2002 definiera: “el derecho de los pueblos a definir sus propias políticas y estrategias sustentables de producción, distribución y consumo de alimentos…”

Un país y una provincia con récord de producción, pero miles de personas sin poder acceder a los alimentos básicos...

Pero lo que es peor una provincia, cuyos campos alojaron a miles de entusiastas y trabajadores inmigrantes campesinos, se ha trastocado en largas distancias de un alambrado monocolor y una tranquera distante que indica que allí hay un solo dueño y que tal vez, no está en el campo.

Pero ya estamos inmersos en el modelo. No podemos desde una Constitución frenar un proceso de esta índole.

La pregunta es: ¿el Estado debe permanecer impávido frente a un proceso de esta naturaleza?

Tiene elementos no para combatir al capital pero sí para tratar de nivelar las desigualdades en un concepto que tantos declaman y que pocos honran: la justicia social.

Por todo ello este proyecto de inclusión del articulo de protección al pequeño y mediano productor, mediante el crédito agrario, las exenciones impositivas y/o subsidios en tarifas de servicios, más todos los incentivos que se puedan volcar sobre las familias productoras de emprendimientos tamberos, hortícola, frutícolas, apicultores, cunicultores y todo el espectro que conforman la escala de la pequeña producción en unidades que no excedan las 200 has, o lo que la ley regule en esta materia, será una decisión que los señores Convencionales tendrán el honor de acompañar para abrir una tranquera que en los tiempos que vivimos no merece ser cerrada: las familias que se desarraigan del campo difícilmente vuelvan a él, los tambos que se cierran, no se vuelven a abrir, los vientres que se liquidan son muy difíciles de recuperar y así la lista podría continuar.

El segundo párrafo de este artículo tiene otro destinatario: el habitante rural que en su condición de pequeño, incluso rayando la línea de pobreza, que sobrevive con su familia en pequeñas parcelas de tierra con sucesiones indivisas por carecer de fondos para terminarlas, que sumado a la falta de agua, energía eléctrica y el aislamiento físico, se encuentra en un estado de alta indefensión.

Según los datos relevados por el PSA, el promedio provincial es de un 35,5% de productores en esta situación, sobre una muestra de 501 casos de un total de 1200. Debemos aclarar que de ese 35,5% no todas las sucesiones están encuadradas en condición que queremos sanear.

Consideramos que antes de sancionarse la ley respectiva deberá realizarse el relevamiento pertinente para estar encuadrados en la problemática de familias rurales de escasos recursos.

El tema de regularizar estas situaciones no es menor: según el titular del PSA, no sólo atenta contra la estabilidad de una población, sino que agrava su calidad de vida, en cuanto que, al no poder acreditar su condición de titular de la propiedad, no puede acceder a ninguno de los beneficios de promoción social que el Estado posee; no puede acceder a subsidios para pozos de agua, tampoco para solicitar línea de energía eléctrica, profundizándose así su desamparo.

Invitamos a los señores Convencionales a acompañar este proyecto en la confianza que estamos otorgando ciudadanía a quienes, alejados y sin voz, merecen ser protegidos por el Estado Provincial.

Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 436)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROYECTO DE CREACION DEL TRIBUNAL FISCAL DE ENTRE RIOS

Artículo  : Incorpórese a la Constitución Entrerriana una nueva sesión bajo el título Tribunal Fiscal con el siguiente texto:

Artículo  : El Tribunal Fiscal es un órgano independiente y autárquico dotado de jurisdicción y competencia para entender en toda cuestión que se suscite con motivo de la aplicación de tributos provinciales o municipales con los contribuyentes.

Se integrará con tres miembros, dos de los cuales deberán tener el titulo de Abogado y el restante de Contador Publico, que serán seleccionados por el Consejo de la Magistratura y designados por el Poder Ejecutivo.

Para ser miembro del Tribunal Fiscal se requieren las mismas cualidades que las exigidas por esta Constitución para ejercer el cargo Juez.

La ley orgánica que dicte la Legislatura determinara su composición en salas y normas de procedimiento.

Cláusula transitoria:

Artículo : La Legislatura sancionará una ley que reglamente el funcionamiento de este tribunal en un plazo de 120 días.

ZABALA – DÍAZ (Carlos) – SCHVARTZMAN – HAIEK – DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – GIANFELICI – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

NORMAS DE LA LEY 9768 QUE HABILITAN SU INCORPORACION:

La creación del Tribunal Fiscal de la Provincia está habilitada por los siguientes artículos de la ley 9768 que declara la necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos:

ARTICULO 1º:

Inciso 9- Introducir normas sobre Control de Gestión interno y externo de los organismos estatales centralizados, descentralizados, autónomos y/o autárquicos

Inciso 10- Crear procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana

Inciso 15- Incorporar los Derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios Públicos.

Inciso 16- Incorporar el reconocimiento de intereses difusos y colectivos y su tutela a partir de acciones judiciales específicas.

21- Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación, que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales Pactos (articulo 8 de la convención americana de derechos humanos VER COMENTARIOS SOBRE LA PROCEDENCIA DEL TRIBUNAL FISCAL).

Contenido de la Convención Americana de Derechos Humanos:

Art. 8. Garantías Judiciales Inciso 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
Art. 25. Protección Judicial.
Inciso 1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

Inciso 2: Los Estados partes se comprometen: a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.
Como vemos la posibilidad de crear el Tribunal Fiscal esta prevista en la CADH, incorporada a continuación del artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional: En al menos dos artículos el 8, relativo a la gratuidad y garantías judiciales para reclamar en la dilucidación de conflictos de naturaleza fiscal y que el reclamo sea escuchado sin ningún requisito previo por un tribunal imparcial competente e independiente y el artículo 25 mediante el que el estado debe garantizar el ejercicio de tal recurso, sin solve et repete alguno
II ANTECEDENTES:

El Tribunal Fiscal de la Nación, fue creado el 28 de abril de 1960, el Tribunal Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, fue creado el 6 de Junio de 1956, ambas instituciones se hallan en pleno funcionamiento, y se erigen en órganos de la administración pública, de naturaleza autónoma, cuya misión primordial es, tener una institución administrativa, absolutamente independiente del Poder Tributario Local, con jueces designados por concursos de antecedentes y oposición, y a propuesta de los Colegios Públicos de Abogados y de Ciencias Económicas, en donde existe la posibilidad de discutir tributos, sus accesorios y multas, sin el previo pago de los mismos, lo cual atempera decididamente los efectos negativos del principio del solve et repete.

Con motivo de las primeras jornadas nacionales de Tribunales Fiscales el Presidente del Tribunal Fiscal de la Nación Dr. Buitrago señaló que la idea es insistir en la necesidad de constituir tribunales fiscales administrativos, interdisciplinarios y garantistas en todo el territorio nacional. Se le recordó que Córdoba había eliminado su tribunal fiscal y remarcó que justamente lo que se busca es alertar para que estas cuestiones no se repitan, porque la existencia de tribunales fiscales a nivel nacional y provincial es una garantía para el contribuyente.
Su creación va de la mano de la necesidad de garantizarles a los contribuyentes, la intervención de un ámbito imparcial, e independiente de las Administraciones Tributarias, en la dilucidación de los conflictos de esta naturaleza y sin necesidad alguna del “solve et repete”.

Tal imparcialidad se garantiza con cuatros elementos fundamentales: a) autonomía del Tribunal Fiscal, en cuanto a su funcionamiento independiente de las Direcciones de Rentas de la Provincia y de los Municipios Locales, b) transparencia en el método de selección de los jueces con intervención de los Colegios Públicos Pertinentes (Abogados y Ciencias Económicas), c) carácter interdisciplinario del tribunal (abogados y contadores), d) la especialización de sus miembros en la materia.

Ello permitió la siguiente conclusión concretada en las primeras jornadas nacionales de tribunales fiscales:1 “La previsión contenida en el art. 8 del Pacto de San José de Costa Rica relativa a la necesaria intervención de un juez o tribunal competente, independiente e imparcial en materia tributaria se satisface plenamente con la intervención de ambos tribunales fiscales que responden a tales exigencias, dejando constancia, por otra parte, de que los tribunales fiscales fueron estructurados sobre la premisa de no subordinarlos a normas o directrices de superioridad jerárquica administrativa alguna. Asimismo, precisan que ya no se discute la posibilidad de que organismos de carácter administrativo ejerzan funciones jurisdiccionales, como lo han reconocido los más altos tribunales de la Nación y de la provincia de Buenos Aires, supeditando la validez de los procedimientos administrativos de referencia, como principio, a que las leyes dejen abierta la posibilidad de una revisión judicial ulterior. Las conclusiones recogen un pedido permanente de profesionales y contribuyentes, en cuanto a que el Poder Ejecutivo Nacional haga uso de la facultad que permite establecer delegaciones fijas del Tribunal Fiscal de la Nación en el interior del país, de modo tal de favorecer su completa federalización.”2
En las terceras jornadas de Tribunales Fiscales se concluyo además: “En el ámbito provincial se propician dos cuestiones. El reconocimiento a una amplia posibilidad de las partes de ofrecer y producir prueba, proponiéndose que el requisito de admisibilidad previsto en el pertinente del Código Fiscal, debe considerarse “subsanable” otorgando al apelante oportunidad de cumplimentar el pago en la instancia de apelación solo de aquellos importes consentidos.

La intervención del Tribunal Fiscal, posibilita eliminar lisa y llanamente los recursos de reconsideración para ante el Director General y de Apelación para ante el Ministerio de Economía y de Reconsideración ante el Dpto. Ejecutivo Municipal y de Apelación ante el Consejo Deliberante, inmediatamente después de efectuado el procedimiento de determinación de oficio de la deuda tributaria, y además aniquila el “solve et repete”, pues luego de la determinación de la deuda tributaria, hecho concretado por las Direcciones de Rentas Provincial o Municipal, el contribuyente acude directamente a un Tribunal que está alejando de la injerencia perniciosa de las mismas o de los efectos telefónicos del poder ejecutivo.
“Atento la similitud de naturaleza y función de ambos tribunales fiscales (nacional y provincial), proponer para la provincia de ENTRE RIOS idéntica instancia judicial revisora de las decisiones definitivas, es decir, la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo (en nuestro caso SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA) con la finalidad de otorgar celeridad procesal, evitando extender innecesariamente el procedimiento.”3

Acorde con el control de legitimidad que los tribunales fiscales ejercen sobre determinados actos del ente fiscal, la excepción de nulidad permite denunciar eventuales transgresiones a aquellas normas que hacen a un regular procedimiento, y su declaración puede y debe ser realizada aun de oficio.

Finalmente Las conclusiones también reflejaron, dado el carácter de estos tribunales, la necesidad de que los respectivos poderes ejecutivos doten a los tribunales fiscales de recursos humanos y materiales acordes con su función, en concordancia con el creciente número de expedientes llevados a su conocimiento, circunstancia que refleja la correlativa confianza de la sociedad en su magistratura.

Las determinaciones de oficio de deudas tributarias, que efectúan las Direcciones de Rentas, normalmente se hacen con el argumento de que el contribuyente pague y que después vaya a la justicia a pretender hacer valer sus derechos, este manejo arbitrario siempre ha caminado por desechar todos los argumentos que a los fiscos locales no les convenga, de modo que como enseñaba ya en 1973 don Guillermo BALZAROTTI, en sus tratados de Derecho Tributario. “…solo los tontos discuten con los fiscos locales dentro de la esfera de actuación de los mismos…” o como señalara Enrique BULIT GOÑI, en el Seminario Internación de Tributación Local, realizado por la Universidad Católica de Rosario en Septiembre de 2006, “…no se Uds., pero yo voy invicto, en cincuenta años de profesión, jamás logre que un fisco local me de la razón no obstante de tenerla el argumento “pague y discuta en la justicia”

El Tribunal Fiscal que se propia crear, como el de la Nación (TFN) se instituye para dirimir las controversias que se suscitan entre los administrados y la Administración dentro de la órbita de su competencia "sin subordinación a normas o directrices de superioridad jerárquica alguna, a petición del presunto lesionado por la pretensión administrativa y al cabo de un proceso de conocimiento que reconoce iguales derechos a la Administración y al particular en cuanto a la defensa y prueba de sus pretensiones".

La importancia de acceder al mismo radica en la posibilidad de discutir tributos, sus accesorios y multas, sin el previo pago de los mismos y obedece necesariamente a que la Administración Tributaria no puede tener jamás la última palabra para decidir definitivamente sus relaciones jurídicas con los contribuyentes.
II – COMO VIENEN FUNCIONADO:

El Tribunal Fiscal de la Nación, fue creado por la ley 15265, y comenzó a funcionar el 28 de abril de 1960; es un organismo jurisdiccional administrativo, separado de la Administración activa.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, como último intérprete de la Constitución Nacional, a partir del precedente: "Fernández Arias c/Poggio"4, sentó una doctrina que se ha mantenido inalterable hasta la fecha, por la cual se admite la constitucionalidad de los tribunales administrativos siempre y cuando:
- se les reconociese a los litigantes el derecho a interponer un recurso ante los tribunales dependientes del Poder Judicial contra las resoluciones de dichos tribunales administrativos (supeditadas dichas resoluciones a un "control judicial suficiente");

- se negase a los tribunales administrativos la posibilidad de dictar resoluciones finales en cuanto a los hechos y el derecho controvertido.

La instauración de esta instancia jurisdiccional consagró un avance para la efectiva vigencia del principio de legalidad y los derechos de los contribuyentes (Estado de Derecho).

El TFN tiene su sede en la ciudad de Buenos Aires, pero su competencia comprende la totalidad del territorio nacional conforme lo normado por el artículo 145 de la ley 11.683.

Asimismo dicho artículo establece la posibilidad de que el Tribunal pueda constituirse en cualquier parte del país, ya sea mediante el establecimiento de delegaciones fijas en el interior, o mediante delegaciones móviles que funcionen en lugares y épocas determinadas en el Reglamento de Procedimiento del mismo.

Para garantizar la independencia e imparcialidad de sus miembros, se han establecido una serie de garantías similares a las que corresponden a los magistrados del Poder Judicial de la Nación, tales como la garantía de la inamovilidad (arts. 146, 6º párrafo, y 148 de la Ley de Procedimiento Tributario -LPT-) e intangibilidad de su remuneración.

Actualmente el TFN tiene dividida su competencia, en materia impositiva y aduanera. La ley prevé veintiuna vocalías que conforman siete salas, de tres vocales cada una.

Las tres salas aduaneras se integran sólo con abogados y las cuatros impositivas con dos abogados y un contador cada una (integración interdisciplinaria), lo cual se justifica por la concurrencia de elementos técnicos-contables que encierra el fenómeno jurídico-tributario.
Sus miembros que reciben el nombre de vocales, deben reunir los siguientes requisitos: ser argentinos, de treinta o más años de edad y con cuatro años o más de ejercicio de la profesión de abogado o contador, según corresponda (art. 146 LPT).

El Poder Ejecutivo es el encargado de elegir al presidente del Tribunal, designación que se realiza por el término de tres años, con la posibilidad de ser reelegido nuevamente para el cargo en forma inmediata luego de vencida la designación. El presidente debe, luego de concluido el término de su designación, seguir ejerciendo las funciones del cargo hasta tanto sea reelegido en dicha función o hasta que sea elegido para el cargo otro vocal del Tribunal.

El cargo de vicepresidente le corresponde al vocal más antiguo de competencia distinta a la que corresponde al vocal que ejerce la presidencia.

Finalmente, conviene destacar que el TFN por el artículo 185 de la ley 11.683, se encuentra imposibilitado de pronunciarse "respecto de la falta de validez constitucional de las leyes tributarias o aduaneras y sus reglamentaciones", como asimismo de las resoluciones delegadas, "a no ser que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación haya declarado la inconstitucionalidad de las mismas, en cuyo caso podrá seguirse la interpretación efectuada por ese Tribunal".

Esto es así, porque en nuestro sistema jurídico la facultad de declarar la inconstitucionalidad de una ley está limitada a los órganos jurisdiccionales dependientes del Poder Judicial, sin que resulte posible extenderla a los órganos jurisdiccionales dependientes del Poder Ejecutivo, ya que ello implicaría un quebrantamiento del principio de separación de poderes que consagra nuestra Constitución Nacional.

Lo normado por el artículo citado ut supra se trata de una limitación impuesta al TFN, sin que corresponda entenderlo en el sentido de competencia y, por lo tanto, sería posible acceder al mismo agraviándose únicamente sobre la inconstitucionalidad de las leyes, sus reglamentaciones y resoluciones delegadas.

III – EN EL DERECHO COMPARADO:

A esta altura de la narración cabe preguntarse ¿existen tribunales fiscales en otros estados?

La respuesta es positiva: “CUALIDADES DEL ORGANO JURISDICCIONAL: La condición primordial que debe reunir el órgano llamado a entender en el proceso tributario es, como dijimos, su independencia de la administración activa. Podríamos agregar que una segunda condición es la especialización en la materia, pero con ser mucha la importancia de esto, no lo es tanto como aquello, la independencia configura la verdadera jurisdicción, hace a su existencia misma; la especialización de los miembros en cambio es garantía de eficacia en las decisiones pero puede suprimirse sin desmedro de la subsistencia de la entidad. Esa exigencia ha sido señalada con elocuente franqueza por numerosas y autorizadas voces de Francia, de Italia, de Suiza, y acogida por reuniones de carácter internacional. La integración de dichos organismos en el Poder Judicial o en la esfera del Ejecutivo y aún separado de ambos, algo similar al Consejo de Estado en Francia es cuestión que depende de las características y organización de cada país”5
“En la actualidad, y creemos que esta es la razón de mayor peso a favor del sistema administrativista, es que la judicatura no ha renovado sus estructuras, resultando inadaptada a la evolución económico social, y bloqueando hasta anularlas todas las alternativas de modernización del proceso. Una materia tan fluida, en permanente transformación, como es la que sirve de sustentación a los tributos, exige una magistratura ágil y organizada en forma que posibilite una justicia eficaz y rápida, lo que no ocurre en la actualidad…”6
Pero veamos ahora como resolvieron el problema otros países:

1 - Tribunal Fiscal de Mejico, creado en 1936 como órgano especializado para conocer del contencioso tributario. Su competencia quedó convalidada con la reforma constitucional de 1946, al facultar a la Corte Suprema de Justicia a intervenir en los recursos interpuestos, contra las sentencias de tribunales administrativos creados por la ley fiscal”7
Se trata de un tribunal administrativo dotado de plena autonomía, integrado por una sala superior y salas regionales.

2 – Tax Court de los Estados Unidos: La composición y funcionamiento de la Tax Court (Corte Fiscal) de los Estados Unidos se hallan regulados por las secciones 7441 y siguientes del Internal Revenue Codeo f 1954 que constituye una subdivisión del capitulo 76, sobre “procedimientos judiciales”, lo que contribuye a deslindar la posición que le corresponde en el armazón institucional del país, Este Tribunal Fiscal es una repartición independiente de la rama ejecutiva del estado y adquirió la denominación de Tax Court en 1942, sus miembros fueron llamados jueces. Pero es una repartición administrativa, tiene sede en el Distrito de Columbia pero puede sesionar en pleno en cualquier lugar del país.

La Corte Fiscal es un tribunal de plena jurisdicción, de modo que puede rever ampliamente la decisión administrativa, sin restricción de ninguna naturaleza, por otra parte, su libertad de acción y el deber de colaboración que deben prestar las partes permite solucionar gran números de casos, sin forma de juicios, y aliviar de tal manera lo que podría ser una tarea abrumadora, incrementando así la eficacia practica del sistema.

3 – Corte Federal de Finanzas de Alemania Occidental, creado en 1919, pero a partir de 1950, se halla integrada por un presidente, el presidente de las salas y por jueces de finanzas, designados vitaliciamente mientras dure su buena conducta. Tiene amplias facultades para intervenir en cuestiones tributarias vía del recurso de apelación o de casación, disponiendo de amplios poderes para la sustanciación de las causas;

4 – El Tribunal Fiscal de la República de Ecuador, creado en 1959, compuesto por dos abogados y un especialista en derecho tributario. Es un tribunal administrativo, Lamentablemente fue eliminado por la última reforma constitucional.

5 – Los países de América que tienen Tribunales Fiscales Administrativos además de los ya nombrados son lo siguientes: a) Perú, (última instancia administrativa en el orden tributario), Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, España, y Uruguay, países que junto con Brasil, España, México, Bolivia, Portugal, y la República Dominicana, integran la Asociación Iberoamericana de justicia Fiscal y Administrativa.
IV – EL SOLVE ET REPETE EN EL DERECHO COMPARADO

Este principio fue creado en nuestro país por interpretación jurisprudencial, incorporándose luego a la legislación tributaria, si bien la CSJN, tiene dicho que el mismo no es procedente en casos anómalos; no obstante lo cual existe abundante doctrina de Cámara concordante con la opinión de Otero8 de que con la ratificación del Pacto de San José de Costa Rica por la ley 23054 y luego con su posterior incorporación con rango constitucional a continuación del art. 75 inciso 22 de la C. N., ha quedado derogado el principio del solve ete repete9.

"Que la Convención Americana sobre Derechos Humanos contiene normas como el art. 8 que garantizan el acceso irrestricto a la justicia, derogando el principio del 'solve et repete'" (del punto 8 de la declaración aprobada por las XXIII Jornadas Tributarias organizadas por el Colegio de Graduados en Ciencias Económicas de la Capital Federal, en Mar del Plata el 6/11/93, Comisión III, "Derechos de Defensa del Contribuyente").

En EE.UU. el "solve et repete" es desconocido. En Italia y Uruguay hace más de 30 años fue declarado inconstitucional. La mejor doctrina argentina (Jarach) participa de dicho criterio. Interpretando el Pacto, Héctor B. Villegas y Ernesto Grün, entre otros, lo consideran suprimido. Más recientemente, Ignacio José Buitrago y José Horacio Iujvidin, "Vigencia de las garantías del contribuyente en sede administrativa", trabajo presentado a las Jornadas indicadas al principio, han sostenido que "resulta obvio que no es necesario que el Congreso dicte una ley que derogue específicamente el principio del 'solve et repete' porque tal ley sería irrelevante", frente a un texto, del Pacto, "suficientemente claro" y operativo. Así lo pensamos; sin embargo el fallo reseñado demuestra lo contrario.

No podría soslayarse que la mencionada Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha establecido "que como parte de las obligaciones generales de los Estados, éstos tienen un deber positivo de garantía con respecto a los individuos sometidos a su jurisdicción", lo que supone "tomar todas las medidas necesarias para remover los obstáculos que puedan existir para que los individuos puedan disfrutar de los derechos que la Convención reconoce"; concluyendo que, "por consiguiente, la tolerancia del Estado a circunstancias o condiciones que impidan a los individuos acceder a los recursos internos adecuados para proteger sus derechos, constituye una violación del Artículo 8.1. de la Convención [...]" (caso "Hilaire, Constantine y Benjamín y otros". Sentencia de 21.6.2002. Serie C N° 94, párrafo 151.; reiterado en el caso "Cantos", citado, párrafo 49).

Como es sabido, según esa norma toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la Ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

Pues bien, la Corte Interamericana ha establecido que esta disposición de la Convención consagra el derecho de acceso a la justicia, y que de ella se desprende que los Estados no deben interponer trabas a las personas que acudan a los jueces o tribunales en busca de que sus derechos sean determinados o protegidos; por lo que "cualquier norma o medida del orden interno que imponga costos o dificulte de cualquier otra manera el acceso de los individuos a los tribunales, y que no esté justificada por las razonables necesidades de la propia administración de justicia, debe entenderse contraria al precitado Artículo 8.1 de la Convención" (caso "Cantos", citado, párrafo 50, segunda parte).

Similares consideraciones vertió respecto del Artículo 25 de la Convención (que también consagra el derecho de acceso a la justicia), para cuyo cumplimiento, expresó ese Tribunal Internacional, "no basta con que los recursos existan formalmente, sino que los mismos deben tener efectividad, es decir, debe brindarse a la persona la posibilidad real de interponer un recurso que sea sencillo y rápido"; concluyendo que "cualquier norma o medida que impida o dificulte hacer uso del recurso de que se trata constituye una violación del derecho al acceso a la justicia, bajo la modalidad consagrada en el Artículo 25 de la Convención Americana" (caso "Cantos", citado, párrafo 52). Ninguno de tales criterios podría ser marginado por esta Cámara.

Por el contrario, como lo destaca Néstor P. Sagüés ("El valor de los pronunciamientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos", en J.A. 1997-II-745), la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha puntualizado que la exégesis que hace la Corte Interamericana de Derechos Humanos respecto al Pacto de San José de Costa Rica, expresamente invocado en el caso, debe servir de guía para la inteligencia del mismo documento por los magistrados argentinos (autos "Ekmekdjián", Fallos: 315-II:1492; "Giroldi", Fallos: 318:514; "Bramajo", Fallos: 319-2:1840).

Corresponde, pues, analizar el caso a la luz de las consideraciones vertidas en los puntos que anteceden; consideraciones éstas que -como puede observarse- desnudan una clara tensión entre valiosos principios jurídicos. En esas condiciones, debe el Tribunal buscar la solución que del modo más adecuado preserve los distintos principios jurídicos en juego, mediante -al decir de Sagüés (op.cit.)- una "interpretación armonizante" entre el derecho provincial, por un lado, con el derecho del Pacto, por el otro.

En efecto, los inveteradas y reiterados criterios -anteriormente reseñados- referidos a las potestades tributarias del Estado, a los deberes de los ciudadanos para preservar su adecuado ejercicio, y a los fundamentos y finalidades del instituto del solve et repete, deben necesariamente ser armonizados con las garantías que ofrece dicho ordenamiento fundamental, el cual, si bien no autoriza -por todo lo dicho- a considerar derogada a la exigencia, sí indudablemente ha incidido en el alcance con el que puede aplicarse según las circunstancias de cada caso en particular.

La solución que propugnamos, satisface con la debida remoción de los obstáculos que impiden al contribuyente acceder a un tribunal competente imparcial e independiente por imposición de este principio y la misma consiste lisa y llanamente en a) la Creación de un Tribunal Fiscal Provincial, b) que el mismo funcione con naturaleza administrativa, pero autónomo de la incidencia de cualquier poder, c) en el cual las apelaciones se realizan con efectos suspensivos, d) que además evita el largo trajinar de todas las instancias administrativas y por ende es más rápido es más eficiente y quienes resuelven la cuestión son especialistas en cuya designación han intervenido los colegios públicos.

Cabe por último reiterar que países como Italia, (eliminado en 1961), España, Francia, hace mas de cuarenta años que han eliminado este principio, y países de América como, Chile, Uruguay Brasil, U.S.A., Venezuela, Bolivia, República Dominicana, no lo aplican porque consideran que viola la garantía judicial de acceso al tribunal, el cual debe ser gratuito.

V – CONCLUSION:

El argumento de que el solve et repete, que implica el cumplimiento adelantado de la sentencia, con lo que transforma a las apelaciones en demandas contenciosas de repetición de tributos, bajo el sofisma de que los recursos son necesarios, para el cumplimiento de los fines del estado, choca contra un muro infranqueable formado por la corriente doctrinaria y jurisprudencial moderna que: a) debe existir un tribunal especializado, autónomo, imparcial e independiente que resuelva el fondo de la cuestión antes de su exigibilidad, por cuanto de lo contrario, las administraciones tributaras dictan resoluciones protegidas por aplicaciones arbitrarias para que el contribuyente pague y luego repita judicialmente (total le va a llevar años cobrar) y b) el estado argentino tiene superavit fiscal desde hace seis años.

1 Primeras Jornadas Nacionales de Tribunales Fiscales, La Plata, 28 de Septiembre de 2004, Colegio de Abogados del Departamento Judicial de la Plata

2 Conclusión ratificada por las III Jornadas de Tribunales Fiscales, y apoyada por el Tribunal Fiscal de Apelación de la Provincia de Buenos Aires, Tribunal Fiscal de la Nación, Colegio de Abogados de La Plata, Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires, Instituto Provincial de Administración Publica, Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la ciudad de Buenos Aires, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, UNLP, Facultad de Ciencias Económicas, UNLP, Facultad de Ciencias Económicas, UCALP., 31/10/2006
3 Conclusión de las III Jornadas Nacionales de Tribunales Fiscales, 31/10/2006

4 CSJN, 19/9/60, “Fernández Arias c. Poggio”, Fallos 247:646, igual en lo sustancial 31/5/61 “Gerino Hnos. S.R.L”, Fallos 249:715

5 Carlos Maria Giuliani Fonrouge, obra actualizada  por Susana Camila Navarrine y Rubén Oscar Asorey en Derecho Financiero, Tomo II, pág. 647 en adelante, Editorial La Ley, Novena Edición 

6 Carlos Maria Giuliani Fonrouge, obra actualizada  por Susana Camila Navarrine y Rubén Oscar Asorey en Derecho Financiero, Tomo II, pág. 647 en adelante, Editorial La Ley, Novena Edición

7 Artículo 104, fracción I, de la Constitución de Mejico

8 CFed, Contencioso Adnibnistrativo, Sala IV, 18/04/85, “Telesud S.A. s/recurso de apelación”; Raúl Otero, Incremento de las Contribuciones Municipales sobre Inmuebles “D. F- XL 203 a 209”, citado en Derecho Financiero, Tomo II, Novena Edición, La Ley, Carlos M GIULIANI FONROUGE, Obra Actualizada por Ruben Aspo

9 Arístides Corti, Jurisprudencia Fiscal Anotada, Impuestos, XLIV-433. La Convención Americana de Derechos Humanos dice al respecto en su artículo 8º, Ier. Párrafo, toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, imparcial e independiente, establecido con anterioridad por la ley, …”

Gregorio D. Zabala – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman – María M. Haiek – Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta –Darío R. Gianfelici – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Control del Estado.

XXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 437)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase un nuevo artículo al texto de la Constitución, cuyo contenido es el siguiente:

“La Provincia reconoce el derecho a la constitución de Colegios y Consejos Profesionales cuyas funciones esenciales son la de ejercer el control de la matrícula y el poder disciplinario de los profesionales que los componen.

Los Colegios y Consejos Profesionales pueden participar en la creación de organismos de seguridad social para los profesionales que los comprendan.
La Ley regulará las peculiaridades propias de sus regímenes jurídicos de organización y funcionamiento, que deberán ser democráticos.”

MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO.

FUNDAMENTOS

La ley 9768 ha habilitado expresamente, en su art. 1º inc.7), “incorporar normas relativas a la colegiación de profesionales”, y nosotros nos hacemos eco de esta posibilidad de acceder a un reconocimiento que han venido requiriendo los colegios y consejos de profesionales entrerrianos desde hace tiempo y que, entendemos, es de toda justicia.

En particular, ha sido el Colegio de Abogados de Entre Ríos el que ha insistido a través de los tiempos en la necesidad y conveniencia de brindarle “rango constitucional” no sólo a los Colegios Profesionales, sino también, a las Cajas Previsionales para profesionales, las que ya han tenido cierto reconocimiento a partir de su incorporación al texto del art.125º párrafo segundo de la Constitución Nacional.

Los Colegios Profesionales se constituyen en personas jurídicas públicas no estatales, porque en ellas el Estado Provincial ha delegado funciones propias sin que ello traiga aparejado que –tales entes- se transformen en parte del Estado mismo. Esta decisión de delegarles el control de la matrícula profesional y el poder sancionatorio de sus componentes, constituyen una manifestación clara e inequívoca de una mejor prestación de dichas funciones de contralor, no sólo por la obiva especificidad que cada profesión posee que importa un juzgamiento y control por quien entiende y conoce la actividad, sino también, deja muy en claro que esa delegación ha sido ejercida en forma pacífica y eficiente a través de los tiempos, probada –esta afirmación- fundamentalmente porque el Estado no ha pretendido retomar ese poder delegado y porque, además, en los últimos tiempos ha habido creaciones de colegios profesionales que comprenden, prácticamente, a todas las profesiones.

Debemos recordar, también, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación le ha reconocido la constitucionalidad de estas delegaciones de potestades de control o –como se denomina por el derecho administrativo clásico- de policía a entes que no forman parte del Estado, así, por ejemplo, en la causa “Colegio de Médicos de Santa Fe c./Sialle” (Fallos: 237:397; L.L.T.87, pág.701) y en otras más, incluso, algunas autóctonas de nuestra provincia.

En el derecho comparado también encontramos sustento en nuestra postura, así cuentan con disposiciones en tal sentido, Constituciones Provinciales como las de la Provincia de Buenos Aires (arts. 40 y 41); de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (arts. 44 y 45); de la Provincia de Córdoba (arts. 35, 36 y 37); entre otras; en el continente americano podemos citar a la Constitución de Guatemala (art. 90) y en el continente europeo a la Constitución de España (art. 36), de la cual hemos tomado la exigencia mínima de la organización y funcionamiento democrático de aquéllos.

Por todo ello y como forma de afirmar un sistema que ha sabido consolidarse a través de los tiempos e, incluso, proyectarse a prácticamente todas las profesiones, el reconocimiento constitucional propuesto, permitirá despejar futuras maniobras que, en otras provincias y en los nefastos años 90, pretendieron avanzar sobre estas corporaciones que han sabido ejercer sus funciones públicas a lo largo de los años con la seriedad requerida y descomprimiendo, al menos en estas cuestiones, a la omnipresencia del Estado moderno.

Guillermo C. Martínez – Rosario M. Romero.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 438)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase un nuevo artículo a la Sección X de la Constitución, cuyo contenido es el siguiente:

“Art…: La enmienda o reforma de un solo artículo, podrá ser resuelta por la Legislatura provincial con el voto afirmativo de los dos tercios de votos del número total de los miembros de cada Cámara. Para que entre en vigencia deberá ser refrendada  popularmente en la primera elección general que se celebre por la mayoría de los votos emitidos. El voto afirmativo del pueblo lo convertirá en texto constitucional y su promulgación será automática”

MARTÍNEZ (Guillermo)

FUNDAMENTOS

En primer lugar y previo a todo comentario, debemos señalar que la ley 9768 de convocatoria a elecciones, en forma expresa, permite –en su art.1º pto.47- la incorporación de este sistema de modificación de la Constitución provincial.

Comienzo con esta advertencia porque el texto de la habilitación constitucional es claramente limitante del margen de acción de la H. Convención Constituyente. Veamos el porqué de esta calificación que efectúo:

-Digo que es estricta porque se expide sobre la posibilidad de establecer este sistema acotándolo a: 1º) que se agregue o modifique “un solo artículo”, cuando existen textos constitucionales que permiten modificar más de un artículo (p.ej. art. 212º de la Constitución de la provincia de Chaco “La enmienda o reforma de un artículo y sus concordantes…” o el art. 271º de la Constitución de Chubut “La reforma de hasta dos artículos…”); 2º) previo dictado de una ley especial con mayoría calificada; 3º) la necesidad de la ratificación posterior de parte del electorado provincial y 4º) el establecimiento de las materias excluidas de este sistema de modificación de la constitución.  Estas son las directrices que el legislador impuso y, sobre las que se ha elaborado el proyecto, a fin de contar con viabilidad jurídica suficiente para su sostenimiento ulterior;

-También ha sido algo imprecisa la habilitación, dado que confunde la ratificación posterior que sólo puede ser dada por un refrendo popular o “referéndum” y no mediante la técnica de la “consulta popular”, dado que la primera es la técnica adecuada al permitir someter una disposición legal (en sentido amplio, es decir, comprendiendo a las disposiciones constitucionales) a la consideración del pueblo, el cual, mediante el voto permite su entrada en vigencia o no, mientras que la relativa a la consulta popular –como su nombre lo indica- permite conocer la opinión del electorado, pero nunca se expide sobre una norma concreta. Aún así, debemos reconocer que la misma Constitución Nacional en su art. 40º incurre en el mismo error y también lo hacen varias constituciones provinciales. En este proyecto lo evitamos a fin de que nuestra constitución provincial sea de la mayor rigurosidad técnica que refleje la calidad que siempre ha tenido.

Por otra parte y entrando a justificar el acierto de incluir una disposición de este tipo, que pretende permitir o habilitar la posibilidad de agregar una disposición constitucional o reformar una existente, mediante el sistema de la enmienda, constituye un salvoconducto importante a incorporar a aquellas constituciones rígidas, como la nuestra.

En efecto, es bien sabido que las constituciones se dictan y se modifican con una gran visión de futuro, como así también se deben interpretar, conforme a la dinámica de los tiempos, postura esta que se condice con la denominada “interpretación dinámica” que, entre otros grandes constitucionalistas, la pregona Sagüés.

Sin embargo, muchas veces ello no alcanza, porque puede haber disposiciones que claramente resultan necesarias en su modificación, como así también, circunstancias nuevas –imprevisibles o no– pueden justificar la necesidad de contar con un dispositivo constitucional expreso que adolece el texto constitucional vigente. En estos dos casos, no queda otro camino que la convocatoria a una reforma constitucional, lo cual, como bien sabemos los entrerrianos contemporáneos, no es tarea fácil de lograr.

De allí que la posibilidad de contar con un mecanismo constitucional que permita corregir, modificar o incorporar una disposición que a todas luces es necesaria para la comunidad en un momento histórico dado, con sus lógicos condicionantes: mayoría especial de la legislatura, que sólo pueda modificarse un solo artículo o agregarse sólo uno, y la necesaria ratificación popular, nos posibilita contar con un sistema que flexibiliza la constitución a las necesidades de una sociedad que requiere de soluciones cada vez más rápidas en un mundo que parece ir acelerándose día a día.

Deliberadamente no he establecido limitaciones a la posibilidad de utilización de este sistema de modificación constitucional que habilita la ley 9768, ya que, la flexibilidad que requiere el texto constitucional, debe comprender todo su articulado, por otra parte, establecer limitaciones a una posibilidad que se encuentra limitada y acotada –como hemos visto antes- no justifica establecer limitantes que podrían obstaculizar necesarias y futuras modificaciones por esta vía.

Nos hemos propuesto modificar nuestra Constitución Provincial para que perdure en el tiempo, ahora bien, la presente propuesta permite la incorporación de esta válvula de escape que admite, si se necesita una muy acotada, puntual y necesaria modificación pueda llevarse a cabo sin mayores inconvenientes y, también sin los riesgos que podrían generarse si permitiéramos una excesiva flexibilidad en las reformas futuras, lo cual podría alterar el equilibro constitucional al permitir al legislador ordinario mutar en un constituyente alternativo, situación que no podrá suceder si esa H. Convención apoya y aprueba el presente proyecto, tal como lo redacto.

Guillermo C. Martínez

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 439)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art …: La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que no recibe instrucciones de ninguna autoridad.

Tiene por misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos y demás derechos e intereses individuales y de incidencia colectiva tutelados por el ordenamiento jurídico frente a actos, hechos u omisiones de la administración pública, de la policía de seguridad, del servicio penitenciario o de prestadores de servicios públicos; así como la defensa y protección de los derechos de los miembros de la policía de seguridad y del servicio penitenciario sujetos a subordinación.

Tendrá legitimación procesal e iniciativa legislativa, pudiendo requerir de las autoridades públicas toda la información necesaria para el mejor ejercicio de sus funciones sin que pueda oponérsele reserva alguna. En su actuación se observarán los principios de informalismo, gratuidad, impulsión de oficio, sumariedad y accesibilidad.

Art ... : La Defensoría del Pueblo estará a cargo de un Defensor del Pueblo quien será designado por la Legislatura con el voto de las dos terceras partes del total de miembros de cada una de la Cámaras. Deberá contar con treinta años y las demás condiciones para ser Diputado provincial. Gozará de iguales inmunidades y prerrogativas que los Legisladores y le alcanzarán las inhabilidades e incompatibilidades establecidas para los Jueces.

Su mandato será de cinco años, pudiendo ser reelecto y solo podrá ser removido por el Jurado de Enjuiciamiento.

Una ley especial regulará su organización, funciones específicas, el número de adjuntos y su forma de designación.

MONGE

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Por la iniciativa que antecede propiciamos incorporar al texto de la Constitución Provincial la figura del Defensor del Pueblo.

Esta institución que tuvo su origen formal en el Reino de Suecia a través de su Constitución de 1809, fue concebida al amparo de la “pugna dialéctica que existía entre el parlamento y el rey”. Aquella constitución le otorgaba amplias facultades en su misión de controlar la observancia por parte de todos los funcionarios públicos de las leyes y reglamentos, pudiendo incluso citar a juicio a quienes por “parcialidad, favoritismo o por cualquier otro motivo hubieran cometido actos ilegítimos” o no hubieran cumplido de manera adecuada las funciones del cargo.

Hoy esta figura ha cobrado un prestigio universal y constituye una valiosa herramienta de protección para los derechos de los ciudadanos además de ser un moderno organismo de participación popular en el control de la administración pública.

En el derecho constitucional comparado, esta figura, colecta valiosos antecedentes sobre todo a partir de la segunda mitad del siglo XX en lo que concierne a la protección y defensa de los derechos individuales, sectoriales y colectivos de los habitantes.

El siempre recordado y no menos citado Juan Bautista Alberdi expresaba que la parte más importante del derecho público argentino encontraba su fuente en el derecho de las provincias. El Defensor del Pueblo no es la excepción ya que al igual que en el terreno los derechos sociales receptados mucho antes en las Cartas provinciales que en la Constitución Nacional, primero fue incorporado en las leyes fundamentales de Córdoba, Formosa, La Rioja, Río Negro, Salta, San Juan y San Luis.

El Defensor del Pueblo, inicialmente, en Suecia, nació como un delegado parlamentario –con independencia funcional de quienes lo designaban– para dar respuestas a las quejas de los ciudadanos ante la morosidad de la burocracia tanto administrativa como judicial. En síntesis fue ideado originariamente como un remedio a la disfuncionalidad administrativa.

Al decir de Maiorano, tenía entonces las siguientes notas características: a) ausencia de solemnidades en la presentación de las quejas; b) carácter no vinculante de sus resoluciones despojadas del clásico imperium jurídico; y c) amplias facultades de investigación y obligación de presentar ante el Parlamento, un informe anual dando cuenta de su labor.

Luego de la segunda guerra mundial, la administración pública, bajo las premisas del constitucionalismo social, aumentó grandemente su actividad coetáneamente con la ampliación de los derechos al campo económico, social y cultural.

Así, el ombudsman ya no sólo circunscribirá su accionar al conocimiento de quejas respecto de la deficiente administración pública como lo hacía tradicionalmente cuando actuaba en defensa de los derechos civiles básicos. Ahora además de proteger los derechos humanos tradicionales (vida, libertad, dignidad) se ocupará de los derechos relacionados con el trabajo, la salud, la seguridad social, la educación, etc., es decir los denominados derechos de segunda generación. Todo en correlación con el mayor intervencionismo estatal potenciado por las exigencias de sociedades que demandaban más y mejores servicios públicos. 

Por último, como luego veremos aparecerán los denominados derechos de tercera generación o derechos de la solidaridad o derechos de incidencia colectiva con una fuerte proyección sobre la incumbencia del Ombudsman.

LAS TRES FASES EN EL RECONOCIMIENTO DE DERECHOS

Sin hesitación alguna podemos afirmar la existencia de una notable interrelación e influencia entre la figura del Defensor del Pueblo –en cuanto a sus atribuciones y características con la que ha sido creada en las distintas épocas– y el momento histórico de la cultura jurídica o fases de la evolución del reconocimiento de derechos y libertades. Así:

A) Como lo expresáramos supra, el natalicio formal del ombudsman se da en momentos en que comenzaban a afianzarse en el plano teórico primero y en la realidad después, particularmente en los pueblos más desarrollados de entonces, los derechos humanos tradicionales, es decir, los derechos individuales civiles básicos, verbigracia, a la vida, a la libertada, a la dignidad, a la propiedad privada.

Tal estadio se correspondió con el denominado constitucionalismo liberal y se tradujo en libertades y garantías que no requerirán ninguna actuación estatal sino mas bien una abstención. En suma solo demandaban poner límites al poder.

Aquí el ombudsman básicamente se ocupaba del desequilibrio entre las dificultades administrativas y los derechos individuales.

B) En una segunda etapa, con la consagración constitucional de nuevos derechos que demandarán del Estado necesidades que deberán ser actuadas por este, ingresamos en un campo que supera la orbita individual o de “exclusividad” de los derechos humanos de primera generación, para introducirnos en derechos más bien sectoriales.

Nos encontramos ahora, de la mano del constitucionalismo social, frente a derechos de “naturaleza prestacional donde el Estado asumirá compromisos de índole positiva”. En síntesis, en esta segunda etapa surgen los llamados derechos económicos, sociales y culturales cuyo reconocimiento estará sujeto al accionar del Estado, o sea requerirán un hacer positiva del mismo, una aptitud del poder.

Así las cosas, el Defensor del Pueblo que se institucionaliza en esta etapa generalmente adiciona a sus primigenias atribuciones de control y denuncia de la disfuncionalidad administrativa o “mala administración”, el contralor de los servicios públicos, recomendaciones para que el Estado remueva los obstáculos que afecten los distintos individuos y sectores en el terreno socioeconómico. Ahora protegerá no solo los derechos civiles y políticos de los ciudadanos, sino también los derechos económicos, sociales y culturales.

En este estadio, como bien se ha señalado, el ombudsman con su nueva dinámica en materia de supervisión y control “se constituye en un gestor ocupado de un número considerable de cuestiones que normalmente quedan fuera de la jurisdicción de cualquier tribunal administrativo” dado que el considerable incremento de las potestades de las autoridades publicas a menudo las hace incursionar en abusos de poder, errores, omisiones arbitrariedades, etc.

C) Por fin, aparecen los denominados derechos de tercera generación, derechos de la solidaridad o de incidencia colectiva, que obviamente impactarán también en la impronta del Defensor del Pueblo y en su misión.

Estos derechos – sostiene Jorge Luis Maiorano – son aquellos que superan tanto el egoísmo y exclusividad de los derechos individuales como el interés sectorial de los derechos sociales y se fundan en su incidencia colectiva, como ser el derecho a un medio ambiente equilibrado, a la protección de los valores culturales e históricos de una comunidad, textualmente afirma es “el último estadio de este proceso en el cual se ha transitado de lo individual a lo social y de los social a lo comunitario, en otros términos, del egoísmo, al sector, y de éste, a lo social imbuido de solidaridad” donde los titulares no son personas individuales sino la comunidad y ante los cuales el Defensor del Pueblo debe actuar como un verdadero “abogado de la sociedad”.
En suma, el tránsito de lo individual a lo social y luego a lo comunitario impactó en las funciones del Defensor del Pueblo.

EL OMBUDSMAN CRIOLLO

En América Latina la aparición de esta figura lo fue al influjo del Procurador de Justicia portugués (1975) y más particularmente del Defensor del Pueblo español (1978).

En efecto, la influencia que ha tenido España en las naciones de América Latina “ propició que estas en su gran mayoría, hayan adoptado a esta institución, si bien con los principios tradicionales de esta figura original, pero con las características propias y matices diferentes de la realidad latinoamericana, que han llevado a los especialistas a denominarlo como el ombudsman criollo, el cual se ocupa fundamentalmente de la promoción, protección y defensa de los derechos humanos en general, a mas de ocuparse de la atención de las reclamaciones provenientes de los ciudadanos que arguyen una deficiente gestión publica por parte de las autoridades” (Mireille Roccatti).

El modelo español constitucionalizado en el Artículo 54 le da a la Defensoría del Pueblo el carácter unipersonal, formalmente dependiente de las Cortes Generales, pero funcionalmente autónoma de éstas, encomendándole la misión de la defensa de los derechos fundamentales frente a las posibles violaciones cometidas por los poderes públicos y sus agentes.
Sin duda alguna, hay un proceso generalizado que profundiza la “vinculación del ombudsman de nuestros días con los derechos humanos y con la consolidación del sistema democrático” (Maiorano).

En Latinoamérica será Guatemala en 1985 quien implemente por primera vez esta institución con el nombre de “Procuraduría de los Derechos Humanos”. Luego se constitucionalizará en México, El Salvador, Honduras, Costa Rica, Colombia, Argentina y Perú.

EL TEXTO PROPUESTO

En la propuesta de texto constitucional que antecede definimos a esta institución “como un órgano unipersonal e independiente con autonomía funcional y autarquía financiera”, que no recibe órdenes de ninguna autoridad.

Al no estar en el ámbito de la Legislatura se refuerza su autonomía funcional. Entendemos que el carácter de independencia debe ser tanto del organismo que lo designa como de aquellos a quienes controlará. Que no reciba esta institución órdenes de nadie “parece también ser garantía de buena gestión”.

Por autarquía financiera definimos la facultad de la Defensoría del Pueblo de confeccionar su propio Presupuesto, el que una vez confeccionado integrará el proyecto de Presupuesto de la provincia que será enviado a la Legislatura.

En cuanto a su misión creemos conveniente agregara a las clásicas definiciones de la figura que establecen la Constitución Nacional y varias cartas provinciales, la actuación fuera de toda duda en cuestiones relacionadas con el accionar de la policía de seguridad y de la fuerza penitenciaria. Tanto frente a lesiones de ellas hacia el resto de los ciudadanos como también cuando se trate de actos, hechos u omisiones violenten o desconozcan los derechos humanos de los agentes policiales y penitenciarios en tanto miembros respectivos de dichas fuerzas.

Con esta inclusión pretendemos reforzar el camino en cuanto al avance del control civil y mayor democratización de las fuerzas de seguridad y penitenciarias, pues a menudo también ocurren en ellas situaciones que impactan sobre los intereses y derechos de las personas a través de casos de arbitrariedad y abuso de autoridad, entre otras, no solo de los ciudadanos en general, sino también sobre los propios miembros de dichas fuerzas, toda vez que se dan episodios donde el mando no siempre es ejercido por “ convicción” sino a través del “temor” o “miedo” a la sanción, al arresto, al traslado; acosos de diversas índoles, etc., vicisitudes que obviamente son sufridas por quienes - frecuentemente no se tiene presente esto – son también titulares de derechos humanos.

Así las cosas, como innovación para esta figura a nivel de texto constitucional, pretendemos que también se ocupe de velar por el cumplimiento de las “normas, principios y prácticas de la buena administración en el ámbito policial y penitenciario” protegiendo también los derechos e intereses del personal sujeto a subordinación integrantes de la policía de seguridad y del servicio penitenciario ante actos, hechos u omisiones ilegítimos o rearbitrarios que los vulneren o perjudiquen.

Esta competencia para sí es especialmente reconocida por el texto magno provincial, colocaría al Defensor del Pueblo de Entre Ríos a la vanguardia en la democratización de las fuerzas de seguridad y en la búsqueda de un mejor y más eficaz funcionamiento de las instituciones sobre todo en lo tocante al respecto por los derechos humanos.

Mejorar las prácticas de estos organismos, las condiciones de trabajo y modalidades de funcionamiento hacia el interior de los mismos, sin duda traerá consecuencias positivas. Coadyuvará a evitar que estas fuerzas, particularmente la de seguridad caiga en la consideración que se hace de ellas en otras geografías donde se observa que la población poco a poco se va “alarmando simultáneamente por un exceso y por una insuficiencia policial: que ésta haya llegado a no dar más miedo a quienes deberían temerle y a inquietar a quienes debería tranquilizar”.
En otro aspecto, nos parece decisivo concederle amplias facultades de solicitar informes a las autoridades públicas, como asimismo la más amplia legitimación procesal en su cometido y dotarlo de iniciativa legislativa, dado que –a no dudarlo– en el desarrollo de sus funciones irá colectando importantes inquietudes y experiencias con lo que estará en óptimas condiciones de aportar al mejoramiento de la legislación entrerriana.

Es importante que el texto constitucional refleje, aun cayendo en algún riesgo de sancionar una cláusula detallista, los principios que deberán informar la actuación de y ante la Defensoría del Pueblo.

Con tales consideraciones y las que estamos dispuestos a brindar en ocasión de su tratamiento dejamos fundada la iniciativa que antecede impetrando de nuestros pares la consideración favorable de la misma.

Jorge D. Monge.
–A la Comisión de Control del Estado.

XXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 442)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCIÓN…

“DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”
Artículo Primero) Reconócese a la ciudadanía el derecho a la participación democrática que será garantizado por el Estado Provincial, mediante el desarrollo de políticas activas en lo relativo y concerniente a: la revocatoria de mandatos, la iniciativa popular, la participación en audiencias públicas y, en los organismos de control político, administrativos y de gestión del Estado, creados por esta Constitución y las Leyes respectivas. Las garantías de esta norma abarcan los derechos políticos, económicos, sociales, culturales y en general los relacionados a todas las actividades en que las personas y asociaciones, reconocidas legalmente, tengan interés y cuya finalidad sea el pleno goce de los derechos reconocidos en esta Constitución.

Artículo Segundo) DE LA INICIATIVA POPULAR:

Los ciudadanos tienen derecho a la iniciativa popular con la finalidad de presentar Proyectos de Ley ante la Legislatura, debiendo este organismo dar expreso tratamiento a los mismos, en el término de seis meses de la presentación que deberá reunir la firma del tres por ciento del padrón electoral de todo el territorio Provincial.
No se admitirán proyectos en materia de Reforma Constitucional, tributos, Presupuesto, obras públicas y organización de la Justicia.
Artículo Tercero) DE LA CONSULTA CIUDADANA:
Tanto el Poder Legislativo como el Ejecutivo, podrán convocar a la ciudadanía a consulta vinculante, para que un proyecto sea convertido en Ley si cuenta con el voto afirmativo o favorable del cincuenta por ciento más uno de los votos válidos emitidos en dicha consulta.

La Ley que convoque la consulta, como asimismo el Proyecto de Ley que resultare aprobado en el comicio serán de promulgación automática. El presente artículo deberá ser reglamentado dentro de los sesenta días de entrada en vigencia de la presente.

Artículo Cuarto): DE LA PARTICIPACION EN AUDIENCIAS PÚBLICAS
La participación de la ciudadanía en audiencias públicas será convocada por la Legislatura, el Poder Ejecutivo o por los Entes Reguladores de Servicios, y tendrá por finalidad, la formulación de proyectos de interés general, relativos al Presupuesto del Estado, las tarifas y el funcionamiento de los servicios públicos.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

Tal como lo propone la ley 9768 que consagra la necesidad de la Reforma en su Art.1 Inciso 2 habilitándonos a introducir pautas concernientes a la participación democrática de la ciudadanía, es que presento este proyecto pretendiendo se incorporen a nuestra Constitución Provincial una serie de mecanismos o herramientas de participación, que pude contemplar en la amplia constelación de este nuevo derecho llamado “de tercera generación” por la Doctrina Constitucionalista de nuestro País.

Mediante el mismo se reconocen al ciudadano derechos políticos ejercidos ya sea, mediante institutos de democracia semi directa o bien por la participación del individuo por si o como integrante de asociaciones civiles reconocidas por el Estado, en los distintos organismos de control político, administrativo y de gestión del Estado que crea esta Constitución.

Estos derechos nuevos que como dije son llamados de tercera generación integran además en nuestra Carta Magna Suprema los llamados “Derechos Difusos”.
Entiendo que una Provincia moderna y de avanzada necesariamente debe nutrirse de una participación ciudadana activa y responsable que se involucre efectivamente, con propuestas vinculantes, que se comprometa y también comprometa a los funcionarios con la ética pública y a una gestión transparente.

Tengo la absoluta convicción que un pueblo rico, heterogéneo y grande como el nuestro, compenetrado en el crecimiento de esta querida Provincia y en el fortalecimiento de sus Instituciones, con herramientas como las aquí propuestas, a saber: la iniciativa popular, la consulta ciudadana, las audiencias públicas, y la revocatoria de los mandatos, –proyecto éste ya presentado por separado– ejerciendo sus derechos participativos, será un aporte valiosísimo a nuestra pujante democracia.
Por los argumentos aquí expuestos y que oportunamente ampliaré es que solicito de mis pares el tratamiento y la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 443)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

CAPITULO

“DEL DEFENSOR DEL PUEBLO”

Artículo PRIMERO: “EL DEFENSOR DEL PUEBLO DE ENTRE RÍOS es un órgano independiente con funcionamiento dentro del ámbito de la Legislatura, autonomía funcional, autarquía financiera y legitimación procesal.

Es su deber la defensa y protección de los derechos humanos y demás derechos e intereses reconocidos por esta Constitución y las leyes, frente a actos, hechos u omisiones de la Administración y de los prestadores de servicios públicos.”

Artículo SEGUNDO: “Su designación estará a cargo de la Legislatura con el voto de la mayoría simple de la totalidad de los miembros de ambas Cámaras.

Gozará de las inmunidades y derechos de los Legisladores mientras dure en sus funciones, en las que durará 5 años pudiendo ser reelecto. Le alcanzan las inhabilidades e incompatibilidades de los Jueces, pudiendo ser removidos sólo por juicio político. La organización y el funcionamiento de este órgano será reglamentado por una ley especial.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

Con la presentación del presente se proyecta incorporar una norma creando el instituto del "Defensor del Pueblo", como organismo público dedicado a la defensa de los derechos acordados a la ciudadanía y sus organizaciones, que puedan resultar menoscabados por la acción u omisión del Estado y los entes públicos.

Se trata de un organismo de control de los poderes del gobierno que, en palabras del Convencional (año 1994) Masnatta tuvo por fin vigorizar la función controlante del Congreso (referencia de Néstor Pedro Sagüés, "Elementos de Derecho Constitucional", T-1:470).

Es oportuno mencionar que el antecedente más importante de la Defensoría del Pueblo en el universo jurídico constitucional, lo aporta la Constitución Nacional reformada, en 1994 que en su artículo 86, lo sitúa en la esfera del Congreso Nacional.

Tiene su raíz doctrinaria para el Derecho Político, en Dinamarca donde según la traducción se lo llama "comisionado parlamentario"; en España, "defensor del pueblo", "ombudsman" para los de habla inglesa, por mencionar algunos; ubicándolo normativamente dentro del diseño de uno u otro poder.

En el derecho nacional fue incorporado por Constituciones como Córdoba, Art. 124; La Rioja, Art. 144; Salta, Art. 124 Inc. 15; San Juan, Art. 150 y otras.

El Art. 86, mencionado, dice que "es un órgano independiente instituido en el ámbito del Congreso", y esto nos indica su fuerte influencia parlamentaria.

La Constitución Nacional expresa que los diputados son los genuinos representantes del pueblo, no obstante esta es una doctrina sumamente discutible en razón ya que existen otros representantes electos.

Como se ve tienen la facultad de designar al Defensor del Pueblo, cuya misión se desarrolla de manera concreta, pues en muchos casos, defiende los derechos del pueblo mediante acciones judiciales que podrían ser ejercidas por cualquier ciudadano o grupo de ellos.

Se proyecta, en honor a la experiencia de este organismo a nivel nacional, que tenga autonomía funcional e independencia plenas y como finalidad la de defender los derechos y garantías acordados al pueblo por esta Constitución y las leyes, a través de acciones concretas para las que se le otorga legitimación incluso, para promover demandas de carácter colectivo.

Cuando me refiero a los derechos, hago referencia a todos los reconocidos, inclusive los que se incorporan a raíz de la Ley N° 9.768.

En palabras del constitucionalista Quiroga Lavié, “debemos enumerar los verbos que conjugan la actividad del Defensor del Pueblo, informar, inspeccionar, investigar, contralor, discutir pública y privadamente, disentir, recomendar, exhortar, influir, criticar, censurar accionar judicialmente, encuestar, proyectar y programar.”

Las acciones procesales, cuya legitimación se otorga al instituto, se acuerdan ante el avance del Estado sobre los componentes de la sociedad civil, ya sea mediante actos u omisiones, y también para el control de las funciones administrativas en todas sus áreas.

José A. Allende

–A la Comisión de Control del Estado.
XXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 444)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Artículo 1°: Incorpórase como artículo nuevo a la SECCION VI - PODER JUDICIAL - CAPITULO I- Disposiciones Generales el siguiente texto: “El Poder Judicial es un poder autónomo e independiente y goza de autarquía financiera.

1- Formula su Presupuesto de gastos e inversiones, lo envía a la Legislatura para su tratamiento y dispone directamente de los créditos el mismo.

2- El Presupuesto del Poder Judicial será atendido con cargo a rentas generales y con recursos específicos propios.

3- Una ley específica organizará un sistema de percepción de gravámenes por el propio Poder Judicial, tendiente a acordarle plena autonomía financiera, económica y funcional.”

ROGEL – BRASESCO.
FUNDAMENTOS

La necesidad de que el propio Poder Judicial prevea sus necesidades presupuestarias a fin de responder a los requerimientos de crecimiento institucional acorde con el incremento de la población justiciable y la implementación de nuevas tecnologías que aporten mayor eficacia y dinamismo a los procesos; que sea el propio Poder Judicial el que disponga directamente de los recursos, y la posibilidad que por ley se establezca la percepción de gravámenes para atender esos gastos sin tener que depender exclusivamente de las rentas generales de la Provincia, dando a esas percepciones una afectación específica hacen realidad el principio republicano de independencia de poderes. En consonancia con este principio, el documento final que aprobó la Segunda Conferencia Nacional de Jueces expresa: "La autarquía presupuestaria plena es garantía de la independencia judicial". (Ver: La Nación, sábado, 08 de septiembre de 2007)

Por éstas razones, y por las que se darán en comisión y en la Asamblea, solicitamos de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.
Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 445)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Artículo 1°: Incorpórese el siguiente artículo al texto de la Constitución Provincial:

“Art...: Toda persona puede interponer acción de hábeas data para tomar conocimiento, de los datos que consten en registros, archivos, bancos de datos u otros medios técnicos de tratamiento de éstos, sean públicos o privados, como así también, la fuente, origen, finalidad y el uso dado a los mismos, y en caso de error, omisión, falsedad o discriminación, poder exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos.

Se encuentra legitimada para entablar dicha acción, toda persona física o jurídica de la cual consten datos, como así también, los causahabientes, cuando la indagación tenga el propósito de defender el honor familiar y los derechos del difunto.

Ningún dato podrá registrarse con fines discriminatorios, ni podrá ser utilizado para otros fines que los tenidos en cuenta al momento de su recolección.

Queda prohibida la divulgación de datos relativos a la salud, salvo que la ley lo disponga expresamente, por razones de interés general, o el afectado consienta expresamente tanto su recogida como tratamiento y cesión.

El uso de la informática no podrá vulnerar el honor, la intimidad personal y familiar y el pleno ejercicio de sus derechos.

El acceso a la información patrimonial de las personas quedará restringido a quienes acrediten un interés legítimo y al solo efecto de tomar conocimiento de la misma.

Todo uso indebido, inexactitud o falsedad de la información que se divulgue, hará responsable a quien o quienes administren el banco de datos en cuestión.

La garantía precedente es directamente operativa, sin perjuicio del posterior dictado de ley que la reglamente. Este derecho no afecta el secreto de la fuente periodística”

BRASESCO – ROGEL – MONGE.

FUNDAMENTOS

De conformidad a lo establecido por el Artículo 1º punto 17 de la ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, esta Convención está habilitada a “Incorporar la acción de hábeas data u otra, de protección de los datos personales.”

En primer lugar corresponde decir que el hábeas data es una garantía, es decir un arma o herramienta a partir de la cual se puede remover un obstáculo que impide el goce de un derecho reconocido, o permite también reponer ese derecho en el caso en que el mismo haya sido violado.

El amparo es la garantía por excelencia, pero con ella coexisten, en nuestra legislación, otras garantías tales como el hábeas corpus, el derecho de réplica y el hábeas data.

El hábeas data, a diferencia de otras garantías, no tiene una larga trayectoria en la legislación mundial y siendo una de las más modernas, ha comenzado a incorporarse en las legislaciones desde aproximadamente hace tres décadas.

Su nombre combina dos palabras, una de origen latín, “corpus”, que significa “conserva o guarda tu...”, y otra del inglés, “data” que significa “información o datos”, literalmente sería: “conserva o guarda tus datos”. Así aparece por primera vez en 1988 en la Constitución de Brasil.

El hábeas data no está referida a una situación corporal o ambulatoria como la libertad física sino que se refiere a la posibilidad que tienen las personas de conocer en forma inmediata la registración de sus propios datos. Esta información puede encontrarse en registros públicos o privados. La finalidad de este acceso a la información consiste en constatar la autenticidad de la misma y eventualmente, solicitar su supresión, rectificación, actualización y confidencialidad de aquellos que se refieren a las cuestiones sensibles.

La acción, en un primer momento refiere a la posibilidad de acceder a la información, es decir la constatación de la existencia de registración, una vez cumplida esta primera etapa se activaría la segunda fase en la que el accionante puede ejercer un control y analizar el contenido de su registro.

Este contralor, de acuerdo a los objetivos del accionante puede provocar distintas acciones: la supresión (eliminación por falsedad actual), la rectificación (cambio total o parcial de la información), la actualización (consiste en agregar más datos al conjunto de datos existentes) y por último la exigencia de mantener la confidencialidad de aquellos que se refieren a las cuestiones personalísimas y/o sensibles (datos que revelan origen racial y étnico, opiniones políticas, convicciones religiosas, filosóficas o morales, afiliación sindical e información referente a la salud o a la vida sexual).

El Doctor Néstor P. Sagües (en Derecho Procesal Constitucional: acción de amparo, tomo III. Ed. Perrot, Bs. As, 1995, 4ta edición) clasifica los tipos de hábeas data en 1- Hábeas data informativo: es aquel que procura el acceso a la base de datos a fin de indagar acerca de la información registrada; 2- Hábeas data aditivo: este tipo procura agregar más datos a los que figuran en el registro respectivo y puede ser utilizado por ejemplo para obligar a un banco de datos comerciales a que asiente que una deuda ha sido cancelada o refinanciada. 3- Hábeas data rectificador o correctivo: el objetivo de este tipo es de corregir o sanear informaciones falsas, inexactas o imprecisas. 4- Hábeas data reservador: este tipo pretende asegurar que un dato legítimamente registrado sea proporcionado solo a quienes se hallen legalmente autorizados para ello. Suele ser utilizado para los casos de datos sensibles, que son necesarios tener registrados (por ejemplo, los relativos al estado de salud de la persona registrada) y 5- Hábeas data exclutorio o cancelatorio: tiene por objeto eliminar la información del registro, donde se encuentre registrado, cuando por algún motivo no deba mantenerse. Este tipo está relacionado con los datos sensibles.

En este sentido, el proyecto que proponemos, no solo tiene en cuenta, el modelo nacional que brinda la Constitución Nacional en su Art. 43 y los existentes en las distintas constituciones provinciales, sino la doctrina especializada en el tema, y la jurisprudencia de Tribunales Nacionales y de la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver casos paradigmáticos.

Así, en el caso “ Urteaga ” (La Ley 1998-F-236), la Suprema Corte, pese a que el artículo 43 de la Constitución Nacional aparentemente legitima a accionar únicamente a la persona respecto de la cual constan datos en el banco de datos, reconoció legitimación activa también al hermano para promover una acción de amparo de hábeas data contra el Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas y Organismos de Inteligencia del Ejército, Aeronáutica, Armada para obtener información que esté registrada acerca del probable fallecimiento y destino de los restos de su hermano (desaparecido en 1976, supuestamente en un enfrentamiento con fuerzas de seguridad). En primera y segunda instancia habían sido rechazadas las acciones respectivas por falta de legitimación del actor.

Por este motivo en el proyecto se legitima expresamente a “los causahabientes, cuando la indagación tenga el propósito de defender el honor familiar y los derechos del difunto.”

Asimismo la Cámara Nacional Civil Sala C, en el caso “Saal c/ Veraz”, (La Ley 2002-F-334), analizando la responsabilidad de esta última por no corregir los datos erróneos acerca del actor, añadió “...es deber de la empresa, al lucrar con la emisión de informes de los que surgen la eventual insolvencia de las personas, instrumentar las medidas necesarias para que la información se ajuste a la realidad o soportar sus consecuencias...”.

En este sentido el proyecto pone de resalto la responsabilidad por el uso indebido, inexactitud o falsedad de la información que se divulgue que recaerá sobre quienes administren el banco de datos en cuestión.

Por otra parte se establece la expresa prohibición de registrar datos con fines discriminatorios como así también se prohíbe la toda utilización de datos para otros fines que los tenidos en cuenta al momento de su recolección.

De igual manera se prohíbe la divulgación de datos relativos a la salud salvo que la ley lo disponga expresamente, por razones de interés general, o el afectado consienta expresamente tanto su recogida como tratamiento y cesión en referencia a las historias clínicas de los pacientes o las bases de datos de clínicas u hospitales cuyo acceso por parte de profesionales de la salud y/o organismos del Estado con competencia en la materia resulta de suma importancia, no así en relación a personas ajenas a la cuestión que persigan propósitos extraños.

El proyecto avanza en la temática de los nuevos mecanismos informáticos de difusión de datos, tal el caso de los sistemas  de red y/o internet, estableciendo que el uso de los mismos no podrá vulnerar el honor, la intimidad personal y familiar y el pleno ejercicio de los derechos.

En concordancia a numerosos fallos, en concordancia con el caso “Urteaga”, este proyecto establece la plena operatividad de la garantía consagrada pese a la ausencia de reglamentación, en dicho precedente jurisprudencial la Corte consideró que “ ...la ausencia de normas regulatorias de los aspectos instrumentales de la acción de hábeas data no es obstáculo para su ejercicio, incumbiendo a los órganos jurisdiccionales determinar provisoriamente, las características con que tal derecho habrá de desarrollarse en los casos concretos...”. (La Ley 1998-F-236).

Por último se establece una cláusula semejante a la existente en la Constitución Nacional y numerosas constituciones provinciales que consagran el principio de secreto de la fuente periodística, con la sola excepción de la orden judicial.

Por las consideraciones expuestas precedentemente se solicita a los Convencionales Constituyentes el acompañamiento y aprobación del presente proyecto de reforma a la Constitución Provincial.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XL

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 446)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

INICIATIVA POPULAR

“Art.   .- El electorado de la provincia de Entre Ríos tiene derecho de iniciativa para la presentación de proyectos de ley, para lo cual se debe contar con la firma del uno y medio por ciento del padrón electoral utilizado para la ultima elección a Gobernador de la Provincia. Ingresado el o los proyectos a la Cámara de Diputados, deberán contener el nombre, tipo y número de documento y domicilio del autor de la iniciativa, que seguirán el trámite de sanción de las leyes previstos por esta Constitución. Ambas Cámaras tendrán un plazo de doce meses para resolver sobre su viabilidad legislativa. No son objeto de iniciativa popular los proyectos referidos a reforma de esta Constitución, tratados internacionales y tratados interprovinciales...”

CONSULTA POPULAR VINCULANTE

“Art.   .- El electorado puede ser consultado mediante referéndum obligatorio y vinculante destinado a la sanción, reforma o derogación de una norma de alcance general.

El Poder Legislativo convoca en virtud de Ley que no puede ser vetada.

El Gobernador de la Provincia debe convocar a referéndum vinculante y obligatorio cuando la Legislatura no hubiera tratado en el plazo establecido un proyecto de ley por procedimiento de iniciativa popular que cuente con más del quince por ciento de firmas del total de inscriptos en el padrón de la Provincia. No pueden ser sometidas a referéndum las materias excluidas del derecho de iniciativa, los tratados interjurisdiccionales y las que requieran mayorías especiales para su aprobación.”

CONSULTA POPULAR NO VINCULANTE
“Art.   .- La Legislatura o el Gobernador pueden convocar a consulta popular no vinculante sobre decisiones de sus respectivas competencias. El sufragio no será obligatorio. Quedan excluidas las materias que no pueden ser objeto de referéndum, excepto la tributaria.”

EMPRENDIMIENTOS CON RIESGO AMBIENTAL

“Art.   .- Se requerirá el procedimiento de democracia semidirecta o participativa como la iniciativa legislativa popular, la consulta popular, revocatoria de mandatos, audiencias públicas, licencia social para emprendimientos públicos o privados que impliquen riesgo ambiental. En caso de riesgo ambiental producido o evidenciado con posterioridad al inicio o instalación del emprendimiento, implica el retiro de la licencia respectiva.”

BRASESCO – ROGEL – MONGE.

FUNDAMENTOS

Las formas semidirectas de democracia tienen el objetivo principal de ampliar la participación de los ciudadanos en el proceso político, mediante distintas formas de expresión de la voluntad más allá de los procesos eleccionarios ordinarios. Las formas semidirectas presuponen una democracia con canales de participación amplios y de fácil activación.

Se considera que se pueden señalar concretos beneficios que se obtienen mediante los procedimientos que amplían la participación. Por un lado se profundiza el valor de la democracia en cuanto a procedimiento de discusión organizado dirigido a la aceptación libre de las mismas normas de conducta. Por otra parte, ello hace que el ciudadano se sienta parte del sistema.

Existen distintas formas semidirectas de democracia, como la iniciativa popular, consulta popular vinculante, consulta popular no vinculante, etc.

Siendo que la iniciativa importa el ejercicio de un derecho político propio de la ciudadanía que participa del proceso político, el presente proyecto propone que el porcentual mínimo exigido se compute sobre el padrón electoral habilitado para votar en la última elección a Gobernador de la Provincia de Entre Ríos.

La restante forma de democracia semidirecta cuya inclusión a nivel constitucional se propone es la de la consulta popular vinculante y no vinculante. Tal mecanismo permite una más intensa participación de la ciudadanía, pues es el electorado quien está directamente llamado a decidir sobre una ley propia que respecta a su interés.

Es de resaltar que el presente proyecto establece que la consulta debe versar específicamente sobre una ley en particular, es decir, que queda expresamente excluida la posibilidad de someter a consulta ideas o temas de interés general.

Entonces es aquí y ahora, que la incorporación real de los mecanismos de participación popular, constituyen una estrategia plausible para hacerse oír en medio del egoísmo de ciertos dirigentes, del autismo de la burocracia y el ruido generalizado de los medios de comunicación.

Podemos decir que, “Las nuevas formas participativas desarrolladas en el derecho constitucional comparado también fomentan la desburocratización del aparato estatal, ya que el hecho de consultar a los interesados o permitir su iniciativa aumenta el poder de decisión de los gobernados en el manejo de las cuestiones públicas.” (Daniel Sabsay y José M. Onaindia en “La Constitución de los Argentinos”)

Resulta pertinente entonces su incorporación a esta Constitución Provincial al presente proyecto.

Conforme las razones expuestas, las que darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 447)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art.: Queda facultado para conceder o denegar jubilaciones, pensiones y cualquier otro beneficio derivado del régimen previsional provincial, el organismo de aplicación establecido o el que en futuro se establezca. A los fines previsto en el Art. 167 inc. 3ro. revestirá el carácter de autoridad administrativa competente.

Art.: Los ingresos en dinero o en especie, susceptibles de apreciación pecuniaria, percibidos por los afiliados al régimen de jubilaciones y pensiones y demás instituciones de seguridad social, en forma regular y habitual, en retribución o con motivo de la prestación de servicios, cualquiera fuera la denominación asignada, serán considerados como remuneraciones sujetas a aportes y contribuciones. No se considera remuneración a lo que se percibiere para compensar gastos efectivamente realizados o por motivos que no impliquen una retribución por servicios prestados, de acuerdo con lo que expresamente se prevea por ley.

Art.: Las asociaciones con personería jurídica o gremial cuyos afiliados se encuentren comprendidos o tuvieren participación en el sistema de seguridad social de la provincia, tendrán facultades para ejercer la auditoria externa de los organismos de gestión. Quedarán asimismo facultados para el ejercicio de las acciones administrativas o judiciales necesarias para el logro del cabal cumplimiento de la normativa que rija el respectivo régimen de seguridad social.

Art.: Incorpórese a la Sección Segunda. Régimen Económico y del Trabajo, el siguiente “Art. La Administración Pública Provincial (Poder Ejecutivo, Legislativo, Judicial y las dependencias autárquicas) y Municipal sea cual fuere su categoría, goce o no de autonomía, no liquidarán salarios, tanto al personal permanente como a los que tuvieren contratos por servicios, tipificados como “no remunerativos”.

BRASESCO – ROGEL –DE PAOLI – VILLAVERDE – MONGE.

FUNDAMENTOS

Un grupo de representantes de diversas asociaciones que agrupan a afiliados y pasivos de la Seguridad Social del Sistema Público de la Provincia, han presentado a diversos bloques de esta Convención Constituyente, sus preocupaciones que provocan el trámite para la obtención de la jubilación, atento a que la resolución final se concreta por decreto del P. E.; el carácter no remunerativo del salario que integra parte del monto total del salario del empleado público, y por último a estas preocupaciones, le agregan una aspiración que consiste en “Consagrar el principio de que las asociaciones con personería jurídica o gremial cuyos afiliados se encontraren comprendidos o tuvieran participación en el Sistema de Seguridad Social de la Provincia tengan facultades para ejercer la Auditoria Externa de los Organismos de Gestión. Se interpreta que así se contribuiría muy positivamente al logro de una mayor transparencia y funcionamiento.” (Lo escrito entre comillas pertenece textualmente a la nota a que se hace referencia en estos fundamentos). Esta presentación ha motivado a este Bloque de la U.C.R., sin perjuicio de la propia inquietud de sus integrantes avocados desde hace tiempo al estudio de la problemática de la clase pasiva, a presentar este proyecto para que quienes han hecho llegar estas inquietudes vean reflejadas las mismas en el presente.

Sin duda alguna éste será materia de estudio por parte no solo de los integrantes de la comisión a la que se derivará, sino de los distintos bloques, con otros similares y/o que toquen la misma problemática a los efectos de concretar una norma de consenso, que debe tender a evitar demoras en el trámite jubilatorio, a desterrar para siempre la calificación de “no remunerativo” a toda cantidad de dinero que integre el salario de los trabajadores, a garantizar una auditoria externa con participación de las organizaciones sindicales con personería gremial y de pasivos con personería jurídica, y de atribuir directamente a la Caja, como órgano autárquico de otorgar o denegar jubilaciones y pensiones, liberando al Poder Ejecutivo de esta tarea, para facilitar un rápido acceso a la vía judicial a los afiliados que estimen necesario recurrir a la misma.

No cabe duda alguna que consagrar seguridades, eficiencia y rapidez en los trámites a realizarse en el sistema de seguridad social, más en lo referido a jubilaciones y pensiones, debe garantizarse desde una norma constitucional ya que la persona que cesa de trabajar, ya sea por la edad o por imposibilidad física, no debe sufrir el calvario de la larga espera.

Nuestra Constitución de 1933, pionera en el constitucionalismo social, hoy al modernizarse en esta reforma, debe ir hacia el Estado Social, concretando instituciones, estructuras del Estado y en consecuencia procedimientos que tiendan a un profundo compromiso con la igualdad y la seguridad social.

Este objetivo, para su cumplimiento choca con un gravísimo inconveniente cual es que el Estado abona remuneraciones que le otorga la calificación de “no remunerativos” que significa lisa y llanamente no estar sujetos a descuentos destinados a aportes de la Caja de Jubilaciones y a la obra Social de la provincia, perjudicando no sólo al titular de una jubilación o pensión, sino al sistema de seguridad social, en este caso, Caja de Jubilaciones e IOSPER.

Por otra parte, nadie ignora que existen contrataciones, verbigracia las denominadas de servicios, que no efectúan aportes tanto para jubilación como para la obra social provincial, lo que provoca un deterioro considerable al sistema de seguridad social oficial provincial, que debe ser erradicado y la única forma de darle sepultura definitiva es la cláusula constitucional que obligue a concretar los aportes pertinentes. El deterioro financiero que sufren tanto la Caja de Jubilaciones como el IOSPER provoca constantemente inquietudes que deterioran el cumplimiento de sus objetivos.

Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Rubén A. Villaverde – Jorge D. Monge.

–A las comisiones Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 448)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
“Artículo ...: Modificar el Inciso e) del Artículo 166° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos. El que quedará redactado de la siguiente forma: “Ejercer el derecho de iniciativa legislativa en materia judicial, pudiendo remitir a la Legislatura, en forma de proyecto, las reformas de organización y procedimiento que sean compatibles con los principios establecidos en esta Constitución.”

ROGEL – BRASESCO – DE PAOLI.
FUNDAMENTOS
El Inciso e) del Artículo 166° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos reza: “El Superior Tribunal de Justicia tendrá las siguientes atribuciones generales, conforme a la reglamentación de las leyes respectivas: …e) Hacer saber al Poder Ejecutivo las necesidades que se señalen en el ejercicio de la administración de justicia, a efecto de que se solicite de la Legislatura, la sanción de las leyes respectivas”.

En diversas constituciones provinciales de nuestro País existen preceptos similares al propuesto, aunque se diferencian en el reconocimiento de la facultad de iniciativa legislativa en cuanto a su forma, es decir Directa o Indirecta, dentro de las primeras podemos nombrar las constituciones de Catamarca, Chubut y Río Negro; mientras que Córdoba lo hace en forma Indirecta.

Actualmente en nuestra provincia la presentación de proyectos en materia judicial corresponde al P.E. y/o al P.L. sin embargo en muchos de ellos hoy convertidos en ley se ha requerido el valioso asesoramiento de Jueces de la Provincia que han conformado comisiones junto a funcionarios, legisladores, abogados, etc., por lo tanto nada obsta a que el propio Poder Judicial impulse los proyectos vinculados con su función y organización.

Por éstas razones, y por las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos de este Cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco –Griselda L. De Paoli.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 449)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Agrégase la siguiente oración al Inciso 1º del Artículo 47 de la Constitución Provincial:

“También será cierto, no acumulativo e intransferible respecto de los candidatos postulados a cargos electivos.”

ROGEL – BRASESCO – MONGE – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Sin hesitación alguna podemos afirmar que el sufragio es la expresión más acabada del ejercicio de la libertad individual al poder el ciudadano elegir a sus gobernantes, y es también al decir de Esteban Echeverría, “raíz de todo sistema democrático”.

La Ley Nº 9.768 en su Articulo 4º Inciso 5º veda la posibilidad a esta H. Convención Constituyente de eliminar el Inciso 1º del Articulo 47 del actual texto magno provincial. Así las cosas, ello no implica un valladar para el agregado que proponemos dado que en modo alguno vendría a estrechar tales principios. Antes bien, todo lo contrario, por la presente iniciativa, pretendemos consagrar constitucionalmente otros aspectos fundamentales que hacen a aventar riesgos de avanzar en determinados mecanismos electorales, que so pretexto de evitar internas partidarias, etc., atenten contra la mayor trasparencia que debe gozar la emisión y el cómputo del sufragio.

En efecto, las experiencias en Argentina de la aplicación de la Ley de Lemas han resultado harto perjudicantes para el desarrollo de la vida de los partidos y del sistema político general, no obstante los levantados fundamentos que se han argüido –no siempre en forma sincera– por parte de sus corifeos. Hace unos años, con motivo de la pretendida sanción de un proyecto de ley –copia casi fiel de la derogada ley santafesina Nº 10.522– tuvimos oportunidad de expresarnos en los siguientes términos: “partiendo de una realidad de crisis en el seno de los partidos, se pretextan para la defensa de la ley lemática los gastados y falsos argumentos de superación de las internas e internismo; ahorro de tiempo, esfuerzos y dinero; aumento de participación ciudadana en la cosa pública; disminución del deterioro de la credibilidad, etc., etc., vicisitudes todas que a nuestro criterio no solo no son aventadas, sino que son agravadas e incrementadas por tal sistema electoral. Del análisis de diversos politólogos, puede concluirse que los efectos negativos derivados de este “expediente de ingeniería política” que es la Ley de Lemas pueden sistematizarse en tres planos distintos: sobre los partidos políticos; sobre la representatividad y gobernabilidad del sistema; y sobre la voluntad política del elector, sin perjuicio de que cada uno de ellos realimente la nocividad en los otros” (MONGE, Jorge Daniel, “¿Ley de Lemas en Entre Ríos? ”, El Diario, Paraná, 08 de octubre de 1995, p. 14). Veamos:

LOS PARTIDOS POLITICOS:

Por medio de la presente reforma, nuestra Carta Magna local seguramente habrá de consagrar el status constitucional de los partidos políticos, organizaciones éstas que a más de resultar imprescindibles, tienen funciones que son harto relevantes para el correcto desenvolvimiento de las Instituciones Republicanas y para los intereses de la sociedad toda.

En efecto, sus funciones principales requieren de la intermediación entre el estado y los ciudadanos; la contribución a la formación o educación cívica del pueblo; y la conducción del gobierno del Estado cuando se está en el poder. De ello resulta la ponderación de que cada partido debe expresar una comunión de ideas acerca de un conjunto de materias o asuntos fundamentales para la dirección del Estado.

Así las cosas, todo principio en que se han de basar los sistemas y los mecanismos electorales debe orientarse al objetivo central del fortalecimiento y consolidación del sistema de partidos (Confr. ZULETA PUCEIRO, Enrique, “Sistema Electoral y Sistema de Partidos”, Rev. Propuesta y Control, II Época, Nº 14, Bs. As., 1990, p. 1407), y en tal sentido la llamada Ley de Lemas no contribuye en absoluto. Antes bien, ella conduce a la fragmentación de los partidos políticos, a debilitar dichas organizaciones, restándoles cohesión e identidad ideológica, además de provocar una verdadera parálisis en los mismos.

En ese orden, es procedente sindicar situaciones y experiencias generadas a partir de ese “expediente de ingeniería política” (MEDICI, Alejandro, “Los partidos políticos y el sistema de representación”, Fundación Karakachoff, Bs. As., 1994) que es llamado doble voto simultáneo.

El sistema, tradicionalmente utilizado en Uruguay y aplicado por primera vez en nuestro país en San Luis en 1986, y en la actualidad en algunas provincias argentinas, atomiza de tal modo a los partidos que en la práctica convierte a los diversos grupos o sub-lemas en “verdaderos partidos dentro del partido”, y en donde “frecuentemente la distancia ideológica entre ciertas fracciones de partidos diferentes, resulta ser menor que la existente entre fracciones del mismo partido” (Confr. GONZALEZ, Luis Eduardo, “Orígenes y desarrollos de los Partidos Políticos uruguayos”, Rev. Perfiles Liberales, Edición 26, Bogotá, 1991, ps. 14 y 15).

Sin hesitación, en consecuencia debemos afirmar que en puridad, a los lemas no se los puede reputar funcional y conceptualmente como partidos políticos, es decir como verdaderas unidades de acción política homogénea, ya que según la experiencia las fracciones o sub-lemas sustentan ideas de todo orden, aún las más antagónicas entre sí.

En relación a los partidos diremos por último, que fortalecer a los mismos no es sino fortalecer la democracia, por lo que un sistema o mecanismo electoral que apunte a la fragmentación partidaria, no coadyuva al fortalecimiento de la democracia misma, por más ropaje participativo, cívico, etc., de que pueda ornarse determinado discurso que fingió enaltecer una mayor transparencia de las relaciones entre la ciudadanía y la política.

LA REPRESENTATIVIDAD Y LA GOBERNABILIDAD

Entre la mayoría de los politólogos es pacífica la posición en cuanto a que la cuestión de representatividad y legitimación políticas se erigen en unos de los problemas más importantes del análisis de nuestro sistema político y en particular de los partidos políticos.

En la presente temática, la aplicación de la Ley de Lemas, tarde o temprano, provoca dificultades para el funcionamiento institucional derivadas de la falta de legitimidad política de los candidatos ganadores, en especial cuando de cargos ejecutivos hablamos, pues a menudo pueden darse las siguientes situaciones:

a) Acceso al gobierno por un porcentaje de votos muy bajo. Pónese como ejemplo el ex presidente de la República Oriental del Uruguay, Luís Lacalle Herrera, resultó triunfador con el 21% de los sufragios; con eso le bastó para ser el sub-lema más votado dentro del Partido Nacional (Blanco), que en conjunto reunió aproximadamente el 37% de los votos.

b) El candidato más votado puede perder la elección. Esto ocurrió en las elecciones presidenciales de Uruguay de 1930, 1946 y 1971, cuando Wilson Ferreira Aldunate fue el candidato más votado, pero el Partido Colorado reunió más sufragios en la suma de sus sub-lemas y la presidencia quedo en manos de Juan Maria Bordaberry. La Republica Argentina, en elecciones provinciales, también puede ya suministrar ejemplos al respecto, en especial, el caso de Horacio Usandizaga en la provincia de Santa Fe.

En suma la aplicación de la Ley de Lemas “tarde o temprano provoca dificultades para el funcionamiento institucional, derivadas de la legitimidad de los candidatos electos, en especial en cargos ejecutivos ya que de seguido pueden encontrarse situaciones donde el acceso al gobierno se produce con un porcentaje muy exiguo de votos, o que el candidato individualmente más votado no resulte triunfador”. (MONGE, Jorge Daniel, op. cit.). Los casos expuestos de la República Oriental del Uruguay y de Santa Fe son asaz elocuentes al respecto.

También este mecanismo que impetramos vedar en cuanto a su aplicación en Entre Ríos, contribuye además a socavar la legitimidad de los gobernantes, por la circunstancia de que para un número importante de electores se produce frecuentemente una disociación entre la real intención política del voto y su efectividad postrera, cuestión que infra abordamos.

Con relación a los órganos legislativos, las consecuencias perniciosas de la Ley de Lemas encuentran su lugar aún en el caso de que un determinado lema triunfe con un proporción considerable de votos, pues ello no conlleva necesariamente la seguridad de contar con una mayoría parlamentaria que otorgue adecuadas condiciones de gobernabilidad, puesto que los partidos (lemas) trasladan la fragmentación y la autonomía –amén de abismos ideológicos en algunos casos– de las fracciones (sub-lemas) a dichos cuerpos colegiados, conformándose en la práctica subloques parlamentarios, incrementando de esta manera, como bien se ha sostenido, “los costos de indecisión del sistema político”.

LA VOLUNTAD POLITICA DEL ELECTOR.

Ya hemos mencionado que las distintas listas o sub-lemas pueden implicar y a menudo representan posturas políticas antitéticas. Ello acarrea para un segmento considerable de los ciudadanos que la consecuencia final del voto produzca el acceso a puestos de gobierno de quienes pueden sostener valores y principios radicalmente opuestos, dándose entonces una disociación o, mejor aun, adulteración de la real intención política del voto. “¿De qué sirve en esas condiciones la libertad del elector si cuando vota no tiene ninguna garantía acerca del color político del gobierno que habrá de resultar?” (Confr. DE RIZ, Liliana, “Los partidos políticos argentinos y la reforma del sistema electoral”, Rev. Perfiles Liberales, Edición 26, Bogota, 1991, p.42).

En síntesis, la llamada Ley de Lemas es a nuestro criterio altamente nociva para la salud del sistema político.

Está lejos de ser funcional a los fines de potenciar la legitimidad de los partidos y de los propios funcionarios ejecutivos; desvirtúa en cierto modo la voluntad popular; atomiza las organizaciones políticas provocando la multiplicación de listas con enorme confusión para el electorado y descrédito aún mayor que el que puede ocasionar el internismo, al que falsa e infructuosamente pretende evitar; por todo ello nos atrevemos a solicitar a la Honorable Convención Constituyente la inclusión del texto que antecede, pues a no dudarlo, la prohibición interesada significará una garantía más para la jerarquización de los partidos políticos que la misma habrá de consagrar, al vedar al legislador común la adopción de esta técnica electoral que de seguro nos alejaría de poder cumplir a través de los partidos políticos, con la pretensión que Bryce demanda de los mismos: “traer orden en el caos de la multitud de votantes”.

Ello así, propiciamos agregar al Inc. 1º del Artículo 47 la frase “También será cierto, no acumulativo e intransferible respecto de los candidatos postulados a cargos electivos”.

Mediante la adición propuesta la legislatura –respetando los principios constitucionales del sufragio– seguirá gozando de amplias facultades para sancionar leyes sobre los sistemas y mecanismos electorales que, al ser creaciones voluntarias de los hombres, están sujetos a constantes modificaciones, en los cuales el margen para la innovación, la experimentación y la implementación de ensayos es ilimitado (ZULETA PUCEIRO, Enrique, op. cit. p. 1403). A excepción, claro está, de la Ley de Lemas.

Debemos destacar que en la presente iniciativa, cuadra remarcarlo, hemos seguido algunos criterios establecidos en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en un proyecto de constitucionalización del sufragio ingresado en la Convención Nacional Constituyente de 1994 por la Convencional María Cristina Arellano de quien fuimos su asesor y en tal carácter colaboramos con la redacción de dicha iniciativa y su fundamentación.

No se nos escapa, señor Presidente, que la buena técnica constitucional nos impone alejarnos de establecer normas detallistas, extensas, etc., que puedan encorsetar al legislador ordinario, vedándole en los hechos la posibilidad de la adecuación y reglamentación de los postulados constitucionales a nuevas realidades, pero tal aditamento propuesto, creemos se justifica plenamente, ya que solo pretende sentar una prohibición –importante por cierto– acerca del denominado sistema de “doble voto simultáneo y acumulativo” más conocido como Ley de Lemas.

En prieta síntesis, postulamos prohibir al Legislador ordinario establecer este sistema en la Provincia de Entre Ríos, que hasta hace pocos lustros identificaba inmediatamente con la Republica Oriental del Uruguay, pese a que había sido creación de un belga J. Borèly, quien –sostiene Sabsay– lo pensó para Francia, pero ni en este país ni en ningún otro de Europa jamás fue empleado.

Cabe remarcar que el sistema lemático, en cuanto a su funcionamiento se encuentra en estrecha relación con el desarrollo socio-económico, político y particularmente con el grado de cultura cívica o madurez ciudadana del hermano país fronterizo. Tales condiciones, de seguro, no fueron tenidas en cuenta por las casi una docena de provincias argentinas que lo adoptaron, (SABSAY, Daniel Alberto, “Consideraciones en Torno al Sistema Electoral” en Rev. Propuesta y Control, II Época, Nº 21, Bs. As., 1992, p. 2346 y 2347).

Con tales expresiones dejamos fundamentada la iniciativa que antecede requiriendo de nuestros pares la oportuna consideración y aprobación de la misma.

Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco – Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte Nro. 452)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Incluir en la Sección II “Régimen Económico y del Trabajo”, el siguiente Artículo:

Art....: “Una ley dispondrá la creación del Consejo Asesor Consultivo, integrado por representantes de la producción, la economía, el trabajo, la universidad, los profesionales, la ciencia y la tecnología. Dicho Consejo será órgano de consulta de los poderes públicos y su participación será requerida en la elaboración de los planes sociales, económicos, de educación formal y no formal, en las políticas científicas y tecnológicas y en cualquier otra que el Estado deba implementar con carácter permanente. Podrá tener delegaciones por especialidad en las distintas áreas ministeriales y deberá ser integrado ad honorem por quienes lo conformen, permaneciendo sus miembros por representación de las entidades respectivas, con absoluta independencia de los distintos períodos de gobierno”.

Se propone incorporar dentro de las Disposiciones Transitorias la siguiente:

Art....: “El Poder Ejecutivo por Decreto podrá implementar el funcionamiento del Consejo Asesor Consultivo establecido por la Constitución, hasta tanto la legislatura lo reglamente por ley”.

ROMERO – SCHOENFELD – MÁRQUEZ – CARLÍN – CARAMELLE – FEDERIK – ALLENDE (José) – CHIESA – BARRANDEGUY – MOTTA.

FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 que declaró la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos, ha habilitado la incorporación de la participación popular en el gobierno, en diversas disposiciones de su texto. Así, el Art. 1 Inc. 2° habilita a “Establecer una cláusula de participación popular que reconozca y garantice el logro de la democracia participativa en lo económico, político, social y cultural de todas las personas y asociaciones civiles, sindicales y profesionales establecidas en el territorio de la Provincia”.

En la misma línea se enrolan las reformas autorizadas por los Incisos 10, 11, 15, 22, 23, 24 y 27 del artículo mencionado, todos tendientes a abrir la tradicional democracia representativa, hacia formas que la hagan además participativa, tanto con el aporte de personas físicas como de las organizaciones de la comunidad en sus distintas expresiones.

Pero el proyecto propuesto, se inspira concretamente en la habilitación brindada por el Inc. 25 del Art. 1 de la ley mencionada, toda vez que determina la facultad de incorporar los “Consejos Asesores Consultivos”, para garantizar de otro modo la participación popular en cuestiones específicas y vinculadas a los actos de gobierno. Podría estar, por su finalidad, tanto en la Sección I de “Declaraciones, Derechos y Garantías”, como en la Sección II tal cual se lo propone, en el entendimiento de una interpretación amplia de lo “social” que no lo circunscribe ni limita a las cuestiones económicas y productivas.

Otras constituciones le han llamado “Consejo Económico y Social”, pero se trata del mismo espíritu en el que se inspiró el Legislador: hacer que los actos de gobierno estén respaldados por los especialistas y los directamente involucrados en la temática de la que traten, lo cual contribuye a establecer verdaderas políticas de Estado, evitando que al vaivén de las distintas administraciones se pierda de vista el objeto fundamental del Estado mismo y el sentido por el cual las distintas organizaciones democráticas han sido concebidas. Además, se procura evitar errores, ya que muchas veces la adecuada opinión llega tarde. Está claro que el gobernante se asesora con su intervención y desarrolla sus actos de gobierno conforme las facultades legales y constitucionales. No habremos de aceptar aquellas opiniones que sugieren que estos órganos co-gobiernan o pretenden hacerlo. De ninguna manera. Se trata de receptar un modo participativo que ya existe en muchísimas experiencias y redunda exitosamente en la fortaleza de las políticas de largo aliento, evitando, como se dijo, los errores o la discontinuidad.

Cuando el Art. 36 de la Constitución vigente establece como obligación del Estado la promoción del bienestar económico y social de la colectividad, lo hace sin dudas teniendo en miras establecer uno de los más valiosos fines de la organización estadual, que es el logro del bienestar general del que habla el Preámbulo de la Constitución Nacional.

Pero ese objetivo máximo, se pierde muchas veces en los andariveles burocráticos e incompetentes de organizaciones administrativas que no están acordes a los tiempos, ni a las exigencias, ni a los requerimientos, ni a las necesidades de la ciudadanía.

Ocurre demasiado frecuentemente que, desarrollada una política de verdadero valor, el mayor obstáculo para su ejecución y prosecución en el tiempo, es la propia burocracia estatal o. lo que es más grave, la discontinuidad de las políticas entre las distintas gestiones gubernamentales.

Ocurre también demasiado frecuentemente que las organizaciones sociales, económicas, del trabajo o los estamentos universitarios o académicos, resultan consultados frente a las frustraciones de actos de gobierno o políticas públicas, y no con antelación.

También –justo es reconocerlo– forma parte de las mejores prácticas de Poderes Ejecutivos provincial o municipales y del propio Poder Legislativo, que antes de tomar determinadas posiciones y definir normas o políticas, son efectivamente consultados distintos sectores involucrados. Estas últimas, son indudablemente las medidas y actitudes políticas que queremos dejar plasmadas en el texto constitucional futuro, de modo que todos los gobiernos tengan como norma constituir Consejos Asesores Consultivos en las distintas órbitas ministeriales, a efectos de impulsar y receptar la participación de los sectores involucrados con las decisiones de gobierno, escuchándolos a tiempo y nutriéndose de su información, sugerencias, propuestas y opinión, antes, durante y después del abordaje y desarrollo de las políticas de estado.

Sin dudas aspiramos a Consejos permanentes, que no generen otra burocracia estatal, que no sean rentados por el Estado ni dependan de un determinado signo político y que trasciendan cualquier grado de pertenencia que no sea la de representar a su propio sector y brindar apoyo a la organización estatal para hacer que los actos de gobierno sean cada vez mejores y tiendan a consolidar políticas públicas equitativas y de calidad.

Así, otras constituciones han definido este tipo de estructuras, consagrándolas en su texto, con similares objetivos, tal como será expuesto oportunamente.

Por ello dejamos peticionada la aprobación del texto constitucional propuesto, el que estimamos prudente sea incorporado en la sección II de Régimen Económico y del Trabajo, si bien no se circunscribe sólo a estos dos aspectos, sino que refiere al objetivo establecido por el Art. 36 de la C. P., que concretamente habla del bienestar económico y social de la colectividad.

Rosario M. Romero – Zulema E. Schoenfeld – Luis M. Márquez – Miguel A. Carlín – Eda R. Caramelle – Julio A. Federik – José A. Allende – Manuela T. Chiesa – Raúl E. Barrandeguy – Héctor J. Motta.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XLV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 453)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórese en la Sección II, “Régimen Económico y del Trabajo”, el siguiente Artículo:

"Artículo (...) “Las organizaciones empresariales, locales o extranjeras, que estén radicadas y funcionando en la provincia, deben contribuir al desarrollo sostenible, posibilitando la participación de la sociedad, a fin de mejorar la calidad de vida del conjunto. El sector empresarial debe procurar:
a) Una gestión respetuosa de las normas de ética pública, de las leyes regulatorias de su actividad, evitando los abusos en caso de ser única o de posición dominante en su objeto;

b) El bienestar personal y familiar de los trabajadores dependientes;

c) La preservación y mantenimiento de los recursos ambientales para las generaciones futuras;

d) Contribuir con acciones directas o complementarias de su objeto empresarial, al fomento de políticas de bienestar general.

El Estado Provincial, y los Municipios deben velar por el cumplimiento de estos deberes, mediante el establecimiento de políticas activas."

ROMERO – CARAMELLE – SALOMÓN – MÁRQUEZ – SCHOENFELD – CARLÍN – BARRANDEGUY – ALLENDE (José) – FEDERIK.
FUNDAMENTOS

Distintos factores han determinado que desde ya hace un tiempo se esté cuestionando el modelo tradicional y predominante de hacer empresa. Aquella empresa propuesta en los '70 por el economista y premio Nóbel Milton Friedman, hoy no tiene sustento. Resulta inadecuado argumentar hoy que las corporaciones puedan tener como principal y único objetivo el de maximizar y optimizar sus niveles de beneficio económico, circunscribiendo su accionar a la obtención del mismo.
La realidad demuestra que el rendimiento económico no es la única responsabilidad de la empresa, sino más bien, es menester exigir una interacción de las empresas con el medio social en el que están insertas. Toda empresa tiene, entonces, responsabilidades sobre el impacto que genera su actividad y su producción en la comunidad, sobre el manejo que hace de sus residuos, sobre la relación que mantiene con los públicos interesados y la perspectiva con la que construye sus planes y su sustentabilidad, sobre el modo de difundir y publicitar sus productos, sobre el costo de su marketing, entre otros.

En cada país donde la empresa opera, cada provincia, cada municipio, se debe favorecer su desarrollo de modo tal que se integre a la sociedad y sea parte de ella. Las corporaciones deben indicar a través de acciones concretas el interés social de su gestión. Para ello es necesario que se asuma una política de "buenos vecinos", demostrando ello con hechos.

Cada problema que la empresa deba enfrentar, cada nuevo emprendimiento, impacta en forma positiva o negativa en el medio social; vale decir, todo accionar de las corporaciones produce un determinado efecto en el medio que lo rodea. Estas son las variables que se considera han llevado a un quiebre histórico en la manera de hacer empresa; es por ello, que actualmente todas las compañías tienen un alto grado de exposición social nunca antes experimentado y desarrollan políticas comunicacionales tendientes a insertarse en el medio a veces, otras directamente vinculadas a su rédito económico.

Ahora bien, esta responsabilidad de las corporaciones empresariales de cumplir reglas sociales -por cuanto todo accionar derivado de su funcionamiento repercute buena o malamente en el medio en el que opera- se justifica o encuentra fundamento en que toda actividad comercial debe ser regulada, y esto es autorizada, por el Estado.

Teniendo en consideración los argumentos precedentemente expuestos, entendemos a la "Responsabilidad Social Empresaria” como: una forma de gestión ética y transparente de la empresa con todos los públicos con los cuales se relaciona, buscando el establecimiento de metas empresariales compatibles con el desarrollo sustentable de la sociedad, preservando recursos ambientales y culturales para las futuras generaciones, respetando la diversidad y promoviendo la reducción de las desigualdades sociales.
Desde el año 1992 en nuestro país existe el Consejo Empresarial Argentino para el Desarrollo Sostenible (CEADS), como parte de una iniciativa que se ha replicado en 35 países, formando así una red global de mas de 50 Consejos Empresarios para Desarrollo Sostenible. Este Consejo, entiende por desarrollo sostenible a toda forma de progreso que satisfaga las necesidades del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer las propias. Por eso se torna necesario –bajo la incorporación de este artículo en la Constitución- una amplia participación en la formulación de políticas activas, adopción de decisiones y la ejecución de actividades en todos los niveles, sea gubernamental como social.

Cabe mencionar la labor que realizan empresas asociadas a este consejo, presentando anualmente informes o reportes sobre sustentabilidad. Así el reporte presentado ante el Consejo por el Grupo Arcor en el año 2.006, señala: “...El control de los riesgos laborales y la búsqueda de la excelencia en la gestión ambiental es condición necesaria para el crecimiento sostenido del negocio”. En cuanto a la gestión ambiental, el Grupo Arcor, manifiesta en el reporte: “...La actividad industrial ecoeficiente, implica la aplicación de sus componentes. Estos componentes son: 1.- reducir la dispersión de sustancias tóxicas; 2.- Reducir la intensidad de uso de materiales en bienes y servicios; 3.- Reducir la intensidad de uso de energía en bienes y servicios; 4.- Mejorar la reciclabilidad de materiales; 5.- Maximizar el uso sostenible de recursos renovables; 6.- Extender la durabilidad de los productos”. Asimismo la empresa Telefónica en el informe de sustentabilidad presentado por ante el Consejo de Empresas de Desarrollo Sostenible entiende por Responsabilidad Social Empresaria como “...una manera de gestionar el negocio con todos los grupos de interés de la empresa, en la medida de que la misma sea capaz de generar un impacto positivo con su actividad....”

Lo que intentamos lograr con la incorporación de este Artículo a la Constitución Provincial, es obtener e impulsar un mayor compromiso de las empresas radicadas en la Provincia con relación a la administración que hacen de los recursos económicos, ambientales y sociales, en función del desarrollo de la comunidad. Pero también, entendemos que los gobiernos –provincial o municipal- son actores fundamentales de contralor del cumplimiento de las obligaciones que las corporaciones empresariales tienen con el medio social. Está claro que en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de deberes, existe responsabilidad compartida entre el Estado, en este caso las empresas y la sociedad.

Pensamos en consecuencia, que el desarrollo económico tiene que ser sostenible y responsable respecto de la sociedad en la cual se inserta, como única manera de garantizar el bienestar de la población. Ello no sólo debe ser objetivo de los gobiernos, sino que es un valor social en el que necesariamente están comprometidos todos los ciudadanos.

Nuestra Constitución Nacional establece un marco normativo al concepto de desarrollo sustentable, que, como precedentemente se expuso, está íntimamente ligado a la responsabilidad Social Empresaria. Así lo expresa en el artículo 41: “...derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras;...”.
De igual manera algunas constituciones provinciales, si bien omiten expresamente el tratamiento de la responsabilidad social empresaria, manifiestan en sus articulados una necesidad de protección al desarrollo humano, haciendo hincapié en la conservación del medio ambiente. Lo establecen de esta manera la constitución de Santiago del Estero, en el Artículo 35: “... Calidad de vida. Todo habitante tiene derecho a un ambiente sano y a que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer a las futuras. Lo mismo hace el artículo 41 de la Constitución de Santa Cruz cuando expresa: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo”

La Organización Internacional del Trabajo, en una guía de Recursos sobre Responsabilidad Social Empresaria, emitida el 22 de noviembre de 2007, considera que “...Una mayor responsabilidad social y medioambiental por parte de las empresas, unida al principio de responsabilidad empresarial, representa un elemento esencial del Modelo Social Europeo y de la Estrategia Europea de Desarrollo Sostenible a la vez que responde a los retos sociales de globalización económica...”

Podemos citar a nivel internacional el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (P.N.U.D), que elabora desde la década del ’90, un informe anual sobre el desarrollo humano. La meta del programa consiste en apoyar a los países en el fomento de la capacidad nacional para la obtención de un desarrollo sostenible y centrado en el ser humano. Este informe, fruto del trabajo académico de reconocimiento mundial, proporciona valiosos datos, pues hace visible el grado de desarrollo país por país utilizando una variada gama de indicadores socio-económicos, proponiendo además cauces de acción para incrementarlo.

Por las razones apuntadas, pedimos que se apruebe el presente proyecto para la incorporación en el articulado de la nueva Constitución provincial, de disposiciones específicas estableciendo la Responsabilidad Social Empresaria, enfatizando así sobre la importancia que tienen las empresas por su actuación dentro de la comunidad. Por todo lo expuesto y por los motivos que oportunamente se expondrán es que solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Miguel A. Carlín – Luis M. Márquez – Zulema E. Schoenfeld –Jorge Salomón – Eda R. Caramelle – Raúl E. Barrandeguy – José A. Allende – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XLVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 454)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo texto de la Constitución el siguiente:

“Art. ...- La enmienda o reforma de un artículo podrá ser sancionada por el voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de la Legislatura, y quedará incorporada al texto constitucional si resulta convalidada a simple pluralidad de sufragios, en oportunidad de la primera elección provincial que se realice a partir de su aprobación. Si es refrendada, se producirá la automática incorporación al texto constitucional. 

Enmiendas o reformas de esta naturaleza no pueden llevarse a cabo sino con intervalo de dos años.

Este procedimiento no es de aplicación a las prescripciones referidas al regimen electoral y normas que prevén la reelección de autoridades que establece esta Constitución. Tampoco podrá enmendarse o reformarse la presente disposición.”

ROMERO – SCHONFELD – MOTTA – BARRANDEGUY – CARLÍN – MÁRQUEZ – ALLENDE (José) – CHIESA –CALZA – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Con el presente proyecto proponemos incorporar como nuevo instituto a nuestra Carta Magna provincial: el de la enmienda o reforma parcial de la Constitución por un procedimiento distinto al establecido en el actual art. 216 y ss.

La figura de la enmienda ha sido adoptada por diversas constituciones provinciales, como también por constituciones de otros países. Es un mecanismo que sortea la tradicional clasificación de las Cartas en rígidas y flexibles (conforme el método adoptado para su reforma), que permite modificar uno o varios artículos por medio de un procedimiento especial, que requiere del voto afirmativo de dos tercios de los miembros totales de la Legislatura más una posterior ratificación popular que la refrende. En este caso, se trata de posibilitarla sólo respecto de un artículo.

Sabido es que nuestra CN no recepta este instituto, ya que su Artículo 30 sólo permite la reforma parcial o total de la misma mediante una Convención convocada al efecto, previa ley que declare su necesidad por mayoría especial. El método de reforma aquí propuesto está a cargo de uno de los poderes constituidos, utilizando además el mecanismo o procedimiento legislativo ordinario.
Las constituciones que receptan este mecanismo, aunque de modo diverso, son: Misiones (artículos 178 y 179), Buenos Aires (artículo 206), Mendoza (artículos 223 y 224), Chaco (artículo 212), San Luis (artículo 287), La Rioja (artículo 162), Tierra del Fuego (artículo 191), San Juan (artículo 277), Chubut (271) y Río Negro (119).

Todas ellas lo hacen con la particularidad de fijar un límite en lo relativo a la cantidad de artículos a modificar.

No es ese el caso de la Constitución de Tucumán, que en su artículo 155° expresa que “Esta constitución también podrá ser reformada por la vía de la enmienda. Mediante este procedimiento no podrán declararse caducos los nombramientos del Poder Ejecutivo, con acuerdo de la Legislatura y/o de la Corte Suprema, obtenidos y efectuados de conformidad a las disposiciones de la Constitución de la Provincia vigentes”.

En igual sentido, la Constitución de Neuquén expresa: “Para simples emniedas, que no alteren el espíritu de la Constitución, la Legislatura podrá resolverlas por dos tercios (2/3) de votos, que quedarán en vigencia si las convalida el referéndum popular que la misma deberá convocar a tales fines.” 

En nuestra propuesta, hemos optado por limitar expresamente las disposiciones a modificar, ya que la ley que habilita la reforma dice enmienda de un artículo. Es muy probable que al cambiar una disposición haya que retocar aquellas que resulten concordantes pero la Ley 9768 es clara sobre el tema.

También en el presente proyecto establecemos una limitación de contenido, ya que restringimos la reforma constitucional por esta vía a la norma que establece la posibilidad de reelección del Gobernador y Vice y también respecto del régimen electoral para que el instituto no sea utilizado en beneficio del gobernante, sino en aquellas cuestiones que lo justifiquen verdaderamente.

Sr. Presidente, convencidos de que nuestra Carta provincial debe contar con herramientas como la aquí propuesta que la flexibilice y por las que se darán en la comisión y en el recinto, solicitamos la aprobación del presente proyecto de reforma.

Rosario M. Romero – Zulema E. Schonfeld – Héctor J. Motta – Miguel A. Carlín – José A. Allende – Manuela T. Chiesa – Nelio H. Calzada – Luis M. Márquez – Julio A. Federik – Raúl E. Barrandeguy.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 455)

FUNDAMENTOS

TRIBUNAL DE CUENTAS

Honorable Convención:

El Tribunal de Cuentas (en adelante el “TC”) fue creado por la Constitución de E. Ríos en 1933. El proyecto de la Comisión redactora incluía entre sus funciones la del control de legalidad previa del gasto, pero en el debate, esa función se le detrajo y se le adjudicó a la Contaduría General. Por esa razón, resultando que el control previo del gasto lo hacia dicho organismo y el posterior, al examinar la Cuenta de Inversión, lo hacia el Poder Legislativo (art. 81.13 de la const. Prov.) nunca se reglamentó y el TC no se implementó aunque su ausencia no se notó. Quizás necesitado de control ante la disolución del Poder Legislativo que había dispuesto en todo el país el gobierno de la llamada “Revolución Argentina”, es recién el gobierno de facto de 1971 quien lo implementó mediante su Dec. Ley 7466 que es la base de la actual ley vigente. El gobierno constitucional a su vez, en 1973 lo reformó mediante las leyes 5150 y 5796 y ya en época reciente, en 1993 la ley 8738 lo modifica dándole la configuración actual.

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración se sostiene en la idea de que, por diversas razones que no abordaremos en detalle, el TC no ha cumplido las funciones que la Constitución le asignó en su art. 143, circunstancia que en modo alguno se explica por la desidia o la molicie de los funcionarios encargados de llevarlas adelante, sino por deficiencias estructurales propias de su institucionalidad que lo han hecho permeable a las disputas de palacio y vulnerable por las tensiones propias de la lucha por el poder1, todo lo cual la presente reforma pretende subsanar.

En efecto, si se toma nota de que le incumbe al TC “la aprobación o desaprobación de la percepción e inversión de caudales públicos” y se investiga en los anales respectivos se advertirá que no se registra actividad de control alguna de la regularidad e integridad de la percepción de los ingresos públicos2. Y más fácil será concluir, con respecto a la fiscalización del gasto, que en temas de enorme trascendencia pública que comprometieron, al menos con muy dudosa legalidad, cifras siderales del Presupuesto, el TC no se expidió. Por el contrario su institucionalidad apareció afectada por disputas menores instaladas al interior de los elencos de gobierno e incluso en la lucha política, con escasa responsabilidad, mas de una vez se pretendió obtener provecho mediante un uso verdaderamente censurable de sus institutos.

Estos antecedentes, plenamente conocidos por cualquier entrerriano interesado en el buen funcionamiento de sus instituciones son la razón por la cual, en primer lugar, como en su tiempo lo propuso el insigne Pedro Frías3, entendemos que se debe extraer al TC de la Sección V de la Constitución donde esta reglamenta el funcionamiento del Poder Ejecutivo al que lo integra; ubicarlo en una sección nueva (“De los órganos de control”) y reconocerle autonomía funcional (no política, que es otra cosa). Se le garantizará entonces que proyecte y ejecute su propio Presupuesto para evitar que el controlado condicione su funcionamiento financiero. Y con el propósito de evitar la indebida benevolencia hacia el controlado, sus fiscales deberán ser designados por el Poder Ejecutivo de una terna preparada por el Consejo de la Magistratura que obviamente, también se deberá instituir. A la vez se le asegura que su personal no será removido, ascendido, trasladado o sancionado sin su aprobación.

El proyecto pretende también impedir el desvío hacia horizontes autoritarios de las atribuciones del TC. Esa es la razón por la cual le prohíbe ejercer funciones judiciales4. Ha dicho Gordillo que “no puede considerarse incluido dentro del concepto de tribunal, sea judicial o administrativo, aquel cuerpo que carezca de imparcialidad e independencia. Imparcialidad, en el sentido de no ser parte ni tener interés en el proceso, no habiendo tenido intervención activa en la producción de los actos que serán sometidos a su juzgamiento, no ser superior jerárquico de los autores de tales actos; es el sentido de tercero desinteresado del proceso, en palabras de Carnelutii. Independiente, por no estar a su vez sometido a instrucciones u ordenes superiores de la administración activa”5 En sintonía con esta idea que inspirara la reforma sancionada por la ley 8738, tal como lo establecía el art. 99 inc. 12 de la Const. de Bs. As. de 1899, se establece que sus resoluciones se ejecutan por el Fiscal de Estado6 ante los Tribunales ordinarios competentes.

Además procede señalar, que los procedimientos tendientes a establecer responsabilidades deben asegurar la disponibilidad irrestricta por parte de los enjuiciados de todas las garantías del debido proceso (razonabilidad de la motivación de las sanciones, juicio previo, derecho de defensa, juez imparcial)7. No se debe olvidar que desde hace muchos años, la validez y constitucionalidad de los tribunales administrativos ha sido admitida por la Corte Suprema “siempre y cuando dicho pronunciamiento quede sujeto a control judicial suficiente, que es donde se concreta en definitiva, el poder jurisdiccional”8. 

De igual modo se garantiza que sus resoluciones desaprobatorias, antes de quedar firmes sean revisables mediante un medio ordinario de gravamen (apelación) deducible ante la mas elevada instancia de mérito que existe en la justicia civil y que, una vez pasadas en autoridad de cosa juzgada sólo puedan ser ejecutadas por el Fiscal de Estado ante la Justicia9. Esta reforma se encamina a reforzar la constitucionalidad de los pronunciamientos condenatorios que en la actualidad no son apelables pues el recurso de inconstitucionalidad previsto en el art. 146 de la ley 5796, es un medio de impugnación, no de gravamen. Esto significa que la revisión por el Superior de lo resuelto por el TC en este caso, es absolutamente excepcional y no admite el reexamen de lo resuelto que por esta vía resulta intangible. 

Por último el proyecto establece que el incumplimiento de sus funciones constitucionales será causal de destitución del presidente y los vocales del TC.

1 V. su Acordada Nº 143:93 y sus antecedentes que en ese sentido constituye un dato de significación unívoca demostrativo de una grave situación que no se debe repetir.

2 Esta claro que la referencia a la “percepción…de caudales públicos” alude a la actividad estatal tendiente a ingresar al tesoro provincial todos sus recursos y principalmente los derivados de la coparticipación y los ingresos por el cobro de impuestos. Pues bien, el control sobre la percepción de estos caudales no se practica cuando es claro que la Constitución ha creado al TC. para atender esos fines. Es conocido que los pactos fiscales significaron una perdida apreciable de coparticipación. Del mismo modo las tercerización del cobro de impuestos y algún caso notorio de pago de impuestos mediante entrega de bienes por monto superiores a los adeudados han requerido control de legalidad por parte del TC 

3 El texto completo del proyecto y atinados comentarios sobre el mismo pueden verse en LAZZO, Isaac Fidel, “Tribunales de Cuenta”, Ed. Depalma, Bs. As. 1981, p.14.

4 El primer TC del país lo instituyó la Constitución de Bs. As. de 1899 que en su arts. 99 inc 12 disponía “Las acciones a que dieren lugar los fallos de este tribunal, serán deducidas por el fiscal de estado ante quien corresponda”. Esta virtuosa disposición lamentablemente no fue incorporada al art. 143 vigente de nuestra Carta Magna que la trocó por la abstrusa fórmula: “Las sanciones a que dieren lugar los fallos de este tribunal serán deducidas por el presidente del mismo ante quien corresponda”. Quizás esta falta de claridad fue la razón por la cual la ley 5796 –afortunadamente hoy modificada- legisló un llamado juicio de responsabilidad donde un tribunal administrativo y en consecuencia destituido de imparcialidad (el acreedor condenaba a su deudor a resarcir el perjuicio que decía haber sufrido) dictaba sentencias inapelables que sólo podían ser impugnadas por medio de un recurso extraordinario de inconstitucionalidad. Este proceso, imbuido obviamente de una concepción autoritaria lamentablemente alejó al tribunal de sus competencias constitucionales y lo vulnerabilizó ante las presiones propias de las luchas por el poder.

5 V. GORDILLO, Agustín, “Problemas del control de la Administración Pública en América Latina”, Ed. Civitas, Madrid, p. 38·/39, citado por CASTIGLIONI, Antonio V. “Función Jurisdiccional de los Tribunales de Cuenta” L.L. 1988-A-1026).

6 Cabe observar al respecto que a pesar de su falta de claridad, el art. 143 de la Const. Prov. antes glosado, de ninguna manera autoriza al TC a sancionar directamente a nadie. Muy por el contrario, el precepto señala que, “Las sanciones a que dieren lugar los fallos de este tribunal serán deducidas por el presidente ante quien corresponda”. La locución “deducidas” usada con el sentido de “alegar, presentar sus pretensiones o defensas” que al termino “deducir” le reconoce el Diccionario de la lengua de la Real Academia Española en su cuarta acepción indica en forma univoca que no es el TC el que impone las sanciones sino que su Presidente las reclama (deduce) ante quien corresponda, que no puede ser otro que el Poder Judicial. No hay dudas que nada en el texto constitucional autoriza al TC a condenar a resarcir daños y perjuicios.

7 Corresponde llamar la atención acerca de que, la constitucionalizacion de los principales documentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos practicada por el art. 75.22 de la C.N. sanciona con máxima jerarquía normativa el derecho al juez natural, independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley para la determinación de los derechos y obligaciones de cualquier índole de la persona humana (V. art. 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

8 Así lo resolvió la C.S. en el leading case “Fernández Arias c/ Poggio” publicado en Fallos 247:646.

9 V. ESTRADA, Eduardo, “Órganos de control – Juicio y Auditoria de Cuentas”, en O.C. “Derecho Público Provincial”, Ed. Depalma, Mendoza 1993, T. II, p. 241, donde el prestigioso autor expresa “La resolución que dicta un Tribunal de Cuentas…sólo adquirirá el carácter de cosa juzgada cuando sea confirmada por sentencia judicial”.
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TEXTO DEL PROYECTO

Agregado al art. 143

Art. 143: Sin perjuicio de la atribución conferida por el inciso 13 del artículo 81 de esta Constitución, la aprobación o desaprobación de la percepción e inversión de caudales públicos, hecha por todos los funcionarios y administradores de la provincia y de las municipalidades, estará a cargo de un Tribunal de Cuentas, cuya ley orgánica deberá sancionar la Legislatura en el primer período de sesiones que celebre después de la sanción de esta reforma. El incumplimiento de estas funciones será grave causal de destitución de sus autoridades.

El Tribunal de Cuentas estará compuesto de un presidente, el que deberá tener título de abogado y dos vocales, que deberán tener título de contador, nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado y serán inamovibles. Los fiscales del Tribunal de Cuentas son designados por el Poder Ejecutivo de una terna preparada por el Consejo de la Magistratura Tiene autonomía funcional respecto de todos los poderes del Estado. Prepara y ejecuta el Presupuesto de su repartición; designa su personal, que no puede ser removido, trasladado, ascendido o sancionado sin su conformidad.
El Tribunal de Cuentas no ejerce en ningún caso funciones judiciales. Todos sus pronunciamientos desaprobatorios admiten recurso de apelación ordinario para ante los tribunales que entiendan en las apelaciones contra las sentencias de los Jueces de Primera Instancia en lo Civil ante los cuales se ejecutaran por el Fiscal de Estado, luego de quedar firmes.

Los miembros del Tribunal de Cuentas son enjuiciables en la misma forma y en los mismos casos que los jueces de primera instancia.

Saludamos a Ud. con toda consideración.

BARRANDEGUY
–A la Comisión de Control del Estado.

XLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 456)

FUNDAMENTOS

AGOTAMIENTO DE LA VÍA ADMINISTRATIVA

Honorable Convención:

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración pretende corregir un inconveniente serio que fatiga y desanima al administrado cuya subsanación es un imperativo insoslayable de la Reforma en curso. Nos referimos al irritante itinerario administrativo que debe recorrer el justiciable cuando, en pos de su presunto derecho, una vez que la cuestión ha sido resuelta en su contra en el ámbito de un ente autónomo o autárquico (El Consejo General de Educación, la Caja de Jubilaciones y Pensiones, el IOSPER, el IAPSER, el IAFAS, la CAFESG) la regla constitucional le exige objetar la resolución que lo agravia ante el Poder Ejecutivo que, como lo establece el art. 135.28 de nuestra Constitución vigente, debe “conocer originariamente y resolver en las causas contencioso administrativas, siendo sus resoluciones apelables para ante el Superior Tribunal”.

En verdad el requisito del agotamiento de la vía administrativa, como una condición de admisibilidad de la demanda, se funda en el hecho de que es conveniente dar a la administración la posibilidad de corregir la actividad administrativa ilegítima que, a la par de irrogar daños a los administrados, ulteriormente se pudiera resolver en una sentencia de condena que impusiera costas voluminosas al Estado, negativa circunstancia que hay que tratar de evitar.1

Sin embargo esta plausible característica del procedimiento administrativo previo pierde absolutamente su razón de ser cuando se trata de considerar la impugnación de la actividad administrativa de los entes autárquicos. Es que allí se transforma en una suerte de vejamen al justiciable quien, sin razón alguna, debe esperar pacientemente que el Poder Ejecutivo se expida, inoficiosa alternativa esta porque en general cuando aquel lo hace, confirma la denegación dispuesta por el ente autárquico. Tal ocurrencia se agrava sensiblemente cuando se trata de reclamos que versan sobre beneficios previsionales casos en que, una demora exagerada equivale prácticamente a la denegación de la prestación pretendida, habida cuenta que en general, los titulares de tales pretensiones son personas de avanzada edad.

El presente proyecto pretende subsanar esta disvaliosa situación para lo cual, en primer lugar propone agregarle al art. 30 de la Constitución vigente un párrafo que reconoce el problema que planteamos y dispone que causan estado2 las resoluciones definitivas de los entes autónomos o autárquicos y las de los ministros en los casos en que la ley lo establezca3. Y correlativamente dispone modificar el artículo 135.28 excluyendo la consideración de los reclamos resueltos por los entes autónomos o autárquicos, de la competencia originaria del titular del Poder Ejecutivo definida por la Carta Magna como prius indispensable para agotar la vía interna previa. A la vez, modificando el artículo 167.3 de la Constitución en vigencia, se define a la competencia en materia contencioso administrativa del S.T.J. como “de Alzada”, lo que posibilitará la creación del fuero en la materia. Y se mantiene el requisito de la denegación administrativa previa dispuesta por autoridad competente que según la reforma propuesta a los artículos precedentes, ya no seria solamente el P.E. sino también a los entes autónomos o autárquicos y los ministerios en los casos autorizados por la ley.

Por último y con respecto al control de legalidad el proyecto prevé que el Poder Ejecutivo lo realice por medio del Fiscal de Estado, a quien por definición le corresponde estructuralmente, sin que sea necesario agregar que siempre podrá el administrado en forma opcional, interponer el recurso jerárquico para que la más alta autoridad gubernativa, se avoque al conocimiento de la cuestión.

1V. GONZALEZ ARZAC, Rafael M. –SILVESTRI, Beatriz R. “La instancia administrativa previa a la judicial” en E.D. 72-763.

2Las resoluciones que causan estado son aquellas que agotan las instancias pues han sido resueltas por el funcionario de mayor jerarquía competente en la materia y que además resuelven el pedido del ocurrente (V. LINARES, Juan Francisco, Derecho Administrativo”, Ed. Astrea, Bs. As. 1986, p. 545.

3En E. Ríos, extrañadamente, mientras el Superior Tribunal ha negado la acción directa contra las resoluciones del ente constitucional autónomo, el Consejo General de Educación, el Código Fiscal la reglamenta con forma de apelación contra las resoluciones del Ministro de Economía, y nada menos que previo “solve et repet”. El proyecto propone permitir que en ciertas materias que la ley autorice, la acción proceda contra las resoluciones ministeriales.

Raúl E. Barrandeguy
LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Agregado al art. 30

Artículo 30: La provincia, como persona civil, puede ser demandada ante sus propios tribunales, sin perjuicio de lo dispuesto por las leyes de competencia federal, sin necesidad de autorización previa del Poder Legislativo y sin privilegio alguno.

Si fuera condenada al pago de una deuda, podrá ser ejecutada en la forma ordinaria y embargadas sus rentas si transcurrido un año desde la fecha en que el fallo condenatorio quedó firme, la Legislatura no arbitró los recursos para efectuar el pago. Exceptúanse de esta disposición las rentas o bienes especialmente afectados en garantía de una obligación. 

“La resolución definitiva de los entes autónomos o autárquicos en los recursos o reclamos de los administrados y la de los ministros en los casos en que la ley lo establezca, causara estado y autorizará la promoción de la demanda contencioso administrativa”.
Modificación y agregado al art. 135.28

Artículo 135: Son atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo:

28. Conocer originariamente y resolver en las causas contencioso administrativas, siendo sus resoluciones apelables para ante órgano judicial competente establecido por la ley, salvo las dictadas por los entes autónomos o autárquicos en los recursos o reclamos de los administrados y las pronunciadas por los ministros en los casos que la ley establezca en las que procederá la demanda contencioso administrativa directa. Ello sin perjuicio del control de legalidad que el Poder Ejecutivo realizará cuando corresponda, mediante el Fiscal de Estado”. 

Modificación al art. 167.3º

Artículo 167: En materia judicial, el Superior Tribunal de Justicia, tiene las siguientes atribuciones, de conformidad a las normas legales respectivas:

3º Conocerá y resolverá en última instancia, en las causas contencioso administrativas atinentes al reconocimiento de los derechos gestionados por parte interesada y previa denegación o retardación de la autoridad administrativa competente, en la forma en que lo determine la ley respectiva. 

BARRANDEGUY
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 458)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo xxx:
“Todas las personas, físicas o jurídicas, gozan del derecho del libre acceso a las fuentes públicas de información.
Quedarán exceptuados los casos en que la información afecte la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos, la intimidad de las personas u otra materia establecida por ley sancionada por la Legislatura Provincial, la que también deberá especificar el plazo de reserva de dicha información.
La información en todos sus aspectos es considerada como de interés público”

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

El derecho de acceso a la información pública consiste en la prerrogativa que tiene el ciudadano común de recopilar, acceder y difundir toda la información que genera el Estado.

Por otro lado, el derecho de acceso a la información estatal, al vincularse directamente con la publicidad de los actos de gobierno y el principio de transparencia de la administración, debe ser entendido como instrumento indispensable para apuntalar el régimen republicano de Gobierno. Este derecho es entonces la concreción en un ámbito específico del derecho a recibir información, y constituye una consecuencia directa del principio administrativo de transparencia de la administración, y de la regla republicana de la publicidad de los actos de gobierno. Se vincula además, con el derecho de participación de los ciudadanos en la vida pública por la que decididamente ha optado la Constitución Nacional y consideramos la mejor opción para la nueva Constitución Entrerriana.

Sin embargo, el juicio de la ciudadanía sobre el desempeño de su gobierno no puede darse por sentado. Presupone que el ciudadano tiene la capacidad de emitir un juicio sobre el gobierno y que cuenta con los elementos para hacer de este juicio un asunto razonado e informado, pudiendo su opinión ser divulgada y confrontada con la de otros ciudadanos. (Conf. LÓPEZ AYLLÓN, Sergio “Acceso a la Información Pública”, en Derechos Fundamentales y Estado, Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional; Coordinador; Miguel CARBONELL, UNAM, México, 2002, p. 470/471)

La participación ciudadana en los asuntos de interés general y la transparencia en el ejercicio de las funciones públicas requiere el conocimiento pleno de todo el sistema normativo y de los actos de gobierno. En tal sentido, no existe requisito más actual e importante para conseguir la credibilidad democrática, que un poder estatal responsable y permeable al escrutinio de los ciudadanos. Cuanto mayor y más precisa sea la información pública disponible para la ciudadanía, menores serán la discrecionalidad de la burocracia y la probabilidad de que se extienda la corrupción en la administración estatal.

La transparencia de la “res pública” es sin duda un ineludible corolario de la democracia. Ello por cuanto la idea de la transparencia administrativa, caracterizada por una evidente carga axiológica, contribuye innegablemente a ofrecer a la administración la legitimidad que hoy, está en permanente cuestionamiento. Mediante la visibilidad, cognositividad y accesibilidad, y por lo tanto, posibilidad de control de los actos de la administración pública, viene a reforzarse este concepto de legitimidad democrática. (BOBBIO, Norberto, “El futuro de la democracia”, México, 1991, p. 65. ALAINS, Sebastián, “El acceso a la información pública como elemento de transformación en la emergencia” en “El derecho administrativo de la emergencia”, en AHE, Dafne (coord.), 2002, Tomo II, p.69-82. AMMIRATO, Aurelio, SHEIBLER, Guillermo y TRIPOLI Pablo en “Ley de acceso a la información de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, La Ley, Suplemento de Jurisprudencia de Derecho Administrativo, 2/9/2003, p.13)

El derecho de acceso a la información es un derecho íntimamente ligado a la forma democrática de gobierno, cuyo fin reside en la búsqueda de control, en la necesidad de transparencia y en la fundamentación de todo acto público. Se trata de un derecho que nace ante la necesidad de reglamentar y organizar el ejercicio de un derecho natural del hombre. (Conf. NAVA GOMAR, Salvador, PLA, Issa Luna, VILLANUEVA, Ernesto. “Derecho de acceso a la información pública parlamentaria” Ed Porrúa. México. 2006, p. 8.)

El bien tutelado es el acceso, pero éste, como todo derecho no puede ejercerse en forma abusiva ni ilimitada. Siendo un derecho reconocido como “de la democracia” no debe ser insensible a la existencia de otros derechos de raigambre constitucional.

Resulta necesaria una adecuada información y consecuentemente el libre acceso a la misma, cuando el orden jurídico concede a los particulares una gama de posibilidades de acción o elección. El ejercicio efectivo del derecho sólo tiene sentido en la medida de la existencia de información previa que haga posible una verdadera elección dentro del sistema. (Conf. PIERINI, Alicia y LORENCES, Valentín. “Derecho de acceso a la información. Por una democracia con efectivo control ciudadano. Acción de amparo.” Ed. Universidad, 1999, p. 32/33)

El derecho de acceso a la información tiene una función individual, cuando una persona solicita información o datos acerca de sí misma a una base de datos o registros de cualquier dependencia estatal. El derecho de acceder a sus propios datos para tomar conocimiento y conocer su finalidad, “su propia información” o la información en relación al dato de su persona, no es un “bien colectivo”, no pertenece a la cosa pública aunque de hecho esos datos puedan estar en archivos estatales y tener la calidad de documento público, de allí la confusión que muchas veces se da con la garantía de habeas data. Sin embargo, mientras que ésta tiene su origen en el ejercicio de la autodeterminación informativa y control sobre los datos personales y datos sensibles. El derecho de acceder a la información pública se fundamenta en el derecho colectivo de todos los individuos de acceder a un ”bien colectivo” que es toda la información estatal del que somos titulares de manera indivisible todos los ciudadanos.

En un Estado constitucional de derecho el control del poder se lleva a cabo a través del juicio de la ciudadanía, para lo cual el ciudadano debe tener la capacidad de obtener y analizar por sí mismo la información relativa a la gestión pública, lo que supone una doble condición; por un lado, una alta dosis de transparencia en el gobierno, y por el otro, la posibilidad de que los ciudadanos o sus organizaciones tengan acceso a los documentos elaborados por la propia administración que documentan y justifican sus acciones. (Conf. BASTERRA, Marcela. El Derecho Fundamental de acceso a la información Pública, Lexis Nexis, 2006. Buenos Aires, p. 39/40)

Sin embargo, esto no implica que toda la información que genera el Estado es accesible para los ciudadanos. El principio general es el acceso a toda la información y la excepción es aquella información con carácter de reservada –legalmente establecido– cuando la divulgación de la misma pudiera poner en juego intereses públicos superiores.

La reforma de 1994 a la Constitución Nacional replanteó el contenido de la fórmula primaria de validez. Es en esta fórmula donde se encuentran radicados los criterios de pertenencia, tanto formal como material, que permiten integrar y determinar la pertenencia al ordenamiento jurídico, de cualquier norma no-constitucional (PIZZOLO Calógero, Constitución Nacional, Ediciones Jurídicas Cuyo, Mendoza, 2002, p. 300/30). Este ejercicio de integración y determinación normativa, en tanto materia de interpretación, forma parte del llamado control de constitucionalidad. En efecto, dicho control al establecer la concordancia formal y material de una norma no-constitucional con las normas constitucionales, actúa como garantía de la supremacía constitucional. 

En la Argentina, luego de la aludida reforma, la fórmula primaria de validez presenta rasgos normativos heterogéneos en razón del origen de las normas básicas de referencia que la integran. Con la redacción dada por el constituyente al nuevo Artículo 75 Inciso 22 –CN–, confluyen a la cabeza del orden jurídico argentino, además de las normas constitucionales, normas convencionales internacionales pertenecientes a un conjunto de instrumentos internacionales sobre derechos humanos.
El citado Artículo confiere a estos instrumentos “jerarquía constitucional”, convirtiéndolos automáticamente en fuente directa de nuestro orden jurídico. Pero, además, el Artículo 75 Inc. 22 CN, faculta al Congreso federal para que, con una mayoría calificada de dos tercios, pueda constitucionalizar otros instrumentos internacionales sobre derechos humanos. Obtenemos entonces que, la Constitución Nacional junto a los instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, forman el llamado BCF (Bloque de Constitucionalidad Federal), hoy la fórmula primaria de validez del derecho positivo argentino. (Véase MANILI, Pablo L. “El Bloque de Constitucionalidad. La recepción del Derecho Internacional de los Derechos Humanos en el Derecho Constitucional Argentino”, La Ley, Buenos Aires, 2003, p. 216/227).
El derecho constitucional provincial, al igual que el derecho federal, se ha visto beneficiado expresamente por el acrecentamiento operado del sistema de fuentes. En realidad, el favorecer el derecho positivo provincial con el desarrollo progresivo del derecho internacional de los derechos humanos, no es algo que inaugure el citado Artículo 75 Inc. 22, pues las provincias se encontraban ya vinculadas a los instrumentos internacionales sobre la materia vía la supremacía del derecho federal –Artículos 5 y 31–, CN. Lo innovador sobre todo es, la integración de parte de esos instrumentos en la fórmula primaria de validez.
En suma, el Bloque de Constitucionalidad Federal se aplica directamente en las jurisdicciones provinciales. Consecuentemente, el sistema de derechos y garantías desarrollado por una Constitución Provincial debe ser concordante, o dicho de otro modo, cuidar de no violar el sistema de derechos y garantías integrado y determinado por el constituyente en el bloque.
Esta interpretación ha sido seguida por la doctrina del derecho público provincial. Así se afirma que “los derechos humanos contenidos en los Tratados del Artículo 75 Inc. 22 de nuestra Carta Magna, tienen igual jerarquía constitucional que los derechos previstos expresamente en la primera parte de la Constitución y que los derechos implícitos no enumerados que pudieran ser reconocidos en virtud del Artículo 33 de la misma Carta” (PEREZ HUALDE, Dardo, Derechos individuales, publicado en “Derecho Público Provincial y Municipal”, La Ley, Buenos Aires, segunda edición, 2004, tomo II, p. 28). Es por ello que los Estados provinciales tienen la obligación de respetar, al menos el “techo ideológico” de la Constitución Nacional.

Ahora bien, el derecho de acceso a la información pública, hasta la reforma constitucional de 1994, sólo estaba amparado implícitamente en la norma de los Artículos 1°, 14 y 33 de la Constitución. A partir de la última reforma, si bien no se encuentra en reconocido en forma expresa, el mismo se desprende del Artículo 38 en relación a los partidos políticos, en el Artículo 41 en cuanto al medio ambiente, en el Artículo 42 respecto de los consumidores de bienes y servicios y por último en el Artículo 43, párrafo tercero, en lo referente al acceso a los datos personales obrantes en los registros o archivos estatales y en el Artículo 75 Inciso 22 por el cual se incorporan los tratados con jerarquía constitucional.
En Argentina, no existe una ley nacional de acceso a la información pública, aun cuando se trata de un derecho reconocido en la Constitución, lo cierto es que se han sancionado leyes en las que se prevé el acceso a la información en materias concretas. Tal el caso de la “Ley General del Ambiente” Nº 25.675, la ley sobre “Régimen de Libre acceso a la Información Pública Ambiental” Nº 25.831, la de “Protección a Usuarios y consumidores”, Nº 24.240 y la ley de “Protección de datos personales o habeas data” Nº 25.326. Además, es del caso destacar que la única norma reglamentaria del mandato constitucional genérica que se refiere al acceso a la información es el decreto de “Acceso a la Información Pública” Nº 1172/2003, pero sólo está previsto para el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional. El mismo tiene como objetivo fundamental la reglamentación de cinco mecanismos que aseguran el acceso igualitario de los ciudadanos a la información estatal y la consiguiente participación en las decisiones de los asuntos públicos para los casos que corresponda según esta normativa. Estos son: 1) la Audiencia Pública; 2) La publicidad de la Gestión de Intereses “lobby”; 3) La Elaboración Participativa de Normas; 4) El derecho de Acceso a la Información Pública en el área del Poder Ejecutivo Nacional y 5) Las Reuniones Abiertas de los Entes Reguladores de los Servicios Públicos.

Sin embargo, en el derecho público provincial el constituyente avanzó lo suficiente en el tema reconociendo a los ciudadanos el derecho fundamental de acceso a la información pública. En efecto, hay básicamente cuarto grupos en relación al abordaje por parte de las provincias de este derecho.

1. El primer grupo está constituido por aquellas provincias que reconocen en su carta política expresamente el derecho de acceso a la información pública, tal el caso de Buenos Aires (Artículos 12, 26, 28 CP); Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Artículos 12, 46 CCABA); Catamarca (Artículo 11 CP); Córdoba (Artículo 15 CP); Chubut (Artículo 13 CP); Formosa (Artículo 10 CP); Jujuy (Artículos 12 y 31 CP); La Rioja (Artículo 31 CP); Misiones (Artículo 12 CP y decreto 929/2000); Río Negro (Artículo 26 CP); Santa Cruz (Artículo 1 CP); y Tierra del Fuego (Artículo 46 CP).

2. El segundo grupo está formado por aquellas Cartas Políticas provinciales que reconocen el DAIP sólo en forma implícita, estas son; Corrientes (Artículo 21 CP); Chaco (Artículos 15 y 18 CP); Entre Ríos (Artículo 6 CP y decreto 1.169); La Pampa (Artículo 9 CP); Mendoza (Artículo 36 CP y ley 6408); Neuquén (Artículo 19 CP); Salta (Artículos 23 y 25 CP); San Juan (Artículo 27 CP); San Luis (Artículo 9 CP); Santa Fe (Artículo 11 CP); Santiago del Estero (Artículos 8 y 19 CP) y Tucumán (Artículo 121 CP).

3. Un tercer grupo estaría conformado por aquellas provincias que tienen previsión constitucional expresa (ver articulado punto 1.) y ley reglamentaria. Estas son, Buenos Aires (ley 12.475); Ciudad Autónoma de Buenos Aires (ley 104); Catamarca (ley 5.144); Córdoba (leyes 8.803, 8.835, 8.836); Chubut (ley 3.764); Jujuy (ley 4444); Río Negro (ley 1.829) y Tierra del Fuego (ley 653). 

4. Por último, un cuarto grupo estaría integrado por aquellas provincias que tienen previsión constitucional únicamente en forma implícita pero que no obstante, han sancionado sus leyes reglamentarias de acceso a la información estatal; la Pampa (leyes 1.612, 1.654 y decreto 978) y Santiago del Estero (ley 6.715).
Reconocer el derecho de acceso a la información pública en forma explícita no sólo importa hacer efectivo el derecho de tomar conocimiento de los documentos, expedientes, archivos y bases de datos existentes en la administración pública, así como a aquellos que obran en mano de los poderes legislativo y judicial, dedicados al ejercicio de la función administrativa. Sino que se va más allá del mero acceso a un documento.

En tal sentido, se puede afirmar se trata de un derecho que no se agota en sí mismo, sino que es el primer Presupuesto para el ejercicio de otros derechos humanos fundamentales, tales como la libertad de expresión, el ejercicio de las formas semidirectas de democracia, y en cuanto a los derechos económicos, sociales y culturales.

El derecho a la libertad de expresión como correlativo del derecho al acceso a la información es quizá el más utilizado, dado que tiene como punto de partida el sistema interamericano. Tal como enseña Owen Fiss (FISS, Owen, “The Irony of Free Speach”, Harvard University Press, Cambridge, M.A. 1996, versión en español: “La ironía de la libertad de expresión”, Editorial Gedisa, Barcelona España, 1999, p. 71/73) la democracia es un ejercicio de autogobierno colectivo que exige la elección de cargos públicos que debe realizar el pueblo, con un Estado receptivo a los intereses de ese pueblo. Para poder ejercer la soberanía popular tal como se plantea, los ciudadanos dependen en buena medida de la información que reciban de determinadas instituciones, a fin de poder elegir cuales son las políticas estatales que consideran mejor y, los candidatos que podrán llevarlas a la práctica. Según el autor en las sociedades modernas, es la prensa la que aparece como la institución más apta para cumplir esa función, la que además para concluir su tarea con eficiencia necesita de cierta autonomía respecto del Estado.

En el ámbito del sistema Interamericano de Derechos Humanos, el DAIP aparece como una precondición para el ejercicio en plenitud del derecho a la libertad de expresión. Durante la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos (OEA), realizada en Chile, se aprobó la Declaración de Santiago, en la que se reitera la importancia de la libertad de expresión y se reconoce que “la democracia se fortalece con el pleno respeto a la libre expresión y el acceso a la información”. En la misma Asamblea se aprobó la Resolución N° 1932, la que establece que los Estados tienen la obligación de respetar y hacer respetar el acceso a la información pública a todas las personas y de promover la adopción de disposiciones legislativas o de otro carácter que fueran necesarias para asegurar su reconocimiento y aplicación efectiva.

El Artículo 13 de la Declaración Americana de Derechos Humanos denominada Pacto de San José de Costa Rica establece que “toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística o por cualquier otro procedimiento de su elección”. 

Si bien la precitada norma parecería referirse a la libertad de expresión, lo cierto es que en la voz “buscar y recibir… información…”, se encuentra reconocido el derecho a ser informado y correlativamente la obligación de brindar dicha información. En tal sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado la protección y promoción de un concepto amplio de la libertad de expresión sosteniendo que la misma es una piedra angular de la existencia de una sociedad democrática, siendo indispensable para la formación de la opinión pública. “Es, en fin, condición para que la comunidad a la hora de ejercer sus opciones, esté suficientemente informada”. De modo que una concepción amplia (“social”) de la libertad de expresión abre canales para la interpretación de la libertad de información en un sentido que se acerca al derecho de acceso a la información. 

Al interpretar la norma –Artículo 13 PSJCR– la misma Corte señaló que “la libertad de pensamiento y expresión “comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole...”. Estos términos establecen literalmente que quienes están bajo la protección de la Convención tienen no sólo el derecho y la libertad de expresar su propio pensamiento, sino también el derecho y la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Lo que significa que, cuando se restringe ilegalmente la libertad de expresión de una persona, no sólo es el derecho individual y subjetivo a la libre expresión el que está siendo violado, sino también el derecho de todos a “recibir” informaciones e ideas. Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de expresión. En efecto, ésta requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado e impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo, pero implica recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno” (Corte IDH, La “Colegiación Obligatoria de Periodistas” (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-5/85 del 13/11/85. Serie A No. 5. Puede verse el texto completo en la página web de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. www.cidh.org.cr)

Asimismo, destaca la relevancia política de la libertad de expresión y el acceso a la información pública en los siguientes términos: “En su dimensión social la libertad de expresión es un medio para el intercambio de ideas e informaciones y para la comunicación masiva entre los seres humanos. Así como comprende el derecho de cada uno a tratar de comunicar a los otros sus propios puntos de vista implica también el derecho de todos a conocer opiniones y noticias. Para el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la información de que disponen otros como el derecho a difundir la propia.” (Corte IDH., “Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica”. Sentencia de 2/7/2004. Serie C No. 107. Puede verse el fallo completo en www.cidh.org.cr)

Igualmente, el libre acceso a la información gubernamental es un requisito necesario y determinante para el ejercicio de la democracia participativa, para luego ejercer los mecanismos de democracia semidirecta. Mal va a poder un ciudadano opinar acerca de la “cosa pública”, si con anterioridad no accede al conocimiento sobre lo que va a ser consultado o para decidir participar en una iniciativa.

El acceso a la información, la participación del ciudadano en el proceso decisorio y el acceso a la justicia constituyen los tres pilares de lo que se ha convenido hoy día en llamar; la democracia participativa. Adicionalmente, a nivel internacional son fundamentalmente las preocupaciones ambientales las que han favorecido la noción, o más bien la exigencia, de este nuevo derecho. Como el medio ambiente resulta ser de interés general, un patrimonio común, es casi una consecuencia lógica que su manejo reclame la democratización. (PEREZ, Efraín y MAKOWIAK, Jessica. “El Derecho de Acceso a la Información en Europa y América Latina: Un Enfoque Constitucional”. Artículo Publicado Esctrucplan, www.estrucplan.com.ar 26/8/2004).

Asimismo, la posibilidad de acceder a la información pública, sin duda, tiene un papel relevante a la hora de exigir al Estado que cumpla sus obligaciones de “hacer”, en orden a determinados derechos tales como el está supeditada en una buena parte a las conductas o a las políticas que en relación a estos desarrolle el Estado.

La falta de producción de información o la privación a la misma por parte del Estado, constituyen violaciones de obligaciones del Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales, lo que se debe fundamentalmente a que la exigibilidad de los mencionados derechos estan sujetas a la definición de determinadas conductas del Estado. Definición que sin embargo resulta imposible sin la información necesaria previa referida a cada uno de esos derechos. Agregan los autores que el control de cumplimiento de la obligación de progresividad, por ejemplo, cuando involucra el análisis de la evolución de indicadores de resultado, requiere necesariamente información que permita conocer al menos el punto de partida y el punto de llegada que están bajo comparación. (ABARAMOVICH Víctor y COURTIS Christian, Los derechos sociales como derechos exigibles, Editorial Trotta, Madrid, España, 2002, p. 234/235).

El presente proyecto persigue como objetivo apoyar la vigencia del principio de igualdad ante la ley, contribuir a la concreción de los derechos de los ciudadanos a participar en igualdad de condiciones en los asuntos públicos y en la gestión estatal, de peticionar ante las autoridades, promover la vigencia de los principios republicanos de publicidad de los actos de gobierno, de la responsabilidad de los gobernantes y contribuir a la transparencia y legitimidad en el ejercicio de la función administrativa.

Es preciso reconocer que en la Provincia de Entre Ríos, algunos sectores de la sociedad, están trabajando en dar la importancia merecida al derecho de acceso a la información.

Al respecto resulta destacable el activismo de la Fundación Acceso Libre que desde su página web (www.accesolibre.org) brinda noticias elaboradas con información que se obtiene tras formular pedidos según los términos del decreto 1.169/05 y otras que reflejarán novedades sobre el acceso a información pública a nivel nacional e internacional. Asimismo, realiza reportajes a especialistas en el tema, legisladores que hayan impulsado proyectos, funcionarios que ocupan áreas afines y periodistas con antecedentes en materia de derecho de acceso a la información. (En el portal está disponible también legislación y proyectos, tanto nacionales como provinciales y municipales, relacionados con el acceso a información pública, junto con el registro de funcionarios denunciados por negar información en la Provincia de Entre Ríos).

Que un Estado no garantice el derecho de acceso a la información pública, implica la obstaculización el acceso a la información relacionada con la gestión estatal, a la que tienen derecho todos los habitantes, como destinatarios de las prerrogativas que la propia Constitución les otorga

El sistema de contrapesos depende de la capacidad de los ciudadanos de distinguir y juzgar las políticas públicas; la que a su vez, dependerá de las posibilidades reales de confrontar sus ideas con otras y de tener acceso a la información básica requerida para formar su propia opinión. Así, un sistema eficaz supone que el ciudadano esté en condiciones de hacer un juicio fundamentado de la acción del Estado, y de lo que de ella dicen los medios de comunicación y los demás ciudadanos. Para tal efecto, el ciudadano debería tener la capacidad de obtener y analizar por sí mismo la información relativa a la gestión pública. 

Los derechos son considerados incondicionales, esto es, que la autoridad pública debe hacerlos respetar con independencia de las preferencias personales o de mayorías coyunturales. (Conf. GARGARELLA, Roberto, “Las Amenazas del constitucionalismo: Constitucionalismo, Derechos y Democracia”, Texto preparado para el SELA, 2001, http.islandia.law.yale.edu, p.5.) Si bien los mismos, pueden ejercerse según determinadas circunstancias de modo más o menos pleno, sí es seguro que la ausencia de reglamentación no puede ser un obstáculo al efectivo ejercicio del mismo.

Recordemos que en el ámbito provincial de Entre Ríos, el decreto 1169/2005 (Publicado en el BO el 1/4/2005), denominado “Reglamento general de acceso a la información pública para el Poder Ejecutivo Provincial”, también ha contribuido, en parte, al debate en torno a este tema. En el mismo se establece el objetivo de fortalecer la relación entre el Estado y la sociedad civil a fin de fortalecer la democracia. El Artículo 4 dispone que “la finalidad del acceso a la información pública es permitir y promover una efectiva participación ciudadana, a través de la provisión de información completa, adecuada, oportuna y veraz.” 

Por otra parte, la norma establece como principios del derecho de acceso a la información la igualdad, la publicidad, la celeridad, la informalidad y la gratuidad. 

Los sujetos legitimados para solicitar, acceder y recibir información son todas las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas. (Art. 6). El Artículo 3 reconoce que el acceso a la información constituye una instancia de participación ciudadana por la cual toda persona ejercita su derecho a requerir, consultar y recibir información de cualquiera de los sujetos que se desempeñan dentro del ámbito de la administración pública provincial, centralizada y descentralizada, entes autárquicos, empresas del Estado, sociedades con participación estatal y todo ente público con participación estatal y/o que tenga como fuente de recursos el aporte del Estado Provincial. 

Esta normativa se complementa con un destacado activismo judicial desde parte de la judicatura provincial. Recientemente en oportunidad de resolver el caso “Londero” (“Londero Oscar c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de amparo”. Causa (7-4752a) 29/11/2005) un tribunal paranaense estableció que “la vía elegida resulta idónea ante la existencia de un acto que afecta derechos constitucionales como el invocado, y admisible, ya que no surge la existencia de una vía alternativa eficaz”. En el caso, el actor invocando el decreto referido, 1169/05 GOB, solicitó a la Administración Pública le brindara información respecto de los montos de la publicidad oficial que el gobierno entrerriano invirtió o ejecutó durante el período comprendido entre el día 1 de Enero de 2005 hasta el 4 de julio del mismo año. Mediante la resolución 16/05 de la Dirección General de Información Pública la requisitoria le fue denegada, por lo que ocurrió por la vía del amparo. Londero, además de invocar la resolución 16/05, planteó la nulidad y/o inconstitucionalidad de la Resolución 23/04 en virtud de la cual la Dirección General de Información Pública fundó la negativa por ser contraria al principio republicano de gobierno, ya que considera reservada la información solicitada, lo que dio motivo a la denuncia prevista en el Reglamento Anexo al decreto 1169/05, ante la Oficina Anticorrupción, la que señaló que las resoluciones que invoquen secreto o reserva deberán ser reexaminadas y adecuadas al principio de información pública. 

El Tribunal, al haber cesado la situación alegada como lesiva por el actor, en tanto la D.G.I.P. finalmente proporcionó la información, consideró que la cuestión había devenido abstracta e impuso las costas a la demandada. No obstante, estimó conveniente examinar la procedencia de la pretensión en la oportunidad de promoción de la demanda. La importancia del fallo radica en que reconoce, en primer lugar, que la acción de amparo es el medio idóneo para el caso de lesión al derecho de acceso a la información pública y, en segundo término, establece que aún cuando un organismo público provincial, como en el caso, brindó la información pero en forma tardía, causó igualmente perjuicio a un ciudadano –obligándole a litigar por la negativa de información– por lo que hace que dicho organismo provincial deba pagar las costas del proceso.

Es preciso mencionar, en contrario, el reciente caso "Bracco, Juan Alfredo c/ IOSPER S/ Acción de Amparo" (sentencia del 29/5/2007) en el que el Superior Tribunal local rechazó la acción interpuesta por el actor por considerar que no se había negado el acceso a la información.

El actor, jefe de redacción de la Agencia Periodística Federal, denunció la falta de respuesta al pedido de información efectuado el 11 de diciembre del 2006, por el cual había solicitado una copia del convenio que la obra social suscribió en septiembre de dicho año con la Asociación de Clínicas. Ante la omisión incurrida al habérsele negado el acceso a dicha información interpuso acción de amparo. El Sr. Bracco sostuvo al respecto, que no había ocurrido por la vía administrativa, prevista por el decreto 1169/05, debido a que ejercía el periodismo profesional, motivo por el cual se encontraba obligado por el mandato de informarse e informar a la población, subrayando que su condición de ciudadano, lo habilitaba a interponer una acción de amparo. Téngase presente que acudiendo a la vía administrativa (con los plazos expresados en la ley 7060) hubiera implicado una información harto desactualizada que no hubiera servido para informar acabadamente a la población.
El Tribunal consideró que “el amparo, sin duda alguna, es un proceso constitucional, un mecanismo de asistencia y protección a los derechos fundamentales. Su naturaleza garantista no afinca en derechos sustanciales sino en libertades esenciales para los derechos humanos que requieren un trámite breve, sencillo, rápido y eficaz. Se trata de resguardar los derechos consagrados en la Constitución Nacional. Y (…) la urgencia, no es el único argumento para decidir la procedencia de la vía del amparo, porque (…), el Artículo 43 de la Carta Federal ha consagrado el derecho a tener un proceso rápido y expeditivo, cuando no exista una vía judicial más idónea“.

El Tribunal, citando a Ferrajoli, al exponer su definición de Constitución sostuvo que "una Constitución no sirve para representar la voluntad común de un pueblo, sino para garantizar los derechos de todos, incluso frente a la voluntad popular. Su función no es expresar un demos, es decir, una homogeneidad cultural, identidad colectiva o coherencia social, sino, al contrario, la de garantizar, a través de aquellos derechos, la convivencia pacífica entre sujetos e intereses diversos y virtualmente en conflicto. El fundamento de su legitimidad, a diferencia de lo que ocurre con las leyes ordinarias y las opciones de gobierno, no reside en el consenso de la mayoría, sino en un valor mucho más importante y previo: la igualdad de todos en las libertades fundamentales y en los derechos sociales, o sea en derechos vitales conferidos a todos, como límites y vínculos, precisamente, frente a las leyes y actos de gobierno expresados en las contingentes mayorías..." (FERRAJOLI, Luigi. Pasado y futuro del estado de derecho. Neoconstitucionalismos, ed. Miguel Carbonel, ed. Trotta, 2003), pero concluyó que en el caso no se había verificado el proceder arbitrario e ilegítimo que se denunció inicialmente como fundamento del amparo promovido. Esta sentencia, sin duda, implicó un lamentable retroceso en el avance antes mencionado, toda vez que mandaba al actor a acudir a la vía del proceso administrativo común, menospreciando, de ese modo, la importancia del derecho tutelado. 

Los Estados y las instituciones públicas deben promover una cultura de transparencia en la sociedad y en el sector público para el ejercicio del derecho de acceso a la información. En una legislación sobre este derecho la obligación de suministrar información debe ser amplia para abarcar a todos los órganos del poder público y entidades privadas que ejerzan funciones públicas. 

La transparencia de los actos del gobierno puede ser incrementada a través del reconocimiento en forma expresa del derecho de acceso a la información en la Constitución provincial. En tal contexto, la regla debe ser la publicidad de los actos de gobierno como bien común y no la manipulación y el ocultamiento de los actos públicos. 

Esto significa que debe quedar comprendida dentro de la obligación estatal, suministrar toda la información que se encuentre en su poder. Se presume que toda la información estatal es pública, por lo tanto si el Estado desea reservar información, en él recae la carga de probar que el secreto constituye una urgente necesidad estatal. El secreto sólo se justifica cuando la divulgación de información pusiera en juego intereses públicos superiores o igualmente justificables. 

Para que el secreto de Estado sea compatible con la Constitución debe cumplir, como presupuesto de mínima, determinados principios generales que regirán la materia que son: 1) La regla es el acceso. 2) Las excepciones sólo pueden ser creadas taxativamente por ley. 3) Las excepciones deberán referirse a materias específicas determinadas en la ley de acceso a la Información o en otra ley de igual jerarquía. 4) La reserva debe estar limitada en el tiempo en cada caso concreto y si no lo está el secreto automáticamente cesará a los 10 años (o un plazo similar que la ley lo determine) y 5) Toda información que fue reservada o confidencial, antes de destruirse debe publicarse. (BASTERRA, Marcela I. El Derecho Fundamental de acceso a la información Pública, Lexis Nexis, 2006. Buenos Aires, p. 406).

Tratándose de información que tiene carácter esencialmente público, sólo puede justificarse el secreto por un interés igualmente público. Esto es, que el mismo argumento que justifica la transparencia puede justificar el secreto. Cuando la divulgación de información pone en peligro a la sociedad y a los individuos que la integran, es entonces cuando puede justificarse la reserva. (LUQUE RÁZURI, Martín, Acceso a la información pública documental y regulación de la información secreta. ARA Editores, Lima 2002, p. 157)

El secreto es compatible con el Estado constitucional de derecho cuando cumple determinados principios generales que deben regir en todos los casos en que haya información reservada. En primer lugar, la regla general debe ser el acceso, la denegatoria o secreto debe ser la excepción. Toda información pública debe estar disponible para conocimiento de quien la solicite, salvo que corresponda a materias calificadas de reserva, debiendo el Estado o la entidad poseedora de la información, probar la necesidad de secreto.

Las excepciones sólo pueden ser creadas por ley, no pudiendo haber ninguna otra. En efecto, si una ley de acceso a la información estableciera lo contrario, es inconstitucional porque se frustraría injustificadamente el derecho de acceso a la información estatal a una persona. 

Las excepciones deben referirse a materias específicas determinadas en la ley de acceso a la Información o en otra ley de igual jerarquía. Sólo puede establecerse la reserva o la confidencialidad de determinada información taxativamente estipulada, fundadas en la protección de la seguridad, defensa, inteligencia o salud pública. Secreto bancario, financiero o fiscal, o se trate de la protección del derecho a la intimidad y/o los datos personales en los términos de la ley especial aplicable al caso concreto. Siempre la materia reservada deberá estar contemplada específicamente en la ley nacional de acceso a la información pública u otra ley de igual jerarquía. (BASTERRA, Marcela. El Derecho Fundamental de acceso a la información Pública, Lexis Nexis, 2006. Buenos Aires, p. 359).

La reserva debe limitarse en el tiempo en cada caso concreto. Es importante establecer en la fórmula constitucional que el secreto no será para siempre, que estará limitado en el tiempo conforme lo establezca la ley pertinente. La clasificación debe tener un tiempo de duración, es decir, se debe estipular en la misma ley que le da el carácter de información secreta a partir de cuándo la misma será de público acceso. 

Asimismo, la información que alguna vez ha recibido la calificación de secreta no debe destruirse sin que antes tome estado público. Esta es una garantía de revisión de la “res pública” como herramienta de control ciudadano.

Viene al caso recordar que las leyes secretas son inconstitucionales, en tanto el secreto es contrario a uno de los principios fundamentales en los que se asienta el régimen republicano como es la publicidad de los actos de gobierno. A mayor abundamiento, una ley que no se publica lesiona el principio de legalidad, al no ser dada a conocer a la ciudadanía, por lo que no obliga, entonces no es ley. Hay Estados en los que el ocultamiento de los actos políticos se convierte en una regla y la publicidad es la excepción. En otros, a la inversa, el secreto es reducido, teniendo carácter excepcionalísimo. Esta sin duda, es una diferencia esencial entre un Estado constitucional de derecho y aquel que no lo es.

Son varios los países de América latina que tienen normas protectivas del derecho de acceder a la información estatal, tal el caso de México y Perú que podría decirse están más adelantados que el resto de la región, porque cuentan con experiencias fuertes en el abordaje del tema. 

La Constitución Política de Brasil, en el Artículo 5º reconoce el derecho de acceso a la información publica al disponer que: “Todos son iguales ante la ley, sin distinción de cualquier naturaleza, garantizándose a los brasileños y a los extranjeros residentes en el país la inviolabilidad del derecho a la vida, a la libertad, a la igualdad, a la seguridad y a la prioridad, en los siguientes términos:…XIV Queda garantizado a todos el acceso a la información y salvaguardado el secreto de las fuentes cuando sea necesario para el ejercicio profesional...” Asimismo en el mismo Artículo, inciso XXXIII se establece que “todos tienen derecho a recibir de los órganos públicos informaciones de su interés particular, o de interés colectivo o general que serán suministradas dentro del plazo de ley, bajo pena de responsabilidad, salvo aquellas cuyo sigilo sea imprescindible para la seguridad de la sociedad o del Estado”.

La Constitución de Chile, de 1980, reformada sustancialmente en 1989 y 1991, garantiza a toda persona el respeto y protección a la vida privada y pública, a su honra y a la de su familia y la libertad de información (Artículo 19). Además, le otorga un "recurso de protección" frente a los actos u omisiones arbitrarios o ilegales, privación, perturbación o amenaza en el legítimo ejercicio de los derechos antes mencionados (Artículo 20).

Además, se ha sancionado la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado Nº 18.575 (publicada el 5/12/86) que fue modificada por Ley 19.653 (Publicada el 14/12/99) e incorporó los Artículos 11 bis y 11 ter los que disponen que los funcionarios de la Administración del Estado deberán observar el principio de probidad administrativa y, en particular, las normas legales generales y especiales que lo regulan. Asimismo dispone que la función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella, siendo públicos los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial. 

En la Constitución de Colombia el derecho de acceso a la información pública está reconocido en el Artículo 20 que garantiza a toda persona la libertad de expresar y difundir su pensamiento y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos de comunicación. Además, el Artículo 74 dispone que “Todas las personas tienen derecho a acceder a los documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. El secreto profesional es inviolable”.
También, Colombia sancionó la ley 57 (Publicada en el diario oficial, Nº 37056 del 12/7/85) de 1985, que garantiza a toda persona el derecho a consultar los documentos que se encuentren en las oficinas públicas y a que se le expida copia de los mismos, siempre que dichos documentos no tengan carácter reservado conforme a la Constitución o la ley, o no hagan relación a la defensa o seguridad nacional (Artículo 12).

En Costa Rica, la Constitución de 1949, reformada en el año 2003, garantiza “el libre acceso a los departamentos administrativos con propósitos de información sobre asuntos de interés público, quedan a salvo los secretos de Estado” (Artículo 30). De la regla de surge una doble restricción; a) el ejercicio se limita a los departamentos administrativos requiriéndose la existencia o la finalidad de un interés público para facilitar el acceso a los mismos, y b) salvaguarda la información concerniente a los secretos del Estado.

Esta disposición constituye sin duda, una visión sesgada del DAIP, porque tal como lo ha expresado el relator especial de Naciones Unidas sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión, “la libertad de información entraña que los órganos públicos indiquen y difundan en general los documentos de suficiente interés público, por ejemplo, la información básica sobre su propio funcionamiento y el contenido de cualquier decisión o política que afecte a la población” (Informe del Relator Especial de Naciones Unidas sobre la promoción y protección del derecho a la libertad de opinión y de expresión. E/CN.4/2000/63. Publicado en http://www.cajpe.org.pe. Del 18/1/2000).
El Artículo 81 de la Constitución política de Ecuador garantiza el derecho a acceder a las fuentes de información, como mecanismo para ejercer la participación democrática respecto del manejo de la cosa pública y la rendición de cuentas a la que están sujetos todos los funcionarios del Estado. A fin de hacer efectivo el principio de publicidad de los actos, contratos y gestiones de las instituciones del Estado y de aquellas financiadas con recursos públicos o que por su naturaleza sean de interés público.

Además, la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, –LOTAIP– (Publicada en el Registro Oficial Suplemento 337 del 18/5/2004) reglamenta el acceso a toda información que esté en poder de las instituciones, organismos y entidades, personas jurídicas de derecho público o privado que, para el tema materia de la información tengan participación del Estado o sean concesionarios de éste, en cualquiera de sus modalidades (Artículo 1).

Guatemala consagra el derecho de acceso a la información pública en la constitución de 1985, en la que dispone que “todos los actos de la administración son públicos y que los interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, copias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que deseen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional, o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia” (Artículo 30).

Además, la Ley de Libre Acceso a la Información (Aprobada por el Congreso en segunda lectura en octubre de 2002), tiene como objetivo garantizar el pleno ejercicio del derecho de los interesados en cuanto a la publicidad de esos actos establecida en el Artículo 30 de la ley suprema. Asimismo, sistematiza el acceso a datos personales, el uso y tratamiento de los mismos, contenidos en archivos, registros, fichas, bases, bancos o cualquier otra forma de almacenamiento de datos, con el fin de garantizar el pleno ejercicio de los derechos de los titulares de los datos.

En el caso de México, el Artículo 6º de la Constitución de 1917 prevé que “la manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, los derechos de tercero, provoque algún delito, o perturbe el orden público y que el derecho a la información será garantizado por el Estado.” En consonancia el 8º dispone que “los funcionarios y empleados públicos respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y respetuosa" y que a toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al peticionario. El reconocimiento del derecho de acceso a la información se dio con la reforma constitucional de 1977, al incorporarse al Artículo 6º, que “el derecho a la información será garantizado por el Estado.”

El máximo tribunal interpretó originalmente el Artículo 6 de la Constitución como garantía de partidos políticos, ampliando posteriormente este concepto como comprensivo de la garantía individual de acceso a la información y la obligación estatal de brindar información veraz. En efecto, el Tribunal Pleno amplió los alcances de dicho precepto legal al establecer que “el derecho a la información, estrechamente vinculado con el derecho a conocer la verdad, exige que las autoridades se abstengan de dar a la comunidad información manipulada, falsa o incompleta, so pena de incurrir en violación grave a las garantías individuales del Artículo 97 constitucional”. 

Asimismo, el Estado Mexicano tiene la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental. (Publicada el 11/6/2002), que representa un instrumento por medio del cual el ciudadano tiene la posibilidad de conocer de manera precisa, oportuna, veraz y objetiva, las acciones y decisiones que las autoridades gubernamentales toman en su nombre y con su dinero. 

En Nicaragua, el Artículo 66 de la Constitución dispone que “los nicaragüenses tienen derecho a la información veraz. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas, ya sea de manera oral, por escrito, gráficamente o por cualquier otro procedimiento de su elección.” Seguidamente el Artículo 67 establece el derecho de informar como una responsabilidad social, que será ejercido con estricto respeto a los principios constitucionales.

El Estado de Nicaragua no dispone de una ley de acceso, sin embargo, existe una iniciativa de ley en la Asamblea Nacional (Puede consultarse en www.asamblea.gob.ni/frameserviciosinformacion.htm), mediante el cual se pretende garantizar y regular el ejercicio del derecho de todos los ciudadanos a la información pública existente en los documentos, archivos y bases de datos de las instituciones del Estado, las sociedades mixtas y las subvencionadas por el Estado, así como las entidades privadas que administren o manejen recursos públicos. El proyecto dispone que la información es un bien público, lo que implica en primer término, que pertenece a los nicaragüenses y en segundo término, que será accesible a quien lo solicite.

En Panamá, el derecho de libre acceso a la información pública no se encuentra expresamente reconocido en la Constitución panameña, sin embargo, puede inferirse del derecho a presentar peticiones y quejas respetuosas a los servidores públicos por motivos de interés social o particular, y el de obtener pronta resolución (Artículo 41).

La Ley de transparencia en la gestión pública y habeas data (Publicada en la Gaceta Oficial el 23/1/2002) establece el derecho de acceso a la información pública, que reconoce a todas las personas el derecho a solicitar, sin necesidad de justificación o motivación alguna, la información de acceso público en poder o en conocimiento de las instituciones del Estado en virtud del principio de publicidad de los actos de gobierno. Estando obligadas, también, las empresas privadas que suministren servicios públicos con carácter de exclusividad, a proporcionar la información que les sea solicitada por los usuarios del servicio respecto de éste (Artículo 2).

La Constitución de Paraguay reconoce en el Artículo 28 titulado “Del derecho a informarse” que “las fuentes públicas de información son libres para todos. La ley regulará las modalidades, plazos y sanciones correspondientes a las mismas, a fin de que este derecho sea efectivo.

En septiembre de 2001, el Poder Ejecutivo derogó la ley 1728 (Sancionada el 16/7/2001) sobre Transparencia Administrativa y Libre Acceso a la Información, cuyo objeto era “garantizar el acceso a la información relacionada con los actos administrativos y de gobierno, de conformidad con el principio de publicidad de la administración pública y establecer el procedimiento administrativo orientado a la solicitud examen y copia de los documentos requeridos” (Artículo 1). Reconocía a todas las personas físicas y jurídicas el derecho de solicitar por escrito y recibir información veraz, responsable, ecuánime y oportuna. También dispone que “la solicitud de información o acceso a documentos de carácter público puede hacerse sin expresión de las razones que la motivan” (Artículo 2).

En Perú, la nueva redacción del texto constitucional reconoce como derecho fundamental de la persona: el de “solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional” (Artículo 2).

A mayor abundamiento, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública (Ley 27.086. Perú. Publicada el 3/8/2002) tiene por finalidad promover la transparencia de los actos del Estado y regular el derecho fundamental del acceso a la información consagrado en la Constitución. 

Los ciudadanos de América latina, gozan hoy de una mayor protección del derecho de acceso a la información estatal que hace unas décadas. En efecto, ha sido reconocido en la normativa de varios tratados Internacionales, por la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por varios textos constitucionales y leyes generales o sectoriales que se ocupan de su regulación. La pormenorizada explicación en relación a la situación en Latinoamérica, en general, no hace más que poner en evidencia la enorme situación de desventaja que en relación a este derecho fundamental tiene la Argentina en comparación con el resto de la región.

Sin embargo, y aunque aún deberán pasar algunos años para poder asegurar que el derecho de acceder a las fuentes de información estatales es un derecho fundamental reconocido e implementado en todo el país, se está recorriendo ese camino, por lo que es preciso contribuir con ello incorporando en forma clara y expresa el derecho de todos los habitantes de la Provincia de Entre Ríos de acceder a la información pública, de modo tal que no pueda ser desnaturalizado por los llamados “operadores de la Constitución”.

Martín J. Acevedo Miño.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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(Expte. Nro. 460)

FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos.
El presente proyecto tiene por objetivo incorporar a la Constitución Provincial, ya que no existen, normas básicas y unificadas que le posibiliten crear regiones para el desarrollo y celebrar tratados que regulen sus relaciones interprovinciales, internacionales y de otras índoles.

En lo que respecta a las regiones o micro regiones el artículo que propongo incorporar en primer término busca reconocer la facultad de la Provincia para “integrarse regionalmente”, creando mediante su legislación “regiones o micro regiones”, con un objetivo expresamente enunciado: “para su desarrollo”, y en diversos aspectos: “social, cultural, solidario y económico”, y contempla la posibilidad de “crear organismos con facultades para el cumplimiento de sus objetivos”.

Incorporar este artículo a la Constitución implicaría, además de darle rango constitucional a la potestad de integrarse regionalmente, un acto de reconocimiento y valoración al trabajo intenso que ha venido desarrollando nuestra Provincia en la consolidación de la Región Centro para su desarrollo y como elemento esencial de la estrategia de poder para eliminar los desequilibrios existentes entre las regiones argentinas y considerándola como un área con una amplia potencialidad de desarrollo con importantes oportunidades de inversión y desarrollo.

Que, la Constitución Nacional reformada en 2004 en su Art. 124 posibilita a las provincias la creación de regiones, y en ese marco nuestra Provincia y las de Santa Fe y Córdoba han suscrito tres acuerdos: el Tratado de Integración Regional (1998), el Acta de Integración de Entre Ríos (1999) y el Protocolo de Córdoba (2004).

En este marco y a manera de ejemplo, es necesario destacar la participación de las entidades civiles, empresarias, del trabajo, de la educación, de la cultura como importantes protagonistas de esta etapa fundacional de la Región Centro y en especial las de nuestra Provincia nucleadas en el Foro de Entidades Civiles.

O sea, es la propia Constitución Nacional la que crea la atribución de las provincias para crear regiones y evidencia el espíritu descentralizador de la reforma constitucional de 1994 rigiendo la idea fuerza de que sean las propias provincias las que dispongan su regionalización, acordando en torno al concepto de “región para el desarrollo económico y social”.

En esta línea resulta de gran importancia que la reforma constitucional declare que nuestra Provincia pueda crear regiones o micro regiones, en uso de las facultades propias de las provincias “para agruparse y defender sus intereses comunes” y en función de la nueva “cláusula del progreso” prevista en el nuevo Art. 75° Inc. 19 de la Constitución Nacional.

Los propósitos de la región o micro región son de índole social, cultural y económicos, vocablos que pueden involucrar numerosos rubros, algunos de ellos necesariamente políticos, acorde a las profundas metas económicas y sociales asumidas por la Provincia.

La incorporación que propongo permite explícitamente crear órganos con facultades para el cumplimiento de sus fines, involucrando ello que si se programan objetivos económicos, culturales y sociales intensos, los órganos de planificación y ejecución de la región o micro región podrían tener para tales fines facultades de gobierno, no implicando que se constituya un nuevo nivel de gobierno a más del nacional y del provincial.

En lo que respecta a la celebración de tratados o convenio el proyecto que propongo busca regular los aspectos fundamentales de las relaciones interprovinciales, con total amplitud en lo que a la materia se refiere.

Que, estas relaciones interprovinciales deben respetar el principio de solidaridad, en función el destino común que deben afrontar con sus pares y con la nación, en concordancia con lo normado por los Arts. 125 y 126 de la Constitución Nacional que establecen que las provincias pueden celebrar tratados parciales para fines de administración de justicia, de intereses económicos y trabajos de utilidad común, prohibiéndose celebrar tratados de carácter políticos.

O sea que las materias sobre la que pueden versar los tratados interprovinciales son aquellos habilitados por la Constitución Nacional -administración de justicia, intereses económicos y trabajos de utilidad común, siendo suficientemente generosas como para abarcar cualquier asunto de competencia provincial.

Existen otras alternativas de convenios o tratados que puede celebrar una provincia, como con el estado federal y una o varias provincias, tratados internacionales o el celebrado con otras provincias de un estado extranjero, con un municipio, o en materia limítrofe.

Quiero mencionar en esta instancia la competencia que tiene la Provincia para celebrar tratados internacionales, diciendo que dentro de los requisitos que se deben incorporar al texto constitucional propongo el de la compatibilidad con la política exterior de la Nación, para que sea acorde a lo que norman los Art. 99 Inc. 11°) y 75 Incs. 22 y 24 de la Constitución Nacional.

Por su parte, y a manera ilustrativa, vemos que la Constitución de la Provincia de Córdoba del año 2001, dice textualmente: Promover un federalismo de concertación con el Gobierno Federal y entre las Provincias, con la finalidad de satisfacer intereses comunes y participar en organismos de consulta y decisión, así como establecer relaciones intergubernamentales e interjurisdiccionales, mediante tratados y convenios.

Por los fundamentos antes expuestos que serán ampliados oportunamente, solicito el tratamiento del presente proyecto de texto constitucional.

Luis M. Márquez.
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…. “El estado provincial podrá integrarse regionalmente con las provincias y los municipios, creando mediante su legislación, regiones o micro regiones para su desarrollo social, cultural, solidario y económico, y crear organismos con facultades para el cumplimiento de sus objetivos, pudiendo celebrar convenios y tratados con la finalidad de atender intereses comunes, sea con entes públicos nacionales, provinciales o municipales y extranjeros y con organismos internacionales compatibles con la política exterior de la Nación ni que afecten el crédito público de ésta”

MÁRQUEZ

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
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FUNDAMENTOS

El objetivo del presente proyecto es incorporar a la Constitución Provincial la normativa básica y fundamental relativa a la colegiación de profesionales, desarrollando el principio de la “colegiación” sobre las siguientes bases y fundamentos.

La “Colegiación Constitucional”, terminología que encuentro adecuada para definir el proyecto y que utilizaré en lo sucesivo, pretende el reconocimiento a los profesionales universitarios y sus colegios, tendiendo principalmente a asegurar la dignidad del ejercicio de cada una de las profesiones liberales dentro del ámbito provincial.

Además, su incorporación buscará resguardar la igualdad en el ejercicio del trabajo, teniendo también por objetivo posibilitar el nucleamiento de los profesionales, facilitando la vigencia de la solidaridad, que tiende concretamente a que la misma sea real, integral y responsable.

Dará el marco legal con supremacía constitucional a las leyes de colegiación ya vigentes en nuestras provincias, dejando fuera de discusión cualquier planteo sobre inconstitucionalidad.

Uno de los principales argumentos legales que encontramos para incorporar normas básicas de colegiación constitucional es el basado en la teoría de la delegación de poder, en virtud del cual que el gobierno dé una matricula a un profesional y el poder disciplinario son elementos irrenunciables del Estado, poder que delega a cuerpos denominados colegios públicos, con funciones delimitadas y con control y que tienen a su cargo esas funciones necesarias y reglamentarias del derecho de asociación a que se refiere la Constitución Nacional en su Artículo 14.

Es importante citar también lo referido a la colegiación de profesionales en otras constituciones tales como la de Córdoba que en su Artículo 37 dice textualmente “conferir el gobierno de las profesiones y el control de su ejercicio a las entidades que se organicen con el concurso de todos los profesionales de la actividad, en forma democrática y pluralista conforme a las bases y condiciones que establece la Legislatura. Tienen a su cargo la defensa y promoción de sus intereses específicos y gozan de las atribuciones que la ley estime necesarias para el desempeño de sus funciones, con arreglo a los principios de leal colaboración mutua y subordinación al bien común, sin perjuicio de la jurisdicción de los poderes del Estado”.

Por otra parte, la Constitución de la provincia de Neuquén, en su Artículo 52, “reconoce la existencia de cajas y sistemas de seguridad social de profesionales”.

A partir de esta incorporación los diferentes colegios contarán con normas constitucionales que garantizarán el derecho y obligación de ser guardianes del gobierno de la matrícula, de ser cuerpos disciplinarios y representantes de los profesionales, y tendrán la posibilidad de tener sus cajas y sistemas de seguridad social.

Permitirá consolidar con bases constitucionalmente incorporadas un proceso ya iniciado con la irrupción definitiva de los distintos colegios y consejos provinciales, a partir del dictado de las normas de creación.

Como innovación novedosa quiero garantizar la participación igualitaria y sin discriminación de la mujer en el gobierno de las asociaciones profesionales, estableciéndose la igualdad de trato y oportunidades entre varones y mujeres en el mundo profesional, en consonancia con la tarea legislativa que a nivel nacional se ha venido trabajando y que ha avanzado en la protección y reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres. De esta forma la legislación que en consecuencia se dicte tendrá principios constitucionales que le servirán de base y que garanticen lo establecido en la Constitución provincial a reformarse.

Mediante la “Colegiación constitucional”, la Provincia está garantizando la constitución y funcionamiento de los colegios profesionales, a los que les puede conferir el gobierno de la matrícula bajo condiciones que garanticen los derechos de sus miembros y el bien común, con la premisa de que se organicen con el concurso de todos los profesionales de la actividad en forma democrática y pluralista, conforme a las bases y condiciones que la ley les confiera asegurando a sus integrantes legitimación en sede administrativa y judicial respecto de sus decisiones, sin perjuicio de la jurisdicción de los Poderes del Estado.

Frente lo planteado precedentemente, entiendo que es una buena alternativa dictar una norma general, una ley marco que permita contemplar los aspectos básicos de la materia considerando de manera especial su componente democrático, entendiéndose por tal, al menos, la periodicidad de los cargos, la representación de las minorías, la publicidad de los actos, el cumplimiento de las garantías mínimas del debido proceso legal, la igualdad en la participación, etc.

Por los fundamentos antes expuestos que serán ampliados oportunamente, solicito el tratamiento del presente proyecto de texto constitucional.

Luis M. Márquez

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…. De los colegios profesionales: La provincia reconoce y garantiza el derecho a la constitución y desenvolvimiento de colegios o consejos profesionales. La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los mismos y el ejercicio de las profesiones. Puede conferir el gobierno de las profesiones y el control de su ejercicio, debiendo organizarse con el concurso de todos los profesionales de la actividad, en forma pluralista y democrática, asegurando la participación de la mujer. Tendrán a su cargo la defensa y promoción de sus intereses específicos, con arreglo a los principios de leal colaboración mutua y subordinación al bien común, sin perjuicio de la jurisdicción de los poderes del Estado.

Artículo…. La Provincia reconoce la existencia de cajas y sistemas de seguridad social de profesionales.

MÁRQUEZ

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
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LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art: 1: Sustitúyase el actual Artículo 120 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos por el siguiente texto: “El Gobernador y Vicegobernador no se desempeñarán por más de dos períodos consecutivos o alternados ni podrán sucederse recíprocamente”.

Art. 2: De forma.

ACHARTA – REGGIARDO – SCHVARTZMAN – HAIEK – DÍAZ (Carlos) – ZABALA – GIANFELICI – DE LA CRUZ DE ZABAL.

FUNDAMENTOS

El Artículo 3º de la Ley Nº 9768, que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, habilita expresamente la posibilidad de modificar del actual Artículo 120 al “sólo efecto de establecer la posibilidad de reelección de Gobernador y Vice por un solo período consecutivo”.

La reelección –y su incorporación en el texto constitucional– ha sido durante décadas un obstáculo para lograr la actualización de nuestra Constitución provincial, cuya última reforma data del año 1933.

Como instituto, la Reelección no es buena ni mala en sí misma: su aplicación responde a las realidades particulares de cada provincia. Cada Convención Constituyente provincial tiene la responsabilidad de establecer el mecanismo más apto y conveniente para instituirla, respetando tradiciones y costumbres, y teniendo en cuenta fundamentalmente la situación política de cada Estado federal en particular, la que sin duda será determinante a la hora de elegir una u otra modalidad.

En función de ello, en la presente Reforma Constitucional de la provincia de Entre Ríos resulta pertinente considerar la variante que habilite la Reelección para quien ocupe el cargo de Gobernador y Vicegobernador por un único período consecutivo, y la inhabilitación posterior definitiva para volver a ocupar dichos cargos una vez concluido el mandato.

En reiteradas oportunidades hemos sostenido que la reelección del Gobernador y el Vicegobernador no puede concebirse de manera aislada, sino que debe estar enmarcada en un contexto de reforma constitucional que garantice principalmente un control efectivo de la gestión pública; un Tribunal de Cuentas con autarquía financiera e independencia de los poderes que debe controlar; una Oficina Anticorrupción con igual independencia; la regulación del derecho a la información pública; el establecimiento de límites al Poder Ejecutivo para las transferencias entre partidas presupuestarias; y la instauración de un sistema de designación y remoción de jueces que jerarquice el Poder Judicial y garantice su independencia del poder político de turno.

Una vez establecidas estas garantías, es factible pensar que un Gobierno pueda tener la posibilidad de completar su primera gestión, por única vez, con un mandato de igual término y en forma consecutiva, a efectos de concluir con una tarea de gestión para la que un solo período puede resultar insuficiente.

En este sentido, consideramos que el sistema establecido por la Constitución de los Estados Unidos de Norteamérica, plasmado en su Enmienda Nº XXII, es el más adecuado. Este sistema posibilita una reelección en forma inmediata y por un único período consecutivo. Los gobernantes que hayan sido reelectos en el cargo de Gobernador/a o Vicegobernador/a, o que se hayan sucedido recíprocamente en dichos cargos, quedan inhabilitados definitivamente para ser candidatos a ocupar otra vez dichos cargos.

La reelección es un instrumento político que permite a un ciudadano que ha sido elegido para ocupar una función pública, sujeta a un período de tiempo previamente determinado por la Constitución y las leyes, el derecho de volver a postularse y ser elegido una o más veces para la misma posición.

En la gran mayoría de los textos constitucionales existen distintas regulaciones respecto de la reelección. Algunos textos, por ejemplo, la autorizan por omisión. En estos casos, el texto constitucional no dice nada al respecto: al no estar prohibida la reelección, se infiere que está permitida sin restricción alguna. Las constituciones de la República Dominicana de 1966 –sobre los cargos de presidente y vicepresidente del país– y la del Estado Libre y Asociado de Puerto Rico de 1952 –sobre el cargo de gobernador– son ejemplos de este caso. Otras constituciones, en cambio, tienen una disposición expresa, y autorizan la reelección en su contenido.

En nuestro país, por ejemplo, la redacción de la Constitución de la Provincia de San Luis permitió cinco períodos con un mismo gobernante, lo cual aparece a todas luces como un exceso en el ejercicio del poder, una situación en la que no puede caer nuestra Constitución provincial.

De la Constitución de la Provincia de San Luis:

“Duración de funciones: Art. 147.– El gobernador y vicegobernador duran cuatro años en el ejercicio de sus funciones, contados desde el día en que prestan juramento, y pueden ser reelectos”.

En la mayoría de las constituciones del continente americano se limita la reelección. En los últimos años, algunos países han establecido legalmente la posibilidad de reelección por un periodo consecutivo, tal como ocurre actualmente en Argentina, Perú y Venezuela.

La duración de los mandatos de los funcionarios ejecutivos no debe ser tan corta que les impida una buena gestión, ni tan larga como para que ponga en riesgo la regularidad administrativa. En este sentido, la reelección y la alternancia de los gobernantes deben tener la frecuencia necesaria para que los funcionarios mantengan viva en el imaginario ciudadano la idea de que el poder es de la sociedad entera: se debe mantener siempre vigente el principio de Soberanía popular, y el de alternancia en el ejercicio del poder.

Al imaginarnos la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, debemos preguntarnos cuánto poder, y por cuánto tiempo, se debe acordar a los gobernantes. La Constitución entrerriana de 1933 establece un mandato de cuatro años; el gobernante que pretende ser reelecto en el cargo debe esperar un período de gobierno completo.
La Constitución de los Estados Unidos de América, tal como se menciona más arriba, autoriza la reelección por una sola y única vez para el período inmediato posterior. Este sistema, establecido en la Enmienda XXII, impide caer en excesos y desbordes a aquellos gobernantes que pretendan perpetuarse en el poder.
Existen algunas posturas que mocionan las reelecciones indefinidas. En su obra Manual de derecho constitucional, por ejemplo, el constitucionalista Néstor Pedro Sagues plantea que “para algunos la prohibición de un tercer período consecutivo violaría por ejemplo el Pacto de San José de Costa Rica, que impide discriminaciones electorales, salvo por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, condena penal o incapacidad civil o mental (Art. 23 Inc. 2º)”. No obstante, Sagues señala enseguida que “sobre este punto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso ‘Partido Justicialista de Santa Fe’ (L.L. 1995 – A- - 201) puntualizó que las cláusulas constitucionales limitatorias de la posibilidad de postularse indefinidamente a elecciones no violaban ni la Constitución Nacional, ni los derechos individuales, ni los tratados o convenciones con rango constitucional a tenor del Art. 75 Inc. 22 de la Constitución Nacional”.

La incorporación de este instituto, insistimos, se debe pensar dentro de un marco de fuerte control del poder político, en el que esté garantizada la Independencia del Poder Judicial. Una vez aseguradas estas premisas, es pertinente reemplazar el actual Artículo 120 de la Constitución por el texto propuesto en este proyecto.

Concluyo la presente fundamentación citado una frase que refleja mi pensamiento en relación al poder y al ejercicio del mismo.

Los síntomas de la “enfermedad del poder”, observaba el escritor Ernest Hemingway sobre un amigo, comenzaban con “el clima de sospecha que lo rodeaba, seguía con una sensibilidad crispada en cada asunto en donde intervenía, y se acompañaba con una creciente incapacidad para soportar las críticas. Más adelante se desarrollaba la convicción de ser indispensable y de que, hasta su llegada al poder, nada se había hecho bien. En otra vuelta de tuerca, el hombre, ya enfermo, se convencía de que nunca nada volvería a hacerse bien, a no ser que él mismo permaneciera en el poder”.

Por todos estos motivos, invitamos a los señores convencionales a compartir y acompañar este proyecto que sometemos a consideración de la Honorable Convención Constituyente.

Emiliano Acharta – Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman – María M. Haiek – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Darío R. Gianfelici – Adriana De la Cruz de Zabal.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 467)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CAPITULO N°: ….. 

CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

Artículo …:El Consejo de la Magistratura se compondrá, equilibradamente, con representantes de los poderes Ejecutivo, Legislativo, Judicial con excepción de los integrantes del Superior Tribunal de Justicia, de la institución que regula la matrícula de los abogados en la Provincia, de organizaciones sociales, y de las instituciones académicas. Tendrán las mismas incompatibilidades de los Jueces y se conformará con un máximo de quince miembros, quienes tendrán una duración de cinco años con posibilidad a ser reelegidos por una sola vez.

Artículo …: Con excepción de los miembros del Superior Tribunal de Justicia, del Procurador y del Defensor General de la Provincia, serán designados por el Poder Ejecutivo, de una terna vinculante propuesta por el Consejo de la Magistratura, los demás jueces e integrantes del Ministerio Público con acuerdo del Senado otorgado en sesión pública.
Artículo ….: Será función indelegable del Consejo de la Magistratura seleccionar los postulantes mediante procedimientos que garanticen adecuada publicidad y criterios objetivos predeterminados de evaluación. Se privilegiará la solvencia moral, la idoneidad, el respeto por las instituciones democráticas y los derechos humanos. Asimismo podrá ejercer facultades disciplinarias sobre los magistrados, como así también decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados y funcionarios, ordenando la suspensión en su caso y formular la acusación correspondiente.

Artículo …:. Una ley especial determinará sus demás atribuciones y regulará el funcionamiento, como así también las designaciones de sus miembros los cuales serán por elección directa de los distintos estamentos que lo componen, con excepción de quienes representen a los poderes ejecutivo y legislativo.
ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS
La ley 9768 habilita la creación del consejo de la Magistratura con participación ciudadana.

En este sentido, proyecto agregar un capítulo al que regula el poder Judicial en la actual Constitución.

Este proyecto toma como experiencia legítima el Decreto N° 39/2003 GOB de la Provincia de Entre Ríos, el cual tiene una orientación abarcativa de la sociedad toda visto que incluye como estamentos integrantes del Consejo de la Magistratura actual a los distintos sectores involucrados del servicio de justicia y además como anticipé una representación social.

Como se ve en su redacción se aumenta el número de integrantes del Consejo, actualmente de diez miembros, debido a que puede resultar necesario en un futuro ampliar el Consejo de la Magistratura por el desarrollo que a no dudar tendrá esta actividad de selección de jueces. Advierto llegado a este punto que con mucha mayor frecuencia que en etapas anteriores se están creando juzgados y cámaras en todos los fueros, lo cual multiplicará la labor del organismo. A mayor abundamiento podemos sostener que este Consejo de la Magistratura se dividirá en distintas salas a los fines del análisis de los postulantes a los distintos fueros, Civil, Penal, Contencioso Administrativo, etc.

Otra particularidad en sintonía con otras constituciones provinciales es que se le da un mandato por cinco años con posibilidad de reelección por una sola vez, asimismo es re resaltar que la no coincidencia de la duración del mandato con el de la legislatura que los designa intenta resguardar la independencia y estabilidad de los miembros de este organismo.

Por último, la exclusión de los miembros del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia responde a que los mismos no son designados por el organismo que por medio del presente capítulo se pretende crear.

Por estos y los fundamentos que oportunamente expondré es que solicito de mis pares la aprobación del mismo.

José A. Allende.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 468)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CAPITULO: CIENCIA Y TÉCNICA

Art.: “El estado fija la política de Ciencia y técnica que asegure el desarrollo socioeconómico de la Provincia con participación de los sectores de la producción, de la Ciencia y la Tecnología y la coordinación del accionar de los distintos centros de investigación y desarrollo provincial con los regionales, nacionales e internacionales, posibilitando la transferencia de los resultados a los distintos ámbitos de la comunidad.”

Art.: “El estado propende a la creación de un organismo especifico Provincial de Ciencia y Tecnología que contribuya a planificar y ejecutar las políticas científico – tecnológicas provinciales regionales y nacionales, a fin de mejorar la calidad de vida de sus habitantes.”

Art.: “El estado promueve la formación de recursos humanos altamente capacitados que garanticen el desarrollo científico y tecnológico provincial y nacional.”
DÍAZ (Gustavo)
FUNDAMENTOS
Fundamentar la incorporación de la temática de la Ciencia y tecnología en la nueva Constitución del siglo XXI, no aparece como una tarea dificultosa por lo evidente de la cuestión.

Es indudable el enorme avance que a experimentado la ciencia y técnica, si tomamos como punto de referencia la época de la sanción de nuestra actual Constitución. Una simple mirada o repaso en el campo de las comunicaciones, informática y transporte, bastaría para darnos cuenta de la importancia que la ciencia y técnica formen parte de una política de estado y se encuentre incorporada en una Constitución moderna y actualizada como lo son las Constituciones provinciales de San Luis, San Juan, Salta y Santiago del Estero, por citar algunos ejemplos.

Por otra parte deberemos tener en cuenta a la actual y futuras generaciones de poner en sus manos una gran oportunidad de ampliar conocimientos en los distintos campos que exige el mundo actual. Tener a la Ciencia y Tecnología con rango constitucional significa además posicionarnos como un estado moderno, tener la visión de un futuro mejor que no dependa de una economía prospera, sino además contemos con hombres y mujeres dotados de conocimientos y capacidades como herramientas necesarias que le avizoren un futuro mejor o al menos con esperanza.
Si quienes tenemos la responsabilidad de generar propuestas que contribuyan a mejorar la calidad de vida y el bienestar de los ciudadanos,  sabemos aprovecharla, habemos logrado el objetivo fundamental, de enaltecer la tarea política, para la cual tuvimos el honor de ser elegidos por el voto popular.

Gustavo E. Díaz.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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(Expte. Nro. 469)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art.   : El Estado Provincial ratifica el dominio público sobre los humedales del territorio provincial, reconoce a los mismos como ecosistemas que cumplen funciones irreemplazables en beneficio al medio ambiente y como fuente de riquezas naturales que favorecen a un desarrollo económico sustentable, siendo el Estado responsable de:

1. propiciar y fomentar la aplicación de convenios, acuerdos y tratados nacionales e internacionales referidos a la conservación de los humedales y su biodiversidad.

2. garantizar su protección, supervivencia y conservación.

3. fomentar actividades económicas sustentables que salvaguarden la estabilidad ecológica.

4. incentivar actividades de enriquecimiento, restauración y mejoramiento de sus ecosistemas.

5. asegurar la preservación de las especies autóctonas.

6. propiciar el desarrollo de proyectos y programas tendientes a la investigación, conservación y uso racional y sustentable de los mismos.

7. garantizar la conservación de la biodiversidad acuática con medidas que regulen y controlen la pesca fluvial y lacustre.

8. promover e impulsar actividades que promuevan la gestión sustentable de los humedales y la pesca.

SCHOENFELD

Humedales

Para ser analizado en la Comisión Trabajo, Producción y Desarrollo Sustentable.

El término humedales se refiere a una amplia variedad de hábitat interiores, costeros y marinos que comparten ciertas características. Generalmente se los identifica como áreas que se inundan temporariamente, donde la napa freática1 aflora en la superficie o en suelos de baja permeabilidad cubiertos por agua poco profunda.

Todos los humedales comparten una propiedad primordial: el agua juega un rol fundamental en el ecosistema, en la determinación de la estructura y las funciones ecológicas del humedal.

Esta predominancia del agua determina que los humedales tengan características diferentes de los ecosistemas terrestres, una de ellas es que suelen presentar una gran variabilidad tanto en el tiempo como en el espacio. Esto tiene efectos muy importantes sobre la diversidad biológica que habita en los humedales que debe desarrollar adaptaciones para sobrevivir a estos cambios que pueden llegar a ser muy extremos, por ejemplo, ciclos hidrológicos de gran amplitud con períodos de gran sequía y períodos de gran inundación.

Existen muchas definiciones del término humedales, algunas basadas en criterios principalmente ecológicos y otras más orientadas a cuestiones vinculadas a su manejo. La Convención sobre los Humedales los define en forma amplia como:

"las extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean éstas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros".
Los humedales son ecosistemas de gran importancia por los procesos hidrológicos y ecológicos que en ellos ocurren y la diversidad biológica que sustentan. Entre los procesos hidrológicos que se desarrollan en los humedales se encuentra la recarga de acuíferos, cuando el agua acumulada en el humedal desciende hasta las napas subterráneas. Las funciones ecológicas que desarrollan los humedales favorecen la mitigación de las inundaciones y de la erosión costera. Además, a través de la retención, transformación y/o remoción de sedimentos, nutrientes y contaminantes juegan un papel fundamental en los ciclos de la materia y en la calidad de las aguas.

Los humedales generalmente sustentan una importante diversidad biológica y en muchos casos constituyen hábitats críticos para especies seriamente amenazadas. Asimismo, dada su alta productividad, pueden albergar poblaciones muy numerosas. 

Diversas actividades humanas requieren de los recursos naturales provistos por los humedales y dependen por lo tanto del mantenimiento de sus condiciones ecológicas. Dichas actividades incluyen la pesca, la agricultura, la actividad forestal, el manejo de vida silvestre, el pastoreo, el transporte, la recreación y el turismo.

Uno de los aspectos fundamentales por los que en los últimos años se ha volcado mayor atención en la conservación de los humedales es su importancia para el abastecimiento de agua dulce con fines domésticos, agrícolas o industriales. La obtención de agua dulce se evidencia como uno de los problemas ambientales más importantes de los próximos años; dado que la existencia de agua limpia está relacionada con el mantenimiento de ecosistemas sanos, la conservación y el uso sustentable de los humedales se vuelve una necesidad impostergable.

Además de las acciones directas que se han realizado para drenar y "recuperar" humedales, estos están sujetos al deterioro tanto por las obras que se desarrollan en los ecosistemas acuáticos que provocan modificaciones en el ambiente, como represas y canalizaciones, como por actividades que se realizan en zonas terrestres cercanas a los humedales, ya sea por extracción de agua o por adición de nutrientes, contaminantes o sedimentos, por ejemplo la agricultura, deforestación, minería, pastoreo y desarrollo industrial y urbano.

Debe tenerse en cuenta que, dado el carácter dinámico de los ambientes lóticos, cualquier parte del ecosistema puede ser afectado por eventos que sucedan aguas arriba (contaminación). La presencia de especies migratorias también sufre el impacto de la alteración de la condición original del curso de agua (represas, dragados y puentes).

Un reciente estudio científico revela que la destrucción de los humedales estimula el cambio climático. Un ejemplo de ello es que más del 8% de todas las emisiones globales de CO2 (dióxido de carbono) se originan solamente por la destrucción de los humedales del sudeste asiático. En esta región se drena una enorme área de turberas2 Como consecuencia de este proceso la turba orgánica se oxida provocando enormes cantidades de emisiones de CO2.

Los humedales son ecosistemas que funcionan como sumideros de carbono. Los bosques solamente pueden almacenar una cantidad limitada de carbono. Muchas clases de humedales almacenan carbono como un proceso continuo en forma de turba. De esta manera los humedales almacenan una cantidad de carbono comparable con 70 años de emisiones actuales de CO2.

Los humedales también pueden mitigar eventos meteorológicos extremos resultantes del cambio climático. Mencionamos solamente dos ejemplos: las turberas y otras clases de pantanos pueden almacenar cantidades importantes de agua dulce luego de precipitaciones extraordinarias. Además estas áreas liberan lentamente el agua durante largos períodos de sequía. Los humedales costeros como los arrecifes de coral y los 3fuertemente el impacto de las tormentas.

La “Convención Relativa a los Humedales de Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas”, conocida en forma abreviada como Convenio de Ramsar, fue firmada en la ciudad de Ramsar (Irán) el 2 de febrero de 1971 y entró en vigor en 1975.

Modificada según el Protocolo de París (1982) y las Enmiendas de Regina (1987), su principal objetivo es «la conservación y el uso racional de los humedales mediante acciones locales, regionales y nacionales y gracias a la cooperación internacional, como contribución al logro de un desarrollo sostenible en todo el mundo».

Es un tratado intergubernamental que sirve de marco para la acción nacional y la cooperación internacional en pro de la conservación y uso racional de los humedales y sus recursos.

En el año 2007, 154 estados miembros de todo el mundo se habían sumado a dicho acuerdo, protegiendo 1401 humedales, con una superficie total de 146,4 millones de hectáreas, designados para ser incluidos en la lista de Humedales de Importancia Internacional de Ramsar. Cada tres años los países miembros se reúnen para evaluar los progresos y compartir conocimientos y experiencias.

La República Argentina aprueba la Convención de Ramsar en el año 1991 a través de la sanción de la Ley 23.919, que entró en vigor en septiembre del año 1992 luego de depositado el instrumento de ratificación.

En el año 1994 se crea en nuestro país el Comité Nacional Ramsar para coordinar y asesorar en relación a la aplicación de la Convención sobre los Humedales en la Argentina.

Más de treinta entidades sociales, ambientalistas, del ámbito empresarial, municipios ribereños, concejales y legisladores reclaman un "compromiso efectivo" para definir la designación de los Humedales Entrerrianos del Paraná como Sitio Ramsar, lo que aseguraría su protección y conservación a nivel internacional.

Miles de habitantes ribereños, muchos de ellos desocupados o subocupados, dependen hoy de los recursos de estos humedales, y declararlo Sitio Ramsar sería aplicar un sello de calidad a una región privilegiada y reconocida en el mundo, lo  que permitiría avanzar en distintas iniciativas, proyectos y emprendimientos productivos sustentables que favorecería notablemente el desarrollo de las poblaciones ribereñas y de la región NEA-Litoral, además del agregado de valor a los recursos naturales y servicios de los humedales.

Los Humedales de la planicie aluvial del río Paraná en territorio entrerriano, desde el límite con Corrientes hasta el Delta incluido, tienen una superficie de 1.700.000 hectáreas y la zona está integrada por esteros, bañados e islas del Paraná medio, inferior y el Delta. En este sentido, Villa Paranacito y Holt Ibicuy quedarían en su totalidad bajo la denominación de Sitios Ramsar, al igual que una parte importante de los departamentos Gualeguay, Victoria y Diamante.

Si bien hay en nuestro país varios humedales declarados Sitios Ramsar, en el caso de que el Delta de Paraná sea incluido, éste sería el más grande de la Argentina y entre aquellos con mayor diversidad de Sudamérica y el mundo.

Los protección de los Humedales entrerrianos garantiza la sustentabilidad social y económica de la Provincia, por tratarse de uno de los sistemas con mayor biodiversidad del país que cumple funciones irremplazables como la purificación y aseguramiento del agua para consumo humano, agrícola e industrial; recarga de acuíferos; mitigación de inundaciones; y mantenimiento de grandes áreas de reproducción y cría para la principal pesquería continental de la Argentina.

En el año 2004, el gobernador de la provincia Dr. Jorge Pedro Busto, estableció mediante Decreto Nro. 357  tramitar la declaración como Sitio Ramsar de los humedales fluviales del valle aluvial del río Paraná en la jurisdicción provincial.

Para el Día Mundial de los Humedales del 2 de febrero de 2008, el tema sugerido por la Convención Ramsar destaca la importancia de estos ecosistemas para la salud humana con el lema:

“Humedales Sanos, Gente Sana”

1Napa o capa Freática: es la primer capa de agua subterránea que se encuentra al realizar una perforación y la más susceptible a la contaminación antrópica.

2La formación de turba constituye la primera etapa del proceso por el que la vegetación se transforma en carbón mineral. Se forma como resultado de la putrefacción y carbonificación parcial de la vegetación en el agua ácida de pantanos, marismas y humedales. Es un material orgánico compacto rico en carbono.

3 Manglar: tipo de ecosistema considerado a menudo un tipo de bioma, formado por árboles muy tolerantes a la sal que ocupan la zona intermareal cercana a las desembocaduras de cursos de agua dulce de las costas de latitudes tropicales de la Tierra.

Zulema E. Schoenfeld

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
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(Expte. Nro. 470)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Incorpórese a la sección de derechos y garantías el siguiente texto:

De los Adultos Mayores (o De la Ancianidad).

Artículo
: El Estado Provincial dictará y ejecutará medidas que garanticen a los adultos mayores los siguientes derechos:

1- Derecho a la asistencia integral: Todos los adultos mayores tienen derecho a la protección integral, por cuenta y cargo de su familia. En caso de desamparo, corresponde al Estado, subsidiariamente, proveer a dicha protección, ya sea en forma directa o por intermedio de los institutos y fundaciones creados y/o que se crearen con ese fin, sin perjuicio de la subrogación del Estado para demandar a los familiares remisos y solventes los aportes correspondientes.

2- Derecho a la seguridad social plena: El Estado establecerá un sistema que asegure ingresos dignos y adecuados a las necesidades actuales y futuras, en especial con respecto a aquellas personas que carezcan de otros recursos.

3- Derecho a la previsión social integral, con jubilaciones dignas y coberturas integrales de salud.

4- Derecho a una vivienda decorosa, contando al menos, con un mínimo de comodidades hogareñas.

5- Derecho a gozar de una vestimenta adecuada.

6- Derecho al cuidado de la salud y bienestar físico, mental y moral integral.

7- Derecho a trabajar cuando así lo deseen y su estado y condiciones físicas y psicológicas lo permitan.

8- Derecho a recibir educación y capacitación permanente.

9- Derecho al esparcimiento, recreación y vacaciones.

10- Derecho a obtener alimentos sanos y adecuados a la edad y estado de salud de cada uno.

11- Derecho a la protección e integración social, económica y cultural, especialmente con respecto de aquellos que se hallen en riesgo, abandonados o desamparados.

Artículo
: Ninguna persona debe ser discriminada por causa de la edad. El Estado garantiza a los adultos mayores la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce de los derechos reconocidos en ésta Constitución, la Constitución Nacional, los Tratados y las leyes.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

A la Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos:
El presente Proyecto de Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos se encuentra habilitado por la Ley 9768, artículo 1º, apartado 20.

Introducción.

Los Derechos Humanos son universales, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, y pertenecen a todos los seres humanos, incluyendo a los Adultos Mayores.

El Envejecimiento es una experiencia universal a la vez que personal. Los derechos y principios que afirmamos o negamos hoy, constituyen nuestros derechos, ahora y en el porvenir.

Son muchos los derechos de los adultos mayores que necesitan todavía ser reivindicados. Innumerables personas de edad, especialmente en los países en vías de desarrollo, viven una vida llena de dificultades sin acceso a una atención sanitaria, a la vestimenta y a los alimentos adecuados.

A medida que envejecemos, experimentamos cambios físicos y nuestra vulnerabilidad frente a las enfermedades, la discapacidad, y en ocasiones la perdida de facultades físicas y mentales, puede aumentar. Es entonces cuando necesitamos más apoyo económico, social, cultural, sea de la familia o de terceros, es decir, cobertura y contención integral.

Sin embargo la vejez no es solo una creación física sino que también es social. Tiene relación directa con las definiciones normativas que la cultura otorga a los cambios ocurridos en la corporabilidad, es decir, la edad social. Así, por ejemplo, en el siglo XIII se era anciano a los 30 años, a principios del siglo XIX a los 40.

La fragilidad y la discapacidad no tienen por que impedir que las personas mayores realicen contribuciones económicas, sociales, culturales y deportivas.

La vejez puede ser una etapa de perdidas como también de plenitud, dependiendo de la combinación de recursos y estructura de oportunidades individuales y generacionales al que están expuestos.

Promover, desarrollar y sostener los derechos de las personas mayores significa reconocer todo el espectro de sus capacidades y necesidades.

Actualidad.

Durante el Siglo XX, los avances en la higiene, el suministro de agua y el control de enfermedades infecciosas, el descenso de la tasa de natalidad, entre otras causales, han reducido mucho el riesgo de una muerte prematura. Como consecuencia, la población mundial de las personas de edad está aumentando a un ritmo aceleradísimo.

Estamos presenciando un fenómeno demográfico que ha llevado a un crecimiento, sin antecedentes, del número de personas mayores.

La esperanza de vida se ha producido en mayor medida en los países en vías de desarrollo que en los desarrollados. El número de personas mayores en aquellos se duplicará en el próximo cuarto de siglo, llegando a 850 millones en el 2050. Esta previsto que para esa fecha la proporción de población de 60 años o más de edad se eleve del 10% actual a más del 22%.

La población Argentina, como la de Uruguay y Cuba, estuvo y está a la vanguardia del proceso de envejecimiento demográfico de América Latina, pero, de todos modos, esta todavía lejos de los altos niveles de algunos países europeos y del Japón (Informe de la Subsecretaria de la Tercera Edad PEN -2000- )

En muchos de los países mas avanzados esta alcanzando dimensiones que eran, hace no demasiado tiempo, absolutamente impensables, por ejemplo, en 2000 casi la cuarta parte de la población italiana tenían 60 o más años de edad. También por primera vez en la historia de la humanidad éstas superan ampliamente a la de menos de 15 años.

Evolución de la población total y de adultos mayores  en el periodo 1975 – 2050 en América Latina y el Caribe –en millones-.

Población Total

	
	1975
	2000
	2025
	2050

	Total
	26.049
	36.785
	45.732
	50.604

	Hombres 
	13.004
	18.022
	22.408
	24.723

	Mujeres 
	13.046
	18.773
	23.324
	25.881

	Hombres %
	49,9
	49,0
	49,0
	48,9

	Mujeres %
	50,1
	51,0
	51,0
	51,1


Personas de 60 años de edad o más

	
	1975
	2000
	2025
	2050

	Total
	2.971
	4.942
	7.749
	12.477

	Hombres
	1.369
	2.099
	3.289
	5.464

	Mujeres
	1.602
	2.843
	4.462
	7.014

	Proporción s/ población total %
	11,4
	13,4
	16,9
	24,7

	Hombres %
	46,1
	42,5
	42,4
	43,8

	Mujeres %
	53,9
	57,5
	57,6
	56,2


(Fuente: CELADE, Centro Latinoamericano y Caribe de Demográfica, División de Población de la CEPAL, Boletín demográfico No. 73, América Latina y El Caribe: Estimaciones y proyecciones de población 1950-2050. CELADE 2004)

Ante este incremento de la población, las Naciones están teniendo dificultades para atender a esta creciente porción de habitantes, y simultáneamente se está generando conciencia de las violaciones a los derechos humanos que sufren nuestros adultos mayores. Estas violaciones, principalmente, son:

- Exclusión: La falta de poder y de status de las personas mayores hace que les resulte difícil acceder a los servicios, conocer y defender sus derechos, reaccionar frente al maltrato, la violencia y el abandono, exigir información accesible y protestar contra la discriminación por edad y por género. Dicha exclusión es particularmente grave cuando requieren servicios de salud y apoyo material, cuando son victimas de discriminación por parte de la familia y el Estado.

En los países en vías de desarrollo, como el nuestro, las personas mayores tienen que vencer numerosos obstáculos para acceder a servicios básicos y contar con una protección integral (no solo asistencial, sino preventiva).

- Discriminación: Tres son los problemas recurrentes que padecen nuestros ancianos que los coloca en un papel de sujetos pasivos de acciones autoritarias de discriminación: “la vulnerabilidad física, la pobreza y el aislamiento”. Estos factores, sumados al incremento poblacional de adultos mayores, han contribuido al desarrollo de una nueva forma de discriminación, causada solo por el hecho de tener una edad avanzada.

Hay ciertas actitudes sociales, culturales y personales negativas que consideran el envejecimiento como un estado de capacidades disminuidas, llevando a tratar a los mayores como inútiles e incapaces.

- Maltrato: Las personas de edad avanzada son victimas de malos tratos, agresiones y diversas formas de violencia por parte de la familia, cuidadores, funcionarios y profesionales de instituciones privadas o estatales y otros miembros de la comunidad. Es por esto que hay que promover medidas de educación, prevención y protección para las personas mayores frente al maltrato y la violencia, con campañas de difusión y mecanismos claros y accesibles para la denuncia y proveerles soluciones inmediatas.

El Dr. Mariano Horacio Novelli en su obra “Los derechos constitucionales de los ancianos en la Argentina” –declarado de interés legislativo por el Congreso Nacional- expresa “…los ancianos merecen la máxima protección jurídica. Pero para esto es necesario un cambio de mentalidad que asimile que la vejez presenta aspectos positivos. Únicamente con conciencia del sentido de la ancianidad como etapa vital podrán los derechos constitucionales cobrar vida y ser cumplidos por todos”.

La familia como célula básica de la sociedad, sigue siendo vital y primordial para las personas mayores, como centro de vida, pero lamentablemente, cada vez hay más personas ancianas viviendo solas, sin redes primarias de apoyo, es entonces donde la asistencia debería recaer sobre personas coetáneas no consanguíneas.

Como consecuencia del mundo actual, caracterizado por una gran tensión respecto de la situación económica hay un nuevo rol que emerge para nuestros abuelos: estos son agentes secundarios de apoyo económico en los casos en que se produce la ruptura o un desenlace negativo en la pareja del hijo o la hija.

El abuelo, en numerosos casos, esta comenzando a asumir un papel muy difícil y que muy pocos están dispuestos a sobrellevar: el del abuelo como manejador de crisis, como el árbitro y mediador de los conflictos familiares. Los abuelos no son agentes de salud familiar, ni psicólogos, y muchas veces cargan con la proyección de enojos y de culpas de los otros miembros de la familia que esperan esa función omnipotente del abuelo.

Por razones muy diversas (por ejemplo, la vulnerabilidad física), los adultos mayores, suelen convertirse en el blanco de preferencia de las conductas agresivas intrafamiliares. En el mundo occidental la cifra de ancianos maltratados (física o mentalmente), ya sea dentro de la familia como por fuera de ella, está en torno del 4% anual.

Con respecto al ámbito político, hay que tener en cuenta que las personas mayores van a convertirse en un grupo social de influencia poderosa y las estructuras jurídico-políticas tienen que adaptarse a la nueva realidad, ya que en 20 años pueden llegar a ser casi la tercera parte del electorado en la mayoría de los Estados.

Aspectos Jurídicos.

Los derechos de los adultos mayores tienen su reconocimiento en distintos instrumentos internacionales y nacionales.

En 1992, la Asamblea General de las Naciones Unidas hizo un llamamiento para la creación de infraestructuras de apoyo nacional encaminadas a promover políticas y programas sobre el envejecimiento en los planes de desarrollo nacional e internacional.

La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) establece, como derechos fundamentales, la igualdad y la prohibición de discriminación por cualquier condición, el derecho a la seguridad social y a condiciones de vida adecuadas, entre otros, los cuales son extensivos a las personas mayores y son de importancia fundamental para el desarrollo de las libertades en la vejez, constituyendo un modelo o patrón moral para guiar las acciones de los Estados en la materia – art. 22 –.

Siguiendo este orden de ideas, también el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966), en los arts 9 y 12; la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (1948) en su art. XVI y la Convención Americana de Derechos Humanos otorgan protección a los mayores adultos.

Hay que destacar que los anteriores tratados internacionales tienen jerarquía constitucional otorgada por el art. 75 Inc. 22 de la Constitución Nacional.

Las Naciones Unidas ha adoptado medidas de gran importancia tales como:

* Plan de Acción Internacional sobre el Envejecimiento: (Viena, 1982), recomienda medidas en sectores tales como el empleo y la seguridad económica, la salud y la nutrición, la vivienda, la educación y el bienestar social.

* Principios de las Naciones Unidas a favor de las Personas de Edad: (1991), establecen normas universales para las personas de edad en 5 ámbitos principales:

º Independencia: Las personas de edad deben tener acceso a la alimentación, agua, vivienda, vestuario y atención de salud adecuados, mediante la provisión de ingresos, el apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia. Deberán tener la oportunidad de trabajar o de tener acceso a otras oportunidades de generar ingresos. Deben poder participar en la determinación de cuándo y en qué medida dejaran de desempeñar actividades laborales. Deben poder tener acceso a programas educativos y de formación adecuados, en forma constante.

º Participación: Las personas de edad deberán permanecer integradas en la sociedad, participar activamente en la formulación y la aplicación de las políticas que afecten directamente su bienestar y poder compartir sus conocimientos y pericias con las generaciones más jóvenes. Deben tener la posibilidad de formar grupos o asociaciones.

º Atención: Los adultos mayores deberán poder disfrutar de los cuidados y la protección de la familia y la comunidad. Deben tener acceso a medios apropiados de atención institucional que les proporcionen protección, rehabilitación y estimulo social y mental en un entorno humano, seguro y digno.

Deben poder disfrutar de sus derechos y libertades fundamentales cuando residan en hogares o instituciones donde se les brinden cuidados o tratamiento, con pleno respeto de su dignidad, creencias, necesidades e intimidad, así como de su derecho a adoptar decisiones sobre su cuidado y sobre su calidad de vida.

º Realización Personal: Las personas de edad avanzada deberán poder aprovechar las oportunidades para desarrollar plenamente su potencial, tener acceso a los recursos educativos, culturales, espirituales y recreativos de la sociedad.

º Dignidad: Deberán recibir un trato digno, independientemente de su edad, sexo, raza o procedencia étnica, discapacidad u otras condiciones, y han de ser valoradas independientemente de su contribución económica y/o status social.

En 2002 se celebró la II Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento en Madrid, en la misma se aprobó el Plan de Acción Internacional sobre el Envejecimiento, plasmando iniciativas y políticas de importancia crucial, destacándose los siguientes objetivos:

- Se requiere cambios de actitudes, políticas y practicas en todos los niveles y en todos los sectores, para que puedan concretarse las enormes posibilidades que brinda el envejecimiento en el siglo XXI.

- Garantizar que la población pueda envejecer con seguridad y dignidad y que las personas de edad puedan seguir participando en sus respectivas sociedades como ciudadanos con plenos derechos y garantías, sin dejar de tener en cuenta que los cimientos para una ancianidad sana, plena y fortalecida, se establecen y realizan desde los primeros años de la vida.

- Promover la plena realización de todos los derechos humanos y libertades fundamentales.

- Otorgar oportunidades de desarrollo, realización personal y bienestar del individuo en todo el curso de su vida, incluso a una edad avanzada, por ejemplo, mediante la posibilidad de acceso al aprendizaje durante toda la vida y la participación en la comunidad al tiempo que se reconoce que las personas de edad no constituye un grupo homogéneo, es decir, siempre teniendo en cuenta sus inquietudes, necesidades, vocación, incentivándolas.

Las orientaciones prioritarias tienen por objeto guiar la formulación y aplicación de políticas hacia el objetivo concreto del ajuste con éxito a una población que envejece, y en el que el éxito se mida en función del mejoramiento de la calidad de la vida de las personas de edad y de la sustentabilidad de los diversos sistemas -tanto estructurados como no estructurados- en que se funda el bienestar de que se goce en todo el curso de la vida, desde su fecundación hasta la muerte.

En el orden nacional, la Constitución de 1949 introdujo en el Capitulo III los derechos de la ancianidad.

La actual Constitución Nacional contempla los derechos de los adultos mayores en su art. 33 y en su art. 75 Inc. 23.

En el Derecho Publico Provincial, estos derechos también han sido plenamente reconocidos, así, por ejemplo, la Constitución de Corrientes (art. 43), la Constitución de Neuquén (art. 49), la Constitución de Santiago del Estero (art.34), la Constitución de Formosa (art. 71), entre otras.

Objetivos Propuestos.
Los adultos mayores deben ser participantes plenos en el proceso de desarrollo y compartir también los beneficios que reporte. No debe negarse a nadie la posibilidad de beneficiarse del desarrollo. Hay que tomar medidas urgentes para garantizar la plena integración de las personas de edad. Además, la migración, la urbanización, el cambio de la familia extendida a familias mas pequeñas y móviles, la falta de acceso a tecnologías que promuevan la independencia y otros cambios socioeconómicos pueden marginar a los adultos mayores, apartándolas de la corriente principal del desarrollo, privándolas de funciones económicas, sociales y culturales significativas y debilitando sus fuentes tradicionales de apoyo.

Una sociedad para todas las edades incluye el objetivo de que las personas de edad tengan la oportunidad de seguir contribuyendo a la sociedad. Es necesario eliminar todos los factores excluyentes o discriminatorios en contra de esas personas; me refiero no solo a los aportes de sus actividades económicas, ya que con frecuencia las mismas también desempeñan funciones esenciales en la familia y en la comunidad.

La participación en actividades sociales, políticas, culturales, deportivas y recreativas contribuye también a aumentar y mantener bienestar personal.

Tenemos que alentar la participación de las personas de edad en los procesos de adopción de decisiones a todos los niveles, sobre todo en las cuestiones que a ellos mismos les preocupan en su presente y futuro.

Con respecto al empleo, proponemos que los mayores adultos sigan realizando tareas remunerativas, mientras así lo deseen y puedan hacerlo. Hay numerosos ejemplos (sobretodo en el comercio), en los que podemos observar a nuestros adultos mayores realizando actividades lucrativas.

Es imperioso que en los lugares de trabajo se cobre conciencia de las ventajas de tener personas de edad en la fuerza de trabajo.

Hay que reconocer que el empleo continuado de los trabajadores mayores no reduce necesariamente las oportunidades de trabajo para los jóvenes y efectúa una contribución constante y valiosa al mejoramiento de la actividad y la producción económica nacional, lo que puede beneficiar a su vez a todos los miembros de la sociedad, contando con su experiencia y ejemplo de vida.

Lo que se propone es que se ajusten apropiadamente el entorno laboral y las condiciones de trabajo para así poder asegurar que los trabajadores de edad tengan los conocimientos, la salud y la capacidad necesarios para seguir empleados, si así lo desean, en esta etapa de sus vidas.

Por otro lado, es necesario velar por el acceso al conocimiento, la actualización, la educación, la capacitación durante todo el curso de la vida. La educación es una base indispensable para una vida más activa y más plena.

También es imperioso elaborar y aplicar políticas encaminadas a asegurar que todas las personas dispongan de una protección económica y social suficiente en la vejez. Se debe asegurar por lo menos los ingresos mínimos suficientes para las personas de edad avanzada, con especial atención a los grupos en situación social y económica más precaria.

Las personas de edad avanzada deben tener un acceso igualitario a los alimentos, a la vestimenta y a una vivienda digna.

El fomento de la salud y el bienestar general es indispensable. La organización mundial de la salud (OMS) define la salud como un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no meramente como la ausencia de enfermedades y padecimientos. Llegar a la vejez gozando de buena salud y bienestar requiere no solo de un esfuerzo personal durante toda la vida, sino también de un entorno en el que ese esfuerzo pueda tener éxito; requiere que el Estado se haga presente y garantice a nuestros adultos mayores, el acceso equitativo: a una vivienda digna, a amplios beneficios de la seguridad y previsión social, a la recreación, a vacaciones, a la educación y a la capacitación continua, a un ingreso mensual digno, a una alimentación y vestuario acorde a sus necesidades. De esta manera, de debe proteger a la persona humana en todos y cada uno de los estamentos de su vida, comenzando desde la concepción en el seno materno hasta la vejez.

En definitiva, hay que dejar de lado el asistencialismo y asegurar y efectivizar acciones concretas para lograr el más pleno bienestar de todos. Como decía el General Juan Domingo Perón: “Desde una esfera rectora, al considerar la posibilidad de proveer a los pueblos de buenas condiciones materiales de vida, el problema deja de ser abstracto para convertirse en una necesidad apremiante. El hombre que ha de ser dignificado y puesto en camino de obtener su bienestar, debe ser ante todo calificado y reconocido en sus esencias”. (La Comunidad Organizada).
Por todo lo expuesto solicito a la Honorable Convención Constituyente que se apruebe e incluya el presente Proyecto de Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 472)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:
MINISTERIOS SECRETARIOS DE ESTADO

Refórmese el articulo referente a Ministerios Secretarios de Estado quedando redactado de la siguiente forma;

Art……El despacho de los asuntos administrativos de la Provincia estará a cargo de Ministros Secretarios y su número será de tres o más. Por una Ley especial se deslindarán las ramas y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los Ministros.
HEYDE – SALOMÓN – CARAMELLE.

FUNDAMENTOS
En el afán de llevar al rango de Ministerio, la actual Secretaría de Salud, hemos indagado un poco en la historia de una Argentina, que desde el movimiento peronista a transformar el estado en un Estado Benefactor o estado Social de Derecho que alumbra el reconocimiento a favor de los trabajadores y se encarga el dictado de un Código de derecho Sanitario.
En 1949 se consagran los derechos sindicales de los trabajadores y se protege la salud de los mismos. En 1957 se introduce la estabilidad en los empleos públicos, con dictado de un Código del Trabajo y de la Seguridad Social. Estos fueron los llamados Derechos de Segunda Generación.

Leyes que propendieron a la creación de las Obras Sociales, entre los años 70 y 80 configura un sector llamado semi público de la salud.

En 1946 se había creado el Ministerio de Salud (con Ramón Carrillo a la cabeza) destacado medico sanitarista.

Entre los años 45 a 55 la intervención del estado en la materia sanitaria fue ostensible –y allí fue donde nacen las prerrogativas provinciales en materia sanitaria y en relación al derecho a la vida– que nunca fue delegado por las provincias a la Nación.

Luego por Ley Nº 19.337 y 21.883 se transfirieron los Hospitales Nacionales a las Provincias.
Cuando en el Gobierno de Menem, se dictan las leyes 23.696 y 23.697, en la primera contiene una orden de descentralizar en lo posible las funciones sanitarias y educativas, propiciando el traspaso aún a las municipalidades. Esto ya había asomado con la sanción de la ley de traspaso de hospitales a las provincias.

Con las Obras Sociales no hubo suerte, pero aún así para lograr mejor servicio se impuso a las obras sociales el Plan medico obligatorio, como Ley de Orden Público, que solo alcanza a las prepagas y Obras Sociales, quedando afuera las Obras Sociales Provinciales.

Concluyendo, tenemos un sistema con muchas contradicciones, que se podría reparar desde la Provincia, con la creación de un Ministerio de Salud y Acción Social.

Las funciones de este ministerio serían, velar por el funcionamiento de todos los establecimientos privados y públicos de cualquier categoría, que tengan por objeto la prevención, tratamiento y solución de los problemas de salud que aquejen a todos los habitantes de la provincia. Deberá verificar que se cumplan los organigramas establecidos por las leyes, decretos y reglamentos vigentes y futuros que surjan durante su gestión. Controlar por intermedio de personal especializado los concursos que se realicen para los Servicios que se encuentren desiertos. Controlar y crear los cargos necesarios para el buen funcionamiento de hospitales, salas de emergencias, rurales y subrurales. Cubrirá los cargos de Directores de Hospitales cualquiera su categoría, los cuales no tendrán estabilidad y dependerán totalmente del Ministerio y podrán ser removidos ante el caso de que no cumplieren estrictamente con lo que determine la Carta Orgánica que se dictará a los efectos.
Por una ley especial se dictará la CARTA ORGÁNICA, que reglara el organigrama de los establecimientos de salud, los distintos Servicios, los títulos y capacitaciones exigidas para acceder a los mismos, los derechos deberes y atribuciones de los jefes de Servicio y de su personal y el contralor permanente, mediante evaluaciones periódicas de la capacitación del personal.
Como se llega a “la salud”.

Asegurar en los medios rurales, el acceso de la población a los centros de salud, mediante creación de medios de transporte, ambulancias, transportes privados licitados, helicópteros, helipuertos, móviles y vías de comunicación telefónica, Internet, cable, que permita a toda la población rural contar con un rápido y eficiente servicio de salud. Debemos por todos los medios lograr que toda la población tenga asistencia, cuando aún se esta a tiempo de salvar una vida y no cuando el auxilio llega demasiado tarde.
Otro tema importante dentro de toda la problemática de la salud, es el de la complejidad de los servicios a que puede acceder el ciudadano, porque no es ningún secreto que el alto costo de la aparatología de diagnostico hace que estos no puedan ser instalados en centros con poca densidad demográfica, por lo cual se necesita un plan de derivación, organizado y eficaz, obligatorio para la Obras Sociales, para las Prepagas, y para el estado cuando este es prestador de salud, de manera tal que el enfermo pueda rápidamente acceder a obtener un diagnóstico precoz de su situación de salud, para de esta forma comenzar en tratamiento adecuado en tiempo de sino curar totalmente las enfermedades, por lo menos lograr una buena calidad de vida dentro de su estado.
Mario R. Heyde – Jorge Salomón – Eda R. Caramelle.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 476)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

INCORPÓRASE A LA CONSTITUCIÓN PROVINCIAL LOS SIGUIENTES ARTÍCULOS:

ARTÍCULO…RÉGIMEN JURIDICO BASICO PARA TRABAJADORES DEL SECTOR PÚBLICO

Se crea en el ámbito del sector público el Régimen Jurídico básico para los Trabajadores del Estado cuyo contenido será producto de la negociación colectiva del sector y concretado mediante una ley que regule y garantice el acuerdo sobre ingreso por concurso publico, escalafón, carrera, capacitación a cargo del empleador, el derecho a una retribución justa, jornada limitada, libre asociación sindical, derecho a huelga, negociación colectiva, resolución de conflictos, régimen de seguridad social, higiene y seguridad en el trabajo según los derechos y garantías consagrados en la Constitución Nacional, los tratados enunciado en el art. 75 inc. 22 de la misma, los tratados internacionales ratificados, los convenios, resoluciones y recomendaciones de la OIT y las leyes que en su consecuencia y posteriormente se dicten.

La negociación colectiva, por ser la parte empleadora un poder del Estado, el órgano imparcial será el Consejo del Trabajo Estatal.

ARTÍCULO……. CLAUSULAS TRANSITORIAS

El Régimen Jurídico Básico del Empleado Público deberá dictarse dentro de los seis (6) meses inmediatos posteriores a la sanción de la presente constitución y reglamentada a los 90 días subsiguientes.

Mientras se proceda al cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, los trabajadores de la administración pública que se encuentren en situación de precariedad laboral deberán ser regularizados mediante el dictado del actor administrativo correspondiente.

ARTÍCULO…….CONSEJO DEL TRABAJO ESTATAL

Crease en la Provincia de Entre Ríos el Consejo del Trabajo Estatal, órgano con autonomía funcional y autarquía económico-financiera, mediante una ley que será aprobada con la mayoría absoluta de ambas cámaras.

Será órgano especial de aplicación de las normas de derecho individual y colectivo del Régimen Jurídico Básico para los trabajadores dependiente del sector público, en cualquiera de los tres poderes y/u Organismos de cualquier tipo en el que tenga participación el Estado Provincial.

La ley reglamentaria determinara sus funciones, garantizando la realización y fiscalización de concursos de ingreso, permanencia y promoción a la Administración Pública; su ejercicio del poder de policía; la convocatoria a Paritarias y la imparcialidad en la negociación colectiva; atender en conflictos individuales y colectivos. La integración deberá ser igualitaria respecto de los representantes de los trabajadores elegidos libre y democráticamente por las asociaciones sindicales con personería gremial y ámbito de actuación y de los representantes del empleador designado por el poder ejecutivo con acuerdo del senado, los que durarán 6 años en su cargo.

HAIEK – DÍAZ (Carlos) – ACHARTA – SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

Como consecuencia del régimen federal la regulación del empleo público es una materia no delegada a la Nación, eso lleva a cada provincia a tener un régimen propio para los trabajadores del Estado Provincial y municipal.

Es necesario por tanto plasmar en nuestra constitución las normas propias de acuerdo a las características del empleo público.

Se propone la incorporación de un artículo que contengan los lineamientos esenciales para consagrar el reconocimiento de los derechos individuales a todos los trabajadores del sector público, tal como el ingreso por concurso público, escalafón, carrera, capacitación a cargo del empleador, el derecho a una retribución justa, jornada limitada, normas de higiene y seguridad en el trabajo. Además, el reconocimiento de derechos colectivos: libre asociación sindical, derecho a huelga, negociación colectiva, resolución de conflictos y por último, el establecimiento de un régimen de seguridad social justo.

Dicha consagración es de conformidad a los derechos y garantías establecidos en la Constitución Nacional, especialmente el art. 14 bis. En este punto, cabe resaltar que el trabajo de los empleados públicos ha sido equiparado, a los fines de su protección, al de los trabajadores privados por la propia CN, dado que las disposiciones sobre condiciones dignas y equitativas de labor, jornada limitada, descanso y vacaciones pagadas, retribución justa, salario mínimo vital y móvil e igual remuneración por igual tarea -por hacer referencia sólo al derecho individual- y con la sola excepción de la participación en las ganancias de las empresas, le son aplicables.

También consagrados en los tratados enunciado en el art. 75 inc. 22 de Constitución Nacional, los tratados internacionales ratificados, los convenios, resoluciones y recomendaciones de la OIT: Convenio nº 154 de fomento de la negociación colectiva; el Nº 151 y la recomendación Nº 159 sobre relaciones de trabajo en la administración pública; el Nº 158 de fomento de la negociación colectiva y en las leyes que en su consecuencia y posteriormente se dicten.

La norma propuesta constituye el marco jurídico básico para los trabajadores del Sector Público.

Entendemos que Sector público comprende por lo menos cuatro grupos de entidades patronales: la administración central; la administración descentralizada; las empresas estatales y las sociedades de propiedad estatal.

Para concretar este importante mandato constitucional, se establecen dos cláusulas transitorias, la primera, referida al régimen normativo, dando un término en el que se deberá dictar en forma definitiva, el Régimen Jurídico Básico del Empleado Público, ese término es de seis (6) meses inmediatos posteriores a la sanción de la presente constitución, además se ordena su reglamentación dentro de los 90 días subsiguientes. La segunda, referido a la situación de los trabajadores de la administración pública que se encuentren en situación de precariedad laboral, deberán ser regularizados mediante el dictado del acto administrativo correspondiente.

LA RELACION DEL EMPLEO PÚBLICO:

“El contrato de empleo público no tiene una naturaleza esencialmente diferente de la del contrato de trabajo individual.”1 Las notas características del empleo público no difieren sustancialmente de las del empleo privado. El empleado público se encuentra en una posición jerárquicamente inferior bajo las órdenes y directivas del principal y ha sido incorporado en una organización ajena, a efectos de ceder el resultado del esfuerzo personal a cambio de una remuneración.

“Por lo tanto, el empleado público no deja de ser un empleado en relación de dependencia de la Administración Pública y por tal circunstancia comparte muchas de las características que han hecho del trabajador privado objeto de protección de las leyes e, inclusive, se encuentra en una posición de mayor subordinación que aquéllos”2

Por la figura del empleador- el Estado-, el trabajador se encuentra sujeto a los vaivenes de "lo político" y al ejercicio del poder, por eso es necesario reconocer un mayor grado de protección a nivel individual, de las asociaciones profesionales, de la libertad sindical, del derecho a huelga y de negociación colectiva, integrando así, el principio ya reconocido de la “estabilidad “consagrado en el art. 21 de nuestra Constitución provincial.

CARACTERISTICAS PROPIAS:

Del análisis de la relación de empleo público se observan características propias de esta relación laboral que siguiendo al Dr. Mario Ackerman las enuncian:

"1. Especialidad de la Administración Pública, que surge de la ostentación formal del poder y que tiene dos manifestaciones fundamentales: a) relación de supremacía del Estado respecto de los empleados y, aun, de sus entidades sindicales; b) rol del Estado en cuanto empleador modelo.

"2. Extensión y fragmentación de la Administración Pública, que produce una continua tensión entre centralización y descentralización y conflictividad interorgánica en materia de personal.

"3. Interdependencia entre política y administración, a partir del carácter político del órgano máximo en materia de personal.

“4. Cada organización pública es un producto histórico en función de pautas culturales y de desarrollo de su sociedad.

“5. Su actividad principal tiene que ver con la atención o protección del interés general y no tiene fin de lucro.

“6. Frente a sus dependientes ha sido tradicionalmente paternalista y no los ha sometido a los riesgos de insolvencia ni vaciamiento.

“7. Suele estar rígidamente reglado en sus procedimientos, facultades y controles.

“8. Su universo laboral supone la coexistencia de colectivos heterogéneos"3

Estas características se proyectan sobre las relaciones individuales y colectivas del trabajo en el sector público y condicionan el modelo sindical, la negociación colectiva y el tratamiento de los conflictos en ese ámbito.

La naturaleza jurídica del empleo público dio lugar a un interesante debate en la doctrina administrativa nosotros coincidimos con el sector de quienes sostienen que se trata de una situación o status estatutario, legal o reglamentario, por lo cual no se los "emplea" sino que se los "nombra" mediante un acto administrativo emanado de la autoridad competente, momento a partir del cual sus derechos y obligaciones se regulan por actos de la administración. No existen dudas acerca de que el Estado goza de determinadas prerrogativas, para modificar ese status.

Sin embargo, tales prerrogativas no son absolutas ni irrestrictas, sino que encuentran su límite en la imposibilidad de alterar la sustancia del contrato celebrado. En caso de modificación, ellas serían materia de la negociación colectiva regulada por normas con características propias.

En particular a ese status, la C.N. le ha dado una garantía, desde que les ha reconocido derecho a la "estabilidad absoluta", al igual que nuestra constitución provincial en el art. 21 de la misma.

Sin embargo, razones presupuestarias han llevado a que en los últimos años creciese en forma alarmante la tendencia a contratar trabajadores "temporarios" para actividades permanentes, dentro del ámbito de la Administración Pública, materializada en contrataciones sucesivas "a plazo", lo que ha generado una particular casta de empleados que no gozan de estabilidad, de protección contra el despido arbitrario, ni de normativa antifraude que primen la relación real sobre la ficción jurídica.

Este tipo de contrataciones configuran una irregularidad y constituyen actos inválidos por parte del Estado, por ser contrarios a los mandatos constitucionales que podría ser resistido por el empleado afectado; ello ha sido objeto de numerosos pleitos.

CONSEJO DEL TRABAJO ESTATAL

La negociación colectiva, por ser la parte empleadora un poder del Estado, necesita contar con un órgano imparcial que según nuestro diseño proponemos al Consejo del Trabajo Estatal fuera de la estructura del Estado.

Órgano con autonomía funcional y autarquía económico-financiera, creado mediante una ley que será aprobada con la mayoría absoluta de ambas cámaras.

Esto implica que las disposiciones y los fondos respectivos para su funcionamiento vienen de fuera de su seno. Los debe recibir desde la normativa específica y la ley de Presupuesto del Estado provincial, sin que ello habilite a que a través del control de gestión del Presupuesto, los poderes provinciales avancen indebidamente sobre la independencia de la que pretendemos dotar al Consejo del trabajo estatal para el cumplimiento de su función.

La inclusión específica de la garantía de autarquía económico-financiera , tiene su razón de ser en la naturaleza de órgano que caracteriza su función, a fin de evitar que la imparcialidad y manejo político de la negociación colectiva se vea frustrada en la práctica por una adjudicación presupuestaria escasa o insuficiente para el normal cumplimiento de su función.

La inclusión específica de las garantías de autonomía funcional y autarquía económico-financiera constituye un núcleo infranqueable para los poderes Ejecutivo y Legislativo provinciales, así como también la posibilidad concreta de realizar judicialmente el reclamo oportuno de respeto a dicha garantía.

La ley que determine su funcionamiento deberá tener en miras el ejercicio imparcial y efectivo de sus funciones; la infraestructura operativa; la transparencia en su conformación y un adecuado cuerpo de personal para su funcionamiento.

La importancia de garantizar esta autonomía es para que la negociación colectiva y la resolución de conflictos, se den en un ámbito imparcial.

Los órganos del estado y los procedimientos existentes no alcanzan para garantizar la negociación libre y el libre ejercicio de las libertades sindicales, nuestro diseño del Consejo aumentará la protección y tutela jurídica de los administrados, propendiendo así a una más integral defensa de las libertades y derechos fundamentales.

Será órgano especial de aplicación de las normas de derecho individual y colectivo del Régimen Jurídico Básico para los trabajadores dependiente de cualquiera de los tres poderes y/u Organismos de cualquier tipo en el que tenga participación el Estado Provincial.

La ley reglamentaria deberá garantizar la realización y fiscalización de concursos de ingreso, permanencia y promoción en la Administración Pública; la convocatoria a Paritarias y la imparcialidad en la negociación colectiva; atender en conflictos individuales y colectivos. La integración deberá ser igualitaria respecto de los representantes de los trabajadores elegidos libre y democráticamente por las asociaciones sindicales con personería gremial y ámbito de actuación, y de los representantes del empleador designado por el poder ejecutivo con acuerdo del senado, los que durarán 6 años en su cargo.

1 GUIBOURG Ricardo  “El contrato de trabajo y la naturaleza jurídica del contrato de empleo publico” en L. T. XXVII- A- 481 

2 En el mismo sentido, ver CARNOTA, Walter F., "La remuneración del sector público como propiedad constitucionalmente protegida", DT 2002-B-1852/1853; GUIBOURG, Ricardo A., "El contrato de trabajo y la naturaleza jurídica del empleo público", LT XXVII-481; y FERNÁNDEZ MADRID, Juan C., Tratado..., cit., t. I, p. 666.
3 MARIO Ackerman "Los contratos de la Administración Pública. La jurisprudencia de la Corte Suprema y los principios del derecho del trabajo", DT 1998-B-2373/2381
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LIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 477)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Cultura

Art. 1º.- Incorpórese al texto de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos una nueva sección con el título “Cultura”, que deberá estar integrada por los siguientes artículos:

Art.- El Estado provincial apoya, facilita y promueve las distintas manifestaciones de las identidades provinciales en su contexto nacional, y en una perspectiva latinoamericana y mundial, difundiendo a través de la cultura y la educación los valores que le son propios, sus tradiciones, su memoria histórica y su bagaje cultural.

Art.- El acceso a la cultura y a los bienes y servicios culturales es un derecho inalienable de todos los seres humanos; en consecuencia, el Estado provincial garantiza a los ciudadanos al acceso y ejercicio de los derechos culturales sobre la base de valores éticos como el respeto por la diversidad, la no violencia, la participación, la libertad, la tolerancia y la igualdad; asegurando la autodeterminación cultural y la equidad de género, resguardando las identidades provinciales y erradicando toda forma de discriminación ideológica o de cualquier otro tipo en la creación cultural, considerando al ser humano como protagonista trascendente de la cultura.

Art.- El Estado garantiza la tutela de las riquezas paisajísticas naturales, históricas, prehistóricas, artísticas y documentales, como parte del acervo cultural de la Provincia, arrogándose la facultad de prohibir la exportación o enajenación de las mismas.

Art.- El Estado destinará un fondo especial para la protección, producción, promoción, difusión y desarrollo en general de las manifestaciones de nuestra cultura provincial. Se promoverá además la creación de organismos de participación y control ciudadano para la administración de estos fondos.

Art.- El Estado propiciará la creación de normas y programas para la incorporación del estudio y reconocimiento de las distintas expresiones de nuestra cultura en todas las modalidades y niveles de la educación formal, no formal e informal.

Pueblos Originarios

Art.- La Provincia reconoce y revaloriza a las culturas y pueblos originarios, y se constituye en salvaguarda de todas sus manifestaciones culturales.

Los integrantes de los grupos étnicos tienen derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural.

Art. 2º.- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – ACHARTA – SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Tomada como base para la fundamentación del presente proyecto, hacemos nuestra la declaración del Primer Congreso Argentino de Cultura, llevado a cabo durante agosto de 2007 en la ciudad de Mar del Plata, que en parte de su texto señala: “Convencidos de que la cultura involucra tanto a las expresiones artísticas como a las formas sociales de construcción de la realidad, asumimos como rol del Estado garantizar y promover el conocimiento y ejercicio de los derechos culturales. Para esto, es fundamental impulsar políticas públicas como herramientas estratégicas que apunten a la inclusión social y al fortalecimiento de la democracia. Afirmamos que el Estado es responsable del acceso equitativo a los bienes y servicios culturales, para facilitar la inserción de todos los sectores de la población en sus circuitos de formación, producción y consumo. Consideramos que se debe estimular el arte en todas sus formas y proteger el patrimonio tangible e intangible, garantizando su cuidado y puesta en valor para el disfrute de todos”.

Conforme también a esta declaración, reconocemos el carácter multicultural de nuestra provincia y la influencia de sus pueblos originarios y de las múltiples colectividades de inmigrantes en la construcción de las distintas identidades que integran nuestro ser provincial. Por este motivo, el Estado debe promover el respeto, el reconocimiento mutuo y la generación de espacios de encuentro e intercambio entre las distintas culturas que conviven en nuestra provincia.

Desde el principio biocéntrico reconocemos al ser humano como destinatario de las expresiones culturales, pero considerándolo “no como un ser apartado de la naturaleza, sino formando también parte de ella, por lo que ambos tienen valor"1.

Partimos del reconocimiento del acceso a la cultura y a los bienes culturales como derecho humano inalienable, a través del cual el ser humano construye y manifiesta valores, costumbres y tradiciones propios de su región.

“Es imperiosa una activa postura federal. Cada entrerriano debe asumir su compromiso. Nuestro pueblo es responsable sano y abierto; profundamente humano. Se está desfigurando nuestro ser; estamos perdiendo el espíritu del alma provinciana y una anemia moral debilita los valores de la argentinidad. La recuperaremos, saneándola con nuestra fe y nuestra conducta”2.

Señor Presidente: aún estamos a tiempo de recuperar nuestra memoria; la globalización de las comunicaciones, las políticas neoliberales y la pérdida de nuestra soberanía alimentaria, ambiental y cultural no podrán avanzar si formamos a nuestros hijos e hijas en los valores y tradiciones que nos hicieron un pueblo orgulloso de ser entrerriano.

“Debemos estar fuertes, firmes y seguros de nuestras búsquedas. Afanarnos porque las experiencias sean nobles y sinceras, plenas de esencias lugareñas, eludiendo las formas extrañas, exóticas y rebuscadas, que han demostrado más de una vez su inoperabilidad.

En general, nuestro litoral ofrece motivos dignísimos para definir un estilo creador auténtico en todos los órdenes del quehacer artístico. Aunque nuestra sociedad puede ser considerada joven, su rico acervo atesora costumbres depuradas en la emoción popular. No podemos, por ejemplo, dejar de reconocer una música que no sea sentida por el pueblo aunque la misma sea juzgada ingenua o sencilla. Es música, sugestión sonora y poética, traducida en melodía y canto, fiel al sentir de la entrerrianidad, clara y didáctica, sin metáforas rebuscadas. Es beneficioso, entonces, con todo ese material vastísimo que aporta el sentimiento creador de la Provincia, promover el fortalecimiento de la regionalidad (…) Debemos hacerles sentir a nuestros pibes y a la juventud, que son miembros de un todo al que pertenecen, del que dependen y con el que deben articularse, participando activamente, aportando con sus valores cívicos, éticos y culturales. Solamente afianzando su arraigo aflorará un sentimiento claro de cooperación y trabajo responsable. Esclareciendo esos ideales, dejaremos atrás el "dejarse estar" y ese clima artificial e irresponsable que tanto daño está causando a las posibilidades argentinas, hoy en el subdesarrollo, mañana, en un devenir de magníficas realizaciones. Mediante los lineamientos verídicos del ser argentino alcanzaremos nuestro propósito, desfigurado por inútiles metodologías, donde se ha prescindido del ideal provinciano, jerarquizado por eminentes pensadores y maestros, verdaderos visionarios que nos legaron la grandeza de un acontecer republicano”3.

Señor presidente, colegas convencionales: hagamos historia, una historia digna de ser contada y que forme parte también de la memoria y el acervo cultural de las generaciones venideras.

1 Marisela Cifuentes López y Saúl Cifuentes López- Revista electrónica de derecho ambiental, número 04. Noviembre 2000

2 y 3 Júbilo de Esperanza. Linares Cardozo, Concepción del Uruguay, 1989.

Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Emiliano Acharta – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Darío R. Gianfelici – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 478)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO    :

El Estado provincial protegerá los humedales, regulará la explotación de sus recursos y resguardará el equilibrio de los mismos.
Es deber del Estado exigir evaluaciones de impacto ambiental y planes de manejo sostenible que contemplen la heterogeneidad y variabilidad temporal y espacial de los humedales entrerrianos, a toda persona o grupo de personas, física o jurídica, privada o pública, que quieran emprender una explotación de sus recursos y/o acciones que puedan lesionar, restrinjir, alterar o amenazar su equilibrio, integridad y normal funcionamiento.
Es deber del Estado asegurar su cumplimiento y someterlos a análisis y revisión permanente, así como capacitar técnicamente a quienes lleven adelante estos emprendimientos, priorizando a los lugareños cuya supervivencia depende de los recursos del lugar.
CEPEDA – DE PAOLI – ROGEL.

FUNDAMENTOS
Existen muchas definiciones de lo que se entiende es un humedal, sin embargo, todos los humedales comparten una misma característica: el agua juega un rol fundamental en el ecosistema, en la determinación de la estructura y en las funciones ecológicas del humedal.

La Convención de los Humedales de Importancia Internacional o Convención Ramsar los define como: “Extensiones de marismas, pantanos y turberas, o superficies cubiertas de agua, sean éstas de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas, incluidas las extensiones de agua marina cuya profundidad en marea baja no exceda de seis metros”.

Los humedales son ecosistemas de gran importancia por los procesos hidrológicos y ecológicos que en ellos ocurren, porque generalmente sustentan una importante diversidad biológica, son extremadamente ricos y productivos y brindan numerosos beneficios a la sociedad a través de sus recursos, funciones y atributos.

Los bienes y servicios aportados por estos ecosistemas, tengan o no un valor económico en los sistemas de mercado, producen beneficios indispensables para la economía, la salud pública y el bienestar general de los seres humanos. (1)

Entre ellos se puede destacar la regulación de la composición de gases atmosféricos, del clima, del ciclo hidrológico, el control de la erosión, la formación de suelo, la regulación de los ciclos de nutrientes, el control biológico de las poblaciones, el mantenimiento de la diversidad biológica, el almacenamiento y suministro de agua, la producción de alimentos y materias primas, así como espacios para el desarrollo del hábitat humano y para el recreo y la cultura. (1)

En muchos casos constituyen hábitats críticos para especies seriamente amenazadas (como el actualmente en peligro Ciervo de los Pantanos) y, dada su elevada productividad, pueden albergar poblaciones muy numerosas. Esto es de una importancia relevante a la hora de tener en cuenta cuál es el tamaño mínimo que tiene que tener una población para que sea viable, es decir para que esté garantizada su supervivencia a largo plazo.

La relación entre el tamaño de una población, el nivel de heterozigosis (variabilidad genética) que ésta tenga, y la idoneidad para sobrevivir están directamente relacionadas. Por lo tanto, si en una población ocurre una disminución de su nivel de heterozigosis porque alcanzó un tamaño crítico su población, y por ende el nivel de entrecruzamiento consanguíneo aumentó, disminuirá entonces su idoneidad para sobrevivir. (2)

Con esto queremos resaltar la importancia que tienen estos ecosistemas por el sólo hecho de ser capaces de albergar poblaciones numerosas.

Algunos de los factores que están afectando nuestros humedales son:

La deforestación: Con la pérdida de bosques desaparece la biodiversidad desequilibrando los ecosistemas. Sin cubierta vegetal, los suelos quedan expuestos a la acción directa de las lluvias, el sol y los vientos perdiendo su fertilidad. Se vuelven improductivos, disminuye su capacidad de absorber agua y por lo tanto de mitigar los efectos de inundaciones y sequías.

La fragmentación de los sistemas hidrológicos: Los ecosistemas inundables en los cuales los pulsos periódicos causados por las inundaciones los hacen extremadamente productivos y biodiversos favoreciendo por ejemplo, la ovoposición de algunos peces, el ciclado de nutrientes, etc., pierden ésta dinámica cuando el río queda desacoplado de éstas áreas laterales. Asimismo, este desacople disminuye la capacidad autorreguladora y aumenta los riesgos de inundaciones catastróficas.

El desarrollo rural: Por ejemplo, en las provincias de Corrientes y Entre Ríos grandes áreas de humedales están siendo transformados en campos de arroz con la consiguiente fragmentación del hábitat, pérdida de biodiversidad y alteración del ciclo hidrológico.

El desarrollo urbano y el turismo: Implica la destrucción de hábitats naturales para permitir la construcción asentamientos urbanos, redes de transporte u otras infraestructuras. El turismo excesivo puede compactar el suelo, pisotear la vegetación, alterar el comportamiento de la fauna, etc.

La fragmentación del hábitat: Un determinado hábitat va quedando reducido a fragmentos o islas de menor tamaño, inmersos en una matriz de hábitats diferentes al original (por ejemplo, un cultivo). Se ven más afectados aquellos procesos que dependen de vectores de transmisión en el paisaje como la dispersión de semillas, la polinización de las plantas, las relaciones predador-presa.

La contaminación del agua: Uno de los problemas que acarrea es que la materia suspendida impide el paso de la luz solar reduciendo la fotosíntesis de las plantas, lo que conlleva alteraciones en los niveles tróficos superiores y, por lo tanto, en todo el ecosistema.

La contaminación del suelo y el aire: Los contaminantes presentes en el suelo y el aire pueden ingresar al ciclo del agua y contaminar los ecosistemas acuáticos.

La introducción de especies exóticas: Las especies exóticas normalmente representan un reservorio de enfermedades contra las cuales las especies nativas no tienen defensa, son depredadoras de las especies nativas o compiten por recursos como alimento, refugio, etc.

La sobreexplotación del agua y demás recursos naturales: La sobreutilización del agua puede disminuir el nivel de las napas subterráneas y provocar el desecamiento de humedales. La sobreexplotación de otros recursos altera procesos vitales (como el flujo de materia y energía) provocando desequilibrios en el ecosistema en general.

Debido a las grandes presiones y amenazas que sufren nuestros humedales es que urge la necesidad de tomar medidas para asegurar su conservación, protección y uso racional de sus recursos.

Sin embargo, cabe resaltar que el objetivo de nuestra política de conservación no es sólo conservar la riqueza de especies, sino también mantener su dinámica natural de forma sostenible, incluyendo la conservación de sus hábitats y de los procesos ecológicos que requieren para su supervivencia.

La historia del uso y manejo de los recursos naturales demuestra que son más frecuentes los fracasos que los éxitos en esta empresa. El fracaso implica no sólo la pérdida de bienes y servicios ecológicos, sino también la de la capacidad de regeneración de los mismos. (3)

Los fracasos surgen de una falta de percepción anticipada, que a veces es debida a la falta de conocimientos y otras veces a urgencias por lograr éxitos sociales o económicos, o por una combinación de factores. (3)

El manejo sustentable busca eliminar el conflicto entre producción económica y conservación de la base natural. Es un desafío que requiere un cambio de actitud con respecto a nuestra relación con la naturaleza, la cual no puede ser la de ubicarnos por encima, en un nivel jerárquico superior, sino más bien por debajo, aceptando que nuestras actividades están limitadas por las condiciones del entorno biofísico y que nuestra capacidad tecnológica debe ser usada respetando los ritmos y tiempos de la naturaleza, si queremos conservar su integridad. (3)

Planes de manejo:

Se entiende por Manejo a la gestión, planificación y la práctica (ejecución de acciones) que conduce o guía hacia el cumplimiento de metas y objetivos planteados. Por consiguiente, el manejo se refiere a la toma y ejecución de decisiones tendientes a obtener resultados deseados.

El término Uso Sostenible sólo es aplicable a los recursos renovables e “implica que el ritmo de utilización no debe superar la capacidad de renovación del mismo.”

Los programas de Uso Sostenible deben operar por Manejo Adaptativo, es decir que deben ser flexibles e ir ajustando el grado de intervención de acuerdo a la respuesta de la población manejada.

Los planes de manejo deben asegurar la Sostenibilidad biológica, (se da cuando se remueven individuos o subproductos de una población a una tasa que es fácilmente reemplazada por la naturaleza); la Sostenibilidad socio-económica (el uso debe generar incentivos económicos para el buen manejo, en el contexto de las actividades sociales y culturales del ser humano) y la Sostenibilidad ecológica (el uso no debe producir cambios significativos o degradación de la biodiversidad, de los procesos del ecosistema, de los ciclos bioquímicos, de la fertilidad del suelo o del balance de aguas).

Cualquier actividad que se pretenda desarrollar deberá contemplar la heterogeneidad del sistema en términos no sólo de diversidad de especies sino también de las funciones ecológicas del mismo.

Es por todo esto que en el presente proyecto proponemos el desarrollo de planes de manejo como la herramienta más eficaz para lograr una gestión de humedales que promueva su conservación y utilización sustentable a través de un manejo integrado y que contemple la dinámica de los mismos a través del análisis y revisión permanentes.

Pobladores locales:

Muchas veces esperamos que los ecosistemas naturales contengan la menor cantidad de personas posible, para que sean más prístinos y así poder observar la naturaleza menos modificada. Esto es más una fantasía que una realidad, la mayoría de los ambientes del mundo tienen y han tenido desde siempre pobladores que interaccionaron con los ecosistemas. Además constituye una paradoja, vivimos en grandes urbes con el más elevado consumo de energía per cápita y una alta densidad poblacional que generan una gran demanda de actividades productivas que destruyen una gran cantidad de recursos naturales.

Los pobladores locales viven profundamente integrados con sus ambientes, y en muchos casos han desarrollado sistemas complejos y eficientes de manejo de recursos adaptados al medio, que incluyen conocimientos de varias generaciones. Además, poseen bajos ingresos y escasa tecnología para provocar grandes modificaciones en el hábitat circundante.

Las decisiones de manejo suelen ser tomadas sin tener en cuenta las opiniones, participación, ni las particularidades socioculturales de los pobladores involucrados. Esto irremediablemente lleva a que no se logren soluciones reales, y los procesos de modificación de los ecosistemas continúan. Incluso se pueden generar conflictos que agraven la situación y las posibilidades de manejo. Esto puede ser el caso de la prohibición total de la caza o la pesca, cuando muchos de estos pobladores la practican para su alimentación y subsistencia, y suelen actividades profundamente arraigadas a su cultura. (4)

Las estrategias de manejo de los recursos naturales deban ser planificadas e implementadas de forma conjunta a partir de las propuestas de manejo tradicionales de los pobladores locales y políticas provinciales con el fin de que sean viables socioeconómica y biológicamente.

El desafío actual requiere, por lo tanto, la gestación de políticas que permitan un desarrollo sustentable que garantice la conservación de los componentes y de los procesos naturales en los ecosistemas, así como el desarrollo económico y el bienestar de las comunidades locales.

Evaluaciones de Impacto Ambiental (EIA) es un procedimiento jurídico administrativo que tiene por objeto la identificación, predicción e interpretación de los impactos ambientales que un proyecto o actividad produciría en caso de ser ejecutado, así como la prevención, corrección y valoración de los mismos, todo ello con el fin de ser aceptado, modificado o rechazado por parte de las distintas Administraciones Públicas Competentes.

No consiste solamente en una evaluación (desde el punto de vista de estimación de valor) sino en un procedimiento que abarca desde la presentación del proyecto de un proponente, hasta la declaración de los impactos ambientales de la actividad propuesta por parte de as autoridades.

Es un procedimiento de advertencia temprana que permite asegurarse que las variables ambientales potencialmente afectadas por una determinada actividad humana se reconozcan en las etapas más tempranas de su planificación y se protejan a través de decisiones pertinentes, permitiendo así compatibilizar la protección ambiental y el desarrollo.

Un Estudio de Impacto Ambiental es el estudio técnico de carácter interdisciplinario, que incorporado en el procedimiento de la EIA, está destinado a predecir, identificar, valorar y corregir las consecuencias o efectos ambientales que determinadas acciones pueden causar sobre la calidad de vida del hombre.

Esto puede definirse como el documento que describe pormenorizadamente las características de un proyecto o actividad que se quiere llevar a cabo, el cual debe proporcionar antecedentes fundados para su predicción, identificación e interpretación de su impacto ambiental y describir la o las acciones que implementará para impedir o minimizar los efectos adversos.

La Declaración de Impacto Ambiental es el documento resultante del procedimiento de revisión del estudio de impacto ambiental, por el que se efectúa declaración de impactos que realiza el órgano ambiental competente, respecto de las fases de ejecución, operación y eventualmente abandono del proyecto propuesto.

La Auditoria Ambiental o Ecoauditoría tiene por objeto apreciar en un momento dado, el impacto que todo o parte de un proyecto o actividad es susceptible de acarrear en el ambiente y aparece como una herramienta de gestión, que permite monitorear el avance de la gestión ambiental y destacar en forma temprana riesgos potenciales.

La principal diferencia radica que en tanto el campo de acción de las auditorias se limita al estudio ambiental de las operaciones en curso, llevándose a cabo en forma periódica, las evaluaciones de impacto se aplican a proyectos de desarrollo y en forma previa a su realización, como condición previa.

El uso de Umbrales de impacto define la mayor o menor gravedad o beneficio, derivados de las acciones humanas en un territorio. Estos marcan los límites a partir de los cuales el impacto se considera inadmisible y que, por lo tanto, incompatibilizan la ejecución de la acción con determinados ambientes.

La tarea del equipo evaluador no es preparar un tratado científico sobre el medio, sino sobre todo, apoyar el proceso de decisiones, especialmente la selección de alternativas de desarrollo de la acción en estudio y la consideración de estrategias alternativas de gestión ambiental.
Aunque se sabe que desarrollo es un término relacionado con crecimiento, estabilidad y modernización, es necesario reconocer que es un concepto muy complejo. No sólo tiene un significado económico o de crecimiento material, sino que también persigue la realización plena del ser humano.

Para avanzar hacia ese estado se necesita que el medio ambiente sea estable y sano, ya que es el lugar dónde la población crece y obtiene sus recursos.

Hoy día, reconocemos la necesidad de compatibilizar el continuo crecimiento económico, con la equidad social y con la protección y administración eficiente del medio ambiente.

Las medidas que se adopten tienen que facilitar la implementación de acciones racionales en función de los respectivos costos y beneficios involucrados. Solo así la política ambiental logrará traducir sus objetivos en señales concretas y podrá tener éxito en despertar un interés por evitar el deterioro del medio ambiente. Es vital la pregunta de cuanta calidad ambiental es entregada en nombre del progreso y qué crecimiento se restringe o se modifica en función del medio ambiente.

Si bien la EIA no consigue el desarrollo sustentable “per se”, puede ayudar tempranamente para guiar a los responsables en la toma de decisiones en esa dirección.

En ese sentido, consideramos que las EIA constituyen una herramienta preventiva y fundamental para determinar cuales acciones o proyectos, y en qué medida son compatibles con el medio, así como para guiarlos en la búsqueda de un progreso sustentable mediante la proposición de medidas alternativas para ajustarlos a niveles de aceptabilidad.

FUENTE DE INFORMACIÓN
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(2) Rosario Ortiz Quijano. Modelos de extinción y fragmentación de hábitats. En: G. Halffter (Compilador). 1992 “La Diversidad Biológica de Iberoamérica”. I-CYTED-D, Instituto de Ecología, México.

(3) Silvia Diana Matteucci. Panarquía y manejo sustentable. En: FRONTERAS 3. Año 3-Nº 3. Julio de 2004.

(4) Alejandro R. Giraudo y Raúl R Abramson. Diversidad cultural y uso de la fauna silvestre por los pobladores de la selva misionera. ¿una alternativa de conservación? En: Situación ambiental argentina 2000. Fundación Vida Silvestre Argentina.

Silvina E. Cepeda – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 479)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art. ... : Incorpórese en la Sección II Régimen Económico y del Trabajo, Art. 42 como inciso”

a) Todo lo atinente a normas jurídicas relacionadas con el ejercicio del poder de policía de control de la legislación laboral de fondo en el ámbito provincial, a través del organismo administrativo existente u otro que se creara.

b) Normas que garanticen al empleado público, un seguro de vida, obra social, asignaciones familiares, beneficios emergentes del mutualismo, protectoras a los hijos y menores a su cargo, como ser guarderías, ayuda escolar específica, colonias de vacaciones y asistencia médica.

c) Otras formas de previsión social y asistencia social, como ser beneficios paralelos a la jubilación, a saber préstamo de dinero con fines sociales a través de los institutos de seguridad social de la Provincia, colonias de descanso para jubilados y pensionados provinciales, atención personalizada, especial y concreción de hogares de residencia para aquellos de edad avanzada sin familiares.

BRASESCO – ARRALDE – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Los incisos a), b) y c) del Art. 42 de la Constitución vigente, deben ser suprimidos por estar referidos a normas de derecho de fondo que son de exclusiva competencia del Gobierno Federal. Así lo entendió nuestro bloque al presentar el proyecto obrante en el Expediente Nº 159.

Pero lo apuntado obliga a cubrir constitucionalmente todo aquello que compete al ejercicio del poder de policía, tendiente a que el Derecho del Trabajo en la normativa de fondo vinculado a la actividad privada tenga la garantía constitucional de que el gobierno a través sus organismos administrativos creados o a crearse controlen el fiel cumplimiento de las mismas.

Recordamos lo importante que es controlar a través del poder de policial la higiene y seguridad del trabajo, que se viola cuando no hay severo y eficiente control y vigilancia, que pone en peligro la salud y vida del trabajador y plantea en el comercio y la industria la competencia desleal empresarial entre el incumplidor y el cumplidor de la ley. Rius Sintes y Pañella CasasM., en su obra “Seguridad, higiene y medicina del trabajo” (Barcelona 1955) dice que “En Inglaterra el número de soldados heridos durante la guerra de 1914 fue de 1.693.262, y el número de obreros británicos victimas de accidentes de trabajo entre los años 1920-1924, es decir, en cuatro años también, se elevó a 2.385.760” (ver Alfredo J. Ruprecht, su obra “Higiene y Seguridad en el Trabajo”, pag 7.-Bibliografica Ameba, Buenos Aires 1961). Lo importante de la cita es que la información habla de por sí sola de la trascendencia que puede ocasionar la distracción en el cumplimiento de estas normas. Si se observa detenidamente como trabajan nuestros obreros, a simple vista de toda la sociedad, nos encontramos que las normas elementales de seguridad no se cumplen, en contraste con empresas y pequeños dadores de trabajo, que cumplen la ley, pero a un costo mayor por la competencia desleal. Esto ocurre en primer lugar por falta de recursos humanos de las reparticiones que deben efectuar el control, por una cultura de incumplimiento a la ley muy acentuada en ciertos y determinados sectores de la sociedad y por último por el impulso constitucional provincial ausente que debe aguijonear a la legislatura para que concrete una legislación que dé caminos eficientes para que los organismos administrativos laborales puedan cumplir con su cometido.

Por otra parte, la provincia tiene facultades, que le son propias, no delegadas, como es la de legislar específicamente, sin colacionar con la Constitución Nacional, las referidas al empleo público en materia de seguridad social, como ser el seguro de vida, licencias por enfermedad, invalidez, obra social, ejemplo es el I.O.S.P.E.R., con legislación vigente provincial, y todo lo vinculado a la vejez de sus servidores no sólo referido a su jubilación, sino a beneficios paralelos que pueden beneficiar a los mismos, como pueden ser otras formas de previsión y asistencia social, como podrían serlo, a titulo de ejemplos colonias de descanso para jubilados y pensionados provinciales, atención personalizada y especial a aquellos de edad avanzada sin familiares, etc.

Estas argumentaciones sencillas determinan que a lo dispuesto en los incisos a), b), y c) del Art. 42 que tiene un carácter amplio y general que de su simple lectura se infiere que abarca a la totalidad del derecho del fondo, por lo que se presentó el proyecto pertinente a los efectos de su supresión, lo que impulsa a los efectos de un perfeccionamiento reemplazarlo con otro que abarque toda la gama jurídica que cae dentro de la competencia provincial.

Luis A. Brasesco – Juan C. Arralde – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 487)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°): SUSTITÚYESE el inciso 19° del artículo 135 de la Constitución de la Provincia por el siguiente:

Inc.19°) Nombrar los Agentes Fiscales y Defensores de Pobres y Menores a propuesta en terna del Consejo de la Magistratura.

Designar a los jueces de paz a propuesta en terna de las municipalidades o comunas para los de sus respectivas jurisdicciones. El Consejo de la Magistratura deberá previamente intervenir, convocando a concurso para el cargo mediante un procedimiento que favorezca la igualdad de oportunidades y la idoneidad de los mismos, remitiendo al organismo municipal o comunal respectivo la lista de postulantes que considere habilitados para la función, entre los cuales el órgano local efectuará la propuesta respectiva.

CARLÍN – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – KUNATH – ROMERO – BAEZ – FEDERIK – TALEB.

FUNDAMENTOS

El artículo 135 inc. 19 de la Carta Provincial faculta al Poder Ejecutivo a designar a los jueces de paz letrados y, a propuesta en terna de las municipalidades a los jueces de paz legos.

Transcurridas muchas décadas en que los organismos locales han podido ejercitar la potestad de proponer a los jueces de paz de su circunscripción ha surgido, de hecho, un impedimento a la letración de la justicia de paz, ya que ella impediría el ejercicio de la facultad comunal de propuesta. Fracasaron así reiterados intentos de letrarla en nuestra provincia.

El proyecto precedente no se pronuncia sobre la letración o no de la justicia de paz, destacándose que a la fecha la mayoría de esos organismos de primera categoría y aún algunos de segunda o tercera están a cargo de abogados. De ese modo se deja en manos del legislador el determinar si dicha función debe ser cubierta en forma letrada o lega, pero en ambos casos se conserva la atribución municipal de proponer los candidatos respectivos al Poder Ejecutivo, manteniéndose la coherencia con las propuestas realizadas en orden a la intervención previa del Consejo de la Magistratura, el que debe actuar en todos los casos de designación de magistrados y funcionarios judiciales.

Para armonizar tal intervención con la posibilidad de mantener la facultad proponente en el orden municipal o comunal, el proyecto precedente determina el concurso previo por el Consejo de la Magistratura, que deberá habilitar a los candidatos como idóneos para desempeñar la vacante. Entre éstos el órgano local debe escoger la terna que eleva al Poder Ejecutivo para la designación respectiva. De esa manera se preserva una potestad municipal que no necesita serle extraída y se salvaguarda la armonía con el resto del sistema de nombramientos de magistrados judiciales.

Siempre quedará en manos de la norma legislativa respectiva el decidir sobre la letración de la justicia de paz y los alcances de ésta. Si se tiene en cuenta que el número de organismos de este tipo supera el medio centenar en Entre Ríos, habiéndolos de tres clases, o categorías, será la ley la que determinará si todos o parte de ellos, muchos de los cuales están instalados en localidades muy pequeñas y con escasísima actividad jurisdiccional, deben mantenerse como legos, sin impedimento constitucional.

La justicia de paz, aún lega, cumple un rol muy significativo, al atender con inmediatez conflictos vecinales, los que derivan de la aplicación del Código Rural, los conflictos derivados de la violencia doméstica o familiar, los trámites de los sectores más vulnerables de la sociedad que cuentan en el Juzgado de Paz con la atención de un organismo cercano para la satisfacción de sus inquietudes. Por ello, más allá del carácter letrado o lego del mismo, deben mantenerse los conceptos de gratuidad y de toda la informalidad posible, no acartonando los trámites para hacerlos ágiles y capaces de soluciones rápidas a los conflictos.
Por tales razones y las que se darán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto adjunto.

Miguel A. Carlín – Raúl E. Barrandeguy – Guillermo C. Martínez – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero – Fernando D. Baez – Julio A. Federik – Raúl A. Taleb.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 488)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Suprímese el inciso 13º del Artículo 47 de la Constitución Provincial.

Artículo 2º: Suprímese el inciso 17º del Artículo 47 de la Constitución Provincial.

Artículo 3º: Suprímese del artículo 157 la referencia a los empleados judiciales, quedando redactado del siguiente modo dicho dispositivo:

“Artículo 157: Los funcionarios judiciales no podrán formar parte de corporación o centro político, inmiscuirse, en grado o en forma alguna, en actividades políticas, ni podrán ejercer su profesión en ningún foro ni ante ningún tribunal.

La violación de estas normas implicará una falta grave a los efectos de su enjuiciamiento en la forma prevista en esta Constitución.”

CARLÍN – ROMERO – TALEB – FEDERIK – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo).
FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 habilita en su artículo 1º a revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: artículo 47 incisos 2º al 13º y 15º al 17º; artículo 157 respecto a los empleados judiciales.

Tales artículos establecen:

“Art. 47 inciso 13º No podrá votar la tropa de línea, ni la Guardia Nacional movilizada, desde sargento para abajo, ni, hasta pasado dos meses de haber cesado en el puesto, los gendarmes de policía terrestre, fluvial o marítima, bomberos y guardias cárceles.”;

“Art. 47 inciso 17º Los funcionarios y empleados públicos deberán abstenerse, bajo pena de destitución, de formar parte de comisiones o comités políticos, de suscribir manifiestos de partidos, y en general, de ejecutar cualquier otro acto público de carácter político, salvo el del voto”;

“Art. 157 Los funcionarios judiciales y los empleados de la justicia no podrán formar parte de corporación o centro político, inmiscuirse, en grado o en forma alguna, en actividades políticas, ni podrán ejercer su profesión en ningún foro ni ante ningún tribunal.

Motiva la supresión de los incisos 13º y 17º del artículo 47 y la modificación del artículo 157 la imperiosa necesidad de garantizar los derechos políticos de los sujetos comprendidos en esos artículos, removiendo los obstáculos para su ejercicio. Con relación a los empleados judiciales, en los casos “Torres” y “Ormache” la Corte Suprema de Justicia de la Nación declaró inconstitucional el artículo 157 de la Constitución Entrerriana, en lo referente a la veda política para tales agentes.
La Constitución Nacional a través de la reforma de 1994 garantiza los derechos políticos en sus artículos 37 y 38, se incluye en primer lugar, el sufragio, activo y pasivo; el derecho a constituir partidos políticos o formar parte de ellos; el derecho de reunión y de participación. Cómo vemos tales libertades políticas ya no se circunscriben al sufragio para elegir gobernantes, sino que se extienden hacia otros aspectos reconociéndose formas de democracia semidirecta como la iniciativa y la consulta popular (artículos 39 y 40).

En el artículo 75 inciso 22 se otorga jerarquía constitucional a una serie de instrumentos internacionales que también garantizan los derechos políticos de las personas como esenciales del hombre tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) Artículo 21 “1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente o por medio de representantes libremente escogidos. 2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las funciones públicas de su país. 3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.”; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) Artículo 25 “Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de la distinciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades: a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores; c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país.” Convención Americana de Derechos Humanos (1969) Artículo 23 “1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y oportunidades: a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes libremente elegidos; b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de los electores, y c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su país. 2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal.”

Cuando valoramos la democracia como una forma de gobierno, los derechos políticos, los partidos y el régimen electoral encuentran su ámbito. Y aún más: en nuestras valoraciones actuales, son un ingrediente constitutivo del sistema democrático, porque acentuado éste en torno a los derechos humanos, no cabe duda de que los derechos políticos (y sus contenidos conexos, que son los partidos y el régimen electoral) integran hoy el plexo de aquellos derechos, al lado de los derechos civiles y de los derechos sociales.

Es la normativa antes mencionada la que avala la supresión que propugnamos de los incisos 13º y 17º del artículo 47 Sección III Régimen Electoral. Y la modificación del artículo 157 Sección VI Poder Judicial Capitulo I Disposiciones Generales.

Por ello y las razones que se brindaran en su oportunidad nos llevan a interesar la aprobación del proyecto traído.

1 Germán Bidart Campos. Manual de la Constitución Reformada Tomo II. Pág. 250.

Miguel A. Carlín – Rosario M. Romero – Raúl A. Taleb – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 489)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase a la Constitución Provincial los siguientes dispositivos.

Artículo ...) La protección y la asistencia integral a la discapacidad constituye una política pública de nuestra provincia, la que garantizará la asistencia, rehabilitación, educación, capacitación e inserción en la vida social y laboral de las personas con capacidades diferentes.

La ley provincial, en ejercicio de facultades concurrentes con la Nación, asegurará un estricto, permanente y eficaz contralor de todo centro público o privado de alojamiento de personas afectadas de discapacidad, el que se extenderá a las condiciones edilicias, atención médica y de rehabilitación, alimentación adecuada, higiene y seguridad de los internados.

Deberán implementarse medidas de prevención y se procurará que la sociedad tome conciencia y adopte actitudes solidarias.

Las construcciones públicas preverán el desplazamiento normal de los discapacitados, para favorecer su independencia ambulatoria.

Carecen de todo valor las normas o reglamentos que en forma arbitraria coarten los derechos de las personas con capacidades diferentes en función de su discapacidad, si ésta no constituye un razonable motivo impeditivo del derecho que pretende ejercitar, sino una mera discriminación.

Las personas que manifiesten dificultades de contención o atención por su severa agresividad u otros graves problemas de conducta, y que por orden judicial se disponga su sometimiento a un tratamiento o medida que determine su internación, atendiendo a la discapacidad que padecen, deberán ser hospedados en sitios apropiados que permitan preservar la atención adecuada del paciente y la seguridad durante su internación, en la forma y condiciones que determine la ley.

Artículos 2º: Suprímase la última frase del artículo 22° de la Constitución Provincial cuando dice: ¨......y los afectados por incapacidad física o mental”.

CARLÍN – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – BAEZ – TALEB – BARRANDEGUY – KUNATH – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 habilita en su artículo 1º inc 18, 20 y 42 a incorporar los derechos de personas con capacidades especiales y/o diferentes, otorgando prioridad a las políticas públicas que prevean la ejecución de medidas de promoción y protección integral de las personas mencionadas, su integración educativa y el derecho integral a la salud.

La Constitución Nacional reformada en el año 1994 presenta en el art. 75 inc. 23 un mandato de acción muy fuerte a favor de la protección de las personas discapacitadas, que impone la realización de acciones positivas encaminadas a facilitar el mayor nivel de integración social que puedan alcanzar conforme a su situación. En el mes de agosto del año 2000 el Congreso Nacional sancionó la Ley 25.280, por la que se aprobó la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad. La norma prevé que los estados partes adopten diversas medidas tendientes tanto al progreso social de los discapacitados como a la eliminación progresiva de las barreras arquitectónicas que limitan sus capacidades de movilidad, entre otras.

El entramado infraconstitucional que constituye el soporte normativo con el que el país se ocupa de la atención de las discapacidades esta constituido por la ley 22.431 (1981) que establece el Sistema de Protección Integral de los Discapacitados –texto con contenido global- que acoge la definición legal de persona con discapacidad y las políticas implícitas en Salud, Educación, Trabajo, Seguridad Social y Accesibilidad. Dentro del sistema federal de gobierno las provincias argentinas han ido dictando –siguiendo las pautas de la ley nacional- las distintas leyes provinciales en la materia, entre ellas la provincia de Entre Ríos dictó la Ley Nº 6.866 (1982). Y ley nacional 24.901 que establece el Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a Favor de las Personas con Discapacidad, cuya misión es prestar a todas las personas con discapacidad una cobertura integral para su rehabilitación que garantice el adecuado nivel de calidad y un uso eficiente de los recursos existentes, con vistas a la realización independiente y a su integración plena en la vida social. Sus objetivos generales son la universalidad, la cobertura integral, la calidad y el uso eficiente de los recursos. A ese marco jurídico se agrega un organismo de coordinación y asesoramiento a nivel del Poder Ejecutivo Nacional, la Comisión Nacional para las Personas con Discapacidad, por decreto 1101/1987 ésta comisión pasó a constituir la Comisión Nacional Asesora para la Integración de las Personas con Discapacidad. El organismo desarrolla su acción con la premisa fundamental de que la legislación adecuada para facilitar el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad, debe formar parte integrante de la legislación general que protege los derechos de todos.

Los Estados deben velar porque las personas con discapacidad,  en particular lactantes y niños, reciben atención médica de igual calidad y dentro del mismo sistema de los miembros de la sociedad. El derecho a la salud física y mental implica también el derecho a tener acceso a los servicios médicos y sociales-incluidos los aparatos ortopédicos- y a beneficiarse de dichos servicios, para que las personas con discapacidad puedan ser autónomas, evitar otras discapacidades y promover su integración social.1

La prestación en tiempo y forma de los servicios de salud a las personas con discapacidad, es fundamental ya que normalmente su salud es más frágil y requiere de mayores controles y tratamientos que las personas sin discapacidad.

La integración/inclusión educativa, social y laboral de las personas con discapacidad debe ser el norte que guíe el accionar del Estado y de los particulares. Se debe aspirar a una educación inclusiva de calidad, que sea un derecho y un deber ejercidos por todos, concretando una legislación y un plan de acción en Educación Inclusiva: desde una igualdad de acceso, permanencia y egreso de todos los niños y jóvenes con necesidades educativas especiales, en todos los niveles educativos del Sistema Educativo.2

Consideramos que es de vital importancia que el Estado Provincial realice un control estricto, permanente y eficaz de los establecimientos en los cuales se desarrollan y ejercen los derechos reconocidos en la primer parte del artículo, garantizando la calidad edilicia, de la atención médica y de rehabilitación, alimentación, higiene, y seguridad de los internados. En virtud de la Ley N° 22.431 que prevé el Sistema de Protección Integral de los Discapacitados es una facultad concurrente del estado provincial con la Nación.

La discriminación social hacia los discapacitados tiene un basamento cultural profundo, vinculado con múltiples factores, que transitan tanto por una sumatoria de reacciones individuales frente a los diferente -a menudo fundadas en el temor que inspira la situación del otro como manifestación de una posibilidad propia- como por la aplicación, a nivel institucional y del mercado laboral, de criterios de eficiencia propios de sistemas de producción y prestación de servicios característicos de la economía masiva. Se trata de un tema central para la construcción de una sociedad justa, basada en el respecto de los derechos humanos de sus integrantes.3

Según la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, “El término "discriminación" contra las personas con discapacidad" significa toda distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapacidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades fundamentales. No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean obligados a aceptar tal distinción o preferencia. En los casos en que la legislación interna prevea la figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y apropiada para su bienestar, ésta no constituirá discriminación.”

En el Derecho Público Provincial la mayoría de las Constituciones otorga integral y amplia protección a éstas personas, a titulo de ejemplo podemos mencionar las Constituciones de la Provincias de Córdoba (Art. 27), Río Negro (Art. 36), Santiago del Estero (Art. 33), y Tierra del Fuego (Art. 20).
Por último culminamos con palabras de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que compartimos plenamente e inspiran el artículo que fundamentamos “La protección y la asistencia integral de la discapacidad constituye una política pública de nuestro país” (in re “M., S. G. Y otros v. Dirección General de Bienestar para el Personal de la Fuerza Aérea” publicado en JA 2005-II-333). Y reiterada doctrina de la Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal del Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos vg. causas “Hartmann, Sonia Alejandra y otro en rep. de su hijo menor Rodríguez, Jonathan Nahuel c/ SGPER y Secretaría de Salud s/ Acción de Amparo” –7/IV/06-, “Baigorria Silvia Liliana c/ IOSPER s/ Acción de Amparo”-23/V/07- y reiterados fallos posteriores.

1 Véase el parr. 6º de la Declaración de los Derechos de los Impedidos (resolución 3447 XXX de la Asamblea General del 9/12/1975).

2 ASDCU. Asociación Síndrome de Down de Concepción del Uruguay. Reforma de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos. Propuesta ASDCU. 10 de enero de  2008.

3 Gustavo D. Caramelo Díaz. La Corte Suprema y el derecho a la salud de los niños discapacitados. Publicado en JA 2005-II- 333).

Miguel A. Carlín – Guillermo C. Martínez – Rosario M. Romero – Fernando D. Baez – Raúl A. Taleb – Raúl E. Barrandeguy – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 490)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I - Incorpórase a la Constitución de Entre Ríos al Defensor de Pueblo como órgano de control, a través de los siguientes nuevos artículos:

Artículo (…).-El Defensor del pueblo tiene a su cargo el deber de proteger y defender los derechos, garantías e intereses individuales, colectivos y difusos de los habitantes de la Provincia, contra actos u omisiones de la administración pública central o descentralizada, de sus funcionarios, agentes y prestadores de servicios públicos, quedando comprendidos entre aquellos los de naturaleza administrativa de los poderes Judicial y legislativo, ejerciendo control sobre los mismos.

Artículo (…).-El defensor del pueblo es un órgano unipersonal, independiente, que será asistido por defensores adjuntos regionales; con legitimación procesal, plena autonomía funcional y autarquía financiera.

Será elegido por el voto de la mayoría absoluta de los miembros de ambas cámaras a propuesta de las minorías parlamentarias.

Goza de las inmunidades y privilegios de los legisladores, durará cinco (5) años en sus funciones y no podrá será removido sino mediante juicio político, ser reelecto por una sola vez.

La sanción de una ley especial regulará su competencia, organización, funcionamiento y procedimiento para su elección y la de sus adjuntos, que deberá ser público, con participación de los ciudadanos y por concurso.

ALLENDE (Clidia)
FUNDAMENTOS

Proponemos reconocer expresamente en nuestra constitución la figura del DEFENSOR DEL PUEBLO, como un nuevo órgano de control, encontrándose expresamente habilitado por el Artículo 1º Pto. 22 de la Ley Nº 9768 de Necesidad de reforma de la Constitución de Entre Ríos, dotando de este modo a la sociedad de una herramienta eficaz, contemplada ya en nuestra Constitución Nacional y en varias legislaciones provinciales y municipales.

Con su incorporación se persigue fortalecer al estado, dado que es en el ejercicio de los controles institucionales donde los gobiernos recobran credibilidad y prestigio, no en vano las constituciones más modernas establecen expresos artículos a los organismos de control, es más su importancia ha sido expresamente reconocida por la UNESCO, al sostener que son “los principales agentes multiplicadores de la cultura de paz permitiendo por su medio superar los actuales estados de inseguridad y violencia que obstaculizan la consolidación de la paz duradera y valoriza su papel especialmente en América Latina, en beneficio del respeto y desarrollo de la democracia la de la formación ciudadana y de la participación organizada de las poblaciones marginadas, excluidas y discriminadas”

En el derecho público provincial ha adquirido vigencia constitucional, ya sea bajo ese nombre —como en La Rioja, San Juan, San Luis, Río Negro y Tierra del Fuego— o bajo otra rúbrica, como el comisionado del pueblo, en la Constitución de Córdoba o el comisionado legislativo en la de Salta.

El Defensor del Pueblo debe ser una figura de prestigio y que asegure independencia funcional, para cumplir con la expectativa de ser el abogado del pueblo como suele decirse y alcanzar el exitoso resultado supremo para los cuales fue creado.

En aras del bien común elaboramos un proyecto que no circunscribe la competencia al ámbito de la administración pública sino que hacemos extensible a agentes y prestadores de servicios públicos, quedando comprendidos entre aquellos los de naturaleza administrativa de los poderes Judicial y legislativa.
En lo que respecta a su designación y dada la misión tan importante que tiene a su cargo el defensor resulta indispensable contar con el voto de la mayoría absoluta de los miembros de ambas cámaras a propuesta de las minorías parlamentarias, con lo cual efectivamente se ejercitaría el control institucional cumpliendo el mandato constitucional de ser órgano de control valga la redundancia.

Asimismo y a los fines de el adecuado cumplimiento de su finalidad deberá contar con total autonomía funcional y autarquía financiera que significa “la facultad del gobierno propio en lo administrativo”, sin recibir instrucciones de ninguna autoridad.

Por todo lo solicito a mis congéneres la aprobación del presente proyecto.

Clidia A. Allende

–A la Comisión de Control del Estado.

LXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 491)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórase como segundo párrafo del artículo 41º de la sección II “Régimen Económico y del Trabajo” el siguiente texto:
Artículo 41º: .....................................................................................................................
Controlará y apoyará con recursos a las asociaciones civiles legalmente constituidas que brinden servicios de asistencia solidaria y promoción social o laboral. Los fondos que el Estado destine se distribuirán según la finalidad de la entidad y en proporción al número de beneficiarios.
REGGIARDO – ACHARTA – SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – DE LA CRUZ DE ZABAL – ZABALA.

FUNDAMENTOS

Los Constituyentes de 1933, con verdadero espíritu progresista incorporaron la obligación del Estado de promover el bienestar social (Artículo 36º).

Los valores de solidaridad dan fundamento a la concepción del Estado de Bienestar que subyace en esa norma constitucional.

Se considera que todas las personas tienen derecho a lograr determinado nivel de bienestar o calidad de vida y por ello frente a situaciones en que ese nivel no se alcance, el Estado debe poner en marcha mecanismos que remuevan los obstáculos que impiden o dificultan su acceso.

El concepto de Bienestar Social receptado en la Constitución de 1933 aparece como una amplia misión que debe ser cumplida por el Estado a través de diversas vías: pensiones y jubilaciones, prestaciones masivas y gratuitas del hospital público para proveer a la salud, acceso a educación gratuita y a servicios públicos para el conjunto de los ciudadanos.

En el horizonte del objetivo constitucional de promover y proveer al Bienestar Social aparece también la asistencia con fondos públicos a entidades y asociaciones civiles que prestan servicios a la comunidad y cuyos objetivos son de significativo interés público.

La posibilidad de constitucionalizar la garantía de asistencia del Estado a Asociaciones cuya finalidad y servicios persigan metas de bienestar general, se apoya en la habilitación que admite la ley de Reforma (art. 1º apartado 27) en cuanto permite ampliar normas referidas al Régimen Económico y del Trabajo y en el mandato constitucional previsto por el citado art. 36º -en sí preservado por el núcleo pétreo- en el que, como ya se expresara, se enuncian como fines del Estado “promover el bienestar económico y social de la colectividad”.

La promoción del bienestar social de la colectividad encuentra en el asociacionismo con fines de servicios a la comunidad una herramienta alternativa que compatibiliza la actividad privada solidaria con el interés general.

Los preceptos y garantías enunciados por la Constitución Nacional y receptados por los arts. 1º, 5º y 6º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos (no alcanzados por la Ley de Reforma) dan fundamento suficiente a la necesidad de introducir textos como el que se propone en consonancia con la evolución histórica constitucional y social.

En este último aspecto es preciso señalar que la característica actual del trabajo como fuente generadora de servicios se ha ido consolidando y ampliando a la vez que el trabajo productivo, por múltiples causas (planes económicos, globalización, crisis, dependencia, avances tecnológicos) ha disminuido.

También es imperioso reconocer que existe en nuestra Provincia un importante sector social marginado y en estado crítico con población infantil que sufre carencias alimentarias o corre riesgo sanitario o educativo.

Como respuesta a ese fenómeno creciente, la propia sociedad ha ido generando anticuerpos a través del asociacionismo con fines de prestar servicios alimentarios, de capacitación laboral o de micro emprendimientos familiares productivos o artesanales.

Tales formas de asociación sirven como elemento fecundante para incorporar mayor cantidad de entrerrianos al bienestar social y económico. Ello condice con el objetivo del Estado de proveer al bienestar general de la población a través de políticas públicas que permitan la inclusión, en el que tales asociaciones resultan efectivos canales de llegada directa de la acción estatal a la población inmersa en situación crítica, por desocupación, riesgo alimentario o cultural.

Lamentablemente debemos destacar que la experiencia histórica reciente demuestra que el apoyo del Estado a esas iniciativas solidarias de la sociedad civil suele ser orientado por conveniencias políticas o electorales y deviene en prácticas clientelísticas, lo que deforma y limita su alcance.

Esto sucede cuando la asistencia privilegia a unos y posterga a otros, según la discrecionalidad del poder que la otorga.

Con el fin de proveer a la realización de los elevados fines enunciados de alcanzar el Bienestar Social la ampliación proyectada del actual artículo 41º establece dos criterios sobre los que deberá realizarse la asistencia del Estado: 1) Debido control de las entidades civiles respecto del cumplimiento de sus objetivos y para acreditar que los beneficiarios se encuentren bajo condiciones sociales y económicas que los hagan acreedores de la asistencia. 2) Que el aporte del Estado sea proporcional a las necesidades de las entidades para cumplir sus actividades y al número de beneficiarios.

El texto que proponemos llena una actual laguna que merece recepción pues la realidad impone y demanda que desde los poderes públicos se ejerzan acciones idóneas que potencien la actividad de quienes persiguen acciones concretas de solidaridad e inclusión social a la par que garanticen una eficaz y transparente gestión de los fondos públicos destinados a coadyuvar dichos objetivos.

La ubicación del texto propuesto como segundo párrafo del art. 41º armoniza con el primero que protege y promociona las entidades cooperativas debido a que tanto éstas como las asociaciones civiles son personas jurídicas plurales orientadas a la satisfacción de necesidades individuales comunes mediante una gestión de servicio sin fines de lucro y sin perder de vista los intereses generales de la comunidad.

Por tales fundamentos, invitamos a los señores convencionales a compartir y acompañar el presente proyecto prestándole oportuna y completa aprobación.

Santiago C. Reggiardo – Emiliano Acharta – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Adriana De la Cruz de Zabal – Gregorio D. Zabala.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 492)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

EDUCACIÓN OBLIGATORIA Y COMÚN

Artículo 1) - Modifíquese el Art. 203 de la Sección IX de Educación Común cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

Art ... - La obligación escolar se extiende desde la edad de cinco (5) años hasta la finalización del nivel de la Educación Secundaria, en las condiciones y bajo las penas que la Ley establezca. Toda enseñanza que imparta el Estado será gratuita y laica.

Artículo 2) Incorpórense a la sección IX de Educación Común los siguientes artículos nuevos: 

Art... : El Estado debe garantizar un sistema educativo inspirado en los principios de libertad,  igualdad y solidaridad, la ética para el desarrollo integral de la persona y el logro de una sociedad justa y democrática.

Art... : El Estado garantiza el derecho a la educación en tanto derecho humano, bien público y social asegurando igualdad de oportunidades para el acceso, permanencia y egreso  del sistema educativo.

Define los lineamientos curriculares para cada nivel educativo obligatorio, integrando educación con cultura, derechos humanos,  educación ambiental y educación sexual.

Artículo 3) Incorpórese a continuación del texto de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, la siguiente Cláusula Transitoria:

El Estado provincial propiciará la ampliación de la obligatoriedad del Nivel Inicial en los términos que en lo sucesivo se establezca por Ley.

DÍAZ (Carlos) – ACHARTA – HAIEK – SCHVARTZMAN – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Conforme lo habilita la Ley de Convocatoria a esta Honorable Convención, se propone la modificación del Art. 203 a fin de extender la obligatoriedad de la educación pública en el territorio provincial hasta la escuela secundaria inclusive y desde el nivel inicial a partir de los 5 años.
En este sentido adecuamos en nuevo texto constitucional a lo que propone la Ley Nacional de Educación 26.206, tal como lo fija su Artículo 16, que establece la obligatoriedad escolar en todo el país extendiéndola desde la edad de cinco (5) años hasta la finalización del nivel de la Educación Secundaria.

Hemos de coincidir con los Convencionales sin distinción de opiniones políticas en que la educación es una de las prioridades fundamentales como derecho social y hecho político complejo, con capacidad de incidir en el presente y futuro de las sociedades. En esta propuesta definimos la educación como derecho humano y bien social y público, de ahí que devenga la indelegable responsabilidad del estado en garantizar su pleno ejercicio, brindando las garantías necesarias para el ingreso, permanencia, reinserción y egreso del sistema educativo. Asimismo y en consonancia con lo antes señalado, se plantea la gratuidad de la enseñanza en las escuelas del Estado. Este principio debe extenderse a todo el sistema educativo provincial, tal como lo recomiendan otras iniciativas elevadas a esta Honorable Convención.
En síntesis, nuestra propuesta para la modificación de este Artículo gira en torno a la extensión de la obligatoriedad y gratuidad de la educación entrerriana.
Respecto de la propuesta para la incorporación de los nuevos artículos y tomando como antecedentes algunos textos constitucionales de otras jurisdicciones, como el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y diversos aportes que han venido configurando el campo de la política educativa, proponemos la inclusión de un artículo por el que el Estado, al otorgar a la educación el estatuto de derecho humano y bien público y social, se compromete a ser garante del ejercicio de ese derecho, asegurando la igualdad de condiciones y oportunidades para el acceso, permanencia, reinserción y egreso del sistema educativo.

En otras palabras, pretendemos que mediante esta propuesta se explicite el compromiso que debe asumir el estado para garantizar el derecho de la educación.
En este marco de análisis en el que se aborda la educación como un derecho sustancial de la persona y en orden de dimensionar su complejidad, vale recordar los que sostenía el filósofo Immanuel Kant1 al referirse a la educación. Decía que esta constituye el problema más grande al que tiene que enfrentarse el ser humano; tanto así que si los problemas esenciales del ser humano se pudieran reducir a dos, éstos serían: por un lado, la incorporación paulatina de valores que carece al momento de nacer como la bondad, la amistad, la belleza, la solidaridad y que es labor de la educación formal y de la familia inculcarlos en el niño. El otro es el de gobernarlo al hombre; por tanto -dice Kant2 - hay que dedicarle la atención que ambos temas se merecen.
Desde esta perspectiva filosófica se plantea “el hombre llega a ser hombre exclusivamente por la educación”3, por lo cual la pedagogía trasciende a la historia de la humanidad.

En definitiva la educación requiere, en primer lugar, una clara definición por parte de quien debe asumir la responsabilidad de garantizarla, así como respecto de los valores que sustentan una sociedad, dada su innegable repercusión en ella. Estamos seguros que entre los más importantes figuran: la igualdad -para la inclusión de “todos”-, la solidaridad, la libertad, la justicia social, la jerarquización de lo público -para la satisfacción del bien común- y el respeto por los derechos humanos y el ambiente.

Asimismo, nuestra propuesta incluye un nuevo artículo en el que se explicitan los principios por los que debe guiarse el sistema educativo. Sin perjuicio de lo establecido en el Artículo 203, proponemos incorporar los principios de igualdad, libertad, la solidaridad, la ética para el desarrollo integral de la persona en todas sus dimensiones, para la promoción y logro de una sociedad justa y democrática. En este contexto se le asigna al estado la función indelegable de definir los lineamientos curriculares para cada nivel de enseñanza.
En este sentido, estamos convencidos que la educación y su institución más significativa, la escuela, revisten una importancia estratégica en la existencia de los pueblos, tanto por su carácter inclusivo y promotor de valores que hacen al ejercicio de la ciudadanía y al bien común, como por la trascendencia que adquiere el conocimiento en la sociedad global. De ahí la obligación de garantizar un proyecto educativo como política de Estado que trascienda los tiempos y las políticas partidarias.

La crisis educativa por la que transita nuestro país, y por ende nuestra provincia, afecta los vínculos entre los sujetos de la educación al punto que la transmisión de la cultura y su resignificación intergeneracional se encuentran seriamente dañadas.

Por tanto, frente a esta histórica oportunidad de dar sustento constitucional a un tema tan sensible como el de la educación deben ser objetivos primordiales: reconstruir marcos de referencia y acuerdos colectivos, colocando nuevamente al niño y al joven en el centro del hecho educativo y recuperando este aspecto de la vida social como valor central en la formación de nuestros ciudadanos.

En tanto proceso social, la educación contribuye significativamente a la construcción de subjetividad, es decir, a una particular idea de sí mismo y del mundo; es también potencialmente impulsora de capacidades individuales y colectivas: inteligencia, afecto, comunicación, creatividad y solidaridad.

Para el caso mencionamos a modo de ilustración lo planteado por Lev Vygotski,4 quien mediante una serie de observaciones y experiencias, muestra que los procesos psíquicos superiores se forman durante el desarrollo del niño y se constituyen bajo la influencia de la educación, gracias al contacto con los adultos y a la asimilación de la experiencia acumulada por la humanidad. Éstos aparecen como formas del comportamiento exterior del niño que ejecuta las instrucciones del adulto y sólo después se convierten en formas complejas de la vida psíquica interior del hombre. Lo que durante siglos se consideró como formas originales de la vida del alma son construcciones realizadas por el proceso de la formación compleja de la actividad psíquica en la dinámica del desarrollo social del niño5.

La estrecha relación entre las posibilidades de aprendizaje académico y las vivencias cotidianas en el espacio familiar y comunitario, colocan en un plano destacado de la agenda educativa, el ambiente en que crecen y se desarrollan nuestros niños y jóvenes.

La jerarquización del espacio público como ámbito educativo donde se aprende el valor de la participación democrática, las normas de convivencia y el respeto a la diversidad, permitirán fortalecer las redes simbólicas que posibiliten la convivencia dentro y fuera de la escuela. El Estado con estas incorporaciones asumirá su rol en la construcción de un ambiente socializador que iguale posibilidades de todos los grupos sociales, incluidas las minorías y grupos étnicos desde los primeros años de vida, haga visible la democracia y posible la convivencia en el día a día de los entrerrianos y con una fuerte sustentabilidad en el tiempo6. Esta es una tarea pedagógica ineludible que excede a la escuela como espacio educativo porque remite al desafío de recuperar otros espacios que educan junto a ella y que son, por tanto, el contexto indispensable para la producción y transmisión cultural.

Esta mirada amplia del hecho educativo implica la ejecución de políticas concurrentes que fortalezcan el rol de cada uno de los actores del territorio -familia, instituciones de la sociedad civil, autoridades locales, servicios del Estado provincial, empresas, iglesias, etc. La tarea escolar debe ser articulada con propuestas socioeducativas a desarrollarse desde las áreas sociales, deportivas y culturales, con la participación de organizaciones territoriales, propiciando la integración de toda la población desde el concepto de educación permanente.
Entre Ríos no es ajena a los procesos de empobrecimiento y exclusión de amplios sectores sociales; fundamentalmente niños y jóvenes en edad escolar, cuya posibilidad de acceso a los bienes materiales y simbólicos se encuentra restringida o denegada por factores múltiples.
Por eso se propone esta definición de garantía de la educación en tanto derecho humano, y bien público y social, así como la obligación del Estado de garantizarlo, con la pretensión de explicitar el compromiso con una real y fuerte disminución de la desigualdad, cuya secuela es la ruptura de la cohesión social, la desafiliación familiar y el deterioro de la calidad de vida, que en definitiva también se expresa dentro del sistema educativo. Se genera así un problema complejo donde predominan la heterogeneidad y diversidad que coloca a la escuela frente al desafío de incluir a aquellos que la injusticia social deja afuera. Pero se debe hacer desde la asunción de los compromisos estatales reales que garanticen las condiciones y oportunidades para el acceso, la permanencia y el egreso del sistema educativo de todos sus ciudadanos. El sistema educativo provincial ha sufrido las consecuencias de la transferencia de los servicios educativos nacionales a las provincias y la aplicación de la reforma educativa impulsada por la Ley Federal. Estos procesos impusieron fuertes rasgos de desigualdad que demandan devolver un carácter común a la educación provincial en todo su territorio y para todos sus ciudadanos.
Los principales factores de la desigualdad educativa se expresan ahora no sólo en las dificultades de ingreso al sistema, sino en la segmentación socioeducativa que produce la inclusión a un sistema escolar diferenciado, donde los grupos más vulnerables cuentan con menos posibilidades de permanecer y obtener niveles adecuados de aprovechamiento académico.
El sistema educativo no puede superar las diferencias económicas y sociales generadas en el proceso de crecimiento desigual de los últimos años. Por el contrario, estas diferencias han permeado al interior del mismo con el grave riesgo de perpetuarse y profundizarse. La segmentación del sistema deriva en circuitos pedagógicos diferenciados y niveles de aprovechamiento heterogéneos. Las escuelas se distinguen según infraestructura, prestigio, experiencia y disponibilidad de la planta docente; la segmentación tiende a coincidir con la diferenciación económica del territorio y los grupos sociales. Y esto no garantiza la igualdad. No debemos negar la existencia social de escuelas pobres, las que enfrentan una pérdida de sentido de su tarea que es realizada en condiciones deficientes de infraestructura, materiales, seguridad, con aumento de la violencia y dificultades en el proceso de enseñanza y aprendizaje, agravadas por la demanda asistencial que repercute en las aulas y cuya responsabilidad “naturalizada” ha recaído sobre directivos y docentes. El conjunto de estos factores contribuye al deterioro de la función pedagógica y disminuye las herramientas del docente para atender las dificultades de aprendizaje de sus alumnos.
Frente a esto, aspiramos a la construcción de una escuela de todos y para todos que contribuya decisivamente a fortalecer lo público. La escuela debe transformarse en un espacio donde la educación acontezca y se haga efectiva como derecho social, con capacidad para vincular a las nuevas generaciones con la cultura, la ciudadanía y las prácticas democráticas.
La educación debe ser el espacio de pertenencia e inclusión a la red social, que facilite el dominio de múltiples lenguajes y códigos, que favorezca la habilidad para movilizarse en el espacio real y virtual, de agilidad para la adaptación a diferentes situaciones, culturas y mensajes, las cuales constituyen las demandas del conocimiento actual.

Por nuestra parte, asimismo, avanzamos en proponer el fortalecimiento de la educación ya que propiciamos la ampliación, en el futuro, de la obligatoriedad del nivel inicial, aunque dicha facultad se le otorga a la Legislatura la que, mediante una ley, deberá incluirla en el momento en que las condiciones así lo indiquen. Cabe recordar que ya en la Ley 9.330 –que sin dudas pronto será reemplazada por una nueva ley provincial que se adecue a la nacional- se propuso que se tendería a incluir la obligatoriedad de la sala de cuatro años.

En esta propuesta –a través de la Claúsula Transitoria- se deja abierta la posibilidad para que en el futuro se extienda la obligatoriedad del nivel inicial a al menos la sala de cuatro años. Esto se funda en el hecho de que, como lo señala la ex -Diputada Provincial, Prof. Beatriz Montaldo en los fundamentos del proyecto de ley que elevó a la Honorable Legislatura el año pasado respecto de la universalización de la sala de cuatro años, “en nuestra provincia al establecerse la obligatoriedad de la sala de cinco años, fueron absorbidas muchas salas existentes para su cumplimiento, por lo tanto hoy es una asignatura pendiente recomponer los dos años de obligatoriedad. Creemos que no es necesario recalcar la importancia de atender esta etapa del niño, donde se estructuran las bases fundamentales del desarrollo cognitivo, emocional y ético de cada ser humano” (Fundamentos del Proyecto de Ley de Educación para la Provincia de Entre Ríos, Noviembre de 2007).
Ratificar constitucionalmente lo sugerido en los artículos del proyecto ofrecerá al presente y al futuro las condiciones para una escuela, donde haya innovación, actualización y enriquecimiento constante para un accionar en diálogo permanente con la multiplicidad que hoy configura la cultura. Ese también es nuestro desafío señores convencionales por lo cual debemos proveer al estado de la herramienta constitucional para que asuma la definición de los lineamientos curriculares no dogmáticos y con principios esencialmente humanísticos, como ya se ha señalado, relacionados con las problemáticas actuales y que son preocupación para el futuro de la humanidad, como son los derechos humanos, los derechos ambientales y el reconocimiento de nuestra cultura.
Ello debe ser así porque no hay aspecto relevante de la vida social que no se vea afectado por lo que desarrolla la acción de la educación y a la vez, lo que pasa en el ámbito educacional no se explica si no miramos lo que sucede fuera de ella. Y hay emergencias y hay urgencias a futuro. Hay contribuciones y condiciones que sólo la educación puede ofrecer, y nuestra provincia debe ser garante de que eso suceda.
Por todo esto, solicitamos a la Honorable Convención la aprobación de este proyecto.

1Kant, I., Tratado de Pedagogía, Trad. Maldonado C.E., Ediciones Rosaristas, Bogotá, 1985.

2Kant, I., ibidem

3Kant, I., ibidem

4Vygotski, L. El desarrollo de los procesos psíquicos superiores. Compilación de Michael Cole et al. Edit. Crítica, Barcelona 1979.

5Vygotski, L. ibidem

6Declaración Universal de los Derechos Humanos - Artículo 26

Punto 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los grupos étnicos o religiosos, y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

Carlos C. Díaz – Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – Emiliano Acharta – Santiago C. Reggiardo – M. Marcela Haiek.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 493)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CONSEJO PROVINCIAL DE LA CULTURA

Artículo 1°: Incorpórense los siguientes artículos en la sección Cultura de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ____ : Créase el Consejo Provincial de la Cultura, destinado a promover y coordinar las actividades culturales en todo el territorio provincial. El Estado lo reconoce como Consejo Asesor Consultivo y garantiza su funcionamiento democrático, con participación de los protagonistas, trabajadores y sectores del quehacer cultural.

Su presidente será el Ministro o Secretario del Ejecutivo a cuyo cargo se encuentre el área Cultura. Lo integrarán representantes de cada una de las direcciones o comisiones de Cultura Municipales; así como representantes de los distintos sectores del quehacer cultural provincial tras abrir un registro en el que se inscriban por rubros (letras; teatro; artes plásticas; folklore; música; danza; cine y video; ONGs legalmente constituidas y vinculadas a la actividad socio-cultural; culturas originarias; universidades; industrias culturales; agentes culturales no contemplados en la enunciación precedente).

Los consejeros provinciales serán elegidos por sus pares, durarán tres años en sus funciones, serán revocables por sus representados y no percibirán remuneración del Estado.

Artículo ____ : El financiamiento de la actividad del Consejo Provincial de la Cultura se compondrá con partidas del Presupuesto Provincial y del Fondo Provincial de Cultura, que se crea para contribuir a financiar la protección, producción, promoción y desarrollo de las manifestaciones culturales, y cuya administración estará a cargo del Consejo Provincial de la Cultura.

Artículo ____: El Consejo Provincial de la Cultura podrá desconcentrarse territorialmente a través de Consejos Departamentales.

Artículo 2°: Incorpórese como disposición transitoria de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

Cláusula Transitoria: La legislatura de la Provincia sancionará una ley que reglamentará el funcionamiento del Consejo Provincial de la Cultura y del Fondo Provincial de Cultura, el alcance de sus obligaciones y la composición de los recursos de que dispondrán, en el plazo de 120 (ciento veinte) días a partir de la sanción de la presente Reforma.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – GIANFELICI – DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – ZABALA – HAIEK.

FUNDAMENTOS

La ausencia de la palabra “cultura” es uno de los déficit notables de la avanzada Constitución de 1933, déficit que nos proponemos subsanar en parte con la presente iniciativa, complementaria del proyecto de este mismo bloque que postula incorporar al texto de la Carta Magna el título Cultura. La Ley 9768 que habilitó la posibilidad de esta Reforma Constitucional establece específicamente la posibilidad de incluir en el texto constitucional la existencia de Consejos Asesores Consultivos, en su artículo 1º inciso 25, y además posibilita en ese mismo artículo, inciso 14, “promover la industria de la cultura provincial a partir de la creación de un fondo específico para su impulso y fomento”.

En ese entendimiento es que proponemos la creación de este Consejo Provincial de la Cultura, un organismo con funciones calificadas e integrado con representantes de todos los estamentos de la Cultura de la provincia, además de propiciar la creación del Fondo Provincial de Cultura y se establecen funciones de promoción, planificación y control de las actividades del área, con la participación protagónica de los agentes culturales, trabajadores y sectores del quehacer cultural, previa apertura de un registro en el que se inscriban por rubro, dada la particularidad de la actividad y las múltiples manifestaciones e individualidades locales.

La legislación de avanzada en otras latitudes de mayor desarrollo institucional democrático, coincide en considerar al área de Cultura como una de las principales de la gestión estatal, jerarquizándola como Ministerio o Secretaría de Estado nacional y provincial, y de Secretaría en el orden municipal; mientras que las últimas recomendaciones de Naciones Unidas aconsejan a sus estados miembros estimar en un uno por ciento la proporción de Presupuesto que debe asignarse al sector.

Compartimos la definición de Cultura consensuada en la Declaración de México, suscripta por los 130 gobiernos participantes de la Conferencia Internacional sobre Políticas Culturales convocada por la UNESCO en 1982: "En su sentido más amplio, la cultura puede considerarse como el conjunto de rasgos distintivos, espirituales y materiales, intelectuales y afectivos que caracterizan a una sociedad o a un grupo social. Además de las Letras y de las Artes comprende los modos de vivir, los derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias".

Es decir, una concepción que comprende las dimensiones históricas y antropológicas de la cultura y que se aplica a todo grupo social, no sólo a una elite intelectual. En ese espíritu es que proponemos la creación de este Consejo Provincial de la Cultura, con la amplia representación sugerida, que procura dar cuenta de la complejidad y riqueza del espectro creativo popular de la provincia: letras; teatro; artes plásticas; folklore; música; danza; cine y video; ONGs legalmente constituidas y vinculadas a la actividad socio-cultural; culturas originarias; universidades; industrias culturales; agentes culturales no contemplados en la enunciación precedente.

La apertura de un registro en el que se inscriban los agentes culturales según los rubros enumerados, posibilita que la creación de este órgano participativo no dependa de la preexistencia de organizaciones o entidades que constituyen valiosísimas experiencias pero que no suelen trascender ámbitos locales o regionales. La segmentación por actividad permitirá a cada agente escoger en qué sentido aspira a ser representado (o a representar) y en función de esa jerarquización orientará su acción en el seno del Consejo.

Por otra parte, la promoción de este organismo implica una institucionalización del área Cultura en la estructura del Estado provincial, ya sea en virtud de Ministerio o Secretaría de Estado, en relación directa con el Ejecutivo y con el rol asignado de presidir este organismo.

Varias provincias argentinas exhiben como antecedentes de esta iniciativa entes u organismos de este tipo, con los matices del caso: con idéntico nombre y diferente composición, lo poseen La Pampa (creado en 1991); Corrientes (creado por decreto en 2002); Chaco (creado en 2008, para “la democratización y descentralización de la Cultura” y con representantes de las comunidades aborígenes); Santa Fe (2004), Misiones (2004), Mendoza (Consejo Provincial del Patrimonio Cultural, creado en 1989); Catamarca (2007).

Por todo esto es que consideramos pertinente poner a consideración de la Honorable Convención el presente proyecto, cuya aprobación íntegra consagrará un Consejo Provincial de la Cultura en Entre Ríos, como necesario complemento del derecho universal de acceso a la cultura.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Darío R. Gianfelici – Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Gregorio D. Zabala – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 494)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

LICENCIA SOCIAL
Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo ____: El Estado reconoce el derecho de los ciudadanos de toda ciudad o departamento de la provincia a emitir su opinión acerca de la conveniencia de la realización de una determinada obra pública o privada que pueda tener impacto en alguno de los siguientes casos:

a) en el medio ambiente

b) en la calidad de vida de los ciudadanos

c) en la infraestructura de la ciudad o departamento

d) en el modelo de desarrollo de la ciudad o departamento

En los dos primeros casos, la opinión de los ciudadanos será vinculante para el Estado. Cualquier ciudadano podrá solicitar la efectivización de este derecho con el aval del tres por mil (3‰) de los habitantes mayores de 16 años. El Consejo Económico y Social establecerá la pertinencia de la consulta. Para expresar la opinión ciudadana se utilizarán el mecanismo de consulta popular que consagra esta Constitución. No se podrá exigir a los ciudadanos ningún otro requisito para hacer efectivo este derecho.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – ZABALA – HAIEK.

FUNDAMENTOS

La llamada “licencia social” o “aval de la ciudadanía” es un mecanismo incorporado en los más recientes tratados internacionales relacionados con cuidado del medio ambiente, cuyo fin es que la ciudadanía de una ciudad o región opine sobre la conveniencia de realizar una obra pública o privada de impacto en el medio ambiente. Este aval ciudadano es un requisito para el otorgamiento de créditos del Estado y de organismos internacionales de crédito a proyectos de inversión. No se trata de un mecanismo especial de democracia directa, como podría pensarse, sino de un concepto democrático cuya efectivización requiere de la utilización de los mecanismos de democracia directa consagrados en la normativa actual, tales como la consulta popular. Un ejemplo de ello es que la Constitución de la provincia de Chubut establece que se debe someter a referéndum popular cualquier concesión por más de diez años de servicios públicos, sin duda una disposición de vanguardia en materia de participación ciudadana, como señala Emilio Lafferrière en su trabajo “Mecanismos de Democracia Directa en Argentina: Evolución Institucional y Maduración de la Ciudadanía”.

La presente iniciativa tiene como aspiración que Entre Ríos incorpore este criterio novedoso en la Carta Magna provincial, una herramienta genuina de la ciudadanía para la toma de decisiones. Se trata de una profunda concepción democrática, de la misma raíz que otros mecanismos tales como el presupuesto participativo: la idea subyacente es que si algo nos puede llegar a afectar a todos debemos resolverlo entre todos; no lo puede resolver un funcionario de manera aislada de la comunidad. Importa así un acercamiento real de la ciudadanía en la toma de decisiones sobre temas que les afectan de manera cotidiana y directa.

En la obra de referencia ya citada, Lafferrière destaca que la inclusión de Mecanismos de Democracia Directa (MDD) en Argentina “comporta algunas particularidades que nos permiten evaluar la evolución institucional y el grado de maduración de la ciudadanía en los últimos 20 años”. El desarrollo de estas instituciones abre el camino a nuevas herramientas para la participación ciudadana. En particular, el artículo analiza dos mecanismos que conducen a nuevos acercamientos de la ciudadanía a la toma de decisiones sobre temas que le afectan de manera directa: La revocatoria de normas de segundo grado, y la denominada licencia social. En este último caso nos concentraremos.

Es cierto que la incorporación de esos mecanismos no ha sido producto de un reclamo ciudadano masivo sino de acciones puntuales de ciertos grupos sociales en determinadas situaciones coyunturales. Así surgieron las leyes 24747 de reglamentación del ejercicio de Iniciativa popular, y la Ley 25432 referida a la Consulta popular.

El antecedente de referéndum de mayor trascendencia fue el realizado en 1984 en el que se solicitaba la opinión de la ciudadanía sobre el tratado internacional que pondría fin al conflicto limítrofe con Chile sobre el Canal de Beagle. Cómo en ese momento no existía una norma que reglamente el procedimiento de referéndum, se alzaron voces a favor y en contra y el debate llegó a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que al fallar sobre el particular expresó: “Que el sufragio, además de la función electoral, tiene una función de participación gubernativa. Esta función de participación, menos generalizada que la función electoral está vinculada a las formas semidirectas de democracia, particularmente al referéndum (...) “Por otra parte, la democracia adeuda el perfeccionamiento de sus instituciones, (...) la democracia contemporánea debe renovar por completo sus técnicas de representación y participación política”.

Lafferrière señala que la aplicación de herramientas de DD ostenta un rasgo reaccionario en el ámbito municipal en tanto los grupos de opinión recurren a estos para fortalecer una postura opositora al mismo tiempo que se intenta desalentar la implementación de una política pública en particular. “Las consultas populares no vinculantes a nivel municipal operan en un doble sentido: en primer lugar, actúan como escenario para un pronunciamiento popular que se presenta como corolario de un debate público. Por otra parte, formaliza la voluntad mayoritaria del electorado, que se moviliza cuestionando el statu quo. Ambos aspectos no garantizan que el Poder Ejecutivo otorgue a la voz ciudadana un espacio privilegiado: el aplastante porcentaje de votos (80%) que rechazaron el proyecto minero en Esquel no actuó como un caso testigo y si bien hay gobiernos provinciales que exigen mayores recaudos a la hora de permitir una exploración minera, existen múltiples emprendimientos en todo el país”, señala este autor.

Sin embargo, parece evidente que habrá un alto grado de compromiso ciudadano y una participación auténtica de la ciudadanía, en la medida en que el interés particular de los individuos sea afectado, ya sea en sus opiniones sobre qué es lo mejor para su comunidad, como en lo que afectará a sus posibilidades laborales o financieras. Por eso nuestro proyecto prevé cuatro causales diferentes para el reconocimiento de este derecho, expandiendo los límites del problema ambiental. Ellas son:

a) el impacto en el medio ambiente

b) el impacto en la calidad de vida de los ciudadanos

c) el impacto en la infraestructura de la ciudad o departamento

d) el impacto en el modelo de desarrollo de la ciudad o departamento

No se nos escapa que al establecer como vinculante la opinión ciudadana en los dos primeros casos, no faltarán los embates que señalen nuevamente que en la normativa constitucional argentina, "el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes", aunque para muchos autores se trate de un debate saldado, toda vez que las reformas constitucionales nacional y provinciales posibilitaron que los MDD fueran paulatinamente asimilados por la ciudadanía e incorporados a la normativa. La oportunidad perdida por la Convención Constituyente de 1994 no será objeto de estos fundamentos, pero permítasenos expresar que son numerosas las iniciativas que en el marco de la presente Convención Reformadora entrerriana, vienen a sostener y promover que el Estado provincial propenda “a una sociedad pluralista y participativa y promueve las condiciones para hacer real la plena participación política (...) a través de los mecanismos de democracia participativa que esta Constitución prevé”; o bien que propugnan que ese mismo estado provincial reconozca y garantice “la democracia participativa en lo político, económico, social y cultural”. Y todo ello, debe señalarse, en cumplimiento de lo que estrictamente habilita la Ley 9768, en su artículo 2°, inciso 4°, para que en lo correspondiente a la participación ciudadana se establezca, por un lado, “una cláusula de participación popular que reconozca y garantice el logro de la democracia participativa en lo económico, político, social y cultural de todas las personas y asociaciones civiles, sindicales y profesionales establecidas en el territorio de la provincia”.

Es preciso señalar que la experiencia indica que la aplicabilidad de las herramientas de DD está íntimamente ligada a la difusión de sus características y utilidades. Antes de la incorporación de estos mecanismos no hubo campañas masivas de concienciación sobre estas nuevas vías con las que la Constitución Nacional institucionalizara la participación ciudadana. Tampoco existió un interés manifiesto por parte de los partidos o las elites de poder por promoverlas. La difusión de las herramientas de DD se vincula estrechamente con la inclusión de una problemática en el debate público, en la mayoría de los casos en cuanto al tratamiento de la problemática ambiental a nivel local. En otras palabras: el uso exitoso de instrumentos de DD tiene relación con el grado de publicidad en medios masivos de comunicación. El poder político -en el orden nacional- nunca recurrió a estas herramientas para legitimar decisiones que no contaban con el apoyo suficiente, tales como ser la privatización de servicios públicos o la amnistía a los involucrados en gobiernos dictatoriales (como sí se hizo en el Uruguay). Aún cuando Argentina pasó por severas y profundas crisis político económicas, ningún proyecto de referéndum (ya sea vinculante o no) fue llevado a cabo desde 1994 a la fecha.

Existieron propuestas del Poder Legislativo para celebrar plebiscitos sobre diferentes temáticas, que no prosperaron. Algunos ejemplos son:

- Consulta popular entre los vecinos de la entonces Capital Federal para que éstos se expidieran sobre la figura del Intendente (1991)

- Convocatoria a una consulta ciudadana para que ésta se expida sobre la posible privatización del sector nucleoeléctrico argentino (1995).

- Convocatoria a consulta popular sobre el posible ingreso de Argentina al Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) (2002).

- Convocatoria a consulta popular vinculante sobre la deuda externa argentina (2002).

Como contrapartida de la relevancia que le asignaron a estos mecanismos los constituyentes nacionales del 94, existe un vacío legal generalizado en la reglamentación, una asignatura pendiente tanto del Congreso Nacional como de la mayoría de las legislaturas provinciales al respecto, ya sea por la deficiente técnica legislativa en algunos casos o por la ausencia de leyes reglamentarias en otros.

Como bien señala el autor que citamos, “la insuficiencia normativa y la creciente toma de conciencia ciudadana sobre los daños que el ambiente es susceptible de sufrir por proyectos antropogénicos ha generado una predisposición a la participación directa de los ciudadanos, en ocasiones institucional y reconocida legalmente y en otras ocasiones, directamente por vías de hecho”.

En el primer caso, sirve como ejemplo el plebiscito realizado en Chubut sobre la autorización para la implementación de un proyecto minero, donde el procedimiento institucional decidió la cuestión. En el segundo, la movilización de ciudadanos de Gualeguaychú en contra de la construcción y funcionamiento de fábricas de pasta de celulosa en la ribera del río Uruguay. En esta última situación, la falta de marco institucional creó un conflicto de solución aún lejana, y de consecuencias todavía incalculables.

Centrando la mirada en este segundo caso, debe considerarse que el derecho tiene como función dar seguridad a la convivencia, crear vías para que los conflictos intersubjetivos se resuelvan sin recurrir a la violencia que, por definición, termina favoreciendo al más fuerte en cada conflicto. Por ello la democracia directa institucionalizada debe ser la próxima etapa del reconocimiento del derecho humano fundamental a un ambiente sano y sustentable, compatibilizado con el derecho humano, también fundamental, de libertad de iniciativa, de libertad de trabajo, y de seguridad en su vida de relación. Por eso, siguiendo a este autor, entendemos que la Constitución debe avanzar en un marco normativo moderno que utilice todas las posibilidades de técnicas de comunicación y participación ciudadana. En ellas se inscribe esta noción, profundamente democrática, de “licencia social”.

Al minucioso estudio de Lafferrière, que sucintamente recogimos en estos fundamentos y al cual añadimos otras consideraciones de pertinencia, sólo cabe agregar que, sin abundar en ejemplos de coyuntura, es uno de los grandes méritos de la lucha del pueblo de Gualeguaychú el que instaló esta idea democrática profunda. La de Entre Ríos puede ser, si se consagra esta noción en el texto constitucional, la primera carta provincial del país en incluirla.

Recientemente, Estudiantes de 9º año 3ra división de la Escuela Normal de Gualeguaychú presentaron en el Senado Juvenil un proyecto para que se incluya el concepto de "licencia social" en la nueva Constitución. La profesora Ana María Gandola y las alumnas Cecilia Britos y Marcelina Timón, explicaron que licencia social significa que las comunidades adquieran el derecho a resolver sobre la instalación o no de determinadas empresas y destacaron que, de prosperar esta iniciativa, la ciudadanía tendrá no sólo el derecho a estar informado sobre las consecuencias de las actividades de la empresa, sino también el reconocimiento de que es necesario consultar al pueblo antes de otorgar autorizaciones a emprendimientos de ese tipo.

Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Gregorio D. Zabala – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 495)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

RENTA BÁSICA CIUDADANA

Artículo 1°: Incorpórense los siguientes artículos a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ____ : El Estado garantiza a cada entrerriano y entrerriana una renta básica ciudadana, desde su nacimiento y de carácter vitalicia, que será efectiva con el solo hecho de acreditar residencia en el territorio de la provincia. La renta básica ciudadana no podrá ser inferior a los ingresos requeridos para satisfacer las necesidades básicas de subsistencia de cada individuo.

Artículo ____ : A los fines de efectivizar el derecho de renta básica ciudadana, se crea el Sistema de Ingreso Ciudadano de Entre Ríos. Será administrado por un ente mixto integrado por representantes del sector público y de las organizaciones de la sociedad civil vinculadas con la temática. Su funcionamiento estará sujeto a normativas que garanticen la transparencia y eficacia del programa. El mismo podrá ser de aplicación progresiva, dando inicio con los niños y niñas nacidas el primer día del año inmediato posterior a la sanción de esta Constitución, y las mujeres embarazadas.

Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley reglamentando la efectivización de este derecho, antes de transcurridos los 180 días de sancionada la Constitución.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – ZABALA – GIANFELICI – ACHARTA – HAIEK.

FUNDAMENTOS

“La base normativa del ingreso básico ciudadano garantizado es el derecho a una existencia digna del conjunto de miembros de una sociedad dada (mayores y menores de edad). Una existencia digna requiere bases materiales para auto-sostenerse. Con la obtención de ellas se apunta a crear condiciones para el ejercicio de una libertad real para cada ciudadano y ciudadana, desde la cuna hasta la muerte”. (Pablo Salvat, doctor en Filosofía de la Universidad de Lovaina).

Antoni Domenech, docente de la Universidad de Barcelona, uno de los principales difusores de la iniciativa por una Renta Básica (RB), la define como el ingreso que el Estado asegura a cada ciudadano miembro de pleno derecho, independientemente de sus niveles de ingreso o condición social.

La presente iniciativa propone incluir en la reforma del texto constitucional un artículo que garantice el derecho a una Renta Básica Ciudadana, concebida como un derecho inherente a la condición de ciudadano, y no como una mera reforma –por profunda que sea– de las políticas sociales, dirigida a luchar contra la pobreza. Se trata de visualizar que la exclusión social, en sí misma repudiable, a la vez potencia la exclusión política. Entendemos que no basta con garantizar formalmente derechos políticos para generar y construir verdadera ciudadanía. Quien no tiene garantizado como un derecho la mínima posibilidad material de una vida digna no es libre, no puede elegir en condiciones de igualdad frente a otros, y por lo tanto no es un ciudadano en plenitud.

Surge entonces la necesidad de avanzar en la implementación de un sistema de Renta Básica universal concebido como un derecho ciudadano. Vemos por esto la conveniencia de proponer su incorporación como un nuevo derecho "emergente", con rango constitucional. Estaremos de este modo dando un salto cualitativo hacia el progreso social, incorporando derechos con espíritu de avanzada, marcando rumbos en el constitucionalismo del siglo XXI, convirtiendo a Entre Ríos en una referencia de avanzada en su normativa constitucional, en la mejor tradición de los constituyentes de 1933, que no se limitaron a ser meros comentadores y recopiladores de avances de otras Cartas Magnas, sino que se adentraron en el ensanchamiento de los límites del horizonte futuro, creando institutos nuevos y consagrando derechos de avanzada para la época.

En ese mismo entendimiento es que traemos a esta Convención el presente proyecto. Como sostiene Norberto Bobbio, el término "democracia" ha tenido desde sus orígenes dos significados preponderantes, según se ponga el acento en el conjunto de reglas cuya observación es necesaria con objeto de que el poder político sea distribuido efectivamente entre la mayor parte de los ciudadanos, las llamadas reglas de juego, o en el ideal en el cual un gobierno democrático debería inspirarse, que es el de la igualdad. Con base en esta distinción, se ha distinguido la democracia formal de la democracia sustancial. De estos dos significados, el que se relaciona históricamente con la formación del Estado liberal es el primero. En este contexto, la única forma de igualdad que no sólo es compatible con la libertad tal como es entendida por la doctrina liberal, es la llamada "igualdad en la libertad", inspirada en dos principios fundamentales enunciados en la mayoría de las normas constitucionales: la igualdad frente a la ley y la igualdad de derechos.

El modelo liberal clásico concibe así una sociedad fuertemente jerarquizada, pero afirmando al mismo tiempo la igualdad de los derechos civiles. Por ello, tanto para los whigs británicos, como para los artífices de la república norteamericana y los pensadores liberales franceses (como Guizot y Tocqueville, por ejemplo), la igualdad de los derechos civiles es fácilmente combinada con la desigualdad de las situaciones sociales. De esta forma, ninguno de estos principios de igualdad, vinculados con el surgimiento del Estado liberal, tiene que ver con el igualitarismo democrático, el cual se extiende hasta perseguir el ideal de cierta equiparación económica, ajeno a la tradición del pensamiento liberal. Es por ello que las desigualdades se vinculan con una democracia insuficiente, que se reduce casi exclusivamente a los aspectos procedimentales.

Hoy más que nunca es necesario defender la libertad y la igualdad también en el interior de las prácticas económicas y sociales. Si no queremos quedarnos en una mera libertad formal que dé la espalda a las condiciones materiales en las que debe ejercerse esa libertad, debemos recuperar la igualdad como valor cardinal. Igualdad como valor central que debe ser entendida como el derecho de las personas a tener iguales oportunidades para acceder a los bienes social y económicamente relevantes. Igualdad que también implica equidad y mecanismos de justicia redistributiva basados en la solidaridad colectiva.

En este sentido, entendemos que el punto central que debe tenerse en cuenta a la hora de discutir políticas sociales debe ser el tema de la igualdad. Debemos garantizar entonces los derechos ciudadanos sobre la base del avance de la igualdad, garantizando así iguales posibilidades de acceso a las oportunidades de superación y desarrollo.

No es difícil hallar una coincidencia en identificar la inequidad social que sufre nuestro país como la más grave de la historia y en un proceso de empeoramiento continuo. Los impactos negativos con que la economía golpea la cuestión social, son de gran magnitud y profundidad, acercando los niveles de pobreza a límites insostenibles para un sistema democrático. La desigual distribución de los recursos y las oportunidades de vida, es el dato clave del nuevo escenario argentino. Y, pese a que nuestro país se encuentra en el subcontinente más desigual del mundo, la equidad parece no importar mayormente en la búsqueda de soluciones a los difíciles problemas económicos y sociales. Si no atendemos la problemática de la marginación, es muy improbable encontrar los caminos para el crecimiento económico y social.

La democracia no puede "congelar" al nacer las oportunidades de vida, de crecimiento en un entorno familiar sano y el normal desarrollo intelectual, social y humano. Es evidente que una sociedad que proporcione a sus habitantes derechos de acceso a recursos sociales básicos (salud, educación, etc.), les brindará en consecuencia un mayor número de oportunidades a su disposición y por lo tanto verán ampliado su espacio de libertades. La política social vigente, funcional al actual modelo de acumulación, no tiene como objetivos el lograr la igualdad de derechos de todos los ciudadanos sino que su objetivo ha sido limitado a compensar las situaciones más graves. Frente a ello, sostenemos que toda política social debe fundarse sobre determinadas nociones de justicia, igualdad y equidad. La política social tiene que potenciar las posibilidades de los más desfavorecidos, promoviendo un esquema social equitativo, que garantice como mínimo tres aspectos: ingreso, salud y educación; con independencia de la situación laboral. De esta forma, debemos enriquecer y ampliar la noción de igualdad de oportunidades con políticas sociales que tengan igualmente una dimensión de ciudadanía.

No hay que ignorar que los procesos de exclusión son dinámicos y multidimensionales, y su combate exige una movilización global de esfuerzos y la combinación de medidas económicas y sociales. El principio de solidaridad social exige que toda la ciudadanía se comprometa en su erradicación y que se asignen los recursos necesarios para posibilitar un acceso igualitario a las oportunidades y al ejercicio de los derechos sociales. Esta igualdad de oportunidades y el ejercicio efectivo de los derechos sociales tiene que permitir el logro del gran objetivo de integrar al individuo al circuito económico productivo, permitiendo su inserción en el sistema (y no su dependencia del mismo), tomando parte activa en la vida social.

Resulta imprescindible entonces adoptar un enfoque multidisciplinario del desarrollo que vaya más allá del crecimiento de la economía y que, por lo tanto, preste la debida atención a la distribución de la renta y la riqueza, y a la calidad sostenible del desarrollo. Es decir, un desarrollo con libertad e igualdad, capaz de dar satisfacción a las necesidades de las generaciones actuales y futuras. Las transformaciones económicas y sociales que fueron la impronta de los años 80 y 90, han tenido un devastador impacto en la vida de millones. La terrible resultante social de la aplicación del modelo neoconservador en las últimas décadas se ha visto reflejada en indicadores sociales y económicos que sufren un deterioro que parece inacabable.

A la pobreza estructural histórica, se le fueron sumando nuevos grupos sociales excluidos surgiendo entonces los nuevos pobres, término con el que se caracteriza aquellos sectores medios que por el deterioro de sus ingresos, se encuentran en la imposibilidad de acceder a los servicios básicos necesarios. Este proceso de exclusión social adquiere una creciente amplitud, determinando una dualización social cuya solución es uno de los principales retos que enfrenta nuestra sociedad. La exclusión social se traduce en la imposibilidad o la incapacidad de ejercer los derechos sociales, fundamentalmente el derecho al trabajo, pero también el derecho a la educación, a la formación, a la cultura, a la salud, a una vivienda digna, a la protección social.

Un porcentaje cada vez más significativo de la población no tiene acceso a trabajos productivos, a una educación de calidad, a la cultura en términos generales y al mercado en términos materiales. Se van creando en las grandes ciudades áreas cerradas para excluidos e incluidos, con escasa o nula comunicación entre sí. Se multiplican en los excluidos destinos ineluctables de pobreza, que se reproducen generacionalmente. En este nuevo siglo se hace imprescindible ubicar la cuestión de la inequidad en el centro de los esfuerzos públicos, y procurar el desarrollo de un sistema que se ocupe de los efectos de la pobreza y la marginalidad social.

La característica central de la Renta Básica se refiere a "un arreglo institucional que garantiza cierta forma de ingreso incondicional a las personas, esto es, un ingreso para cuyo acceso no se requiere ninguna otra condición personal que la de ser ciudadano". Tiene por objetivo el reparto, entre todos los ciudadanos, de una fracción de renta, de carácter distributivo, que es independiente de la participación en el proceso productivo. Incondicionalidad, universalidad y duración ilimitada son los elementos constitutivos de esta propuesta de política social.

Antecedentes internacionales

Las experiencias con programas de garantía de renta mínima surgen en este siglo en los países desarrollados a medida que se consolida el Estado de Bienestar, con la idea de crear una red de protección social para las poblaciones más pobres. Sin embargo, hablar de mínimo de existencia no es un hecho nuevo. André Gorz señala que es algo tan antiguo como la misma revolución industrial.

Las primeras experiencias datan de comienzos del siglo pasado, cuando algunos países europeos como Dinamarca y Alemania comienzan a adoptar políticas con perfil redistributivo. Las medidas de transferencia directa propiamente dichas se originan en la Europa de los años '80, como parte de una serie de propuestas tendientes a resolver los vacíos dejados por las políticas sociales tradicionales, en particular el seguro de desempleo que no estaba planificado para situaciones de desempleo estructural. De esta forma, existen en la actualidad muchos ejemplos internacionales en materia de políticas públicas, instrumentos y esfuerzos institucionales, con distintas denominaciones como ingreso básico, ingreso ciudadano, subsidio universal, ingreso social o salario del ciudadano, todos los cuales tienen la característica común de garantizar una renta mínima para los ciudadanos en situación de pobreza.

En la actualidad, la Unión Europea propicia la adhesión de los países miembros a los programas de renta mínima, y si bien esa decisión compete a cada país, existe una gran diversidad de formatos de Programas de Renta Mínima que, no obstante, tienen rasgos comunes entre sí. Desde 1986 se ha formado en Europa una red denominada Basic Income European Network (BIEN) que coordina y difunde las propuestas existentes relacionadas a la inclusión ciudadana por todos los países europeos. Particularmente en Gran Bretaña funciona el Citizen Income Research Group (CIRG), Ingreso del Ciudadano, que desde 1984 se dedica a difundir todos los aspectos vinculados con un sistema de políticas públicas que contemple la garantía de un ingreso universal e incondicional. En Francia el sistema R.M.I (Revenue Minimun D'Insertion), vigente desde 1988, ha instituido una renta mínima de inserción para los ciudadanos mayores de 25 años, configurándola como "uno de los elementos de un dispositivo global de lucha contra la pobreza, tendiente a suprimir toda forma de exclusión, particularmente en los campos de la educación, del empleo, de la formación, de la sanidad y del alojamiento".

Según el ya citado Doménech, “el único lugar del mundo que, por ahora, tiene una renta básica ciudadana es Alaska. Es un ingreso incondicional y universal modesto, pero que ha cambiado visiblemente las pautas de distribución del ingreso a favor de los pobres, lo que puede verse comparando la evolución de la desigualdad en el conjunto de los EE.UU. y Alaska en los últimos 20 años. En España tenemos ahora una Comisión Parlamentaria que estudia las implicaciones de introducir la medida a través de una reforma fiscal importante. En Brasil, se aprobó en 2005 una ley que obliga al gobierno brasileño a introducir una Renta Básica Universal e incondicional antes del 2010. En México DF, el gobierno de la ciudad introdujo hace ya unos años una RB, incondicional y universal, de 60 dólares para todos los residentes en esa ciudad, mayores de 70 años, que puedan acreditar un mínimo de 3 años viviendo allí”.

Según el senador Eduardo Suplicy (PT), autor de la iniciativa que se convirtiera en ley en Brasil, "la implantación de un programa de renta básica tiene el objetivo de estimular la igualdad económica, promover la estabilidad de la familia y la comunidad, posibilitando que todas las personas tengan sus necesidades vitales y su mayor dignidad aseguradas". La Renta Básica de Ciudadanía se inscribe en el marco de otros programas sociales (Hambre Cero, Beca-Escuela, etc.) y, según el presidente Luiz Ignacio "Lula" Da Silva, tiene el objetivo de "transformar a los excluidos en protagonistas de la vida social" de un país donde la mayoría de la población "gana menos de lo que se dedica a la cría de animales en los países ricos". Las principales centrales sindicales, el Movimiento de los Sin Tierra, la Confederación Nacional de Obispos, entidades empresarias y la mayoría de los partidos políticos han apoyado el programa.

Desde 1951, el gobierno federal de Canadá, mediante el programa de seguridad social para la tercera edad, paga una pensión universal a todas las personas a partir de cumplir la edad de 65 años, y sin más requisito o condición que la de ser ciudadano canadiense o residente legal.

En la vecina República Oriental del Uruguay se está implementando el Programa Ingreso Ciudadano, que consiste en una transferencia monetaria dirigida a jefes y jefas de hogar donde el protagonista asume compromisos vinculados con el ejercicio de sus propios derechos: realizar los controles médicos del núcleo familiar, asegurar la permanencia de niñas y niños y adolescentes en escuelas y liceos, tareas comunitarias, mejora de su entorno y capacitación. Si bien las características de este programa lo alejan, a pesar de su nombre, del concepto de renta básica de ciudadanía o ingreso ciudadano, (individualidad, universalidad, etc.) constituye de todos modos un antecedente valioso a tener en cuenta; esencialmente para evaluar su impacto en la disminución de la pobreza extrema y en la redistribución de la riqueza.

En la "Carta de Derechos Humanos Emergentes", aprobada en septiembre de 2004 por organizaciones de la sociedad civil en Barcelona, puede leerse en su primer artículo: "El derecho a la Renta Básica, que asegura a toda persona, con independencia de su edad, sexo, orientación sexual, estado civil o condición laboral, el derecho a vivir en condiciones materiales de dignidad. Con este fin y como derecho de ciudadanía, se reconoce a cada miembro residente de la sociedad, independientemente de sus otras fuentes de renta y sin perjuicio de la exigencia del cumplimiento de sus obligaciones fiscales, el derecho a un ingreso periódico sufragado con cargo a los presupuestos del Estado que sea adecuado para permitirle cubrir sus necesidades básicas." El derecho a la renta básica forma parte en este caso del Derecho a la existencia en condiciones de dignidad.

Antecedentes en la Argentina

La idea de ingreso mínimo garantizado no forma parte de la tradición del país en materia de políticas públicas. El primer proyecto de este tipo presentado en el Congreso de la Nación fue el del «Fondo de Ingreso Ciudadano de la Niñez», que firmaron los diputados Elisa Carrió y Alfredo Bravo en marzo de 1999. Pretendía «reincluir» a los excluidos del modelo Menem – Cavallo, con una suma de 60 pesos a cada niño argentino menor de 18 años, independientemente de si perteneciera a un hogar con empleo estable o no.

El segundo proyecto que se planteó un seguro de inclusión social fue el del diputado socialista Rubén Giustiniani, en noviembre de 2000. El “Plan Social de Ingreso Mínimo Garantizado” preveía un ingreso monetario cuya depositaria es la madre jefa de familia, con un monto establecido según la composición de la familia, número de hijos y ancianos a cargo y región en que viven.

En agosto de 2001 la Central de Trabajadores Argentinos –que lidera Víctor De Gennaro– presentó al Congreso su proyecto de Seguro de Empleo y Formación, con la firma de veinte diputados de distintas extracciones, entre ellos los autores de los dos anteriores. El proyecto de la CTA, además, fue sometido a una consulta popular que se realizó en diciembre de 2001, y cosechó el apoyo de tres millones de argentinos. Pretendía garantizar un seguro de 380 pesos para todos los jefes o jefas de hogar desocupados, y 60 pesos por hijo menor de 18 años a todos los trabajadores. La CTA convocó a un amplio espectro de organizaciones sociales para la conformación de la Asamblea para la Consulta Popular, que acordó la puesta en marcha del Frente Nacional contra la Pobreza (Frenapo), cuya Junta Promotora Nacional fue integrada por representantes de organizaciones de pequeños y medianos productores, de la CTA, la Federación Agraria Argentina, Abuelas y Madres de Plaza de Mayo, como así también diferentes personalidades políticas, religiosas, periodísticas, bajo el lema "ningún hogar pobre en la Argentina".

Antecedentes en Entre Ríos: el Incinipa

A fines de diciembre de 2002, el Concejo Deliberante de Paraná sancionó la Ordenanza Nº 8382, promulgada por el intendente Sergio Varisco el 12 de febrero de 2003. La norma creaba como política del Estado Municipal, el Ingreso Ciudadano de la Niñez de Paraná (Incinipa), una asignación monetaria a cargo de la Municipalidad de Paraná, que se abonaría mensualmente y a la que tenían derecho las niñas, niños y mujeres embarazadas en situación de indigencia. Con esta iniciativa, Paraná se transformó en la primera ciudad del país (y una de las primeras del continente) en garantizar un programa de ingreso ciudadano, en reemplazo de las tradicionales políticas de asistencia que se mezclan en el entramado clientelar de la “política criolla”. Su implementación se realizó gradualmente, incorporando los beneficiarios de mes a mes, comenzando con todos los niños nacidos desde el año 2002, siempre que no accedieran al consumo alimentario básico.

Se abonaba a la madre (perceptor), garantizando el uso del recurso para el niño. Al beneficiario se lo detectaba en los Centros de Salud y se lo incorporaba a través de una evaluación profesional, sin cupos, ni padrones, ni padrinos. Se preveía destinar a Incinipa el 8% del Presupuesto municipal en forma gradual. Se administraba por un Ente público honorario, integrado por representantes del Ejecutivo Municipal, del Concejo Deliberante y de instituciones como Facultades, Vecinales, Comunidad Religiosa, Asambleas ciudadanas, Colegios y Asociaciones Profesionales, Gremios, Asociaciones Civiles y Partidos Políticos. Era el máximo órgano de decisión y funcionó en plenario. La incorporación se concretaba con la firma de un convenio entre la madre y el Ente Administrador. El proyecto fue presentado inicialmente por los concejales Guillermo Mondejar y Marcelo Haddad. Posteriormente distintas organizaciones lo presentaron a través del instituto de la Iniciativa Popular, con el aval de más de 4000 paranaenses.

A poco de asumir el gobierno municipal, el intendente Julio Solanas, que apoyó la creación del sistema cuando se aprobó, lo derogó para poder manejar esos fondos a la usanza tradicional. Pese a los argumentos presentados por las numerosas instituciones que componían el Ente Ciudadano para que no se derogara esta Ordenanza, el intendente Solanas impulsó este retroceso con fundamentos deplorables, y a pesar de que había firmado, durante su campaña electoral, un acta comprometiéndose a continuar el Incinipa, garantizando las asignaciones presupuestarias necesarias y respetando el funcionamiento democrático del ente administrador.

Uno de los autores de la ordenanza original reflexionó así: “No fue en vano la construcción de este Ingreso Ciudadano de la Niñez de Paraná. Fue una experiencia enriquecedora de participación directa de la ciudadanía que dejó convicciones, lazos sociales, argumentos y logros muy importantes, y además, ya es un punto del horizonte común de quienes soñamos con una sociedad más justa”.

Financiamiento

En cuanto al financiamiento del programa, el Gobierno Provincial debe proveer los recursos económicos necesarios para hacer frente a los montos de las prestaciones económicas reguladas por el presente proyecto. Resulta claro que la implementación de un programa de tanta trascendencia requiere una reformulación de los programas sociales vigentes, pudiéndose optimizar el uso de los recursos actualmente presupuestados en esa área. Pero como este programa es centralmente redistribuivo a favor de los que resultaron excluidos por el proceso de concentración económica consideramos que la asignación de fondos debe provenir del diseño de una política fiscal que tenga como objetivo central la redistribución del ingreso en Entre Ríos.

Una idea reguladora debe inspirar todo esfuerzo por reinsertar a los sectores excluidos: no se trata de personas "asistidas", sino de miembros iguales de la sociedad que han quedado provisoriamente privados de las prerrogativas de la ciudadanía social, por lo cual debemos fijarnos como objetivo ineludible el procurarles los medios, no sólo materiales, de recuperar dicha ciudadanía perdida. Debemos recordar así que la protección social no implica sólo el otorgamiento de ayudas en favor de los más desamparados de la sociedad para evitarles una caída total, sino que es la condición básica para que todos puedan seguir perteneciendo a una sociedad de semejantes. La protección social es entonces la condición de posibilidad de lo que Castel ha llamado una "sociedad de semejantes": un tipo de formación social en cuyo seno nadie está excluido porque cada uno dispone de los recursos y de los derechos necesarios para mantener relaciones de interdependencia con todos.

Ahora bien, una asignación mínima o prestación universal no podrá instituirse si no se percibe ampliamente, en primer lugar como justa y necesaria y en segundo término como equitativa y éticamente aceptable por todos los sectores sociales, fundamentalmente aquellos no beneficiados en principio en forma directa. No hay ciudadanía que merezca el nombre de tal sin el derecho a la existencia. Y entendemos la Renta Básica Ciudadana es un buen instrumento para garantizarla, avanzando hacia el establecimiento de un ingreso a todos los individuos, incondicional, por el solo hecho de ser ciudadano. Las características universalistas de esta propuesta exige fuertes mecanismos de control social de la gestión, a fin de reasegurar su eficacia y transparencia.

Tenemos plena conciencia de que la presente iniciativa implica una profunda transformación de nuestros actuales presupuestos políticos. Tal como lo sugieren el ya mencionado Doménech y Daniel Raventós, “la Renta Básica tiene unos rasgos formales de laicidad, incondicionalidad y universalidad exactamente idénticos a los del sufragio democrático” e implica un cambio de pensamiento tan decisivo como lo fue en oportunidad el voto universal. Es, a no dudarlo, un cambio de paradigma democrático.

Por otra parte, es evidente que implica la unificación y fusión de todos los planes sociales actuales, y un atento análisis que configure la viabilidad del inicio de su implementación, que permita avanzar en el sentido antes mencionado. Estamos convencidos de que es ésta la oportunidad de consagrar este derecho en la Constitución entrerriana. Creemos, con el prestigioso Carlos Sánchez Viamonte –elevado constitucionalista y exponente del reformismo jurídico de matriz socialista– que la Constitución no es sólo “un orden jurídico estable dentro de un determinado período de tiempo, pero que por su condición histórica está fatalmente destinado a cambiar y a dar lugar a otro orden”; sino incluso “un programa máximo”, que debe contener “el máximo de posibilidades para las apreciaciones de justicia que caracterizan la inquietud social en un momento histórico”.

Otro ilustre entrerriano (éste por adopción) marcó en una frase señera, pletórica de sueños de igualdad y libertad, de bienestar para todos, los alcances de un proyecto como el que estamos presentando a la Honorable Convención: en efecto, don Alejo Peyret nos habló de esta tierra de Entre Ríos, como la “mansión dichosa para millones de seres humanos, todos libres, todos iguales, realizando un ideal de sociedad desconocido todavía en la tierra”.

Por todo ello invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.
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–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 498)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

VOTO MAYORES DE 16 AÑOS

Artículo 1°: Modifíquese el inciso 2º del Artículo 47 de la sección Régimen Electoral de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el cual quedará redactado de la siguiente manera:

2º Tendrán voto en las elecciones provinciales los habitantes mayores de dieciséis años que se hallen inscriptos en el Registro Cívico de Entre Ríos, cuya base es el Padrón Electoral de la Nación. El Tribunal Electoral es el responsable de su confección.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – ZABALA.

FUNDAMENTOS

El inciso 2º del Artículo 47 de la sección Régimen Electoral de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos reza: “Tendrán voto en las elecciones provinciales los ciudadanos argentinos mayores de dieciocho años que se hallen inscriptos en el Padrón Electoral de la Nación, por el que deberán celebrarse las elecciones de la Provincia. Cuando el Padrón Electoral de la Nación, no se ajuste a los principios fundamentales establecidos en esta Constitución para el ejercicio del sufragio, la Legislatura mandará confeccionar el Registro Cívico de Entre Ríos, bajo la dirección del Tribunal Electoral”.

El segundo párrafo del inciso, que establece la posibilidad de confeccionar un padrón propio en Entre Ríos en caso de que el padrón nacional “no se ajuste a los principios establecidos en esta Constitución” se justifica precisamente en la redacción del inciso siguiente, el número 3 del mencionado artículo, que ilumina dicha aseveración: “3º El reconocimiento del derecho de sufragio a la mujer, en el orden provincial o municipal, o en ambos a la vez, podrá ser hecho por la Legislatura con carácte facultativo u obligatorio”.

Es que los constituyentes de 1933, también en este aspecto, se adelantaron a la época que les tocó en suerte, consagrando la posibilidad del voto femenino nada menos que casi dos décadas antes de que en 1952 se hiciera realidad, por imperio de la Constitución Nacional reformada en 1949 y por impulso de la voluntad de María Eva Duarte. Esta particularidad de nuestra Constitución, que en la década del 30 expandía los límites del voto popular, agiganta la valía de nuestra Carta Magna y adelanta la fundamentación jurídica de la presente iniciativa: nada impide que nuevamente, 75 años después, nuestra Ley Madre vuelva a tomar la iniciativa en el orden nacional, consagrando una nueva expansión de los límites del electorado en una sociedad democrática, brindando ese derecho a los jóvenes comprendidos entre los 16 y los 18 años.

España, Suiza, Brasil, Uruguay, Cuba, Alemania, Austria son algunos de los países que ya han institucionalizado el voto de los mayores de 16 años. Con matices, ya que en algunos casos el voto es voluntario y recién a los 18 es obligatorio (Brasil), en otros casos por ahora sólo se trata del voto municipal (España), pero lo cierto es que lentamente, movimientos por los derechos civiles luchan desde hace años por todo el mundo para extender el derecho al voto a los mayores de 16 años.

Es en Europa donde más éxito han tenido. Varios estados alemanes y austríacos permiten desde 1996 el voto de los mayores de 16 años en las elecciones locales. Resulta curioso el caso de los Balcanes. Croacia, Eslovenia, Serbia y Montenegro asocian el voto con las responsabilidades del menor: sólo aquellos que trabajan obtienen desde los 16 años la totalidad de sus derechos políticos.

Cuba, Brasil y Nicaragua encabezan en Latinoamérica el movimiento a favor del voto a los 16. En los tres resulta algo cotidiano la presencia de los menores ante las urnas. Se ha sumado el Uruguay en las últimas elecciones municipales, así como en la posibilidad de participar en las elecciones para los distintos sistemas de presupuestos participativos en las ciudades uruguayas. Otras naciones establecieron la edad límite para disfrutar del derecho al voto en los 17 años, entre ellas Indonesia e Israel. También resulta sorprendente la reivindicación de las asociaciones alemanas. Bajo el eslogan “un ciudadano, un voto” varias plataformas, con apoyo de 46 diputados, propusieron la ampliación del derecho hasta el nacimiento. Los padres decidirían por sus hijos hasta los 12 años.

Entendemos que es necesario y positivo extender el ejercicio del voto a los adolescentes y jóvenes mayores de 16 años. Si en efecto se apuesta por una democracia participativa, con la participación de todos, tiene carácter de urgencia una reforma de la legislación electoral que abra el derecho al voto al menos a los ciudadanos de esa franja de edad, de los cuales no puede seriamente afirmarse que carecen de aptitud para emitir su voto. La ampliación del voto juvenil ha sido ampliamente acogida como iniciativa, además de los antecedentes ya señalados, por la UNICEF.

No hay razones por las cuales a un adolescente de hoy, entre 16 y 18 años, con su preparación, con sus conocimientos se les pueda negar la capacidad para poder emitir con responsabilidad su voto. Como señaló un jurista español al pronunciarse positivamente sobre este tópico: "Lo importante no es preguntar: ¿Está una persona con 16 años capacitada para intervenir en las elecciones municipales? Sino: ‘Puesto que los jóvenes, a los 16 años, pueden tomar importantes decisiones ¿cómo deberíamos educarles para que también pudieran participar responsablemente en las elecciones municipales?”

Los jóvenes de entre 16 y 18 años, en efecto, toman decisiones importantes. E incluso pueden emanciparse, trabajar (es decir, producir rentabilidad privada y pública), comerciar, pagar impuestos. Deciden, por encima de la voluntad de los padres, si utilizan preservativos, si establecen una relación de pareja e incluso si conciben un hijo. Pueden conducir vehículos y tienen un cúmulo de responsabilidades civiles, penales, laborales y de su propia salud. Asumen diariamente responsabilidades de adulto. ¿Se puede pagar impuestos pero no ser maduro para decidir quién los gestiona? ¿Tienen capacidad para elegir?

La extensión del voto es una cuestión de coherencia democrática. No se puede exigir deberes sin dar a cambio los derechos que merecen. También, coinciden diversos autores, la decisión de ampliar la edad de votación puede ayudar a sumar compromiso en los jóvenes, que hoy se sienten mucho más lejos de los partidos que de la política.

Los argumentos que habitualmente se esgrimen para desaconsejar esta ampliación suelen ser el desinterés, la desinformación o la dependencia, lo cual repite la historia de las discriminaciones de épocas ya pasadas: esa recurrente justificación se utilizó contra el voto de las mujeres, las clases subalternas o las minorías raciales.

Al contrario de lo el prejuicio indica, entre los jóvenes no hay menos información, interés y capacidad que en las restantes franjas etarias de la población entrerriana. Por otro lado, no debe dejar de considerarse que las generaciones destinatarias de esta extensión del sufragio, son las primeras que se han educado según los principios democráticos.

Vale señalar que la Ley 9768 que habilita la reforma parcial de la Constitución posibilita claramente la modificación que proponemos, en su artículo 4to. Inciso 5.

Por todo lo antes señalado, es que invitamos a los señores convencionales a incorporar a la Constitución Entrerriana el texto que asegure la posibilidad del voto a los mayores de 16 años.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Gregorio D. Zabala.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 502)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Incorporar como artículo nuevo en la “Sección IX – Educación común” de la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

Artículo ..... “Los alumnos que asistan a los niveles obligatorios de educación establecidos en la presente tienen derecho a un ciclo lectivo anual mínimo de 180 (ciento ochenta) días, garantizando la Provincia su cumplimiento efectivo a través de la adopción de las medidas necesarias para tal fin.

La comunidad educativa es co-responsable de la concreción de este derecho debiendo contribuir a su realización, salvo razones de fuerza mayor.”
VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia)
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El proyecto propuesto refiere a un aspecto muy específico del derecho de enseñar y aprender garantizado por la Constitución Nacional (art. 14) y reproducido expresamente por la Constitución Provincial mediante su art 9. Se procura con él “constitucionalizar”, como derecho, la exigencia de un número mínimo de días en el ciclo lectivo escolar.

Juzgamos que la inclusión del tema está autorizada por tratarse de una materia habilitada, en virtud del artículo 1º, inciso 42 de la Ley Nº 9768 de declaración de necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos. Sin dudas, en los términos de la norma, la propuesta va encaminada a lograr “garantizar el cumplimiento efectivo de la obligatoriedad escolar a partir del preescolar hasta completar la escuela secundaria”(sic).

El tema ha sido motivo de notoria preocupación pública en los últimos años y particularmente, en estos días. De ello dan cuenta tanto el reciente acuerdo alcanzado en la Paritaria Nacional Docente, por el cuál se logró comprometer al magisterio en su concreción; como en la alusión presidencial a la cuestión realizada en oportunidad del mensaje  inaugural del actual periodo sesiones del Congreso. Sin embargo los antecedentes institucionales son más lejanos.

Ellos se remontan al 1º de julio de 2003. Es esa fecha se firmó entre el Poder Ejecutivo Nacional, los representantes de las provincias y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el CONVENIO PARA GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO DE UN CICLO LECTIVO ANUAL MINIMO.

En aquel acto, cuyo objeto era otorgarle al ciclo lectivo mínimo carácter de política de Estado, se enunciaba el compromiso de los estados firmantes de garantizar un ciclo lectivo anual efectivo, mínimo y unificado para todo el territorio nacional. Lo cuál se hacía con fundamento en los principios constitucionales de igualdad y equidad de la educación pública previstos en el artículo 75 inc. 19 de la Constitución Nacional. Para ello las partes se obligaban a adoptar, en todas sus jurisdicciones, las medidas necesarias para completarlo compensando los días perdidos hasta el número indicado si por cualquier circunstancia no se hubieren cubierto normalmente (Ver cláusula SEGUNDA).

Con posterioridad, el 4 de diciembre de 2003, el citado convenio quedó aprobado por ley del Congreso de la Nación, promulgada con el Nº 25864 (art. 7º). La citada ley le da fuerza normativa  a la exigencia de CIENTO OCHENTA DIAS efectivos de clase para todos los establecimientos educacionales del país en dónde se imparta educación obligatoria. Además precisa qué debe entenderse por “día de clases”; impone, a las jurisdicciones correspondientes, la obligación de adoptar las medidas de compensación necesarias para concretarlo y prevé en, determinadas condiciones, asistencia financiera nacional. Merece destacarse también, que en su articulado deja a resguardo los derechos y garantías legales, individuales y colectivas de los trabajadores de la educación.

La evolución institucional de esta cuestión culmina ahora, con la asunción del mismo criterio por parte del sector gremial. Efectivamente, en la primera Paritaria Docente nacional, celebrada el pasado 22 de febrero, la representación sindical se comprometió a cumplirla aceptando agotar todas las instancias de mediación y de negociación antes de que el conflicto se traduzca en alguna medida de acción directa. El acuerdo arribado, conjuntamente con el establecimiento de un piso salarial para los maestros permitió iniciar el ciclo lectivo 2008 en la mayoría de las jurisdicciones docentes. Entre ellas, Entre Ríos.

Frente al estado de la cuestión nos ha parecido oportuno y útil otorgarle rango constitucional. Sobre todo, en este momento que cuenta con el consenso social suficiente como para integrarlo sin resistencias a la Constitución Provincial. Con ello se podrá facilitar la  instrumentación políticas de estado que tengan a la Educación como uno de los ejes centrales para el desarrollo, crecimiento e inclusión de los entrerrianos a partir del presente y con miras al futuro provincial dentro de la región, el país y Latinoamérica. Se trata de retomar los antecedentes que cimentaron otras generaciones y que nos proyectaron con alto prestigio en el mundo por nuestra calidad educativa. Tradición que exige ser recuperada como compromiso indelegable de la actual dirigencia.

Nos ha parecido que lo más correcto es reconocerle el carácter de “derecho” de los alumnos cursantes de los niveles educativos obligatorios. Lo hemos proyectado como uno de los complementa a los otros derechos reconocidos a los educandos por la Ley de Educación Nacional Nº 26.206. Así, sin dudas, completa al de recibir “una educación integral e igualitaria en términos de calidad y cantidad, que contribuya al desarrollo de su personalidad, posibilite la adquisición de conocimientos, habilidades y sentido de responsabilidad y solidaridad sociales y que garantice igualdad de oportunidades....” y al de “concurrir a la escuela hasta completar la educación obligatoria” expresamente previstos en los respectivos incisos a) y c) del artículo 126 del texto legal citado.

Como derecho de los alumnos, exige la contrapartida estatal. La Provincia debe garantizar los días de clases que no se cubran mediante los mecanismos de compensación correspondientes. Imperativo al que ya está compelida por mandato convencional y legal, conforme la reseña que hemos glosado. Por supuesto, que ello implica que el Estado Provincial deberá poner todos los recursos necesarios en materia de infraestructura escolar y financiamiento para hacerlo efectivo.

También creemos que es una co-responsabilidad de la comunidad educativa en su conjunto: familia, trabajadores y docentes deben contribuir a su realización, procurando las presencias imprescindibles para que el encuentro y el acto de educar se produzca. Ello, sin dejar de reconocer que existen razones de fuerza mayor que pueden excepcionar su cumplimiento. Enfermedad, emergencias críticas, sociales o aún acciones directas pueden conspirar contra la aspiración del ciclo lectivo mínimo. Se justifican, siempre y cuando éstas sean razones últimas y no primeras para interrumpir el calendario escolar. Nos parece que la apelación a la fuerza mayor permite resguardar los derechos personales, sociales y laborales de estos co- obligados a su cumplimiento.

El carácter de principio rector de la política estatal en educación que otorgamos a esta cuestión y su reconocimiento como derecho de los escolares es acorde con la magnitud del problema que se pretende afrontar. La Educación Pública de gestión privada, que contiene a un importante sector de educandos en nuestra provincia,  tiene un rol también fundamental para contribuir con el Estado en el  logro de estos objetivos que obligan al conjunto social.

Importantes especialistas en la materia enumeran, entre los puntos débiles del sistema educativo,  “las pocas horas y días de clases efectivos”. Ello, junto a la falta de planificación para la inclusión y retención de los alumnos; las deficientes políticas educativas para mejorar los aprendizajes y la capacitación de los docentes; la distribución ineficaz del presupuesto entre las provincias y la falta de inversión en infraestructura escolar, entre otras causas, son reiteradas en todos los diagnósticos educativos. Con la iniciativa que impulsamos pretendemos dar una alternativa al primero de los problemas sobre la base de una pauta que ha obtenido consenso claro.

En este último plano, el compromiso docente ha sido valiosísimo. La actualidad del problema viene dado porque la decadencia educativa nacional queda expuesta nítidamente en la tasa de conflictividad social. Recientes investigaciones han concluido que Argentina es el país latinoamericano que más conflictos docentes tuvo en los últimos 4 años. Según un estudio realizado por la Fundación Centro de Estudios de Políticas Públicas y la Red intercambio y colaboración de editores y periodistas especializados en educación de América latina, desde el año 2004 a 2007, en los diferentes distritos de nuestro país, se produjeron 346 conflictos gremiales docentes. En días de paros esto significa que hubo en 2005, 301 y en 2007, 250.1

En definitiva, la palabra empeñada por los docentes respecto a encauzar los conflictos gremiales, sin renunciar a sus derechos, priorizando otras vías antes que la huelga permite augurar la concreción del calendario mínimo propuesto.

También debemos destacar que el ciclo lectivo de 180 días es de los más cortos de la región. México, Brasil, Perú, El Salvador, Ecuador y Bolivia lo extendieron a 200 días hábiles. Mientras que Chile, Venezuela y Panamá prevén 190 días de clases. O sea que el número de actividad escolar mínima exigible en Argentina, es lo suficientemente flexible como para permitir su concreción.

En definitiva, ponemos a la discusión este proyecto de cláusula constitucional que recoge un tema de significativa vinculación con la calidad educativa. Si bien no se puede científicamente establecer una relación directa entre calidad de enseñanza y cantidad de días de clases; sí se ha reconocido que la asistencia es una herramienta fundamental para desarrollar la educación con mayor intensidad.

Tampoco es una cuestión traída a esta Convención de manera forzada, excesiva, inoficiosa o redundante. Frente al alarmante índice que ha tomado estado público en estos días, respecto a que Entre Ríos es una de las tres provincias con mayor caída de calidad educativa durante los 11 años medidos2, el avocamiento del tema corresponde de manera urgente a todos los poderes del Estado. Tanto a los constituidos, como al constituyente les corresponde asumirlo y urgir el cambio de tendencia. Ofrecemos el presente proyecto en esa inteligencia.

Finalmente, debemos reafirmar que la Provincia es competente para abordar esta cuestión en virtud de los artículos 5 y 125 in fine de la Constitución Nacional, de los artículos 9 y concordantes de la Constitución Provincial cuyos contenidos y principios – según los casos – son “pétreos” por mandato legal, animándonos la intención de profundizarlos y fortalecer de ese modo, el sistema educativo entrerriano.

1Publicado por el diario “Perfil”, el domingo 2 de marzo de 2008, pag. 58.

2La fuente de este dato es un Informe del Centro de Estudios de Políticas  Públicas (CEPP), producido sobre la base de información oficial y difundido por los dos diarios de circulación provincial el domingo 2 de marzo del corriente: “EL DIARIO” y “Uno”.

Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 503)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Incorporar como artículo nuevo en la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

Artículo - “Toda persona goza del derecho de libre acceso a la información pública, la que deberá ser brindada de manera completa, veraz, adecuada, oportuna y gratuita, salvo el costo de reproducción de la misma.

Están obligados a proporcionarla: los poderes del Estado, todas las  esferas de la Administración Pública, los Municipios, la Universidad Autónoma de Entre Ríos, toda entidad en la que la Provincia tenga participación o integre mayoritariamente con recursos financieros y las empresas privadas prestatarias de servicios públicos o  concesionarias de bienes del dominio público.

La solicitud de información tramitará de acuerdo a los principios de informalidad y celeridad no siendo necesario justificar los motivos del requerimiento, ni acreditar interés alguno.

Solo razones de seguridad pública o afectación de la intimidad de las personas serán admisibles para justificar la imposibilidad de respuesta, debiendo la ley determinar qué supuestos reúnan tales extremos.

La denegatoria, mora o insuficiencia en suministrarla habilitará la interposición del mandamiento de ejecución del art. 26 o la acción de amparo.”

VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El proyecto de texto constitucional que proponemos procura introducir en la Constitución entrerriana el reconocimiento del derecho de acceso a la información pública. Materia que está habilitada en virtud del artículo 1º, punto 22 - de la ley Nº 9768 de declaración de necesidad de reforma de la Constitución de Entre Ríos.

Consideramos que esta iniciativa corona nuestra preocupación respecto del tema de la publicidad de los actos de gobiernos, de su alcance, contenido, regulación y restricciones. También se vincula con nuestra inquietud sobre la necesidad de garantizar integralmente la libertad de expresión. Lo que ha quedado expuesto en los proyectos ya presentados individualizados con los números de expedientes 339, 340 y 341.

Decíamos en los fundamentos del primero de los citados – haciendo nuestro el precepto del Código de Ética Periodística aprobado por el Consejo de Europa en 1993 – que “Los poderes públicos no deben considerarse propietarios de la información…” y precisamente, la necesidad de poner frenos institucionales a esa tendencia abusiva, es la que justifica las reformas propuestas.

Además de ellas, juzgamos que la manera más clara de impedir el dominio y la manipulación de la información por parte de las autoridades, es la de reconocer expresamente la potestad de toda persona de pedir y recibir información pública.

Este derecho ha obtenido, en los últimos tiempos, un renovado reconocimiento normativo. A consecuencia de la revolución de las comunicaciones se le ha otorgado un rol fundamental en orden a la configuración del estatuto actual de la ciudadanía. Así se lo considera como una especie del género “derecho a la información” dotado de autonomía y deducible del principio republicano de gobierno y de la libertad de expresión.

Se ha dicho asimismo, que presenta particularidades propias en cuanto a las maneras de su ejercicio y los fines a los que sirve. Ello así, pues puede articularse tanto como una facultad individual – cuando se solicita información o datos sobre sí mismo ante un registro estatal –, como también como un derecho colectivo. Este último aspecto es el que más nos interesa pues importa reconocer a la información como un bien social exigible por cualquier integrante del colectivo, en forma individual o grupal.1

Ello sin dejar de reconocer su función coadyuvante a la realización de otros derechos. Por lo que se erige también como un “derecho requisito” para el ejercicio pleno de otros derechos que necesitan de la toma de razón previa de datos útiles (por ej. derechos sociales o de la salud, etc.).

Si bien su sustento constitucional histórico podía desprenderse de las cláusulas 1º, 14 y 33 de la Carta Magna nacional; lo cierto es que a partir de la Reforma del 94 y la jerarquía constitucional otorgada a algunos  tratados internacionales (art. 75 inc. 22), sus fuentes se han consolidado, ampliado y explicitado. Como derecho humano “a recibir información” – integrante de la libertad de expresión – se encuentra reconocido en el Pacto de San José de Costa Rica (art. 13.1); en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (art. 19) y en el Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos (art. 19.2). Y aunque en las modificaciones introducidas por la Constituyente Nacional de 1994, no se lo consignó de un modo genérico, sí se lo ha reconocido con relación a ciertos temas específicos: los partidos políticos, el medio ambiente, los consumidores y los datos personales (ver respectivamente artículos 38, 41, 42 y 43 de la C.N.).

En Entre Ríos, de manera implícita, puede extraerse de los artículos 1º, 5, 6, 10 y 31 de la Constitución Provincial. Sin embargo parece conveniente establecerlo expresamente dándole una formulación normativa que permita su operatividad.

No puede desconocerse además, que el Derecho Público local lo ha integrado, aunque reducido al ámbito del Poder Ejecutivo mediante el Decreto Nº 1169/2005.

El carácter fundamental como derecho subjetivo y colectivo, la trascendencia de sus repercusiones para la vida democrática y para el fortalecimiento de la opinión pública, hacen imprescindible su ampliación como obligación de todas las entidades estatales y de aquellas con participación o control estatal.

Lo dicho justifica, por sí sólo, su inclusión en la Constitución. Pero existen otras razones. La experiencia de la vigencia del Decreto citado, ha permitido advertir sus limitaciones. Es necesario dotarlo de efectividad mediante la previsión de una oportuna y ágil revisión judicial frente a los incumplimientos de los funcionarios o particulares obligados. Por ello se habilita la interposición el mandamiento de ejecución previsto en el art. 26 de la Constitución Provincial o la acción de amparo según la naturaleza del ente reticente.

En definitiva, el derecho de acceso a la información pública debe garantizarse en plenitud pero, como ningún derecho es absoluto, éste también reconoce algunas limitaciones. Ahora éstas, conforme el artículo 35 de la Constitución de Entre Ríos, sólo pueden estar justificadas por la necesidad de asegurar la vida del Estado, el derecho de terceros, la moral y el orden público. En esa inteligencia restrictiva hemos establecido que únicamente podrán excusarse de responder los organismos requeridos cuando esa contestación comprometa la seguridad del Estado o la intimidad de las personas, quedando sujeta a la ley la previsión de los supuestos comprendidos en tales extremos. Pero hasta tanto la ley se dicte no se impedirá la aplicación directa del precepto puesto que están contemplados claramente los parámetros a los que deberán sujetarse las reservas públicas admisibles.

Hemos colocado expresamente como pauta la intimidad de las personas puesto que, de nuestro paso por la gestión del Ministerio de Acción Social y la implementación de los padrones únicos y públicos de beneficiarios de todos los planes sociales, hemos cosechado alguna experiencia respecto de la prudencia con que debe manejarse la información en ciertos casos. Aún el más legitimo deseo de transparencia debe ceder ante el resguardo que merece algunos datos públicos sensibles que sin ser confidenciales rozan a menores o a personas que padecen alguna enfermedad.

También hemos incorporado expresamente a la Universidad como sujeto pasivo de la obligación de contestar el requerimiento de información puesto que descontamos el reconocimiento constitucional de la Universidad Autónoma de Entre Ríos. Y como entidad con particular personalidad pública, también está sujeta a la obligación de proporcionar información.

1 Cofr. BASTERRA, Marcela I. “El Derecho Fundamental de Acceso a la información Pública”, Ed. Lexis Nexis Argentina S.A., Ed. 2006, cuyos conceptos tomamos como referencia para la confección del presente proyecto.

Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 506)

FUNDAMENTOS

OTORGAMIENTO DE JUBILACIONES Y PENSIONES

Honorable Convención:

El proyecto que presento para V. ilustrada consideración propone reformar el inc. 27 del artículo 135 de la Constitución Provincial, con el propósito de facultar al Poder ejecutivo a conceder pensiones y jubilaciones mediante el ente autárquico determinado por la ley.

Esta propuesta de reforma mantiene la atribución del Poder Ejecutivo de conceder pensiones y jubilaciones que le otorga la constitución vigente, pero dispone que ella se ejercite en forma descentralizada por el ente determinado por la ley que, como se sabe es la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la provincia. Allí finalizaría el trámite evitando que después de establecida la procedencia del beneficio y liquidado el mismo, para concretarse deba esperar varios meses y en algún caso hasta mas de un año para efectivizarse, como ocurre en la actualidad a causa del texto vigente. De aprobarse el adjunto proyecto, en el ente autárquico terminaría el trámite permitiendo que al beneficiario disfrutara el beneficio con mayor prontitud.

Precisando algo mas los alcances pretendidos del proyecto, cabe decir que su sanción suprimiría el tramo final del procedimiento para conceder los beneficios, evitando la gestión final ante la Administración Central, paso obligado de acuerdo al texto constitucional actual. Concedido el beneficio por la Caja, hoy se eleva el expediente al Poder Ejecutivo para su confirmación, tramite que insume –se ha dicho ya- varios meses. Y recién luego de dictado el decreto respectivo, el expediente vuele a la Caja para el cumplimiento de la respectiva resolución, lo que se perfila como una demora, más gravosa aún cuando se considera que ello ocurre en perjuicio evidente de personas de avanzada edad.

El texto proyectado es breve y se propone agregarlo al final del inc. 27 del art. 135 del Constitución en vigencia.

Raúl E. Barrandeguy

TEXTO DEL PROYECTO

Agregado al art. 135, inciso 27:

Art. 135.- Son atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo:

27. Conceder pensiones y jubilaciones que se otorgarán por el ente autárquico instituido por la ley de la materia.
Saludo a Ud. Con toda consideración.

BARRANDEGUY

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 507)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CREACION DE LA ADMINISTRACION DE IMPUESTOS

Artículo 1º): Agregar al inciso 17 del Articulo 135º: “Administrador de Impuestos”.

Artículo 2º): Agregar al Artículo 63: “Administrador de Impuestos”.
Artículo 3º): Modificar el titulo del Capitulo IV el que quedará redactado de la siguiente forma: “FISCAL DE ESTADO CONTADOR, TESORERO Y ADMINISTRADOR DE IMPUESTOS DE LA PROVINCIA.”

Artículo 4º): Modificar el Articulo 140 el que quedará redactado de la siguiente forma: “Para ser contador, tesorero o administrador de impuestos de la Provincia se requiere ser ciudadano argentino, tener titulo nacional de contador y treinta o más años de edad. En el caso del administrador de impuestos, además, se requiere formación y antecedentes en administración tributaria”.

Artículo 5º): Modificar el Articulo 141 el que quedará redactado de la siguiente forma: “El contador, el tesorero y el administrador de Impuestos serán nombrados en la forma prescripta por el artículo 135, inciso 17º y duran ocho años pudiendo ser reelectos”.
Artículo 6º): Agregar al Artículo 170: “Administrador de Impuestos”.
Artículo 7º): Incorporar en la Sección V:

Capitulo VII

ADMINISTRACION DE IMPUESTOS

Art... “La aplicación, percepción y fiscalización de los tributos, estará a cargo de la Administración de Impuestos órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, bajo la supervisión general y control de legalidad que ejerza sobre la misma el Poder Ejecutivo, siendo dirigida por un administrador. La Ley establecerá la competencia, organización básica y régimen financiero”.

Artículo 8º) Agrégase como Cláusula Transitoria la siguiente:

“Art....) En el plazo de 180 días a partir de la vigencia de la presente Reforma la Legislatura de la Provincia deberá sancionar la Ley que refiere el articulo… y designar al administrador.
Artículo 9º) De forma.

ZABALA –DÍAZ (Carlos) – SCHVARTZMAN – REGGIARDO.
FUNDAMENTOS

En la última década, varias provincias argentinas, entre ellas Entre Ríos, han realizando significativos esfuerzos para desarrollar importantes iniciativas en el campo tributario, relativas a reformas de la legislación, reingeniería de los principales procesos, sistemas de información y aplicación de nuevas tecnologías, entre otras.

Con relación a la administración tributaria, se puede identificar la implementación de significativas reformas que buscaron, con distintos grados de éxito, fortalecer y consolidar institucionalmente a esas administraciones, como organizaciones capaces de cumplir plenamente con su misión y objetivos.

En el caso particular de la provincia de Entre Ríos, se perciben avances en la racionalización del marco normativo y en la reingeniería e informatización de los procesos operativos, sin embargo, los logros en áreas clave como lo son el desarrollo organizacional y de conducción, son todavía incipientes y constituyen, sin lugar a dudas, el gran desafío para el futuro.

Es por ello que la propuesta de incorporar al texto constitucional, en forma expresa, a la Administración Tributaria surge como una imprescindible necesidad para, precisamente, facilitar el avance y modernización de la misma y su adaptación a las nuevas circunstancias y a su previsible evolución futura, entre otros aspectos, dotando a sus estructura organizacional de una mayor flexibilidad, que le permita responder oportunamente, y aun anticiparse, a los desafíos de un entorno marcadamente cambiante. Dicha adaptación debe permitir mejorar los niveles de productividad y eficacia de la administración.

Las tendencias organizacionales modernas están basadas en organizaciones más flexibles, más planas, que se adaptan fácilmente a los cambios y estimulan la creatividad y el trabajo en equipos multidisciplinarios.

Especialmente existe la necesidad de adecuar la estructura organizacional a las nuevas concepciones de la administración tributaria que la definen como una entidad de servicio al contribuyente, con autonomía de la administración y la descentralización operativa, entre otros.

Con relación a la conducción de la administración tributaria, cabe señalar que la existencia de recursos, la disponibilidad para su utilización y la suficiencia de atribuciones legales para el desempeño de sus funciones, podrían considerarse como un arsenal necesario para la efectividad de la misma, pero esto no garantiza por sí el éxito de su gestión.

La aplicación de todos aquellos elementos, precisa de un comando que no significa otra cosa que la existencia de una conducción eficiente y eficaz, que si bien se puede nutrir con las técnicas generales sobre la materia, debe adecuarse a las particularidades del quehacer de la administración tributaria.

Una actuación de la administración tributaria que se caracterice por una permanente improvisación, atenta contra los más elementales requisitos para un desempeño eficiente y eficaz. Al mismo tiempo, aun con la existencia de una planificación, si esta no se complementa con un efectivo control de gestión, que sirva para evaluar el cumplimiento y adecuación de los procedimientos implantados para alcanzar los objetivos y metas propuestos, se carecerá del instrumento fundamental para retroalimentar al propio proceso de planificación.

Es por ello que se propicia la estabilidad de la conducción de la administración tributaria a través del tutelaje constitucional.

Una Administración Tributaria tiene un componente altamente técnico que debe mantenerse independientemente de los cambios políticos que se puedan producir en el gobierno. La autonomía es básica para el buen desempeño de una Administración Tributaria, especialmente por razones de efectividad y eficiencia en su operación y en la asignación de recursos. Otra razón por la que debe existir la autonomía es para eliminar la influencia política (particularmente en casos específicos e individuales).

En la Argentina los pocos casos de administraciones tributarias con autonomía tienen su base en un Decreto del Poder Ejecutivo, tal como es el caso de la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) o por una ley tal es el caso de la Agencia de Recaudación Buenos Aires (ARBA) la cual absorbió a siete reparticiones que funcionaban bajo la órbita del Ministerio de Economía de la Provincia de Buenos Aires y que eran la subsecretaría de Ingresos Públicos, dirección de Rentas y Catastro, Defensa del Contribuyente, Servicios Informáticos, Auditoría e Investigación; pero ninguna de ellas tiene estatus constitucional.

Por regla, se puede decir, conforme lo sostiene el CIAT1, que la autonomía de la Administración Tributaria está basada en las siguientes ideas subyacentes:

Autonomía presupuestaria

Una Administración Tributaria debe ser responsable del manejo de su propio presupuesto a fin de llevar a cabo sus programas. La autonomía presupuestaria también debe incluir la posibilidad de generación de crédito presupuestario, dependiendo del cumplimiento de los objetivos, vinculando esto directa o indirectamente con la creciente cobranza global y cobranza gracias al desempeño de la Administración Tributaria (evaluación, auditorias y aplicación de los impuestos). Conjuntamente con los esfuerzos por lograr mayor flexibilidad en la administración interna de recursos, está ganando aceptación el concepto de asignación de un porcentaje fijo de los ingresos tributarios a la Administración Tributaria para financiar sus requerimientos.

Aunque la asignación de un porcentaje fijo de ingresos tributarios para financiar la Administración Tributaria puede ser un instrumento efectivo a corto plazo, existe un número de argumentos válidos contra su uso como medida a mediano o largo plazo. Como medida intermedia a corto plazo, podría estar justificada por el hecho de que se está llevando a cabo una reforma profunda de la administración, lo que generalmente involucra una considerable inversión en infraestructura. Mantener esta asignación de porcentaje por un período más largo de tiempo significa introducir rigideces indeseables en la asignación de recursos a la Administración Tributaria. Los ingresos pueden fluctuar por razones totalmente fuera del control de la administración – por ejemplo, debido a períodos de desarrollo económico sostenido o crisis cíclicas. ¿Debería una Administración Tributaria estar a merced de altas y bajas cíclicas? Es por ello que luego de que se haya concluido la etapa de fuerte inversión en infraestructura, y una vez que las sumas necesarias para cubrir los requerimientos reales de la Administración Tributaria hayan sido determinados deberá restaurarse un sistema presupuestario más tradicional.

En relación con esto, se debe hacer referencia al tema del ciclo presupuestario. Los presupuestos, ciertamente, son preparados sobre una base anual. Sin embargo, los planes de la Administración Tributaria generalmente cubren un número de años. Para reducir la incertidumbre en el financiamiento, es recomendable para las autoridades (p.e. el Ministerio de Economía) acordar el financiamiento de dichos planes por períodos de por lo menos dos años. También sería recomendable para la presentación anual del presupuesto a la Legislatura que se incluya una explicación de los requerimientos de financiamiento para el plan de reforma hasta la conclusión del mismo. Estas medidas darían cierto nivel de seguridad a la Administración Tributaria en la ejecución de sus planes de reforma.

Autonomía en la administración de los recursos humanos y materiales

La administración tributaria debe estar en capacidad de diseñar una política flexible de recursos humanos y materiales, adaptada a las necesidades funcionales de la organización.

Autonomía en la determinación de objetivos

Las administraciones tributarias deben tener la capacidad para determinar sus propios objetivos: para lograr resultados, una Administración Tributaria autónoma requiere definir un horizonte de desempeño. De acuerdo con este criterio, la preocupación de “cómo” administrar debe ceder ante la pregunta de “por qué” o “por que cosa” se administra. Por ello, la Administración tributaria debe procurar la aprobación de su programa de objetivos dentro del contexto de un proceso de discusión y análisis en el que participen representantes de la Administración Tributaria, del Ministerio de Economía y del Poder Legislativo.

Autonomía en la política de incentivos

Esta autonomía se refiere a la relación entre objetivos e incentivos ocupacionales: la última demostración de autonomía es el vínculo entre el logro de los objetivos y un esquema de incentivos que afecte el salario de los funcionarios y empleados de la Administración Tributaria. Esta es una forma efectiva de involucrarlos en el logro de las metas e igualmente estimula las iniciativas personales, favoreciendo la efectividad del desempeño administrativo.

Entonces, ¿Cuáles son los beneficios de la autonomía? Una organización autónoma con control de legalidad del Poder Ejecutivo, permite un mayor grado de profesionalismo en los funcionarios y empleados y una mayor medida de eficiencia en la gestión y cobranza de impuestos.

Por sí misma, la autonomía no resuelve ninguno de los problemas existentes en la aplicación de un sistema tributario, pero permite la introducción de nuevos instrumentos y una estructura organizacional más racional y profesionalizada para hacerle frente a los mismos, tan pronto como una Administración Tributaria sea capaz de tomar sus propias decisiones y asumir sus propias responsabilidades.

La autonomía de la Administración Tributaria no está en conflicto con la necesidad del Ministerio de Economía de definir la política tributaria. También es compatible con la cooperación entre el Ministerio y la conducción de la Administración Tributaria.

Una organización autónoma requiere implantar mecanismos de control adecuados que sirvan como herramientas esenciales para garantizar eficiencia en la gestión de recursos a la vez que proporcionar la información requerida para tomar decisiones, brindando así seguridad a la organización tan pronto como las reglas de la organización hayan sido probadas. El principal objetivo de la autonomía es lograr mayor adaptabilidad y flexibilidad en la gestión de recursos humanos y materiales, y como resultado, una Administración Tributaria más eficiente. Sin embargo, esta mayor autonomía conlleva sus propios riesgos y debe acompañarse de un mecanismo de control retrospectivo para asegurar que la flexibilidad no signifique gasto innecesario y garantizar que el interés público esté protegido en todo momento.

Mayor autonomía por sí sola no garantiza un incremento automático en la eficiencia o efectividad de la organización. La autonomía es solamente un componente que, en combinación con objetivos claros para la organización y una estrategia adecuada para efectuar el cambio, puede contribuir a que las Administraciones Tributarias sean más eficientes. Sin objetivos claros y una adecuada estrategia, una mayor autonomía no mejorará la efectividad de la Administración Tributaria. La autonomía, por lo tanto, no es un fin, sino una herramienta – a un medio hacia un fin.

El deseo de lograr mayor flexibilidad en la gestión de recursos ha inspirado el movimiento actual hacia una Administración Tributaria más autónoma. Según se indica, una gestión más flexible de recursos puede contribuir a mejorar la eficiencia de la administración.

Con esta visión resulta imprescindible la inclusión en el texto constitucional y por ende acordar dicho estatus, al organismo encargado de la recaudación de los tributos en el ámbito provincial que hoy funciona bajo la forma de Dirección General de Rentas, área dependiente de la Secretaria de Hacienda dependiente a su vez del Ministerio de Economía de la Provincia.

Es una verdad incuestionable que no existe Estado sin recursos tributarios, y siempre en los bandos constitucionales se ha procurado proteger los organismos que controlan como se “gastan” tales recursos tributarios, pero en ninguno de ellos se ha contemplado la protección de la administración tributaria, es más, ninguna constitución de las provincias Argentinas hace mención alguna a algo referido a “administración tributaria”.

Ello ha permitido, en muchas provincias, llevar a cabo la delegación de funciones no solo de recaudación sino de determinación y fiscalización de tributos provinciales a empresas privadas. Entre Ríos no estuvo exenta de esta cuestión cuando en los años 90 privatizó el control del Convenio Multilateral, función que fue recuperada por la Dirección General de Rentas.

La administración tributaria provincial hoy, con todas sus limitaciones, lleva adelante la tarea de recaudar el 25 % de los recursos tributarios conque cuenta la provincia, el 75% restante los aporta la Nación a través de distintos mecanismos.

Hoy Entre Ríos, con esta inclusión que se propicia, fijará un paradigma no solo para nuestro país sino para el mundo ya que prácticamente no existen antecedentes acerca de acordarle estatus constitucional a la administración tributaria. Ello será, sin dudas, un ejemplo de visión de futuro, sin parangón en nuestro país, otorgándole el lugar que se merece la difícil tarea de recaudar impuestos en un país con una reticencia permanente a cumplir con las obligaciones tributarias.

Recursos de la Provincia de origen Provincial y Nacional

(Fuente Cont.Gral Pcia.)

	AÑO
	DGR
	ORIGEN NACIONAL
	% Relación DGR/NACION

sobre Total Ingresos

	2004
	$ 405.561.888,86
	$ 1.315.018.900,00
	23,50

	2005
	$ 503.053.988,44
	$ 1.610.879.700,00
	23,80

	2006
	$ 612.712.797,32
	$ 1.988.608.100,00
	23,55

	2007
	$ 781.496.137,92
	$ 2.589.795.700,00
	23,15


1 Centro Interamericano de Administraciones Tributarias

Gregorio D. Zabala – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.
–A las comisiones de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral y de Control del Estado.

LXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 508)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Nº...: Prohíbase el nombramiento de familiares en la administración pública, siendo incompatibles las siguientes responsabilidades públicas con las relaciones familiares especificadas en cada caso:

a) Gobernador: No es compatible con padre, madre, cónyuge o concubino/a del padre o la madre, hermano/a, tío/a, hijo/a, cónyuge o concubino/a con hijo reconocido, primo/a en primer grado, sobrino/a en primer y segundo grado, cuñado/a o hermano de concubino/a con hijo reconocido o concubino/a del hermano/a con hijo reconocido, suegro/a o padre o madre de concubino/a con hijo reconocido, yerno, nuera, o concubino/a del hijo o hija con hijo reconocido en los cargos de Secretario, Subsecretario, Director, Presidente del Consejo General de Educación, Escribano Mayor de Gobierno, Fiscal de Estado, o Interventor designado por el Poder Ejecutivo en cualquiera de los Institutos Autárquicos de la Provincia, en el Poder Ejecutivo Provincial, Vicegobernador, Senador Provincial o Diputado Provincial en el Poder Legislativo Provincial, o Miembro del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia.

También será incompatible esta relación con cualquier integrante de organismos de control de Gobierno o integrantes del Consejo de la Magistratura.

En caso que resultara electo un Gobernador que esté relacionado por alguna de las formas familiares mencionadas con integrantes del Superior Tribunal de Justicia, el vocal en cuestión deberá tomar una licencia por el período que dure el mandato del Gobernador, teniendo derecho al 50% de los haberes en actividad, pudiendo ejercer en la actividad privada durante el tiempo que dure su licencia.

En caso que resultara electo un Gobernador que tuviera familiares de las relaciones familiares detalladas en calidad de trabajadores de Planta Permanente del Estado afectados a alguna repartición del Poder Ejecutivo, el o los trabajadores del Estado en cuestión pasarán a desempeñar funciones en la misma categoría y con responsabilidad afín en la órbita del Poder Legislativo.

b) Vicegobernador: Idem anterior y recíprocamente.

En caso que resultara electo un Vicegobernador que tuviera familiares de las relaciones familiares detalladas en calidad de trabajadores de Planta Permanente del Estado afectados a alguna repartición del Poder Legislativo, el o los trabajadores del Estado en cuestión pasarán a desempeñar funciones en la misma categoría y con responsabilidad afín en la órbita del Poder Ejecutivo.

c) Ministros de Estado: Idem anterior y recíprocamente.

Tampoco podrá nombrarse como funcionario en el área de su incumbencia a ningún familiar con las relaciones antedichas.

En caso de que al momento de su nombramiento hubiera en el área algún funcionario de carrera que responda a las relaciones familiares especificadas en este artículo, deberá ser transferido temporariamente a otra área de la función pública durante el tiempo que dure la gestión de su familiar.

d) Secretario de Estado: Idem anterior y recíprocamente.

e) Subsecretario de Estado: Idem anterior y recíprocamente.

f) Director de Estado: Idem anterior y recíprocamente.

g) Escribano Mayor de Gobierno: Idem anterior y recíprocamente.

h) Fiscal de Estado: Idem anterior y recíprocamente.

i) Presidente del Consejo General de Educación: Idem anterior y recíprocamente.

j) Senador Provincial: Idem anterior y recíprocamente.

Esta incompatibilidad con funcionarios del Poder Ejecutivo no se aplica a aquellos legisladores que fueran electos por una lista distinta a la del Gobernador.

De la misma manera la incompatibilidad se aplica entre Senadores Provinciales, debiendo resignar su titularidad aquel que hubiera obtenido un menor porcentaje de votos en su Departamento, siendo reemplazado automáticamente por quien fuera su suplente, excepto en los casos en los que fueran elegidos por listas distintas.

Tampoco podrá un legislador nombrar dentro de su oficina a familiares suyos de las relaciones incluidas en este listado.

k) Diputado Provincial: Idem anterior y recíprocamente.

Esta incompatibilidad con funcionarios del Poder Ejecutivo no se aplica a aquellos legisladores que fueran electos por una lista distinta a la del Gobernador.

De la misma manera, la incompatibilidad se aplica entre Diputados Provinciales, no pudiendo integrar una misma lista ciudadanos que estén relacionados familiarmente en cualquiera de los grados enunciados.

En caso de que ciudadanos relacionados familiarmente por alguna de las relaciones especificadas sean electos por listas distintas, no se aplicará incompatibilidad alguna.

Tampoco podrá un legislador nombrar dentro de su oficina a familiares suyos de las relaciones incluidas en este listado.

l) Todas las relaciones familiares descriptas en este listado se refieren a vínculos de carácter legal, natural y/o adoptivo, considerándose como relaciones políticas familiares estables que pueden afectar el desempeño en la función pública aquellas que fueron consolidadas por la existencia de descendencia, hayan sido legalizadas mediante matrimonio o no, considerándose que la descendencia fija los vínculos familiares más allá de las características legales, religiosas o morales que puedan caracterizar a los vínculos.

m) Son excepciones a este régimen de incompatibilidades las que se desarrollen entre poderes distintos del Estado, excepto las específicamente planteadas en el articulado anterior.

Tampoco existe incompatibilidad entre las relaciones familiares y funciones entre el Estado Provincial y cualquiera de los Estados Municipales de la Provincia, el Estado Nacional, y otros Estados Provinciales, Municipales, o Extranjeros.

Todas las incompatibilidades enunciadas en el presente Artículo son aplicables en forma recíproca al Régimen Municipal, incluyendo la relación entre Presidente Municipal y Presidente Municipal Suplente, Concejales, y Secretarios, Subsecretarios, Directores, Subdirectores, Coordinadores del Estado Municipal, y cualquier otra contratación de carácter político, así como las contrataciones del Estado.

Quedan exceptuadas de las incompatibilidades antedichas las relaciones familiares entre los funcionarios políticos electos o no de las Municipalidades con los trabajadores de Planta Permanente de los mismos Estados Municipales en que ejerzan sus funciones al momento de asumir la gestión.

ZABALA – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – GIANFELICI – SCHVARTZMAN.

FUNDAMENTOS

Aportes a la reforma constitucional entrerriana

Cláusula antinepotismo

El nepotismo –la inclusión de familiares cercanos en las estructuras de Gobierno- es considerado en general como uno de los vicios políticos más usuales.

La finalidad de las conductas nepóticas es la de garantizar solidaridades que pasen incluso por encima de la legalidad, ya que se parte del supuesto de que un familiar directo no va a involucrar en una denuncia a otro que vea cometiendo un ilícito, y por el tipo de solidaridad familiar, en aquellos casos en los que dos funcionarios deban firmar un pronunciamiento legal (por ejemplo, un decreto), la negativa de uno de ellos afecta directamente las relaciones familiares, coartando de esta manera la independencia de criterio y el control que los funcionarios realizan entre sí a la hora de tomar una decisión.

No son pocos los sistemas legales que reconocen el derecho de los familiares cercanos a no declarar en contra de los sospechosos de haber cometido algún delito, justamente porque se reconoce en la ley que las solidaridades familiares pueden dar lugar a conflictos de carácter emocional que dificultan llegar a la verdad.

Esta condición humana, y la necesidad de garantizar la transparencia en las acciones del Estado son las razones que nos llevan a realizar esta propuesta.

Es por esto que la sugerencia es establecer en la carta magna provincial una cláusula antinepotismo en el listado de incompatibilidades de las distintas responsabilidades políticas.

1- Listado de incompatibilidades sugeridas

Gobernador:

No es compatible con padre, madre, cónyuge o concubino/a del padre o la madre, hermano/a, tío/a, hijo/a, cónyuge o concubino/a con hijo reconocido, primo/a en primer grado, sobrino/a en primer y segundo grado, cuñado/a o hermano de concubino/a con hijo reconocido o concubino/a del hermano/a con hijo reconocido, suegro/a o padre o madre de concubino/a con hijo reconocido, yerno, nuera, o concubino/a del hijo o hija con hijo reconocido en los cargos de Secretario, Subsecretario, Director, Presidente del Consejo General de Educación, Escribano Mayor de Gobierno, Fiscal de Estado, o Interventor designado por el Poder Ejecutivo en cualquiera de los Institutos Autárquicos de la Provincia, en el Poder Ejecutivo Provincial, Vicegobernador, Senador Provincial o Diputado Provincial en el Poder Legislativo Provincial, o Miembro del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia.

También será incompatible esta relación con cualquier integrante de organismos de control de Gobierno o integrantes del Consejo de la Magistratura.

En caso que resultara electo un Gobernador que esté relacionado por alguna de las formas familiares mencionadas con integrantes del Superior Tribunal de Justicia, el vocal en cuestión deberá tomar una licencia por el período que dure el mandato del Gobernador, teniendo derecho al 50% de los haberes en actividad, pudiendo ejercer en la actividad privada durante el tiempo que dure su licencia.

Vicegobernador:

Idem anterior y recíprocamente.

Secretario de Estado:

Idem anterior y recíprocamente.

Tampoco podrá nombrarse como funcionario en el área de su incumbencia a ningún familiar con las relaciones antedichas.

En caso de que al momento de su nombramiento hubiera en el área algún funcionario de carrera que responda a las relaciones familiares especificadas en este artículo, deberá ser transferido temporariamente a otra área de la función pública durante el tiempo que dure la gestión de su familiar.

Subsecretario de Estado:

Idem anterior y recíprocamente.

Director de Estado:

Idem anterior y recíprocamente.

Escribano Mayor de Gobierno:

Idem anterior y recíprocamente.

Fiscal de Estado:

Idem anterior y recíprocamente.

Presidente del Consejo General de Educación:

Idem anterior y recíprocamente.

Senador Provincial:

Idem anterior y recíprocamente.

De la misma manera la incompatibilidad se aplica entre Senadores Provinciales, debiendo resignar su titularidad aquel que hubiera obtenido un menor porcentaje de votos.

Diputado Provincial:

Idem anterior y recíprocamente.

De la misma manera la incompatibilidad se aplica entre Diputados Provinciales, debiendo resignar su titularidad aquel que hubiera sido elegido por la lista que obtuviera menor cantidad de votos.

Se entiende que no podrán integrar la misma lista ciudadanos que estén relacionados familiarmente en cualquiera de los grados enunciados.

2- Provincia y Municipios

Todas estas incompatibilidades se aplican en forma paralela a los Presidentes Municipales, Presidentes Municipales Suplentes, Secretarios, Subsecretarios, Directores, Asesores Letrados, en los distintos Ejecutivos Municipales, y Concejales de los Concejos Deliberantes de la Provincia, en lo que refiere a cada Municipalidad, y deberán ser explicitadas en cada Carta Orgánica Municipal si la Carta Magna Provincial determina la creación de estas normas.

Todas las incompatibilidades comienzan a regir una vez aprobada su inclusión en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, por lo tanto quienes estén incluidos en las mismas deberán cesar en sus funciones, permaneciendo en ellas sólo los funcionarios de mayor jerarquía involucrados en las mismas.

3- Excepciones

Las incompatibilidades no se extienden del Gobierno Provincial a los Gobiernos Municipales ni entre los Gobiernos Municipales, pudiendo, a manera de ejemplos, ser Gobernador y Presidente Municipal hermanos entre sí, o Concejales de distintas localidades primos entre sí.

Las incompatibilidades no son aplicables para aquellas relaciones familiares que se desarrollen durante el cumplimento del mandato. A manera de ejemplo, si un diputado se casa con la hija del Gobernador, la incompatibilidad no será aplicable hasta el siguiente período electoral.

4- Especificaciones

A los efectos de dar claridad a las relaciones descriptas, procedemos a definirlas:

Padre: Legal, natural o adoptivo

Madre: Legal, natural o adoptiva

Cónyuge o concubino/a del padre o la madre: Legal, natural o adoptivo en los casos de matrimonios o concubinatos posteriores a la concepción, ya sea por separación, divorcio o viudez y conformación de una nueva pareja o núcleo familiar.

Hermano/a: Hijo de los mismos padres, de la misma madre o del mismo padre, acorde con la definición brindada en este listado.

Tío/a: Herman/a de padre o madre de acuerdo a las definiciones brindadas en este listado.

Hijo/a: Legal, natural o adoptivo/a

Cónyuge o concubino/a con hijo reconocido: El enunciado es la definición.

Primo/a en primer grado: Hijo/a de un tío/a, legal, natural o adoptivo.

Sobrino/a en primer y segundo grado: Hijo/a de un hermano/a y primo/a respectivamente.

Cuñado/a o hermano de concubino/a con hijo reconocido, o concubino/a del hermano/a con hijo reconocido: El enunciado es la definición

Suegro/a o padre o madre de concubino/a con hijo reconocido: Sea el cónyuge que determina la relación hijo/a legal, natural o adoptivo/a

Yerno, nuera, o concubino/a del hijo o hija con hijo reconocido: Sea el hijo que determina la relación legal, natural o adoptivo.

En el caso de las relaciones de carácter político, la incompatibilidad permanecerá aún habiéndose disuelto el vínculo que forjó la relación sólo en los casos en los que hubiera descendencia de la pareja. Caso contrario, no habrá incompatibilidad.

Gregorio D. Zabala – Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Darío R. Gianfelici – Américo Schvartzman.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 520)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo
: La reparación histórica de la Gesta de Malvinas es una causa nacional y en consecuencia provincial, irrenunciable e imprescriptible.

La Provincia ratifica la soberanía de la República Argentina sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur y los espacios aéreos, marítimos e insulares correspondientes, por ser parte integrante del Territorio Nacional y su reclamo permanente por la recuperación de dichos territorios; respetando el modo de vida de sus habitantes y conforme a los principios del Derecho Internacional.

Artículo
: La Provincia, en el ámbito de su competencia, promoverá políticas orientadas a la asistencia y protección de los Veteranos de la Guerra de Malvinas residentes en la Provincia. Las mismas serán abarcativas de los servicios o programas de salud, vivienda digna, educación, trabajo y del empleo público.

SALOMÓN

Conforme lo autoriza el art. 45 del Reglamento de H. Convención Constituyente de la Provincia, adiciono a continuación los fundamentos al “Proyecto de Reforma”, autorizado por la ley 9768.

FUNDAMENTOS

Con motivo de la reforma y actualización de nuestra Constitución, hoy tenemos la oportunidad histórica de dejar plasmada en su normativa una expresión imperecedera de nuestro sentimiento por aquella gesta; y de solidaridad permanente para los Veteranos de Guerra, que fueron a ofrecer sus vidas, por nosotros y el pueblo todo de la república, por la recuperación de esa porción insular de nuestro Territorio Nacional.

Nuestra Provincia, respondiendo al sentimiento unánime del pueblo, ha dictado las leyes 9193 y 9216 con beneficios restringidos para los Veteranos de Guerra, y que, indudablemente, no son suficientes respecto a lo que, con justicia, se han hecho acreedores.

El Centro de Veteranos de Guerra de Malvinas de Paraná, entidad civil sin fines de lucro, con Personería Jurídica, y domicilio en calle Montevideo 266 de esta ciudad, unidos en la recordación de aquella gesta, nos recuerdan permanentemente los derechos soberanos e irrenunciables sobre Malvinas; y a la protección que se han hecho acreedores los que intervinieron en aquella gesta patriótica.

Ello nos obliga a solidarizarnos con esa recordación y a la necesidad de incluir en nuestra Constitución las normativas que propiciamos.

Jorge Salomón

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 522)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Suprimir los incisos “a”, “b” y “c” del artículo 42 de la Constitución provincial.

Artículo 2°: Incorporar el texto que sigue como nuevo artículo:

“La Provincia reivindica su competencia en materia de policía de trabajo, vigila y controla el efectivo cumplimiento de la legislación laboral y las normas convencionales y sanciona su incumplimiento a través de la autoridad competente.
Propicia la solución de los conflictos laborales individuales y colectivos a través de la mediación, la conciliación y el arbitraje”.
Artículo 3°: Introducir como nuevo Inciso del Articulo 42 de La Constitución Provincial el siguiente texto:

INCISO   : “la negociación colectiva con los trabajadores del Estado“.

Artículo 4°: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Que el dictado de la legislación laboral de fondo constituye una facultad constitucionalmente delegada por las Provincias al Estado federal, ningún margen les queda a las primeras en el dictado de aquella y ello, no obstante, cualquier interpretación o discusión en contrario que pudo haberse originado en el pasado. Léase: las provincias no pueden dar normas que se refieran a la legislación de fondo, sea a través de su propia constitución o de leyes.

La permanencia en el texto de nuestra norma fundamental de cualquier normativa de fondo sobre la cuestión implica clara invasión de atribuciones que competen al Congreso Nacional, constituyendo hoy simples enunciados líricos y expresión de viejas disputas saldadas en torno a la distribución de competencias entre el estado nacional y los Estados locales.

Que la lucha de los trabajadores –sector que fuera tan desprotegido en tiempos remotos- ha triunfado. Los derechos de los trabajadores y su reglamentación se encuentran plasmados en la realidad argentina actual en abundante y rica legislación protectora de los mismos.

Sin embargo, la lucha por la aplicación practica de la citada legislación aún continua; sabido es que no basta con dictar normas protectoras de los trabajadores, pues las declaraciones normativas que carecen de aplicación fáctica no pasan de ser meras abstracciones vacías de contenido; es necesario asegurar su efectividad y es allí donde el papel asumido por los Estados locales es fundamental; a Ellos les concierne como responsabilidad primordial la de ser celosos y permanentes custodios del cumplimiento de las normas laborales a través de sus organismos competentes.

Que el ejercicio del poder de policía laboral compete a las Provincias, sea en el ámbito administrativo pues integra la órbita del derecho público no delegado por los Estados locales, sea en el jurisdiccional habida cuenta de que la aplicación de las normas es atribución de las Provincias –art. 75 inc. 12 C.N.; la Provincia de Entre Ríos así lo reclama, exige, reafirma, es decir, lo reivindica, tomando de esta manera partido por la idea de que la función de policía de trabajo es competencia provincial.

El estado provincial asume un compromiso en la lucha de los trabajadores: el compromiso de velar que sus derechos sean efectivizados en la realidad diaria y para ello se vale de todos los medios a su alcance a fin de lograr el citado fin: vigila y controla el real cumplimiento de las leyes laborales, y en su caso, sanciona su inobservancia.

Que el segundo párrafo del artículo proyectado responde a un deseo que se traduce en una tendencia, aspiración del estado provincial: el deseo de recurrir a medios alternativos más expeditos y pacíficos para la solución de los conflictos laborales.

Que como bien lo ha graficado el Dr. Antonio Vásquez Vialard “el conflicto laboral esta influido por el social y, a su vez, es su caja de resonancia”, la existencia de choques que separan al sector trabajador del empresario son claro reflejo de conflictos latentes y patentes existentes en el seno de la sociedad. La solución de los mismos es, pues, un problema que no solo atañe a las partes directamente involucradas, sino también a la sociedad en su conjunto.

El estado patrocina la solución pacifica de los conflictos a través de mecanismos que ofrecen una mayor celeridad y conveniencia no solo para los directamente involucrados sino, reitero, para la sociedad toda.

Mayor celeridad, posibilidad de avenimiento de las partes a través de soluciones amistosas y de mutua comprensión basadas en un arreglo razonable, necesidad de brindar solución a cuestiones que son primordiales para las necesidades básicas de los trabajadores, son algunas de las causas que marcan las ventajas del recurso a estos mecanismos alternativos.Que la incorporación del inciso respecto a la negociación colectiva con los trabajadores del Estado propiciada tiene por fin plasmar en el texto de nuestra carta magna la posición ya ha asumida por el estado entrerriano en su rol de empleador, cual es, la que considera que el empleado publico debe ser concebido, ante todo, como un “sujeto social” inserto en una relación de trabajo subordinada, cuya prestación consiste en el cumplimiento de una función de gran valor social y a quien se le plantea los mismos problemas en cuanto a remuneración, descanso, condiciones de trabajo, etc que los que se les presenta a cualquier trabajador que se encuentra al servicio de un empleador privado.

Es así que el estado en cumplimiento de los deberes que le son impuestos por el sistema de relaciones laborales basado en principios democráticos y en el respeto de la libertad sindical, ha reconocido a sus trabajadores la participación en la determinación de sus condiciones de trabajo; así lo prevé y reglamenta expresamente la ley marco nº 9755 de regulación del empleo publico en la provincia y su modificatoria la ley nº 9811.

Lo que se procura con la incorporación propiciada es elevar a rango constitucional a este valioso derecho de los trabajadores, tomando postura por la idea de que la negociación colectiva de trabajo es un derecho del y de todo trabajador genéricamente considerado.

Joge P. Busti

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 523)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el artículo que sigue:

“DERECHO AL AGUA

ARTÍCULO…: Todos los habitantes de la Provincia de Entre Ríos gozan del derecho de acceso al agua potable.

El Estado provincial y los municipios tienen, en forma concurrente, el deber de adoptar medidas tendientes a asegurar la plena efectividad de este derecho.

El derecho de acceso al agua potable es exigible por cualquier ciudadano, mediante acción de amparo dirigida a hacer valer este derecho humano básico. Los Tribunales del Justicia, al resolver, deberán ante todo procurar el acceso efectivo al agua potable del ciudadano o grupo social que reclame su vigencia.

El agua es un bien público esencial para la vida, la salud y el desarrollo integral de las personal, y un recurso natural limitado que debe ser preservado y saneado por el Estado.

En el territorio de la Provincia de Entre Ríos sólo pueden ser sujetos prestadores del servicio público de suministro de agua potable, en forma individual o conjunta, el Estado nacional; el Estado de la provincia de Entre Ríos; los municipios de la provincia de Entre Ríos; los entes estatales autárquicos y descentralizados; las empresas y sociedades del Estado; y las sociedades anónimas en las cuales el capital social esté íntegramente suscripto por el Estado.

El servicio de agua potable debe prestarse en forma tal que se garantice a todas las personas, sin discriminación, la disponibilidad continua y regular de agua suficiente, accesible y salubre para el uso personal y doméstico.”

Artículo 2°: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Somos conscientes de la impronta innovadora que tiene la inclusión de una cláusula que le de rango constitucional de un modo operativo al derecho de acceso al agua potable. En efecto, si analizamos el derecho fundamental comparado, nos encontramos, en el nivel público provincial, que solamente Córdoba tiene una muy escueta referencia a esta problemática social, cuando prescribe de modo programático que “… El agua es materia de especial protección para la Provincia…” A su vez, la Constitución de Sud África establece que “Todos tienen derecho a acceder a suficiente agua y comida”.1

Fue, aquí también, el derecho internacional de los derechos humanos y la legalidad supranacional la que produjo el avance decisivo en la materia. El documento clave a tal fin fue la Observación General Nº 15 del año 2.002 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, dependiente del Consejo Económico y Social de Naciones Unidas.

Como es sabido, a través de este tipo de instrumentos se tratan y analizan las “cuestiones sustantivas que se plantean en la aplicación del Pacto Internacional de derechos económicos, sociales y culturales”. Si bien este instrumento normativo internacional no alude en forma expresa al derecho al agua, la ONU entendió que el mismo estaba implícito en su artículo 11º y 12º, puesto que aparece íntimamente vinculado con el derecho a un nivel de vida adecuado y el derecho a la salud. Vale recordar que el Comité es el organismo encargado de interpretar el Pacto, tarea que cumple precisamente a través de las Observaciones Generales.

Dicho lo anterior, es indudable que el reconocimiento en nuestra Carta Magna provincial de un derecho de acceso al agua potable obedece a una racionalidad política profundamente democratizadora en la medida que propende a la inclusión social. Su fuente normativa es, como se dijo, la legalidad supranacional y el derecho internacional de los derechos humanos.

Un somero análisis de la redacción del artículo nos muestra que la disposición normativa reconoce a favor de los individuos el derecho de acceso al agua potable en forma universal, y correlativamente el deber del Estado de adoptar medidas en tal sentido. A mayor abundamiento, y a los efectos de no dejar librada la cuestión a la interpretación de los Jueces y darle plena y rápida operatividad al derecho, se establece a la acción de amparo como la vía judicial idónea para procurar la efectividad del derecho. Bien entendido esto: no se trata de utilizar al amparo como el recurso para solucionar cualquier defecto en la prestación del servicio, sino que es el medio para hacer efectivo el acceso al agua potable en aquellos lugares y grupos sociales (que suelen ser los más vulnerables) que no disponen de este recurso indispensable para la vida y la salud.

Se define por otra parte al agua como un bien público, y al derecho al agua como un derecho humano. Queda claro que no es un bien sometido a la lógica del mercado. Por ello no se admite la prestación del servicio público de suministro de agua potable por parte de sujetos y capitales privados. Finalmente, se establecen los presupuestos mínimos a atender en la prestación del servicio, conforme a los parámetros sugeridos por la Observación General Nº 15.

Sres. Convencionales electos: es mi profunda convicción que nos debemos colocar en este tema capital a la vanguardia del Poder Constituyente, en beneficio de los sectores más vulnerables de la población, brindándoles las herramientas que le permitan reclamar con eficacia al Estado el acceso efectivo al agua potable. Estoy convencido también, y así lo he declarado en la arena pública en numerosas oportunidades, de que es necesario cerrar el hiato entre lo que los sociólogos del derecho denominan “la ley en los libros” y “la ley en los hechos”, si no queremos asistir a la pérdida de confianza de la población en las instituciones jurídicas.

Por las razones expuestas es que considero apropiado que se incluya en nuestra ley fundamental provincial la cláusula constitucional bajo análisis, como un nuevo derecho humano básico de los habitantes de Entre Ríos.

1 Las referencias al derecho comparado interno y de otros países han sido tomadas del excelente artículo publicado por Juan Miguel Picolotti, ‘Agua y Derechos Humanos’, en la obra “Derechos Humanos. Legalidad y Jurisdicción supranacional”, dirigida por Juan Carlos Vega, ed. Mediterránea, Córdoba, 2.006.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte Nro. 524)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese al artículo 25 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

ARTÍCULO:

El afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones, tendrán legitimación para obtener de las autoridades la protección contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

INTRODUCCIÓN

La reforma de la Constitución Nacional de año 1994, incorporó a su texto el amparo colectivo en el segundo párrafo del art. 43. De este modo la norma establece que: “podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen el ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de organización”.

Intereses difuso o derecho de incidencia colectiva:

En nuestro derecho se entiende que los intereses difusos son aquellos que pertenecen idénticamente a una pluralidad de sujetos, en cuanto a integrantes de grupos, clases o categorías de personas, ligadas en virtud de la pretensión de goce, por parte de cada una de ellas, de una misma prerrogativa. En tal sentido, la satisfacción del fragmento o la porción de interés que atañe a cada individuo, se extiende por naturaleza a todos; del mismo modo que la lesión a cada uno afecta simultánea y globalmente, a los integrantes del conjunto comunitario.

Por su parte, los intereses colectivos, encuentran un punto subjetivo de contacto que radica en las llamadas formaciones sociales o cuerpos intermedios, porque tienen un portavoz. No son un grupo ocasional, sino más bien un grupo individualizable como componente sociológico dentro de la colectividad general.

Podría afirmarse que los intereses difusos se traducen en colectivos, a través de un proceso de sectorialización y especificación.

Diversas denominaciones posee el vocablo “intereses difusos”, así, “de clase”, “categoría”, “difundidos o propagados”, “profesionales”, “supraindividuales”, “sin estructura”, “intereses indivisibles”, “asociativos”, “indiferenciados”, entre otros.

La Doctrina ha vislumbrado en nuestra constitución nacional –a partir del la reforma de 1994- tres clases de derechos con base en la ley Suprema:

1) Los derechos individuales.

2) Los derechos colectivos corporativos.

3) Los derechos de incidencia colectiva.

En lo que nos interesa destacar, los derechos colectivos corporativos, son los derechos de clase o en cabeza de un sujeto de derecho colectivo, constituido mediante norma estatutaria social, inscripta por un Registro Público, autorizado por el Estado. En general se trata de asociaciones profesionales.

Por último, los intereses difusos, comunitarios, generales, de grupo, etc., constituyen el tercer segmento de derechos.

Los nuevos derechos que menciona nuestra Constitución Nacional en el art. 43, 2º párrafo, al instituir un tipo de amparo, denominado “colectivo” son los que considera “especies” de esta “familia” de derechos: derechos del usuario, y del consumidor, derecho contra la discriminación social, derecho a la libre competencia y el derecho ambiental.

Algunas características que presentan estos intereses son:

a) Alcance colectivo.

b) Defensa común.

c) Debilidad de los instrumentos procesales de acceso a la justicia.

Estos intereses difusos o colectivos, comprenden una amplia gama de derechos vitales, que hacen a la calidad de vida, preservación del medio, tutela de la fauna, defensa de los derechos del consumidor, protección de bienes históricos, entre otros, que no reposan en el exclusivo patrimonio de una persona singular, pues comprometen la suerte y el destino de un grupo, medio o colectividad.

La doctrina en base a estas consideraciones sostiene que el art. 43 brinda el amparo de los intereses difusos, bajo la calificación de “derechos de incidencia colectiva en general”, legitimando al afectado, al Defensor del Pueblo y a las asociaciones que propendan a esos fines.

En la misma línea, la Constitución de la Provincia de Buenos Aires ampara el ejercicio de los derechos constitucionales y difusos.

Como bien se ha dicho en esta materia nos encontramos ante derechos extremadamente jóvenes, muy dinámicos y cambiantes, en pleno desarrollo. Son derechos de las generaciones actuales pero asimismo de las generaciones futuras.

Las bases se arraigan en ideas de o valores, de paz, cooperación y solidaridad. Aquí radica la importancia de incorporar estos derechos que son derechos humanos, básicos, esenciales, de tercera generación –en estos se engloban el derecho a la paz, a la cultura, a un medioambiente sano, a la comunicación e información, entre otros.

La abertura constitucional en relación a la protección de los conflictos que involucren masas impone y hace necesario la implementación de carriles procedimentales superadores del clásico modelo de proceso individual.

Los derechos de incidencia colectiva imponen al operador el desafío de ejecutar con cierta elasticidad soluciones urgentes, anticipatorias, expeditas, rápidas y colectivas.

Bregamos por la incorporación de los intereses difusos y colectivos a la Carta Magna Provincial, para dar respuesta a las cuestiones que son de todos y de nadie en particular, que comprometen la dignidad de la vida, dando llegada al decir de un sector de la doctrina a una “nueva cultura jurídica”, en estos tiempos de cambio que transitamos y que se proyectan hacia el futuro con un nuevo rostro del interés público, más participativo, social, transparente, y democrático, con herramientas jurídicas insoslayables –como las aquí propiciadas- por el Derecho Procesal Constitucional.

FUNDAMENTOS

La tipología esta dada por la ley de reforma en su art. 1º, inc. 16 que habilita a incorporar el reconocimiento de intereses difusos y colectivos y su tutela a través de acciones judiciales específicas.

Amén de la introducción esbozada, nos adentramos en los fundamentos dejando en claro, de antemano, la complejidad que presenta legislar estos derechos, sobre todo en lo referido a su posterior reglamentación, teniendo en miras la revolución que para el derecho procesal implica esta categoría y que obliga a esta disciplina a reformular esquemas clásicos referidos a la iniciación, desarrollo, finalización y consecuentes efectos que produce el proceso en este marco.

Ya se ha hecho referencia a la regulación del amparo colectivo en la Constitución Nacional, por su parte, en el orden provincial puede traerse a colación lo regulado en la Constitución de la Provincia de Córdoba, que en su art. 53 bajo la denominación de “Protección de intereses difusos” establece: “La ley garantiza a toda persona, sin perjuicio de la responsabilidad del Estado, la legitimación para obtener de las autoridades la protección de los intereses difusos, ecológicos o de cualquier índole, reconocidos en esta Constitución

Por su parte la Provincia de San Juan, imprime el reconocimiento de los intereses difusos y colectivos en el marco del art. 40, al regular el amparo y su redacción es muy similar al texto Nacional.

A los fines de proponer la presente incorporación a nuestra Constitución Provincial, se tuvo en cuenta el art. 4 de la ley de reforma –referente a la competencia de la Convención Constituyente- que en el inciso 1 establece la prohibición de reformar o modificar los principios, declaraciones derechos y garantías contenidos en los artículos “…25...” de la Constitución vigente.

En la Constitución Nacional, la incorporación de los intereses difusos y colectivos –al igual que en el texto de la constitución de la Provincia de San Juan-, se inserta en la normativa que regula el amparo.

Conforme a ello, nuestra propuesta es incorporar al artículo 25, los derechos de tercera generación ampliando así las declaraciones y garantías ya habidas. Asimismo, con la nueva incorporación, y en base a las “acciones judiciales específicas” que la ley de reforma habilita sostenemos una redacción que deja abierta la posibilidad de accionar por medio de distintas vías procesales –la reglamentación las determinará, no sujetando de antemano al legitimado a un carril procesal específico-.

La norma luego describe quienes se hallan legitimados para ejercer la defensa de los derechos enumerados.

En lo referido al “afectado”, debe remarcarse que en el Dictamen de la Comisión de Redacción, el despacho de la mayoría de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías no incluyó, originariamente, al afectado como sujeto legitimado, inclusión que se obtuvo en base a la insistencia de varios convencionales.

El alcance que debe imprimirse al “afectado” dio lugar a un amplio debate.

Adoptando una postura que mantenga en pie la operatividad de las garantías constitucionales –de gran amplitud que otorga el sistema de la república democrática- entendemos que el afectado es el sujeto que aún sin padecer un daño concreto, es tocado, interesado, vinculado por los efectos del acto u omisión lesivos. Si bien se encuentra legitimado en forma individual, está con muchos otros afectado en la misma situación –a diferencia de quién sufre una lesión en sus derechos subjetivos y posee la facultad de interponer un amparo individual. Se deberán establecer las consecuencias colectivas del accionar del primero, vía reglamentación.

Doctrina de raigambre, trae a colación –en apoyo de esta tesitura- lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en “Ekmekdjian c. Sofovich”, donde nuestro Máximo Tribunal sostuvo que el derecho a réplica alcanzaba al conjunto de quienes pudieron sentirse ofendidos con igual intensidad por el mismo agravio, a fin de evitar que el derecho reconocido se convirtiera en un multiplicador de respuestas interminables. Se adjudicó al amparista una especie de representación del grupo afectado –católicos heridos en sus sentimientos religiosos-.

Junto con el “afectado” comparten la legitimación activa, el Defensor del Pueblo y las asociaciones.

El Defensor del Pueblo puede demandar en tutela de los derechos colectivos enumerados en el artículo.

Las asociaciones pueden demandar en representación de los derechos que le atañen a un sector o agrupación social.

Sentado lo anterior creemos de importancia que la redacción garantice expresamente la legitimación de los sujetos mencionados, toda vez que la jurisprudencia a vacilado en los alcances de la misma, siendo la tendencia actual la amplitud de la legitimación ante estos supuestos. De este modo la redacción enfatiza la legitimación conferida asegurando que los derechos y garantías establecidas por la Constitución no se tornen inoperables.

En lo atinente la enumeración que prosigue, creemos que la misma –esquema de la Constitución Nacional- es adecuada, como sostuviéramos en la introducción, la enumeración propuesta menciona “especies” de esta “familia” de derechos: derechos del usuario, y del consumidor, derecho contra la discriminación social, derecho a la libre competencia y el derecho ambiental. La norma finaliza aludiendo a los “…derechos de incidencia colectiva en general”. La redacción deja abierta la posibilidad de incluir en el término las diversas manifestaciones que van surgiendo y se enrolan en esta categoría de derechos.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 525)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: incorpórese el artículo que sigue, todo conforme el siguiente texto:

“La enmienda o reforma de un artículo podrá ser declarada y sancionada por el voto de los dos tercios del número total de los miembros de cada Cámara y será aprobada por Consulta Popular obligatoria y vinculante que tendrá lugar en oportunidad de la primera elección que se realice, en cuyo caso la enmienda o reforma quedará incorporada al texto constitucional.

Reformas o enmiendas de esta naturaleza no podrán llevarse a cabo sino con intervalos de dos años por lo menos”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS
La Ley de necesidad y declaración de la reforma, art.1 inciso 47º, habilita establecer el sistema de enmienda de un solo artículo de la Constitución a través de una Ley Especial, con mayoría calificada y la ratificación popular a través de una consulta popular obligatoria y vinculante, estableciendo también expresamente cuales serían las materias no susceptibles de reforma por este sistema.

Claramente la Ley marco para la reforma, siendo la convención un poder constituyente derivado, sujeto a reglas preexistente (mecanismo de reforma previsto), delimita y precisa el sistema de enmienda constitucional, sujetándolo a la necesidad de una ley especial con mayoría califica con necesaria ratificación popular a través de una consulta popular obligatoria en su convocatoria y vinculante en su resultado.

“La Convención Constituyente no podrá, bajo pena de nulidad absoluta y de acuerdo a lo previsto en el artículo 218 de la Constitución Provincial, apartarse de la competencia establecida en la presente Ley. Su tarea no podrá versar sobre otros artículos, puntos o materias distintos de los expresamente habilitados en esta norma, por lo que la omisión de mención de algún artículo o materia de la Constitución vigente no importará su habilitación para su tratamiento” (conforme artículo 4º de la Ley 9.768).

A los fines de comprender el sistema de enmienda es necesario explicar brevemente la clasificación de las Constituciones en rígidas, flexibles y pétreas. La principal diferencia reside en el mayor o menor grado de dificultad para proceder a su reforma.

Constituciones rígidas son aquellas en las cuales está claramente expresada la distinción entre el poder constituyente y los poderes constituidos. Su reforma solamente puede concretarse por obra de un órgano extraordinario y diferente al que tiene a su cargo el ejercicio de la función legislativa ordinaria, o mediante un procedimiento distinto y más complejo que el empleado por el órgano legislativo para la sanción de la legislación ordinaria.

Constituciones flexibles son aquellas donde no aparece expresada la distinción entre el poder constituyente y los poderes constituidos. Los poderes se confunden en la práctica jurídica. La reforma es realizada por el órgano legislativo ordinario, aplicando los mismos procedimientos y formalidades que para la sanción de leyes ordinarias. Esto no significa que todas las normas tengan rango constitucional y supremo, sino solamente aquellas que reciban esa calidad del órgano legislador.

Las constituciones pétreas son aquellas cuyas disposiciones no pueden ser reformadas jurídicamente, pudiendo la petrificación ser absoluta (imposibilidad de reforma en todo o parte, lo que actualmente es inexistente), relativa (solo reformable en parte) o temporal (reformable luego de un determinado lapso de tiempo).

La Constitución de Entre Ríos es rígida por expresa disposición del art. 216. De incluirse la enmienda constitucional de un solo artículo se estaría dando una cierta flexibilización, por lo que se crearía un sistema mixto (rígida-flexible)

El mecanismo que introducimos permitiría que la Constitución, a través del dinamismo propio de la vida actual, acompañe los cambios que se produzcan, sea mediante inclusiones, adiciones, actualizaciones, reformas. Sin embargo, asimismo prevemos la excepcionalidad de este mecanismo de reforma, limitándolo en la cantidad (un solo artículo por vez), exigiendo mayorías calificadas y la ratificación popular, y limitándolo en el tiempo (cada dos años por lo menos).

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 526)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese al artículo 25 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

ARTÍCULO:

“Hábeas Data: Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos o privados destinados a proveer informes, y en caso de error, omisión, falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No puede afectarse el secreto de la fuente de información periodística”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Introduciéndonos en un concepto de “Habeas Data” decimos que el mismo es un instituto con identidad propia, siendo su recepción constitucional de avanzada entre los países legislativamente más actualizados en la materia.

Importante es destacar que el mismo participa de las características del amparo, no obstante ser un amparo “especializado”: dicha especialidad surge tanto del derecho que es objeto de su protección, como asimismo de los requisitos de su procedencia y también de su procedimiento.

La citada especialidad del instituto impide considerarlo como una acción subsidiaria, lo que conlleva que para su procedencia no se requiera que quien haya registrado los datos objetos de transmisión o tratamiento, haya obrado con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, puesto que basta que el dato sea erróneo para que la acción quede expedita.

Asimismo, tampoco es menester el agotamiento de la instancia administrativa previa.

En prieta síntesis, la mecánica del instituto protege los derechos de las personas a conocer sus datos y eventualmente a solicitar medidas sobre el registro que de ellos su hubieren efectuado, en bancos públicos o privados proveedores de informes.

Nuestra Carta Magna Nacional otorga esta protección tanto a personas físicas como jurídicas. Cabe destacar que reconocida doctrina entiende que las personas por nacer resultan comprendidas en el concepto de personas físicas a los efectos de la citada protección, con fundamento en los Tratados con jerarquía constitucional previstos en el art. 75 inc. 22.

Una temática en derredor de este instituto es la referida a los medios de comunicación social. Así, los convencionales constituyentes de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, protegieron especialmente las fuentes de información periodística. Ello es así toda vez que no puede conocerse por la vía del Habeas Data dichas fuentes.

En este orden de ideas, la preservación de las fuentes de información periodística conlleva el descubrimiento de la verdad a través de la libre circulación de las noticias recabadas. Uno de los pilares de la democracia se asienta en el descubrimiento de la verdad de los hechos, posibilitando la investigación de los delitos y el control del gobierno.

La doctrina de raigambre ha enfatizado en relación a este instituto que no se trata de un fuero personal “para los periodistas”, sino que, más bien, constituye un medio razonable de no entorpecer la función que ellos cumplen.

En relación a los derechos tutelas por esta vía, puede afirmarse que una nómina de los mismos resulta prácticamente inacabable, atento la multiplicidad de derechos que pueden resultar violentados por la vía de los registro de datos o informaciones.

Es menester incorporar a nuestra Carta Magna Provincial este instituto, cuya utilidad práctica en los tiempos que corren es innegable y se constituye en una exigencia de las democracias modernas.

En este sentido, la Constitución de la Provincia de Corrientes lo incorporó en su artículo 68, la de la Provincia de Córdoba en su artículo 50, entre otras.

La propuesta aquí sustentada, se basa en la estructura del texto constitucional nacional, el cual no ha sido objeto de mayores críticas por parte de la doctrina, lo que destaca su bondad.

No obstante, creemos acertado incorporar expresamente la nominación de esta garantía en el texto constitucional, bajo el rótulo “Hábeas Data”.

Asimismo, consideramos pertinente ampliar los supuestos de hechos objeto de tutela y, a tal efecto, postulamos la incorporación de los casos de “error” y “omisión”, con los cuales se da más “elasticidad” a la norma.

Finalmente, remarcamos la importancia de mantener la protección del secreto de la fuente de información periodística, en consideración a la función que el periodismo cumple en las democracias modernas.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 531)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a una nueva sección de derechos y garantías de la Constitución de Entre Ríos los siguientes artículos:

De la Familia

Articulo
: Todas las personas tienen derecho a fundar una familia, de elegir libremente su estado de vida, y a contraer matrimonio, si tienen edad para ello.

Artículo
: La Familia es la célula básica, primaria y fundamental de la sociedad, establecida, organizada y proyectada a través del afecto, goza de las condiciones económicas, culturales, jurídicas, sociales y de los servicios esenciales y necesarios para su desarrollo, afianzamiento y protección integral. El Estado Provincial debe establecer y ejecutar políticas que faciliten, propendan y protejan su constitución, promoción y cumplimiento de sus fines, incluyendo el derecho al acceso y preservación de la vivienda única como institución social. Debe promover la asistencia familiar en lo que respecta a la vivienda, el empleo, el crédito y la cobertura social.

Artículo
: El Estado Provincial deberá promover medidas que hagan posible la formación de un patrimonio familiar; establecer el bien de familia como institución social, cuyo régimen será determinado por ley, sobre la base de la inembargabilidad de la vivienda familiar única, sus muebles y los demás elementos necesarios para el trabajo intelectual o manual; permitir a la familia, a través de su legislación, medios o instituciones, la educación de sus hijos; preservar la estabilidad del vinculo afectivo familiar y su intimidad; desarrollar, en coordinación con la Nación, los Municipios y las Organizaciones intermedias, campañas de información general y de asistencia familiar, proveyendo los recursos necesarios para la investigación, prevención y atención de las adicciones perjudiciales para la salud, como asimismo para el tratamiento, recuperación e inserción social de los afectados.

Artículo
: Los padres deben prestar asistencia de todo orden a sus hijos durante la minoría de edad y en los demás casos que legalmente procedan.

La maternidad y la infancia tendrán derecho a la protección especial y prioritaria del Estado.

La Familia tiene el derecho y la obligación de proteger al niño en forma integral, especialmente, con respecto a la educación, salud y todo aspecto vinculado a su crecimiento y desarrollo. El Estado amparará, especialmente, al desprotegido y carenciado.

Todos los derechos, obligaciones y deberes familiares son compartidos por ambos padres y, subsidiariamente, por el Estado.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

De la Familia

El presente proyecto de reforma de la constitución provincial se encuentra habilitado por la Ley 9.768, artículo 1º, apartado 21.

Con la reforma de nuestra Carta Magna Nacional en 1994 y con la incorporación a la misma de los tratados internacionales, la inclusión de la Familia en el texto constitucional resulta cada vez más importante.

Al referirnos al término Familia no estamos hablando de modelo de familia, es decir, de la familia fundada en el Matrimonio, que si bien es el prototipo ideal, no es el único. Este proyecto da cuenta de esta realidad e intenta protegerlos firmemente.

Las amenazas a la supervivencia, la cultura de la muerte, la violencia, la desprotección, la pobreza, el subdesarrollo, el desempleo, las migraciones, los nuevos paradigmas sociales, etc., hacen que sea necesario incluir a la vida familiar, en todos sus aspectos, en el amparo que el ordenamiento jurídico otorga. Dicho amparo solo se puede afrontar con éxito desde una concepción de derechos humanos que se desplieguen a través de la familia, transformando la sociedad que en ella y por ella se genera.

La familia es el lugar por excelencia, el más propicio e irremplazable para el reconocimiento, formación y desarrollo de la persona humana en su camino hacia la plena dignidad y felicidad. En ella damos los primeros pasos del desarrollo humano. Es donde comienza el proceso de educación, formación y la promoción del ser humano. El sujeto que no recibe esta primera promoción familiar queda muy debilitado y/o impedido para lograr la plenitud de su ser.

Esta por su misma naturaleza, sujeto de derechos, el elemento fundacional de la sociedad humana y la fuerza más necesaria para el pleno desarrollo de la persona humana.

El Estado debe ser el que defienda la soberanía familiar, pues esta es el núcleo fundamental de nuestra comunidad.

Todas las familias tienen derecho a medidas de seguridad social que tengan presentes sus necesidades, especialmente en caso de muerte prematura o de abandono o de accidente, enfermedad o invalidez, o de desempleo de uno o ambos padres, o en cualquier caso en que la familia tenga soportar cargas extraordinarias a favor de sus miembros por razones de ancianidad, impedimentos físicos o psíquicos, o por la educación de los hijos.

Tienen derecho condiciones económicas que les aseguren un nivel de vida apropiado a su dignidad y a su pleno desarrollo.

Derecho a que la organización del trabajo permita a sus miembros vivir juntos, y que el orden social y económico  no sea obstáculo para la unidad, bienestar, salud y estabilidad de la familia.

Los derechos de la persona, aunque expresados como derechos del individuo, tienen una dimensión fundamentalmente social que halla su expresión más innata y vital en la familia.

La Familia, sociedad natural, existe antes que el Estado o cualquier otra comunidad, y posee derechos propios que son inalienables.

La familia constituye, más que una unidad jurídica, social y económica, una comunidad de amor y de solidaridad, insustituible para la enseñanza y transmisión de los valores morales, culturales, éticos, sociales, espirituales y religiosos, esenciales para el desarrollo y bienestar de sus propios miembros y de la sociedad.

La familia es el lugar donde se encuentran diferentes generaciones y donde se ayudan mutuamente a crecer en sabiduría humana y a armonizar los derechos individuales con las demás exigencias de la vida social.

La familia y la sociedad, vinculadas mutuamente por lazos vitales y orgánicos, tienen una función complementaria en la defensa y promoción del bien de la humanidad y de cada persona.

La sociedad, y de modo particular el Estado y las Organizaciones Internacionales, deben proteger la familia con medidas de carácter político, económico, social y jurídico, que contribuyan a consolidar la unidad y la estabilidad de la misma para que pueda cumplir su función específica.

Los derechos, las necesidades fundamentales, el bienestar y los valores de la familia, por más que se han ido salvaguardando progresivamente, en muchos casos, con frecuencia son ignorados y no raras veces minados por leyes, instituciones y programas socio-económicos, sin priorizar a la familia.

Muchas familias se ven obligadas a vivir en situaciones de pobreza que les impiden cumplir su propia misión con dignidad y equidad social.

En Derecho Público Internacional la familia ha sido plenamente reconocida y protegida:

La Convención Americana de Derecho Humanos (1966) en los artículos 17.4 establece: Los Estados partes deben tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo. En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos, sobre la base única del interés y conveniencia de ellos. Y el 17.5 dispone: La ley debe reconocer iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo.

La Declaración Universal de Derechos Humanos (1948) en los artículos 16 establece:

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivo de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.

2. Sólo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá contraerse el matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado.

Y en el artículo 25 dispone:

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966), dispone “Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a fundar una familia si tienen edad para ello.”

La Constitución Nacional de 1949, precursora en lo que a justicia social se refiere, también incluyó la protección integral de la familia en su artículo 37, disponía: Declárense los siguientes derechos especiales:

II. De la familia 

La familia, como núcleo primario y fundamental de la sociedad, será objeto de preferente protección por parte del Estado, el que reconoce sus derechos en lo que respecta a su constitución, defensa y cumplimento de sus fines.

1. El Estado protege el matrimonio, garantiza la igualdad jurídica de los cónyuges y la patria potestad.

2. El Estado protegerá la unidad económica familiar, de conformidad con lo que una ley especial establezca.

3. El Estado garantiza el bien de la familia conforme a lo que una ley especial determine.

4. La atención y asistencia de la madre y del niño gozarán de la especial y privilegiada consideración del Estado.

Lo antedicho denota la importancia de la Familia y la necesaria protección que esta requiere por parte del Estado y de la Sociedad, hay que empezar a revalorizar a la familia como la raíz de una sociedad entera, dejar sentada su amparo pleno en lo moral, en lo social, en lo educativo, en lo cultural, en lo político y en lo económico, evitando su desmembramiento.

Como decía la Madre Teresa de Calcuta: “La paz y la guerra empiezan en el hogar. Si de verdad queremos que haya paz en el mundo, empecemos por amarnos unos a otros en el seno de nuestras propias familias. Si queremos sembrar alegría en derredor nuestro precisamos que toda la familia viva feliz.”

Por lo precedentemente expuesto solicito a la Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos sancione el presente proyecto de reforma de la Constitución.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 532)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la una nueva sección de derechos y garantías de la Constitución de Entre Ríos los siguientes artículos:

De la Niñez

Artículo
: Los niños tienen derecho a vivir, crecer y desarrollarse en forma integral, a la identidad y a la identificación, a recibir una nutrición y salud adecuadas, a la educación desde el preescolar hasta completar el secundario, a la recreación, a no ser discriminados y todos los demás derechos y garantías reconocidos en ésta Constitución, la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales y las leyes. Los derechos reconocidos están sustentados en el principio del interés superior del niño. Es deber de la Familia asegurar prioritariamente su protección. En caso de desamparo, corresponde al Estado provincial proveer dicha protección, ya sea en hogares adoptivos o sustitutos o en hogares con personal especializado.

Artículo
: El Estado legisla, promueve y ejecuta medidas de acción positiva que tienen por objeto esencial la prevención, detección temprana y amparo de las situaciones de amenaza o violación de los principios, derechos y garantías del niño, especialmente de los que se encuentren en situación de riesgo. Debe remover los obstáculos de cualquier orden que limiten la efectiva y plena realización de sus derechos. Debe desarrollar acciones específicas en los casos de niñez sometida a cualquier forma de discriminación, ejercicio abusivo de autoridad familiar, segregación de su familia o de su medio social inmediato.

El Estado Provincial ejecutará políticas tendientes a prevenir y sancionar cualquier forma de mortificación, tráfico o explotación que sufrieren los niños.

Artículo
: El Estado garantiza a los niños en cualquier procedimiento  judicial o administrativo que los afecte, los siguientes derechos y garantías: a ser oídos por la autoridad competente, a que su opinión sea tomada en cuenta al momento de arribar a una decisión que los afecte y a ser asistidos por un letrado preferentemente especializado en minoridad en todo el procedimiento.

Articulo
: El Estado deberá implementar un sistema único de control estadístico, informático y/o banco de datos, para una efectiva evaluación y seguimiento de los programas de prevención y asistencia de los menores bajo su tutela evitando superposición de los beneficios sociales de protección integral.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

“De la Niñez”

A la Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos:

El presente proyecto se encuentra habilitado por la Ley 9.768 artículo 1º apartado 20.

Los niños son sujetos plenos de derechos y, por lo tanto, deben ser amparados. Las familias, el Estado y la Sociedad deben asegurar, con prioridad absoluta, su protección integral, para lo cual hay que tener en cuenta el principio de interés superior del niño, establecido por la Convención de los Derechos del Niño.

El resguardo que hoy en día se les proporciona a los niños es insuficiente frente al creciente desamparo en que los colocan las condiciones de vida, el abandono al que se ven sometidos o porque sus padres no pueden o no cubren sus necesidades, son expuestos a agresiones, discriminaciones y maltratos de toda clase. Como queda claramente expuesto los problemas a los que se ven sometidos son incontables y esa constante manipulación de la cual el menor es objeto tiene que terminar. El niño tiene que dejar de ser un objeto para convertirse en un “sujeto de derechos”, objetivo que nos lleva necesariamente a tener que tomar conciencia en forma constante y progresiva, de la posibilidad de abandonar actitudes perjudiciales y de marginación.

El sector de la niñez es el sector más vulnerable de nuestra sociedad. 

Los últimos datos proporcionados por el INDEC arrojan que más del 74% de la población entrerriana tienen entre 0 y 18 años.
	Provincia de Entre Ríos. Población por sexo según edad en años simples

Año 2001

	Edad
	Total
	Sexo

	
	
	Varones
	Mujeres

	Total
	1.158.147
	568.275
	589.872

	0-4
	113.770
	57.976
	55.794

	0
	22.609
	11.506
	11.103

	1
	21.635
	11.002
	10.633

	2
	23.195
	11.786
	11.409

	3
	23.002
	11.796
	11.206

	4
	23.329
	11.886
	11.443

	5-9
	115.931
	59.061
	56.870

	5
	23.900
	12.195
	11.705

	6
	22.636
	11.449
	11.187

	7
	23.007
	11.822
	11.185

	8
	23.109
	11.860
	11.249

	9
	23.279
	11.735
	11.544

	10-14
	114.960
	58.301
	56.659

	10
	24.655
	12.566
	12.089

	11
	23.747
	11.987
	11.760

	12
	22.396
	11.249
	11.147

	13
	22.212
	11.385
	10.827

	14
	21.950
	11.114
	10.836

	15-19
	105.584
	53.560
	52.024

	15
	22.323
	11.194
	11.129

	16
	21.462
	10.898
	10.564

	17
	21.007
	10.741
	10.266

	18
	20.323
	10.278
	10.045


Fuente: www.entrerios.gov.ar
Si a estos datos le sumamos el alto índice de deserción escolar existente y la falta de contención social y cultural, producto de la fragmentación social y familiar, el riesgo es sumamente peligroso para ese franja etaria.

La desocupación, la falta de oportunidades laborales que se viene arrastrando de la década del 80, ha generado la situación en muchos de los niños de hoy, de crecer en hogares con una paupérrima economía familiar y una cultura de falta de trabajo o precarización laboral, y por ende falta de educación y capacitación.

Hoy en día son 72 mil los menores entrerrianos que reciben asistencia parcial del Estado, debiendo evaluar y controlar más rigurosamente todo este sistema e implementar un sistema de bancos de datos o de registro para evitar superposiciones en el tratamiento y beneficios sociales integrales.

Siguiendo las mediciones realizadas por la Dirección de Estadísticas y Censos de la Provincia el 48% de los menores de 18 años está bajo la línea de pobreza, dato que surge de considerar solamente dos ciudades: Paraná y Concordia.

Por otro lado, a partir de la Convención Internacional de los Derechos del Niño se originó una nueva concepción de la infancia, concibiendo a los niños como sujetos de derechos.

Esta doctrina de la protección integral de la infancia, expresa un salto fundamental en la consideración social de la infancia. Reconoce como antecedente directo la declaración universal de los derechos del niño, las reglas mínimas de las Naciones Unidas para la protección de los jóvenes privados de la libertad y las directrices de las Naciones unidas para la prevención de la delincuencia juvenil.

Dicha Convención , en su Preámbulo, deja expresado: “Convencidos de que la familia, como grupo fundamental de la sociedad y medio natural para el crecimiento y el bienestar de todos sus miembros y en particular el de los niños, debe recibir la protección y asistencia necesarias para poder asumir plenamente sus responsabilidades dentro de la comunidad”. “Reconociendo que el niño, para el pleno y armonioso desarrollo de si personalidad, debe crecer en el seno de la familia, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión”.

El espíritu de esta Convención es reconocer a la familia su decisiva influencia sobre la salud física, mental y moral del niño, a la vez que confiere el rol de instrumento necesario para el desarrollo de todos sus miembros, en particular el de los niños.

Aparece de tal modo el niño como emergente del grupo familiar, a cuya suerte se encuentra tan íntimamente unido, que si bien se podría afirmar, que si fracasa tal circunstancia es muy probable que ello arrastre al niño, dado que por su falta de madurez física y mental, necesita amparo y cuidados especiales, incluso debida protección legal, desde su concepción.

Entre todos los necesitados entre todos los desvalidos, entre todos los que en este país esperan aun la ayuda y el cariño que la vida les negó, el niño es el mas digno de recibirlos. Porque es el mas sensible y el menos responsable de esa situación.

La Constitución Nacional en su articulo 75 inc. 23 establece: “Corresponde al Congreso… Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad.”

En 2005 el Congreso Nacional promulgo la Ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. Dicha ley establece como objeto la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en el territorio de la Republica Argentina, para garantizar el ejercicio, disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte.

Los derechos reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño.

También establece que la omisión en la observancia de los deberes que por la presente corresponden a los órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de medidas expeditivas y eficaces.

En su artículo 3º dispone: “INTERES SUPERIOR. A los efectos de la presente ley se entiende por interés superior de la niña, niño y adolescente la máxima satisfacción, integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos en esta ley.

Debiéndose respetar:

a) Su condición de sujeto de derecho;

b) El derecho de las niñas, niños y adolescentes a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta;

c) El respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural; 

d) Su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales; 

e) El equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común;

f) Su centro de vida. Se entiende por centro de vida el lugar donde las niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia.

Este principio rige en materia de patria potestad, pautas a las que se ajustarán el ejercicio de la misma, filiación, restitución del niño, la niña o el adolescente, adopción, emancipación y toda circunstancia vinculada a las anteriores cualquiera sea el ámbito donde deba desempeñarse.

Cuando exista conflicto entre los derechos e intereses de las niñas, niños y adolescentes frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros.”

Con respecto al derecho a la identidad, de importancia fundamental, este ha sido plenamente reconocido por la Convención Internacional de los Derechos de los Niños, ya que en su articulo 7 establece: “El niño será inscripto inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y a ser cuidado por ellos.

Los Estados partes velarán por la aplicación de estos derechos de conformidad con su legislación nacional y las obligaciones que hayan contraído en virtud de los instrumentos internacionales pertinentes en esta esfera, sobre todo cuando el niño resultara de otro modo apátrida.”

Y en articulo 8 dispone: “Los Estados partes se comprometen a respetar el derecho del niño a preservar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares de conformidad con la ley sin injerencias ilícitas.

Cuando un niño sea privado ilegalmente de algunos de los elementos de su identidad o de todos ellos, los Estados partes deberán prestar la asistencia y protección apropiadas con miras a restablecer rápidamente su identidad.”

En el Derecho Publico Provincial, son numerosas las constituciones que protegen a los niños, así la Constitución de Corrientes en los artículos 41 y 42, la Constitución de Chubut en el articulo 27, la Constitución de Neuquén en el articulo 47, la de Santiago del Estero en los artículos 29 y 30, la de Córdoba en el articulo 25, la de Buenos aires en el articulo 36, entre otras.

Como decía Eva Duarte de Perón: …“Si tuviera que decir, en una síntesis, cual es el problema que llama más poderosamente mi atención y despierta en mí las mas hondas angustias y, paralelamente, también la más decidida voluntad de contribuir a su solución, diría que es el problema de la niñez. Y eso por muchas razones. El problema del niño –del niño enfermo y sin recursos, del niño desvalido, del niño abandonado, del niño, en fin, que desconoce el calor del hogar por infinidad de causas que son en su gran mayoría sociales- es un problema nacional y seguramente el mas urgente de esta hora. El país que olvida a la niñez y que no busca solucionar sus necesidades, lo que hace es renunciar al porvenir. Porque luchar por el bienestar, la salud física y moral, la educación y la vida del niño es, en síntesis, luchar por la grandeza ulterior de la Patria y el bienestar futuro de la Nación.”.

Para concluir, en un Estado Justicialista el niño tienen los siguientes derechos:

1. Derecho al alimento.

2. Derecho al vestido.

3. Derecho a la prevención y asistencia sanitaria.

4. Derecho al armónico desarrollo físico.

5. Derecho a la instrucción.

6. Derecho a una educación que les enseñe a ser libre en la esclavitud de la ley.

7. Derecho a seguir su vocación.

8. Derecho a la alegría y a la expansión.

9. Derecho a la religión.

10. Derecho al amor, porque es hijo de Dios y fruto del amor.

Por lo precedentemente expuesto solicito a la Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos sancione el presente proyecto de reforma.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 533)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Incorpórese los siguientes artículos a la Sección Nuevos Derechos y Garantías y/o Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Recursos Hídricos

Art.
: El Estado Provincial reconoce al agua como patrimonio natural y el acceso a la misma es un derecho humano básico imprescindible para la vida y fundamental para satisfacer las necesidades del individuo, la comunidad, el medio ambiente y la producción.

Art.
: El Estado Provincial ratifica el dominio público de las aguas superficiales y subterráneas en el territorio provincial que no pertenezcan al dominio de particulares o del Estado Nacional y los derechos de condominio público sobre los ríos limítrofes, siendo el Estado responsable de:

1. garantizar la administración sustentable y el aprovechamiento integral de los recursos hídricos: lagos, lagunas, ríos y sus afluentes, aguas termales, aguas pluviales, acuíferos y toda fuente hídrica existente en territorio provincial y que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer el interés general.

2. garantizar la protección de los recursos hídricos y adoptar las medidas conducentes para evitar su contaminación o degradación, sea química o física.

3. garantizar la calidad del agua y proveer agua potable a todos los habitantes del territorio provincial.

4. reglamentar la exploración, explotación y aprovechamiento de las aguas termales de dominio de la Provincia.

5. garantizar el uso y aprovechamiento de las aguas de ríos limítrofes, pudiendo concertar con otras provincias y países ribereños tratados en base a la participación equitativa y razonable, priorizando los usos consuntivos de las aguas de la cuenca, evitando la contaminación y agotamiento de las fuentes.

6. procurar que las aguas de dominio público satisfagan las necesidades de producción y riego, sustentándose en principios de equidad, racionalidad y proporcionalidad.

7. promover la implementación de sistemas de riego eficientes que favorezcan el uso racional del agua, su aprovechamiento y prevención de la contaminación.

8. promover la implementación de sistemas de recolección, almacenamiento y tratamiento de agua de lluvia, impulsando la investigación y diseño de sistemas.

9. promover la implementación de sistemas de reutilización y depuración de aguas residuales.

10. constituir órganos de control para la exploración y explotación de los recursos hídricos, y la prestación de servicios con la participación de la ciudadanía.

11. garantizar el libre acceso a las riberas de los ríos, lagos y arroyos de dominio público reconociendo la vigencia del camino de sirga (servidumbre)

12. establecer un régimen de concesiones y su fiscalización permanente.

13. estimular la investigación, desarrollo y aprovechamiento de fuentes hídricas, e incorporar nuevas tecnologías en el tratamiento y depuración del agua.

14. garantizar y propiciar la participación de la ciudadanía en los procesos de toma de decisiones, de conformidad con el procedimiento que determine la ley.

15. promover campañas de sensibilización ciudadana.

16. establecer la obligatoriedad de la educación y cultura del agua en todos los niveles y modalidades de enseñanza.

17. promover la participación conjunta del Estado con todas aquellas instituciones que aborden la temática.

Art.
: El Estado Provincial tendrá a su cargo un Instituto de Recursos Hídricos como ente regulador único de los recursos hídricos del territorio provincial, dentro del ministerio competente, cuya misión será la de fijar políticas de fiscalización y control de los derechos y obligaciones que en materia hídrica consagra esta Constitución y demás objetivos que dicten las Leyes presentes y futuras.

SCHOENFELD

A la Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos:
Proyecto de Reforma: Recursos Hídricos

En el pasado teníamos la impresión de que el agua era abundante en todo el mundo, y esto hizo que veamos al agua como un bien inagotable. Fue esto lo que motivó al hombre a derrocharla, no valorarla, no cuidarla, desde los riegos que se realizan en forma excesivamente generosa hasta las fugas de agua potable en las redes de suministros de las ciudades.

Aproximadamente el 70% de la superficie de la tierra está cubierta por agua. Pero el agua también existe en el aire como vapor y en acuíferos en el suelo, como agua subterránea.

De los 1.400 millones de kilómetros cúbicos que hay en la tierra, el 97.5% es agua salada, y el 2.5% es agua dulce. Como se puede apreciar, el agua dulce es escasa en el planeta, pero este problema no solo termina en estos porcentajes ya que del total de agua dulce existente la mayoría está congelada –almacenada en glaciares o regiones polares- o se encuentra en capas subterráneas de difícil acceso, siendo solo el 0.025% del agua dulce accesible al hombre en forma de lagos, ríos, lagunas, humedales, aguas subterráneas de fácil acceso, vapor de agua en la atmósfera, etc.

	Total de agua en la tierra
	Porcentaje
	Totales %

	Agua Salada
	97.50 %
	97.50 %

	Agua Dulce
	congelada
	1.975 %
	2.50 %

	
	subterránea de difícil acceso
	0.50 %
	

	
	superficial y subterránea de fácil acceso
	0.025 %
	

	Totales
	100 %
	100 %


	Total de agua dulce
	Porcentaje

	Agua Dulce
	congelada
	79 %

	
	subterránea de difícil acceso
	20 %

	
	superficial y subterránea de fácil acceso
	1 %

	Totales
	100 %


como se puede observar, del total de agua dulce sobre la tierra,

solo el 1 % es de fácil acceso para el hombre

En 1975 el Programa Hidrológico Internacional permitió que la temática del agua se instale en el ámbito internacional, posibilitando estudios hidrológicos y formación y educación ambiental en las ciencias del agua; y en 1977 en la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Agua, realizada en Mar del Plata, se destaco la problemática que representaría el incorrecto manejo del recurso hídrico en un futuro próximo.

En 1992 la Conferencia sobre Agua y Medio Ambiente que se realizó en Dublín, y dio origen a la Carta de Dublin que fue un hito en la temática del agua, consagrando cuatro principios básicos:

* gestión integrada de los recursos hídricos (con la cuenca hidrográfica como unidad fundamental para la gestión de los recursos hídricos, los ecosistemas y la biodiversidad);

* gestión participativa (poder público, usuarios y comunidades);

* valor económico, social y ambiental del agua;

* y el rol importante de la mujer en este aspecto.

La creciente población mundial ha generado una escasez en los recursos naturales, siendo el agua considerada actualmente como un recurso económico con el mismo valor que los minerales.

Para algunos, y en la actual coyuntura mundial, no existe nada mas valioso que el petróleo, y mientras el llamado “oro negro” sube vertiginosamente su valor, muchos países dependen de su presencia para su desarrollo tecnológico y económico. Pero cuando llegue la hora en que este recurso de agote en la tierra, existen energías alternativas capaces de sustituirlo: sol, vientos, mareas, etc. La humanidad sobrevivirá al petróleo, ya que cualquier recurso puede tener un valor coyuntural elevado, pero al poder ser sustituido, ese valor no es eterno.

Hay un solo elemento en nuestro planeta que, siendo vital para la existencia de la propia humanidad, nada lo puede sustituir: el agua potable.

Hasta la actualidad, la ciencia no ha podido sustituir el agua con ningún otro elemento natural o artificial. Simplemente, se vive con agua o se muere sin ella.

Cuando la ausencia del agua sea un hecho palpable, la vida humana, animal y vegetal transitará aceleradamente hacia el final inexorable. Y en este panorama mundial globalizado, sin duda alguna, de faltar el agua potable su valor ascendería a niveles insospechados hoy por el petróleo. Será el bien más cotizado en toda la historia de la humanidad.

En la Primer Conferencia Mundial sobre el Agua, realizada en el año 2000 en La haya, se destacó la creciente escasez del agua señalando que para el año 2050, 2/3 de la población mundial afrontarán una dura escasez de agua potable. Señaló además que 1200 millones de personas carecen de acceso al agua potable, en tanto que 2900 millones de personas carecen de un adecuado acceso a saneamiento. Destaca además que desde la década de los 80 se ha venido manifestando una disminución de los fondos internacionales para proyectos de agua, y señala negativamente la fragmentación de la gestión con la consiguiente posibilidad de conflictos a que ello puede acarrear.

En el año 2006 se realizó el IV Foro Mundial del Agua en  la ciudad de México. Este Foro es el mayor evento internacional sobre el agua dulce, y procura permitir la participación y el diálogo entre múltiples sectores interesados para influir en la toma, a nivel mundial, de decisiones políticas sobre el agua, en busca del desarrollo sostenible. El tema principal del Foro, “Acciones locales para un reto global”, fue abordado a través de cinco marcos temáticos:

* agua para el crecimiento y el desarrollo;

* implementación de la gestión integrada de recursos hídricos (GIRH);

* suministro de agua y servicios sanitarios para todos;

* gestión del agua para la alimentación y el medio ambiente;

* y manejo del riego.

Las fuentes de agua están en acelerada vía de extinción, hay cambios drásticos en el clima y en el suelo, aunque es la acción humana la que más perjudica a su agotamiento.

El agua es un recurso indispensable para el bienestar humano, tanto para la salud, la producción de alimentos, la estabilidad política, económica y social, y para la conservación de un medio ambiente equilibrado, siendo su uso racional fundamental para uneficaz desarrollo sustentable.

Es por esto sumamente importante llevar adelante una gestión del agua tendiente a evitar su sobreexplotación y contaminación, mediante medidas preventivas que procuren su uso racional y de conservación.

El sector agrícola es el mayor consumidor de agua con el 65%, no solo porque la superficie irrigada en el mundo se ha quintuplicado sino porque no se cuenta con un sistema de riego eficiente, razón principal que provoca que las pérdidas se tornen monumentales. La mayoría de los sistemas de irrigación son ineficientes: pierden alrededor del 60 % del agua por la evaporación o reflujo a los ríos y mantos acuíferos. La irrigación ineficiente además de desperdiciar agua también provoca riesgos ambientales y de salud, tales como la pérdida de tierra agrícola productiva debido a la saturación, o la transmisión de enfermedades provocadas por el agua estancada, ejemplo de ello es la malaria.

	Consumidores de Agua
	Porcentaje

	Sector Agrícola
	65 %

	Sector Industrial
	25 %

	Sector Comercial y Doméstico
	10 %

	Total
	100 %


El agua es indispensable para cualquier actividad: la industrial, la agrícola y la urbana promoviendo un desarrollo económico y social. Desde esta perspectiva, la escasez del agua no solo nos está enfrentando a un problema hidrológico, sino también económico ya que este recurso es utilizado casi en un 90% de las actividades económicas actuales. Es por esto que es sumamente necesario que el uso del agua para fines económicos deba someterse a un análisis de costos y beneficios.

Desde 1959 el consumo total de agua se ha triplicado sobrepasando los 4.300 Km3/año, cifra que equivale al 30% de la dotación renovable del mundo que se puede considerar como estable.

Muchas regiones del mundo han alcanzado el límite de aprovechamiento del agua, lo que ha generado que sobreexploten los recursos hídricos superficiales y subterráneos, generando un fuerte impacto negativo en el ambiente. El agua subterránea también se está agotando, y en muchos países en desarrollo la oferta de alimentos depende del agua subterránea que se utiliza para irrigación, el exceso en su extracción está provocando que los niveles freáticos de agua dulce estén descendiendo a un ritmo muy alarmante, lo que implica que en un futuro no muy lejano estas poblaciones se enfrentarán a una crisis profunda por ausencia de agua potable.

El Instituto Internacional para el Manejo del Agua, en su informe sobre la escasez del agua, publicado en el año 1998, manifiesta que el agotamiento incontrolado de las capas acuíferas subterráneas representaba una seria amenaza para la seguridad de los alimentos en muchos países en desarrollo.

La utilización irracional del agua subterránea provoca principalmente tres problemas: el agotamiento del agua, las inundaciones y la salinización causadas por un drenaje insuficiente; y finalmente la contaminación.

Actualmente el 18% de la población mundial no tiene acceso a fuentes seguras de agua potable, y en los países en desarrollo más de 2.200 millones de personas, la mayoría de ellos niños, mueren cada año a causa de enfermedades asociadas con la falta de acceso al agua potable, saneamiento inadecuado e insalubridad. Además, gran parte de las personas que viven en los países en desarrollo sufren de enfermedades causadas directa o indirectamente por el consumo de agua o alimentos contaminados o por organismos portadores de enfermedades que se reproducen en el agua. Con el suministro adecuado de agua potable y de saneamiento, la incidencia de contraer algunas enfermedades y consiguiente muerte podrían reducirse a un 75%.

Es necesaria la participación de todos los ciudadanos y las instituciones gubernamentales y no gubernamentales para lograr un manejo responsable del agua y evitar su contaminación. La participación de la sociedad es vital y su aplicación en todas las actividades humanas, en el hogar, el trabajo, la escuela, en la comunidad toda.

El agua es un recurso vital para la existencia del hombre, siendo además un activo social por ser un elemento del ecosistema y generador además de ecosistemas. El agua permite el mantenimiento de los ecosistemas, además de ser vehículos de diversos nutrientes.

Es necesario encontrar soluciones prácticas y adecuadas para garantizar un abastecimiento fiable y equitativo del agua, además de servicios de saneamiento y un suministro sustentable. Algunas soluciones son simples y económicas, como la recolección de agua de lluvia, purificar el agua antes de beberla y campañas de salud pública sobre prácticas básicas de higiene.

El acceso al agua es un derecho básico, y lamentablemente empieza a llegar a cada ser humano gota a gota, lo que demuestra la vertiginosa escasez del agua surgida no solo por el crecimiento poblacional sino también por la estremecedora negligencia humana.

Zulema E. Schoenfeld

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 534)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1: Incorpórese los siguientes artículos a la Sección Nuevos Derechos y Garantías y/o Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Tratamiento de residuos

Art.
: El Estado Provincial garantiza el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente saludable, para lo cual promueve una gestión integral y sustentable de los residuos, su prevención, reutilización y reciclaje, devolviendo al proceso productivo nuevos recursos e insumos que favorezcan al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes reduciendo la explotación de los recursos naturales y la contaminación ambiental, para lo cual el Estado está obligado a:

1. regular la generación y manejo integral de residuos orgánicos e inorgánicos

2. fomentar la investigación, desarrollo científico e innovación tecnológica para reducir la generación de residuos y diseñar alternativas para su tratamiento, orientadas a procesos productivos más limpios

3. fomentar el uso de material reciclado

4. establecer medidas de control, correctivas y de seguridad.

5. garantizar el acceso público a la información, la educación ambiental y la capacitación, para lograr modificar los hábitos negativos para el ambiente de la producción y consumo de bienes, y la prevención de la generación y el manejo sustentable de los residuos.

6. regular el tratamiento en la disposición final de residuos limitada sólo a aquellos cuya valorización o tratamiento no sea económicamente viable, tecnológicamente factible y ambientalmente adecuada

7. establecer mecanismos de recolección selectiva de residuos desde su lugar de origen para su posterior selección exhaustiva y tratamiento.

8. prohibir la incineración de residuos y el depósito masivo de los mismos en rellenos sanitarios

9. prohibir el ingreso de residuos no generados en el territorio provincial y el ingreso de residuos radioactivos peligrosos o susceptibles de serlo.

10. propiciar la creación de plantas de tratamiento de residuos libres de contaminación.

11. fomentar la elaboración de productos o utilizar envases que, por sus características de diseño, fabricación, comercialización o utilización, favorezcan la prevención en la generación de residuos y faciliten su reutilización o el reciclado, o permitan su eliminación sin perjuicios para la salud humana y el medio ambiente.

Art.
: El Estado Provincial hace responsable al productor, importador o adquirente intracomunitario, agente o intermediario, o cualquier otra persona responsable de la puesta en el mercado de productos que con su uso se conviertan en residuos, de la gestión de los residuos derivados de sus productos, así como de los propios productos fuera de uso, conforme lo dictamine la Ley.
SCHOENFELD

A la Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos:
Proyecto de Reforma: Tratamiento de Residuos

Los residuos son producto de las actividades humanas y considerados como desechos que se necesita eliminar.

Los residuos constituyen un problema para muchas sociedades, sobre todo para las grandes ciudades así como para el conjunto de la población del planeta, debido a que la sobrepoblación, las actividades humanas modernas y el consumismo han acrecentado excesivamente la cantidad de residuos que generamos, y si a esto le sumamos el ineficiente manejo que se hace con los mismos (quemas a cielo abierto, disposición en tiraderos o vertederos ineficientes) tenemos ante nosotros graves problemas de contaminación que provocan el deterioro de nuestra salud y el medio ambiente, además de generar conflictos sociales y políticos.

Todo esto también ocasiona la proliferación de insectos, roedores y microorganismos patógenos, trayendo como consecuencia enfermedades catastróficas para el hombre como la peste.

Un mal sistema de gestión de residuos produce un deterioro y depreciación del entorno debido a la contaminación del aire, del agua y del suelo.

Los residuos, antes de ser tales, han sido materias primas que en su proceso de extracción son, por lo general, procedentes de países en desarrollo. En esa producción se ha empleado energía y agua, entre otras cosas, y la sobreexplotación de estos recursos naturales y el incremento de la contaminación amenazan la capacidad regenerativa de los sistemas naturales.

El reciclado, así como la recuperación de materias primas, son técnicas necesarias para llevar a cabo lo que denominamos un desarrollo sustentable. Reciclar es la acción de volver a introducir en el ciclo de producción y consumo productos materiales obtenidos de residuos.

Los residuos, según su composición, los podemos clasificar en:

* Residuo orgánico: todo desecho de origen biológico, que alguna vez estuvo vivo o fue parte de un ser vivo, por ejemplo: hojas, ramas, cáscaras y residuos de la fabricación de alimentos en el hogar, etc. Representa el 50% de los residuos de la mayoría de los países

* Residuo inorgánico: todo desecho de origen no biológico, de origen industrial o de algún otro proceso no natural, por ejemplo: plástico, telas sintéticas, etc.

* Residuos peligrosos: todo desecho, ya sea de origen biológico o no, que constituye un peligro potencial y por lo cual debe ser tratado de forma especial. Se clasifican en:

- Residuo tóxico: es aquel residuo que puede causar daño a la salud humana y al ambiente.

- Residuo crónico: su efecto pernicioso en la salud humana y medio ambiental es de carácter permanente.

- Residuo inflamable: es un residuo que puede generar incendios o siniestros.

- Residuo corrosivo: es un residuo cuyo contacto físico causa quemaduras o erosiones.

- Residuo reactivo: es un residuo cuya característica química lo hace inestable ante variaciones de su entorno.

- Residuo radioactivo: es una clase especial de residuos producto de plantas de generación nuclear, aparatos usados en hospitales, o de medición específicos, que usan radioisótopos o bien producto de un proceso de fabricación de armas nucleares o centrales nucleares.

Y según su origen, se clasifican en:

* Residuo domiciliario: proveniente de los hogares y/o comunidades

*Residuo industrial: su origen es producto de la manufactura o proceso de transformación de la materia prima.

* Residuo hospitalario: deshechos que son catalogados por lo general como residuos peligrosos y pueden ser orgánicos e inorgánicos.

* Residuo comercial: provenientes de ferias, oficinas, tiendas, etc., y cuya composición es orgánica, tales como restos de frutas, verduras, cartones, papeles, etc.

* Residuo urbano: correspondiente a las poblaciones, como desechos de parques y jardines, mobiliario urbano inservible, etc.

* Residuo espacial: satélites y demás artefactos de origen humano que estando en órbita terrestre ya han agotado su vida útil.

Lo ideal es que los residuos no existan, la naturaleza enseña que todo lo producido y creado es reintegrado al medio, y con los residuos debe buscarse lo mismo, es decir, que todo sea reaprovechado de una u otra forma.

El problema de los residuos y su eliminación, se ha convertido en un problema global que ocasiona un gasto social importante, al igual que un gasto económico a los gobiernos y un costo ambiental para toda la población. Su crecimiento desmesurado esta poniendo en peligro la capacidad de los recursos naturales para proveer nuestras necesidades y de las generaciones futuras inmediatas.

En la mayoría de los casos los residuos se destinan a rellenos sanitarios que son grandes depósitos de metano y que sus desechos contaminan las aguas subterráneas, generalmente son al aire libre llenando la atmósfera de gases y toxinas peligrosas. Otra opción son las incineradoras, las cuales llevan un gran costo ambiental y de salud, aun las llamadas de “nueva generación” emiten gases de efecto invernadero y son fuentes de metales pesados y partículas cancerigenas. Cualquiera de las dos opciones enunciadas, envenenan el aire, el agua y el suelo.

Seguimos utilizando sistemas de tratamiento de residuos caros e insalubres que no resuelven el problema y siguen perpetuando la mentalidad del consumo y el derroche, basados en una vieja formula que necesita ya actualizar técnicas y visiones, como lo es la de reciclar que encuentra justificaciones suficientes para ponerse en práctica y empezar a considerar los residuos como un recurso, no como un problema que hay que enterrar o quemar, sino como una oportunidad de recuperar valiosos recursos, de crear conciencia de sustentabilidad y reducir la contaminación por residuos.

Es necesario aplicar la tan nombrada actualmente “Ley de las 3 R”: Reducir, Reusar y Reciclar, que consiste en tres medidas generales básicas que contribuyen a solucionar los inconvenientes que generan los residuos. Estas acciones básicas están orientadas a toda la sociedad:

* Reducir significa prevenir el problema de los residuos, eliminando el origen de la contaminación antes de afrontar los efectos. Para ello es necesario que en los procesos de producción se disminuya la cantidad de desechos potenciales, orientar la fabricación de los productos libre de contaminantes, a la reutilización y al reciclaje tanto de sus empaques como de los materiales que los componen. Este principio es aplicable a cualquiera de las fases del ciclo productivo, es decir, en la generación de los artículos, la distribución y el consumo. Reducir en el punto de origen ayuda a disminuir en cantidad y toxicidad los residuos que generamos, permitiendo además conservar los recursos naturales, disminuir la contaminación del aire y el agua, y por ende bajar los costos en el proceso de recolección y destino final de los desperdicios.

* Reusar muchos materiales extiende su vida útil, y aunque ya sea inutilizables para su propósito inicial, aún pueden ser útiles para otras cosas.

* Reciclar se refiere a usar ciertos residuos como materia prima para producir nuevos productos. Hay muchos productos que no se pueden reutilizar, pero los materiales con los cuales están hechos si se pueden reutilizar una y otra vez reciclándolas. Se clasifican eficientemente todos los desechos -empezando desde su lugar de origen o donde fue generado-, se evita al máximo el derroche de materias primas y en lugar de un sistema de producción, consumo y eliminación, obtenemos un proceso cíclico de producción, donde la mayor parte de los residuos de la producción así como del consumo son reintegrados al ciclo productivo de la misma forma que la naturaleza lo hace.

Todos aquellos residuos que no son reintegrados al ciclo productivo deben ser adecuadamente canalizados, en especial los desechos peligrosos, evitando riesgos para el ambiente y nuestra salud.

El productor, importador o adquirente intracomunitario, agente o intermediario, o cualquier otra persona responsable de la puesta en el mercado de productos que con su uso se conviertan en residuos, debe hacerse responsable de los residuos que sus productos originan. Es necesario que las empresas elaboren productos o utilicen envases que, por sus características de diseño, fabricación, comercialización o utilización, favorezcan la prevención en la generación de residuos y faciliten su reutilización o reciclado, o permitan su eliminación de la forma menos perjudicial para la salud humana y el medio ambiente. Deben hacerse cargo directamente de la gestión de los residuos derivados de sus productos, o participar en un sistema organizado de gestión de dichos residuos, o contribuir económicamente a los sistemas públicos de gestión de residuos, en medida tal que se cubran los costos atribuibles a la gestión de los mismos. También se puede organizar un sistema de depósito, devolución y retorno de los residuos derivados de sus productos, así como de los propios productos fuera de uso, según el cual, el usuario, al recibir el producto, dejará en depósito una cantidad monetaria, que será recuperada con la devolución del envase o producto.

Conclusión:

Es necesario desarrollar una nueva forma de gestión de los residuos involucrando ala sociedad en su conjunto, organizaciones, empresas, municipalidades, etc. Debemos enfrentar el problema de los residuos desde su origen, centrándonos no solo en el tratamiento del residuo para ser reciclado, sino en recuperar el material orgánico, utilizar nuevos modelos de envases que permitan una vida útil mas larga, programas efectivos de separación de residuos empezando en el seno del hogar, sistemas de compostaje orgánico, entre otros. Todo esto generaría además ingresos económicos locales importantes.

Zulema E. Schoenfeld

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 538)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Incorporar como artículo nuevo dentro de la “Sección IX – Educación común” de la Constitución de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo nuevo: “La provincia garantiza la autonomía y autarquía de la Universidad Autónoma de Entre Ríos, con arreglo a lo dispuesto en la ley federal de la materia y la legislación provincial, en lo que fuere pertinente. Le corresponde el sostenimiento de la misma, reconociéndole el derecho de iniciativa para proponer a la Legislatura su presupuesto anual de gastos y recursos.

Las resoluciones definitivas de la Universidad podrán ser impugnadas judicialmente, en forma directa ante el fuero contencioso- administrativo.”

VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

La habilitación para el proyecto que presentamos es clara. Surge del artículo 1º, punto 42 in fine de la Ley Nº 9768 de declaración de necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos y en él, está orientado el sentido de la modificación.

La propuesta procura garantizar autonomía a la Universidad Autónoma de Entre Ríos, creada por Ley Nº 9250.

Nos ha parecido que, integrando las Universidades el sistema educativo nacional y siendo la materia de competencia federal conforme el artículo 75 inc. 19 de la Constitución Nacional, la autonomía se reconocerá de conformidad a la ley nacional, que en la actualidad es la Nº 24521 de Educación Superior.

La  norma citada en último término es la que fija los fines y objetivos de este nivel educativo, su estructura, categorías de instituciones y el régimen general. Pero ella misma establece que las Universidades Provinciales se ajustarán a lo establecido por ella y su reglamentación mientras sus disposiciones no vulneren las autonomías provinciales (art. 69 inciso b-). Nos ha parecido conveniente, por eso, señalar la posibilidad de regulación local, en lo que fuere “pertinente”, para cubrir algún aspecto no delegado a la Nación, aunque entendemos que su ejercicio será siempre eventual.

Sí creemos que la autarquía es un elemento constitutivo de la Universidad y por lo tanto la hemos reafirmado. Agregando que el sostenimiento es una obligación de la Provincia y reconociéndole a la casa de estudio, el derecho de iniciativa para proponer a la Legislatura su propio presupuesto.

Finalmente, hemos juzgado útil establecer en el artículo -espejando la solución federal para las Universidades nacionales-que las decisiones definitivas de la UADER, por tratarse de una persona jurídica pública autónoma, serán directamente impugnable en sede judicial.

Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 539)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

INCORPORACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS COMO INSTITUCIONES ESENCIALES DEL SISTEMA DEMOCRÁTICO.

ART. XX. Los partidos políticos son instituciones fundamentales del sistema democrático. Los ciudadanos tienen el derecho de asociarse libremente en partidos políticos y participar en su organización y funcionamiento. Su creación y el ejercicio de sus actividades son libres dentro del respeto a la Constitución Nacional y a esta Constitución, la que garantiza su organización y funcionamiento democráticos, el acceso a la información pública y la difusión de sus ideas.

Compete exclusivamente a los partidos políticos postular candidatos para las elecciones provinciales y municipales. Los procedimientos de designación de los mismos son democráticos y con manifestación pública de principios y plataforma. En los cuerpos colegiados las bancas pertenecen a los partidos.

La ley establecerá los requisitos de funcionamiento, determinado un mínimo de dos (2) años de antigüedad, desde el reconocimiento de su personería jurídica política, para postular cargos electivos para gobernador y vice, legisladores, Presidente Municipal y los cuerpos deliberativos de las Municipalidades de toda la Provincia, la representación de las minorías, la igualdad de oportunidades de acceso a cargos partidarios entre hombres y mujeres, la obligación de realizar actividades de capacitación e investigación y la igualdad de posibilidades de participar en los medios de comunicación.

La Provincia contribuye al sostenimiento económico de sus actividades y a la capacitación de sus dirigentes. Los partidos políticos deberán dar publicidad del origen y destino de sus fondos y patrimonios.

TALEB

FUNDAMENTOS

La democracia en nuestra sociedad se ha establecido como el único régimen político posible, padeciendo, al mismo tiempo, de un fuerte cuestionamiento respecto a la efectividad, eficacia y eficiencia de sus instituciones, así como una no disimulada resistencia a la participación de la ciudadanía más allá del ejercicio del sufragio, cada cierto tiempo, para la elección de las autoridades. Por otro lado, se asiste a una redefinición de las funciones del Estado que ha provocado la reducción de sus ámbitos de competencias, asumidos éstos en gran parte por el mercado.

Hoy asistimos al reclamo de una democracia política que trascienda su dimensión formal, requiriendo que sea más eficiente y más participativa, y que esté acompañada de una democracia social y económica que proporcione el bienestar material y espiritual de las personas. Estas expectativas, reclamadas de diferentes maneras por la ciudadanía, exigen la responsabilidad de los distintos actores para que se transformen en una palpable realidad.

Como parte de su consolidación, y de su justificación, debemos decir que la democracia tiene que “democratizarse”, queriendo indicar con esto que necesita hacerse más participativa, sin dejar de ser representativa.  Hacerse más participativa no representaría otra cosa que la recuperación de uno de sus atributos originales, que fue perdiendo en la medida de que se ampliaba, esto es integrar a la mayor cantidad de sectores poblacionales.

El sufragio universal, incluyendo el voto femenino, terminó por consolidar la perspectiva de la representación, que ya se había impuesto por necesidad operativa y política. Como la participación directa de los ciudadanos sólo era posible en espacios geográficos y políticos reducidos, con la ampliación de la democracia la participación ciudadana tiene que hacerse de forma indirecta a través de personas que recibieran un mandato expreso, por un tiempo determinado, para que decidieran y actuaran en nombre de los representados. A través de las elecciones, el pueblo, a quien se consideraba poseedor del derecho originario para tomar las decisiones políticas más importantes, determinaba quienes debían asumir el poder político del Estado, para gobernar y decidir en su nombre.

Esta breve reflexión parte de la base de que la democracia en su dimensión tanto representativa como participativa es inconcebible sin  partidos políticos. Aún más, las expresiones de progresión democrática, tanto ideales como reales, tampoco pueden prescindir de estas organizaciones políticas. Los partidos son esenciales en el reclutamiento y en la selección de candidatos para los cargos de elección popular, en la organización del proceso electoral, en la consecución del apoyo político necesario para determinados programas de políticas públicas, en la agregación de los intereses y de las preferencias ciudadanas, en la conformación de los gobiernos, y en los acuerdos producto del trámite legislativo. (Payne, et al. 2002: 127) Adicionalmente, resultan indispensables para el ejercicio de la  oposición a las estructuras formales de gobierno. Este planteamiento articulador del sentido y la lógica de los partidos políticos puede verse como el resultado de la reflexión acumulada de incontables estudiosos de esta modalidad organizativa de la expresión de los intereses públicos.

Giovanny Sartori definió genéricamente los partidos políticos como las  organizaciones capaces de conseguir, a través de las elecciones, los cargos públicos. Una de sus tareas más importantes es organizar la competencia electoral para definir los gobernantes, y determinar la tendencia política que ha de tener un nuevo gobierno. En ese sentido, los partidos se constituyen en organizaciones electorales, estructuradas alrededor de un programa político que presenta a los individuos encargados de competir por el acceso a los cargos públicos, a la vez que aglutina a los ciudadanos para que respalden sus propuestas de gobierno. Para cumplir con su función electoral, los partidos deben contar con una estructura interna, con estatutos que regulen sus procedimientos y definan la forma como toman las decisiones, con la selección de candidatos, con una estrategia a seguir durante el proceso proselitista, así como con una base programática que oriente su actividad y alrededor de la cual se adhieran sus simpatizantes.

La función electoral de los partidos políticos es complementada por su papel como principales agentes de la representación.  Esto implica que estas organizaciones deben lograr la agregación de intereses de los diversos adherentes a su posición, conformando consensos lo más amplios posibles con el fin de ganar una elección. Junto con su función electoral y de representación, los partidos están estrechamente ligados a la gobernabilidad democrática entendida como la capacidad para tomar e implementar decisiones a través de un proceso abierto y democrático que responda adecuadamente a los problemas sociales y económicos que enfrenta un país.

En la Argentina, la idea de esencialidad constitucional de los partidos políticos es de vieja data. En un documento de Presidencia de la Nación del año 1974, conocido como “Aportes para el Proyecto Nacional – Bases para una Nueva Constitución Nacional”, ya se proponía a los Partidos Políticos como organizaciones naturales del pueblo como institución esencial para lograr una “democracia integrada”, denominación que el Presidente Perón le daba a la democracia participativa.

Más recientemente, la reforma de nuestra Carta Magna Nacional del año 1994 incluyó en su art. 38 la jerarquía constitucional de los partidos políticos definiéndolos como instituciones fundamentales del sistema democrático. Esto es la síntesis de entender que la democracia de partidos no se concibe sin partidos políticos. Partidos políticos y Estados están íntimamente unidos. No existe uno sin el otro, asignándoseles ahora el rol de instituciones necesarias para la nación.

La dimensión provincial no difiere en lo absoluto de la nacional toda vez que los partidos políticos locales -al igual que en el plano nacional- son instrumentos fundamentales para la participación ciudadana, sin entender de ningún modo que monopolizan esa participación, pero que sí son verdaderos canales de expresión de la voluntad popular, ínsita en un verdadero estado democrático participativo. Naturalmente, la idea concreta dista absolutamente de vedar la posibilidad de existencia de candidatos independientes, sino por el contrario asumir la posibilidad cierta de su existencia enriquecedora para la democracia entrerriana pero dentro de estructuras que tengan plataforma, declaración de principios y control del estado.

En la estructura de la norma se siguió el criterio asumido en la reforma de la constitución nacional en el año 1994. Se le da el carácter de institución fundamental del sistema democrático y, al entenderse a los mismos como auxiliares del Estado o personas de derecho público no estatal que inciden en sus decisiones y que el ejercicio de sus actividades no sólo producen efectos privados sino también públicos, se establece la necesidad de regularlos estableciendo esos principios esenciales y mínimos para la vida de los partidos.

Al respecto específicamente se regula como base del respeto de la constitución que se organicen democráticamente, ratificando la obligación del reconocimiento de las minorías, ya que un partido político sin posibilidad para el disenso interno tarde o temprano revelará que es incompatible con el sistema democrático y la competencia para la postulación de candidaturas generales.

Se determina igualmente el sostenimiento del Estado Provincial a las actividades y la capacitación de dirigentes; esta última carga constitucional resulta de reconocer que los partidos tienen, entre sus misiones fundamentales, ofrecer a la ciudadanía hombres aptos para gobernar, no en el sentido de formar una clase social distinta en el país, sino que tengan conocimientos y aptitudes suficientes para resolver las cuestiones comunes al conjunto de los argentinos, advirtiendo en este orden que los instrumentos partidarios no pueden reducirse a meras empresas electorales sino que son verdaderas escuelas de educación cívica y esclarecimiento político.

Y, respecto a la norma nacional, se incorporan regulaciones que se entienden necesarias a partir de la jerarquización constitucional de los partidos políticos, tal el caso de la determinación concreta que en los cuerpos colegiados las bancas corresponden a los mismos, despejando cualquier incertidumbre al respecto y tratando de evitar la utilización de mala fé y desleales  propósitos personales de estos instrumentos democráticos.

Se impone también la obligación de manifestación pública de los principios y plataforma que animan los partidos políticos, como necesario principio de relación entre estos y el electorado. No puede hacerse operativo el concepto de institución fundamental del sistema democrático si los partidos no exponen públicamente la declaración de principios y el programa, o base de acción política que promueven para captar la voluntad del Pueblo. Se establece además un tiempo de carencia del derecho de postulación de candidatos públicos, como requisito mínimo temporal responsable para lograr esta finalidad y hacer efectivo entonces la interrelación entre el partido político y la gente, aventando de ésta manera –indirectamente- meras y fugaces aventuras electoralistas de los partidos “sellos de goma”. En la solución planteada, no es un dato irrelevante conocer que a nivel nacional hay más de 700 partidos políticos y que, de pronto, en tono irónico pueda afirmarse que es mas sencillo y con menos responsabilidades hacer un partido político que crear una empresa, como lo expresaba Laura Serra en la edición del 25 de Febrero del corriente año en La Nación.

Se determina la igualdad de oportunidades del hombre y la mujer para el acceso a los cargos partidarios, como también la igualdad de posibilidades de participar en los medios de comunicación, lo que deberá hacerse patente en la ley reglamentaria.

Finalmente, se establece la obligatoriedad de rendir cuentas públicamente respecto del origen y destino de sus fondos y patrimonios, para que, en el supuesto de recibir dinero de empresas privadas, poder controlar que, una vez llegado al gobierno, el partido no favorezca a sus contribuyentes en perjuicio de terceros.

Raúl A. Taleb
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 540)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

INCORPORACIÓN DE LA CONSULTA POPULAR

ART. XX. CONSULTA POPULAR: La legislatura podrá someter a consulta popular vinculante un proyecto de ley. La ley de convocatoria no podrá ser vetada. El voto afirmativo que haya sobrepasado el cincuenta por ciento de los electores inscriptos en el padrón electoral provincial lo convertirá en ley y su promulgación será automática.

La Legislatura o el Poder Ejecutivo, dentro de sus respectivas competencias, podrán convocar a consulta popular no vinculante. En este caso el voto no será obligatorio.

No podrán ser motivo de consulta popular, los asuntos referidos a cuestiones procesales, impositivas o presupuestarias y los que se refieran a la creación de municipios y órganos jurisdiccionales, como tampoco aquellos que requieran mayorías especiales, a excepción de toda reforma constitucional realizada por la legislatura de conformidad al procedimiento de enmiendas establecido en el art. xx

La Legislatura, con el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, reglamentará las materias, procedimientos y oportunidad de la consulta popular.

TALEB

FUNDAMENTOS

La consolidación del sistema democrático exige el perfeccionamiento de sus instituciones. En tal sentido y en el marco de los temas habilitados para la consideración de la Convención Constituyente, aparecen estas modalidades denominadas de democracia semidirecta, como la consulta popular, que no representan más que formas de participación popular en las toma de decisiones del gobierno.

Merece plantearse al menos tres (3) razones que fundamentan la necesidad de la inclusión de esta figura en el texto constitucional.

Una de ellas es de índole histórica, otra de índole jurídica y, la tercera razón, de índole política.

Los antecedentes que existen en la materia nos dan cuenta de una institución que viene siendo instituida, declamada y reclamada en los distintos ámbitos políticos, sin mayores críticas y reparos. La Declaración de los Derechos del Hombre de las Naciones Unidas en su artículo 21 faculta la participación popular en los actos de gobierno. Expresamente señala que toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país directamente o a través de sus representantes. Asimismo, diversas constituciones del mundo han incorporado este instituto, por ejemplo, las constituciones de Dinamarca, España, Italia, Francia y de la República Federal de Alemania, en Europa, y las de Venezuela, Colombia, Ecuador, Brasil, Chile y Paraguay y naturalmente la República Argentina a partir de su incorporación en el texto del art. 40 consagrado en la reforma del año 1994. También en el derecho público provincial, ya sea por vía constitucional o por ley  han legislado sobre la materia, tal es el caso de las constituciones de Córdoba, La Rioja, San Luis, San Juan, Salta y Jujuy, que dan cuenta de la incorporación de estos institutos en el texto constitucional. Nuestra provincia ha avanzado en el tema a partir del dictado de la ley 9610.

Ello significa que serias razones de índole histórica avalan la incorporación de la materia que estamos considerando en el texto constitucional.

Pero a ellas se suman cuestiones estrictamente jurídicas, porque nuestro sistema democrático es representativo, tal como está consagrado en el artículo 1° y su concordante, el artículo 22 de la Constitución Nacional.

Nuestra Constitución provincial al igual que la Constitución Nacional adopta para su gobierno la forma representativa y republicana y el artículo 4 expresa que el pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes.

Es cierto que nuestro sistema de gobierno es una democracia representativa; sin embargo, la incorporación de la consulta popular no contradice o colisiona con este sistema democrático representativo; por el contrario, lo complementa, ya que —al decir de Linares Quintana— este tipo de institutos de participación popular, no son sino formas o modos de ejercer el derecho de expresión que está consagrado en la Constitución Nacional.

Esta situación merece constitucionalizarse a partir de la filosofía que debe emanar de nuestra carta Magna. Debe reconocerse a través de sus instituciones que los convencionales aquí reunidos, queremos una democracia eminentemente participativa, bregando por superar la democracia de los gobernados por el concepto de una democracia gobernante.

A las razones expuestas, hay que agregar cuestiones estrictamente políticas que aconsejan la incorporación de este instituto en el texto constitucional, como es la idea que en un Estado democrático de derecho es necesario que éste tenga instrumentos que le sirvan para canalizar las inquietudes de su sociedad y escuchar e interpretar sus reclamos y opiniones. Ello, a su vez, dará sustento a los procesos decisionales y legitimidad al gobierno.

Surge claro así, que la inclusión en esta reforma de un sistema de democracia semidirecta importa el diseño de una Constitución que contempla la posibilidad de formulación de políticas y redes mixtas socio-gubernamentales para un nuevo "saber-hacer" en la gestión de la provincia; en la cual se avanza en el relacionamiento entre gobernantes y gobernados de una mera representación de la ciudadanía a una material participación de ésta; permitiendo que la soberanía del pueblo pueda también ejercerse en los proceso de toma de decisión de sus autoridades.

Es evidente también, que la democracia bajo la forma representativa de gobierno, ha asegurado y garantizado el ejercicio de las libertades políticas y civiles y el derecho al sufragio, pero debemos tener presente, que hemos llegado a la necesidad de la renovación de nuestro sistema político, para la consolidación de una democracia participativa y funcional.

En síntesis, estoy convencido que esta institución constituye una forma de control más que se agrega a nuestra Constitución y que tiende a perfeccionar y hacer más transparentes no sólo los actos del Poder Ejecutivo sino también del Legislativo. Ratifican también que estamos haciendo una Constitución en la que el pueblo va a participar en la construcción de la Argentina grande, justa, libre y soberana que todos queremos.

En cuanto a la traza de la consulta popular, luego de analizar los distintos modelos consagrados en las constituciones de nuestro país, me inclino por seguir el modelo nacional con los necesarios ajustes a la situación provincial.

Como técnica legislativa se utiliza la denominación de consulta popular vinculante y no vinculante en vez de obligatoria y facultativa por entender una nomenclatura más apropiada respecto a su modo de implementación y efectos.

Por lo demás, se excluye expresamente las materias que fueron objeto de excepción en la ley provincial n° 9610 y se expresa que no puede ser motivo de consulta popular aquellas materias que exigen una mayoría calificada por entender que ello implica un requerimiento de consenso parlamentario que contravendría el espíritu mismo de la Carta Magna, salvo la reforma de un solo artículo de la Constitución por el sistema de enmiendas para el que se establece un procedimiento específico y que es materia de otro proyecto del suscripto. En el mismo se establece la posibilidad de enmiendas que pueden transformarse en norma constitucional a partir de la consulta popular, siempre y cuando sea aprobada la ley de convocatoria por las dos terceras partes de cada cámara siguiendo el imperativo constitucional de lograr acuerdos calificados a los efectos de modificar la ley fundamental.

Raúl A. Taleb

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XC

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 541)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SE PROPONE LA MODIFICACIÓN DEL ART. 12

ARTÍCULO 12: Todos los habitantes de la Provincia son admisibles en los empleos y cargos públicos sin más requisitos que la idoneidad y el domicilio en la Provincia. El ingreso válido a los empleos públicos para los que no se establece otra forma de elección o nombramiento en esta Constitución o en las leyes especiales debe ser realizado por concurso de oposición y antecedentes que garantizan la idoneidad y capacidad para el cargo conforme la ley que lo reglamente que deberá asegurar el principio de igualdad y prohibición de discriminación. La Provincia garantiza un cupo del cinco (5) por ciento del personal para las personas con necesidades especiales con incorporación gradual en la forma que la ley determine.

TEXTO ACTUAL: ART.12 - Los argentinos nativos o nacionalizados, son admisibles a los cargos públicos Provinciales o municipales, sin perjuicio de las cualidades especiales exigidas por esta Constitución. Los extranjeros domiciliados en Entre Ríos, son admisibles a los cargos municipales y a todos los empleos para los que esta Constitución no exija cualidades especiales.

TALEB

FUNDAMENTOS

La necesidad de actualizar el texto constitucional respecto al modo de establecer el ingreso a la función pública es un imperativo de nuestros tiempos, de la necesidad de modernizar el Estado y del control de legalidad de una norma que a la sazón aparece con una técnica muy cuestionable, absolutamente desactualizada.

Se delinea el artículo 12, atinente al empleo público, suprimiéndose el requisito de ser argentino o naturalizado y se impone el concurso como mecanismo idóneo para que el Estado, dentro de criterios de imparcialidad y objetividad, mida el mérito, las capacidades, la preparación y las aptitudes generales y específicas de los distintos aspirantes a un cargo, con el fin de escoger entre ellos al que mejor pueda desempeñarlo, apartándose en esa función de consideraciones subjetivas, de preferencias o animadversiones y de toda influencia política, económica o de otra índole.

De esta forma se coordina el texto provincial con el art. 16 de la Constitución nacional que expresa: Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad.

La idoneidad es la aptitud, capacidad o eficiencia que se integra por una pluralidad de elementos, entre ellos la idoneidad técnica, la física, mental y la ética o moral que debe estar relacionada al empleo a cubrir.

El concepto de idoneidad es abarcativo de las condiciones de buena conducta, las aptitudes físicas y mentales de una persona de las cuales habla nuestra Constitución y debe ser siempre interpretado y aplicado a la luz de los paradigmas éticos, jurídicos y sociales actuales de nuestra sociedad. En este sentido, la idoneidad exigida para ocupar cargos públicos debe ser valorada, entonces, de acuerdo con las pautas vigentes, lo que permite así una permanente actualización del concepto.

Mediante el sistema de concursos, por tanto, se deberá calificar no sólo la idoneidad profesional o técnica del aspirante, sino también su solvencia moral, su aptitud física y su sentido social, de acuerdo con la categoría del empleo y las necesidades del servicio.

Se establece además, que la ley reglamentaria deberá regular sobre el principio de igualdad y de prohibición de discriminación. En este sentido, en esta formulación de fundamentos y a los efectos de dejar en claro cual debe ser la interpretación auténtica de este proyecto digo que dicha ley deberá velar porque no se produzcan discriminaciones relacionadas a la raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión o filiación política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos, etnia, género, idioma, identidad de género o su expresión, orientación sexual, edad, estado civil, responsabilidad familiar y capacidades psicofísicas, trabajo u ocupación.

En tal inteligencia, debo expresar que el principio de prohibición de discriminación implica que está prohibido tratar de un modo no igualitario aquellas circunstancias que son iguales. Y, fundamentalmente, la norma constitucional que se diseña prohíbe que características como las apuntadas en el párrafo precedente puedan ser utilizados como criterios legales o de hecho para impedir o restringir a una persona el acceso al empleo público; poniéndose en cabeza del Poder Legislativo el deber de dictar leyes que garanticen una igualdad real de oportunidades para el acceso al trabajo para el Estado.

Además y participando de la idea de construir políticas constitucionales operativamente activas, se determina la obligación de garantizar un cupo del cinco (5) por ciento del personal para las personas con necesidades especiales con incorporación gradual en la forma que la ley determine, conforme queda habilitado en el art. 20 de la ley provincial 9768.

A la vez se incorpora el concepto de “ingreso valido” acuñado por el maestro administrativista Marienhoff, para definir el inicio legal de la relación de empleo público. Este concepto guarda estricta relación con el art. 21 de la Constitución Provincial, en el cual el período de un año para adquirir la estabilidad propia que caracteriza la relación de empleo público, tendrá su punto de partida, para el cómputo temporal, en el “ingreso válido”, sin cuyo requisito no podrá invocarse derecho a la estabilidad por el mero transcurso del tiempo. Entonces el “ingreso válido” a la relación de empleo público permanente será por concurso de antecedentes y oposición, como requisito de comprobación de idoneidad funcional, sin perjuicio de respetar otras formas de acceso conforme a lo establecido por la Constitución y las leyes especiales.

Raúl A. Taleb.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 542)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

MODIFICACIÓN ART. 127. MINISTERIOS. SE SUPRIME LA LIMITACIÓN NUMÉRICA. SE OTORGA INICIATIVA EXCLUSIVA DEL PROYECTO DE LEY DE MINISTERIOS AL PODER EJECUTIVO. SE SUSTITUYE TEXTO.

Artículo 127.- El despacho de los asuntos administrativos de la Provincia estará a cargo de Ministros Secretarios. Una Ley especial, cuya iniciativa corresponde al Poder Ejecutivo, fijará el número de ellos y deslindará las ramas y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros. 

Texto actual. Artículo 127. - El despacho de los negocios administrativos de la Provincia estará a cargo de ministros secretarios que no podrán exceder de tres, y una ley especial deslindará las ramas y las funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros.

TALEB

FUNDAMENTOS

La alta función de gobernar, exige como base fundamental un plan de gobierno a realizar. En este orden, la soberanía popular en la definición representativa de nuestro sistema democrático expresa la voluntad respecto a cual gobernante y que propuesta de gobierno se lleve a cabo.

Como organización pétrea, nuestra Constitución Provincial establece en el art. 127, cuya reforma se formula, que el despacho de los negocios de la provincia esté a cargo de no más de tres ministros. Sin dudas que en la exigüidad y estrechez del Estado al momento de dictarse el texto constitucional -allá por 1933- dicha directriz numérica, guardaba un fundamento de austeridad y moderación financiera.

Hoy a 75 años de aquel Estado, casi invisible y desapercibido, han crecido exponencialmente las necesidades sociales, al igual que la tecnología, la interrelación humana, la exigencia de eficiencia y la concepción tutelar de las organizaciones administrativas.

Los requerimientos puntuales, vistos en todos los gobiernos desde el advenimiento de la democracia a esta fecha, han demostrado que el precepto constitucional no se aplica en la práctica, ya que si bien quedan estructuras formales de tres (3) ministros, se crean organizaciones administrativas –con virtual rango ministerial- que a la postre funcionan como verdaderos Ministerios.

Por otro lado la limitación de la cantidad de ministros no aporta ningún beneficio en concreto, ya que no solo provoca la búsqueda de soluciones alternativas manteniendo en letra muerta el texto constitucional, sino que tampoco se compatibiliza con la naturaleza discrecional de la función de gobierno.

Es por ello, que se entiende que aquella limitación creada al amparo de entendibles razones de época hoy carece de actualidad y corresponde sea eliminada.

Igualmente, es conveniente, a partir de la reformulación de la norma, expresarla en una técnica legislativa más apropiada proponiendo sustituir el término “negocios administrativos” que supone bilateralidad por “asuntos administrativos” que significa la “materia de que se trata” y es más ajustada al derecho administrativo-constitucional. Asimismo de determina concretamente que la ley de Ministerios debe ser de iniciativa exclusiva del poder ejecutivo, como una lógica consecuencia de ser el Gobernador Jefe de la administración, quién debe determinar la organización necesaria para llevar a cabo su plan de gobierno.

Raúl A. Taleb
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 544)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

LA NORMA PROPUESTA

“ART. 164 (PODER JUDICIAL): La legislatura establecerá el juicio oral en el plenario en las causas criminales que determine la ley. Contra la sentencia condenatoria, la parte condenada podrá interponer Recurso Ordinario de Apelación a fin de obtener una revisión integral de la sentencia en el ámbito de los agravios. Este recurso tramitará por ante órganos judiciales superiores; y distintos a los que entiendan en el Recurso de Casación, Revisión e Inconstitucionalidad”.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

El artículo 164 de la Constitución Provincial, perteneciente al Poder Judicial, Capitulo Iº: Disposiciones Generales dispone que “la Legislatura podrá establecer la instancia única, en base al juicio oral en el plenario en las cláusulas criminales que determine la ley”.

Que esta fue la base constitucional a partir de la cual se sancionó la Ley 4843 el 9 de diciembre de 1969 que creó el actual Código Procesal Penal de la Provincia, que instituyó el Juicio Oral en Instancia Única, con un Recurso de Casación extremadamente limitado a cuestiones de derecho procesal o de fondo.

Que desde la perspectiva del derecho de defensa, de raigambre constitucional, la Casación fue una institución reñida con las garantías del debido proceso, por lo que tanto en la doctrina procesal penal, como en las Convenciones Internacionales, apareció el Recurso Ordinario de Apelación y la Doble Conforme contra las sentencias contradictorias. (art. 8, 2. inc. h) Convención Americana de Derechos Humanos).

El condenado tenía derecho a obtener una revisión integral de la sentencia condenatoria, por cuanto el poder punitivo del Estado provoca efectos sobre la vida que necesariamente deben tener un juicio de certeza.

Que el derecho al Recurso Ordinario de Apelación es exclusivo del condenado, dejándose al Legislador la atribución de establecer el Recurso de Casación para todas las partes del proceso.

Sin otro particular, saludamos muy atte.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 545)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“DEFENSOR DEL PUEBLO”

LA NORMA PROPUESTA:

“El Defensor del Pueblo es un órgano independiente que goza de autonomía funcional, asignándosele una partida presupuestaria suficiente para cumplir adecuadamente con su misión. Protege los derechos humanos frente a las autoridades de la Provincia, Municipios y entidades que tengan como objeto la prestación de servicios públicos y los promociona; protege los derechos de incidencia colectiva o difusos y los promociona y controla el cumplimiento de las Constituciones Nacional y Provincial y demás normas jurídicas en el ejercicio de las funciones administrativas públicas, provinciales y municipales.

El Defensor del Pueblo es elegido con el voto de las dos terceras partes de los miembros de cada una de las Cámaras y solo puede ser removido por juicio político. Debe reunir las condiciones para ser vocal del Superior Tribunal de Justicia, goza de las mismas inmunidades, prerrogativas y remuneración que los legisladores y tiene las inhabilidades e incompatibilidades de los jueces. Dura en su cargo cinco (5) años, pudiendo ser nuevamente designado por una sola vez. Tiene legitimación procesal e iniciativa legislativa. Todos los trámites ante el Defensor gozan de gratuidad y los funcionarios y autoridades tienen el deber de colaboración preferente ante requerimiento de información solicitado por el Defensor del Pueblo. Debe presentar un informe anual ante la Legislatura. Es asistido por Defensores Adjuntos propuestos por el propio Defensor del Pueblo a la Legislatura que los elegirá y removerá de igual modo. Los Defensores Adjuntos serán profesionales universitarios en ciencias sociales que tengan como objeto el estudio de políticas publicas. La organización y funcionamiento serán regulados por una ley especial. Las acciones contra el Estado Provincial o Municipal gozarán de beneficio de justicia gratuita.”

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Elección del Defensor del Pueblo:

Consideramos que el Defensor del Pueblo para obtener su legitimación social debe ser elegido con el mayor consenso posible en la Legislatura, y esto solo se logra con una mayoría calificada como es ser elegido con el voto de las dos terceras partes de los miembros de cada una de las Cámaras.

Debemos recordar que el art. 51 de la Constitución de Entre Ríos fija con un criterio que tiene en cuenta la gobernabilidad, que le asegura al partido mayoritario la mitad más uno o mayoría absoluta de la representación en la Cámara de Diputados. No podemos dejar la elección del Defensor del Pueblo solamente en la mayoría de Diputados, que acompañan al Gobernador, ya que este comisionado de los representantes del pueblo debe controlar a la misma administración público, cuyo jefe es el Gobernador de la Provincia. Necesariamente en Entre Ríos, el Defensor del Pueblo debe ser elegido por el voto de una mayoría especial, que también contemple a una porción de diputados de la oposición.

Requisitos personales:

El art. 149 de la Constitución de Entre Ríos fija como requisitos para ser miembros del Superior Tribunal de Justicia ser: ciudadano argentino, tener título de abogado con por lo menos seis años de ejercicio activo de la profesión (o magistratura) y contar con 30 años de edad. Sin dudas que el principal requisito es la de ostentar la condición o título de abogado con seis años de ejercicio profesional.

Que sin dudas la profesión universitaria que prepara más exhaustivamente en materia de derechos y garantías constitucionales, tanto individuales como de incidencia colectiva; en cuestiones de organización del estado y de la administración pública y en cuestiones de procedimiento judicial para ejercer los derechos ante su violación, es la de abogado.

Que de no ser abogado el Defensor del Pueblo, se lesionarían las funciones de esa institución, signada fundamentalmente, por una amplia legitimación que le permite accionar judicialmente. ¿Cómo decidiría alguien que no conoce los distintos mecanismos jurídicos sin esa particular pericia?

En la Convención Constituyente Nacional de 1.994, en su exposición de la sesión del 20 de julio de 1994, el miembro co-informante del despacho mayoritario Dr. Héctor Masnatta se preguntó “¿Qué es el Defensor del Pueblo? Para decirlo en términos inteligibles, es nada más ni nada menos que el abogado de la sociedad... La más añosa denominación es la que marcó su nacimiento en la experiencia sueca del siglo pasado: Ombudsman. No era un nombre caprichoso sino que significa "hombre que da trámite".

Que, en consecuencia, si el Defensor del Pueblo es el Abogado de la sociedad, lo primero que debemos exigir a quien ostente dicho cargo es el título habilitante de abogado.

Que en nuestro país, el art. 13 inc. a) de la Ley 24.284 y su modificatoria, Ley 24.379 dispone que es requisito para ser Defensor del Pueblo de la Nación Adjunto: “a) Ser abogado con ocho años en el ejercicio de la profesión como mínimo”.

La Constitución de Ecuador dispone que: “El Defensor del Pueblo reunirá los mismos requisitos exigidos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia”.

La República del Perú, en su Constitución, dispone que: “Para ser elegido Defensor del Pueblo se requiere haber cumplido treinta y cinco años de edad y ser abogado”.

Que la Ley Nº 24 de 1992 (Diciembre 15) de Colombia, establece la organización y funcionamiento de la defensoría del pueblo, en relación al art. 283 de la Constitución. En su art. 3, dice la ley: “El Defensor del Pueblo deberá reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional o del Consejo de Estado”.

La Constitución de Venezuela dispone que: “Para ser Defensor o Defensora del Pueblo se requiere..., con manifiesta y demostrada competencia en materia de derechos humanos”.

Que también en el ámbito de la Organización de Estados Americanos (OEA) se ha creado la COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, que tiene como objetivos, según lo estable el mismo art. 18 del Estatuto de la Comisión, las siguientes:
estimular la conciencia de los derechos humanos;


formular recomendaciones a los gobiernos para que adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos y también disposiciones apropiadas para fomentar el respeto a esos derechos; preparar estudios o informes; solicitar que los gobiernos le proporcionen informes sobre la medidas que adopten en materia de derechos humanos;


atender consultas que le formule cualquier Estado miembro; rendir un informe anual a la Asamblea General de la Organización, en el cual se tenga debida cuenta del régimen jurídico aplicable a los Estados partes en la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de los Estados que no son partes; practicar observaciones en un Estado, sobre derechos humanos.

Que estas funciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos son parecidas y tienen la misma finalidad que la institución del Defensor del Pueblo. Así el art. del mencionado Estatuto dispone que: “La Comisión se compone de siete miembros, quienes deben ser personas de alta autoridad moral y de reconocida versación en materia de derechos humanos”.

Que México ha dictado la Ley constitucional de creación de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, mencionándose como requisitos para ser Presidente de dicha Comisión los siguientes: “Art. 9º, inc. III.- contar con experiencia en materia de Derechos Humanos, o actividades afines reconocidas por las leyes mexicanas y los instrumentos jurídicos internacionales;...  vii.- tener preferentemente titulo de Licenciado en Derecho”.

Asimismo la Ley crea las Visitadurías que son los principales organismos “sustantivos” de la Comisión y para estos funcionarios el art. 23 establece los siguientes requisitos: “... III.-tener titulo de Licenciado en Derecho expedido legalmente, y tener tres años de ejercicio profesional cuando menos;”.

Sin otro particular, saludamos muy atte.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Control del Estado.

XCIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 546)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

LA NORMA PROPUESTA

INCORPORAR LOS DERECHOS DE LA FAMILIA, DE LOS NIÑOS, ANCIANOS Y PERSONAS CON CAPACIDADES ESPECIALES Y/O DIFERENTES.

“Art: El Estado Provincial reconoce a la familia como el elemento natural y fundamental de la sociedad y garantiza su mas amplia protección y asistencia, especialmente para su constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos a su cargo. 

“Art.: La Provincia de Entre Ríos reconoce a los niños y adolescentes como sujetos activos de sus derechos, les garantiza la protección integral. Se respeta su intimidad y privacidad. Cuando se hallen afectados o amenazados podrán requerir por si intervención de los organismos competentes.

“Art: La Provincia de Entre Ríos garantiza a la juventud la igualdad real de oportunidades y el goce de sus derechos a través de acciones positivas que faciliten su integral inserción política y social y aseguren, mediante procedimientos directos y eficaces, su participación en las decisiones que afecten al conjunto social o a su sector. Promoverá su acceso al empleo, vivienda, y medios necesarios para su elevación cultural y cobertura social.

“Art.: El Estado Provincial garantiza a las personas mayores la igualdad de oportunidades y trato y el pleno goce de sus derechos. Vela por su protección y por su integración económica y sociocultural. Promueve la potencialidad de sus habilidades y experiencias. Para ello desarrollará políticas sociales que atiendan a sus necesidades específicas y eleven su calidad de vida. Se les amparará frente a situaciones de desprotección y brindará adecuado apoyo al grupo familiar para su cuidado, protección, seguridad y subsistencia. Promoverá alternativas a la institucionalización, acordes a la personalidad del beneficiario”.

“Art: Se deroga el art. 22 de la Constitución Provincial en la parte pertinente a “y los afectados por incapacidad física o mental”.

La Provincia garantiza a las personas con necesidades especiales el derecho a su plena integración, a la información y a la equiparación de oportunidades. Ejecuta políticas de promoción y protección integral, tendientes a la prevención, rehabilitación, capacitación, educación e inserción social y laboral.

Prevé el desarrollo de un hábitat apropiado, libre de barreras naturales, culturales, lingüísticas, comunicacionales, sociales, educacionales, arquitectónicas, urbanísticas, del transporte y de cualquier otro tipo, y la eliminación de las existentes”.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Se pretende en este proyecto reconocer derechos y crear garantías para distintos sectores sociales a los fines de que puedan gozar de una convivencia protegida por la igualdad de oportunidades.

Son sujetos de estos derechos la familia, los niños y adolescentes, la juventud y las personas con capacidades especiales o diferentes.

Sin otro particular, saludamos muy atte.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 547)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“AUDIENCIA PUBLICA”.

LA NORMA PROPUESTA:

“El Estado facilitará la participación de la sociedad civil en el proceso de toma de decisión administrativa o legislativa habilitando una instancia institucional de Audiencia Pública con el fin de que todos aquellos que puedan verse afectados o tengan un interés expresen su opinión respecto de ella. La audiencia pública será consultiva y no vinculante pero la autoridad deberá, bajo pena de nulidad del acto, explicitar en los fundamentos, de qué manera ha tomado en cuenta las opiniones de la ciudadanía. Las personas, en un número que fijará la reglamentación, y las asociaciones con autorización para funcionar y de acuerdo a su objeto, tienen el derecho de peticionar la convocatoria a una Audiencia Pública”.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.
FUNDAMENTOS

Que las constituciones democráticas más modernas contienen herramientas institucionales y jurídicas cuyo objetivo es la inclusión de la ciudadanía en el proceso de toma de decisiones y el control de las políticas públicas, más allá del derecho de voto.

Que la Constitución Nacional, desde su reforma en 1.994, garantiza el principio de democracia participativa.

Que es necesario fortalecer la relación entre el Estado y la Sociedad Civil, en el convencimiento de que esta alianza estratégica es imprescindible para concretar las reformas institucionales necesarias para desarrollar una democracia legítima, transparente y eficiente.

Que para lograr el saneamiento de las Instituciones debe darse un lugar primordial a los mecanismos que amplían la participación de la sociedad en los procesos decisorios de la administración y de la Legislatura.

La audiencia pública es uno de los instrumentos principales de los regímenes democráticos participativos. A los fines de la gestión pública sobre temas ambientales, sociales, educativos, etc., o cuando es convocada por las comisiones de los cuerpos parlamentarios en ocasión de los distintos proyectos legislativos,  la audiencia pública pasa a ser un excelente espacio de encuentro entre ciudadanos, organizaciones de la sociedad civil especializadas en las distintas temáticas de preocupación de la comunidad, el sector privado, las instituciones técnicas y las autoridades gubernamentales. Es ahí donde pueden presentarse, con absoluta libertad, las perspectivas tanto individuales como grupales o colectivas sobre los problemas comunes y sobre las soluciones que deban encararse.

Que la Audiencia Pública habilita la participación ciudadana en el proceso de toma de decisiones a través de un espacio institucional en el que todos aquellos que puedan sentirse afectados, o aquellas asociaciones que propenden a la defensa de diversos intereses o derechos de incidencia colectiva o defensa de usuarios y consumidores, manifiesten su conocimiento o experiencia y presenten su perspectiva individual, grupal o colectiva respecto de la decisión a adoptarse. Dichas opiniones —no obstante su carácter no vinculante— deben ser consideradas adecuadamente, estableciéndose la obligación de la autoridad de fundamentar sus desestimaciones.

Que deben convocar Audiencias Públicas, los Poderes Legislativo y Ejecutivo provinciales, los ministerios, los entes reguladores, los organismos autárquicos, los departamentos ejecutivos de los municipios y sus concejos deliberantes, etc., etc.

Que el reconocimiento constitucional de las Audiencias Públicas, reafirman la voluntad del pueblo de emprender una reforma política integral para una nueva cultura orientada a mejorar la calidad de la democracia garantizando, en cada uno de los casos, el máximo flujo informativo entre los actores sociales y sus autoridades a fin de asegurar el ejercicio responsable del poder.

Sin otro particular, saludamos muy atte.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 548)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“DERECHO A LA VIDA, A LA SALUD Y DERECHOS DEL ENFERMO.”

LA NORMA PROPUESTA:

“Art: La vida desde su concepción y hasta la muerte natural, la dignidad y la integridad física y moral de la persona, son inviolables. Su respeto y protección es deber de la comunidad, y en especial, de los poderes públicos”.

“Art.: Queda garantizado en la Provincia el derecho a la salud integral que está directamente vinculada con la satisfacción de necesidades de alimentación, vivienda, trabajo, educación, vestido, cultura y ambiente.

El gasto público en salud se considerará una inversión social prioritaria.

Se aseguran a través del área estatal de salud, las acciones colectivas e individuales de promoción, protección, prevención, atención y rehabilitación gratuitas, con criterio de accesibilidad, equidad, integralidad, solidaridad, universalidad y oportunidad. Se entiende por gratuidad en el área estatal que las personas quedan eximidas de cualquier forma de pago directo.

La Provincia de Entre Ríos ejerce la función indelegable de autoridad sanitaria. Regula, habilita, fiscaliza y controla todo el circuito de producción, comercialización y consumo de productos alimenticios, medicamentos, tecnología médica, el ejercicio de las profesiones y la acreditación de los servicios de salud y cualquier otro aspecto que tenga incidencia en ella. Asimismo, coordina su actividad con otras jurisdicciones”.
Art. .: DERECHOS DEL ENFERMO:

Son derechos del enfermo los siguientes, sin perjuicio de los que pueda agregar la ley reglamentaria: 1º) a recibir una atención sanitaria integral de su problema de salud; 2º) al respeto a su personalidad, dignidad humana e intimidad, sin discriminación de ningún tipo; 3º)a la confidencialidad sobre toda información de su enfermedad, la que deberá ser completa y continuada, verbal o escrita y al consentimiento informado en la realización de técnicas invasivas que puedan crear riesgos para el paciente; 3º) a la libre determinación entre las opciones que le presente el médico, excepto cuando la urgencia no permita demoras o cuando la enfermedad suponga un riesgo para la salud pública; 4º) a negarse al tratamiento, excepto en los casos señalados en el punto anterior; 5º) a que se formalice una historia clínica escrita de todo el proceso de su enfermedad; 6º) al correcto funcionamiento de los servicios asistenciales; 7º) a relaciones sociales y el entretenimiento del ocio en los supuestos que lo permita la internación; 8º) a usar el alta voluntaria, tras firmar el documento correspondiente; 9º) a saber que va a morir; 10º) a mantener la conciencia lo más cerca posible del momento de la muerte, evitando el dolor; 11º) a morir sin el uso de tecnología que le otorgue solo algunas horas suplementarias de vida biológica y 12º) a morir con dignidad, manteniendo con las personas cercanas contactos humanos y sencillos y ejerciendo su fe”.

MARTÍNEZ (Marciano) – PESUTO.

FUNDAMENTOS

El art. 5º de la Constitución Nacional garantiza a las Provincias el “goce y ejercicio de sus instituciones siempre que sus Constituciones estén “de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional”. Precisamente, uno de esos principios elementales ha quedado contenido en nuestra Carta Magna Nacional después de la reforma de 1.994, que por su importancia, no sólo institucional, sino particularmente humanista, merece ser incorporado en forma expresa en nuestra Constitución Provincial: el derecho a la vida desde la concepción.

El derecho a la vida es el primero y mas elemental de los derechos humanos sin cuyo respeto no pueden darse todos los demás. Es anterior al Estado mismo, pertenece al hombre en su calidad de tal, y no puede ser alterado, ni menos suprimido, por el propio Estado, el que solo debe reconocerlo, y no lo crea ni lo legaliza.

Ya nuestra Constitución Nacional originaria, en su texto de 1.853/ 1.860, a través de una razonable interpretación de su art. 33, ampara la vida desde la concepción.

No fue otra la normativa fijada en nuestro Código Civil de 1.869, cuando Vélez Sarsfield continuó la línea romanista y el proyecto de Freitas para el código de Brasil. En un armónico juego, vigentes hoy en plenitud, los arts. 63 y 70 y concordantes de nuestro Código Civil consagran el principio.

Y en 1.994, nuestra Constitución Nacional en el art. 75 inc. 22 otorgó jerarquía constitucional a once tratados internacionales, entre ellos a dos convenciones que amparan con amplitud a la persona por nacer: la “Convención Americana sobre Derechos Humanos”, de Costa Rica de 1.989, y aprobada por el Congreso mediante Ley 23.054; y la “Convención de los Derechos del Niño”, de 1.989, a la que nuestro País adhirió mediante Ley 23.849.

Por otra parte, nos parece esencial la protección conjunta de la dignidad, la integridad física y moral, y la salud de la persona humana, que debe empezar desde que el individuo vive, es decir, desde su vida intrauterina, siendo claro que esa protección se acentúa conforme es mayor la indefensión.

En el Derecho Público Provincial argentino, en sus constituciones, se encuentran innumerables normas de carácter tuitivo al derecho enunciado, a saber: Constituciones provinciales de: Córdoba, Santa Fe, Santiago del Estero, Río Negro, Tucumán, Salta, San Juan, Chaco, Chubut, La Rioja, Formosa, Tierra del Fuego, Buenos Aires, San Luis, Jujuy y Neuquén De igual modo el derecho a la salud y a la responsabilidad indelegable del estado en esta materia ha quedado plasmado a lo largo y a lo ancho de casi todas las cartas magnas provinciales y leyes, y es particularmente destacable la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, arts. 20 y 22.

DERECHOS DEL ENFERMO:

En la relación médico–paciente se ha transformado el vínculo que antes era paternalista para tener un valor autonómico que ha dado origen a diferentes problemas en la práctica, lo que ha motivado que a la respuesta las dé la Bioética.

Los avances tecnológicos, los cambios en los valores sociales, la defensa de los derechos humanos, hacen que permanentemente exista un debate sobre estas circunstancias tan controvertidas. Asimismo, existe una creciente insatisfacción de los enfermos debido a la ineficacia – que ocurre en forma común – de los servicios de atención médica, por lo que consideramos que debemos resguardar los intereses del enfermo en la relación médico-paciente, ya que es el que sufre el dolor, la falta de información, la desatención, que lo transforma más en un objeto, asiéndole perder la condición humana.

La enumeración de los derechos del enfermo, la que no es taxativa, obedece a los valores que existen en la actualidad, sin perjuicio de otros que podrán agregar las leyes reglamentarias.

Sin otro particular, saludamos muy atte.

Marciano E. Martínez – Hermo L. Pesuto.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 549)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION VIII

DEL MINISTERIO PÚBLICO

ARTICULO PRIMERO: “El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera. Está compuesto por un Procurador General y un Defensor General y Pupilar y demás funcionarios que prevea una ley especial, siendo su función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad, en coordinación con los demás organismos del Estado Provincial.

ARTICULO SEGUNDO: La actuación de estos funcionarios, será independiente entre si, estando su designación a cargo del Poder Ejecutivo con acuerdo de la Asamblea Legislativa siendo inamovibles en sus cargos mientras dure su buena conducta, estando sujeto a las mismas incompatibilidades y gozando de iguales derechos que los miembros del Superior Tribunal de Justicia. Podrán ser removidos de sus cargos mediante el Juicio Político.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

Se trata en este proyecto de crear un “órgano extra poder”, saliendo de los cánones tradicionales de nuestra organización del servicio de justicia, que como sabemos, diseñó a través de la actual Constitución y de diferentes leyes, a los Ministerios Públicos como un apéndice del Poder Judicial.

La Ley N° 9.768, en su art. 1°, inc. 38, habilita a otorgar autonomía funcional y presupuestaria al Ministerio Público Fiscal y Pupilar, así la moderna doctrina constitucional en su versión teórica, y la Constitución Nacional, art. 120, separan esta función del Poder Judicial, entendiéndose que es mandato nuestra Legislatura actualizar la norma fundamental entrerriana en el mismo sentido.

Se proyecta incorporar como una nueva sección a continuación del Jurado de Enjuiciamiento, art. 179, de la Constitución actual, las normas que disponen la autonomía funcional y presupuestaria del Ministerio Público, integrado en este caso por el Procurador General y el Defensor General y Pupilar y las estructuras inferiores en todas las jurisdicciones de la Provincia, que una ley especial prevea.

La misión del primero – fiscal – es la defensa del orden público, constitucional y legal, dentro de lo cual se inscribe bregar por la recta administración de justicia y el ejercicio de la acción penal. En palabras de un calificado constitucionalista: “Su misión, por tanto, no es siempre acusar ni obtener el máximo posible de condenas, sino obtener sentencias justas, defender la legalidad constitucional y corregir vicios en el servicio de justicia.- Sustancialmente, son representantes de la sociedad o del pueblo”.- (Nestor Pedro Sagües, “Elementos de derecho constitucional”, T-1: 668). Y agrego, que en la proyección actual del Ministerio Público Fiscal, radica el ejercicio de la acción pública en la investigación o averiguación de acciones delictivas cometidas por la ciudadanía, según se puede ver en el nuevo Código Procesal Penal de próxima aplicación en la Provincia.

El Ministerio Pupilar, ejercido por el defensor general y defensores de rango inferior, atiende los casos de menores, pobres, incapaces etc.

Se quiere contar con dos organismos independientes frente a los avatares políticos, siendo que se trata – el fiscal – de un funcionario que aboga por la legalidad.

La autonomía, en palabras del autor citado, tiende a darle un poder reducido, porque la materia que los ocupa es más acotada frente a los tres poderes del estado republicano.- Es un “mini poder”.- Lo cual responde a “…una característica del estado moderno, que es diversificación de funciones y multiplicación de estructuras…”.- (Sagüés, ob. cit. pag. 669).

Esa independencia o autonomía significa, no que se desea un organismo de acero, impenetrable y marginado de la comunidad, por el contrario, se trata de un ente inmerso en la sociedad e interdependiente con la función del estado organizado por la misma Constitución de Entre Ríos.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 550)

FUNDAMENTOS

FISCALÍA DE ESTADO

Honorable Convención:

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración se inscribe en la idea de reformular los principales órganos de control existentes en la provincia, fortalecerlos y ajustarlos a las exigencias de la hora, lo que se considera una actividad de gran valor institucional. Uno de los principales desafío de nuestra democracia exige darle al Estado órganos eficaces de control capaces de diluir las sospechas que sobre la dirigencia en general y sobre los funcionarios públicos en particular proyecta la sociedad con singular energía (al menos sectores de gran dinamismo, periodistas, dirigentes políticos y militantes sociales).

En ese sentido el control se define como una actividad institucional, quizás la de mayor significación tendiente a darle firme estabilidad a los poderes del Estado, consistente en vigilar y verificar el cumplimiento por parte de la autoridad, de los fines que la ley le impone a sus funciones. Particularmente somos de opinión, los avatares de nuestra democracia en los últimos quince años nos han persuadido de ello, que la corrupción debe ser en primer término evitada y sólo como una especie de reaseguro castigada. Es una realidad difícil de ocultar que en esta materia, los denuncias penales se utilizan preponderantemente en la lucha por el poder, y que demasiadas veces sirven a intereses deleznables y mezquinos promoviendo la maledicencia y la sospecha pero, como no llegan a buen puerto por radicarse sobre bases endebles, terminan desacreditándose ante la opinión pública, que con razón casi siempre juzga que son una ficción.

Tal quehacer resulta sumamente delicado por cuanto, a la proclamada necesidad de castigar los actos que supongan una clara violación del mandato de honestidad que recibe el funcionario junto con el nombramiento, debe agregársele la prevención de que tal castigo se debe concretar sin afectar ninguno de los principios constitucionales alrededor de los cuales se organiza la persecución penal en democracia, que son consustanciales al Estado de Derecho. En esa proyección se debe revalorizar el control de legalidad como una principal actividad tendiente a evitar que el funcionario viole o incumpla la ley, actividad que hoy le incumbe esencialmente a la Fiscalía de Estado1.

La Fiscalía de Estado, tal como ha sido organizada en nuestra Constitución de 1933, que en realidad repite las disposiciones del art. 183 de la Const. de 19032, resulta definida como una especie de procuración general del Estado provincial pues la Ley Fundamental, después de señalar que estará “encargado de defender el patrimonio del fisco” sólo le adjudica en su art. 139 funciones de representación judicial en "los juicios contencioso administrativos y en todos aquellos asuntos en que se controviertan los intereses del Estado" (sic). No obstante, mas adelante, al otorgarle al Fiscal de Estado atribuciones para "recurrir...ante el Superior Tribunal de Justicia. de las resoluciones del Poder Ejecutivo, cuando a su juicio sean contrarias a los intereses del Estado, en los casos que den lugar a la acción contencioso-administrativo" (sic) parecería permitirle ejercer un tibio control de legalidad . Es recién la ley 7296 la que en su art. 1º le adjudica la función del control de legalidad, además de la asesoría general de gobierno art. 4º inc. i) y la investigación administrativa.

Así hoy tiene como funciones:

1º) La procuración general de la provincia y la defensa del patrimonio del fisco.

2º) La asesoría general de gobierno

3º) La investigación administrativa con funciones de promoción autónoma de la acción penal contra funcionarios imputados de delitos contra la administración pública

4º) El control de legalidad de los actos del poder público.

Nuestra experiencia provincial parece demostrar que las instituciones del control, y especialmente el Fiscal de Estado -sólo a el, aquí nos referimos - se han venido presentando como exhaustas para impedir los desbordes y demasías en el ejercicio del Poder (ley 8706; renta vitalicia; emisión de cuasimonedas; modificaciones del trámite del amparo por decreto; negativa a dar a publicidad las leyes).

De allí resulta que una reforma de la Constitución debe definir con precisión sus funciones de control de constitucionalidad creando los mecanismos que le garanticen a la institución un ajustado cumplimiento de sus fines.

En esa línea el proyecto postula en primer término autorizarlo expresamente a intervenir en los juicios en que sean parte los municipios “cuando la gravedad de la cuestión a su criterio pudiera comprometer al erario provincial” disposición que en la actualidad contiene la ley 7296, pero que hasta la fecha no se conocen antecedentes de que se haya aplicado.

Asimismo establece también expresamente que, “ejerce el control de legalidad de todos los actos de autoridad del poder público y a esos fines promueve la acción de inconstitucionalidad contra leyes, decretos, resoluciones, ordenanzas y cualquier acto administrativo, que viole o contradiga una disposición de esta Constitución o de la Constitución Nacional”3 en reemplazo de la actual disposición que lo autoriza a “recurrir ante el Superior Tribunal de Justicia” cuando a su juicio tales actos sean contrarios a los intereses del Estado, párrafo del original que se mantiene.

Tal plexo de funciones se corona con la prevención de que La omisión de esta obligación constituye grave causal de mal desempeño.

Por último, con el propósito de blindarlo ante posibles presiones que pudiera soportar, se propone definirlo como un órgano extra poder4 otorgándole autonomía institucional respecto de todos los poderes del Estado, autorizándole a preparar y ejecutar su propio presupuesto5, designar su personal y conformar las remociones, traslados, ascensos o sanciones del mismo.

1 V. ALCONADA ARAMBURU, Carlos R. S., “Ámbito funcional de la Institución Fiscalía de Estado”  en L.L. 85-836 quien, respecto al fiscal de Estado sostiene que “su carácter de defensor de los intereses generales, surge a través de toda una línea histórica, que parte de su remoto antecesor el “defensor civitatum” romano, sigue con el ”patronus fisci” de las leyes de partidas…para incorporarse al derecho patrio a través del decreto del 8 de julio de 1823” 

2 En el origen el Fiscal de Estado se integraba al Ministerio Fiscal del que formaba parte, era “el agente mediante el cual el soberano defendía su patrimonio contra cualquiera que lo detentase o lo amenazara” (V. RAUEK DE YANZON, Inés Beatriz, “Fiscalía de Estado en las Constituciones Provinciales” en o.c. “Derecho Público Provincial”, Ed. Depalma, Mendoza 1993, p. 270).
3 (San Juan 265; Santa Cruz 125; Mendoza 177) 

4 Al instituirlo en el Cap. IV de la Sec. V la Constitución en vigencia lo ubica claramente como integrando el Poder Ejecutivo del que forma parte.
5 El art. 5.a de la ley 7296 le autoriza a proyectar su presupuesto pero no a ejecutarlo de donde, las presiones a su funcionamiento pueden venir de la autoridad que autoriza el gasto contra las previsiones presupuestarias respectivas.

Raúl E. Barrandeguy

TEXTO DEL PROYECTO

Agregados al art. 139

“Artículo 139: Habrá un fiscal de Estado encargado de defender el patrimonio del fisco, que será parte legítima en los juicios contencioso administrativos y en todos aquellos en que se controviertan intereses del Estado provincial pudiendo, también tomar intervención en los juicios en que se ventilen asuntos de interés municipal cuando la gravedad de la cuestión a su criterio pudiera comprometer al erario provincial.

La ley determinará los casos y las formas en que ha de ejercer sus funciones, siendo inamovible en ellas mientras dure su buena conducta.

Para desempeñar este puesto se requieren las mismas condiciones exigidas para ser fiscal del Superior Tribunal de Justicia.

El fiscal de Estado tiene autonomía institucional respecto de todos los poderes del Estado. Prepara y ejecuta el presupuesto de su repartición; designa su personal que no puede ser removido, trasladado, ascendido o sancionado sin su conformidad; ejerce el control de legalidad de todos los actos de autoridad del poder público y a esos fines promueve la acción de inconstitucionalidad contra leyes, decretos, resoluciones, ordenanzas y cualquier acto administrativo, que viole o contradiga una disposición de esta Constitución o de la Constitución Nacional o, cuando a su juicio sean contrarias a los intereses del Estado. La omisión de esta obligación constituye grave causal de mal desempeño.”

Saludamos a Ud. Con toda consideración.
BARRANDEGUY

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 551)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la sección de derechos y garantías de la constitución de Entre Ríos el siguiente artículo:

Personas con Capacidades Especiales

Artículo
: La Familia, La Sociedad y el Estado están obligados a proteger integralmente a las personas con capacidades especiales y deben proveer a su desarrollo, integración y fortalecimiento económico, social, cultural, político, educativo y familiar.

Dicha protección abarca la prevención, asistencia, rehabilitación, educación y capacitación, inserción y acceso social, laboral y profesional, y a la promoción tendiente a la toma de conciencia de la sociedad respecto de los deberes de solidaridad y respeto, equidad y no discriminación.

Es obligación de las personas públicas o privadas promover y consolidar el desarrollo de ámbitos libres de barreras naturales, culturales, sociales, arquitectónicas y urbanísticas, del transporte y de cualquier otro tipo que afecte su independencia.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

El proyecto de reforma surge de la situación de extrema necesidad que sufren las personas con capacidades especiales y para brindar respuestas urgentes a este sector de nuestra población que se encuentra desprotegida y desamparada.

Según la Organización Mundial de la Salud en su Clasificación Internacional de Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías (CIDDM), publicada en 1980, una discapacidad "es toda restricción o ausencia (debida a una deficiencia) de la capacidad de realizar una actividad en la forma o dentro del margen que se considera normal para un ser humano."

En la nueva CIF (Clasificación Internacional del funcionamiento de la discapacidad y la Salud), discapacidad aparece como término baúl para déficits, limitaciones en la actividad y restricciones en la participación. Denota los aspectos negativos de la interacción del individuo (con una condición de salud) y sus factores contextuales (factores ambientales y personales).

Pero el termino resulta, a nuestro entender, equivoco ya que el mismo signa  al individuo como un ente sin ninguna capacidad, lo que es un error, piénsese, por ejemplo, en una persona que presenta la imposibilidad física de caminar, ello no quiere decir que no pueda escuchar o hablar, pensar, comunicar sus ideas, generar aportes proyectos, etc.

Ya desde la antigüedad las personas con capacidades especiales eran indistintamente despreciados, compadecidos, aniquilados o temidos según ideas imperantes en el grupo social de pertenecía.

Hoy en día estamos muy lejos de estas ideas, pero esas personas siguen siendo excluidas y discriminadas.

Según los datos proporcionados por la Encuesta nacional de discapacidad (ENDI) llevada a cabo por el INDEC la cantidad de personas con capacidades especiales son:

	Por Grupos de Edad
	Total de habitantes
	Total de Hab. con cap. especiales
	Porcentajes s/ Total (1)

	Total
	30.757.628
	2.176.123
	7,1

	0-4
	2.757.869
	50.854
	1,8

	5-14
	5.722.347
	203.643
	3,6

	15-29
	7.718.798
	250.677
	3.2

	30-49
	7.308279
	336.868
	4,6

	50-64
	4.188.910
	467.823
	11,2

	65-74
	1.754.847
	372.217
	21,2

	75 o más
	1.306.578
	494.041
	37,8


(1) corresponde al total de personas con capacidades especiales de cada grupo de edad y sexo dividido la respectiva población total por cien.

Nota: el total del país abarca al conjunto de los centros urbanos del país con 5.000 habitantes o más.

Fuente: INDEC. Primera Encuesta Nacional de Personas con Discapacidad 2002-2003. Complementaria Censo Nacional de Hogares y Viviendas 2001.

Estos resultados dan cuenta de la magnitud de los habitantes con capacidades especiales (2.176.123), a la vez que se observa que un altísimo porcentaje de estos se encuentran en plena capacidad laboral (1.055.368), lo que hace necesario la creación de espacios de capacitación y empleo que favorezca el desarrollo pleno de sus habilidades.

En este sentido es necesario que se les reconozca igualdad real de oportunidades y de trato en ámbito laboral.

Generalmente a estas personas se les niega la posibilidad de educación o de desarrollo profesional, se les excluye de la vida cultural y las relaciones sociales normales, se les ingresa innecesariamente en instituciones y tienen acceso restringido a edificios públicos y transporte debido a sus limitaciones físicas. Esto denota la exigencia de que tengan un acceso prioritario a los servicios públicos, a los servicios básicos de salud, a la educación, a una vivienda digna, a la formación laboral o profesional, a los regímenes de la seguridad social, a la rehabilitación integral, a los deportes, entre otras cosas.

En el aspecto familiar, estas personas son tratadas muchas veces como cargas. Las familias que tienen un hijo con discapacidad constituyen una población en riesgo. Los conflictos no surgen a nivel familiar como consecuencia directa de la discapacidad, sino en función de las posibilidades. Es imperioso proporcionar una formación específica a familiares de las personas con capacidades especiales destinadas a concretar la integración y la convivencia plena entre estos.

Los discapacitados se encuentran en general con desventajas jurídicas, ya que no cuentan con un documento oficial único que enumere sus derechos, sino que están dispersos en una serie de dictámenes judiciales, recomendaciones de la OIT e instrumentos jurídicos.

Pero no solamente las personas con discapacidad sufren. La sociedad pierde la oportunidad de aprovechar el enorme potencial de las personas con discapacidad.

Estas personas, en contra de algunas opiniones socioculturales, pueden ejercer plenamente sus derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales.

En el ámbito internacional se han dictado un sinnúmero de instrumentos que protegen los derechos de las personas con capacidades especiales. Estos se concentran principalmente en proteger a éstas de la discriminación y les crean igualdad de oportunidades de participar en la sociedad:

Declaración Universal de Derechos Humanos (1948): el articulo 25 menciona sus derechos socio-económicos: el derecho a un nivel de vida adecuado, incluyendo comida, vestido, habitación y servicios médicos y sociales, y el derecho a servicios sociales en el caso de desempleo, enfermedad, discapacidad, viudez, vejez. El artículo 7 garantiza la igualdad ante la ley y la protección por igual de la ley para todas las personas, incluso en contra de la discriminación.

En un mismo sentido lo hace el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Politicos (1966) en su artículo 26.

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) en su artículo 2. Este pacto para profundizar en las estrategias de implementación de derechos creó un comité, éste ha establecido la Observación General 5 por el cual se obliga a los Estados para eliminar la discriminación de las personas con capacidades especiales en cuanto a la igualdad de derechos entre hombres y mujeres, trabajo, seguridad social, protección de la familia, condiciones de vida adecuadas, derecho a atención física y mental, derecho a la educación y el derecho a formar parte de la vida cultural, deportiva y disfrutar de los beneficios del progreso técnico y científico.

La Declaración de los Derechos del Retrasado Mental (1971) establece: “El retrasado mental debe gozar, hasta el máximo grado de viabilidad, de los mismos derechos que los demás seres humanos”.

La Declaración de Derechos de los Impedidos (1975) incluye tanto una serie de derechos económicos y sociales, como derechos civiles y políticos.

La Declaración de los Derechos de la Persona Sorda y Ciega (1977) establece en su articulo 1º que toda persona sorda y ciega tiene derecho a disfrutar los derechos universales garantizados a todos los individuos por la Declaración Universal de Derechos Humanos.

La Observación General 18 del consejo de la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer enfatizó que las mujeres con capacidades especiales enfrentan una doble discriminación y son un grupo particularmente vulnerable. Recomienda que los gobiernos provean información sobre éstas en sus reportes y sobre las medidas especiales que hayan tomado para asegurar que “tengan igual acceso a la educación y empleo, servicios médicos y de seguridad social, y asegurarse que puedan participar en todos los ámbitos sociales y culturales.”

Uno de los resultados del Año Internacional de las Personas con Discapacidad -1981-, fue la creación del Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad (1982). Dicho programa es una estrategia global para estimular la prevención de la discapacidad, la readaptación y la igualdad de oportunidades, la cual se refiere a la participación total de las personas con capacidades especiales en la vida social y el avance nacional. También se enfatiza sobre la necesidad de comenzar a ver la discapacidad desde la perspectiva de los derechos humanos.

Los Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental (1991), adoptados por la Asamblea General de la ONU, disponen que todas las personas tienen derecho al mejor servicio medico mental disponible y que esas personas con enfermedades mentales deberán ser tratadas con humanidad y respeto por la dignidad inherente al ser humano. Las personas con algún impedimento mental también tienen el derecho a la protección en contra de la explotación económica, sexual u otras, del abuso físico u otro, y al trato degradante. Estos principios estipulan que no debe haber discriminación a causa de enfermedad mental y que una persona que presente esta afección debe tener el derecho de ejercer todos sus derechos políticos y civiles.

La Declaración de Beijing sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (2000), adoptada en la Conferencia Cumbre Mundial de ONGs sobre discapacidad, hace un llamado para mejorar los estándares de vida, la igualdad de participación y la eliminación de actitudes y practicas discriminatorias.

En el ámbito americano se han dictado también importantes instrumentos internacionales, así, por ejemplo, la Convención Americana sobre Derechos humanos (1969) en su articulo 24 y su Protocolo Adicional sobre los derechos en el área de los derechos económicos, sociales y culturales (Protocolo de Dan Salvador) (1988) que establece específicamente que las personas con capacidades especiales tienen el derecho a recibir atención especial a fin de alcanzar el máximo desarrollo de su personalidad y obliga a los Estados a implementar medidas especiales para facilitar la integración total de las personas con capacidades diferentes. También en 1999 se celebró la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, su propósito es prevenir y eliminar todas las formas de discriminaciones que sufren las personas con capacidades especiales y promover su plena integración en la sociedad.

Por su parte nuestra Constitución Nacional en el artículo 75 Inc. 23 expresa:

“Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad…”

De esta manera, como lo sostiene el Dr. Néstor P. Sagüés, en 1994 se plasmaron normas en pro de personas que requieren un apoyo estatal mayor que el brindado a sujetos con plenas aptitudes psicofísicas.

La Ley 22.431 instrumentó así el “sistema de protección integral de las personas discapacitadas” con normas especiales sobre salud, trabajo, educación, transporte y arquitectura diferenciada.

La Ley 24.314, modificatoria de la anterior, obliga a suprimir las barreras físicas en los ámbitos urbanos, arquitectónicos y del transporte, con el fin de lograr el acceso de las personas con movilidad reducida, precepto que ha dado lugar a numerosas acciones de amparo para su concreción y puesta en práctica. También les asegura conceder las franquicias y estímulos que permitan en lo posible neutralizar la desventaja que la discapacidad les provoca.

Diversas Constituciones Provinciales han adoptado también un criterio protector con respecto a las personas con capacidades especiales, así por ejemplo, la Constitución de Corrientes en su artículo 44, la de Neuquén en su artículo 50, la de Santiago del Estero en el artículo 33 y la de Córdoba en su artículo 27, entre otras.

Como se puede observar, nuestro actual texto constitucional, no trata a las personas con capacidades especiales.

El presente proyecto emana de la consideración de dichas personas en su entorno familiar, social y cultural como parte imprescindible de nuestra comunidad.

Así se pretende asumir un rol en pro del cambio de paradigmas socio-culturales, para lograr la plena integración y el más absoluto desarrollo de las personas con capacidades especiales.

Por lo precedentemente expuesto solicito a la Honorable Convención Constituyente de la provincia de Entre Ríos sancione el presente proyecto de reforma ya que se encuentra habilitado por la Ley 9.768 Artículo 1º apartado 20.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

C

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 552)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 120: Reelección.-El Gobernador y Vicegobernador pueden ser reelectos por un solo período consecutivo, o sucederse recíprocamente. Si fueren reelectos o se sucedieren recíprocamente no pueden ser elegidos para ninguno de ambos cargos. Tampoco podrá ser electo Gobernador o Vicegobernador, más de una vez, la persona que haya desempeñado cualquiera de dichos cargos, o que haya actuado como Gobernador o Vicegobernador durante más de dos años de un período para el que se haya elegido para tal cargo a otra persona.

Disposición Transitoria.-El mandato del Gobernador en ejercicio al momento de sancionarse esta reforma, deberá ser considerado como primer período (corresponde al Artículo 120).

Los mandatos de Gobernadores ejercidos con anterioridad a la sanción de esta reforma no serán tenidos en cuenta para la limitación de dos mandatos establecida en el artículo 120.

ACEVEDO MIÑO

Señor Presidente:

El artículo 3º de la Ley Provincial Nº 9768 que declaró la necesidad de reforma de nuestra Constitución Provincial, autorizó “la reforma del artículo 120 de la Constitución vigente al solo efecto de establecer la posibilidad de reelección del Gobernador y Vice por un solo período consecutivo”.

La cuestión de habilitar la reelección del cargo ejecutivo ha sido motivo de profundos y apasionados debates en el seno de nuestra sociedad, como así también a lo largo de la historia de las instituciones republicanas, tanto en nuestro país como en otras repúblicas democráticas.

El artículo proyectado está basado tanto en la letra como en el espíritu de la mayoría de las Constituciones Provinciales vigentes, y en la de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Asimismo, la interdicción de su parte final se basa en la Constitución vigente en los Estados Unidos de América, Enmienda XXII, del 27 de febrero de 1951, la cual establece un sistema intermedio entre la prohibición total de la reelección y la posibilidad de la reelección indefinida.

Desde 1787 hasta 1951 —en que fue ratificada la enmienda 22— rigió en los Estados Unidos el principio de la reelección indefinida que respondía a las ideas de Hamilton respecto de las características que debía poseer la institución presidencial, entre ellas, el principio de la permanencia (del presidente). Pero una práctica constitucional limitó la posibilidad de la reelección a un mandato más; esto es, dos mandatos en total. Esta práctica fue interrumpida por Franklin Delano Roosevelt, reelecto tres veces, circunstancia que motivó la mencionada enmienda.

Cuando en nuestro país se encaró la reforma constitucional de 1949, en donde se planteó la posibilidad de la reelección del mandato presidencial por períodos de seis años, en Estados Unidos estaba todavía vigente la cláusula originaria de su Constitución, que establecía la posibilidad de la reelección indefinida. Precisamente, fue el entrerriano Sampay, miembro informante en la Convención que sancionó aquella reforma, quien sostuvo y fundamentó ese tipo de reelección en el pensamiento de Hamilton. Dos años después, en 1951, se sancionó en los Estados Unidos la Enmienda XXII que cambió las reglas de juego en ese país y, del mismo modo, el tema de la reelección presidencial fue reconsiderado en las últimas décadas en el pensamiento político argentino.

Así la reforma constitucional nacional de 1972 estableció por primera vez en nuestro medio el mandato de cuatro años con reelección inmediata por un período. Cabe aclarar que los términos de esa reforma fueron específicamente acatados por el conjunto de las fuerzas políticas, durante el período de gobierno constitucional que rigió entre 1973 y 1976, que se ajustó a las disposiciones de la Constitución reformada.

Las reformas de las constituciones provinciales realizadas en la década de los noventa fueron asimismo coincidentes, en la mayoría de los casos, en permitir la reelección de los gobernadores en ejercicio, por un período consecutivo. No obstante, no impusieron ningún freno adicional a las ambiciones reeleccionistas de los Ejecutivos provinciales, más allá de la espera de un período para volver a postularse.

Señor presidente: hay un viejo dicho criollo que expresa que no hay peor sordo que el que no quiere oír. Asimismo, el Evangelio refiere que si un ciego guía a otro ciego, los dos caen al pozo.

Evocando a Platón, para quien el arte de gobernar consistía en hacer que el pueblo amara las leyes, Alberdi sostuvo: “Para que los pueblos amen su Constitución es menester que la vean rodeada de prestigio y de esplendor.”

En este sentido, en la obra de derecho político denominada “El Régimen Político”, Montejano expresaba: “La permanencia de un Estado depende de la reiterada vocación y voluntad de adhesión de la Nación a un proyecto de vida en común.” Citándolo a Renán decía: “La Nación en todo caso es un plebiscito cotidiano que debe renovarse, que se conquista como la Santidad día a día. Debe existir un proyecto de vida en común y una adhesión de las autoridades con consenso de la mayoría de los ciudadanos.”

Charles Maurras, este verdadero maestro de la cultura política universal, decía que “una comunidad subsiste mientras entre sus miembros las causas de amistad y unión superan a las de enemistad y división.”

Actualmente, es compartida ampliamente en la opinión de la sociedad entrerriana la necesidad de permitir la reelección del Gobernador por un período consecutivo. Lo que no es compartido ampliamente por esta sociedad, Sr. Presidente, es la posibilidad de dejar abierta la puerta constitucional a la ambición de cualquier individuo de perpetuarse en el poder. No queremos los entrerrianos que haya peligro para la democracia con clanes que se perpetúan en el poder en forma permanente y sistemática. Como todos aquí sabemos, y como lo dice el sabio dicho, “el poder corrompe”.

La reforma propuesta permitirá a los gobiernos exitosos acceder a un nuevo mandato y a los que no lo son, dejar paso a un nuevo gobernador. En este sentido cabe decir que en la práctica de los Estados Unidos, hasta finales del siglo pasado, la reelección presidencial ha sido la excepción y no la regla.

Respecto a la consideración del mandato del Gobernador actual para ser considerado como primer mandato, cabe afirmar que si bien el actual Ejecutivo ha sido electo bajo el imperio del artículo 120 de la Constitución Provincial vigente, que expresa que su mandato dura cuatro años y no puede ser reelecto, en pos de efectivizar en el caso concreto la igualdad de oportunidades, no debe esta Convención con poder constituyente prohibirle lo que le permitirá al resto de los entrerrianos, esto es la posibilidad de un nuevo mandato; pero tampoco deberá darle la prerrogativa de que sea el único entrerriano que pueda gobernar durante doce años, situación que se podría dar si se deja de considerar al actual mandato como excluido de la regla aquí propuesta.

Que no se crea que atacamos la posibilidad de que el actual gobernador pueda ser reelecto, porque en ese caso dirían seguramente los sectores mayoritarios, en especial el oficialismo, "que el pueblo decida". Y es claro que si somos demócratas y por eso estamos acá, debemos sostener que es el pueblo el que tiene que decidir. Pero ese no es el fin. Acá el tema es saber, por encima de una Constitución a medida del actual gobernador o de algún otro dirigente, si el sistema de reelección es bueno o malo. Si sabemos que el eje central de esta reforma es la reelección, a la cual se le han agregado otros aditamentos para tratar de disimularla, compensarla o equilibrarla, más todos los anexos y propinas que significan algunos temas habilitados, olvidándome del actual gobernador y del anterior gobernador gestor de la misma, me planteo: ¿es buena la reelección como sistema jurídico, lejos de lo político y de lo ético?

Del estudio de la historia constitucional de los países latinoamericanos y fundamentalmente de la Argentina, surge que no ha sido nunca bueno. También hay que decirlo: nuestro sistema no impide la reelección, lo que impide es la reelección inmediata e indefinida. Con una técnica constitucional sabia aparece ese artículo 120 en su momento. Los convencionales lo aprobaron porque precisamente consideraban que luego de un lapso de años de gobierno, cualquier gobierno, se produce un desgaste del gobernante, pero fundamentalmente se produce un entorno alrededor de la máxima figura ejecutiva que todos conocemos y que todos padecemos.

Entonces, como una buena defensa democrática, institucional y republicana, como un modo de oxigenación del sistema, se le dice “sí” a la posibilidad de ejercer un nuevo y último período de gobierno, y "no" a la posibilidad de reelección indefinida. Ese es el espíritu; es como una defensa, un acto de prudencia, un balance entre la prohibición lisa y llana y la permisividad absoluta; una valla o un freno al abuso, a los excesos.

Nuestra Constitución, al igual que la carta magna nacional que rigió hasta 1994, tiene pocas prohibiciones. Dentro de ellas aparece esta valla, esta cláusula del artículo 120. Muchos autores han hablado de esta prohibición de la reelección. El mismo Perón, refiriéndose a la reelección, y no obstante haberla él mismo propiciado en su momento, decía que no era prudente el sistema de reelección inmediata, porque era una garantía de seguridad. Porque en el país ya se habían vivido momentos en los que se había concentrado la suma del poder público en algún gobernante con presidencialismos muy fuertes, con grandes poderes y con grandes atribuciones.

Quiero citar también a un constitucionalista, el doctor Ramella. En sus libros él hablaba de este tema; incluso, envió cartas tanto a Alfonsín como a Menem al plantearse la cuestión de la reforma de la Constitución Nacional por la reelección presidencial, pidiéndoles que tuvieran la grandeza de alma de no aspirar a su propia reelección. Sostenía que “Se debe prohibir absolutamente la reelección del presidente como ocurre con la Constitución de México. No hay hombres providenciales. Ya en algunas provincias, los gobernadores han llegado a la tercera reelección”.

Debo reconocer que esa grandeza que en este tema pedía el doctor Ramella, en su momento la tuvo el doctor Alfonsín cuando se autoexcluyó de una posibilidad de reelección inmediata en ocasión de propiciar la reforma de la Constitución. Eso es lo que se debería haber hecho ahora, señor Presidente, por parte de los promotores de esta reforma, tanto el gobernador actual Sergio Urribarri como su antecesor Jorge Busti, para que la reforma sea en libertad; para que la reforma sea en profundidad. Desliguémonos de las apetencias personales. Y aquí es donde aparece nuevamente la cuestión ética.

La cuestión jurídica nos indica que no es bueno un sistema ejecutivo con reelección indefinida; y la prudencia ética también indica que el gobernante actual debe propiciar una reforma en beneficio de las instituciones, jamás en beneficio personal, como quedaría establecido si apenas llegado el poder el Gobernador actual propondría la reelección indefinida, o si el gobernador anterior propondría la posibilidad de reelección inmediata para todos menos para el actual gobernador.

He descubierto que esta historia no es nueva. Me preocupé en investigar no sólo lo que dijo Sampay en cuanto a que la Constitución de 1949 era un trofeo que iba a exhibir Perón diciendo que era su Constitución, sino que también me preocupé por leer al otro sector presente en esa Convención Constituyente, es decir, al radicalismo.

Descubrí el discurso pronunciado por Moisés Lebensohn en la sesión del 3 de marzo de 1949 de la Convención Constituyente. Y me sorprendí cuando lo leí, porque se parece a la historia que ahora estamos viviendo. Al tratarse el artículo 77, que establece la prohibición de la reelección, Lebensohn decía que tal cual se pretendía, se iba a destruir el sistema republicano. Decía: "No existe separación de poderes cuando esos constituyentes son nombrados por el cuerpo político representativo del régimen y entre ellos se encuentra jueces de la Corte Suprema integrando las listas y el sector del partido oficial que reconoce la jefatura omnímoda del titular del Poder Ejecutivo”. También decía que a través de los resortes del partido oficial se había suprimido en los hechos la separación de poderes. Y agregaba: "No existe separación de poderes cuando el consejo superior del partido oficial que actúa bajo la jefatura del Ejecutivo designa los candidatos a diputado que han de formar el otro poder del Estado, y hasta los propios convencionales que están ejerciendo el poder eminente de modificar la Carta Fundamental".

Aludía a la falta de libertad de espíritu para trabajar en pro de una Constitución para todo el país. También decía que se estaba quebrantando la estructura constitucional y la regulación de las libertades públicas, porque el artículo que prohibía la perpetuación en el poder "era la garantía suprema de las libertades populares y la última valla...", escúchese bien, "...contra la arbitrariedad. Puede un gobernante avasallar todos los derechos. Su poder tiene límite cierto, plazo infranqueable, en la prohibición dictada por el artículo 77", el que prohíbe la perpetuación en el cargo. Este es el recaudo constitucional al que hacemos referencia.

Decía Lebensohn que este tema de la reforma por la reelección o reforma para la reelección era la trágica historia de todos los dictadores latinoamericanos, la historia de los presidentes que convocaron a asambleas constituyentes con el propósito de modificar la Constitución a fin de posibilitar sus reelecciones.

Quienes rechazan la reelección presidencial no hacen sino recordar la sabia observación de Linares Quintana: "Estamos profundamente convencidos de que Alberdi estaba en lo cierto cuando modificó su primitiva opinión y sostuvo la necesidad de la prohibición absoluta de la reelección presidencial."

La psicología y las costumbres de la política latinoamericana han creado el continuismo como uno de los más graves problemas institucionales. Frecuentemente el gobernante llegado al poder desea mantenerse en el mismo. Entonces, la preocupación fundamental y suprema de su accionar es la adopción de medidas encaminadas a conservar el poder. Si la Constitución prohíbe la reelección propiciará la correspondiente enmienda, muchas veces ni siquiera disimulada en el conjunto de otras reformas sociales.

En nuestro país, con un grado mayor de cultura y evolución cívicas, no se le asigna al problema idéntica gravedad que en otras naciones hispanoamericanas. No hay duda de que el deseo de mantener el liderazgo y la posición predominante que en política se atribuye al cargo Ejecutivo, a quien lo desempeña y a su partido, constituyen una nociva y absorbente preocupación.

Reelección del gobernador, defensor del pueblo, consejo de la magistratura, defensa del medio ambiente, participación ciudadana, municipalización de la toma de decisiones, los mismos objetivos que se persiguen con esta reforma, todos estas cuestiones estaban en la legislación o podían alcanzarse mediante la legislación. Lo único que no podía lograrse era la remoción del infranqueable obstáculo opuesto a la ambición de mando de los gobernantes: la perpetuación en el poder. De eso, y de sólo eso, nació esta reforma.

La cláusula transitoria que establecemos, por la que debe considerarse el presente período como el primero a los fines de la reelección, entendemos que es útil y sana para la provincia, a efectos de que luego no se concurra a sede judicial y surjan interpretaciones que invoquen que era a partir del juramento de la nueva Constitución.

Por otra parte, el propósito de la reforma que proyectamos responde a las pautas utilizadas en los países desarrollados política y económicamente, cuyos sistemas constitucionales no prohíben la reelección del Poder Ejecutivo.

Por las razones expuestas, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 553)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION I

DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTIAS

Art. …..: “La provincia reconoce la existencia de las entidades y sistemas de Previsión y Seguridad Social para profesionales creadas en su territorio bajo los principios de solidaridad, proporcionalidad y obligatoriedad de afiliación y aportes; garantiza su autonomía económica y financiera, la dirección y administración de las mismas por representantes de sus afiliados y la intangibilidad de los recursos que conformen sus patrimonios, cuya administración, inversión y disponibilidad, solo debe atender al cumplimiento de sus prestaciones especificas, presentes y futuras, de conformidad con las leyes que las reglamenten”.

ACEVEDO MIÑO

Señor Presidente:

1. Habilitación: Que conforme lo establecido en el art. 1 inc. 6 de la ley 9768, la Convención Constituyente se encuentra habilitada para: “Ampliar las normas e instituciones en materia de seguridad social sin alterar los preceptos actuales previstos en el art. 19 de la Constitución vigente”
Bajo estas premisas, contamos con la posibilidad histórica de plasmar, en forma clara y concluyente, el reconocimiento constitucional de las Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales que, legalmente constituidas, funcionan desde hace más de medio siglo en la Provincia de Entre Ríos, fundadas bajo los principios de solidaridad, equidad y proporcionalidad de los aportes y beneficios.

Asimismo, la Convención nos concede la oportunidad de ampliar las normas que las rigen, resultando propicia la ocasión para honrar la vigencia de los lazos intergeneracionales, garantizándose constitucionalmente la intangibilidad de los recursos que conformen los patrimonios de las Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales, eficientemente administrados por los representantes de sus afiliados, amparando la cobertura de los beneficios de sus actuales jubilados y pensionados como la situación futura de sus aportantes activos.

2. Fundamentos
a) Antecedentes Constitucionales:

El primer paso en el camino de la consolidación de las facultades provinciales en materia de Seguridad Social se inicio con sanción de la reforma de la Constitución de la Provincia de San Luís, sancionada en fecha 26 de marzo del 1987, al consagrar en su Art. 54: “La seguridad social cubre las necesidades esenciales de las personas frente a las contingencias limitativas en su vida individual o social. El Estado fiscaliza el efectivo cumplimiento de las normas relativas a la seguridad social y, estimula los sistemas e instituciones creados por la comunidad, con el fin de superar sus carencias.”

Un mes después, en fecha 26 de abril de 1987, la Convención Constituyente reformadora de la Constitución de la Provincia de Córdoba, sancionaba en el art. 35 el reconocimiento de las “Organizaciones Intermedias: La comunidad se funda en la solidaridad. Las organizaciones de carácter económica, profesional, gremial, social y cultural, disponen de todas las facilidades para su creación y desenvolvimiento de sus actividades y sus miembros gozan de la más amplia libertad de palabra, opinión y crítica y el irrestricto derecho de peticionar a las autoridades y de recibir respuestas de los mismos. Sus estructuras internas deben ser democráticas y pluralistas y la principal exigencia es el cumplimiento de los deberes de solidaridad social. El Estado Provincial fomenta y promueve la organización y desarrollo de cooperativas y mutuales y les asegura una adecuada asistencia, difusión y fiscalización que garantice su carácter y finalidades.”

Asimismo, esta Constitución cordobesa tuvo la encomiable iniciativa de conceder la garantía de protección de los fondos de todas las Cajas de Previsión existentes al establecer en el Art. 57 in fine, que “... los recursos que conforman el patrimonio de las cajas previsionales son intangibles y deben ser utilizados solo para atender sus prestaciones especificas”.

Vale decir que, previamente, la Constitución de la Provincia de Jujuy, sancionada en fecha 22 de octubre de 1986, consagró igual garantía de intangibilidad, pero reducida al régimen de previsión social de los trabajadores provinciales y municipales, estableciendo en el art. Art. 59. 1- e) el principio de “Intangibilidad del patrimonio del organismo de previsión y prohibición absoluta de utilizar sus fondos en inversiones no redituables”.

Sin perjuicio del acotado marco de protección, resulta preciso reconocer el mérito de los convencionales constituyentes jujeños, pioneros en Argentina en la protección de los fondos previsionales.

Siguiendo en este sendero, la Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, sancionada el 17 de mayo de 1991, consagró en el Tercer Párrafo del art. 51, la GARANTIA de INTANGIBILIDAD de los recursos que conformen el patrimonio de las Cajas previsionales en iguales términos a los establecidos en el citado art. 57 in fine de la Constitución cordobesa.

Para el año 1994, nuestro país se preparaba para reformar la Constitución Nacional y los convencionales constituyentes de cada una de las provincias se aprestaban a generar una norma que reafirmara la competencia provincial en materia de Seguridad Social de conformidad con los artículos 5, 14 bis, 67 inciso 11, 104, 105, 106, y 108 de la Constitución entonces vigente.

Bajo este panorama, en las jornadas que precedieron a la reforma, se hizo pública una declaración de la Asamblea Federal de Profesionales reunida en la ciudad de Paraná el 24 de mayo de 1994, que proclamó: "su inclaudicable vocación federalista, exhortando a los señores Convencionales Constituyentes para que en la Constitución Nacional se reafirme la competencia de las provincias en materia de Seguridad Social, quedando definida en forma clara y concluyente la reserva de dicha potestad que es de la esencia del federalismo y, en consecuencia, sosteniendo las Cajas para Profesionales como las correspondientes a empleados y funcionarios provinciales..."

Dicha declaración sintetizó la lucha de los profesionales de toda la nación por mantener sus Cajas de Previsión y Seguridad Social en la jurisdicción provincial, legitimando su trayectoria histórica.

Dentro de la Convención Nacional Constituyente la temática de la potestad concurrente que ostentan las Provincias con la Nación en materia de Seguridad Social fue tratada en la "Comisión de Competencia Federal y del Régimen Federal, sus Economías y Autonomía Municipal".

En el seno de esta comisión, conforme fuera expuesto por la Convencional por la Provincia de Córdoba, Sra. Blanca Leyla Roque se “aprobó por unanimidad un dictamen donde se reconocía la facultad de las provincias para legislar en materia de seguridad social, (…).” (Diario de Sesiones. Versión Taquigráfica. 28ª Reunión - 3 ª Sesión Ordinaria (Continuación) de fecha 10/11 de agosto de 1994, pagina 3878).

La redacción definitiva del artículo que ratificara la reserva de esta potestad por las provincias planteó un interesante debate en el Plenario, atento las diferencias existentes entre la redacción aprobada por unanimidad en la Comisión de Competencia Federal y la composición definitiva del futuro artículo 125 última parte, presentado para su aprobación por la Comisión de Redacción.

Por tal motivo la Convencional por la Provincia de Córdoba, Sra. Blanca Leyla Roque expreso: “Originariamente, el texto hablaba de "...crear organismos de seguridad social propios y otros..." y ahora se lo reemplaza por "...conservar organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales..." (Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3878).

En síntesis la discusión se centro en la sustitución del verbo “crear” por el verbo “conservar”, entendiendo algunos convencionales que dicha mutación no clarificaba la potestad originaria que las provincias ostentaban en materia de Seguridad Social.

Dicho diferendo fue resuelto por la Dra. Elisa Carrio, Convencional por la Provincia de Chaco, al sostener: “Quiero aclarar algo, señor presidente: con respecto al tema "conservar" creo que se ha incurrido en una confusión. Digo esto porque sólo se conserva la competencia que se tiene; y una competencia que se tiene en los términos del artículo 104 de la Constitución Nacional puede perderse por una prohibición expresa en la Carta Magna, que no existe, o por una delegación expresa, que tampoco existe ni se está aprobando. En consecuencia, se está conservando la competencia que se tiene en virtud del artículo 104, tal como lo ha declarado la Corte en el caso "Marcelino Sánchez contra la provincia del Chaco". (Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3885).

Con dicha aclaratoria la Convencional Sra. Elisa Carrio reiteraba lo ya reconocido anteriormente en el seno del Plenario al manifestar que: “Esta cláusula se vincula con el artículo 107 de la Constitución Nacional. Para que no queden dudas de que estamos frente a facultades concurrentes se ha incorporado a la ciencia, la cultura y la educación (…)” (Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3881).

En igual sentido el Convencional por la provincia de La Pampa, Sr. Rubén Hugo Marín, sostuvo: “Todos sabemos que esta es una facultad concurrente entre el poder central y las provincias, la que no ha sido dejada sin efecto en la redacción de este artículo. Por eso plantea: "Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar...", referido a los empleados públicos provinciales o municipales y las profesionales, y queda para la provincia la misma facultad con la que creó estas cajas; es la facultad que le da el artículo 14 bis, que sigue teniendo (…)” ( Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3880).

En el mismo sentido se expreso el Señor Convencional por la provincia de Córdoba, Sr. Miguel Andel Ortiz Pellegrini al manifestar que: “ (…) No debe entenderse que este artículo, agregado al 107, limita las competencias de las provincias en materia de seguridad social, consagradas por el artículo 14 bis. (…) cuando decimos que las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar organismos de seguridad social, no hacemos más que una aplicación específica de las facultades conservadas para sí por las provincias en el artículo 104 de la Constitución Nacional. En materia de seguridad social las provincias conservan todos los poderes no delegados. Se ha empleado el mismo verbo. Entonces entiendo que aquí lo que se está haciendo es únicamente una aplicación específica de este principio general.” (Diario de Sesiones”. Op. Cit., pagina 3877)

Bajo estas premisas, el 11 de Agosto de 1994, La Convención Nacional Constituyente aprobó el texto del Art. 125 de la actual Carta Magna reconociendo que: “...las Provincias y la Ciudad de Buenos Aires pueden conservar los organismos de seguridad social para los empleados públicos y profesionales y promover el progreso económico, el desarrollo humano, la generación de empleo, la educación, la ciencia y la cultura”.

De este modo la reforma constitucional de 1994 ratificó la competencia de las provincias en la materia, quedando salva su potestad de crear nuevas entidades y sistemas de seguridad social tal cual lo ha hecho desde el año 1953.

Concluyendo con las referencias al trascendental reconocimiento y aporte realizado por la Convención Nacional Constituyente de 1994 al incorporar el articulo 125 ultimo párrafo en la Constitución Nacional, resulta oportuno recordar que los Convencionales Constituyentes de nuestra provincia: Dr. Jorge P. Busti, Dr. Sergio A. Montiel, Dr. Augusto Alasino, Dr. Rodolfo Parente, la Sra. Susana Melo de Labarba, el Sr. Pedro Perette y el Arq. Rodolfo Borini, entre otros, apoyaron la inclusión del mismo en la nueva Carta Magna.

Retomando la cronología de la evolución constitucional en materia de Seguridad Social, siguiendo los lineamientos y antecedentes referenciados, en fecha 13 de septiembre del mismo año 1994, la Provincia de Buenos Aires, reformó su Constitución Provincial instituyendo en el Art. 40 in fine el cual, y en especial referencia a la temática del presente proyecto, expresamente establece: “...La provincia reconoce la existencia de cajas y sistemas de seguridad social para profesionales”.

En fecha 1° de octubre de 1996, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sanciona su Constitución, estableciendo el Art. 44 que reza en su primer párrafo: “La ciudad reafirma los principios y derechos de la seguridad social de la Constitución Nacional y puede crear organismos de seguridad social. (…)”.

La provincia de Salta tuvo la posibilidad de reformar y sancionar su actual Constitución en fecha 07 de abril de 1998, estableciendo en el Art. 38 in fine: “(…) El Estado fiscaliza el efectivo cumplimiento de las normas relativas a la seguridad social y estimula los sistemas e instituciones creados por la comunidad con el fin de superar sus carencias”.

Finalmente, la Provincia de Neuquén sancionó en fecha 17 de febrero de 2006, la reforma de su Constitución Provincial, estableciendo al final del art. 52 que: “(…) La Provincia reconoce la existencia de cajas y sistemas de seguridad social de profesionales.”

Bajo este panorama llegamos al año 2008, a la presente Convención Provincial Constituyente, contando con la posibilidad histórica de REAFIRMAR las FACULTADES CONCURRENTES de la Provincia de Entre Ríos y la Nación en materia de Seguridad Social, y en particular ratificar la existencia de las Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales, obrando en protección de las mismas, sus afiliados y familias.
b) La protección constitucional de las Cajas de Previsión y Seguridad Social para Profesionales y sus patrimonios:

Que las Cajas de Previsión para Profesionales vienen soportando desde hace varios años, pero especialmente desde 1991, un ataque permanente desde distintas esferas gubernamentales que responden a los intereses económicos, de poderes extra estatales.

Es importante destacar que estas Cajas no requieren, ni han requerido en más 60 años de historia, de fondos del Estado para la consecución de sus fines, por ello la solvencia y liquidez de sus patrimonios, representan una gran tentación para los gobiernos de turno, en la búsqueda de solventar sus propias carencias.

A titulo ejemplificativo enunciaremos algunas de las agresiones que constantemente deben repeler las Cajas de Previsión para profesionales:

* Las políticas desregulatorias originadas en los Decretos Nacionales 2284/91, (ley 24.307), 2293/92 y 240/99 y la pretensión de adecuación de las normas provinciales para hacer efectiva esas políticas, con la pretensión de desregular totalmente el ejercicio profesional, que además de crear una situación de inseguridad y desamparo a la ciudadanía por la falta de controles, jaqueaba el sustento de la afiliación a nuestras instituciones previsionales y consecuentemente a su supervivencia, motivando que en fecha 18 y 19 de mayo del año 2000, la Coordinadora de Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales de la Republica Argentina, que agrupa a más de 75 cajas de previsión del país realizara la presente.

* En 1994, el gobierno nacional impulsó la creación de un impuesto del 21 % sobre los ingresos de los profesionales, lo que pudo revertirse.
* En el año 2002 la Organización Internacional del Trabajo (OIT), realizó un informe denominado Diagnóstico Institucional del Sistema Previsional Argentino, el cual llegó a la conclusión: que los regímenes provinciales deben unificarse e integrarse al Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP) sugiriendo que deberían estar a cargo de las autoridades nacionales, aunque en la página 70 se pretende suavizar la intención final, indicando la alternativa "o su reforma para hacerlos viables a largo plazo", el plan que se busca apuntalar con el "Diagnóstico" es la transferencia a la Nación de todos los regímenes provinciales (página 38 punto c). Dicho informe recibió el total rechazo de la Coordinadora de Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales de la Republica Argentina en la publicación: “Reflexiones acerca del informe elaborado por la Organización Internacional del Trabajo, denominado "Diagnostico Institucional del Sistema Previsional Argentino y pautas para enfrentar la crisis", con exclusiva referencia a los sistemas para profesionales.”.

* La pretensión de gravar con el impuesto sobre los créditos y débitos bancarios las recaudaciones de aportes y pago de haberes previsionales de las Cajas. Tal iniciativa estatal importo una respuesta rápida y firme por parte, de la Coordinadora de Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales de la Republica Argentina. La pretensión quedó sin efecto.

* El proyecto presentado en octubre de 2007 en la Legislatura de la Provincia de San Juan con el objetivo de DEROGAR las leyes N° 6.352 y 6.353 de creación de las Cajas de Previsión y Seguridad Social para profesionales de la Provincia de San Juan, puso en evidencia la vulnerabilidad de la existencia de las mismas y la necesidad de reconocimiento constitucional como garantía de protección y continuidad. (Ver nota de Miguel Montenegro, de fecha 04 de octubre de 2007 en la página web de la provincia de San Juan www.sanjuan.gov.ar/prensa).

Resulta preciso recordar que, esta misma problemática, dio origen a las discusiones habidas en el Plenario de fecha 10/11 de agosto de 1994 de la Convención Nacional Constituyente, a raíz de las declaraciones periodísticas realizadas por el Dr. Domingo Cavallo, por entonces Ministro de Economía de la Nación, que provocaron, en el entendimiento de algunos convencionales, el reconocimiento de la existencia de “intereses” a los cuales responde la mutación en la redacción del texto del actual articulo 125 ultimo párrafo, aprobada por unanimidad en la  "Comisión de Competencia Federal y del Régimen Federal, sus Economías y Autonomía Municipal", y el presentado para su aprobación por la “Comisión de Redacción” hoy vigente.

A tal fin, transcribiremos, en honor a su fidelidad, los argumentos y temores expuestos por Convencionales Constituyentes Nacionales en dicho Plenario, al exigir una redacción más clara y concluyente del actual art. 125:

* Sra. Nancy B. Avelin de Ginestar. Convencional por la provincia de San Juan: “Ya sabemos quién es el autor de la modificación que impulsa la Comisión de Redacción. Originariamente, el texto hablaba de "...crear organismos de seguridad social propios y otros..." y ahora se lo reemplaza por "...conservar organismos de seguridad social para los empleados públicos y los profesionales..."Esta es una de las presiones que se vienen efectuando desde hace mucho tiempo desde el Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos a las provincias. Por nuestra parte, vamos a proponer que a continuación del texto del artículo 107 de la Constitución vigente se agregue: "Asimismo, crear y organizar sus propias instituciones en materia de seguridad social." La mayoría de las provincias argentinas ya tienen creadas sus cajas de previsión y de profesionales. En mi provincia, San Juan, son innumerables las cajas que se han creado a lo largo de los años. A raíz de la sanción de la ley de previsión se han creado en San Juan numerosas cajas previsionales. Creemos que ésta es la única manera de respetar el federalismo. Esas cajas no le piden nada a la Nación; los aportes y los beneficios son de sus propios afiliados. Espero una respuesta, señor presidente.” (“Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3879/80).

* Señor Rubén Hugo Marin, Convencional por provincia de La Pampa. (…)Todos sabemos que esta es una facultad concurrente entre el poder central y las provincias, la que no ha sido dejada sin efecto en la redacción de este artículo. Por eso plantea: "Las provincias y la ciudad de Buenos Aires pueden conservar...", referido a los empleados públicos provinciales o municipales y las profesionales, y queda para la provincia la misma facultad con la que creó estas cajas; es la facultad que le da el artículo 14 bis, que sigue teniendo. Entonces no es cuestión querer tirar la soga un poco más allá para ver si se justifica lo que es injustificable. Creemos que aquí está contemplado, primeramente, el problema de las cajas de seguridad social, de organismos de seguridad de empleados públicos y profesionales; realmente esto, señor presidente, fue lo que generó en principio un gran problema en virtud de expresiones —creo que desafortunadas— del ministro de Economía. Si el ministro de Economía no hubiese hablado de esto creo que no habría sido tema ni siquiera de la Constituyente. Entonces, se trató expresamente; y las provincias siguen conservando exactamente el poder que tenían por medio del cual crearon estas cajas. (…)”. (“Diario de Sesiones. Op. Cit.,   pagina 3879/80).

* El Señor José Maria Serra convencional por la provincia de Santa Fe. “Sr. Presidente: No entiendo, quizá porque soy ingenuo en política. (…) Fíjense que en la caja de la provincia de Santa Fe, como en la de los profesionales, el costo administrativo —escuchen bien— es menor en un 90 por ciento a lo que gasta una administradora de fondos de jubilación y pensión. Entonces pregunto: si es tan claro que conservar es crear —lo dice el sentido común, y la lógica de mi madre— ¿por qué no decimos también crear? (…). (Aplausos). (“Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3883).

* Sra. Anahi Silvia Rodríguez de Tappata. Convencional por la provincia de Río Negro. “Señor presidente: cuando se trató este tema en la comisión me opuse a que se incluyera cualquier palabra sobre esta cuestión. Esto lo expliqué en la comisión, pero como no lo expliqué en el plenario lo voy a hacer en este momento muy rápidamente. Me opongo porque para las cajas de los sistemas públicos de las provincias la incorporación o no de esta disposición es inocua, porque ya figura en otros artículos y, además, es un poder no delegado. Pero no es inocua para las cajas del sector privado de la economía, donde se ubican las cajas y los sistemas de los profesionales. En este sentido, como aquí hubo alguien que sugirió la existencia de interferencias para que se modificara un dictamen, quiero decir que cuando en la comisión escuché la lectura de los fundamentos del proyecto me resultó sumamente casual que esos fundamentos coincidieran excesivamente con la carta que los colegios de profesionales —al menos de mi provincia— me hicieron llegar en mi carácter de convencional sugiriéndome esta reforma. Entonces, me opongo a esta decisión porque con ella se va a congelar un privilegio para un sector determinado de la población. Digo esto porque el privilegio no consiste en que estas cajas no sean solidarias, porque lo son con sus integrantes, pero rompen la solidaridad con el sistema de reparto, ya que en el régimen vigente en la Argentina, incluso en el mixto, cada aportante —tal como lo hago en mi carácter de autónoma—, si quiere, aporta al sistema privado pero también aporta al sistema de reparto. En mi provincia los profesionales no aportan a ningún sistema de reparto y tampoco contribuyen con el PAMI ni con los jubilados nacionales. Esas son las razones por las cuales me opongo a que se incluya alguna norma sobre esta materia.” (“Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3883).

* Señor Rubén Hugo Marin, Convencional por provincia de La Pampa: “Señor presidente: por el artículo 104 las provincias conservan todo el poder no delegado en el gobierno federal. Este fue el primer tema que se tocó en la comisión, porque en el país se estaba dando una situación en que la mayoría de las provincias venían evidenciando algunos problemas o incomodidades ante un embate que creía significaba pasar las cajas provinciales al orden nacional. Fue el primer tema que se tocó, repito, y entonces se quiere resguardar en este artículo. Por eso decimos que "Pueden conservar para los empleados públicos y los profesionales sus organismos de seguridad." Las provincias siguen conservando la misma facultad que tenían cuando sancionaron estos regímenes. ¿Cuál es el problema constitucional de que las provincias puedan crear, si el artículo 14 bis dice que es una facultad que tiene cada una de las provincias? A excepción de alguna interpretación que alguien pueda hacer, modestamente la comisión que estudió este tema le dio esa, que es además la única racional. En conclusión, ratificamos el proyecto, el dictamen tal cual se ha leído. (“Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3884/85).

* Sr. Pedro J. Kesselman. Convencional por la Capital Federal:“ Señor presidente: debo señalar que el artículo 14 bis no confiere facultad alguna, sino que impone al Estado el otorgamiento de los beneficios de la seguridad social, que tendrá carácter de integral e irrenunciable. Es una imposición que no se cumple en su totalidad. En segundo lugar, debo señalar que la conservación de facultades, si así se entiende y redacta, es correcta. También debo decir que las cajas de profesionales son un modelo en cuanto al manejo y a la conducción por parte de sus beneficiarios. Es decir que constituyen un modelo contrario a los sistemas de ajuste que se han implementado con respecto a los regímenes previsionales. (Aplausos) (“Diario de Sesiones. Op. Cit., pagina 3885).

* Sr. José Luis Nuñez. Convencional por la Provincia de Buenos Aires: “(…) Si una masa cotizante de tres millones de habitantes deposita durante veinticinco años en manos de las administradoras privadas de fondos de pensión la suma de 2.800 millones de dólares por año, que es el cálculo habitual, esto —a lo largo de los veinticinco años— arroja un total de 66 mil millones de dólares, monto equivalente a la deuda que tenemos por el Plan Brady, que es la mejor forma de garantizar y dejar prendado el dinero de los argentinos en manos de los bancos que son nuestros acreedores. Pienso que allí está el motivo de la mutación que ha sufrido este artículo, y creo que es por esto que existe tanto interés en hacer lobby, mutilando las facultades de las provincias a favor de las AFJP. (Aplausos) (“Diario de Sesiones”. Op. Cit., pagina 3886).

* Sr. Héctor Jorge CARATTOLI. Convencional por la Provincia de Buenos Aires. “Señor Presidente: No iba a hacer uso de la palabra en atención al tiempo y al pedido del señor presidente de la asamblea, teniendo en cuenta además la economía que precisa esta reunión, que ya debemos terminar. Pero no puedo dejar pasar por alto algunas expresiones formuladas con ligereza con relación a la organización y funcionamiento de las cajas de seguridad social para profesionales universitarios. Estoy seguro de que la señora convencional que se refirió a la cuestión de esta manera lo ha hecho por desconocimiento, lo que me obliga a decir, para su ilustración y la de todos los señores convencionales, que las cajas de seguridad social para profesionales cuentan con cincuenta años de existencia en el país. Esto es originario de la provincia de Buenos Aires que, en un verdadero acto de realismo social, se desprendió de una porción de sus facultades no delegadas en los grupos organizados que ya reconocían su existencia desde el siglo pasado, y esto originó la Caja de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, como aquí se ha mencionado. Esta caja, a partir de ese acto, abrió el cauce de las disciplinas profesionales por el que luego transitaría la corriente de la seguridad social por todo el territorio de la República. Estas cajas han sido creadas por ley, como personas jurídicas del derecho público no estatal, y han cumplido acabadamente con su función en tiempo real y con excelencia en sus prestaciones, inspiradas en los principios fundacionales de solidaridad con equidad, universalidad, integralidad, compensación relativa, subsidiariedad del Estado e intangibilidad de los fondos, que no se obtiene solamente por una norma legal sino por la conducta ética de sus dirigentes, ya que a través de cincuenta años han hecho crecer y progresar estas cajas, superando las más críticas y difíciles situaciones económicas en el país. Por eso, estas cajas, además de funcionar bajo estos principios y con tanta excelencia de prestaciones, tampoco han comprometido nunca en este medio siglo de existencia ni la economía ni la infraestructura del Estado. (…) En consecuencia, quiero dejar sentados estos conceptos para que se reconozca que estas cajas tienen un antecedente de privatización en los propios interesados desde hace cincuenta años. Por eso mismo ratifico y lamento mucho que se haya cambiado la palabra "conservar" por "crear", aunque entiendo la explicación que se ha vertido. (“Diario de Sesiones”. Op. Cit., pagina 3886/87).

* Sra. Maria del Carmen Falbo. Convencional por la Provincia de Buenos Aires. “Señor presidente: quisiera contestar a mi compañera, la convencional Rodríguez de Tappata quien, en cierta forma, se opuso a las cajas de profesionales. Quiero apoyar firmemente este artículo, que es un logro real y una reivindicación para las cajas de profesionales, que se basan en la solidaridad y en la equidad que han tenido, sobre todo en la provincia de Buenos Aires, durante más de cuarenta años de vida en los que no ha ocurrido nunca un solo acto de corrupción. Además, han sido siempre beneficiosas para quienes disfrutan de ellas. Me gustaría que este artículo contemplara los términos "crear" y "legislar", y esta es la propuesta que quiero dejar planteada. De cualquier manera, lo apoyo y estoy realmente satisfecha de que esto se incluya en la Constitución Nacional porque representaba realmente una necesidad que reclamábamos todos los profesionales de la provincia de Buenos Aires. (“Diario de Sesiones”. Op. Cit., pagina 3888).

En este orden de ideas, los motivos expuestos, dan cuenta de la conveniencia y necesariedad de consagrar constitucionalmente que la Provincia de Entre Ríos el reconocimiento de las Cajas de Previsión y Seguridad Social para Profesionales existentes en la provincia como la protección de los recursos que conformen sus patrimonios.

c) La Conveniencia de incorporar una norma constitucional específica:
Que atento a las diferencias existentes entre los distintos sistemas y entidades de previsión y seguridad social existentes, y la especial naturaleza jurídica de las Cajas de Previsión y Seguridad Social de profesionales creadas por ley, como personas jurídicas del derecho público no estatal, se propone incorporar en el texto de la nueva Constitución de la Provincia de Entre Ríos, un articulo que específicamente ratifique la potestad provincial de crear Cajas y Sistemas de Seguridad Social para profesionales, y en tal sentido, reconozca legitimidad a las ya existentes, establezca los principios bajo los cuales estas deben regirse; la obligatoriedad de afiliación y aportes a las mismas por los profesionales matriculados en este territorio, como base para su sustento y supervivencia; el reconocimiento de su autonomía económica y financiera, como la dirección y administración de las mismas por representantes de sus afiliados, democráticamente elegidos.

Asimismo, y siguiendo a las pioneras Constituciones de las Provincias de Córdoba, Jujuy y Tierra del Fuego, proponemos que expresamente se GARANTICE la INTANGIBILIDAD de los recursos que conformen sus patrimonios, cuya administración, inversión y disponibilidad, solo debe atender al cumplimiento de sus prestaciones especificas, presentes y futuras, de conformidad con las leyes que las reglamenten.

Resulta propicio recordar y honrar el rol pionero en la protección social de los profesionales de ejercicio libre, asumido por las Cajas de Previsión para profesionales, irguiéndose como el primer tipo de institución de seguridad social para esta población, creadas por los Estados Provinciales desde el año 1943 con anterioridad a que el Estado nacional contemple la previsión social para trabajadores autónomos en el año 1969 (Ley N° 18.038).

Por las razones expuestas, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma.

Martín J. Acevedo Miño

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 554)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 56.- Elección de Diputados Provinciales. La Cámara de Diputados se compondrá de veintiocho diputados elegidos directa y proporcionalmente por el pueblo, tomando a toda la Provincia como distrito único. La cantidad de diputados puede aumentarse en proporción al crecimiento de la población y por ley aprobada por dos tercios de sus miembros, vigente a partir de los dos años de su sanción.

La distribución de estas bancas se efectúa de la siguiente manera:

a) El total de los votos obtenidos por cada una de las listas se divide por uno, por dos, por tres y así sucesivamente hasta llegar al número total de bancas a cubrir.

b) Los cocientes resultantes, con independencia de la lista de la que provengan, se ordenan de mayor a menor hasta llegar al número de cargos a cubrir.

c) Si hubiere dos o más cocientes iguales, se los ordena en relación directa con el total de los votos obtenidos por las listas respectivas que superen el tres por ciento de los votos afirmativos válidamente emitidos, y si éstas hubiesen logrado igual número de votos, prevalecerá la lista que hubiere obtenido menor cantidad de cocientes en el ordenamiento practicado.

d) A cada lista le corresponden tantas bancas como veces sus cocientes figuren en el ordenamiento de las bancas.

Los partidos políticos incluirán, en sus listas de candidatos, por lo menos uno con residencia en cada departamento.

Juntamente con los titulares se eligen diputados suplentes, para completar períodos en las vacantes que se produzcan.

ACEVEDO MIÑO

Señor Presidente:

1.- Habilitación. El artículo 1º, apartado 1, de la Ley Provincial Nº 9768 que declaró la necesidad de reforma de nuestra Constitución Provincial, autorizó la reforma del artículo 56 de la Constitución vigente, el cual establece la cantidad de diputados provinciales que compondrán dicho Cuerpo deliberativo.

2.- Cantidad de diputados. El actual sistema de elección de diputados fija en veintiocho el número de miembros de la Cámara, sin posibilidad de aumento alguno, observándose de tal modo la imposibilidad de modificar, siquiera con una mayoría calificada que exprese la amplitud de acuerdo entre todos los sectores sociales, la cantidad de miembros que la componen. Sólo es modificable mediante una Reforma Constitucional.

Pues bien, tal limitación torna demasiado rígida y onerosa la posibilidad de aumentar el número de miembros, produciéndose el efecto de la cada vez más distante relación entre el Representante y el Representado, mandante de aquél que fue votado para que defienda sus derechos en el recinto.

Cuando entró en vigencia la actual Carta Magna provincial, Entre Ríos contaba con una población significativamente menor, por lo que la representatividad de cada diputado era más auténtica y directa que en la actualidad. En estos últimos setenta años, cada diputado pasó a representar a muchos entrerrianos más de lo que representaban los diputados de la década de 1930. La relación cada vez más distante entre votante (elector) y representante (elegido) es evidente.

Es por ello, Sr. Presidente, que consideramos prudente facilitar que mediante un amplio consenso político, representado en la mayoría calificada que proyectamos, los entrerrianos podamos mediante una Ley especial modificar la cantidad de diputados que integren la Cámara. No obstante, mantenemos en el artículo propuesto el número de diputados que actualmente posee el Cuerpo, y establecemos que la Ley especial que se dicte, con mayoría calificada, sólo entrará en vigor a partir de los dos años de su sanción.

3.- Representatividad. Asimismo, proyectamos un ambicioso método de elección de los diputados entrerrianos. Consideramos conveniente, Sr. Presidente, plasmar en el mismo cuerpo constitucional el modo en que deban repartirse las bancas a elegirse.

Así, se logra un verdadero fortalecimiento de la democracia en general, y de la amplitud de ideas y de debate de las mismas en el seno de la Cámara, pues en la misma, verdadera “caja de resonancia” de la sociedad entrerriana, estarán representados todos los sectores sociales, sin requisitos “mínimos” exigentes, que todos sabemos históricamente han sido una traba para los grupos políticos minoritarios que pretenden representación institucional en el Parlamento.

El sistema proporcional adoptado, con voto directo y requisitos mínimos de votos accesibles, que no funcionen como valla para impedir la representación institucional de fuerzas políticas nuevas o minoritarias, es utilizado en el ámbito nacional, por ejemplo, para la elección de los legisladores de la provincia de Córdoba, provincia que ha adoptado el sistema unicameral para su Poder Legislativo. Nosotros proponemos mantener la bicameralidad, por sólidos fundamentos que se expresarán en su oportunidad, pero consideramos positivo en términos de fortalecimiento de la democracia, el método de distribución de bancas proyectado.

4.- Federalismo provincial. Finalmente, hemos propuesto como reforma el requisito por el cual “los partidos políticos incluirán, en sus listas de candidatos, por lo menos uno con residencia en cada departamento”.

Ello, con la firme intención de fortalecer “puertas adentro” el sistema federal que establece nuestra Carta Fundamental nacional, pues si bien las elecciones a diputados se llevan a cabo considerando a la Provincia como un distrito único, los partidos políticos deberán contar con candidatos de todos los departamentos, evitando de tal modo que los departamentos “pobres” en términos de cantidad de votantes queden sub-representados en el seno de la Cámara baja.

Facilitar el consenso y el diálogo democrático y amplio para aumentar el número de diputados. Impedimento de “legislar para sí”, evitando que las reformas logradas beneficien a los reformadores. Fortalecimiento de la democracia, vía representatividad proporcional pura, y voto directo. Fortalecimiento del sistema federal, vía garantía de representatividad para los departamentos con menos población. He aquí nuestra propuesta.

Por las razones expuestas, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma que constituirá, sin dudas, un aporte a la fortaleza del sistema republicano.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 555)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“REGIMENES DE SEGURIDAD SOCIAL

ARTICULO….) La Provincia ampara los regímenes de seguridad social emergentes de la relación de empleo público provincial y municipal.

El sistema de seguridad social para los agentes públicos estará a cargo de entidades con autonomía económica y financiera administradas por el Estado con participación en las mismas de representantes de los afiliados conforme lo establezca la ley.

La Provincia reconoce la existencia y desenvolvimiento de cajas y sistemas de seguridad social municipales y de profesionales, fundados en los principios de solidaridad y proporcionalidad entre aportes y beneficios.

APORTES Y RIESGOS

ARTICULO.- Los regímenes de previsión y de seguridad social se financian con el aporte de los trabajadores y el empleador. El aporte del Estado no podrá ser inferior al de los trabajadores. Los funcionarios, electivos o no, aportan al sistema provisional y de la seguridad social.

La provincia asistirá financieramente a los sistemas de seguridad social referidos en el artículo anterior planes y campañas sanitarias que se implementen conforme lo establezca la ley.

Los riesgos propios de los accidentes de trabajo, de enfermedades profesionales e incapacidad producida en ocasión del trabajo y aquellas no imputables al trabajador, están a cargo exclusivo de los empleadores, sean personas de derecho público o privado.”

ALMADA

FUNDAMENTOS

La Declaración Universal de Derechos Humanos establece que toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social (Art. 22), en el mismo sentido el Art. XV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, y el Art. 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales expresamente dice que los Estados partes reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso el seguro social.

Surge de la lectura de los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, el compromiso de los Estados de adoptar medidas hasta el máximo de los recursos de que dispongan, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos reconocidos (Conf. Art. 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales).

La Corte Suprema de Justicia de Argentina ha dicho que el Art.- 14 bis establece que la obligatoriedad del seguro social, señalando en ese sentido que la exigencia del aporte se justifica no solo por elementales principios de solidaridad que requieren la necesaria contribución para el mantenimiento de la estabilidad económico- financiera de las respectivas instituciones sociales, sino también por la existencia de una relación jurídica justificante entre los beneficiarios del régimen y los obligados a contribuir.

La constitución establece algunos principios constitucionales financieros que dicen que: no hay ingresos ni gastos sin ley, que estos deben ser igualitarios, equitativos y solidarios. Principios de igualdad, equidad y solidaridad (artículos 4, 16, 75 inc. 2, 8, 19, 22 y 23 de la Constitución Nacional). La actividad financiera del estado no puede contradecir el fin que le es propio, darle efectividad a los derechos y a las instituciones en el marco del principio de razonabilidad (artículos 28 y 33 de la Constitución Nacional).

Por un lado, a través de las directivas dadas al legislador ordinario en el Art. 75 inciso 19 se establece la obligación de “Proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, armonizarlas los valores constitucionales en juego y los criterios fijados, por ejemplo en el inciso 2 cuando establece que las pautas para la distribución de fondos entre la Nación y la Provincias deben ser equitativas, solidarias, dando prioridad a un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional y en el inciso 8 al referirse al Presupuesto general de la Nación dice que debe sancionarse teniendo en cuenta las citadas pautas.

A su vez en el inciso 23 distingue cuatro grupos con derecho a medidas de acción positiva que garanticen la igualdad de trato y el pleno goce de los derechos: Niños; ancianos; mujeres y discapacitados y en el segundo párrafo establece la obligación de dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo y de la madre.

El inciso 22 amplia el marco de protección de los derechos de la seguridad social al otorgarle jerarquía constitucional a determinados tratados internacionales de derechos humanos que contienen expresas disposiciones en la materia.

El financiamiento del sistema se basa en una clara noción de relación social, subordinando de esta manera lo económico a un principio social solidario, subordinando la contribución patronal a un esquema redistributivo si lo tomamos como costos laborales, e integrador del salario si entendemos que esta contribución es pagada por el empleador a través de transferir al trabajador el producido de su actividad.

La crisis del Financiamiento del sistema década del 80), no fue generado por una causa, sino la conjunción de muchas variables entre las que podemos citar:

- Ausencia de política de Seguridad Social a largo plazo.

- Caída de masa salarial, desempleo, congelamiento y reducción de sueldos.

- Demora y evasión en los aportes y contribuciones previsionales.

- Ausencia de correcciones a tiempo de sistemas que proyectaban una crisis si no se cambiaban las variables.

- Reducción y/o supresión de contribuciones patronales como manera de financiar las crisis administrativas estatales.

- Procesos inflacionarios que afectaron sensiblemente la economía del país y el sistema.

- Deficiencia en las administraciones de los sistemas.

Las lógicas preocupaciones ante la relación activo pasivo y su evolución durante los últimos períodos, no se puede soslayar la realidad demográfica mundial, de América latina y nuestro país que no pasan desapercibidos, de perfil similar al europeo, aumentan la esperanza de vida, disminuye la fecundidad, incrementando rápidamente la población de mayor edad, esta relación nos coloca en una relación inversamente proporcional, a mayor cantidad de mayores disminuyen los jóvenes.

Por ello, las perspectivas de la Seguridad Social que hoy nos ocupa, están directamente vinculadas además de los aspectos demográficos señalados muy resumidamente, a la evolución de la economía y especialmente los condicionantes económicos del mercado laboral.

El alto desempleo de los últimos años, alcanzando el 21,2% de la población en el 2002, generando lógica consecuencia en el deterioro del poder adquisitivo del salario, un incremento en el pago de “sumas en negro” y la consecuente elusión y evasión de los aportes y contribuciones a los sistemas de seguridad social.

A mayor desempleo, mayor nivel de indigencia, perdida del poder adquisitivo del salario, informalidad y precarización laboral, impacta directamente en el sistema contributivo de la Seguridad Social, ya que el incremento de empleo no registrado en un marco fuerte de reducciones de contribuciones patronales fueron alternativas utilizadas para combatir el desempleo y financiar las arcas del Estado, sin medir los impactos y las graves consecuencias que ello acarrearía.

Estas reducciones se daban tanto en los sistemas privados como públicos, municipales ó nacionales, que no se revieron ni aún cuando el nivel de empleo comenzó a incrementarse; salvo un corto lapso cuando el Estado nacional requería mayores fondos, suspendía las reducciones ó disminuía su impacto.

Lo que dejó en claro esa política, es la consecuente población sin seguridad social y al resto le comprometió el futuro, solamente en el orden nacional, las políticas de rebajas de contribuciones patronales a la seguridad Social representó una pérdida millonaria de recursos al sistema.

Por ello, la Estructura de Financiamiento de la Seguridad Social en la República Argentina, considerándola como básicos condicionantes de una vida digna para una persona, no puede estar sujeta a financiación de crisis económicas cuando se requieren fondos inmediatos y muchas veces jamás se restablecen cuando las variables se modifican.

Es necesario incluir en la agenda de la reforma constitucional y establecer las bases de un sistema de financiamiento en principio igualitario entre el Estado y los trabajadores, complementándolo con aportes que provengan de la recaudación impositiva, coparticipación federal y fomentar la armonización con los sistemas previsionales vigentes en el país;

"También se ha de proveer diligentemente que en ningún momento falte al obrero abundancia de trabajo y que se establezca una aportación con que poder subvenir a las necesidades de cada uno, tanto en los casos de accidentes fortuitos de la industria cuanto en la enfermedad, en la vejez y en cualquier infortunio". CARTA ENCÍCLICA RERUM NOVARUM DEL SUMO PONTÍFICE LEÓN XIII (1891) SOBRE LA SITUACIÓN DE LOS OBREROS.

Juan C. Almada

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 556)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporase un nuevo capítulo a la sección IX

De la Cultura

ARTICULO…: El Estado entrerriano da protección, contenido social y vigencia real a los derechos culturales como derechos humanos fundamentales, asumiendo la cultura como instrumento clave para el desarrollo integrador de la sociedad entrerriana. Para ello fijará, como política de estado, planes que:

* Promuevan el arte, la ciencia y la cultura en todas sus manifestaciones, y aseguren la participación ciudadana en las distintas expresiones.

* Consoliden y generen principios y valores para afirmar la identidad cultural, la convivencia y la inclusión social, en el marco del respeto a la diversidad cultural, la multiculturalidad y la universalidad de la cultura.

* Garanticen a todos los habitantes el acceso, en igualdad de oportunidades, a todos los bienes y servicios culturales, la libertad de expresión y el rechazo a cualquier forma de censura, institucionalizando la capacitación profesional, la investigación y la formación artística.

* Impulsen la promoción, difusión y circulación de las industrias creativas, el folclore y las artesanías, creadas y producidas en la Provincia,

*Provean la defensa, preservación y difusión del patrimonio histórico, artístico, paisajístico y cultural de la provincia.

ARTICULO…: El Estado entrerriano diseñará sobre estas bases el Plan Provincial de Cultura, sustentable en el largo plazo, cuyo lineamientos garantizarán la participación regional y descentralización de las políticas culturales, asistiendo a las necesidades y procesos culturales de todo el territorio.

ARTICULO…: El Poder Ejecutivo determinará bajo su dependencia directa, el organismo competente, quien a su vez creará, para la formulación, ejecución y contralor del Plan Provincial de Cultura, el Consejo Regional de Cultura cuyas demás funciones establecerá la ley respectiva.

ARTICULO…: Los fondos para el financiamiento del Plan Provincial de Cultura, destinados al diseño, ejecución y desarrollo de los programas, proyectos y nuevos servicios, estarán formado por el porcentaje de las rentas generales de la Provincia que la ley establezca y con los demás recursos que se a éste se destinen.

FEDERIK – CHIESA.

FUNDAMENTOS

En todo el mundo se reconoce el lugar fundamental que tiene la cultura en los diversos procesos de las sociedades contemporáneas. Es necesario promover una reforma constitucional que permita garantizar el derecho de todo entrerriano a la cultura y que plasme la obligación de una política de estado al respecto mediante un Plan Provincial de Cultura, que establezca el marco para la formulación de las políticas culturales y la distribución de competencias en cada uno de sus principales campos de acción.

Ahora bien, la cultura en el mundo contemporáneo es agente de cambios sociales para trabajar en la valorización y la inclusión social del hombre y su diversidad cultural. Es necesario entenderla como un instrumento irreemplazable que siembra esperanzas e igualdad dentro del concepto de ciudadanía. No es solamente la expresión de un pueblo, es además un servicio al pueblo que se esfuerza y lucha para comandar un destino común de grandeza de la nación.

La construcción de la cultura nacional se nutre de las regiones. Entre Ríos es una compleja red de ciudades y en ellas está el hacer junto a los ciudadanos, gobierno provincial y municipal, tejiendo el nuevo tiempo traducido en la formulación transparente de políticas públicas en defensa de las culturas.

Es indelegable la responsabilidad del Estado de reconocer los procesos culturales como fenómenos dinámicos en su territorio y su imprescindible sostenimiento en el tiempo para alcanzar el desarrollo de las finalidades sociales sentidas por todos. No hay política cultural que no sea a largo plazo. De ahí que es imperioso el ejercicio de la planificación en cultura para que en su seno se relacionen los agentes culturales, los objetivos, las actividades, los recursos y los resultados que confluirán en un proyecto social abarcativo que irá definiendo nuestra identidad dentro de la misma cultura nacional. Se refuerza así la sociedad civil, promoviendo consensos y estableciendo corresponsabilidades, generando el compromiso de respeto a los desiguales y la resistencia a los procesos masificadores y estandarizantes de la globalización, que impone sus modelos y nos impulsa al la pérdida de la identidad.

La constitucionalidad de la cultura nos enfrentara al desafío de instrumentarla como un instrumento de combate al desempleo, de erradicación del trabajo infantil, de integración de los ancianos, de garantizar la diversidad cultural accesible a todos, de acuerdo con el art. 6º del capítulo Diversidad cultural y Derechos del Hombre de la Declaración Universal de la UNESCO. Será necesario reafirmar la libre circulación de ideas, la libertad de expresión, el pluralismo en los medios de comunicación, la multiculturalidad y la igualdad de accesos a expresiones artísticas, al conocimiento científico y tecnológico y a la posibilidad de tener presencia en los medios de comunicación y difusión, contrarrestando la pertenencia virtual y los efectos de la desterritorialización de la cultura.

El Estado debe esgrimir su política cultural. Establecer sus lineamientos, ya que las fuerzas del mercado aisladas no pueden garantizar la preservación y promoción de la diversidad cultural de nuestro territorio.

La creación del Consejo Regional de Cultura será el mecanismo idóneo de participación ciudadana en la formulación y ejecución del Plan Provincial de Cultura. Esta es la herramienta que permitirá la construcción del largo plazo, inherente a toda política cultural. Y sin la inclusión de quienes desarrollan los procesos culturales, la sabiduría y efectividad del Plan estarían ausentes, perdiendo su eficacia para intervenir en las complejas realidades que conllevan la integración social y la cohesión territorial del ser cultural.

Los textos constitucionales modernos han incorporado la libertad de creación cultural, derechos culturales a la no discriminación, principios de pluralismo, de descentralización como las constituciones de Brasil, Colombia, Ecuador, España, Portugal entre otras. Este proceso de inserción de la cultura en las constituciones implica un salto cualitativo en el tratamiento jurídico del hecho cultural como un todo, cuyos principios y valores se blindan con la suprema protección inherente a las Constituciones y todos juntos forman lo que la doctrina jurídica ha llamado la “Constitución Cultural”: aquella parte de la Constitución que agrupa las reglas, principios y garantías constitucionales específicos de la cultura.

Respaldan esta iniciativa nuestra

Constitución Nacional en los art.5; 14; 25; 41, 75- inc.19; 22; 17, 23; 125;
* Constitución de la ciudad de buenos aires: art. 32; 14; 19
* Constitución del Chaco: art.84 inc. 1º2º3º4º5º6º7º; art. 78.

* Constitución de Córdoba: capitulo II cultura y educación art.60 y 65 art.186- atribuciones para los municipios, inc. 7º y8º
* Conferencia intergubernamental de Estocolmo

* Declaración Americana de los derechos y deberes del hombre.

* Declaración Universal de Derechos Humanos (art. 27) (1-2-3-19-28)
* Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San J. de C. Rica) preámbulo -párrafo quinto: art. 13; inc.1-2-3; CAP. III, ART. 26
* Pacto internacional de derechos económicos, sociales y culturales: sus considerandos iniciales; Parte 1- art. 1º inciso 1; Parte III, art. 6 inc. 1º y 2º; art. 15º inc. 1º2º3º4º

* Pacto internacional de Derechos Civiles y políticos y su protocolo facultativo: en su preámbulo.

* Convención sobre derechos de niño: art. 4º; y 31º.

* Agenda XXI, documento orientador de las políticas públicas de cultura, como pilar del desarrollo.

* Protocolo de integración cultural del Mercosur (sin jerarquía constitucional).
El eje de la cultura seguirá siendo la democracia, que propicia la igualdad de oportunidades, el desarrollo de las distintas regiones de nuestra provincia y sus valores culturales que esperan el incentivo necesario para seguir creciendo definitivamente.

La UNESCO ha hecho hincapié en los vínculos entre cultura y los objetivos más amplios del empeño humano. En este contexto que la sociedad entrerriana demanda la importancia de establecer estos derechos y garantías en la constitución de Entre Ríos, por lo que esta iniciativa propone la creación de la SECCIÓN CULTURA.

Julio A. Federik – Manuela T. Chiesa.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 557)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Sustitúyese el CAPITULO VI DE LA SECCIÓN V

CAPÍTULO VI

ORGANIZACIÓN POLICIAL

ARTÍCULO…: La Policía de la Provincia tiene a su cargo, principalmente y de manera indelegable, la función de prevenir los delitos y proveer a la seguridad de las personas y los bienes que se encuentren en el territorio provincial. A tal fin, coordinará con el Ministerio Público políticas generales de prevención y seguridad.

ARTÍCULO...: Una ley determinará las restantes funciones y su organización interna sobre la base del principio de especialización, que deberá respetar el sistema jerárquico profesional y salarial, así como la garantía de estabilidad y de estricto orden de méritos en los ascensos.

ARTÍCULO…: Los integrantes de la Policía deberán desempeñarse en sus funciones de conformidad a los siguientes principios:

1. Tienen el deber de hacer cumplir en todo momento los deberes y obligaciones que les impone la ley protegiendo a sus integrantes y a todas las personas frente a actos ilegales de cualquier origen, en consonancia con el alto grado de responsabilidad pública que esta Constitución les exige.

2. Respetarán y protegerán la dignidad humana de todas las personas, haciendo uso efectivo de la fuerza sólo cuando sea racional y estrictamente necesario para el desempeño leal y eficaz de sus funciones.

ARTÍCULO…: El Poder Ejecutivo nombrará al Jefe de Policía Provincial el que deberá tener 30 de edad, por lo menos y cinco años de residencia en la Provincia.

FEDERIK

FUNDAMENTOS

I.- Reseña

Los Convenciones de 1933 plasmaron la creación de la Policía Provincial sin hacer mención de ningún tipo respecto de las funciones que cumplía la Fuerza ni sobre los principios que enmarcarían su actuación.

La historia transcurrida desde el 1933 hasta la fecha nos movilizan a pregonar la inclusión en la Constitución misma tanto la función principal de la Policía así como los principios rectores de conducta en que debe trazar su actuación.

La crecimiento constante en los índices de inseguridad ciudadana de los últimos tiempos y la falta de respuesta de parte del Estado mismo, comenzando por la falta de una atribución de responsabilidad clara y directa hacia quien corresponda, constituyen los fundamentos esenciales de esta modificación constitucional que propiciamos. En igual sentido, la actuación policial sin reglas rectoras firmes de actuación ha servido de base para los excesos, cualquiera sea la motivación perseguida, en detrimento de la dignidad humana y los derechos humanos de los propios entrerrianos.

II.- Necesidad de ceñir las funciones y las responsabilidades

Atento lo expuesto, debemos dejar definitivamente zanjadas las responsabilidades y los ámbitos de actuación de cada uno de los actores que se desenvuelven en lo referente a la seguridad y la justicia. La Policía será la encargada de la prevención del delito, de brindar con su presencia y actuación el vallado disuasivo en que se asienta buena parte de la seguridad ciudadana. Esta es su tarea y su función principal. Por su parte, tal como lo hemos proyectado en el capítulo respectivo de esta constitución, una vez cometido el delito, será el Ministerio Público quien tiene a su cargo la persecución y la investigación delictiva con el aporte de la Policía, que no puede quedar totalmente ajena de la tarea, pero no es la responsable de ella. Tampoco el M.P. será ajeno a la seguridad ciudadana en cuanto a que la eficacia y la inmediatez en la persecución del delito cumple una función disuasiva, del mismo modo que lo es el juzgamiento inmediato de sus autores. Sólo así se reforzará en la ley la función de la prevención de la prevención general, que es la más efectiva y la menos costosa de las prevenciones contra el delito.

III.- Características del proyecto

El proyecto fija en primer término de manera clara e inequívoca la función primordial de la Policía que es la de prevenir los delitos y proveer a la seguridad de las personas y cosas de la Nación, de la Provincia, de los municipios, de toda otra persona jurídica y de los particulares.

Además se deja establecido que para llevar a cabo las políticas generales de prevención y seguridad debe coordinarlas con el Ministerio Público, conforme el mapa del delito de cada jurisdicción o territorio.

Entendemos que se debe dejar que las restantes funciones, tales como por ejemplo, la de concurrir a la vigilancia y seguridad policial en las fronteras, coordinando su acción con la Policía Federal, Gendarmería Nacional y Prefectura; así como la de concurrir a la defensa nacional interna y a la defensa pasiva antiaérea, sean determinadas por una ley específica dictada al efecto. Ello así, no sólo por una cuestión de técnica legislativa sino también para facilitar la armonización y el cambio de tales funciones en relación a las necesidades que se vayan suscitando.

Establecer los principios rectores en que deben desempeñarse en sus funciones los integrantes de la Policía se impone en atención a las extralimitaciones ocurridas aún por el propio ímpetu en el cumplimiento del deber. No se puede tolerar una Policía que no tenga presente en cada momento la necesidad de respetar y hacer respetar la dignidad humana como valor supremo y los derechos humanos de todas las personas, sin que este respeto les impida el ejercicio eficaz de sus funciones, como ocurre en las policías más modernas.

Si bien se trata de principios meramente declarativos respecto de la actuación policial, constituyen una señal indicativa de rango constitucional que presidirá toda interpretación al respecto para que cada agente tenga convicción de someter su actuación sobre la base de dichos principios.

Los restantes artículos se refieren al nombramiento del Jefe de la Policía y los requisitos exigidos para desempeñar tal función, dejándose para la ley específica que se dicte al efecto la fijación de la organización interna, -a la que desde ya se le establece el recaudo de la especialización-, las formas de nombramientos, escalafones jerárquicos y salariales, y demás cuestiones.

Julio A. Federik

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 558)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

NUEVO CAPÍTULO DE LA CONSTITUCIÓN

ARTICULO…: Son funciones del Consejo de la Magistratura las de:

1. Seleccionar mediante concurso público de antecedentes y oposición, a los candidatos a la Magistratura y al Ministerio Público que no tengan otra forma de designación prevista por esta Constitución, y a los candidatos a la presidencia, vocalías y fiscalías del Tribunal de Cuentas. Una vez elegidos, deberán mantenerse en el cargo para el que fueron designados, durante el tiempo que se establecerá por ley.

2. Ejercer facultades disciplinarias respecto de los magistrados, integrantes del Tribunal de Cuentas y del Ministerio Público.
3. Reglamentar el nombramiento, la remoción y el régimen disciplinario de los funcionarios y empleados judiciales, previendo un sistema de concursos que favorezca la igualdad de oportunidades y la selección por idoneidad, con intervención de los jueces, en todos los casos.

4. Administrar autónomamente los recursos que le asigne el Presupuesto.
5. Recibir las denuncias contra los jueces, integrantes del Ministerio Público, presidente, vocales y fiscales del Tribunal de Cuentas y decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, formulando la acusación correspondiente ante el Jurado de Enjuiciamiento.

ARTICULO…:   El Consejo estará integrado por:
1. El Secretario de Justicia de la Provincia, en representación del Poder Ejecutivo.

2. Dos representantes de los abogados, designados por el voto directo de los profesionales matriculados en el Colegio de Abogados de Entre Ríos.

3. Dos representantes de los magistrados o funcionarios judiciales, elegido por el voto directo de los mismos.

4. Dos profesores universitarios Titulares, Asociados o Adjuntos ordinarios, con domicilio real en la provincia de Entre Ríos, pertenecientes a Universidades Públicas elegidos por el Consejo Directivo de las mismas. 

5. Un representante de Organizaciones Sociales, profesionales y/o sindicales con personería jurídica y/o gremial y cuyo objeto social tenga vinculación con la defensa del sistema democrático, de los derechos humanos y del sistema republicano de gobierno. 

Para la designación de los funcionarios del Tribunal de Cuentas se conformará una integración especial, por la que se agregará a la ordinaria, un representante del Consejo de Ciencias Económicas y un representante del sector académico público.

Para ser consejero se requiere ser argentino, tener treinta años de edad como mínimo, ser abogado en ejercicio activo de la profesión, de la magistratura o de la cátedra universitaria en los últimos ocho años, tener una acreditada formación jurídica, y haber nacido en la provincia o acreditar una residencia inmediata en ésta no inferior a cinco años. Se exceptúa al representante de la organización social de reunir la calidad de abogado.
En el caso de la integración especial, tanto el representante del Consejo de Ciencias Económicas como el representante del sector académico público, deberán ser argentinos, tener treinta años de edad como mínimo, haber nacido en la provincia o acreditar una residencia inmediata en esta no inferior a cinco años, reunir el título de contador en ejercicio activo de la profesión o de la cátedra universitaria en los últimos ocho años y contar con una especial versación en la materia.

Desempeñarán sus funciones por el término de cuatro años y no pueden ser reelegidos sin un intervalo de por lo menos un período completo. Designarán su presidente y tienen las mismas incompatibilidades e inmunidades que los jueces. Su remoción será resuelta por el Consejo en sesión plenaria ordinaria por los 2/3 de los miembros totales del Consejo.

Ningún miembro del Consejo recibirá retribución alguna en virtud de su cargo.
ARTICULO…: El Consejo elevará una propuesta única al senado provincial para su acuerdo. Para éste será necesario el voto la mayoría absoluta de los miembros. Ingresada la propuesta, el senado tendrá el plazo de 45 días para su tratamiento vencido el cual se considerará otorgado tácitamente el acuerdo.

FEDERIK

FUNDAMENTOS

Uno de los temas expresamente habilitados por la ley que declarara la necesidad de la reforma de la Constitución de Entre Ríos es lo referido al sistema de designación de los jueces, al posibilitarse la modificación de sus arts. 63, inciso 2º y 135, inciso 17º, y de modo expreso, al autorizarse la incorporación de “la figura del Consejo de la Magistratura como organismo técnico, con participación ciudadana para la selección y acusación de jueces y funcionarios del Poder Judicial” (art. 1º, inc. 35º).

A partir de la reforma constitucional de 1994 se introduce en la Constitución Nacional el Consejo de la Magistratura como órgano encargado de la selección de los candidatos a la judicatura, previo concurso de oposición y antecedentes.

En el resto del país, después de las últimas reformas a las constituciones de las Provincias del Neuquén y de Corrientes (2006 y 2007), puede decirse que no existe ningún estado -provincial o nacional, incluyendo a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires- que no haya incorporado la selección de sus jueces a través de Consejos de la Magistratura. Sólo Entre Ríos y Santa Fe mantienen los textos tradicionales pero se han propuesto su próxima reforma en el sentido indicado.

El sistema adoptado por la Constitución de 1853/60 demostró que no contaba con el necesario contralor o contrapeso interno ni externo y que para proponer y designar un Juez sólo se verificaba, objetivamente, el cumplimiento de los recaudos legales como si ello fuera, por sí solo, una garantía para obtener jueces idóneos e independientes. Las buenas designaciones no eran consecuencia de las supuestas virtudes estructurales del sistema sino, más bien, fruto de la casualidad y del ocasional tino y buen criterio de los encargados de realizarlas.

En nuestra Provincia la grave situación que se presentaba al concluir el periodo gubernativo 1999/2003 concluyó en el reclamo generalizado de todos los sectores sociales respecto al sistema de designación de los jueces, en el convencimiento que el mismo se encontraba en una situación de crisis terminal. Apenas asumido, el Gobernador Busti se dictó el Decreto 39/03 creando el Consejo de la Magistratura, como órgano asesor del Gobernador. A cuatro años de funcionamiento del organismo, con aproximadamente cincuenta concursos realizados, la evaluación general ha sido positiva y lo ha constituido en un verdadero banco de pruebas del instituto.

Las principales cuestiones a definir.

a) Integración del Consejo: Existe consenso en que la integración resultante del Decreto 39/03 es razonable y ha funcionado sin inconvenientes. La representación sectorial (jueces, abogados) debe ser directa, o sea a través de consejeros elegidos por sus pares y no mediante designación de las entidades representativas.

b) Facultades del Consejo: A tenor de la Ley 9768 la convención se encuentra habilitada para crear un Consejo de la Magistratura que tenga por funciones la selección y acusación de los jueces y funcionarios judiciales. La posibilidad de constituirse en órgano de acusación ante el Jurado de Enjuiciamiento (cuya reforma ha sido también habilitada) resulta positiva y se sigue así el modelo adoptado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y en la Constitución Nacional.

Se propicia aquí también que el consejo, con una integración especial, seleccione los candidatos a la presidencia, vocalías y fiscalías del Tribunal de Cuentas a tenor de las funciones que le serán encomendadas con esta reforma y con el objeto de imprimirle un carácter eminentemente técnico a su función.

c) La participación ciudadana: La integración del Consejo con representantes de la sociedad civil, ha demostrado, en el modelo experimental e infraconstitucional vigente en nuestra Provincia, resultados satisfactorios. Ha implicado una apertura del Consejo hacia la sociedad y un contralor de sus actos que contribuye ciertamente a la transparencia y objetividad de las decisiones.

d) La Propuesta única: Si el sistema de concursos de antecedentes y oposición y la intervención de un órgano especial (consejo de la magistratura) están dirigidos a privilegiar la idoneidad y garantizar así la independencia de origen del magistrado, quién no deberá el cargo a nadie y su designación será fruto de su capacidad y demás condiciones personales, objetivamente evaluadas por un órgano independiente, el sistema de “ternas vinculantes” pone en crisis aquellas virtudes, pues somete nuevamente al futuro juez a una decisión que, si bien acotada, sigue siendo discrecional y susceptible de presiones, influencias, amiguismo y otros defectos que el nuevo sistema pretendió erradicar. Por ello se propicia –en la línea seguida por las constituciones de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de  las provincias de Chubut y Neuquén- que del Consejo surja una propuesta única y que la participación o el contralor de los poderes políticos se limite, en todo caso, al ulterior acuerdo del senado.

e) Fijación de plazos de caducidad a los órganos políticos: Uno de los problemas que se ha presentado, fundamentalmente en el orden nacional, es la notoria demora y dilación de los órganos políticos –el Poder Ejecutivo y el Senado- en ejercer las facultades que la constitución le confiere de seleccionar uno de los ternados –en el primer caso- y de otorgar el pertinente acuerdo, o negarlo –en el segundo caso-. Para superar tal inconveniente se han arbitrado soluciones en varios textos constitucionales que son dignas de tener en cuenta a la hora de reformar el nuestro. Respecto al acuerdo legislativo (o senatorial) las Constituciones de la Ciudad Autónoma, y las de las Provincias de Santa Fe, Chubut, Corrientes y  Jujuy determinan que si el órgano legislativo no se expide en el plazo que se fija (30, 45 o 60 días), se considerará aprobada la propuesta.

Estamos convencidos que la instauración definitiva, con rango constitucional, del Consejo de la Magistratura generará un verdadero cambio cultural en todos los operadores y fundamentalmente en los abogados, magistrados y funcionarios. Establecer mecanismos de selección que se atienen a los méritos personales es lo que mejor se corresponde con un Estado democrático y moderno, como forma superadora del privilegio, el amiguismo, el nepotismo y tantos otros vicios de nuestras deterioradas instituciones. Esto, al mismo tiempo, genera estímulos al estudio y a la capacitación, inexistentes cuando esas cualidades no eran cabalmente valoradas a la hora de una designación o de un ascenso. Es por ello que pensamos que el reconocimiento constitucional del Consejo de la Magistratura, importará, sin dudas, una relevante contribución a la mejora de la calidad institucional y al afianzamiento de la independencia del Poder Judicial.

Julio A. Federik.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 559)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…: El derecho a la información oficial existente en los órganos del estado es uno de los DDHH que esta constitución reconoce, solo mediante una ley puede restringirse el acceso a ella en resguardo de otras garantías, que al tiempo de la solicitud prevalezcan sobre ella.

FEDERIK
FUNDAMENTOS

El acceso a la información pública cumple una doble función, permite simultáneamente controlar al Estado y profundizar el marco de conocimiento y de acción de los destinatarios de la misma. La sociedad civil solamente puede involucrarse activamente en la “cuestión pública” cuando se encuentra bien informada.

El derecho a la información pública, dada su importancia institucional, tiene en Argentina jerarquía constitucional. La Constitución Nacional al incorporar diversos Documentos Internacionales de Derechos Humanos a su texto en el art. 75, inc. 22, reconoció que el derecho de acceso a la información pública es un derecho constitucional digno de debida protección.

El derecho a la información pública es un Derecho Humano fundamental, íntimamente vinculado con otros derechos: muchas veces para poder ejercer plenamente determinados derechos, previamente es necesario conocer cierta información que solamente posee el Estado.

Es de destacar que el Derecho de Acceso a la Información Pública no solo es intrínsecamente importante sino que también lo es porque permite el goce de muchos otros derechos.

Asimismo, no puede dejarse de lado otra cuestión fundamental que se encuentra ligada a este derecho: su relación con la participación social. En efecto, el ejercicio de este derecho a través de pedidos concretos de información a los distintos Órganos estatales, trasciende la esfera individual constituyéndose en una manifestación incuestionable de participación de la Sociedad Civil en el desarrollo de la cosa pública. Es ejecutando este derecho como la Sociedad Civil va moldeando las relaciones de poder entre ella y la autoridades en pos de una República más democrática y consensuada.

Julio A. Federik

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 560)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Nombramiento De Miembros Del Superior Tribunal, Fiscal Y Defensores Del Mismo.

Reemplázase el art. 154 por el siguiente:

ARTICULO…: Los miembros del Superior Tribunal y los titulares del ministerio público fiscal y pupilar, serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Asamblea General convocada al efecto. Los demás magistrados, fiscales y defensores serán designados mediante el Consejo de la Magistratura con el acuerdo del Senado.

FEDERIK

FUNDAMENTOS

Estas altas magistraturas judiciales deben estar fuera del sistema común de selección del Consejo de la Magistratura. Tal como lo dispone actualmente esta constitución, la de la nación y la mayoría de las constituciones provinciales mantenemos su designación como una prerrogativa o aptitud exclusiva del Poder Ejecutivo, pero reforzamos cualitativa y cuantitativamente el acuerdo legislativo. Ya no será solamente el del Senado, sino que se exigirá el de la Asamblea General. De tal manera todos los legisladores entrerrianos, los representantes de los departamentos de la provincia y los representantes del total de los ciudadanos, en asamblea general convocada para ello, deberán mediante una mayoría de los dos tercios de los votos presentes, otorgar el acuerdo al magistrado propuesto.

Julio A. Federik.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 561)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ASAMBLEA GENERAL

Incorpórase al art. 92 como inciso 5

ARTICULO…: Otorgar el acuerdo a los miembros del Superior Tribunal, fiscal y defensores del mismo, a propuesta del Poder Ejecutivo con dos tercios de los votos presentes de cada cámara.

FEDERIK

FUNDAMENTOS

Consecuentemente a la reforma del art. 154 que se propone, debe realizarse la de esta propuesta para adecuar la norma receptiva de la manda a la Asamblea General.

Julio A. Federik
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 562)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1.- Incorpórese como nuevo artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

Artículo…- El Estado provincial se constituye en “salvaguarda del folclore provincial”, promoviéndolo en todas sus manifestaciones.

DE LA CRUZ DE ZABAL – DÍAZ (Carlos) – SCHVARTZMAN – REGGIARDO – GIANFELICI – HAIEK – ACHARTA.

FUNDAMENTOS

“Le tengo rabia al silencio

Por todo lo que perdí.

Que no se quede callado

Quien quiera vivir feliz”

El silencio, Atahualpa Yupanqui
El término “folklore” fue utilizado por primera vez en Inglaterra el 22 de agosto de 1846. El arqueólogo Williams Thoms lo aplicó entonces para definir determinados rescates culturales populares que indudablemente tenían más que ver con lo antropológico, y publicó sus conclusiones en una revista de la época, The Atheniense. El autor había unido dos vocablos: Folk (pueblo) y Lore (Lo que se sabe de él o su saber) para referirse a los conjuntos de creencias, tradiciones y costumbres de las clases populares.

Desde entonces, el término volvió a utilizarse para textos literarios que eran productos de ese rescate, tal como los de los hermanos Grimm en Alemania. Con el correr de la historia, el término se extendió hasta abarcar las danzas, cantos, coplas, refraneros, leyendas, comidas, mitos, decires y otras creaciones de las comunidades “Folk”, principalmente campesinas, y hoy también a las adjudicadas al “folclore urbano”.

Nada es folclore por fatalidad de su esencia, si no que se constituye en folclore a partir de un proceso particular de asimilación cultural, y de una actitud colectiva específica frente a ello. Como consecuencia, el folclore no es estático ni inmutable.

En este sentido, es necesario diferenciar el concepto de “lo tradicional” del de “lo folclórico”. A grandes rasgos, al primero lo caracteriza su trasmisión oral –e institucional– de una generación a otra, mientras que lo folklórico es producido por la comunidad de referencia, y por ende es mucho más abarcativo, sin excluir la herencia y la transmisión intergeneracional. Si tomamos la provincia como referencia, y el conjunto diverso de grupos de inmigrantes, nos encontraremos con muchas tradiciones, y otro tanto de fenómenos folklóricos. Para esclarecer el límite entre ambos conceptos, se puede decir que “todo lo folklórico es tradicional, pero no todo lo tradicional es folklórico”.

Muchos de nuestros ilustres predecesores en Argentina fueron conscientes de la necesidad de sistematizar de algún modo lo que en principio sólo eran atisbos.

El 14 de julio de 1893, Paul Groussac –erudito y escritor francoargentino, director de la Biblioteca Nacional desde 1885 hasta su muerte–, dictó una conferencia sobre el gaucho en la sede del Congreso Mundial del Folclore en Chicago. En su exposición, publicada luego en inglés y más tarde en su libro El viaje intelectual, expresaba: “Creo que es necesario y urgente, antes que la rápida evolución del país acabe de borrar nuestras huellas originales, reunir en colección todos los elementos genuinamente argentinos de la antigua vida campestre, que se tornará muy pronto legendaria: hábitos, estilos poesía, música, algunos de un sabor incomparable (…) Creo que nuestro folklore se encontrará entre los más interesantes de su género y representará un precioso trasunto del alma popular argentina”.

Impulsaba con este fin un método de encuestas para recopilar músicas, coplas, tonadas, etcétera. Sin embargo, resulta ingenuo pensar que sólo a través de este medio se hubiese podido lograr su objetivo. No obstante, la idea de investigar, sistematizar y registrar testimonio fue dando sus frutos.

En 1931, el entonces director del Museo de Ciencias Naturales, Martín Doello Jurado, creó la sección de Musicología indígena, denominación que el 10 de agosto de 1944 se transformó en el Instituto de Musicología Nativa, a cargo del profesor Don Carlos Vega. El 15 de diciembre de 1937, el entonces rector de la Universidad de Tucumán, Julio Prebisch, creó el Departamento de Investigaciones Regionales. También la Universidad Nacional de Córdoba creó su Instituto de Folclore, y el 10 de mayo de 1948 el rector de la Universidad Nacional de Cuyo, Irineo Cruz, creó el Instituto de Musicología dependiente del Conservatorio de Música y Arte Escénico de la Universidad. Entre sus objetivos estaba el de la investigación folclórica.

En el país contamos con instituciones particulares destinadas a objetivos similares. Entre ellas los museos folklóricos; el primero, creado en 1923, es el Museo Colonial e Histórico de la Provincia de Buenos Aires, más conocido con el nombre de Museo de Luján.

“El estudio de las expresiones folclóricas, poesía, música y danzas populares, esencia del sentir de un pueblo, debe cuidar el Estado, como exponente de íntima y popular cultura y como base del desarrollo de formas propias de expresión artística”, señalaba en 1946 el entonces presidente de la República, Juan Domingo Perón, quien incluyó en su plan de gobierno (1947-1951) la necesidad de estudiar las formas de orientar a la cultura nacional a través de la enseñanza primaria, secundaria, profesional y universitaria y el culto a nuestras tradiciones.

Nuestro folclore, no obstante, va más allá, e involucra la percepción total del hombre, su entorno, y su cultura. La necesidad de los ciudadanos de conocer sus raíces no sólo como un derecho cultural y humano en la construcción de la propia identidad, sino también como forma de resistencia –en el sentido en que utiliza esta palabra Ernesto Sábato– a la globalización cultural existente.

“Si bien el ser humano es sí mismo soledad radical, la fragmentación de la cultura y el hedonismo de la sociedad de consumo convierten a esa soledad en signos de desesperación por el sentido”1.

Resulta terrible advertir hasta que punto las generaciones actuales –salvo honrosas excepciones– desconocen la obra de los grandes cultores populares del folclore de nuestra provincia, y quedan a merced de la penetración indiscriminada de conceptos, valores y modelos que muchas veces no tienen nada que ver con su realidad.

Las creaciones de Don Linares Cardozo, Florencio Sánchez, Los Angelino y otros tantos que trabajaron por la divulgación de los ritmos de nuestra amada patria chica; el trabajo de rescate realizado por la Facultad de Bromatología respecto de la “Construcción del cosmopolitismo alimentario argentino” y otras investigaciones como la de la “Vestimenta en Entre Ríos” realizada por Graciela Bascurleguy y Damián Capdevila; el rescate de las historias de los caudillos de la provincia; y muchos otros documentos y producciones culturales fundamentales para nuestras raíces, merecen la tutela del Estado provincial.

En Entre Ríos contamos con instituciones prestigiosas, estatales y privadas, para llevar a cabo la tarea impostergable de esta salvaguarda. Brindémosle más atención, para que la construcción de “lo nuestro” no sea una utopía ni se pierda irremediablemente.

1 Carrió, Elisa. La Educación como política central del porvenir.

“Me dijo la Chamarrita

Que calentita es tu mano.

Le dije a la chamarrita

Tibieza de un entrerriano”.

Júbilo de esperanza, Linares Cardozo

Bibliografía consultada:

* Historia del Folklore Argentino. Juan Alfonso Carrizo. Biblioteca Digtio, volumen 13.

* La Educación como política central del porvenir. Elisa Carrió.

* Guitarra. Atahualpa Yupanqui, editorial Siglo veinte

* Júbilo de Esperanza. Linares Cardozo, Instituto de Antropología “Juan B. Ambrosetti”

* Recetas con Historia. Programa de Educación en Cultura Alimentaria “La Construcción del Cosmopolitismo Argentino”, Facultad de Bromatología.

* La Resistencia. Ernesto Sábato

* La Vestimenta en Entre Ríos. Graciela Bascurleguy/Juan Damián Capdevila, Archivo General de Entre Ríos.

* Federales Olvidados. Graciela Bascurleguy, Ediciones del Clé.

* Atlas de la Cultura Tradicional Argentina. Olga Fernández Latour de Botas. Talleres Gráficos del Ministerio de Educación y Justicia.

Adriana De la Cruz de Zabal – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo – Darío R. Gianfelici – María M. Haiek – Emiliano Acharta.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 563)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase en la actual  Sección VI, Capítulo I de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente articulo:

Art. . . .“El Superior Tribunal de Justicia en pleno, puede, durante determinados lapsos y en la forma que prescribe esta Constitución, disponer la actuación de jueces de refuerzo para complementar el servicio de justicia en cualquier órgano judicial que lo requiera. La actuación de los mismos se limitará al dictado de sentencias en las causas que se les adjudiquen debiendo sujetar su actividad a las disposiciones que establezca la Legislatura.

La provisión de jueces de refuerzo no suple, en su caso, las responsabilidades de los jueces titulares por retraso injustificado en el desempeño de sus funciones.

La designación se realizará por sorteo público en orden preferente entre quienes hayan concursado y aprobado los exámenes del Consejo de la Magistratura para el fuero de que se trate, y luego, entre jueces jubilados y abogados que reúnan los requisitos para ser juez titular.

La nómina de jueces, en el orden señalado, será confeccionada por el Consejo de la Magistratura, en forma anual, de conformidad a la reglamentación legal y remitida al Senado para el otorgamiento de acuerdo en ese carácter.

La misma nómina será utilizada por el Superior Tribunal de Justicia para las designaciones previstas en el artículo 163.

MONGE

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El artículo 163 de la Constitución Provincial establece la atribución del Superior Tribunal de Justicia de proveer a la designación de un magistrado provisional cuando, producida una vacante, la misma no fuese provista dentro del término de treinta días.

Sabido es que el crecimiento exacerbado de la litigiosidad no ha tenido su correlato en la infraestructura adecuada de organismos –en toda la provincia- que dé respuesta adecuada a los justiciables, circunstancia que se ve agravada en grado extremo cuando los titulares de los organismos acceden a la jubilación, renuncian ó deben solicitar licencias prolongadas por razones justificadas; también cuando son separados o suspendidos en sus cargos. Ello fue visualizado previsoramente por el constituyente de 1933, manteniéndose la norma como garantía de la manda del art. 5º de la Constitución Nacional en cuanto establece preceptivamente que “Cada provincia dictará para sí una Constitución, bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios declaraciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de justicia...”.

En función de la norma citada, a fin de mantener un orden lógico y metodológico del tema, el artículo cuya sanción proponemos a la H. Convención Constituyente, debería incluirse a renglón seguido del actual artículo 163.

En el caso de los jueces de refuerzo, existen organismos jurisdiccionales en la provincia en los cuales el dictado de sentencia se ha transformado en un verdadero cuello de botella tal para el juez titular o a cargo, que culminado el procedimiento previo, nos encontramos con expedientes que por un tiempo muy prolongado carecen de sentencia ya sea de primera o de segunda instancia. Existen situaciones particulares en aquellos organismos de jurisdicciones del interior cuya sobrecarga de expedientes se origina por ser juzgados únicos con competencia múltiple, tal el caso del Juez Civil y Comercial y el Juez de Instrucción de Diamante, que se subrogan entre sí donde cada uno tiene que hacerse cargo de los expedientes en los cuales –por razones legales- no puede intervenir el otro. Ello a más de que, hasta la fecha el Juzgado Civil tiene competencia no solo en materia civil y comercial, incluida las quiebras, sino que también es juzgado de familia y laboral. Todo ello conlleva, lógicamente a que se produzca un retraso importante en el dictado de sentencias, que no es imputable a quién está a cargo del juzgado. También suceden cuestiones similares a las enunciadas en el Juzgado de Feliciano, originariamente de instrucción y al cual se le ampliaron las competencias a la materia civil, comercial, de familia y del trabajo. La jurisdicción Victoria con un juez civil, comercial, de familia y trabajo y un juez de instrucción atraviesa una situación similar a la referida en Diamante.

No se nos escapa la consideración de que la creación de otros organismos en las jurisdicciones nombradas o en otras que atraviesen situaciones parecidas dará solución, una vez implementados y funcionando. Por tanto y señalada cual es la necesidad es que proponemos que el juez de refuerzo solo sea juez de sentencia y por un plazo determinado a fin de descongestionar la sobrecarga y desigualdad de número de causas que existe en algunos organismos. La reglamentación pertinente deberá establecer las facultades y deberes de los jueces de refuerzo a fin de cumplir su misión, su retribución y demás cuestiones atinentes a su desempeño. Atento que además del atraso justificado puede haber morosidad injustificada, se prevé que la actuación de los jueces de refuerzo no suple la responsabilidad de los titulares.

Cuadra remarcar que esta figura no es novedosa dentro del constitucionalismo provincial existiendo una norma similar a la propuesta en la Constitución de la Provincia de Chubut, en su artículo 182. El sistema ha permitido, a partir de su puesta en funcionamiento en esa provincia, no solo descongestionar la sobrecarga en el número de causas en trámite, sino que evita el movimiento de interinatos y suplencias, con mayores costos económicos y de tiempo (ver “El Diario” de Paraná del 24/09/07, publicación del Dr. Milton R. Murga que actuó como Juez de Refuerzo de la Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial y Laboral de Trelew en 2004).

Se ha incluido en la parte final del artículo que la nómina que se confeccione de jueces de refuerzo siguiendo la mecánica allí establecido, sea utilizada por el Superior Tribunal de Justicia para los supuestos previstos en el art. 163. De esta manera y sin que ello signifique en modo alguno alterar la norma citada se proporciona seguridad jurídica a la actuación de los jueces interinos, atento que la CSJN en la causa “...ROSZA CARLOS ALBERTO Y OTRO S/RECURSO DE CASACIÓN decidió declarar la inconstitucionalidad del régimen de subrogantes, más de 200 designados en forma directa por el Consejo de la Magistratura de la Nación, por colisionar con el mecanismo constitucional de designación, disponiendo el cese de todos los subrogantes en el término de un año a partir del dictado de sentencia (23/5/07) y exigió que el Congreso dicte las normas pertinentes para cubrir las vacantes dentro de los cauces constitucionales.

Esta resolución de la CS, que merece el respeto moral de los demás tribunales nacionales y provinciales por ser la última intérprete de la Constitución Nacional y, en el tema que nos ocupa, de la garantía del juez natural, no pudo ser receptada en el ámbito de la Legislatura de la Provincia al dictar la Ley 9768, puesto que la ley es de fecha anterior a esta sentencia de la CS. Seguramente de haberse anticipado tal cuestión, el art. 163 de la Constitución de Entre Ríos hubiese sido incluido, también, dentro de las normas previstas en el art. 1º- punto 1. Consecuencia de lo dicho y ante el peligro cierto que la norma del art.163 pueda ser declarada inconstitucional, entendemos que nada impide incluir un mecanismo similar al de los jueces de refuerzo para su designación, que cumple con un cauce constitucional atento que para la selección de jueces, la reforma de seguro, incorporará la figura del Consejo de la Magistratura. O sea que, y sin que ello signifique en modo alguno desconocer las facultades del Superior Tribunal de Justicia para proveer la designación de jueces provisionales, se entiende que la confección de las listas se haga por los mecanismos ya referidos y con el posterior acuerdo senatorial para tal carácter. Este es el criterio seguido por las constituciones más nuevas, tal el caso de la Pcia. de Corrientes, art. 183, ó los jueces suplentes de la Constitución del Chaco, art. 158, seg. parr, o él Cuerpo de Magistrados Suplentes incorporados en el art. 166 de la Constitución de la Pcia. de Buenos Aires.

Finalmente y a modo de objetiva justificación de lo expuesto pongo de resalto que, según cuadro estadístico expedido por el Área de Estadística del Superior Tribunal de Justicia el total de causas iniciadas en los juzgados civiles y comerciales de la ciudad de Paraná, durante el período Febrero/octubre del 2007 ascienden a 7.001 (no se han computados los meses Noviembre/Diciembre por no estar informados en forma completa por algunos organismos), mientras que  las causas resueltas en igual período se discriminan en 1.430 sentencias y 1.625 autos totalizando las resoluciones en conjunto 3.055. En lo que respecta a las demás jurisdicciones, los juzgados de primera instancia civiles y comerciales totalizan en conjunto, por el período febrero/octubre 2007, 13.512 causas ingresadas, se han dictado 3.954 sentencias y 4.750 autos, totalizando 8.704 resoluciones. En los números consignados hay dos jurisdicciones (R. Del Tala y Federal) que han incluido las causas laborales también. Cabe señalar que los Juzgados de Instrucción de Feliciano,  Correccional de La Paz, y Civiles y Comerciales de Chajarí, Gualeguay, Villaguay, Diamante, Federación, Victoria, Colón y Nogoyá también tienen además, competencia laboral y funcionan como juzgados de familia.

El desequilibrio entre causas ingresadas y causas resueltas, año a año agrega el plus de efecto acumulativo del año anterior, produciendo el  atraso y demora que afecta al justiciable y que, con la intervención del juez de refuerzo se intenta revertir.

Con tales expresiones, Sr. Presidente, dejo fundamentada la pretendida inclusión del texto constitucional que antecede, interesando la consideración y aprobación de la misma parte de mis pares.

Jorge D. Monge

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 564)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art 1º: Incorpórese el siguiente, como artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, en el capítulo de los Municipios:

Art. … Los Municipios y Juntas de Gobierno pueden celebrar convenios entre sí, y constituir entes supralocales para la prestación de servicios, realización de obras públicas, diseño y ejecución de políticas de desarrollo local, administración de la justicia de faltas de grado y alzada, cooperación técnica y financiera o actividades de interés común de su competencia.

Pueden celebrar acuerdos con la Provincia, el Estado Federal u organismos descentralizados, para el ejercicio coordinado de facultades concurrentes e intereses comunes. Respetando las facultades de los gobiernos federal y provincial, los municipios podrán realizar gestiones y celebrar acuerdos en el orden internacional para la satisfacción de sus intereses.

Art. 2º: De forma.

MONGE – ARRALDE – GUY – CEPEDA.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Determinados fenómenos socioeconómicos han originado que también los municipios en nuestro país hayan buscado estrategias operativas que se han experimentado con éxito en otras naciones europeas y centro americanas.

La escasez de recursos propios de los gobiernos locales, la necesidad de fomentar fuentes de trabajo y atemperar la pobreza y la finalidad de evitar la muerte de municipios que otrora contaban con empresas de relevancia, que ciertas políticas publicas hicieron desaparecer o disminuir su producción y por ende también, reducir sus recursos humanos, promovieron la regionalización entre núcleos de municipios que a través del asociacionismo integrativo y cooperativo materializaron convenios de materia económica, social y cultural que logre achicar los gastos de las municipalidades que integran esos convenios y mediante esos ahorros de costos puedan efectivizar desarrollos de la comuna.

El intercambio de elementos con los que cuentan algunos municipios y no otros y recíprocamente y la información que se brinden mutuamente a los que puede sumarse la elaboración conjunta de obras y servicios públicos, y muestra una nueva manera de hacer política sustentada en el principio de solidaridad. Esta modalidad crece en el mundo y se desarrolla en los niveles de salud, crédito, obras, capacitación, elaboración de mercaderías o productos para región que abaratan y permiten defender fuentes laborales existentes o crear nuevas alternativas sociales.

“La cooperación intermunicipal se presenta como una herramienta trascendente para el fortalecimiento de los gobiernos locales, y en el caso de municipios pequeños una alternativa viable en la que avanzan muchos países europeos” (Iturburu, Mónica Silvana “Municipios Argentinos. Potestades y Restricciones Constitucionales para un nuevo modelo de Gestión Local”; editado por la Dirección Nacional de Estudios y Documentación. Instituto Nacional de la Administración Pública – INAP, Bs As. 1999)

El asociacionismo ha producido beneficios en aquellos países que cuentan con gran numero de comunas alejadas del poder central y que no pueden demorar las soluciones que la sociedad les reclama todo lo cual, propende a sostener el arraigo de las poblaciones.

La mancomunidad municipal es también el sistema más apto para el desarrollo sostenido ya que permite la planificación regional; una región consensuada significa que no hay una imposición legal o constitucional que constriña la actuación o generación de políticas públicas, en donde las comunidades locales (grandes y pequeñas) establecen de común acuerdo un plan a seguir a largo plazo, desarrollando nuevos canales de comunicación y de gestión, concentrando y unificando esfuerzos y recursos.

Según el Derecho Español la formula mancomunitaria es el medio por el cual se pueden solventar, economizando costos, las obras y servicios cuya ejecución o establecimiento pueda reportar beneficio a varias localidades. (ver Quintana López, Tomás “Las Mancomunidades en nuestro derecho local”; editado por el Ministerio de la Administración Pública – INAP, Madrid 1990).

Aunque también puede materializarse en otros campos, como el social y/o el cultural; es decir, en todo lo relevante a las políticas públicas municipales y locales.

El art. 76 inciso 9º de la Ley Orgánica del Régimen Municipal de Venezuela: “… los concejos y cabildos pueden dictar los acuerdos de formación de mancomunidades, tomar las iniciativa para la fusión con otro municipio y la formación de distritos metropolitanos….”.

Art. 319 de la Constitución de Colombia: “…cuando dos o más municipios tengan relaciones económicas, sociales y físicas, que den al conjunto características de un área metropolitana, podrán organizarse como entidad administrativa encargada de programar y coordinar el desarrollo armónico e integrado del territorio colocado bajo su autoridad; racionalizar la prestación de servicios públicos a cargo de quienes la integran y, si es el caso, prestar en común algunos de ellos, y ejecutar obras de interés metropolitano….”.

Las constituciones provinciales argentinas contienen normas que autorizan las asociaciones de municipios y algunas cartas organizas fomentan este tipo de unión de entes locales. La Constitución de la Provincia de Córdoba establece en su artículo 190 los denominados convenios intermunicipales para constituir organismos intermunicipales para la prestación de servicios, realización de obras públicas, cooperación técnica y financiera o actividades de interés común de su competencia. La Constitución de la Provincia de Chubut, prevee tres artículos (arts. 235,236 y 237) para las cuestiones relacionadas con el ordenamiento territorial, la regionalización, fusión de municipios contiguos, y la realización de convenios de intermunicipales creando subregiones para el desarrollo económico y social de la población.

Existen varias asociaciones de municipios en funcionamiento; por ejemplo en la provincia de Córdoba se formaron dos entes intermunicipales destinados a promover el desarrollo de las actividades económicas de la zona. En la provincia de Buenos Aires los municipios de Vicente López, San Isidro, San Fernando y Tigre iniciaron un proceso de regionalización, poniéndose como objetivos cuestiones relacionadas a la actividad económica y la problemática social, como por ej. la coordinación en la percepción de los tributos, desarrollo de un sistema de cloacal y de agua potable, construcción de una alcaldía común y de una terminal de larga y media distancia, entre otros proyectos. (Diario Clarín “Cuatro Comunas se unen para tener más poder”, 26/05/2000, pag.3).

Asimismo adoptar la modalidad de la asociación o mancomunidad posibilita debatir, negociar y pactar con mayor fuerza ante los gobiernos centrales del mismo o de otro país, y ante privados (contratistas y proveedores).

Admitida la regionalización de los municipios, sus avances originan una mayor participación de los habitantes y originalidad de crear alternativas de progreso e identidad.

En relación a la posibilidad de coordinar la administración de la Justicia de Faltas de grado y de un Tribunal de Alzada en la materia. El artículo apunta a otorgar a las municipios la potestad, por medio de acuerdos intermunicipales, de instituir instancias de revisión de las sentencias dictadas por los jueces de faltas municipales, de manera tal de crear la doble instancia o instancia de revisión.

Con esto se logra otorgarle credibilidad e idoneidad a un sistema de Justicia de Faltas que adolece de un órgano técnico especializado en la revisión de los fallos. (ver Losa, Nestor O. “Elementos de Derecho Público Provincial y Municipal”, Ed. Geema, Bs As. 1996). Tendría carácter regional (varias jurisdicciones municipales) aplicarían los mismos criterios en la materia y sería el punto de partida para posibilitar la coordinación en la tipificación, sanción y juzgamiento de las faltas sin romper o interferir en la autonomía municipal de cada una de las corporaciones, sin perjuicio de que además podrá abaratar costos en la prestación del servicio de justicia de faltas.

Existen antecedentes que respaldan ésta posibilidad: la Constitución de Provincia de Buenos Aires, prevé en su artículo 166 la creación de una cámara de apelaciones o instancia de revisión  en materia de faltas municipales. La carta orgánica de la ciudad de Córdoba, establece la instauración de una Cámara de Apelaciones en materia de Faltas municipales, al igual que la Carta Orgánica de la ciudad de Villa Regina, Provincia de Río de Negro.

En relación a las relaciones y acuerdos de los municipios con el Estado Federal y el Estado Provincial es materia reconocida y huelgan palabras al respecto. Sí cabe señalar un importantísimo antecedente con respecto a acuerdos de municipios entre sí pero pertenecientes a distintas provincias: el Tratado de creación de la Región Centro (Córdoba, Santa Fe y Entre Ríos), que establece la participación municipal en lo relativo a la política regional que les pueda afectar.

En cuanto a las relaciones de cooperación internacional debemos decir que éstas se están realizando actualmente y se han incrementado en distintos ámbitos. En efecto los municipios se hermanan con otros, asisten a congresos y parte de instituciones internacionales de poderes locales (ver Unión Internacional de Poderes Locales I.U.L.A.; Organización Iberoamericana de Cooperación  Intermunicipal – O.I.C.I.; Federación Argentina de Municipios F.A.M., etc.).

En la década de 1950 fue creado el Consejo de Municipios de Europa, que con el tiempo se afianzó hasta conformar la “Conferencia Perramente de Poderes Locales y Regionales de Europa”, que ha sancionado entre otros hitos en el derecho público local internacional, la Carta Europea de la Autonomía Local y la Convención marco europea de Cooperación Transfronteriza de autoridades o entidades territoriales”. Ésta última organización se ha transformado en un órgano permanente y fundamental en el funcionamiento de la Unión Europea, mediante lo que se ha denominado como “Asamblea de las Regiones de Europa” (ver CLOTET I MIRO, María Angels “La cooperación internacional de los municipios en el marco del Consejo de Europa …” Editorial Civitas, Madrid, 1992 citado por HERNANDEZ, Antonio María “Relaciones del Municipio con otros Municipios, la provincia y la región” revista de Derecho Público, Rubinzal Culzoni, tomo 2004-2, Santa Fe, 2004).

Asimismo se observan relaciones transfronterizas incipientes a consecuencia del MERCOSUR y de tratados anteriores con sus países integrantes, entre gobiernos locales de nuestra provincia y del Uruguay (Comisión de Cooperación Para el Desarrollo de Zonas de Frontera Argentino-Uruguaya – Programa Codefro, con sede en la ciudad de Concepción del Uruguay).

En general, la Constitución Nacional y las constituciones provinciales guardan silencio al respecto del pasaje propuesto. Sabido es que las relaciones internacionales son establecidas por el gobierno federal y que los gobiernos locales carecen de personería jurídica internacional, pero es posible pensar, y los hechos así lo indican, que existe una tendencia hacia una modificación que no implique avasallar la distribución de competencias constitucionales. Al respecto la Carta Orgánica de la ciudad de Córdoba en su artículo 13, inciso 7º, que recepta el principio que proponemos, marca un camino que ha abierto la doctrina de la Unión Europea, y que en parte, la reforma constitucional de 1994 ha seguido, reconociendo a los Estados Provinciales la posibilidad de celebrar convenios internacionales (art. 124 CN).

En ése camino se propone insertar a los municipios entrerrianos en el camino de la integración y cooperación internacional.

Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Raúl D. Guy – Silvina E. Cepeda.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 565)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ART. 1°Incorpórese en la sección 1 de la Constitución Provincial un nuevo artículo con el siguiente texto.

ARTICULO (…) Toda persona con discapacidad o necesidades especiales tiene derecho al ejercicio pleno y autónomo de sus capacidades y a su integración familiar y comunitaria. El Estado Provincial con la participación solidaria de la familia y la sociedad le garantizará el respeto a su dignidad humana, la equiparación de oportunidades, condiciones laborables satisfactorias, y asegurará su formación, capacitación y acceso al empleo acorde con sus condiciones y de conformidad a la ley.

El estado les garantizará atención integral y los beneficios de la seguridad social que eleven y aseguren su calidad de vida.

ART. 2° De forma

ALLENDE (Clidia) – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

Después de sesenta años de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, y a pesar de los avances obtenidos en materia de política social relativa a la discapacidad, seguimos hablando en nuestro país y en nuestra provincia de la falta de apoyo social y del estado, que tienen las personas que presentan minusvalía. Los programas, servicios y prestaciones económicas destinados a la prevención, investigación y atención especial de las personas con capacidades diferentes siguen siendo insuficientes.

Desde las administraciones públicas, agentes sociales, ONG y las distintas disciplinas sociales se vienen realizando esfuerzo para prevenir y generar cambios positivos en el campo de las deficiencias, discapacidades y minusvalías ampliamente definidas por la Organización Mundial de la Salud. Pero en la actualidad seguimos detectando que las personas con discapacidad siguen presentando condiciones sociales desventajosas, no sólo como consecuencia de tener deficiencias físicas, psíquicas o sensoriales y discapacidades que le dificulta ejercer diferentes roles de la vida cotidiana, sino, además, por la falta de apoyo sociales, públicos y privados los cuales impide a estas personas poder ejercer el derecho a la igualdad de oportunidades ampliamente preconizado por la ONU y la Constitución Nacional.

A lo largo de la historia de la Humanidad, han existido personas con algún tipo de discapacidad, la ignorancia, el abandono, la sobreprotección, etc., hicieron con el discapacitado un ser que se desarrolló en gran parte y en muchos de sus aspectos esenciales, aislados de la variable que regían para la mayoría de los habitantes de ésa sociedad.

Las complejas circunstancias que conforman la sociedad post-industrial han contribuido a determinar que el número de personas que se encuentran en esta situación sea cada vez mayor y siga en aumento, demandando atención, cobertura, servicios y fundamentalmente equiparación DE OPORTUNIDADES, desde una óptica que entiende al ser humano como totalidad.

Al echar una mirada a lo que han sido los derechos humanos y sociales del sector de discapacidad, vemos como es a partir de la Segunda Guerra Mundial cuando eclosionan y concluyen los avances en las ciencias sociales en éste campo, el desarrollo y presión de los movimientos sociales y asociativos, junto con la Organización de las naciones Unidas (ONU), Organización Mundial de la Salud (OMS), la Organización Internacional del Trabajo (OIT), impulsan avances significativos en los distintos aspectos relacionados con la población de personas con discapacidad.

El punto de arranque decisivo fue la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada el 10 de diciembre de 1948, siendo asumida por la mayoría de los países democráticos, los cuales se comprometen a su aplicación. Específicamente, en la discapacidad, como evento importante, cabe señalar la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental de la ONU (1971); la Declaración de los Derechos del Minusválido (1975); “la carta de los ochenta”, de Rehabilitación Internacional; el programa de Acción Mundial para las Personas con discapacidad de la ONU (1982).

Otro avance significativo ocurrido en el campo de la Legislación son las NORMAS UNIFORMES SOBRE LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDADES, aprobada por la 48° ASAMBLEA GENERAL DE LA ONU. (Resolución 48/93), han establecido la necesidad imperiosa de que los estados adopten políticas tendientes a la plena integración de estos sectores a la población.

Estas NORMAS UNIFORMES encuentran su fundamento político, moral y jurídico, en la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, en el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, en el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS y en la CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER, que en nuestro país tienen jerarquía constitucional (ART. 75 Inc. 22 de la C.N.).

El reconocimiento de los Derechos Humanos de las Personas con Discapacidad, deben tener el sustento de Políticas Sociales las que deben estar dotadas con partidas presupuestarias para llevar a cabo los programas globales y servicios que posibiliten la prevención, rehabilitación y atención. Ello requiere del esfuerzo de las administraciones públicas, el colectivo de personas con discapacidad y el tejido social para poder hacer realidad la igualdad de oportunidades, la participación y la solidaridad de los ciudadanos.

Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 566)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1°-Incorporar en la Sección I de la Constitución Provincial el siguiente texto:

Art. (---) El Estado garantizará a los adultos mayores, el pleno ejercicio de sus derechos y garantías. El Estado, con la participación solidaria de las familias y la sociedad esta obligado a respetar su dignidad humana, su autonomía y les garantizará atención integral y los beneficios de la seguridad social que eleven y aseguren su calidad de vida. Las pensiones y jubilaciones otorgadas por la provincia no podrán ser inferiores al salario mínimo. El estado mantendrá una red de hogares provinciales para los adultos mayores sin familia.

Art. (---) El estado debe generar desde la infancia, con una política de enseñanza, que permita comenzar a llevar a las aulas, como parte de la currícula escolar, cuestiones que sirvan para reconocer y aprender sobre la importancia y el deber de “guarda y respeto” que tenemos para nuestros ancianos.

ALLENDE (Clidia) – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

La pirámide demográfica mundial muestra un paulatino y notorio envejecimiento poblacional. Esto tiene su razón fundamental en el aumento constante de la expectativa de vida de los seres humanos y primordialmente con una disminución de la taza de natalidad.

Esta prolongación de la vida ha sido demasiado reciente y se ha producido con demasiada rapidez, de modo que no hemos podido integrarla en nuestro concepto de vida como un todo unificado, es decir, como una progresión de etapas relacionadas entre sí.

La Gerontología ciencia que se dedica a estudiar los procesos de envejecimiento y la Vejez es relativamente joven de manara que una expectativa de vida mayor se acompaña con una deficiente preparación de la Sociedad para dimensionar éste fenómeno, incluyendo a los propios protagonistas, gobernantes, políticos, planificadores y profesionales.

Según estadísticas para la región de América Latina y el Caribe, las personas de más de 60 años eran en 1950: 8.860.000; en 1980: 23.350.000 y esta proyectado que en el 2025: 93.000.000. Las cifras nos deben hacer reflexionar sobre la incorporación de este segmento poblacional a servicios de: Educación, Vivienda, Salud, Oportunidades de Trabajo, Recreación; muchos de los cuales son deficitarios, insuficientes o inexistentes.

Desde que nace hasta que muere el hombre forma parte de la sociedad y el estado no tiene derecho a desentenderse de él en la vejez que, al fin y al cabo, no es más que una parte de la vida.

El envejecimiento progresivo de la población mundial plantea la problemática de conservar a los ancianos en el seno de la sociedad, encontrando el lugar que por su dignidad y por sus actitudes deben ocupar para bien de la comunidad.

Las fuentes normativas internacionales vigentes contemplan disposiciones, estas suelen ser demasiado programáticas y flexibles pero a veces tienen escasas proyección en el derecho interno.

En este sentido hay cierto consenso en que la problemática de la ancianidad se tiene que abordar desde el marco general del mundo político integrándola en los Derecho Sociales, generando propuestas de políticas; sanitarias, económicas, científicas, educacional, cultural, etc. El Pacto de los Derecho Económicos Sociales y Culturales d 1966 así lo reconoce y remarca que el estado se obliga a proveer los recursos necesarios y “hasta el máximo que disponga”. El Protocolo adicional de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales suscripto el 17/11/1988 dice: Art. 17 “toda persona tiene derecho a protección especial durante su ancianidad. En tal sentido los estados parte se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a fin de llevar este derecho a la practica, y en particular: a) proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación, atención médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de proporcionársela por sí mismo; b) ejecutar programas laborales específicas destinados a conceder a los ancianos la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseo; c) estimular la formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida de los ancianos”

También se menciona en la Constitución Nacional en el Art. 14 bis que prevé: “El estado otorgará los beneficios de la Seguridad Social, que tendrá el carácter de integral e irrenunciable….” Ahora bien dicha norma a tenido su máxima expresión y contención en la normativa de carácter Internacional incluida por la C.N. a través del Art. 75 incs. 22 y 23; En la Declaración Universal de los Derechos del Hombre de 1948 (“toda persona como miembro de la sociedad tiene derecho a la seguridad social”).

Con respecto al articulado que se refiere a la enseñanza en las aulas desde muy temprana edad el respeto y el reconocimiento que debemos tener para con nuestros ancianos, es para que en tiempo no muy lejano, exista una generación más sensible que puedan abordar con mejor solvencias las cuestiones relacionadas con el Derecho, la Salud y las problemáticas sociales de las clases vulnerables.

Queda claro que el estado tiene la obligación de cuidar la calidad de vida de los ancianos, y su dignidad humana, pero ello es imposible si el Presupuesto Anual no incluye una importante partida para su sostenimiento.

Mariano Novelli, al presentar su libro “Los Derechos Constitucionales de la Ancianidad” expresó: “los ancianos merecen la máxima protección jurídica, tutela que ha de lograrse, en su más alto grado, desde el marco constitucional”. Y concluyó diciendo: “únicamente con conciencia del sentido de la ancianidad como etapa vital, podrán los derechos constitucionales cobrar vida y ser cumplidos por todos”

Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 567)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I - Incorporase como artículo nuevo en la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

Art.… Deberá establecerse un Régimen Jurídico Básico que regirá para todos los Trabajadores del Estado, mediante la sanción de una  ley orgánica respectiva.

El ingreso del empleado a la administración pública así como el ascenso del mismo, deberá realizarse sin excepción mediante concurso de antecedente y oposición garantizando la igualdad de oportunidades entre sus postulantes, priorizando la idoneidad y capacidad para el cargo.

Los cargos de directores de hospitales, directores departamentales de escuelas, jefaturas y direcciones de organismos administrativos con descentralización departamental, serán cubiertos mediante  el mismo procedimiento que para el ingreso de los empleados, duraran cinco años en sus funciones, pudiendo volver a concursar  el cargo.

ALLENDE (Clidia) – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

La incorporación del presente artículo a nuestra Constitución Provincial se encuentra expresamente habilitada por el Artículo 1º Pto.3 de la Ley Nº 9768 de Necesidad de reforma de la Constitución de Entre Ríos.

La implementación del régimen jurídico básico, importa la aplicación de principios generales y normas específicas a todo empleado público, contribuyendo de este modo a mejorar la calidad de los servicios que la administración presta a los ciudadanos.

Para ello resulta imprescindible que se establezca un sistema de selección que garantice la igualdad, objetividad y transparencia, que todos los ciudadanos que reúnan los requisitos de capacidad e idoneidad para cubrir un cargo  tengan igualdad de oportunidades, jerarquizando la función que desempeña en la sociedad del empleado público, que por estos tiempos se ha visto bastardeada y manipulada por el funcionado de turno.

La transparencia de los actos de gobierno es uno de los principios básicos del sistema republicano y una de las formas de garantizarlo es a través de la implementación de un sistema de ingreso y de ascenso a la administración pública  mediante concurso, evitando de este modo el clientelismo político y el amiguismo en el criterio de selección del empleado.

Asimismo la implementación de la carrera administrativa y la posibilidad de progreso del empleado, dignifica la persona y engrandece a de quien la cumple, frente a toda la sociedad, quedando liberado del poder discrecional del gobernante de turno.

Proponemos que en los cargos de mayor responsabilidad que a su vez requieran mayor dedicación como son las jefaturas y direcciones departamentales entre otras, para la continuidad en su puesto de trabajo, del funcionario que ha accedido por concurso deberá indefectiblemente revalidar su cargo cada cinco años, pues hoy resulta socialmente inaceptable que se consoliden con carácter vitalicio derechos y posiciones de quienes eventualmente no atiendan satisfactoriamente a sus responsabilidades.

Es cuanto pongo a consideración.

Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.
–A las comisiones Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.
CXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 568)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Proyecto de texto constitucional

Modificatorio del artículo 41

Art. 1º.- Modifíquese el artículo Nº 41 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“Art. 41. Estimulará la tendencia cooperativista, mutualista, empresas de la Economía Social y protegerá las organizaciones de ese carácter”.

Art.2º.- Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto: 

Art. EL Estado Provincial fomenta el desarrollo, promueve la organización, mantenimiento, asistencia técnica integral, correcto ejercicio de fiscalización de las mutuales y empresas de la Economía Social. Respetando los principios que le son de su pertinencia.

Art.3º.- De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – GIANFELICI – HAIEK – SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

“La creación de un ente mutual en nuestra Argentina, está motivada por la obtención de una defensa económica-preocupación principal de la vida moderna-sin desconocer la filantropía de otras, las menos-que se constituyen para obtener, por ejemplo, grupos de sangre difíciles de conseguir.”1

Sin duda los preclaros hombres que construyeron palmo a palmo la Constitución Provincial de 1933, ya entendían los que las hoy llamadas Empresas de la Economía Social llegarían a ser durante el siglo XX.

Es que ya había cumplido 33 jóvenes años la primera cooperativa agrícola del país (Cooperativa Agrícola Lucienville”) creada por aquellos gauchos judíos que sí sabían como luchar contra los avatares de una economía que no siempre les era propicia.

Enclavada en la ciudad de Basavilbaso, ésta que nació con el siglo conlleva aún hoy los ideales que le hicieron nacer .Muchas son las instituciones de este tipo que han proliferado en nuestra Patria chica y también a nivel nacional, será quizás porque las necesidades de los hombres son siempre similares y es dentro de su grey donde surgen las soluciones en tiempo y espacio.

El movimiento cooperativo argentino es sin duda uno de los más importantes de Latinoamérica y en gran parte se lo debemos a los miles de inmigrantes que llegaron a nuestra tierra en pos de sus sueños.

Sin embargo no es menor la cantidad de personas que directa o indirectamente conforman en nuestro país otro segmento de estas empresas de Economía Social, tal es el movimiento mutualista que cuenta con más de 6.000.000 de personas involucrados desde el norte hasta el sur y desde el este hasta el oeste.

Son los valores mutualistas: en no fin de lucro, la libre asociación, la adhesión voluntaria, el bienestar general, la prestación de servicios aunados en una organización democrática y solidaria.

Resaltar valores básicos inherentes al ser humano tales como, la neutralidad religiosa y política de las instituciones, la capitalización de los excedentes, la educación y capacitación mutual y social, la integración de las entidades para un desarrollo armónico de las comunidades ,la contribución acorde a los servicios que se reciben ,y la democratización en sus dirigencias, logran un equilibrio que debería ser protegido, ponderado, imitado, sostenido, cuidado, copiado, siendo a la vez modelo ejemplificador de una sociedad que tiende no sólo a globalizarse, sino a desintegrarse en un modelo que la socava y extravía de los caminos que como seres humanos deberíamos proteger en un futuro inmediato, mediato y a largo plazo como habitantes de esta “casa común”.

Yendo aún más lejos las eco-aldeas serían un ejemplo maravilloso de mutualismo integrador de las capacidades y diferencias de los seres humanos.

No dejaremos de mencionar como empresas de la Economía Social está en nuestra provincia la “Fundación Banco de los Pobres” que es una ONG creada para ofrecer micro-créditos para micro-emprendimientos productivos y /o de servicios destinados estos a los sectores más vulnerables, permitiéndoles emerger de la pobreza como promover la cultura del trabajo, la solidaridad, la confianza mutua, cultivar la autoestima como motor interno para ser quiebres a su situación y valorar y sostenerse con dignidad.

“El mutualismo será en el futuro no solo el hermano que contribuye, coopera, coparticipa de las necesidades y soluciones del semejante, sino el guía de un sentido ético de vida que, superando toda diferencia racial, política o religiosa, presta la experiencia recogida con efecto multiplicador”.2

Por lo antes expuesto es menester ineludible inequívoco modificar el artículo citado y considerar fehacientemente el artículo a incluirse.

1“Experiencia Mutualista” Wilfredo A. de la Cruz

2“Experiencia Mutualista” Wilfredo A. de la Cruz

Nota: Agradecemos muy especialmente al Instituto de Promoción Cooperativa y Mutualidades de Entre Ríos, a la Federación Entrerriana de Entidades Mutuales, por su valiosísimo aporte en la elaboración del presente proyecto.

Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici – María M. Haiek – Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 569)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SUFRAGIO

Artículo 1.- Incorpórese al inciso 2° del Artículo 47 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, la siguiente modificación:

SECCIÓN III: RÉGIMEN ELECTORAL

Artículo 47.- 

Inciso 2°.- Esta Constitución garantiza el ejercicio de la función de sufragio igualitario como derecho inherente a los ciudadanos argentinos y a los extranjeros, en las condiciones que determina la ley.

El cuerpo electoral de la Provincia de Entre Ríos esta constituido por los electores inscriptos en el padrón electoral de la Nación, con el cual deberán celebrarse las elecciones en la Provincia. Cuando el padrón electoral de la Nación no se ajuste a los principios fundamentales establecidos en esta Constitución para el ejercicio del sufragio, la Legislatura provincial mandará confeccionar el registro cívico de Entre Ríos, bajo la dirección del Tribunal Electoral.

HAIEK – GIANFELICI – ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL.

FUNDAMENTOS

“Siendo la política la medicina de los Estados debe el magistrado cortar la influencia del mal que no puede evitar, arbitrando los remedios precisos”

Mariano Moreno. (Proyecto de Mayo de 1810)

Introducción

Con este proyecto nos proponemos incorporar una norma que no es nueva en la Constitución de Entre Ríos, ya que sólo contiene dos elementos innovadores en el contexto de viejos principios establecidos en la redacción original, que deben ser mantenidos intactos.

El primero de estos elementos es la garantía del ejercicio de la función de sufragio. Aquí avanzamos en la materialización de la doctrina de sufragio como derecho-función, y asimismo como derecho atribuido no sólo a los ciudadanos nativos, sino también a los extranjeros que cumplan los requisitos que la ley determine.

La segunda modificación es la que tutela un valor del sufragio, su carácter igualitario, que merece ser incorporado con jerarquía constitucional expresa.

La propuesta finaliza describiendo la materialidad del registro electoral de la Provincia, como base de la confección del padrón en condiciones que entendemos siguen siendo hoy aceptables para el derecho público provincial, en un contexto republicano.

Consideración previa

El legislador ha considerado que debe mantenerse la redacción del inciso 1º del Artículo 47, con su caracterización precisa del sufragio. Con ello se pone límites a esta convención para su tratamiento conforme lo establece el Artículo 1 –inciso 1º– y el Artículo 4 –inciso 5º– de la Ley Nº 9768, que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Sin posibilidad de reforma por eliminación o modificación de estos valores constitucionales para la democracia –“sufragio universal, secreto y obligatorio”–, consideramos apropiado introducir una reforma en el segundo inciso en el Artículo 47, que contenga en primer término una definición política que determine el sufragio como función, orientada a la formación de los órganos del Estado provincial a través del cuerpo electoral, lo que en definitiva se constituye en un principio ideológico que trasciende las fronteras del individualismo y va más allá del derecho subjetivo de sufragio.

De igual manera, el sufragio universal, secreto y obligatorio se verá enriquecido por otro valor que el convencional constituyente de 1933 consideró comprendido en la universalidad: la igualdad del sufragio.

El sufragio electoral

En primer lugar, es necesario recordar brevemente los dos principios tradicionales de gobierno, con el fin de comprender el alcance que se ha dado a la expresión “sufragio electoral” utilizada por el convencional constituyente entrerriano. Nos referimos al principio de la identidad –según el cual el pueblo no delega su soberanía realizando directamente los actos de gobierno– y el de la representación, que señala que la identificación real entre el pueblo y el gobierno se expresa a través de la elección de los representantes que gobiernan y deliberan.

Hemos sostenido que estos dos principios tradicionalmente aceptados como reguladores de la relación pueblo-gobierno no se contraponen. En casi 2.900 años de evolución, desde Licurgo hasta Hamilton, la concepción tradicional de la democracia representativa no ha variado, pero hoy muestra nuevas opciones para el viejo sistema.

Sabemos que la democracia no es un método político como el que describe Schumpeter, quien la enmarca en una perspectiva de mercado de competencia imperfecta. Tampoco creemos que su evolución nos lleve a corto plazo a lo que Pierre Mendes France denomina “democracia corporativa”. Preferimos, en cambio –coincidiendo con Duverger–, ubicarnos en esta etapa histórica de transición entre el individualismo y cierta forma de democracia comunitaria.

“Sufragio electoral” es una expresión fuertemente ceñida en el sistema representativo. En este sistema, como se ha señalado, el cuerpo electoral emite una declaración de voluntad política electiva, pero hoy existe la posibilidad de ciertas formas de democracia consultiva en las que la emisión de voluntad política del ciudadano no es electiva, sino de opinión respecto de una variada gama de asuntos políticos, sociales, económicos, culturales, medioambientales, o específicamente sobre leyes que los comprenden.

Así tenemos claramente establecido el sufragio electoral y el sufragio consultivo.

Como hemos de incorporar a esta constitución entrerriana ciertas formas de la llamada democracia semi-directa, de lo que se dará cuenta en este proyecto, queda claramente establecida la importancia de mantener la expresión “sufragio electoral” para la representación política, debiendo dejarse librada al buen criterio del legislador la reglamentación de lo que constitucionalizaremos como “sufragio consultivo”, derivado de las llamadas formas semi-directas.

La función del sufragio

Históricamente, en todo tipo de organización social, una vez afianzada la libertad política individual se han adoptado diversas técnicas tendientes a materializar la declaración de voluntad política. Pero fue la necesidad de satisfacer mayores exigencias de desarrollo social la que impulsó el perfeccionamiento de técnicas de valoración colectiva para mensurar la suma de las voluntades individuales. Los sistemas electorales son los depositarios y canalizadores de estas técnicas, que son legislativas por que se traducen en leyes que disponen las formas de sumar la declaración de voluntad política (sufragio), y de emitirlas como acto mecánico de ejecución de dicha voluntad (voto).

El concepto de sufragio ha evolucionado desde la doctrina del Derecho hasta su caracterización como Función, llegando a la moderna concepción de sufragio Derecho-Función.

Establecer con jerarquía constitucional el carácter del sufragio, acentuando los valores ya incluidos –obligatoriedad, secreto y universalidad–, merece la incorporación de la “igualdad” como valor, que aquí proponemos. Resulta necesario, asimismo, otorgar un rango constitucional expreso a la definición de sufragio como Derecho-Función.

Para acceder al análisis de esta cuestión en profundidad, es fundamental partir de la descripción de la Teoría del Estado, en especial como la elabora Carre de Malberg en su medulosa obra.

El derecho de sufragio representa para el elector, la posibilidad de constituir el cuerpo electoral y participar en la consulta general destinada a dar a conocer la voluntad de dicho cuerpo. En este sentido y, como primera conclusión, el elector tiene un derecho subjetivo.

La función del sufragio, en cambio, inscripta en la teoría del órgano, nos presenta una actividad específica del Estado, a través de la cual se procura la intervención expresa y reflexiva de una amplia representación del todo social, organizando el poder del Estado como una de las más salientes características del régimen constitucional moderno.

Luego aparece una caracterización que deja de lado ambos extremos, y coloca al sufragio más allá de la declaración subjetiva individual del elector y más acá de la función del Estado. Aquí nos referimos a lo que podríamos denominar una dualidad coherente con nuestra estructura constitucional entrerriana; esto es el concepto de derecho-función de sufragio, que siendo bipola en su concepción, es sin embargo unívoco en su filosofía: si bien por un lado separa el derecho de la función, por el otro sintetiza un derecho político entre los derechos funcionales.

Es este concepto en particular el que nos interesa, y vamos a solventarlo como propio de nuestro orden constitucional.

El sufragio, en efecto, es un derecho-facultad del ciudadano respecto de la expresión y ejercicio de la voluntad política. Ahora bien: este derecho público subjetivo trasciende el ámbito de su personalidad hacia las esferas de lo político no estatal, o sea hacia la función electoral que despliega el elector en su acción de votar.

Sólo de esta forma podremos mantener la estructura de un Estado que forma sus órganos instituciones, designando a sus órganos individuos como una función puesta con exclusividad en cabeza del cuerpo electoral, apareciendo así nítidamente el Estado como fedatario del acto y como última garantía de su propia existencia.

Si no hay quien forme los órganos del Estado, si no hay a quien se asigne obligatoriamente esta tarea como una función, un día puede no haber Estado.

Decimos que es función pública no estatal, ya que su brazo ejecutor no es un órgano del Estado. El cuerpo electoral, en efecto, es un órgano extra-poder: tiene el poder electoral, que no forma parte de la tríada tradicional de poderes del Estado, pero que habiendo sido descripto como “poder total” o “poder electoral”, es ni más ni menos que la génesis de la formación de los órganos del Estado provincial.

Estos dos elementos de la elección de autoridades a cargos públicos –el derecho y la función–, deben ratificarse como norma constitucional manteniéndose los términos del Artículo 47, inciso 1º, incorporándose en consecuencia a un segundo inciso de la norma.

Nuestra posición ideológica es clara. Ya hemos propuesto a esta Convención, en el proyecto sobre partidos políticos, la nominación exclusiva de las candidaturas, lo que debe ligarse estrechamente a este concepto de sufragio derecho-función, obligatorio e igualitario.

Al advertir la importancia de este concepto, queda en evidencia que quienes proponen un sufragio no igualitario y no obligatorio, se enrolan en la teoría del derecho subjetivo. Quienes proponemos constitucionalizar la teoría de la función, en cambio, seguiremos sosteniendo igualdad y obligatoriedad.

Aparece aquí entonces un derecho-función universal que corresponde a cada individuo como miembro del Estado colectivamente considerado, siendo el único limite a dicha universalidad  la reglamentación legislativa razonable. Para ello debe tenerse particularmente en cuenta el estatuto alcanzado por el derecho internacional respecto de los derechos humanos en el derecho interno, constitucionalizado en 1994.

El sistema brinda ocasión a todos los ciudadanos y a los extranjeros que participan de la elección de los gobernantes, lo que significaría un plexo constitucional garantista, participativo y competitivo.

La frontera entre la reglamentación de la universalidad y la calificación del sufragio es a veces muy sutil; de allí la propuesta de incluir estas pautas garantistas que deben resguardarse en la redacción de la Constitución.

Proponemos esta reforma en el entendimiento de que con la participación igualitaria, funcional y obligatoria, estaremos cerrando el camino a la calificación del sufragio.

En este orden de cosas, podemos esbozar a grandes rasgos la relación entre la función y el secreto del voto. El carácter secreto del voto opera en el propio acto de emitirlo y cobra real dimensión a partir de la libertad con que deben sufragar necesariamente los electores. Se tipifica una sanción penal para la violación del secreto, que tiende –como falta electoral– a que se resguarde al acto de posibles presiones o inhibiciones, garantizando la libertad del acto. Se evita así el control sobre el sufragio como último medio para asegurar la libertad de conciencia. Su implementación en la historia constituyó un golpe para quienes hasta el año 1912, en nuestra República, sacaron frutos de dicho control a través del sufragio público, voluntario, calificado y emitido a viva voz. No se concibe un Estado ausente de semejante función. Y su presencia, como se señaló, no debe darse en la esfera de sus poderes sino extra-poder: un Estado fedatario de la función de un órgano extra-poder, el cuerpo electoral.

Merece también un párrafo propio la obligatoriedad del sufragio, que mantenemos en esta Constitución, y que ha sido el carácter mas discutido del sufragio, tal como puede apreciarse en los libros de sesiones de la Convención Constituyente de 1994.

Sostenemos el sufragio obligatorio por que la democracia representativa actual transcurre hacia nuevas formas de democracia directa, en las que el voto dirimente de las cuestiones públicas está siempre caracterizado como derecho, deber-función. Allí hay un derecho público y un deber cívico, y a estos últimos corresponde la actividad estatal como nos ilustra la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el Fallo t. CLXXXIII (página 175). En el texto de este fallo, se declaró la constitucionalidad del voto obligatorio en los siguientes términos: “El pueblo, en cuyo nombre se dicta el estatuto fundamental, es la fuente originaria de la soberanía cuyo ejercicio es el voto de los ciudadanos (…) Esta prerrogativa preciosa del ciudadano es irrenunciable y constituye el fundamento del gobierno sin el cual no es posible la existencia del Estado ya que fuerza, es compeler al ciudadano al ejercicio del voto, sea este derecho o función que es inherente a la esencia de aquel, toda vez que así lo exija la vida misma de la República, cuya desaparición es inconcebible por el abandono de sus propios hijos”.

La doctrina sentada en esta jurisprudencia del más alto tribunal de la República se ha mantenido inalterable. A partir de su constitucionalización, el sufragio obligatorio ya no tiene discusión. Ahora bien: ¿No es esta la más clara reflexión también sobre la función del sufragio, que la República debe prodigar? Creemos que sí, y por eso nos proponemos otorgarle rango constitucional en nuestra patria chica, mojón federal de incuestionable gravitación en el nacimiento de la República.

Necesaria incorporación a la Constitución de la “igualdad” como base del sufragio: “un elector, un voto”.

Reafirmada la vigencia de los valores de universalidad, obligatoriedad y secreto del voto, de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 1º –inciso 1– y Artículo 4º –inciso 5– de la ley que declara la necesidad de la reforma (Nº 9768), resulta oportuno dejar establecido en una norma constitucional que el sufragio debe ser igualitario, y que dicho carácter resulta omnicomprensivo de los extranjeros que se incorporaran al cuerpo electoral en las condiciones que establezca la ley para la elección de todas las candidaturas a cargos públicos electivos provinciales y municipales. Los convencionales constituyentes de 1933 no incorporaron expresamente este carácter en inciso 1º del Artículo 47 porque entendieron que el carácter igualitario surgía de la propia universalidad del sufragio.

No obstante, los convencionales del siglo XXI deben ser particularmente precisos, para evitar cualquier distorsión, a sabiendas de que hoy la teoría de la soberanía individual ha sido dejada de lado por imposición de la moderna teoría liberal del derecho subjetivo en la representación, que abre caminos al voluntarismo y que como queda dicho al disentir con este criterio, proponemos éste aspecto de la reforma.

No fue hasta 1848 que se consagró en Francia el sufragio universal igualitario, a partir del cual los poderes resultan de la elección de todos los ciudadanos. ¿Cuál es el alcance de la universalidad? Nos preguntamos si la Constitución entrerriana, que estableció el sufragio universal, no reconoce el derecho a todos los ciudadanos, y esto es importante declararlo en forma expresa y regularlo, ya que volvemos sobre las capacidades requeridas para establecer la voluntad general, que no es otra cosa que el ejercicio de las voluntades individuales.

Entre Ríos es otro mojón en la historia del principio de la igualdad universal, desde antes de 1933. De igual manera, debemos recordar el ilustre debate sobre la universalidad que se dio en la provincia de Buenos Aires en 1821, lo que significa que hemos sido pioneros en el mundo respecto de estos preceptos igualitarios.

Tal como señalamos, el principio de la igualdad ligado a la universalidad presupone una igualdad condicionada sólo a límites razonablemente impuestos. De allí la redacción que proponemos a la norma que debe establecer expresamente la atribución del sufragio igualitario.

No pudiendo incorporarse al inciso 1º esta característica reconocida por la Constitución Nacional y por la inmensa mayoría de las constituciones provinciales, debemos incluirla autónomamente, en una norma de garantía del ejercicio del derecho político.

La consideración que hacemos al equiparar el sufragio universal con el carácter de igualdad, proviene en realidad de los parámetros geométricos y aritméticos que utiliza Juan Jacobo Rousseau para mensurar el grado de soberanía que cada individuo tiene como integrante del Estado. En esa concepción, siendo que la voluntad del Estado coincide siempre con la voluntad general, el Estado resulta ser la suma de las voluntades de los individuos que lo componen.

Estas reglas nos llevan directamente a la conformación del cuerpo electoral, que no es otra cosa que la suma de los individuos que lo componen, y en definitiva la suma de las voluntades en el Estado. De allí, y con el fin de evitar distorsiones, surge el lema “un elector, un voto”, lo que remite al voto único, no acumulativo e intransferible.

Este rasgo sobresaliente refuerza la importancia de incorporar el carácter igualitario en la Constitución, y se traduce en la imposibilidad de otorgar viabilidad a la acumulación del voto o a la multiplicidad del mismo, lo que abriría la puerta al sufragio corporativo, profesional o familiar; o sea, se constituiría en una especie de calificación del sufragio en razón del número de votos en cabeza de un elector, poniendo a unos valores diferentes que a otros, otorgándoles votos diferentes, lo que rompería el principio de la igualdad que debemos concebir aquí como un valor constitucional democrático expresamente consagrado.

El registro electoral

La segunda parte de la norma enfoca un asunto de delicado equilibrio republicano, que tiene por objeto no duplicar funciones asignadas a los órganos estatales encargados de las elecciones.

Si bien la ley que declara la necesidad de esta reforma lo hace susceptible de ser eliminado, sugerimos en cambio que el inciso 2º del Artículo 47 de nuestra Constitución debe mantenerse con las reformas propuestas.

El carácter del elector que describe su primera parte bien puede dejarse para la reglamentación legal, no así en lo que refiere a la inscripción en el padrón electoral, que no es otra cosa que la determinación del cuerpo electoral de la provincia, lo que consideramos debe mantenerse en la constitución prácticamente en forma literal, y por eso esta propuesta de redacción de la norma.

La confección del registro electoral de la Nación, en efecto, contiene al cuerpo electoral de la Provincia de Entre Ríos.

En sus comentarios a la Constitución de Entre Ríos, Justo Medina señala ciertos aspectos de la discusión legislativa sobre la adopción del registro cívico nacional. Brinda, entre otros datos, la incorporación del carácter facultativo establecido en el Artículo 71 de la Constitución de 1903 como opción lisa y llana para la provincia, estableciéndose luego su carácter obligatorio en la Constitución de 1933.

Tal como lo hizo el doctor Faustino Legon al redactar el Artículo 32 de la Constitución de Mendoza de esa época, se indica que “ya no se trata de seguir el padrón nacional y, en lo posible, no debe impedirse que la provincia logre un mejor padrón”. Medina sostiene que “el inciso 2 que comentamos versa sobre algo más trascendente; recae su regla, sobre el caso de una diferencia de fondo sobre el régimen, siendo que el padrón es el reflejo de los principios fundamentales establecidos en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos para el ejercicio del sufragio”.

El comentario indica, a continuación, que la universalidad, su carácter secreto y directo y su obligatoriedad hacen al sufragio popular, y toda alteración de estas condiciones básicas implicaría, desde luego, apartarse de los principios de la ley fundamental. “En este terreno las provincias deben seguir los lineamientos generales de la Nación (Artículo 31 de la Constitución Nacional), porque a su vez, los principios fundamentales que para sus regímenes electorales establezcan los Estados locales, no pueden estar en pugna con los de la ley suprema de la nación, según es de elemental doctrina (…) La anterior ley electoral permitía la actualización del padrón nacional, procedimiento por el cual se incluían en las listas de votantes los ciudadanos enrolados en los años pares, o sea aquellos no coincidentes con la confección del padrón electoral de la Nación. La ley vigente, sin adoptar ese temperamento, previó en cambio la exclusión e inclusión indebida de ciudadanos en el padrón. El padrón, según lo estableció la ley electoral de 1934 no es empero, intocable…”

Como se hace patente en esta cita, 74 años después mantenemos inalterado el concepto según el cual la provincia no delegará su competencia para confeccionar el padrón cuando este no se adecue a los principios fundamentales establecidos en su Constitución.

Mantenemos entonces aquellos criterios que ya fueron profundamente discutidos en la ultima reforma y ratificamos las bondades del sistema hasta aquí adoptado que permite que la Provincia cuente gratuitamente con la actualización de un registro electoral que le resulta confiable sin que por ello pierda sus competencias especificas para que el derecho publico provincial regule una adecuación, como seria para el caso la inclusión de los extranjeros.

Si bien la adopción del padrón nacional no ha significado contar con un registro perfecto, de hecho ninguno lo es, ha permitido en cambio contar con un padrón perfectible y confiable.

Una verdad material en esta cuestión nos indica que esto tiene vigencia normológica desde 1933; y una verdad formal es que su aspecto sociológico hoy aconseja no producir cambios.

La forma republicana de gobierno asigna diversas funciones a los órganos del Estado en un doble orden, el del poder central y el del poder local: de allí y en aras del nacimiento de la republica representativa federal las provincias han cedido parte de su soberanía manteniendo incólume el principio consagrado por el Artículo 31 de la Constitución Nacional, que aconseja estar a la aplicación de las normas federales.

No se trata de hacer una constitución utópica: la Provincia sólo deberá hacer el inmenso esfuerzo de confeccionar un padrón de forma autónoma únicamente si el padrón nacional no se ajusta a los principios fundamentales establecidos por esta Constitución.

El registro electoral se confecciona por un órgano federal (Secretaría Electoral de la Nación) que integra el Poder Judicial Federal y se rige por la normativa federal pertinente. Así, el decreto 2135/83 y las leyes 23.247, 23.476, 24.012, 24.444, 24.904, 25.858 y 25.983 han ordenado sucesivamente el sistema de confección de registro mediante la formación de ficheros y sus respaldos informáticos mantenidos en actualización diaria, mediante orden alfabético y numérico, en divisiones masculinas y femeninas para movimientos de altas, bajas, inhabilitaciones y exclusiones, como asimismo las inclusiones de los electores por distrito, secciones y circuitos electorales en la provincia.

Las últimas estadísticas del órgano jurisdiccional federal nos indican que de los 445.842 electores femeninos y 424.504 masculinos –un total de 870.346–, se han producido en el “segundo semestre del año 2007” los siguientes movimientos: 5.393 movimientos de altas por nuevos electores femeninos identificados y 5.633 por masculinos; 11.852 movimientos de altas por cambio interno y de otra sección de electores femeninos y 9.721 masculinos; 12.789 movimientos de bajas por cambio interno y de otra sección de electores femeninos y 11.075 masculinos; 2.587 movimientos de bajas por fallecimientos femeninos y 3.043 masculinos; 15 movimientos de la sección de inhabilitaciones/rehabilitaciones de electores femeninos y 125 masculinos. Estos números son más que elocuentes a la hora de considerar la estructura que el Estado provincial debe crear en el Tribunal Electoral en orden a la realización de la tarea de actualización diaria. Sólo agregaremos que siendo esta una estadística semestral, una simple suma que duplique los volúmenes apreciados pondrá en evidencia la cifra real de movimientos que en un año se realizan para mantener actualizado el padrón, esto es 124.466 movimientos. Recordemos que la actualización se hace en tres dimensiones: la primera es una grabación informática, la segunda es una grabación manual en una ficha de respaldo, y la tercera es la confección de un formulario de comunicación e interconexión con el resto de los distritos, todo ello de conformidad a lo establecido por la Ley Nacional de Identificaciones Nº 15.262.

En suma, 82 agentes y funcionarios de la Secretaria Electoral Nacional realizan 373.398 movimientos anuales en el Registro Electoral en Entre Ríos.

La duplicidad de funciones en este aspecto implicaría un dispendio burocrático administrativo incompatible con nuestro orden republicano federal de gobierno.

El registro electoral de la Nación es el padrón electoral de la Provincia de Entre Ríos, confeccionado por una institución confiable que integra el Poder Judicial de la Nación.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación y la Cámara Nacional Electoral regulan por superintendencia, mediante Acordadas (cfl. Nº 29/95 C.S.J.N. y Nº 145/04 C.N.E), los sistemas de arancelamiento en el registro, los sistemas de expedición informática del registro y la forma en que deben ponerse a disposición de los partidos políticos y del Tribunal Electoral de la Provincia, o de todo órgano provincial que lo requiera, habiendo sentado doctrina el alto Tribunal de Casación Constitucional Electoral –haciendo exégesis de las acordadas mencionadas–, en el sentido que la Provincia es depositaria de su padrón, confeccionado por el órgano nacional.

En este entendimiento sostenemos la vigencia de inciso 2º del Artículo 47 en los términos fundamentados, convencidos de que es el remedio preciso para fortalecer nuestra democracia.
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CXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 570)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°- Se reemplace el artículo 181 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el cual queda vigente con el siguiente texto:

Art. 181°: El Municipio es una comunidad socio política, cultural, natural y esencial que congrega familias en un proceso ascendente y que se gobierna a sí misma en virtud de su independencia y autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional.

Los Municipios serán de dos categorías, a saber: primera, ciudades de más de cinco mil habitantes; y, segunda, villas o pueblos de menos de cinco mil habitantes y más de mil quinientos, dentro de sus ejidos respectivos. Los censos nacionales, provinciales o municipales, legalmente practicados y aprobados, determinarán la categoría de cada Municipio. 

Art. ...: Los municipios de primera y segunda categoría serán gobernados por municipalidades cuyas autoridades serán designadas por elección popular directa. Las municipalidades sólo tendrán jurisdicción sobre sus respectivos ejidos, la cual podrá extenderse siguiendo los parámetros establecidos por esta Constitución.

ARTÍCULO 2°- Modifíquese el texto del artículo 184° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el cual quedará redactado de la siguiente forma:

Art. 184°.- Las funciones ejecutivas municipales constituyen vinculaciones de carácter voluntario y deben ser remuneradas. En el caso de los concejales, en aquellas localidades de menos de 5000 serán ad honorem.

ARTÍCULO 3°- Incorpórese al artículo 188° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto, quedando, en su totalidad, redactado de la siguiente manera:

Art. 188°.- Dispondrán también como recursos, de los impuestos fiscales que se perciban en su jurisdicción, en la proporción que fijará la ley.

La coparticipación municipal de los recursos tributarios, deberá apoyarse en indicadores cuantitativos, cualitativos y cuali-cuantitativos, asegurando la equidad y la justicia. Y no podrá ser menor a unos 20 puntos de coparticipación

ARTÍCULO 4°- Modificase el artículo 193° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el que quedará redactado de la siguiente forma:

Art. 193°.- Las Cartas Orgánicas Municipales, son sancionadas por convenciones convocadas por la autoridad ejecutiva local, en poblaciones con más de 10000 hab. en virtud de la Ordenanza respectiva, en fecha que no podrá coincidir con otras elecciones. La que estará conformada por Convencionales en un número igual al doble de los Concejales, debiendo respetarse la proporcionalidad en la elección y la igualdad de géneros. Los requisitos para ser Convencional Constituyente Municipal serán los mismos que para ser Concejal y tendrán idénticos derechos, incompatibilidad e inhabilidades y percibirán una remuneración igual a éstos. La duración de la convención no podrá exceder un máximo de noventa días, pudiendo prorrogarse excepcionalmente por un plazo no mayor a treinta días.

Las Cartas Orgánicas deberán garantizar:

a) El sistema representativo y republicano, con elección directa de sus autoridades y el voto universal, igual, secreto y obligatorio y de extranjero.

b) Las elecciones de autoridades municipales se fijará por Ordenanza municipal, debiendo realizarse en fecha distinta a las restantes elecciones provinciales y/o nacionales.

c) La elección a simple pluralidad de votos para el órgano ejecutivo y un sistema proporcional, respetando la igualdad de géneros para el Concejo Deliberante

d) Un Tribunal de Cuentas Municipales con elección directa y representación de las minorías.

e) Incluir los derechos de Iniciativa popular, Referéndum, Consulta Popular, Audiencias Públicas, Defensa del Consumidor y Revocatoria de mandatos.

f) El reconocimiento de las Comisiones de Vecinos, con participación en la gestión municipal y establecer los mecanismos de participación de vecinos e instituciones de la ciudad en la gestión pública.

g) La participación de los vecinos e instituciones en la elaboración de los presupuestos a través de mecanismos de presupuestos participativos.

h) Incluir un Defensor del Pueblo Municipal.

i) El procedimiento para su reforma.

Las poblaciones de menos de 5000 hab. se atendrán a una carta orgánica común a todas las que estén en la misma situación

ARTICULO 5º- Sobre el alcance de la jurisdicción municipal.

Art... : La jurisdicción municipal se extenderá hasta donde sea posible la prestación de servicios y  donde estos sean más necesarios para el bien común de los habitantes del municipio de acuerdo a la Carta Orgánica Municipal.

ARTÍCULO 6º.- Sobre la rendición de cuentas

Art... : “Los representantes de los gobiernos municipales deberán rendir cuentas de su gestión periódicamente. Estos períodos no deberán superar los tres meses, y la información deberá ser otorgada en forma clara, precisa, y a través de medios de comunicación idóneos al efecto.
GIANFELICI – ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK – REGGIARDO – SCHVARTZMAN.

FUNDAMENTOS

1. ARTÍCULO 1°.- Definición de Municipio

El texto de la Constitución Provincial debe contener la definición de Municipio como aquella  comunidad socio política, cultural, natural y esencial que congrega familias en un proceso ascendente y que se gobierna a sí misma en virtud de su independencia y autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional.

Si bien no implica un aporte dispositivo, sino meramente informativo, resulta muy conveniente como herramienta interpretativa.

El Municipio en el Derecho Comparado:

- España: Estatuto Municipal (1924): Municipio es “la asociación natural reconocida por ley, de personas y bienes, determinadas por relaciones de vecindad dentro del término”

- Guatemala: Código Municipal (1988) – artículo 2°: “el Municipio como institución autónoma de derecho público, tiene personalidad y capacidad jurídica para adquirir y contraer obligaciones, y, en general para el cumplimiento de sus fines en los términos legalmente establecidos

- Panamá: Ley de Régimen Municipal (1973): “el Municipio es la organización política autónoma establecida en un distrito. La organización municipal será demócrata y responderá al carácter esencialmente administrativo del gobierno local”

- Puerto Rico: Ley Orgánica de los Municipios (1980): “se crea una entidad política y jurídica conocida como Municipio que incluye a los habitantes residentes dentro de sus límites territoriales, con plenas facultades legislativas y administrativas en todo asunto que fuere de naturaleza municipal, con sucesión perpetua, existencia y personalidad legal separada e independiente del gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”

Derecho local

Nuestra Constitución provincial dedica la sección VIII al Régimen Municipal. En su sección primera de disposiciones generales, el art. 181 no define qué es el Municipio, sino que se limita directamente a categorizarlo: “ARTICULO 181 - Los Municipios serán de dos categorías, a saber: primera, ciudades de más de cinco mil habitantes; y, segunda, villas o pueblos de menos de cinco mil habitantes y más de mil quinientos, dentro de sus ejidos respectivos. Los censos nacionales, provinciales o municipales, legalmente practicados y aprobados, determinarán la categoría de cada Municipio”

Así mismo, la Ley 3001 tampoco aporta demasiado a la cuestión. Meramente establece que Municipio es “...todo centro de población que en una superficie de 75 kilómetros cuadrados, contenga más de mil quinientos habitantes.”

Las modernas Constituciones estaduales como las de las provincias de Córdoba (1987), Corrientes y Santa Fe (1962), lo han definido y le han reconocido al Municipio expresamente su carácter autónomo, natural, histórico e independiente. Así es como la Constitución santafecina establece que el municipio es una ”...  comunidad con vida propia gobierna por sí mismo sus intereses locales...”1 Así mismo, la Constitución de Córdoba “...reconoce la existencia del Municipio como una comunidad natural fundada en la convivencia y asegura el régimen municipal basado en su autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional...” y establece que “...Los municipios son independientes de todo otro poder en el ejercicio de sus atribuciones...2 La  carta local del flamante estado de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur estatuye en el artículo 169° que “reconoce al municipio como entidad socio política natural y esencial con vida propia sostenida en un desarrollo socio cultural y socio económico suficiente en la que unidas por lazos de vecindad y arraigo, las familias concurren en la búsqueda del bien común”.

2. ARTÍCULO 2° - Sobre la naturaleza de la función municipal:

Las funciones municipales NO son “cargas” públicas.

Cargas públicas son aquellas obligaciones que el Estado impone a los ciudadanos, (vinculaciones generales), y son de carácter gratuito, como por ejemplo, el servicio militar, la presidencia de la mesa electoral, entre otras.

Sin embargo, las funciones municipales, por su naturaleza son vinculaciones especiales, que no atañen a la ciudadanía en general sino exclusivamente a los funcionarios públicos; y por su forma de prestación son de carácter voluntario y deben ser remuneradas.

La última reforma de la Ley 3001 Régimen de las Municipalidades, Ley 9728 del 3 de agosto de 2006 en su artículo 10° establece: “Por su naturaleza y forma de prestación, la función pública que deriva de los cargos electivos, constituye una carga pública, susceptible de ser remunerada con arreglo a lo que establezcan las ordenanzas respectivas...” Como puede observarse, el legislador se mantuvo en el mismo error del constituyente a pesar del avance en reconocer el carácter electivo y oneroso de aquella.

3. ARTÍCULO 3°: Sobre la coparticipación.
Cuando hablamos de Autonomía Municipal, debemos distinguir dos grados o tipos de autonomía: una absoluta y otra relativa. La autonomía es absoluta cuando el municipio tiene la posibilidad de darse su propia ley fundamental (Carta orgánica), hablamos aquí de una autonomía institucional. Los municipios con autonomía relativa no tienen la facultad de darse su propia ley. Estos sólo poseen autonomía política (posibilidad de darse organización y gobierno), autonomía administrativa (prestación de servicios públicos y demás actos administrativos), y autonomía financiera (libre creación, recaudación e inversión de las rentas).

El punto de debilidad de la autonomía municipal está justamente en este último aspecto. El gobierno municipal necesita disponer de fondos para hacer frente a las necesidades públicas mediante la prestación de servicios públicos, es decir, el desempeño de una actividad financiera que le permita cumplir sus funciones esenciales. Nulo es el valor de una facultad otorgada sin los medios adecuados para ejercerla.

Actualmente los municipios tienen como ingreso principal lo recaudado en concepto de impuestos, tasas y contribuciones. Parte de ello se recauda en forma directa y parte se recauda para la provincia, que luego coparticipa con los municipios. Los porcentajes y técnicas de coparticipación varían en cada provincia.

Es necesario superar los criterios aritméticos distribución que no tienen en cuenta ni siquiera la densidad de población ni las proporciones de poblaciones urbanas y rurales en relación al total, y su impacto real en el costo de los servicios públicos. Este criterio resulta ineficaz para lograr un fin de equidad y resulta ser distorsivo, ya que provoca un efecto opuesto al buscado, es decir iniquidad.

Es necesario que sean valorados todos los aspectos mensurables (población), aquellas variables de difícil cuantificación (economía informal) y además las de improbable cuantificación (grado de participación ciudadana).

Los criterios deben ser cuantitativos, cualitativos y cuali-cuantitativos, o sea combinaciones de ambos. Por ejemplo, los aspectos geográficos que tienen en cuenta: la superficie total (en hectáreas); el área urbana y el área rural, sus porcentajes respectivos sobre el total; la distancia a la ciudad más próxima; distancia a la ciudad con influencia regional más próxima; tipos de acceso a la ciudad (caminos asfaltados que brinden facilidades, por ej.)

Se deben tener en cuenta aspectos productivos, económicos y financieros. Infraestructura, servicios y comunicaciones. Energía. Prestaciones locales básicas. Prestaciones institucionales como seguridad, justicia, registro civil. Bienes muebles registrables, parque automotor. Universidades, hospitales cabecera, que generan movimientos de personas que ocupan servicios y tienen necesidades.

Para lograr pautas adecuadas de coparticipación municipal lo más importante es el consenso, la voluntad política de discutir los abanicos de posibilidades y adoptar los más amigables con la equidad y la justicia. Esto es, “a cada uno lo suyo”.

Actualmente este régimen de coparticipación está en crisis y la realidad nos muestra que los municipios hoy en día deben ejercer más funciones, pero cada vez con menos ingresos.

Por ello, de nada sirven las Cartas Orgánicas, que existen y son muy buenas, si la institución municipal no tiene recursos para hacerla cumplir, por lo menos en parte.

Aquí radica la importancia de la autonomía financiera: un municipio, por más que cuente con Carta Orgánica, no es verdaderamente autónomo si no es financieramente autárquico.3

4. ARTÍCULO 4°: Sobre las Cartas Orgánicas.

“La carta orgánica municipal es la expresión normativa fundamental de la autonomía local, de la autonomía municipal. En este sentido, se ubica en el orden de prelación de las normas inmediatamente después de la Constitución Provincial Y a la par de las leyes provinciales que rijan materias análogas”4

Las cartas orgánicas deberán fijar como mínimo pautas que garanticen:

- Sistema de gobierno local democrático, participativo y republicano, en lo político; y moderno, previsor y eficiente, en lo administrativo;

- La existencia, cualquiera sea el rango del Municipio, de dos departamentos de gobierno: uno ejecutivo y otro deliberativo;

- Un régimen electoral directo, por el sistema de representación proporcional y que asegure una fiel y real representatividad territorial, haciendo al efecto una utilización práctica de la división del ejido o jurisdicción municipal.

- Un órgano propio de origen electivo para el control de legalidad del gasto en el caso de los municipios dotados de autonomía plena.

La Carta Orgánica es la “Constitución” del respectivo Municipio y, por lo tanto, no es exagerado decir que se desarrolla en esas tres partes clásicas que son: el preámbulo, el cuerpo y el apéndice, destinado a disposiciones transitorias, casi siempre necesarias para poner en vigencia un orden normativo.

Pedro J. Frías, al prologar “Cartas Orgánicas Municipales”, expuso en lo que denominó “diez tesis sobre la gestión urbana”:

“La gestión urbana es un hecho técnico políticamente conocido de relieve creciente porque le década del ´90 es la de la municipalización de la vida pública argentina.

Porque es una familia de familias, las relaciones de subordinación en la nacional, deben ser de convergencia en el Municipio; las relaciones verticales que establece la burocracia, deben ser horizontales en el Municipio. El gobierno municipal debe ser tan abierto cuanto sea posible, de buen acceso, diálogo confiado y participación responsable.

La política municipal debe evitar la acumulación de poder, no exigido ni por la mediación política, ni por la gestión de gobierno. Debe honrar el hecho técnico, respetar la gestión, crecer en servicios. La calidad de vida domina la vida en vecindad.

La gestión urbana se apoya en el ordenamiento territorial, sustentable y en el civismo.

La Municipalidad debe considerar como colaboradores las asociaciones de interés municipal, los centros vecinales, los urbanistas y los operadores culturales. Es gerente de una familia de familias y garante de las reglas de juego de la buena vecindad.

Hay que descentralizar, articular, regular desregulando, acercar las obras y servicios a las bases.

Hay que hacer de la ciudad un espacio franco, comunicable y abierto, que facilite el arraigo de los de afuera, medie en los conflictos, promueva la seguridad y sea claro en el simbolismo urbano.

La selección por idoneidad es clave en el Municipio; los empleos públicos que requieren conocimientos deben atribuirse por concurso.

El Presupuesto municipal, además de ser equilibrado, debe generar inversión; en un plazo razonable debiera estarce en condiciones de aplicar un 40% a los gastos productivos.

No dejar que la especulación se apodere de su suelo o que la comercialización abusiva desfigure su identidad histórica”

RÉGIMEN MUNICIPAL

En la convocatoria a reforma de la Constitución provincial se habilitó la posibilidad que se modifique el régimen municipal.

Desde el entendimiento que es éste uno de los temas fundamentales que debemos debatir los convencionales para generar las bases de una constitución progresista que fije las pautas básicas para el funcionamiento de los municipios.

Así el artículo 5° de nuestra carta magna nacional establece que "cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, y que asegure su administración de justicia, su régimen municipal, y la educación primaria. Bajo estas condiciones el Gobierno Federal, garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones." Impone a las provincias como una de las condiciones para garantizarle la autonomía el aseguramiento del “régimen municipal” en sus jurisdicciones, pero deja al arbitrio del poder político autonómico provincial la organización del gobierno local. Y así es que las provincias establecieron de manera disímil el régimen municipal, especialmente en lo que refiere al reconocimiento de grados de autonomía o sujetándolos a una regulación centralizadora compatible con un concepto meramente autarquista de municipio.

Esto se ha manifestado claramente en dos cuestiones: primero, la facultad para darse su propia carta orgánica que confieren a los Municipios las Constituciones Provinciales reformadas; y segundo, la “dosificación” de la autonomía. Ambas constituyen, entre otras, una fuente de diversidad en el tratamiento de la materia por parte del derecho público provincial.

A partir de la reforma de 1994, el artículo 123° de la Constitución Nacional dispone que el “Régimen Municipal” debe establecerse, “asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero". Es decir, se reconoce la existencia del municipio como institución natural y necesaria, y se amplían las exigencias del artículo 5° sobre régimen municipal, el que ahora debe ser autónomo por imperio del artículo 123°.

Analizando brevemente los términos utilizados por el constituyente, el verbo “asegurar” no es fundar ni crear, es proteger algo que existe previamente y tiene derecho a seguir existiendo. En cuanto al vocablo “régimen”, significa modo de regir o gobernar.

El Estado provincial debe garantizar el régimen o gobierno del Estado local o municipio, fijando para ello cuatro pilares básicos: institucional, político, administrativo, económico y financiero.

Entonces es claro que el municipio no surge de una graciosa concesión de la matriz provincial, no nace de un desguace de competencias provinciales con exclusivos fines administrativos, mediante un acto de delegación de las provincias. La fuerza genética del municipio está en la propia CN.

Justamente este último artículo, es el que indica el camino que deben seguir las cartas magnas provinciales, asegurando en primer lugar la autonomía municipal.
Nuestra actual Constitución provincial fija una autarquía municipal, ya que poseen una auto-administración, por reglas que son fijadas por órganos de nivel superior, en nuestro caso la Legislatura provincial, a través de la Ley orgánica de municipios 3001 y sus modificaciones. Si bien los municipios poseen competencia, ésta es delegada por el estado provincial, con el cierto riesgo que una ley quite o limite estas atribuciones.

Siguiendo a Horacio Rosatti- “el municipio debe tener un cúmulo de facultades que vienen exigidas por su propia naturaleza y que aseguran su relativa independencia de otros niveles de decisión política; tales atribuciones incluyen la potestad de darse la propia carta orgánica, sancionar su propio sistema normativo, elegir sus representantes al gobierno local, tener recursos propios y el goce de independencia política”, es decir soberanía en su esfera, y “poder de decisión sobre asuntos prioritariamente locales. En el caso de la autarquía, el municipio es una mera descentralización administrativa de una instancia de poder subordinante; sus atribuciones son fijadas desde esa realidad política superior, y se limitan a garantizar la prestación de servicios públicos locales no asignados a otros entes”.

Las necesidades, intereses, aspiraciones y demandas de los vecinos deben ser atendidas por las autoridades de competencia más cercana. No sólo eso, la municipalidad tiene que tener la capacidad de anteponerse a determinadas demandas. Esto, en suma, es planificación. Los vecinos no viven ni en la Nación ni en la provincia sino el municipio; las provincias deben ser entendidas como una unión indestructible de municipios indestructibles.

“El municipio es la institución natural y necesaria, basada en relaciones de vecindad, con un sustractum político incuestionable y con fines de bien común hacia la sociedad. Tiene la naturaleza del Estado, y es la base de la descentralización política. Se reafirma la trilogía institucional de Gobierno federal, provincias y municipios”5

Antecedentes históricos
El 15 de febrero de 1860 la Convención Constituyente integrada, inicialmente, por veinte convencionales que representaban al pueblo de diez departamentos y bajo la Presidencia de Don  Manuel Urdinarrain (convencional por Nogoyá) sancionó la Constitución Provincial por la cual Entre Ríos queda formalmente integrada a la Nación organizada, asegurando en su artículo 70 una vigencia sin reformas por diez años. Adoptaba la forma de gobierno “representativa, republicana y federal” (art. 2°) y en su Sección X, desarrollaba en tres artículos el régimen municipal: en un plazo no mayor de los 3 años debía establecerse la “institución municipal” en todos los Departamentos previendo que “el régimen sería matera de una Ley Orgánica Municipal donde se determinarían sus atribuciones” (art. 67)

En 1883 la organización del régimen municipal se ve fortalecida por un gran desarrollo de la normativa específica, conteniendo precisiones y avances qye denotan la vocación municipalista del constituyente; para padecer, en la reforma de 1903, un acentuado retroceso al verse cercenada su autonomía política a favor de la injerencia del poder central. Finalmente, el ordenamiento actual receptado en nuestra Constitución de 1933, logra una equidistancia de alternativas, ofreciendo, quizás, una solución adecuada para la época, por lo razonable y práctica, aunque superada hoy ante los avances que ha experimentado el derecho público provincial en los últimos tiempos.

El primer Régimen Municipal entrerriano

La Constitución Provincial sancionada el 15 de febrero de 1860, estatuye el primer régimen municipal en el Capítulo X – “De la Municipalidad”. El artículo 67° alude al “establecimiento” de la “institución municipal”, programando su concreción en los hechos para un plazo no superior a los tres años y determinando que el “régimen será materia de una Ley Orgánica Municipal donde se determinarán sus atribuciones”. Concuerda ello con lo atribuido al Poder Legislativo en al artículo 22° inciso 4): “sancionar las leyes que deben regir la administración interior de la Provincia”, y en el inciso 18): “erigir ciudades o villas según el aumento de la población”.

Recién en 1872 la Ley 568  la “institución municipal” adquirió realidad como gobierno local de las ciudades y villas desde el 1° de enero del año siguiente (art. 86° ley citada)

La Constitución de 1860, en una omisión que subsiste hasta el presente, no incluye una concepción de Municipio como entidad socio-política con vida propia y ello se evidencia en l rótulo dado al capítulo destinado a la materia, que refiere al órgano de gobierno del Municipio, en efecto se adopta el vocablo “Municipalidad” que significa tanto como “ayuntamiento”, es decir, autoridad política y administrativa de conformación colegiada para la dirección de intereses locales.

El artículo 68 determina las “bases constitutivas” de la institución municipal, a saber:

- Independencia en el ejercicio de las funciones;

- Miembros electos en votación directa;

- Participación de extranjeros en el cuerpo electoral del Municipio;

- Rentas y otros recursos propios;

- Administración exclusiva, es decir, “autarquía”

- Capacidad de imposición

- Atribuciones propias en materia tales como educación primaria, policía de orden, seguridad y ornato, justicia de menor cuantía, caridad y beneficencia, caminos y puentes.

En lo administrativo, se asigna al Poder Ejecutivo Provincial el contralor de los actos independientes de la autoridad comunal. En lo que respecta a la materia jurisdiccional, las decisiones adoptadas por las Municipalidades quedan sujetas a la revisión de los tribunales de alzada (art. 69°).

La Constitución de 1860, en el artículo 67°, atribuye a la institución municipal, como gobierno local, un ámbito espacial que abarca todo el territorio del Departamento. Afirma que habrá aquélla “en todos los departamentos”, reafirmándose esta dimensión territorial de vigencia en el inciso 4) del artículo siguiente al dejar abierta la enunciación de potestades expresando que tendrán injerencia en “todo lo que pueda mejorar la condición civil de los habitantes del Departamento”, atribución precisada en el inciso 6) en el sentido de que la Municipalidad “podrá presentar al Gobierno de la Provincia los Proyectos de utilidad pública y hacerle ver las necesidades del Departamento”

Esta asignación territorial para el Municipio difiere de la adoptada constitucionalmente a partir de 1883 y mantenida hasta el presente en nuestra Provincia que asigna la autoridad municipal a centros urbanos (ciudades o villas) de determinada importancia poblacional e incorpora una delimitación espacial menor: el ejido.

Primer Ley Orgánica de Municipios

El régimen municipal se desarrolló orgánicamente en nuestra provincia con la Ley 568 sancionada el 13 de mayo de 1872 y promulgada 15 días después. Su autoría original corresponde a una comisión integrada por los Diputados Dr. Teófilo García, Dr. Vicente Peralta, y don José R. Baltoré. Se distribuyó en siete capítulos abarcando las siguientes materias: la organización de las municipalidades, los vecinos del municipio, la elección de las autoridades locales, los bienes y rentas municipales. Curiosamente, las disposiciones relacionadas con la competencia operativa del gobierno local no aparecen reunidas en un apartado específico y se enuncian a partir del artículo 34°.

El artículo 4° define: “Los Municipios los forman cada ciudad o villa, comprendiendo el territorio de sus respectivos ejidos, y la jurisdicción de las Municipalidades se extiende únicamente a ese territorio, o lo que en lo sucesivo se designase por Ley.” Continuando con esto, el artículo 34° establece: “corresponde a la Municipalidad el gobierno y la administración de los intereses exclusivamente locales del Municipio”. Aquí los autores del proyecto se apartaron de la letra de la Constitución Provincial, ya que ésta le asignaba al Municipio jurisdicción en todo el departamento.

En esta ley por primera vez surge la institución del vecino como individuo integrante de la población específica del Municipio. Así lo declara en el artículo 5°: “todas las personas sui juris, ciudadanos o extranjeros que residan habitualmente en él y se hallen inscriptos como tales en el padrón o Registro Municipal”.

1Const. Prov. Santa Fe, art. 106

2Const. Prov. Córdoba, art. 180

3Mario Burgos, Abogado, docente JTP de Filosofía del Derecho, docente Adscripto de Derecho Agrario y Ambiental, en la Facultad de Derecho, Cs Sociales y Políticas de la UNNE; Periodista.
4GARAT, Pablo, disertación pronunciada en oportunidad de llevarse a cabo la “Jornada sobre Cartas Orgánicas Municipales” (Paraná 24/04/95) organizada por el Instituto de Derecho Público Provincial y Municipal del  Colegio de Abogados de Entre Ríos.

5Prof. Hernández – Asamblea Constituyente 1994.

Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta – Adriana De la Cruz de Zabal – María M. Haiek – Santiago C. Reggiardo – Américo Schvartzman.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 571)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1º: Modificar el artículo 89 de la Constitución de 1933, el que quedará redactado de la siguiente forma:

“Artículo 89.- Toda ley modificada en parte se publicará íntegra incorporando a su texto las modificaciones. La publicación deberá efectuarla el Poder Ejecutivo dentro de los treinta (30) días corridos a partir de su sanción. En caso de incumplimiento por el Poder Ejecutivo, la Cámara que sancionó deberá publicarlo.

Están exceptuados los códigos de procedimientos u otras leyes que por su larga extensión hagan inconveniente la reimpresión, en cuyo caso, esta prescripción se cumplirá en cada nueva edición.

Cuando en una ley se citen o se incorporen, prescripciones de otra, las partes que se citen o incorporen, se insertarán íntegramente.

DE PAOLI – MONGE – BRASESCO – ROGEL.

FUNDAMENTOS

El presente artículo constituye un  sabio precepto de técnica legislativa, poco frecuente en los textos constitucionales. Pone en letra la decisión del convencional de lograr la publicación del nuevo texto de las leyes que se modifican contribuyendo con esto a la posibilidad del ciudadano de no caer en confusiones respecto de la ley vigente contribuyendo con ello a la necesaria seguridad jurídica.

Creemos que el cumplimiento de esta disposición ha de contribuir a la elaboración del Digesto Legislativo de la Provincia y a su actualización contínua.

Pretendemos con el presente proyecto complementar este valioso texto incorporando la disposición de un término temporal para su efectivización, a fin de que la misma no se constituya en una decisión voluntarista del Poder Ejecutivo y se genera la posibilidad de la publicación por la Legislatura en caso de incumplimiento.

El término de treinta (30) días deja a salvo el tiempo establecido para el trámite de veto por parte del Poder Ejecutivo.

Griselda L. De Paoli – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 572)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1.- Derogase el artículo 142 de la Constitución vigente.

Artículo 2.- Incorporase al texto constitucional lo siguiente:

SECCIÓN NUEVA

ÓRGANOS DE CONTROL

CAPÍTULO I

ÓRGANO DE CONTROL INTERNO

CONTADURÍA GENERAL DE LA PROVINCIA

142.- La Contaduría General de la Provincia realizará la contabilización y el control preventivo y concomitante interno de la gestión económico-financiera de la hacienda pública provincial.

La Contaduría General intervendrá preventivamente todas las ordenes de pago y las que autoricen gastos, sin cuyo visto bueno no podrán cumplirse, salvo en lo que se refiere a los últimos, cuando hubiere insistencia por acuerdo de ministros, debiendo la Contaduría, en el caso de mantener sus observaciones, dar inmediatamente publicidad a su resolución y dentro de los quince días subsiguientes a la misma, poner todos los antecedentes en conocimiento del Tribunal de Cuentas.

DE PAOLI – ARRALDE – MONGE.

FUNDAMENTOS

Se ha previsto sistematizar, en nuestra Carta Magna, los organismos de control, tanto internos como externos de la Administración Pública Provincial, así como los de control social.

Es por ello que se derogan artículos importantes de la Constitución vigente, que serán reemplazados por una nueva Sección, la correspondiente a Órganos de Control, que se presentan en proyectos separados a los efectos de un mejor tratamiento unitario del órgano, pero con una visión global de la Administración.

La Contaduría General de la Provincia es un organismo constitucional que ha cumplido un importante rol en las actividades económico financieras de la provincia, no sólo en la faz registral que, por obvia, no fue consignada en el texto constitucional de 1933, sino también en la faz de control interno, concomitante y preventivo, el que le fue claramente asignada en dicho texto.

Se pretende con el presente proyecto clarificar sus funciones primordiales para evitar la duplicación de funciones con otros órganos de control, tal el Tribunal de Cuentas que, por su naturaleza, debe ocuparse del control posterior, en especial de la auditoría de la Cuenta General del Ejercicio, que obviamente, confeccionada por la Contaduría General no puede ser auditada por ella misma por la necesaria oposición de intereses que debe existir en la tarea. Este análisis técnico debe ser realizado por un organismo externo al Poder Ejecutivo, como debe ser el Tribunal de Cuentas, para que, finalmente, el análisis político sea realizado por la Legislatura como máximo exponente de la representación popular.

Griselda L. De Paoli – Juan C. Arralde – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Monge.

SR. MONGE – Quiero observar, señor Presidente, que este proyecto de reforma que se acaba de enunciar –Expte. Nro. 572–, ha sido girado a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, y entiendo que debió haberse girado a la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.

─Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, será girado a la Comisión de Control del Estado.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 573)

“HABEAS DATA”

Antecedentes históricos:

La designación -hábeas data- del nuevo instituto constitucional “ya era conocido desde hace siglos”. Recuerda J. M. Othon Sidou que: “El instituto clásico y universal, garante del derecho absoluto de locomoción, reconocido en 1215 por la Magna Carta Inglesa, y casi siempre oprimido, pasó a tener cumplimiento deseable a partir del no menos célebre “Act” de 1679...Pero su nombre -habeas data- ya era conocido desde hace siglos, formado por las palabras iníciales de la orden judicial expedida al detentor para que “tome el cuerpo del detenido y venga a someter al tribunal el hombre y el caso”. Más adelante manifiesta que: “...hay que reconocer que la expresión es feliz como composición latina para un derecho de fin del siglo de la informática. Habeas, segunda persona del subjuntivo de habeo...habere, significa aquí “tengas en su posesión”, que es una de las acepciones del verbo, y data es el acusativo plural de datum, que los diccionarios más modernos definen como representación convencional de hechos, conceptos o instrucciones de forma apropiada para la comunicación y procesamiento por medios automáticos. Entonces: que tengas los registros, los datos”, (Las nuevas figuras del derecho procesal constitucional brasileño: mandamiento de ejecución y hábeas data”, LL, 1992- E- pág. 1016).

Néstor P. Sagüés, sostiene que “Su origen se explica en virtud del desarrollo del llamado “poder informático” (Cftr. aut. cit, “Amparo, hábeas data y hábeas corpus en la reforma constitucional”, Rev. LL, n° 193 del 7/10/1994, pág. 3).

También conforme la jurisprudencia dominante señala que "...el origen del hábeas data se aplica en virtud del desarrollo del llamado 'poder informático'; quienes 'hacen' informática (el productor, el gestor y el distribuidor de datos) tienen generalmente protección constitucional de su actividad, en las reglas que tutelan la libertad de comercio, trabajar, propiedad, inviolabilidad de los papeles privados, etc. La situación no es la misma para los 'registrados' en los archivos o bancos de datos, ya que éstos puede contener información equivocada, antigua, falsa), o con potenciales fines discriminatorios, o lesiva del derecho a la intimidad de las personas; de ahí, que el promotor del hábeas data tendrá que alegar, para tener buen suceso, que los registros del caso incluyen información que es inexacta, o que pueden provocarle discriminación", (conf. C. Nac. Civ., sala F, 6/7/95, "Branchi de Sáenz, Delia Á. v. Sanatorio Greyton S.A. s/amparo" [J C.962138]).

En cuanto a la denominación que se le ha dado existen variantes: hábeas data, protección de datos (data protection), y también "protección de la informática y libertades". Se ha criticado el término "protección de datos", ya que pese a que predomina para designar las leyes en la materia -como p. ej., la ley portuguesa de 1991-, el mismo es equívoco o no expresivo, pues no protegen los datos en sí, sino los derechos de las personas, (De Miguel, Castaño, "Derecho a la intimidad frente al Derecho a la Información. El ordenador y las leyes de protección de datos", RGLJ., 1983, n. 4, p. 349, citado por Antonio Orti Vallejo, en "Derecho a la intimidad e informática (Tutela de la persona por el uso de ficheros y tratamientos informáticos de datos personales. Particular atención a los ficheros de titularidad privada)", p. 12. Es de la misma opinión Salvador Darío Bergel, "El Hábeas Data, instrumento protector de la intimidad", en Revista del Derecho Privado y Comunitario, Santa Fe, Rubinzal Culzoni Editores, 1994, n. 7, ps. 200 y 201).

Como ya se dijo el término "hábeas data" es quizás el más representativo, pues en una analogía con el tradicional hábeas corpus, significaría "tráigase la información". Es justamente esta facultad de "acceder" o "conocer" los datos que se tienen sobre el requirente lo que caracteriza al instituto que analizamos.

El derecho de hábeas data, considerado por algunos como un derecho humano de tercera generación, (ver Bergel, Salvador D., "El hábeas data: instrumento protector de la privacidad", Rev. de Derecho Privado y Comunitario n. 7, p. 210), ha recibido recepción en diversas constituciones del mundo.

Se trata de un derecho "llamado troncal, constituido por otros derechos que constituyen las raíces que dan vida al primero: a) derecho a conocer (right to know), derecho de acceso (right to access) y el derecho a rectificar (right to correct), (Pizzolo [h.] Calogero, "Aspectos procesales del hábeas data. Acerca del amparo informativo", ED 167-919).

En Brasil fue incorporada en su texto constitucional de 1988, siguiendo el ejemplo las Constituciones de Colombia de 1991, Paraguay de 1992 y Perú en 1993 y ahora en nuestra renovada Carta Magna Nacional fue introducida como una especie de amparo.

Organismos internacionales como la ONU, la OECD, el Parlamento Europeo y otros han expedido principios y reglamentaciones relacionadas con el hábeas data y el data protection. Muchos de esos principios están incorporados en leyes sobre la materia alrededor del mundo y se pueden resumir en los principios de legalidad y lealtad al recabar los datos, al tratarlos, al utilizar el resultado de su tratamiento y al, en su caso, cederlos a terceros y los de pertinencia, adecuación al fin y obligaciones del responsable del tratamiento de los datos (el administrador de la base de datos), complementados con los derechos de información, acceso, rectificación y cancelación, que se constituyen en una constante en el articulado de las diferentes normas.

El hábeas data es una acción de amparo especial consagrado actualmente dentro de las garantías constitucionales, a partir de la reforma del art. 43 de la Constitución Nacional. Sagüés con acierto dice que “El art. 43 programa una subespecie de amparo, o amparo específico, conocido en el derecho comparado como “hábeas data”, (Néstor P. Sagüés,  “Amparo, hábeas data y hábeas corpus en la reforma constitucional”, Rev. LL n° 193 del 7/10/1994, p. 3, punto IV).

Derecho Comparado:

En el 3er. apartado del art. 43 de la Constitución Nacional, reformada en 1994, se introdujo el hábeas data, diciendo: “Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.”.

Los derechos que surgen de la norma transcripta son, según la doctrina especializada en el tema: a) el derecho de acceso a la información; b) el derecho de actualización; c) el derecho de rectificación o cancelación; d) el derecho de inserción.

La actividad de dar y recibir información son derechos consagrados en la libertad de expresión amparada en nuestra Constitución Nacional en los art. 14, y 32, y a partir de 1994, al incorporarse como ley de la Nación la Convención Americana de Derechos Humanos, se reafirma el derecho de toda persona a la libertad de pensamiento y expresión como comprensiva de "la libertad de buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras".

La norma nacional ha tenido un amplio desarrollo jurisprudencial, con fallos -en especial los resueltos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación- que le han otorgado una especial amplitud al instituto y lo han llevado a exceder considerablemente los contornos establecidos en el art. 43. Inclusive ha sido objeto de permanente debate en el Congreso Nacional, donde varios proyectos han sido tratados, y finalmente, a seis años de la reforma constitucional, se dictó una Ley de Protección de Datos Personales (ley 25326), que incluye una reglamentación del hábeas data para las causas que se ventilen ante la justicia federal y que un año más tarde fuera también reglamentada por decreto presidencial 1558/2001. Adicionalmente, cabe apuntar que además de la regulación federal las autonomías locales han regulado expresamente aspectos de esta garantía a partir del proceso constituyente que arrancó con el regreso a la democracia en 1983.

La Constitución de la Provincia de Buenos Aires introduzco el siguiente texto: “A través de la garantía de Habeas Data que se regirá por el procedimiento que la ley determine, toda persona podrá conocer lo que conste de la misma en forma de registro, archivo o banco de datos de organismos públicos, o privados destinados a proveer informes, así como la finalidad a que se destine esa información, y a requerir su rectificación, actualización o cancelación. No podrá afectarse el secreto de las fuentes y el contenido de la información periodística.

Ningún dato podrá registrarse con fines discriminatorios ni será proporcionado a terceros, salvo que tengan un interés legítimo. El uso de la informática no podrá vulnerar el honor, la intimidad personal y familiar y el pleno ejercicio de los derechos.

Todas las garantías precedentes son operativas. En ausencia de reglamentación, los jueces resolverán sobre la procedencia de las acciones que se promuevan, en consideración a la naturaleza de los derechos que se pretendan tutelar.”

Al reformarse la Constitución de la Provincia de Bs. As., en 1994, ésta incorporó el hábeas data en el art. 20. A diferencia de su par nacional, que es operativa, en Bs. As. se ha regulado como programática, al establecer el citado art. 20, que el hábeas data “se regirá por el procedimiento que la ley determine” pero como bien destaca Quiroga Lavié, prevalece la tutela operativa prevista en la Constitución Nacional. (Cftr. Humberto Quiroga Lavié “Los nuevos derechos en la reforma de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires”, Rev. LL, n° 217, del 11/11/1994, pág. 2).

Bien Jurídico Tutelado - Naturaleza Jurídica y Fundamentos:

Este novedoso remedio permite a toda persona promover acción para tomar conocimiento de los datos referidos a ella, la finalidad de los mismos.

En forma genérica podemos definirlo como un remedio procesal, una subespecie dentro de la acción de amparo, destinado a vencer la negativa de un responsable de un banco de datos de exhibir la información que posee en sus archivos, como así también para remediar toda conducta arbitraria que niegue al ciudadano una debida actualización o bien exigir la confidencialidad de información que no debe ser exhibida a terceros porque viola o compromete su intimidad.

Es una variable del derecho a la intimidad consagrado en el art. 19 de la C.N. (Cftr. Humberto Quiroga Lavie, “El amparo, el hábeas Data y el hábeas corpus”, “La reforma de la Constitución”, Rubinzal Culzoni Editores, p. 156, III).

Y, muy recientemente Santos Cifuentes, comentando un fallo de la Corte Sup. ("Acciones procesales del art 43 CN, LL 1999-A-258, en especial, p. 266), llega a estas conclusiones fundamentales: "La conformación, por lo tanto, de los elementos que caracterizan el derecho a los datos personales, no tiene similitud con cada uno de esos derechos personalísimos, pues toma de todos y se dirige a la defensa de aspectos variables, coincidentes algunos y diferentes otros. Según la norma constitucional, preservar la confidencialidad, corregir la falsedad, evitar la discriminación y obtener la actualización. Lo expuesto me lleva a ver en los datos personales un derecho personalísimo propio, como en su voto Fayt ha reconocido, y Petracchi, pienso que sin decirlo expresamente, también. La regla procesal del art. 43 consagratoria del hábeas data, avizora una sustancia, un contenido humano, un derecho específico. No se había instituido esa defensa para la intimidad a pesar del clásico art. 19 CN, y del muy del siglo XX art. 1071 bis CC. En el trasfondo de lo adjetivo de la norma, aparece un bien digno de tutela, que no tiene por qué ser confundido con otros bienes de naturaleza similar pero de estructura propia diferente".

Así lo refleja el voto del Dr. Fayt, ministro de la Corte Sup., cuando señalara que "la garantía del hábeas data -dirigida a que el particular interesado tenga la posibilidad de controlar la veracidad de la información y el uso que de ella se haga-, forma parte de la vida privada y se trata, como el honor y la propia imagen, de uno de los bienes que integran la personalidad", (in re "Urteaga, Facundo R. v. Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas", del 15/10/98, LL 1998-F-236, fallo n. 98131.).

En el ámbito internacional existe una serie de tratados que expresamente contemplan la protección de la vida privada. Estos tratados, a partir de la reforma constitucional de 1994, han sido incorporados a su texto (art. 75 inc. 22 CN).

La Declaración Universal de Derechos Humanos, en su art. 12 señala que nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, lo que es recogido por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas (art. 17 inc. 1) y la Convención Americana de Derechos Humanos (art. 11 inc. 2 ).

La Corte Suprema definió ampliamente este derecho en el leading case "Ponzetti de Balbín", (Fallos 306-1892 (1984); LL 1985-B-114 y ED 112-242). Allí dijo el más alto tribunal que el derecho a la intimidad previsto por el art. 19 de la Constitución ampara la autonomía individual integrada por sentimientos, hábitos, costumbres, relaciones familiares, posición económica, creencias religiosas, salud mental y física y todos los hechos y datos que integran el estilo de vida de una persona que la comunidad considera reservados al individuo y cuyo conocimiento o divulgación significa un peligro para la intimidad.

En aquella oportunidad la Corte Sup. también sostuvo que "...nadie puede inmiscuirse en la vida privada de una persona ni violar áreas de actividad no destinadas a ser difundidas, sin su consentimiento o el de sus familiares autorizados para ello y sólo por ley podrá justificarse la intromisión, siempre que medie un interés superior en resguardo de la libertad de los otros, la defensa de la sociedad, las buenas costumbres o la persecución del crimen", (Fallos 306-1892).

Hay ciertos datos íntimos de la persona física que conforman su identidad y que integran el ámbito de su intimidad. Datos que informan conductas, actitudes o creencias que, aún exteriorizándose, deben mantenerse bajo el resguardo constitucional de la intimidad, mientras - obviamente- no ofendan el orden, la moral o los derechos de terceros. Son datos referidos a aspectos de la personalidad y estrechamente vinculados con la intimidad de las personas.

La doctrina hace una enunciación a mero titulo ilustrativo: si se tienen o tuvieron enfermedades; motivos, causas, síntomas, diagnóstico y tratamiento de las mismas; productos medicinales que acostumbra consumir, miedos y trastornos personales; cuestiones vinculadas a la higiene personal, como frecuencia de lavado, productos que utiliza, estado de su dentadura, etc.; si la persona se tiñe o disimula algún defecto físico; régimen alimentario; costumbres y preferencias sexuales; estilo de vida doméstica; manías hogareñas; estado de su ropa íntima; lecturas o actividades preferidas; relación con sus hijos, parientes y amigos; origen del nacimiento de sus hijos; conformidad o disconformidad con ciertos parientes, colaboradores, etc.; movimiento de sus cuentas bancarias; ingresos y egresos domésticos; opinión sobre las religiones, sobre ideas políticas, etc.; (Bidart Campos, ED 107-922, Cifuentes, obra citada, pág. 2).

No cabe duda de que estos datos, así como muchos otros más, son privados de la persona que se trate y, como tales, protegidos de la intromisión de terceros, ya se trate del Estado o de entes privados. Conforman e integran el ámbito de intimidad que protege el art. 19 CN, (LA 1995-A-26). El Convencional Nacional por Capital Federal Dr. Quiroga Lavie entiende que: “Lo que ha hecho el poder constituyente argentino no es otra cosa que proteger la intimidad con el sentido tuitivo definido por la propia Corte Suprema cuando ha sostenido que ella (la intimidad) configura “derecho a decidir por sí mismo en qué medio compartirá con los demás sus pensamientos, sus sentimientos y los hechos de su vida personal”, (CSJN, in re. “Ponzetti de Balbín”, J.A. 1985-Y-513).

No obstante el carácter de reservados de dichos datos, que respetando la denominación doctrinaria llamaremos "sensibles" (Ekmekdjian, p. 42; Vanossi, p. 951; Colautti, p. 920), la vida en la sociedad actual nos impone -muchas veces en beneficio personal- brindar estos datos a hospitales, obras sociales, ART., asociaciones religiosas y políticas, compañías de seguros, odontólogos, psicólogos y médicos particulares, etc.

El peligro sobreviene cuando estos datos, archivados en manos especializadas son transferidos, entrecruzados con otros datos, interrelacionados con los existentes en distintos archivos, o centralizados por medio de la informática, de manera tal de permitir un rápido perfil de la persona no sólo con sus contornos externos, sino mediante una radiografía que desnuda sus más íntimos vericuetos, hábitos y vergüenzas.

El riesgo se hace patente cuando dicho procesamiento, organización, tratamiento y transferencia se hace en forma informatizada, permitiendo la concentración e interrelación de datos existentes en archivos o registros con finalidades específicas y distintas, desvirtuándose los fines que cada uno tuvo para justificar su recolección y uso.

Antaño, estas cuestiones no tenían la menor trascendencia. A lo sumo algunos pedidos de informes al Registro Civil y al Registro de la Propiedad podían arrimar alguna información sobre la persona. Como es obvio, no puede desconocer la existencia de archivos públicos que recogen ciertos datos de las personas físicas como son los ya mencionados, el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas, pero ellos hacen a ciertas circunstancias que exige el interés superior del Estado, aspecto que no se da en los demás entes informatizados.

Actualmente, y con el uso masivo de la informática, es relativamente fácil, en un lapso muy breve de tiempo, concentrar información dispersa archivada magnéticamente en distintos registros, y mediante su entrecruzamiento en tiempo real, delinear y develar las características íntimas de una persona, introduciéndose en su ámbito de privacidad. Sólo pensarlo para que nos corra un frío por la espalda ante la pérdida de nuestra intimidad y la divulgación de nuestros secretos.

La frontera entre lo público y lo privado se desdibuja y ya ni siquiera nuestra intimidad nos pertenece, al no existir vallas de contención contra el control y monitoreo por terceros.

El Convencional Nacional por la Pcia. de Bs. As. J. C. Hitters, en uno de los proyectos de hábeas corpus presentado, fundamentaba la necesidad de incorporar este recurso, afirmando que “Las tristes experiencias de persecución ideológica vividas en el país justifican plenamente la tutela”, (Cftr. Boletín n° 26 de proyectos ingresados a la Convención Constituyente de 1994 celebrada en Santa Fé, p. 1260). El Convencional Nacional por Córdoba Francisco Delich recordaba en su proyecto que: “el ciudadano de la sociedad tecnológica desarrollada, brinda diariamente información sobre sus datos personales en múltiples formas y presiente que existen los medios para que toda su persona, su patrimonio, su formación escolar y universitaria, sus operaciones financieras, su trayectoria profesional, sus hábitos sexuales y su vida, sus esparcimientos, sus preferencias, su historia clínica, o sus propias creencias religiosas o políticas se hallen exahustivamente registradas en archivos susceptibles de ser utilizados indebidamente...”, (Cftr. Boletin cit. n° 27, p. 1373).

A través de esta nueva garantía constitucional se otorga protección a cualquier persona que se encuentre registrada para que no se vea afectada en su intimidad o que su imagen pueda verse perjudicada en base a información derivada de estos registros en caso de inexactitud o desactualización de los mismos. Se equipara y equilibra con la protección constitucional que ya gozaban quienes recopilan datos o informaciones a través de la tutela genérica que deviene de la libertad de trabajar, comerciar, de propiedad, de inviolabilidad de los papeles privados y del derecho a la privacidad.

Estos datos deben constar en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informe.

En caso de que dichos registros contengan falsedades o discriminaciones a través de este amparo específico el perjudicado podrá demandar y exigir la rectificación, supresión, confidencialidad o actualización de aquéllos.

La información tiene que estar referida a aspectos de su personalidad que estén directamente vinculados con su intimidad.

En este aspecto, el derecho a la privacidad estará configurado por el control que el individuo tenga de sus datos. Consiste básicamente en la facultad de controlar la información existente y sobre todo la difusión, venta, acceso o uso con propósitos no autorizados. En el caso de venta de datos con fines de marketing directo, y la recopilación de datos sobre solvencia patrimonial o con fines crediticios.

Éste es el campo de la privacidad más actual y que mayor desarrollo tiene por la pujante difusión de novedosas tecnologías, en especial de redes informáticas preparadas para transmitir datos a todas partes del mundo. Nadie puede negar que Internet posee un potencial de difusión masiva de información nunca antes alcanzado por otro medio de comunicación, debido en parte a la increíble difusión y crecimiento que tuvo la red en los últimos años, pero también impulsado por la multiplicidad de datos y distintos formatos que soporta (textos, imágenes, videos pregrabados y en vivo, y sonidos).

Señala Hitters, (Boletín n° 26 citado, p. 1260), que a su criterio, no corresponde que esa información vinculada con la intimidad de una persona se encuentre a disposición del público o pueda ser utilizada en su perjuicio por órganos públicos o entes privados, sin derecho alguno que sustente dicho uso y agrega que se trata, particularmente de información relativa a la filiación política, las creencias religiosas, la militancia gremial, el desempeño en el ámbito laboral o académico, entre otros muchos objetivos.

Con estos fundamentos es que se contribuye a la incorporación de garantías constitucionales fundamentales en un Estado de Derecho que proporcionen la protección necesaria ante cualquier arbitrariedad que puedan sufrir los ciudadanos, de manera de cumplir con el mandato de lo dispuesto por la Ley 9.768, artículo 1º; punto 17., que prescribe, “17- Incorporar la acción de habeas data u otra, de protección de los datos personales”, proyectándose el siguiente articulado:

“A través de la garantía de Habeas Data que se regirá por el procedimiento que la ley determine, toda persona podrá tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros, archivos, entidades financieras o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad, discriminación, o tratarse de datos íntimos, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.”.

Ningún dato podrá registrarse con fines discriminatorios ni será proporcionado a terceros, salvo que tengan un interés legítimo. El uso de la informática no podrá vulnerar el honor, la intimidad personal y familiar y el pleno ejercicio de los derechos.

Todas las garantías precedentes son operativas. En ausencia de reglamentación, los jueces resolverán sobre la procedencia de las acciones que se promuevan, en consideración a la naturaleza de los derechos que se pretendan tutelar.”

Nos permitimos apartarnos del texto de la CN que en su artículo 43 se refiere al termino “podrá interponer acción” siguiendo las enseñanzas de parte de la doctrina se adopta una redacción referida a la designación de “garantía de Habeas Data”. Señala Julio Chiappini que “El instituto del hábeas data fue introducido por el art. 43 CN. conforme a la reforma de 1994 (LA 1995-A-26).La novedad padece dos horripilantes defectos: a) La disposición habla de "acción... de habeas data", así como renglones antes se refiere a "acción... de amparo". Y, a poco, a "acción de hábeas corpus". Pues "acción" de nada, el derecho de acción es subjetivo, público y abstracto, y giros de este tipo son anómalos; tal como, verbigracia, "acción de desalojo", (“Hábeas data por invasión de publicidad indeseada en la casilla de correo electrónico”, SJA 3/1/2007 - JA 2007-I-853, Julio Chiappini).

Legitimación Activa: al autorizar su interposición a “toda persona” debe entenderse que tiene legitimación activa tanto un individuo como una persona de existencia ideal.

Analizando el artículo cabe resaltar en primer lugar que en cuanto a la legitimación activa autoriza a "toda persona... para tomar conocimiento de los datos a ella referidos...". Ello implica que su ejercicio es de carácter personal, restringida sólo al afectado, a diferencia de lo que sucede con el hábeas corpus o con el amparo destinado a tutelar los "derechos de incidencia colectiva".

Así dice Quiroga Lavié que el hábeas data busca solamente que el particular damnificado tome conocimiento de los datos a él referidos y su finalidad. No podrá en consecuencia tomar conocimiento de datos de terceros, ni de otras circunstancias registradas, aunque tuvieran directa vinculación con el registro de datos personales materia de la acción, (Quiroga Lavié, Humberto, "El Amparo, el Hábeas Data y el Hábeas Corpus en la reforma de la Constitución Nacional", p. 158). Sagüés añade que no se trata de una acción popular y que sólo puede articularla el afectado, (Sagüés, Néstor P., "Habeas Data: su desarrollo constitucional", en AAVV, Lecturas Andinas Constitucionales n. 3, Comisión Andina de Juristas, Perú, 1994). Por último, Gozaíni subraya que la necesidad de acreditar el derecho subjetivo vulnerado es imprescindible pues se tutelan intereses propios que hacen a la naturaleza e imagen de una persona, (Gozaíni, Osvaldo A., "El Habeas Data", en AAVV. Comentarios a la reforma constitucional, Asociación Argentina de Derecho Constitucional, 1995, p. 65).

Legitimación Pasiva: El sujeto  pasivo a quien podrá demandarse o contra quien podrá dirigirse el hábeas serán los registros, archivos, entidades financieras o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes.

Cabe aquí realizar una distinción. Por una parte quiénes son los sujetos que responderán en el proceso según la calidad del registro. Por la otra, qué clase de registros o bancos de datos son los accesibles según las distintas situaciones. En relación al primer supuesto, debe diferenciarse según se trate de registro público o privado. En el primer paso generalmente será el funcionario que esté a cargo del registro. Tratándose del segundo, será el representante legal del mismo. Puede suceder que el mantenimiento del registro o base de datos esté a cargo de un tercero especializado -caso de empresa de computación-, lo que puede llevar a integrar la litis con éste para que la resolución final le sea válidamente oponible, sobre todo en el caso de registros desactualizados o erróneos que hayan causado algún perjuicio económico o moral.

Respecto a los públicos no se hace ningún tipo de limitaciones razón por la cual comprende toda clase de registros o bancos de datos públicos, formen parte de la administración pública centralizada o descentralizada, comprendiendo tanto los organismos de seguridad, militares o civiles. En tanto que con relación a los privados de acuerdo a lo que marca el texto constitucional, únicamente podrán caer bajo la fiscalización de un hábeas data “los destinados a proveer informes.” De esta manera no quedan incluidos los archivos científicos o periodísticos, (Béhéran, Roberto, "El Amparo y las acciones de ejecución y prohibición en Entre Ríos", Delta Editora, 1995, p. 196). Al hablar de "registros" o "bancos de datos" entendemos que se hace alusión tanto a los ficheros manuales como a los informatizados.

En relación a los registros públicos, se sigue la tendencia del derecho comparado y es ésta una de las finalidades primordiales del hábeas data. El contemplar los registros públicos tienen su razón de ser en que cada vez es mayor el uso de registros informáticos que se nota en este sector. Será de aplicación la Ley de Amparo de la Provincia, hasta tanto se sancione la respectiva ley reglamentaria. A diferencia del hábeas data contra registros privados, en este caso el acceso parece no contemplar restricciones, sin perjuicio de lo que pueda decir la ley reglamentaria.

La Jurisprudencia extiende la legitimación pasiva: La reciente jurisprudencia nos muestra que, mientras los textos constitucionales establecen que las acciones de hábeas data sólo pueden ser dirigidas contra el banco de datos privado que provee informes, los jueces han abierto el proceso y han sentenciado contra el acreedor que ha sido fuente del dato colectado.

Es decir que se ha modificado la legitimación pasiva del proceso. Por otra parte, los jueces difícilmente han hecho lugar a las excepciones que han entablado algunas entidades financieras que aducen que no son sujeto de derecho en el hábeas data.

Vemos entonces que son sujetos pasivos por hábeas data, el banco de datos que provee informes, o el acreedor, principalmente entidades financieras, en forma separada o en forma conjunta de allí su incorporación expresa en el artículo proyectado. También se ha demandado, junto a estos dos sujetos, al Banco Central de la República Argentina, que mantiene un régimen informativo público y obligatorio.

En el caso de las entidades financieras, su principal actividad no es la de brindar informes, sino la de intermediar en la oferta y demanda de dinero. Distinto es el caso de que la entidad financiera, por aplicación de un régimen de información obligatorio impuesto por la autoridad de aplicación, tal como puede ser la "Central de Deudores del Sistema Financiero" (Com. "A" 2729 del BCRA) transmita datos bajo parámetros establecidos por el Banco Central, y este a su vez los difunda públicamente.

Es importante, entonces, marcar la diferencia entre "dato" e "informe". Mientras el dato representa una unidad que expresa una idea o un concepto, el informe comercial se presenta como un conjunto de datos heterogéneos, en el que fluyen varias fuentes de información, ordenados de forma tal que transmiten al usuario el conocimiento sobre la situación crediticia y comercial de una persona con la que se propone contratar.

En el ejemplo dado antes, la entidad financiera transmite al Central "datos" y el BCRA, luego de que procesa todos los créditos que tiene una persona en la plaza financiera, transmite un "informe". Uno provee datos, el otro provee informes.

Mientras al dato se lo puede identificar con la materia prima, el informe se presenta como el producto final. No obstante, la tendencia jurisprudencial es firme, y no existe caso alguno que haya contemplado esta postura, aunque entiendo es cierta por su simpleza y objetividad.

Es por estos fundamentos que se agrega al texto a las entidades financieras como sujetos pasivos de la acción de habeas data, con el fin de ampliar la protección debida por el legislador.

Las etapas de protección: El art. permite en una primera etapa el ejercicio de la acción de la persona afectada tendiente a "tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad". Es decir que el accionante busca conocer no sólo qué datos se tiene sobre su persona en el registro sino también con qué objetivo ellos están en el registro.

La toma de conocimiento implica el ejercicio del derecho de acceso a la información. Este derecho de acceso tiene por finalidad permitir al individuo el control sobre la información que le concierne.

En efecto, el supuesto perjudicado, puede no tener conocimiento cierto y concreto de los datos personales suyos que figuren en un banco o archivo de datos, en cuyo caso puede promover hábeas data al sólo efecto de “tomar conocimiento de los datos” asentados “y de su finalidad”, ((Béhéran, Roberto, "El Amparo y las acciones de ejecución y prohibición en Entre Ríos", Delta Editora, 1995, p. 197/198). De esta manera, comenta Othon Sidou, “quien entendiera que existe un registro sobre su persona archivado en bancos de datos de carácter público, o susceptible de generar comunicación cuando fuera buscado, y que alegue un legítimo interés económico o moral en conocerlo o rectificarlo, tiene un camino directo al poder Judicial en busca del nuevo interdicto de exhibición”; (“Las nuevas figuras del derecho procesal constitucional brasileño: mandamiento de ejecución y “hábeas data” L.L, 1992- E- 1017).

Una vez que se ha tomado conocimiento del dato y de su finalidad, se deberá probar que existe una falsedad o una discriminación para poder acceder a los otros derechos.

En cuanto a la falsedad, será necesario demostrar que el dato no está de acuerdo con la realidad, sin necesidad de probar daño alguno. Así se ha resuelto que “Para el progreso de la acción de habeas data no parece necesario que quien la intenta alegue la existencia de un perjuicio, ya que la verdad integra el mundo jurídico y el peticionante puede promoverlo en resguardo de la simple verdad, aunque la inexactitud de un registro que no le ocasione un agravio diferente o especia”, (C. Nac. Civ., sala F, 6/7/95 - Bianchi de Sáenz, Delia A. v. Sanatorio Greyton S.A.). JA 1996-II-397; ED 165-255.).

El término "discriminación" dependerá de la base de datos que contenga la información. Así por ejemplo, sería discriminatorio para una persona, el figurar en una base de datos o fichero que le sindique una determinada creencia religiosa, una idea política, o cualquier otro dato de carácter sensible, cuando no reviste tal carácter. Es decir que entendemos que el dato en sí recogido puede ser discriminatorio por estar contenido en una determinada base de datos.

Por su parte, Mosset Iturraspe, al analizar los bancos de datos y su avance sobre la intimidad, señala que la discriminación afecta un derecho personalísimo como es el "derecho de igualdad", en la medida en que posterga, diferencia, pospone o califica, sobre la base de argumentos éticos, religiosos, falsos nacionalismos o conductas sexuales, (Mosset Iturraspe, Jorge, "Visión jurisprudencial del valor de la vida humana, t. I, Santa Fe, Ed. Rubinzal-Culzoni, 1994, p. 105).

De existir alguno de estos dos supuestos, el peticionante procederá a la segunda etapa, que consistirá en "exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos".

La supresión busca eliminar el dato erróneo -falso o discriminatorio-, que afecta la verdad o la igualdad. Como ya señalamos, la información posee hoy día un gran valor. Tal es así que se ha convertido en una mercancía más. Frente a esta premisa, el borrado del dato enfrenta el derecho de propiedad del operador del banco de datos con la privacidad del individuo registrado.

Creemos que la solución adecuada -que contemple ambos valores-, consistirá en eliminar el dato si se logra probar que el mismo es falso o que causa algún perjuicio. En este sentido la tipología que adopta nuestro hábeas data, al permitir suprimir el dato sólo si hay discriminación o falsedad parece haber querido conciliar ambos valores.

Se podría admitir la supresión cuando el dato ha entrado erróneamente al registro. Por ejemplo, se ha dicho que existe un derecho por parte de la persona que fue arrestada sin causa probable de eliminar esos antecedentes penales del registro, o cuando los datos personales ya no sean necesarios para los fines que contemplaron su almacenamiento. También cuando el dato tenía otra finalidad y llegó al registro al que se accede por una vía ilegítima o sin consentimiento del registrado.

El caso de la rectificación busca precisión o fidelidad en los datos. Una variante de esta rectificación es la posibilidad de actualización que también contempla el artículo proyectado. Tales derechos pueden ejercerse contra registros públicos -p. ej., para que figure una absolución o un sobreseimiento-, también privados -vgr. para el caso de figurar como deudor o quebrado cuando no se tiene tal estado.

En cuanto al pedido de confidencialidad, el mismo tiende a proteger la intimidad del individuo aislando datos sensibles. Tal sería el caso de preservar las enfermedades que figuren en la historia clínica, o de impedir la identificación de un portador de HIV, de acuerdo a lo que establece la ley respectiva (, Néstor P., "Habeas Data: su desarrollo constitucional", en AAVV, Lecturas Andinas Constitucionales n. 3, Comisión Andina de Juristas, Perú, 1994, p. 99).

Lo que sí podría suceder es que se intente corregir el dato erróneo o falso no solamente en el banco de datos sino también en su fuente o en las fuentes de donde haya provenido el dato. En este caso se deberá buscar la fuente o la cadena de transmisión de datos y entonces sí podría verse afectado el secreto de la fuente de información periodística. Se planteará entonces un conflicto entre intimidad y libertad de prensa que en definitiva será resuelto por nuestros tribunales.

Se agrego la locución “datos íntimos” en clara referencia al archivo de "datos 'sensibles' que sean correctos y verdaderos y que, en principio, no sean utilizados en forma discriminatoria. Téngase en cuenta que el mero archivo de datos nunca puede ser considerado discriminatorio. Lo discriminatorio será el uso que se le dé a dichos datos, luego de su recolección y registro.

La Corte Suprema sostiene: "El derecho a la intimidad o privacidad, que se halla consagrado en forma genérica por el art. 19 CN y especificado respecto de alguno de sus aspectos en los arts. 18, 43 y 75 inc. 22 (los dos últimos según la reforma de 1994) de la Constitución, ha sido definido por la Corte Suprema como aquel que protege jurídicamente un ámbito de autonomía individual constituida por los sentimientos, hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica, la creencias religiosas, la salud mental y física y, en suma, las acciones, hechos o datos que teniendo en cuenta las formas de vida aceptadas por la comunidad, están reservadas al propio individuo y cuyo conocimiento y divulgación por los extraños significa un peligro real o potencial para la intimidad", (Corte Sup., 13/2/96, "Dirección General Impositiva v. Colegio Público de Abogados de la Capital Federal", JA 1996-II-295).

La doctrina civilista, por su parte, ha sostenido: "Es que aún sin falsedad o discriminación, está en el espíritu de la norma, en sus fines no aparentemente expresados, la de proteger ampliamente los datos de la persona. La confidencialidad allí expuesta, no es más que la impronta que muestra el argumento, pues ella no puede ser falsificada o discriminada y, sin embargo, en todo caso, sí puede ser violada por medio de la comunicación o publicidad y queda comprendida en el contenido de este amparo constitucional" ,(Cifuentes).

Ekmekdjian, afirma: "Si bien el párr. 3º del art. 43 se refiere a los 'casos de falsedad o discriminación', lo que pareciera limitar los supuestos del hábeas data a la protección contra datos falsos y discriminatorios, eso no implica dejar fuera de la protección constitucional a los datos erróneos u obsoletos o de la información de 'datos sensibles' o reservados, ya que a renglón seguido el texto constitucional autoriza a exigir la supresión (de los datos discriminatorios, ideas políticas o religiosas, etc.) o la confidencialidad de los datos reservados (vgr. los balances de una empresa comercial) o 'sensibles'. En síntesis, el hábeas data procede no sólo contra los datos total o parcialmente inexactos o discriminatorios, sino también contra los datos obsoletos, o los que deban permanecer reservados".

Ya lo advertía Bidart Campos antes de la reforma constitucional de 1994 al decir: "Por la invasión y el mal uso de la informática la intimidad queda expuesta a sufrir un daño. Y daño que, desde nuestra perspectiva, es violatorio de nuestra Constitución Nacional" (ED 107-922).

La ley que reglamente esta garantía debería distinguir las diversas acciones de protección de los datos personales, en un todo de acuerdo con la clasificación -muy elogiada, por cierto- que había realizado Néstor Sagüés (Subtipos de Hábeas Data" , JA 1995-IV-355 y también del mismo autor, "Elementos de Derecho Constitucional", p. 256.); de esta forma, lo primero que se reconoce es tomar conocimiento de los datos de los registros públicos y de los privados destinados a proveer informes y de su finalidad; de esta manera, observamos el hábeas data informativo en sus especies: hábeas data exhibitorio y finalista; se podrá solicitar en caso de falsedad, inexactitud o desactualización: la rectificación para corregir la información (hábeas data rectificador), su actualización (hábeas data aditivo), su confidencialidad (hábeas data reservador) o su supresión (hábeas data cancelatorio o exclutorio). En una sola demanda se podrían promover la diferentes acciones, luego de haber cumplido la etapa prejudicial en la que se compruebe en forma fehaciente la negativa a exhibir los datos; al respecto debemos rescatar la opinión que sostiene que en materia de datos sensibles no es necesaria la etapa previa al proceso, de manera que procede el accionar judicial elegido por el perjudicado.

El Poder Informático: Nadie puede discutir a esta altura del siglo que las computadoras juegan un papel indispensable para el desarrollo de una sociedad moderna. A medida que se afianza más su uso, mayor es la cantidad de información que se almacena y mayor el intercambio que se realiza de la misma. Básicamente, el uso de ordenadores ha multiplicado infinitamente la posibilidad de acceso, de búsqueda y de utilización de los datos recolectados.

La revolución tecnológica de las comunicaciones ha hecho también que los hechos que ocurren en una nación influyan en el escenario político y económico de las otras con gran rapidez. Se habla así de una "aldea global" (Marshall McLuhan y B. R. Powers en "La Aldea Global. Transformaciones en la vida y los medios de comunicación mundiales en el siglo XXI", Barcelona, Ed. Gedisa, 1989) donde el intercambio de datos es la base de una sociedad informatizada, que comparte recursos y vive comunicándose a través de redes de computadores. Si con la PC de escritorio aislada que predominó en la década pasada ya se hablaba de la amenaza que planteaban por la recolección de datos sensibles, hoy día las redes informáticas la han potenciado.

El reciente proyecto de crear en los Estados Unidos una "autopista informática" (information highway), es decir una red de computadores que unirá electrónicamente a empresas, universidades, casas de familia y al gobierno es el primer paso y el más importante hacia esta nueva sociedad global. Si bien ello implicará una revolución en el modo de comunicarse, comerciar y relacionarse que tendrán estos sujetos, se ha cuestionado qué protección tendrá la intimidad de los individuos en este nuevo contexto. Se argumenta que la Constitución deberá adaptarse a los nuevos modos de atacar la intimidad que la tecnología ha puesto al alcance del hombre. Así, Laurence Tribe, renombrado profesor de Derecho Constitucional de Harvard, propuso agregar una enmienda a la Constitución que contemple la incidencia de las nuevas tecnologías.

Por eso se propicia el agregado de la locución “o tratare de datos íntimos” que no se encuentra en las constituciones comparadas, pero que han sido criterios sostenidos en forma uniforme por la doctrina y jurisprudencia mayoritaria.

El artículo proyectado, agrega: “No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”. Siguiendo las enseñanzas del Dr. Béhéran podemos señalar que con esta norma se impide la autocensura de aquéllos periodistas que cuentan con datos importantes para el desarrollo de su actividad informativa e investigativa.

El rol que debe cumplir la prensa en la búsqueda de la verdad a través de la investigación y en la publicación de la información que puedan reunir se vería afectado sin una protección como la que les otorga la Constitución nacional, pues podría autolimitarse o autocensurarse si pueden quedar sujetos a quedar encuadrados en responsabilidad civil o penal.

La cláusula constitucional les garantiza ahora a los periodistas que no podrá afectarse el secreto de las fuentes de de donde emanan la información con que cuentan, (Béhéran, Roberto, "El Amparo y las acciones de ejecución y prohibición en Entre Ríos", Delta Editora, 1995, p. 202).

Del texto de la norma constitucional no surge la prohibición de emplear el hábeas data para tomar conocimiento de los datos personales eventualmente registrados en violación de la ley. Por otro lado, los registros de los medios de comunicación están destinados a nutrir las noticias o las opiniones que se vierten; por la propia especificidad de la tarea periodística, los registros con los que cuentan están destinados a producir informes, y en esos datos pueden existir errores. Desde luego, los derechos de los afectados por el registro periodístico de datos inexactos o agraviantes, una vez publicados, pueden encontrar amparo en el derecho de rectificación o respuesta, pues este derecho se halla expedito una vez que la noticia se ha difundido, en soporte papel o por Internet, (El derecho de rectificación o respuesta fue reconocido a las personas por el art. 14 de la Convención Americana de Derechos Humanos, con jerarquía constitucional en la República Argentina desde 1994. Antes de ello la Corte Suprema le reconoció operatividad y jerarquía superior a las leyes en "Ekmekdjian v. Sofovich", Fallos 315:1492 (1992) (JA 1992-IV-199), y lo aplicó dando alcance sustantivo al derecho en "Petric", Fallos 321:885 (1998) (JA 1998-IV-316). Lo mismo se puede predicar de las acciones resarcitorias o penales que puedan nacer de estos actos ilícitos.

Como ultima reflexión debemos decir que si bien, el secreto de las fuentes de información periodística y el rechazo a las interferencias posibles sobre ellas resultan funcionales a la libertad informativa, y ésta es condición necesaria de la existencia de la república democrática, el alcance de la reserva de las fuentes debe medirse en función de la preservación del sistema democrático. En otras palabras, puede sostenerse que el resguardo de las fuentes no es un principio absoluto y admite razonables limitaciones, establecidas por ley o caso por caso en controversias judiciales, distinguiendo, incluso para otorgar la protección, las fuentes del registro o bancos de informaciones periodísticas.

En lo que refiere a la inclusión del párrafo final el mismo surge de la opinión doctrinaria mayoritaria en cuanto a la aplicación directamente operativa, mediante el amparo, del hábeas data previsto en la Constitución Nacional, aun cuando éste no se encuentra reglamentado. Por mi parte coincido con la postura y destaco que en esta línea se encuentran todos los autores que han estudiado el tema, lo que me exime, en honor a la brevedad, de ampliar su desarrollo y tratamiento (conf. Adolfo Rivas en "El amparo y la nueva Constitución de la República Argentina", LL 1994-E- 1330; Jorge Vanossi, "El hábeas data no puede ni debe contraponerse a la libertad de los medios de prensa", en ED 159-948; Alberto Bianchi, "Hábeas data y Derecho a la privacidad", ED 161-866; Néstor P. Sagüés, "Amparo, Hábeas data y Hábeas corpus en la reforma constitucional", LL 1994-D-1151; Salvador D. Bergel, "El Hábeas data: instrumento protector de la intimidad", en Rev. de Derecho Privado y Comunitario n. 7, p. 215; Bidart Campos, Germán, "Tratado elemental de Derecho Constitucional Argentino", t. VI, La reforma constitucional de 1994, Ediar, 1994, p. 321; Puccinelli, Raúl O., "Hábeas data: aportes para una eventual reglamentación", ED 161-913; Gozaíni, Osvaldo A., "El derecho de amparo", Ed. Depalma, Bs. As., agosto de 1995, p. 153 y ss.; Quiroga Lavié, Humberto, "El Amparo, el Hábeas data y el Hábeas corpus en la reforma de la Constitución Nacional", en "La reforma de la Constitución Nacional", Rubinzal Culzoni Editores, Santa Fe, p. 163; Dromi, Roberto y Menem, Eduardo, "La Constitución reformada. Comentada, interpretada y concordada", Ediciones Ciudad Argentina, 1994, p. 168).

Estamos ante una oportunidad histórica, pero teniendo siempre presente que nuestra tarea debe ser con una visión de futuro y que se deberá complementar con la tarea de la judicatura, como sostiene Vanossi: "Por lo expuesto, entendemos que estamos ante una herramienta que nos brinda el derecho procesal constitucional de indudable valor y aplicación práctica que, usada con inteligencia e imaginación por jueces independientes, tanto política como ideológicamente, está llamada a jugar un papel protagónico en la defensa del derecho a la intimidad y privacidad de las personas durante el próximo siglo. Deberá el juez poner toda la energía jurisdiccional para dotarla de todos los alcances necesarios”.

Laura I. Gastaldi

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 574)

“ACCIÓN DE AMPARO COLECTIVO”

El amparo aparece por primera vez en América latina en la Constitución Mexicana de Yucatán en 1840 y luego es retomado en todo su vigor por la de 1917. Esta ley fundamental, al igual que la de Brasil, bajo la denominación “mandato de seguranca” le da gran fuerza a esta institución como antecedentes a toda la normativa que se iría instaurando en el continente. Al respecto debemos destacar que la ley orgánica de amparo de Venezuela de 1985, constituye un verdadero código en la materia.

En nuestro continente la “Convención Americana sobre Derechos Humanos “(Pacto de San José de Costa Rica) prevé la aplicación del amparo a los países signatarios del mismo, en su artículo 24. Dicha disposición establece que toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes que los ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la Convención, aún cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones judiciales.

En la República Argentina hasta el año 1957, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sostenía en reiterada y uniforme jurisprudencia, que el Habeas Corpus, que protegía la libertad física y ambulatoria de una persona, no era aplicable cuando se trataba de los restantes derechos constitucionales. La tutela de esos derechos quedaba librada a los procedimientos ordinarios, administrativos o judiciales.

Esa doctrina judicial sufrió una modificación radical a raíz de las sentencias de la C.S.J.N. en los casos “Angel Siri” del 27 de diciembre de 1957 (Fallos, 239:459) y “Samuel Kot SRL.” Del 5 de septiembre de 1958 (Fallos, 231:295) Como lo recuerda Morello (El Amparo-Régimen Procesal, Librería Editorial Platense, 5ª Ed. Plata….) la Corte ya había insinuado una nueva posición, en la causa “Casa de la Cultura Argentina”, (Fallos 239:382) al variar sus fundamentos frente a resolver un recurso extraordinario. Esa creación pretoriana del “amparo de derechos constitucionales que no fuesen la libertad física” llenó un vacío muy importante, teniendo en cuenta que “los derechos no valen sino lo que valen sus garantías” (H.L. Hart, The concept of. Law, Claredon Press, Oxford, 1975, pág. 176). Asimismo obró de guía a numerosos casos judiciales que sucedieron con posterioridad, y dio los argumentos necesarios sobre los cuales se basaron tanto la ley 16.986, dictada por el gobierno de facto en 1966, como la creación legislativa del amparo en muchas provincias. Algunas de ellas le dieron rango constitucional.

Finalmente la Constitución Nacional sancionada en 1994, en su nuevo artículo 43 establece que toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas que en forma actual o inminente, lesione, restrinja, altere o amenace con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por la misma.

Podemos afirmar sin temor a equívocos, que la Provincia de Entre Ríos, constitucional, jurisprudencial y legislativamente, fue la verdadera precursora en forma integral del amparo en la Argentina.

Adquiriendo base constitucional al sancionarse la Constitución Provincial de 1933, que lo incluyó en su articulado (art. 25).

Incluso a pesar de prestigiosa doctrina que afirma que su creación es de neto corte judicial con los casos emblemáticos “Kot” y “Siri”, cabe poner de resalto un dato que avala la opinión ya vertida, cuando la C.S.J.N. al pronunciarse en el caso "KOT" únicamente citó como antecedente a la Constitución de Entre Ríos de 1933 (Kot Samuel SRL, Fallos 241-291; La Ley t. 92, p. 632.).

En la discusión parlamentaria de la ley 7166 que instituyó el régimen procesal del amparo en la Pcia. de Bs.As., puede observarse la influencia de los antecedentes jurisprudenciales del período 1933-1958 de Entre Ríos, (Diario de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Bs. As. de 1965, págs. 1255/1267).

Comentando los arts. 17 de la Constitución de Sta. Fé de 1921 y el 25 de la Const. de E. Ríos de 1933, Germán Bidart Campos, sostuvo que: "La superioridad del texto de Entre Ríos es evidente, en cuanto extiende la garantía contra violaciones de actos particulares, no sólo en defensa de derechos emergentes de la constitución sino también de la ley”, (Germán Bidart Campos, “El Régimen legal y jurisprudencial del amparo”, p. 90).

La Constitución de Entre Ríos de 1933 además de legislar sobre el habeas corpus (art. 25) incorporó el amparo en sentido amplio (art. 25) y las acciones de ejecución (writs mandamus) y prohibición (writs injuction) (arts. 26 y 27) originarios del derecho inglés y norteamericano.

Así lo ha reconocido el STJER al señalar que: "Además del art. 25, La Constitución Provincial ha creado dos instrumentos procesales sumarios en defensa de los derechos subjetivos públicos: los "writs" establecidos en los arts. 26 y 27”.

Hoy no vemos en la necesidad de nutrirnos de la legislación comparada, para ampliar la tutela de los derechos a los intereses difusos o colectivos, y así incorporar la acción de Amparo Colectivo; (art. 43 2do. párr. de la C.N., art. 20 apartado 2 de la C. Pcia. de Buenos Aires, art. 14 del Estatuto de la Ciudad de Buenos Aires).

El derecho constitucional va dando respuesta desde su óptica a una altísima gama de intereses generales, públicos, fraccionados, pero ciertos y con jerarquía, que requieren de una protección de marcado carácter preventivo como es característico en el derecho ambiental. Se trata de una coparticipación colectiva de intereses.

¿Cómo proteger entonces la lesión al ambiente o a otro bien de tipo colectivo? Surge entonces la necesidad de ampliar la clásica trilogía. Deben ingresar los intereses difusos en la jerarquía constitucional. En la especie se tiene parte en un interés colectivo y supraindividual, ello constituye la faz subjetiva de la cuestión. Es decir que si bien no se puede demostrar un perjuicio personal o actual, de todos modos quien participa de esta suerte de relación consorcial, compuesta por todos los daminificados actuales o potenciales, puede invocar una suerte de "cuota parte" que en tanto participe en la cuestión le da derecho a recurrir a la justicia.

La presente reforma importa una ampliación del amparo individual o clásico. Esta extensión involucra a dos elementos de la relación susceptibles de suscitar el ejercicio del amparo; ellos son: los derechos afectados o restringidos y los sujetos legitimados para su interposición. En cuanto a lo primero la norma constitucional avanza sobre la regulación legal de la acción y en consonancia con los derechos consagrados por la moderna doctrina constitucional, amplía el ámbito de esta garantía para que sea utilizada en la defensa de los derechos del medio ambiente y del consumidor. Asimismo, irrumpe en la consideración de la problemática de la discriminación, como causal pasible de ser invocada para el acceso a la jurisdicción.

Se trata de la protección de los denominados  derechos de tercera generación o de incidencia colectiva. Detrás de esta categoría de derechos subyace una gama variada de intereses difusos, cuya violación afecta a la ciudadanía en su conjunto o por lo menos a una importante porción de ella, sin desconocer la posibilidad de que existan afectados particulares de resultas de haber sufrido un daño directo en sus personas o en sus patrimonios.

Cuando hablamos de intereses difusos nos referimos a aquellos que no se sitúan en cabeza de un sujeto determinado, sino que se encuentran difundidos o diseminados entre todos los integrantes de una comunidad, o inclusive de varias. Estos caracteres plantean una seria dificultad de tipo procesal en cuanto a la defensa jurisdiccional de estos intereses. Se trata de determinar quien esta habilitado para accionar ante la justicia, cuando no se puede invocar un interés legítimo o un derecho subjetivo para ello.

La humanidad se enfrenta con la cuestión de establecer un ordenamiento jurídico que regule las relaciones de derecho público y privado tendientes a disciplinar las conductas en orden al uso racional de los recursos humanos y a la preservación del medio ambiente con el propósito fundamental de asegurar una calidad de vida sana y equilibrada y, a la vez, mantener un desarrollo sostenible que garantice iguales condiciones para las futuras generaciones.

Estamos en presencia de una situación particular ya que estos intereses no están en cabeza de un sujeto determinado, sino que se encuentran diseminados entre todos los integrantes de la comunidad.

Con estos fundamentos es que se contribuye a la incorporación de garantías constitucionales fundamentales en un Estado de Derecho que proporcionen la protección necesaria ante cualquier arbitrariedad que puedan sufrir los ciudadanos, de manera de cumplir con el mandato de lo dispuesto por la Ley 9.768, artículo 1º; punto 16., que prescribe, “Incorporar el reconocimiento de intereses difusos y colectivos y su tutela a partir de acciones judiciales específicas”, proyectándose el siguiente articulado:

“Podrá interponerse acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra cualquier acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, o una ley que importen cualquier  forma de discriminación, o en los casos en que se vean afectados derechos o intereses colectivos, como la protección al medio ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor.

Están legitimados para  interponerla cualquier habitante, el defensor del pueblo y las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, así como las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinara los requisitos y formas de su organización.

El agotamiento de la vía administrativa no es requisito para su procedencia.

El procedimiento está desprovisto de formalidades procesales que afecten su operatividad. Todos los plazos son breves y perentorios. Salvo temeridad o malicia, el accionante está exento de costas.

Todas las garantías precedentes son operativas. En ausencia de reglamentación, los jueces resolverán sobre la procedencia de las acciones que se promuevan, en consideración a la naturaleza de los derechos que se pretendan tutelar.

Los jueces pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en que se funda el acto u omisión lesiva”.

La finalidad de esta acción es lograr una protección eficiente de los derechos y que se realice con la celeridad suficiente que permita evitar cualquier posibilidad de obstáculos procesales, es decir cumplir con los caracteres de acción “expedita” y “rápida”.

La “inexistencia de una vía judicial más idónea” como requisito para interponer esta acción, significa que no debe existir la posibilidad de una variante más apta o más idónea que la propia acción de amparo.

Es de vital importancia que los jueces podrán declarar la inconstitucionalidad de la norma impugnada, atento a tratarse de intereses que involucran mas allá de los derechos subjetivos individuales.

La reforma reconoce legitimación a favor de tres sujetos:

a) “cualquier habitante": la situación ha quedado en cierto modo despejada con la instrumentación de esta herramienta jurídica (el amparo colectivo), propiciando la posición amplia al suplantarse la locución “afectado” por la voz “habitante”, que permite suponer una consagración de la legitimación para actuar a cualquier afectado en reclamo de derechos colectivos. Esto es respaldado por los siguientes autores: Walsh, J. R.: "El medio ambiente en la nueva Constitución argentina". La Ley, Suplemento de Derecho Ambiental, Año 1, No 1 (6/12/94), Bidart Campos, Germán J.: "Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino", Tomo VI, "La reforma constitucional de 1994", Ediar, Bs. As. 1995 y "La legitimación procesal activa en el párrafo segundo del art. 43 de la Constitución", El Derecho, 6/2/96; Morello, A.M.: "El amparo después de la reforma constitucional, Revista de Derecho Privado y Comunitario, Santa Fe, 1994, No 7; Gozaini, O. A.: "La noción de afectado y el derecho de amparo", El Derecho del 22/11/95. En el amparo si la lesión es de un derecho de incidencia social o colectiva, no importa que quien lo alegue sea titular de un interés personal; por el contrario resulta suficiente la afectación del derecho colectivo consagrado por la Constitución y que, quien acciona, revista el carácter de habitante. Como lo señala Quiroga Lavié “…el sujeto individual se integra a la sociedad defendiendo sus intereses personales, pero al mismo tiempo consolida la solidaridad social al extender su acción de tutela a todos aquellos que se encuentran en posiciones equivalentes…” (Humberto Quiroga Lavié, El Amparo Colectivo, Ed. Rubinzal Culzoni, Bs As. 1998, Pág. 127). Respecto a esos derechos colectivos, la doctrina alemana ha considerado como una nueva categoría a los “derechos reaccionales”, que son aquellos donde el individuo puede reaccionar mediante acciones judiciales concretas contra actos del poder administrador que considere lesivos, no solo al interés particular o de la comunidad, sino al interés de la Nación. En el VII Congreso de Derecho Procesal celebrado en Wurzburg, República Federal de Alemania, se planteó con mucha claridad la defensa de los intereses difusos y colectivos, a través de acciones que impidieran que tales intereses se vieran afectados.

b) Defensor del Pueblo: su habilitación deberá instrumentarse con la creación del mismo, el cual deberá proyectarse para el nuevo texto constitucional, resultando importantísimo este nuevo actor institucional como instancia pública de defensa de los intereses generales.

c) Personas Jurídicas, Asociaciones registradas: materia que será regulada por la ley reglamentaria. En particular que exigencias de registración, entre otras, les impone a estas personas para poder constituirse en legitimadas activas de este tipo de acción.

La defensa de los intereses difusos ha permitido la apertura de la justicia, rompiendo con los esquemas procesales clásicos, ha venido de la mano, en gran medida, de la defensa del ambiente. Números fallos han demostrado la recepción de este interés difuso permitiendo la utilización de este tipo de amparo.

En materia de discriminación, la figura ofrece un amplio campo de acción que permite la aplicación en ámbitos diversos de aquellos estrictamente considerados dentro de los derechos de tercera generación. Así, nos parece que esta consideración puede abrir la legitimación a grupos o individuos que invoquen un interés de resultas de actos u omisiones basados en normas que desconocen de manera arbitraria y manifiesta los derechos fundamentales surgidos de la Constitución y de los tratados internacionales, sobre todo aquellos que tienen jerarquía constitucional (Art. 75, inc. 22 C.N.).

Todo este tipo de transgresiones, en la medida que afecten los derechos sociales, políticos, culturales o económicos, pueden traer aparejada la discriminación que menoscabe a un grupo determinado de personas, sea por su posición económica o social o por cualquiera de las restantes causales consideradas en el derecho internacional de los derechos humanos. En este punto nos parecer fundamental rastrear las bases para la operatividad de este tipo de tratados. Al respecto, existe una abundante jurisprudencia comparada, ya que en última instancia acá se encuentra el secreto sobre la eventual aplicación de estas cláusulas. "El tema central que domina el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, es la ejecución o "enforcement". Desde el punto de vista del individuo, la consideración primaria será la medida o extensión en que las disposiciones de los tratados tienen efecto dentro del sistema jurídico interno" (Travieso: 1996, 142).

Cuando el Pacto de San José de Costa Rica (Convención Americana sobre Derechos Humanos) (art. 1), aprobado por la ley 23.054, y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 2.1), al igual que el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 2.2) establecen el deber de los Estados de respetar y garantizar todos los derechos que cada uno de tales tratados contiene obligan a no discriminar para su ejercicio entre las personas. Y cuando enunciativamente mencionan cuáles son los motivos por los cuales queda prohibida la discriminación, citan"..., posición económica" o "cualquier otra condición social".

P.ej.: Art. 2.2. (Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales): "Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio de los derechos que en el se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social".

Recordemos que los tres instrumentos citados poseen jerarquía constitucional a partir de la reforma constitucional de 1994 (art. 75, inc. 22), no olvidemos que todos estos tratados son los que de conformidad con lo que dispone el nuevo inc. 23 del citado artículo, obligan a la promoción y a la adopción de medidas positivas para el pleno goce y ejercicio de los derechos.- También se avanza disponiendo que la falta de ley reglamentaria no anula la existencia de la garantía constitucional; criterio -análogo -aunque con otros términos- al utilizado en 1957 por la CSJN en el caso "Siri" al sostener que basta la comprobación inmediata de la vulneración de garantías amparadas por la Constitución Nacional "... para que la garantía constitucional invocada sea restablecida por los jueces en su integridad, sin que pueda alegarse en contrario la inexistencia de una ley que la reglamente: las garantías individuales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar  consagradas por la Constitución e independientemente de las leyes reglamentarias”, (Fallos t. 239-459;  La Ley 83 p. 532; La CSJN agregó además que: "...ya a fines de siglo pasado señalaba Joaquín V. González: "No son, como puede creerse, las <<declaraciones, derechos y garantías>>, simples fórmulas teóricas: cada uno de los artículos y cláusulas que los contienen poseen fuerza obligatoria para los individuos, para las autoridades y para toda la Nación. Los jueces deben aplicarlas en la plenitud de su sentido, sin alterar o debilitar con vagas interpretaciones o ambigüedades la expresa significación de su texto. Porque son la defensa personal, el patrimonio inalterable que hace de cada hombre, ciudadano o no, un ser libre e independiente dentro de la Nación Argentina" (Manual de la Constitución Argentina" en Obras Completas, volumen III, Buenos Aires, 1935, nº 82; Cftr. además nºs 89 y 90)...".). Cabe poner de resalto la importancia del dictado de una Ley que reglamente esta manda constitucional, la misma debería regular además el procedimiento para el amparo colectivo, teniendo como objetivos,  "dotar de amplia publicidad a la interposición de este tipo de procesos”; lograr la mayor contradicción e integración de la litis; evitar los pronunciamientos contradictorios; tender a la actuación de un solo juzgado ante diferentes amparos colectivos que tengan objetos iguales o similares; y el respeto a la iniciativa individual frente al proceso colectivo". Así, entre otras medidas, se debería analizar la posibilidad de creación de un Registro Público de Amparos Colectivos, de consulta libre y gratuita, y la publicación de edictos en diversos medios con el objeto de citar a todos aquellos que estén legitimados para demandar o ser demandados.

Laura I. Gastaldi – Héctor J. Motta.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 575)

“DERECHO DE REPLICA O RESPUESTA”

Antecedentes históricos:

El derecho de rectificación puede ser entendido, como el medio jurídico que autoriza a que la persona afectada por una información pueda expresar y, de ese modo, el público conocer, su desacuerdo con la exactitud de dicha información. En otras palabras, la respuesta hace posible que cuando un órgano de difusión sostenga la existencia o inexistencia de hechos que afecten a una persona, ésta pueda controvertir, por el mismo medio, la exactitud de lo sostenido por el primero.

El instituto, de tal suerte, tributa a la tutela de derechos personalísimos al paso que ensancha el marco reflexivo de la opinión pública.

En el precedente judicial por antonomasia, "Ekmekdjian v. Sofovich", tuvo oportunidad la Corte de recordar, a propósito del derecho bajo estudio, que el acrecentamiento de la influencia que detentan los medios de información tiene como contrapartida una mayor responsabilidad por parte de los diarios, empresas editoriales, estaciones y cadenas de radio y televisión, las que se han convertido en colosales empresas comerciales frente al individuo, pues "si grande la libertad, grande también debe ser la responsabilidad", (Fallos 310-608).

El derecho de respuesta nace de la intromisión de la prensa en el ámbito privado de las personas y en el derecho de ellas a disfrutar de sus derechos subjetivos, en particular su buen nombre, intimidad, honra, prestigio, etc. En este sentido, el derecho de rectificación se origina como consecuencia de un acto previo y gratuito del medio periodístico, que se lanzó a un terreno -considerado por el afectado como el del agravio y la inexactitud- que le estaba vedado. De no haber sido así, no aparecería, como el efecto de una causa, el derecho de respuesta.

Para comprender el sentido del derecho de respuesta, basta para recordar que a lo largo de los siglos XVII y XVIII el debate acerca de la expresión del pensamiento se resolvió exclusivamente en la arena del antagonismo entre los individuos y el Estado. Las reivindicaciones individuales en ese campo se cristalizaron en el art. 11 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano cuando allí se sostuvo que "la libre comunicación del pensamiento es uno de los derechos más preciosos del hombre; todo individuo puede escribir, hablar e imprimir libremente".

Que la idea de instaurar el derecho de respuesta aparece en Francia durante los años de la revolución, época en que la prensa escrita aumentó sustancialmente su tiraje, adquirió una diferente dimensión económica y en consecuencia incrementó su influencia. En el año VII (1796) el diputado Delaure presentó ante la "Asamblea de los Quinientos" un proyecto de ley que pretendía instaurar el derecho de respuesta en favor de los ciudadanos que hubiesen sido víctimas de "difamaciones", con la intención de que se les permitiese expresar su punto de vista y posibilitar que el público pudiese formarse una opinión autónoma sobre el hecho informado.

Aunque el proyecto Delaure fue rechazado, la necesidad de una regulación sobre la cuestión se mantuvo latente hasta 1819, momento en el que la prensa pudo liberarse parcialmente de la "tutela estatal" que había regido su destino durante el "imperio". Pocos años más tarde se reconoció este derecho a los particulares con una limitación genérica. En efecto, su ejercicio no podría exceder la difusa valla de "la legítima defensa".

Es posible afirmar que sólo en una sociedad pluralista, que tiende a la plena libertad de prensa -pues no se puede sostener que se trate de una situación estática y consagrada- se plantea la necesidad de una regulación como la del art. 14 de la Convención Americana de Derechos Humanos. En efecto, así como no tenía sentido estudiar la incorporación del derecho de respuesta en Francia durante el imperio napoleónico, tampoco lo tuvo durante los períodos de nuestra historia en los que el Estado era el propietario de los medios de comunicación o ejercía sobre ellos un control poco menos que implacable.

Que el art. 14 del Pacto expresa, bajo el título Derecho de rectificación o respuesta:

"1. Toda persona afectada por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de los medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión su rectificación o respuesta en las condiciones que establezca la ley.

2. En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales en que se hubiese incurrido.

3. Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión tendrá una persona responsable que no esté protegida por inmunidades ni disponga de fuero especial”.

La causa "Ekmekdjian antecedente directo: se suscitó como consecuencia de la negativa de un conductor televisivo (posterior demandado) a leer una carta documento mediante la cual quien la suscribió (luego actor) pretendía ejercer el derecho de réplica consagrado por el art. 14 de la Convención Americana de Derechos Humanos respecto de ciertas afirmaciones efectuadas por el primero en su programa televisivo y que juzgó lesivas a sus sentimientos religiosos. La Cámara, al desestimar la demanda, consideró que la mentada Convención recepta el derecho de respuesta "en las condiciones que establezca la ley", razón por la cual "el propio tratado inhibe la autofuncionalidad de la respuesta normada en él mientras no se reglamenten sus requisitos sustanciales y se regule procesalmente su ejercicio", (consid. 3 del voto de mayoría, suscripto por los Dres. Cavagna Martínez, Barra, Fayt Nazareno y Boggiano).

Ante ello, el voto recién citado y el de disidencia suscripto por los Dres. Petracchi y Moliné O'Connor que converge, en el punto, con el primero, despliegan un conjunto de argumentos que, en lo esencial, se resumirán a renglón seguido.

En primer término, y retomando también en este aspecto lo medular de las enseñanzas del caso "Siri", ambos consagran la operatividad, por principio, de las normas internacionales de protección de derechos humanos, que, como es sabido, constituyen reiteraciones o desarrollos de los derechos y garantías ya consagrados en la primera parte de nuestro texto supremo. Para la disidencia dicha operatividad es una nota típica de tales instrumentos internacionales en oposición a los tratados de naturaleza económica, salvo que "la norma bajo examen revista un carácter nítidamente programático", característica ésta ausente de la mera lectura del mencionado art. 14 (conf. consids. 14 a 16). Por su parte, la mayoría, luego de recordar expresamente lo expuesto en el precedente "Siri" respecto de que las garantías individuales existen y protegen a las personas por el solo hecho de estar consagradas en la Constitución, señala que "cuando la Nación ratifica un tratado que firmó con otro Estado, se obliga internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos que ese tratado contemple, siempre que contenga descripciones lo suficientemente concretas de tales supuestos de hecho que hagan posible su aplicación inmediata", nota esta última de la que, a su juicio, participa el derecho en cuestión (conf. consids. 31 y 20).

En segundo lugar, y en cuanto aquí interesa, ambos votos se preguntan acerca de la exégesis que cabe otorgar al último tramo de la norma, en tanto ésta remite el ejercicio de la rectificación o respuesta en "las condiciones que establezca la ley". A tal fin, resulta relevante a juicio del tribunal lo expuesto por la opinión consultiva 7 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, expresamente dedicada al asunto, la cual, luego de recordar que el derecho en cuestión no es exigible "una vez que se emita una ley formal", ya que es operativo en razón de que "el sistema mismo de la Convención está dirigido a reconocer derechos y libertades a las personas y no a facultar a los Estados para hacerlo", por lo que una exégesis opuesta contraría "el sentido corriente de los términos" y el "contexto de la Convención", precisa que la frase "en las condiciones que establece la ley" tiene por finalidad establecer "las condiciones de menor entidad relacionadas con el ejercicio del derecho en cuestión", "tales como si los afectados tienen derecho a responder en espacio igual o mayor..., etc." (conf. consids. 21 del voto de mayoría y 17 del voto concurrente). Y añade una argumentación de la mayor relevancia: "...todo Estado parte que no haya ya garantizado el libre y pleno ejercicio del derecho de rectificación o respuesta, está en la obligación de lograr ese resultado, sea por medio de la legislación o cualesquiera otras medidas que fueren necesarias según su ordenamiento jurídico interno para cumplir ese fin" (consid. 22 del voto de mayoría, énfasis añadido).

Es difícil negar el carácter "quasilegislativo" de los párrafos precedentes. En éstos, en efecto, la Corte asume inequívocamente la función de "cogobierno" de la Nación al reconocer que tanto sus tareas como las propias del Poder Legislativo se orientan al logro del "bienestar general", de modo que el incumplimiento por parte de este último de sus funciones específicas no libera al Estado ni, por supuesto, a la Corte, en tanto una de sus cabezas, de la obligación de asumirlas a través de las medidas que cada uno de los departamentos dispone en la esfera de sus pertinentes atribuciones. De ahí que en el caso del tribunal dichas medidas se explicitan, de modo típico y paradigmático, por conducto de sus sentencias, motivo por el cual, en lo que al supuesto bajo estudio interesa y atento a su positivación y operatividad, a partir del consid. 28 el voto de mayoría "formula algunas precisiones sobre la forma de ejercicio del derecho de respuesta" (conf. p. 1520 y ss.).

Derecho Comparado:

El análisis constitucional comparado, demuestra que el derecho de rectificación o respuesta no es una creación antojadiza o arbitraria de las legislaciones contemporáneas. El derecho comparado ha reconocido en la rectificación o la respuesta una insustituible herramienta protectoria de los derechos humanos.

FRANCIA: el derecho de respuesta fue implantado por ley del 25/3/1822, y confirmado por las leyes del 29/7/1881 y del 29/9/1919.

Al debatirse esta ley el diputado Mestadie señaló, en la sesión del 1/2/1822, que "...el procedimiento más satisfactorio para el hombre honesto, ya sea funcionario o no y el antídoto más eficaz contra un veneno cuyo efecto es rápido, es el de poder rechazar el ultraje, empleando las mismas armas y disipar así las sospechas, en el espíritu de las personas que han leído el artículo que lo ha herido. Muy a menudo un simple desmentido, una simple explicación bastarán al hombre ofendido...".

Por su parte, cuando Portalis expuso los fundamentos de este derecho en la Cámara de los Pares, en la sesión del 27 de febrero, señaló que la ley que se pretendía sancionar aseguraba "...a toda persona que ha sido nombrada o designada en un diario, el derecho a insertar su respuesta. Este derecho está basado en las reglas de la más exacta justicia. Los periódicos sólo hablan a un sector de la opinión. Los lectores de una hoja no son generalmente los lectores de otra y por consiguiente la publicación se convertiría en un medio de opresión si se permitiera que se pudiera atacar la reputación de un ciudadano, sin que pueda defenderse en el mismo terreno de su agresor...".

La literatura francesa ha prestado particular atención al derecho de rectificación o respuesta, no encontrando óbices constitucionales, (conf. Fabreguette, "Traité des infractions de la parole, de l'escriture et de la presse", t. I, 1881, p. 194, t. II, p. 291; Le Poittevin, "Traité de la presse, reglamentation de l'imprimerie, de la librairie et de la presse periodique", t. I, 1902, p. 119; Robert Vautard, "De la nature et de l'étandue du droit de réponse en matiére de presse", 1925). Asimismo, León Duguit considera que el derecho de respuesta es esencial para salvar el respeto entre los ciudadanos, y un arma eficaz contra las indiscreciones o las imputaciones mentirosas de la prensa mercenaria, (conf. "Tratado de Derecho Constitucional", vol. V, 1925, p. 411).

Que la experiencia francesa muestra, además, que no es argumentativo decir que la libertad de prensa resulta jaqueada por el hecho de que los periódicos se vean obligados de vez en cuanto a publicar rectificaciones a noticias de la índole enunciada. Los periódicos franceses aparecen desde 1822 sin sufrir mayores molestias, y la realidad es que el derecho en cuestión se ejerce frente a medios informativos de categoría, desdeñándose por su falta de trascendencia los de tono menor. Según una opinión, diarios como Le Monde, Le Figaro y el Paris Soir publican cerca de diez respuestas por mes y con bastante satisfacción, porque contribuyen a dar interés a sus páginas y a incitar a la curiosidad del público, lo que redunda en una mayor circulación, (conf. Mayer, "El derecho de respuesta", Anales de la Academia de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires, segunda época, año XXI, n. 24, ps. 81/82).

ESPAÑA: la Ley Orgánica n. 2 del 26/3/84, contiene la vigente regulación del derecho de rectificación o respuesta, fruto de una prolongada elaboración parlamentaria, pero aprobada casi por unanimidad. Junto a ella cabe nombrar también al Estatuto de Radio y Televisión, regulado por ley 4/1980, del 20 de enero, que con anterioridad lo preveía igualmente para su propio ámbito.

Que la validez constitucional de la Ley Orgánica n. 2/84 frente al ejercicio del libre derecho a la información que consagra el art. 20.1.d) de la Constitución Española de 1978, fue analizado por el Tribunal Constitucional mediante sentencia n. 168 del 22/12/86, en un caso en que una revista había sido condenada a publicar una rectificación de hechos que en opinión del editor eran ciertos pero que no lo eran según la visión subjetiva de la persona aludida en el informe. El Tribunal Constitucional condenó a la mencionada revista a insertar la debida rectificación, al considerar que éste no era un derecho contrario a la Constitución, y que la citada inserción no obligaba al medio de comunicación a declarar que su información no era cierta, ni le impedía mantener su versión de los hechos, sin que tampoco cupiera entender vulnerado el derecho de los ciudadanos a recibir información porque se hubieran publicado dos versiones contrapuestas de los mismos.

El tribunal español mencionado declaró que "...no hay duda de que la rectificación, judicialmente impuesta, en los términos que establece la Ley Orgánica 2/1984, de una información que el rectificante considera inexacta y lesiva a sus intereses, no menoscaba el derecho constitucional proclamado por el art. 20.1.d) de la Constitución, ni siquiera en el caso de que la información que haya sido objeto de rectificación pudiera revelarse como cierta y ajustada a la realidad de los hechos. En efecto, el simple disentimiento por el rectificante de los hechos divulgados no impide al medio de comunicación social afectado difundir libremente la información veraz, ni puede considerarse tampoco la inserción obligatoria de la réplica como una sanción jurídica derivada de la inexactitud de lo publicado. Por el contrario, la simple inserción de una versión de los hechos distinta y contradictoria ni siquiera limita la facultad del medio de ratificarse en la información inicialmente suministrada o, en su caso, de aportar y divulgar todos aquellos datos que la confirmen o la avalen. El ejercicio del derecho de rectificación tampoco limita el derecho de la colectividad y de los individuos que la componen a recibir libremente información veraz, pues no comporta una ocultación o deformación de la que, ofrecida con anterioridad, lo sea o pueda serlo. Aún más, como ya se ha dicho, la inserción de la rectificación interesada en la publicación o medio de difusión no implica la exactitud de su contenido, pues ni siquiera la decisión judicial que ordene esa inserción puede acreditar, por la propia naturaleza del derecho ejercitado y los límites procesales en que se desenvuelve la acción de rectificación, la veracidad de aquélla...". Y más adelante el Tribunal Constitucional agregó que "...la difusión de informaciones contrapuestas, que no hayan sido formalmente acreditadas como exactas o desacreditadas como falsas, con efectos de cosa juzgada, no puede lesionar, por lo expuesto, el derecho reconocido en el art. 20.1.d) de la Constitución, en su doble faceta de comunicar y recibir libremente información veraz. Antes bien, el derecho de rectificación, así entendido, además de su primordial virtualidad de defensa de los derechos o intereses del rectificante, supone... un complemento a la garantía de la opinión pública libre que establece también el citado precepto constitucional, ya que el acceso a una versión disidente de los hechos publicados favorece, más que perjudica, el interés colectivo en la búsqueda y recepción de la verdad que aquel derecho fundamental protege...", (conf. consid. 5 de la sentencia n. 168/1986, del 22/12/86, dictada por la sala 2ª del Tribunal Constitucional de España, registrada en la obra de J. Puyol Montero y M. F. Generoso Hermoso, "Manual práctico de Doctrina Constitucional en materia de derecho al honor, a la intimidad y derecho de rectificación", Madrid, 1991, p. 369 y ss.).

Otras naciones lo regulan de modo expreso: Bélgica, Suiza, Grecia, Italia, Dinamarca, Austria, Luxemburgo, Bulgaria, Chile, Chipre, El Salvador, Etiopía, Guatemala, Marruecos, Polonia, Siria, Taiwán, Alemania, Portugal, Malta, Noruega, México, Finlandia, Brasil, Uruguay, Perú, Colombia, Nicaragua, República Dominicana, Venezuela, Canadá, Ecuador, Panamá, Paraguay, Costa Rica, etc.

El movimiento legislativo en la materia es tan amplio y vasto que difícilmente pueda sostenerse con seriedad que no va de la mano del constitucionalismo moderno, y de las ideas más arraigadas de origen liberal que cimientan las democracias occidentales.

Que, más allá de la admisión que universalmente tiene el derecho de réplica o respuesta, no es ocioso recordar que nuestro país inclusive antes de la aprobación por ley 23054 del Pacto de San José de Costa Rica, contaba con antecedentes orientados en tal sentido, demostrativos de que aquél no es ajeno ni contrario a nuestro sentir cultural y constitucional.

Varias Constituciones provinciales lo han incorporado expresamente. Así, la de Santa Fe (art. 11), Chubut (art. 61), Formosa (art. 12), Tierra del Fuego (art. 47), Santa Cruz (art. 13), La Pampa (art. 8), Catamarca (art. 15), San Juan (art. 25), San Luis (art. 21), Salta (art. 23), Neuquén (art. 34), Río Negro (art. 27), Jujuy (art. 23) y Santiago del Estero (art. 20). De igual modo, cabe recordar las iniciativas legislativas y proyectos sobre la materia de: Bielsa, presentado a la Federación Argentina del Colegio de Abogados en 1929; Matienzo -1934-; Sánchez Sorondo -1934-; Cossio -1957-; Cheble -1964-; Massolo -1975-; etc..

La reforma constitucional de 1994 ha consolidado con todo vigor la apuntada orientación en favor del derecho de réplica, al otorgar jerarquía constitucional a ciertos tratados sobre derechos humanos, entre los que se encuentra el citado Pacto de San José de Costa Rica, aprobado por ley 23054 que expresamente lo contempla (art. 75 inc. 22 CN.).

Recordemos que actualmente La Convención Americana sobre Derechos Humanos y los demás tratados mencionados en el art. 75 inc. 22 CN. "tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos".

A su vez, el art 14 de la Carta Magna dispone que "todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos... de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa..." y el art. 32 establece que "el Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal".

Se podría llegar a pensar en un conflicto entre tales normas constitucionales, sin embargo se ha logrado adaptar la convivencia sin sacrificar ningún interés en juego.

Esto ha sido motivo de tratamiento por nuestro máximo tribunal de la Nación, al señalar que: las características del derecho de rectificación o respuesta lo muestran como un medio ceñido y acotado que persigue proteger "ámbitos concernientes al honor, identidad e intimidad de personas que han sido aludidas en algún medio de comunicación" (conf. Fallos 315-1492, 1532, disidencia de los jueces Petracchi y Moliné O'Connor, consid. 20) de las interferencias que prima facie podrían haber sufrido, dando al afectado la posibilidad de responder aquello que de él se ha dicho. Nada hay en él que autorice a presentarlo como reñido con el debido respeto a la garantía de la libertad de prensa y de expresión, que la Corte siempre celosamente ha preservado.

A partir de la consolidación de las sociedades democráticas modernas el citado art. 14 de la Convención encuentra su razón de ser y el campo de su proyección principal, aunque no exclusivamente, en dos ámbitos. Por lo pronto, el individual se trata de un instituto que tiende a proteger determinados bienes de las "personas" ante informaciones "inexactas" que pudieran perjudicarlos, vertidas por los medios de difusión y dirigidas al público en general. Es, por ende, una garantía de la persona y para la persona. Empero, se yuxtapone a esa dimensión, la social: es preciso que dicho público, en el supuesto anterior, pueda llegar a conocer la expresión contradictoria de la noticia, proveniente del afectado. La garantía, desde este punto de vista, sigue siendo de la persona, pero no ya para beneficio exclusivo de ésta, sino también para la comunidad en general.

Bien Jurídico Tutelado - Naturaleza Jurídica y Fundamentos:

Existe un deber de verdad que pesa sobre todo informador, ha de convenirse, en que el respondiente es caracterizable menos como un adversario del medio que como un colaborador de éste, en una mutua y solidaria búsqueda de la verdad (Biolley, Gérard, "Le droit de réponse en matière de presse", Librería General de Derecho y Jurisprudencia, París, 1963, p. 168).

La respuesta sería una especie de ayuda del deber de verdad, "de derecho que tiene el informador a que se le corrija y se le ayude a realizar el deber de corregir toda información incorrecta" (Bel Mallen, I., Corredoira y Alfonso, L., y Cousido, P., "Derecho de la información", t. I, Ed. Colex, Madrid, 1992, p. 137). En este respecto, cabe recordar el proyecto de Código de Honor de Periodistas de las Naciones Unidas, admitido por una comisión de la Asamblea General de 1952: "Cualquier información que, una vez hecha pública se revelase incorrecta o nociva, deberá ser rectificada espontáneamente y sin demora"; (ver asimismo, "Ekmekdjian v. Sofovich" cit., consid. 13). El Consejo de Europa ha recomendado la universalización del derecho de contestación y lo ha justificado por el derecho a la verdad del sujeto universal, (ver Bel Mallen y otros, ob. y loc. cits., p. 139).

Que, como lo ha dicho la CSJN en innumerable cantidad de casos, la tarea de informar importa tender a la verdad objetiva, en tanto la comunicación está destinada a servir al ciudadano para que ésta construya su propia visión de la cuestión que se comunica.

Por esa razón es que "rectificando el artículo que lo concierne, quien responde actúa en beneficio personal, pero contribuye igualmente a mejorar la calidad de las noticias publicadas; él no utiliza necesariamente su derecho como un 'arma defensiva' contra el diario. En estas condiciones... quien responde aparece más como un colaborador del diario, que como su adversario", (Biolley, Gérard, "Le droit de réponse en matière de presse", Paris, These pour le doctorat en droit, Université de Paris, Faculté de Droit et Sciences Economiques, 1963, p. 168, in fine).

La Corte Suprema de los EE.UU. en el caso "Miami Herald Publishing Co. División of Knight Newspapers Inc. vs. Tornillo" ha señalado que: "el público ha perdido la capacidad de responder o contribuir de una manera significativa en el debate de los distintos temas. El monopolio de los medios de comunicación permite poco o casi ningún análisis crítico... Esta concentración de organizaciones de noticias a nivel nacional -como otras grandes instituciones- se ha transformado en algo muy remoto y algo irresponsable frente al basamento popular de que depende, y que a su vez depende de él. La solución obvia que era accesible a los disidentes de una época temprana, cuando ingresar al negocio de la publicación era relativamente barato, hoy en día sería la de tener periódicos adicionales. Pero los mismos factores económicos que han provocado la desaparición de un vasto número de periódicos metropolitanos, han hecho que el ingreso a ese mercado de ideas que se sirve de la prensa, resulte algo casi imposible. Se dice que el reclamo de los diarios de ser 'subrogantes del público' acarrea con ello una obligación fiduciaria concomitante de estar a la altura de dicho mandato. El fin de la Primera Enmienda de que el público sea informado, está hoy en peligro porque 'ese mercado de ideas' es ahora un monopolio controlado por los dueños del mercado" (418 US 241).

La convivencia social es algo poco menos que impensable sin información. Dar y recibir información constituye un asunto vital para la convivencia y para la democracia, porque sólo merced a dicho intercambio los hombres forman y transmiten sus juicios e interpretaciones de la realidad, y pueden llegar a hacerse del conocimiento de esa inmensa parte de ésta, que es la no vivida directamente. Está "fuera de discusión que los que manejan los medios de comunicación social -los medios técnicos de información- ejercen influencia sobre la opinión pública y que el extraordinario poder de sugestión de esas técnicas en la elaboración de estructuras mentales, condiciona la vida humana", ("Ekmekdjian v. Sofovich" cit.). Por todo ello, uno de los supuestos del vínculo entre informador y receptor es la veracidad: el receptor espera (necesita) del emisor una información veraz, y este último espera (necesita) ser creído por el primero. "La función de la prensa en una república democrática persigue, entre otros objetivos principales, informar tan objetiva y verídicamente al lector como sea posible... La prensa tiene un deber de veracidad", ("Vago v. Ediciones de La Urraca S.A. y otros" -Fallos 314-1517 [25]- voto de los jueces Fayt y Barra).

"Un publicista, consciente de su misión y de sus responsabilidades, se siente en el deber de restablecer la verdad si ha divulgado el error" (Pío XII, discurso del 7/8/40). Juan XXIII, de su lado, en oportunidad de dirigirse a los directores de radio, advirtió: "A veces se oye decir que los periodistas no siempre están acostumbrados a rectificar un error o una exageración conforme a las exigencias de una perfecta lealtad. A vuestra conciencia profesional corresponde quitar todo fundamento a este alegato" (mensaje al Congreso de Directores de Radio, del 28 de mayo de 1962; ver "El derecho a la verdad", edición preparada por Jesús Iribarne, BAC, Madrid, 1968, ps. 91 y 333).

Es jurisprudencia constante de la CSJN, la que sostiene la inexistencia de derechos constitucionales absolutos (Fallos 290-83; 297-201 [15]; 300-700; 304-319 [16] y 1524, entre muchos otros). Por ello es que los medios de prensa no pueden aducir con éxito la invalidez indiscriminada de la rectificación o respuesta frente a la libertad de prensa, a menos de conferir a esta última el carácter precedentemente indicado.

En esta materia -así como en otras referidas a diversas garantías de igual rango- se han reconocido como respetuosos del orden constitucional límites al ejercicio de ese derecho con el debido resguardo de su naturaleza y de sus objetivos (Fallos 310-508 [17]; 312-1114 [18]; 315-632 y 316-703).

En tal sentido, esta Corte ha dicho que entre las libertades que la Constitución Nacional consagra, la de la prensa es una de las que poseen mayor entidad, al extremo de que sin su debido resguardo existiría tan sólo una democracia desmedrada o puramente nominal. Incluso no sería aventurado afirmar que, aun cuando el art. 14 enuncie derechos meramente individuales, está claro que la Constitución, al legislar sobre la libertad de prensa, protege fundamentalmente su propia esencia democrática contra toda posible desviación tiránica (conf. Fallos 248-291 [19]; 310-1715 [20]; 311-2553 [21]; 315-1943 [22] y 318-1114, disidencia de los jueces Fayt y Boggiano, entre otros). Es por ello que debe imponerse "un manejo cuidadoso de las normas y circunstancias relevantes para impedir la obstrucción o entorpecimiento de la prensa libre y sus funciones esenciales" (Fallos 257-308 [23]; 308-789 [24]).

Que, por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho que la rectificación "se corresponde con el art. 13.2a) sobre libertad de pensamiento o expresión, que sujeta esta libertad al 'respeto a los derechos o a la reputación de los demás' (ver 'La colegiación obligatoria de los periodistas...'); con el art. 11.1 y 11.3 según el cual: 1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad. 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques; y con el art. 32.2 de acuerdo con el cual: Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática", (Opinión Consultiva OC-7/86, sobre la exigibilidad del derecho de rectificación o respuesta de la Convención).

Cabe recordar en este contexto, que es pauta segura para la hermenéutica de la Convención, atenerse a que su "propósito" ha sido y es, el de "consolidar" determinados derechos "dentro del cuadro de las instituciones democráticas", (Convención, Preámbulo, consid. 1; asimismo; arts. 29 y 32). La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dispone, a su turno, que "los derechos de cada hombre están limitados por los derechos de los demás... por las justas exigencias del bienestar general y del desenvolvimiento democrático" (art. XXVIII).

La doctrina minoritaria, reputan al referido "derecho de réplica" como opuesto al art. 14 CN., ubicado en su primera parte. El mismo enuncia, entre otros, el derecho de los habitantes a "publicar sus ideas por la prensa sin censura previa". La censura, se comenta, aparece tanto cuando a alguien se le impide publicar una idea, como si se lo obliga a publicar algo contra su voluntad. En ambos, básicamente, se estaría haciendo lo mismo: perturbar la libertad de expresión.

Otra parte considera que la replica no es reñido con el debido respeto a la garantía de la libertad de prensa y de expresión. Que en la estructura constitucional existen determinados principios de carácter indudablemente arquitectónico. Uno de éstos es, a las claras, ese aspecto de la libertad de expresión que autoriza a no expresar lo que no se quiera expresar. Los medios de comunicación son, en consecuencia, quienes deciden sobre sus mensajes y, también, sobre sus silencios. Empero, de tan precioso postulado sobre el que descansa y se nutre en buena medida la libertad y el futuro de la República, no puede derivarse un rechazo en globo del derecho sub examine. Dicha libertad puede ser armonizada con la protección de derechos de indudable raíz constitucional como son los aludidos por el art. 14 de la Convención, máxime cuando el medio elegido se exhibe, al par, como enriquecedor de la convivencia democrática.

Que constituye un aceptado principio que las garantías constitucionales no son absolutas, sino que se desenvuelven dentro de un marco que está dado por la finalidad con que son instituidas; y que en el caso de la libertad de expresión, consiste en asegurar a los habitantes la posibilidad de estar suficientemente informados para opinar y ejercer sus derechos respecto de todas las cuestiones que suceden en la república en un momento dado, tutelando la libre difusión de las ideas como concepto esencial del bien jurídico protegido. Ese derecho es inherente a toda la población y no exclusivo y excluyente de los titulares o permisionarios de los medios de difusión (395 U.S. 367, "Red Lion Broadcasting Co. v. FCC").

Lo expresado pone en claro, que nada hay en la primera parte de la Constitución Nacional que se oponga al derecho de rectificación o respuesta previsto en el art. 14 de la Convención.

Que, por lo demás, lo vedado por los arts. 14 y 32 de la CN. es la censura previa, y el derecho de respuesta no lo es. En este sentido, así como no es posible sostener que la aplicación de la ley penal o civil para reprimir y resarcir, respectivamente, los abusos de la prensa puede ser considerada como una censura previa, la admisión del derecho de rectificación también queda al margen de tal concepto.

Que tampoco puede sostenerse que el derecho de respuesta quiebra la autodeterminación de empresas y periodistas para proceder a la selección y transmisión de la información, como tampoco que obligue a unas y otros a actitudes de autocensura, pues de lo que se trata sólo es de rectificar -concurriendo ciertas condiciones- una versión previamente difundida, en el entendimiento de que con ello se brinda a lectores, oyentes y espectadores un más amplio espectro informativo.

Con tal entendimiento, bien se aprecia que el derecho de rectificación o respuesta no restringe la libertad de prensa, sino que por el contrario la enriquece, puesto que permite desinformar lo erróneo e informar lo que se considera correcto, especialmente en cuanto se vincula a cuestiones con injerencia en aspectos de la personalidad de los individuos. Asimismo, casi huelga señalarlo, con la admisión del derecho de respuesta no se indica cómo ni en qué oportunidad, ni cuál ha de ser la noticia que las empresas deben propalar, pero, en cambio, sí se brinda oportunidad de ver la otra cara de una verdad que intenta ser revelada, lo que, de tal manera, permite cumplir con mayor amplitud la acción positiva esperada de los comunicadores sociales.

Al par, la admisión de la rectificación amplía la base subjetiva de las personas que en los hechos pueden hacer un efectivo ejercicio de la libertad de expresión, restableciendo la notable desigualdad que existe entre quienes tienen fácil acceso a los medios de prensa y quienes normalmente sólo son sujetos pasivos de la noticia.

Que, así entendido, el derecho de rectificación o respuesta posee un carácter eminentemente instrumental en la realización de una libertad esencial como es la de prensa que, necesario es recordarlo, ya que pocos parecen entenderlo, no reside ni es del dominio exclusivo y excluyente de los órganos periodísticos, de las megaempresas de noticias, o de los periodistas profesionales, sino que por el contrario, se trata de una libertad que ha sido establecida por la Constitución Nacional para ser ejercida por todos los habitantes en las condiciones en que natural y jurídicamente ella sea posible.

Insístase en la idea anterior: la libertad de prensa y, en general, la libre comunicación de pensamientos y opiniones, no es un monopolio de los profesionales de la prensa sino un derecho reconocido a todos los ciudadanos, (conf. Jean Rivero, "Les libertés publiques", vol. II, P.U.F., París, 1980, p. 240).

Por último, nada indica que en los países en los que rige un derecho de características similares al reseñado precedentemente, se hayan producido efectos negativos para la libertad de expresión o se haya incrementado la autocensura de los medios periodísticos, lo que da por tierra con los pronósticos agoreros de los adversarios del instituto.

Teoría de la Resp. Social de la prensa:
El derecho de rectificación o respuesta, además de tener fundamento en el sistema internacional protectorio de derechos humanos que nuestro país ha receptado, lo tiene también en la moderna teoría de la responsabilidad social de la prensa, según la cual la libertad de prensa es abordada con una conciencia más social y menos individualista que la propia de tiempos pasados. En este sentido, la actividad de la prensa se concibe hoy en función del público, cuya protección se percibe como una necesidad cada vez más urgente. Nuevo sentido de la responsabilidad que se traduce, asimismo, en la formulación de códigos morales o de conducta que reflejan obligaciones que acompañan al derecho de libertad de expresión, los que a su vez, dan lugar a ciertas consecuencias jurídicas, sobre todo en aquellos casos en que el derecho a la libertad de expresión se convierte en el privilegio de unos pocos frente a muchos por la misma naturaleza y forma de funcionamiento de los medios periodísticos. Y, en ese orden de ideas, uno de los rendimientos que la teoría de la responsabilidad social supera en la época de la prensa en masas es, según la Comisión sobre la Libertad de Prensa norteamericana, que la prensa se convierta en "un foro para el intercambio de comentarios y críticas" (conf. Th. Peterson, "The social responsability theory of the press", en F. Siebert y otros: "Four theories of the press", University of Illinois Press, Urbana, 1963, p. 89). Ello significa que los grandes instrumentos de comunicación de masas deben ser contemplados como medios de discusión publicada, dando entrada a puntos de vista contrarios a los suyos. Puesto que el control de la prensa está en un número de manos cada vez menor, ésta debería ser un vehículo de expresión plural de ideas y opiniones, incluso cuando las ideas y opiniones sean contrarias al propietario del medio, (conf. Saavedra López, M., "La libertad de expresión en el Estado de Derecho, entre la utopía y la realidad", Barcelona, 1987, p. 103).

Consecuentemente, uno de los grandes principios y expresión misma de la teoría de la responsabilidad social de la prensa es que "...los medios de comunicación deben ser pluralistas y reflejar la diversidad de la sociedad, concediendo acceso a los distintos puntos de vista y al derecho de réplica...", (conf. Denis Mc Quail, "Introducción a la teoría de la comunicación de masas", Barcelona, 1985, p. 112).

Es jurisprudencia constante y bien afirmada de la Corte, la que sostiene la inexistencia de derechos constitucionales absolutos (Fallos 290-83 [7]; 297-201; 304-319 [8] y 1524, entre otros).

DERECHO DE REPLICA. SU DECLARACIÓN DE CONSTITUCIONALIDAD EN EL CASO "PETRIC", (Constitucionalidad y extensión del "derecho de réplica", Sagüés, Néstor P., JA 1998-IV-349).

La mayoría concluye que el derecho de réplica no es incompatible con la libertad de expresión. Un voto inicial suscripto por tres de sus jueces (Petracchi, Bossert, López), indica que es necesario amalgamar la segunda con el primero. Entender -se agrega- que ciertos derechos de la persona comprometen siempre a la libertad de expresión, y que ésta debe también siempre prevalecer sobre aquéllos, significa una unilateralización del problema que debe desecharse. Finalmente, y con cita de palabras del Tribunal Constitucional español, ese voto añade que el derecho de rectificación tutela al sujeto que lo ejerce pero también a la opinión pública toda, ya que permite acceder a todos a una versión diferente de los hechos publicados, y ello "favorece, más que perjudica, el interés colectivo en la búsqueda y recepción de la verdad".

Las ideas clave de este voto, en el sentido de que: a) es necesario armonizar libertad de expresión con otros derechos de la persona (como honra, dignidad, etc.); b) que la réplica tiene una naturaleza bifronte: primero, tutela del perjudicado por una información inexacta o agraviante, y segundo, interés social en conocer la versión de cada uno (la del medio y la del perjudicado), para detectar dónde se encuentra la verdad, es compartida por otros votos de jueces de la Corte, y perfila así un voto nítidamente mayoritario del tribunal.

La tesis precedente importa, nos parece, el rechazo de la doctrina que reputó a la libertad de expresión como un derecho absoluto.

Con estos fundamentos es que se contribuye a la incorporación de garantías constitucionales fundamentales en un Estado de Derecho que proporcionen la protección necesaria ante cualquier arbitrariedad que puedan sufrir los ciudadanos, de manera de cumplir con el mandato de lo dispuesto por la Ley 9.768, Incorporando el Derecho de Replica o Respuesta, proyectándose el siguiente articulado:

DERECHO DE REPLICA:

“Toda persona o entidad afectada en su honra o reputación por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio, a través de medios de comunicación social, tendrá derecho a la réplica o aclaración gratuita, respuesta que deberá publicarse dentro del más breve plazo, por el mismo órgano que sirvió de vehículo a dicha referencia o información. Sin perjuicio de las demás responsabilidades legales que derivaran del hecho”.

Hechos que habilitan la garantía:
Corresponde, en primer término, subrayar que el derecho de rectificación o respuesta se circunscribe a las "informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio (del afectado)". Puesto que informar es, según el Diccionario de la Real Academia Española, "enterar, dar noticia de una cosa", la clara terminología del precepto limita el derecho al ámbito de lo fáctico, lo relativo a hechos cuya existencia (o inexistencia) puede ser objeto de prueba judicial. Queda así excluido el amplio sector en el cual lo decisivo no es atinente a los hechos, sino más bien a su interpretación: es el campo de las ideas y creencias, las conjeturas, las opiniones, los juicios críticos y de valor. En este último campo también existen -es cierto- elementos de hecho, pero lo esencial es la aceptación o repulsa que la base fáctica provoca en el autor de la expresión.

Se establece un marco restringido a las posibilidades de ejercer la réplica. Se sostiene que la réplica sólo se aplica al afectarse “la dignidad, la honra o reputación y las convicciones más profundas de una persona”, y se excluyen las “ideas de tipo artístico, literario, político, partidario o ideológico”.

Lo dicho vale tanto para las "informaciones inexactas" como para las "agraviantes". También en estas últimas el carácter de "agraviante" debe provenir de los hechos en sí mismos de los que se da noticia -que el afectado pretenderá eventualmente responder- y no de la formulación de juicios de valor descalificantes. Una expresión fuertemente crítica podrá dar lugar a otro tipo de respuestas legales (por ejemplo, si cae en el insulto gratuito e injustificado), pero nunca dará ocasión al ejercicio del derecho de replica.

Desde esta perspectiva, se dijo en Fallos 315-1492, 1538: "Un periódico o una emisora no son una plaza pública en donde cualquiera puede levantar su tribuna. Lo decisivo es que los responsables de los medios de difusión son los que determinan el contenido de las informaciones, noticias o programas que publican o emiten. A este principio sólo hacen excepción motivos de orden público o institutos como el derecho de rectificación o respuesta, este último con los alcances que se han expuesto supra. Por el contrario, si se obligara a los medios a costear toda opinión adversa a lo que han difundido, se llegaría rápidamente al absurdo de que sólo sería posible expresarse libremente a través de aquéllos, a condición de poder financiar igual posibilidad a todos los eventuales contradictores. Parece innecesario abundar en la sinrazón de la postura. Impracticable económicamente e incoherente desde el punto de vista lógico, tal pretensión importaría un claro menoscabo al derecho de libre expresión. La realidad desmentiría a la utopía: no habría muchas voces, habría silencio" -Del voto en disidencia de los Dres. Petracchi y Moliné O'Connor, consid. 25-.

Excluir de la rectificación o respuesta lo que genéricamente pueden denominarse opiniones sucede en otros ordenamientos. Así, por ejemplo, el Tribunal Constitucional de España afirmó que "por su naturaleza y finalidad, el derecho de rectificación... normalmente sólo puede ejercerse con referencia a datos de hecho (incluso juicios de valor atribuidos a terceras personas), pero no frente a opiniones cuya responsabilidad asume quien las difunde..." (Sentencia 35/1983, del 11/5). En otro caso, expresó que "...la inserción de la réplica sólo procede en la medida en que se pretenden rectificar hechos y no opiniones y cuando los hechos publicados afectan perjudicialmente a los intereses del demandante aludido por la información" (sentencia 168/1986, del 22/12).

El alcance del derecho proyectado no autorizaría a imponer a los medios, con fundamento de esa norma, la obligación que la Federal Communications Commission de los Estados Unidos puso sobre las emisoras radiotelevisivas en virtud de la llamada political editorial rule. Según esa regulación, cuando una emisora en su editorial sostenía o se oponía a un candidato político, debía notificar esa circunstancia al candidato opuesto o a los oponentes del candidato apoyado, para que tuviera una razonable oportunidad de manifestar su postura en el mismo medio (conf. Stone, Geoffrey R. y otros "Constitutional Law", second edition, Little, Brown and Co., 1991, p. 1413).

Legitimación Activa:
La norma impone que la información que da origen al derecho de rectificación o respuesta se refiera directamente al presunto afectado o, al menos, lo aluda de modo tal que resulte fácil su individualización. "El fundamento de esta posición reside en que si -por vía de hipótesis- se reconociera este derecho sin el mencionado 'requisito de individualización', se abriría la posibilidad de infinitos cuestionamientos a expresiones ideológicas o conceptuales que, en definitiva, afectarían a la libertad de prensa" (...) "...su institución no ha tenido el propósito de crear un foro al que pueda abordar todo aquel que crea ver atacados valores, figuras o convicciones a los que adhiera", (Fallos 315-1492, 1532, -Del voto en disidencia de los Dres. Petracchi y Moliné O'Connor-, consids. 19 y 20).

Si se admitiese que cualquiera pueda exigir el acceso gratuito a los medios de comunicación con el único propósito de refutar los hipotéticos agravios inferidos a las figuras a las que adhiere... es razonable prever que innumerables replicadores, más o menos autorizados, se sentirán llamados a dar su versión sobre un sinfín de aspectos del caudal informativo que -en un sentido psicológico, mas no jurídico- los afectarán.

Exigencia de Perjuicio:
Otro tema relativo al ejercicio de la rectificación, atañe al recaudo de perjuicio: el derecho de respuesta está concedido a toda persona "afectada" por determinadas informaciones emitidas en su "perjuicio". Es por ello que la procedencia de la respuesta no exige la producción de un perjuicio cierto. Es suficiente, en tal sentido, que la información posea un potencial dañoso, vale decir, que pudiera llegar a lesionar un interés jurídicamente protegido referidos al honor o la reputación.

En palabras del juez de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Héctor Gros Espiell, el objetivo es garantizar a la persona la posibilidad de expresar "sus puntos de vista y su pensamiento respecto de la información emitida en su perjuicio" (su voto en la Opinión Consultiva OC-7/86, del 29 de agosto de 1986, sobre Exigibilidad del Derecho de Rectificación o Respuesta).

La contestación no presupone ni obrar ilícito, ni culpabilidad, por parte del órgano; la respuesta no es sanción, ni reproche; quien la pide no exige responsabilidad jurídica ni tampoco la asume el que la concede. Publicar una respuesta no conlleva, para el órgano, retractación alguna, ni rectificación, ni implícito reconocimiento de la inexactitud de la información que difundió. Lo que ha sido expuesto impone esta conclusión, so color de erigir entre medios y afectados un desequilibrio intolerable en favor de estos últimos. En suma, la contestación no consagra vencedores ni derrotados. Y si los hubiera, el veredicto provendría del "público en general".

Que los requerimientos relativos a la existencia de un daño cierto, así como los vinculados con la intencionalidad del agente (el informador) y la infracción de un deber jurídico, conciernen a la teoría general de la responsabilidad civil; tienden a determinar en qué supuestos una persona debe reparar los daños inferidos a un derecho de otra persona. Pero la respuesta, como ya ha sido expresado, no tiene esa finalidad. Podrá evitar o atenuar la configuración de un perjuicio, mas es extraña al ámbito sancionatorio en el que se emplaza el régimen de responsabilidad por daños. Es revelador, en este punto, el inc. 2 del art. 14 de la Convención: "En ningún caso la rectificación o la respuesta eximirán de las otras responsabilidades legales en que se hubiese incurrido".

Información Inexacta:
Otra importante característica del derecho es que -a diferencia del droit de réponse francés- requiere que la información sea inexacta (también en el caso de las "agraviantes", conf. supra, consid. 9).

Los señalados requisitos son desconocidos en el derecho francés, en el cual basta que alguien sea designado en un medio gráfico (el derecho es más restringido en materia audiovisual) para que tenga derecho a la respuesta, sea cual fuere el contenido del artículo, laudatorio o crítico, manifiestamente falso o verídico (Balle, Francis, "Médias et Sociétés", 5ème. édition, Ed. Montchrestien, París, 1990, p. 277; "Casación Criminal", 21/5/1924, en Recueil Dalloz-Sirey 1924, 1, 97). El derecho es general y absoluto (C. A. París, 13/5/1991, en Recueil Dalloz-Sirey 1991,18 cahier, IR, p. 120). Los aludidos por la nota son los únicos jueces de la conveniencia de su respuesta (nota de Josserand al precitado fallo de la Casación Criminal).

El sistema que se proyecta es distinto. Si el diferendo llega a un tribunal, algo tiene que decir la prueba a producirse en el juicio sobre la inexactitud y el perjuicio, porque sería absurdo que la norma exigiera esos requisitos para luego diferir todo a la simple alegación de una de las partes.

El derecho de respuesta -observa F. Terrou- "acrecienta el volumen de la información, multiplica las fuentes, facilita la controversia", (cit. en Pinto, Roger, "La libertad d'information et d'opinion en Droit International", Ed. Económica, París, 1984, p. 183).

La norma proyectada sigue un criterio que se acercaría, en alguna forma, al de la legislación francesa y alemana, entre otras, en cuanto al derecho a la "contraexposición" (droit au contre-exposé; gegenanstellung), como un modo de tutela de la persona en el sentido del viejo brocárdico audiatur et altera pars, y de restablecimiento de la "igualdad de las armas" entre los particulares y la prensa, que ejerce un poder considerable sobre la formación de la opinión pública, (Kayser, Pierre, "La Protection de la Vie Privée", París, 1984, p. 85). Aproximación ésta que, desde luego, no debe pasar por alto, que en el caso, es requisito, entre otros, que se trate de información inexacta, por lo menos con los alcances anteriormente indicados.

Inmediatez de la publicación del afectado:
Que, asimismo, los caracteres de los que se ha hecho mérito se corresponden con otra de las notas del derecho de respuesta. Es éste, en sustancia, una herramienta rápida para que se conozca la "otra" versión de los hechos, la del afectado; la aclaración ha de ser "razonablemente inmediata", fruto de un "trámite simple y expeditivo", ("Ekmekdjian v. Sofovich" cit., consid. 29 y passim). Hay en el comentario de los autores e, incluso, en la legislación extranjera, una llamativa coincidencia en cuanto a que la inserción de la respuesta ha de guardar una estrecha proximidad temporal con la difusión de la noticia contestada. La razón principal, en síntesis, no es otra que la de evitar o reducir los perjuicios que la nueva pudiera producir, posibilitando que el público se anoticie de la respuesta teniendo fresca la información que la motiva. No se requiere un espíritu muy agudo para advertir que dicha inmediatez es predicable del trámite -incluso extrajudicial- de la respuesta, precisamente por la innecesariedad de la acreditación de los recaudos antes examinados, por lo menos en los términos que han sido expresados. De no ser esto así, el proceso de respuesta -de ser llevada la cuestión a los tribunales- se convertiría en un poco provechoso remedo de, por ejemplo, un juicio de daños ("Deben establecerse límites temporales razonables: a] para efectuar el reclamo ante el órgano de difusión; b] para que éste le dé satisfacción; c] para el ejercicio de la acción judicial", y preverse, para esto último, la vía "más urgente y de máxima celeridad que sea adecuada para la tutela de los derechos afectados". Segundas Jornadas Bonaerenses de Derecho Civil, Comercial y Procesal, Junín, 1987, Comisión Tercera, conclusiones 9ª y 7ª).

Laura I. Gastaldi

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 576)

Proponemos la incorporación del siguiente artículo:

De las disposiciones generales

Las disposiciones de la presente ley establece la protección ambiental sobre la gestión integral de residuos de origen industrial y de actividades de servicio, que sean generados en todo el territorio provincial y municipal, y sean derivados de procesos industriales o de actividades de servicios.

Se entiende por proceso industrial, toda actividad, procedimiento, desarrollo u operación de conservación, reparación o transformación en su forma, esencia, calidad o cantidad de una materia prima o material para la obtención de un producto final mediante la utilización de métodos industriales.

Se entiende por actividad de servicio, toda actividad que complementa a la industrial o que por las características de los residuos que genera sea asimilable a la anterior, en base a los niveles de riesgo que determina la presente.

Se entiende por residuo industrial a cualquier elemento, sustancia u objeto en estado sólido, semisólido, líquido o gaseoso, obtenido como resultado de un proceso industrial, por la realización de una actividad de servicio, o por estar relacionado directa o indirectamente con la actividad, incluyendo eventuales emergencias o accidentes, del cual su poseedor productor o generador no pueda utilizarlo, se desprenda o tenga la obligación legal de hacerlo.

Se entiende por gestión integral de residuos industriales y de actividades de servicio al conjunto de actividades interdependientes y complementarias entre sí, que comprenden las etapas de generación, manejo, almacenamiento, transporte, tratamiento o disposición final de los mismos, y que reducen o eliminan los niveles de riesgo en cuanto a su peligrosidad, toxicidad o nocividad, según lo establezca la reglamentación, para garantizar la preservación ambiental y la calidad de vida de la población.

Los objetivos de la presente ley son los siguientes:

a) Garantizar la preservación ambiental, la protección de los recursos naturales, la calidad de vida de la población, la conservación de la biodiversidad, y el equilibrio de los ecosistemas.

b) Minimizar los riesgos potenciales de los residuos en todas las etapas de la gestión integral

c) Reducir la cantidad de los residuos que se generan.

d) Promover la utilización y transferencia de tecnologías limpias y adecuadas para la preservación ambiental y el desarrollo sustentable.

e) Promover la cesación de los vertidos riesgosos para el ambiente.

Quedan incluidos en el régimen de la presente ley y sujetos a normativa específica:

a) Los residuos biopatogénicos

b) Los residuos domiciliarios

c) Los residuos radiactivos

d) Los residuos derivados de las operaciones normales de los buques y aeronaves.

Se prohíbe la importación, introducción y transporte de todo tipo de residuos, provenientes de otros países al territorio provincial, y sus espacios aéreo y marítimo, con excepción del tránsito de aquellos residuos, previsto en convenios internacionales.

De los niveles de riesgo

La autoridad de aplicación nacional, concertará los niveles de riesgo que poseen los diferentes residuos; para ello se deberán tener en cuenta: los procesos de potencial degradación ambiental que puedan generar, la afectación sobre la calidad de vida de la población, sus características, calidad y cantidad, el origen, proceso o actividad que los genera, y el sitio en el cual se realiza la gestión de los residuos industriales y de actividades de servicio. Asimismo, se deberán respetar las regulaciones establecidas en los convenios internacionales suscriptos.

Las autoridades provinciales y de la Ciudad de Buenos Aires, responsables del control y fiscalización de la gestión integral de los residuos alcanzados por la presente, deberán identificar a los generadores y caracterizar los residuos que producen y clasificarlos, como mínimo, en tres categorías según sus niveles de riesgo bajo, medio y alto.

Compete a la autoridad de aplicación:

a) Entender en la determinación de políticas en materia de residuos industriales y de actividades de servicio, en forma coordinada, con las autoridades con competencia ambiental de las Provincias y de la Ciudad de Buenos Aires, en el ámbito del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA).

b) Promocionar la utilización de procesos productivos y métodos de tratamiento que impliquen minimización, reciclado y reutilización de los mismos, y la incorporación de tecnologías más adecuadas para la preservación ambiental.

c) Formular e implementar, en el ámbito del Consejo Federal de Medio Ambiente (COFEMA), el Plan Nacional de Gestión Integral de Residuos Industriales y de Actividades de Servicio, el que deberá, entre otros, incluir los parámetros de reducción de los residuos en la etapa generación, y los plazos de cumplimiento.

d) Asesorar y apoyar a las jurisdicciones locales en los programas de fiscalización y control de los residuos.

e) Desarrollar un sistema de información integrado, de libre acceso para la población, que administre los datos producidos en cada una de las jurisdicciones, respecto de la gestión integral de los residuos.

f) Administrar los recursos provinciales y los provenientes de la nación y la cooperación internacional, destinados al cumplimiento de la presente ley.

g) Ejercer todas las demás facultades y atribuciones que por esta ley se le confieren.

GASTALDI

FUNDAMENTOS

Dentro del concepto de Seguridad Ambiental, se incluyen los de seguridad respecto a la enfermedad, las adicciones, los accidentes y el deterioro ambiental, es decir, riesgos y amenazas previsibles que, provenientes del entorno físico y social de la persona, pueden afectar su bienestar.

Los tratados internacionales ambientales se han llevado a cabo no sólo a nivel mundial o general sino, también, a nivel regional, subregional y, en muchísimos casos, bilateral, y versan en materias tan variadas como la protección de la naturaleza y del medio ambiente, la diversidad biológica, la flora y fauna, los recursos acuíferos superficiales y subterráneos, el mar y sus recursos vivos y no vivos, la capa de ozono, la atmósfera y el cambio de clima, sea mundialmente o en cada uno de los continentes, incluyendo la Antártida, en cada uno de los océanos y mares y en todas las regiones y sub–regiones geográficas del planeta.

La Administración Ambiental

En términos generales, en la distribución de competencias e incumbencias, correspondería asignar al Estado la responsabilidad primaria en el establecimiento de principios y pautas comunes de conducta para la protección ambiental. Esto incluye la sanción de marcos normativos que fijen parámetros de manejo sustentable para las distintas actividades económicas, la conformación de organismos de instrumentación, fiscalización y control, verdaderamente operativos, y un órgano judicial con capacidad efectiva –no sólo formal– para ejercer sus funciones, afianzar valores y garantizar una efectiva tutela.

Desde ya, esto no excluye las responsabilidades y acciones de la sociedad, ni las instancias del mercado. Pero resulta claro que cualquier intento de resolución de los conflictos ambientales debe plantearse a partir de una Política Ambiental cuyas recomendaciones y objetivos deben ser formulados desde las instituciones estatales, reguladoras de las inquietudes y necesidades de los distintos sectores sociales, políticos y económicos, y articuladoras de los intereses y expectativas de la comunidad, a fin de aportar legitimidad y eficiencia en la consecución de los fines públicos.

Nuevas estrategias

No se trata de confrontar instrumentos de regulación y control con mecanismos de mercado, sino de formular un abanico de opciones de política ambiental donde pueda compatibilizarse el necesario desarrollo y protección del ambiente –a fin de garantizar la calidad de lo que se produce y consume– con la calidad de los servicios que se disfrutan.

En principio, se requiere un reforzamiento institucional de los organismos administrativos ambientales. Primero, a través de una clara decisión política de disponer instrumentos y recursos y, en el caso de los organismos nacionales, la fijación junto al parlamento de directivas, regulaciones, parámetros, metas y objetivos ambientales claros y específicos.

Pero, sin lugar a dudas, el eje de una nueva construcción debe estar centrado en el mejoramiento de las capacidades locales de gestión ambiental concebida como una función participativa, transectorial e integradora, y no sólo limitada a un único organismo. La decidida participación de la sociedad civil en la gestión ambiental incidirá en la calidad de la política adoptada y en la transformación productiva sustentable.

Resulta importante aclarar que el reforzamiento jurídico–institucional del Estado en materia ambiental, no implica el desconocimiento o abandono de otros mecanismos de acción fuera de la órbita estatal, como son las iniciativas privadas o un eventual beneficio ambiental resultante del funcionamiento propio del mercado. Por el contrario, se trata de fomentar esas prácticas a través de políticas globales (industriales, crediticias, impositivas, exportadoras, etc.) y establecer un marco mínimo de protección ambiental para cuando el "interés del mercado" se contrapone a la necesidad social de preservar su calidad de vida y su entorno.

Rol del Estado en materia ambiental

El artículo 41 de la nueva Constitución Nacional expresa: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos.”

Si bien el deber de preservar es generalizado a toda la sociedad y no se establece para las autoridades ninguna obligación taxativa de protección ambiental, para poder implementar una protección eficiente es necesario establecer niveles de responsabilidad, tanto frente a las técnicas de regulación adecuadas, como a las labores de fiscalización y control y en cuanto al daño y su reparación.

En el mundo ya casi nadie discute que la dimensión de los problemas ambientales actuales sobrevino con la revolución industrial y la explotación intensiva de los recursos naturales. Pero la realidad es hoy mucho más compleja y el deterioro de las condiciones ambientales y sociales se origina en más de una fuente. De hecho, en varios encuentros internacionales, los países industrializados señalaron a la pobreza como "una de las principales fuentes de contaminación ambiental, tanto o más que la proveniente de la actividad industrial".

Más allá de este discutible argumento, lo cierto es que no existe actualmente un solo responsable ni un único abordaje posible para enfrentar la crisis ambiental.

La Constitución de la Provincia de Buenos Aires, tras su reforma de 1994, establece en su art. 28 que "los habitantes de la Provincia tienen el derecho a gozar de un ambiente sano y el deber de conservarlo y protegerlo en su provecho y en el de las generaciones futuras". La contaminación ambiental y la degradación del ecosistema constituyen problemas de creciente relevancia. La relación personas–naturaleza conforma una preocupación esencial e implica, por consiguiente, un desafío para una estrategia de Desarrollo Humano Sustentable.

El uso y procesamiento de los recursos naturales, los planes de desarrollo inadecuados, el crecimiento anárquico de asentamientos urbanos y un sistema global de relación de la persona con la naturaleza potenciado por los avances tecnológicos, impusieron severas alteraciones en el equilibrio ecológico y graves distorsiones en el ambiente en el que se desarrolla la vida de las personas.

El deterioro de los ecosistemas naturales representa un elevado costo para el Desarrollo Humano. Como lo mencionara el Informe sobre Desarrollo Humano 1994 del PNUD, los seres humanos confían en un medio físico saludable en el supuesto de que, cualquiera sea el daño que inflijan a la Tierra, ésta terminará por recuperarse. Sin embargo, el explosivo proceso de crecimiento del cual los dos últimos siglos han sido testigos, ha generado una profunda crisis en esta concepción.

Las amenazas ambientales que cada comunidad enfrenta provienen de una combinación del deterioro de los sistemas local y mundial. El incremento de la conciencia de la contaminación y del agotamiento de los recursos naturales a escala mundial no debe ocultar la consideración de las problemáticas cuyo origen y padecimiento ocurren en una escala regional o local, predominantemente urbana. Contaminación del agua, del suelo, del aire, inundaciones, incendios, explosiones, derrames o escapes tóxicos, constituyen algunos de los problemas que se perciben diferencialmente en una gran ciudad.

En el área ambiental, no es correcto asimilar percepción de riesgo a relevancia de una amenaza: en ningún área es más evidente que los riesgos desconocidos son más peligrosos que los conocidos, los invisibles que los visibles.

En cuanto a la conciencia sobre el grado de contaminación del ambiente, existe mayor percepción sobre el deterioro del aire que respecto al resto de los elementos que lo integran. El orden decreciente en que se evalúa el grado de contaminación de los otros ámbitos es el siguiente: suelo, agua de la canilla, barrio en general y alimentos que se consumen. Las mujeres y las personas de mayor nivel educativo muestran una tendencia mucho más acentuada en la evaluación del grado de contaminación de todos los aspectos mencionados.

Las personas que viven en el Interior de la Provincia tienen una percepción menor de la contaminación del ambiente, excepto en lo relativo al suelo.

La ocurrencia de accidentes ambientales graves constituye también un riesgo que es visualizado como menos relevante que las amenazas persistentes por contaminación. Las catástrofes ambientales consideradas como más probables son los incendios, seguidos del ineficiente manejo de los residuos peligrosos, los escapes o derrames tóxicos, las explosiones y, por último, las inundaciones. Las mujeres expresan mayor percepción de riesgo que los varones. Los jóvenes visualizan mayores riesgos en los escapes o derrames tóxicos, explosiones e inundaciones. En general, la percepción sobre el peligro que todos los riesgos, es mayor en quienes tienen niveles de estudios más elevados, especialmente en el caso de los incendios y los escapes o derrames tóxicos.

En el marco del cálculo del Producto Bruto Geográfico de Entre Ríos presentado a precios corrientes de mercado para el año 1998, la industria alimenticia representa un 44% respecto del total industrial, destacándose la actividad frigorífica (fundamentalmente avícola) con un 23% y molinera (principalmente arrocera y de alimentos balanceados) con un 14%. En el resto del sector industrial sobresale la producción de aserraderos con un 14% y la fabricación de productos químicos con un 21%. En consecuencia, los cuatro rubros antes nombrados representan un 72% del valor agregado industrial.

Según el último registro de la Dirección de Promoción y Desarrollo Industrial, hasta el mes de julio del año 2002, se desarrollan en la provincia 3.884 actividades industriales, desde talleres de panadería, hasta grandes industrias. Del total, sólo 80 empresas, las más importantes, producen casi el 80 % del Producto Interno Industrial; el resto participa en un 20 %.

Como no está presente en ningún artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos proponemos este tema respaldado por lo antes mencionado y teniendo en cuenta datos obtenidos en la página oficial de Entre Ríos y respaldado a su vez con Leyes Nacionales y Tratados internacionales, mencionados brevemente a continuación:

Ley de residuos industriales Nº 25612;

Ley de gestión integral del agua Nº 25688;

Ley de gestión de los PCBS Nº  25670;

Ley de información ambiental Nº 25831;

Ley de gestión de residuos domiciliarios Nº 25916:

Ley general del ambiente N ° 25675;

Ley general de actividad nuclear Nº 24804;

Ley de Conservación y Recuperación de la Capacidad Productiva de los suelos Nº 22428;

Ley Nº 20284 Disposiciones para la Preservación del Recurso Aire;

Protocolo de Kyoto sobre el cambio climático es un acuerdo internacional que tiene por objeto reducir las emisiones de seis gases provocadores del                                         :
                                (CO2), gas        (CH4) y óxido nitroso (N2O), además de tres gases industriales fluorados: Hidrofluorocarbonos (HFC), Perfluorocarbonos (PFC) y Hexafluoruro de         (SF6), en un porcentaje aproximado de un 5%, dentro del período que va desde el año 2008 al 2012, en comparación a las emisiones del año 1990.

Situación actual: La UE aceptó el objetivo de un 8% de reducción; EE.UU. 7% y Japón 6%. Sin embargo, otros países tenían el compromiso de estabilizar sus emisiones como Nueva Zelanda, Rusia o Ucrania, o la posibilidad de incrementarlas como Noruega un 1% y Australia un 8%. Lo mismo sucedió con el reparto que los países europeos hicieron de su 8% conjunto, permitiendo a España aumentar las emisiones en un 15%. Como las emisiones reales de Rusia cayeron con el colapso económico de principios de los 90, la concesión creó un significativo excedente de "derechos" de contaminación (conocido como "aire caliente") que podría ser vendido al mejor postor.

El Protocolo de                relativo a Sustancias Agotadoras de la Capa de Ozono es un
            internacional que tiene como objetivo proteger la                       mediante el control de producción de las sustancias degradadoras de la misma. El tratado fue firmado el                  de              y entró en vigor el           de               . Desde entonces, ha sufrido cinco revisiones, en 1990 en                   , 1992 en              , 1995
               ,1997        , y en 1999      .

Laura I. Gastaldi

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 577)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase al Artículo 90, o al que resulte su equivalente, el siguiente texto:

Art.90:

“Se arbitrará la actualización y consolidación de modo permanente del orden normativo provincial.”

ROMERO – KUNATH.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Con el presente proyecto intentamos dar una solución constitucional a la denominada "inflación legislativa" (crecimiento desmedido del número de leyes) que padece nuestra provincia, que es también un problema de considerables dimensiones a nivel nacional y de otros ordenamientos jurídicos comparados. La modificación se encuentra autorizada por el Art. 1, punto 1 de la Ley 9768.

El principio fundamental de seguridad jurídica, tiene como presupuesto el conocimiento de la ley por parte de los sujetos obligados, es decir, poder establecer cuál es la legislación vigente, no sólo por parte de los especialistas y abogados sino también por todos los ciudadanos, ya que la presunción de que el derecho se considera conocido y que nadie puede ampararse en el desconocimiento de la ley, se transforma en sólo una ilusión en el marco de un corpus normativo voluminoso y contradictorio.

A nivel nacional podemos citar la experiencia del proyecto de sanción del Digesto Jurídico Argentino, un trabajo de depuración de la legislación nacional que nos ha permitido conocer que, de 26 mil leyes y 22 mil decretos, son alrededor de 4 mil leyes y 2 mil decretos los que tienen verdadera vigencia.

Algunos autores, como el profesor Antonio Martino1 han denominado al fenómeno, “contaminación legislativa”, describiéndolo como un asunto que los ordenamientos jurídicos deben combatir permanentemente. “La contaminación es el crecimiento desproporcionado de la legislación y la imposibilidad de eliminar la basura (leyes que se contradicen con normas posteriores o que han caído en desuso)”. Cuando las leyes crecen de número, pero sobre todo cuando no pueden eliminarse las leyes derogados porque no se saben cuales son, el sistema en vigor se torna incierto.

Desde nuestro punto de vista, consideramos que ninguna transformación del Estado será completa si no hay un ordenamiento jurídico con reglas más claras y amplia difusión.

Crear en la Legislatura la obligación permanente de consolidar y ordenar el sistema normativo vigente es muy importante para acercar las normas al ciudadano.

El paradigma del buen legislador debe cambiarse. No debe ser aquel que genera o produce mayor cantidad de leyes, sino aquel que hace pocos y buenos textos, que tengan una vigencia efectiva en la realidad que se intenta corregir o modificar.

Estamos ante la posibilidad de fomentar desde la reforma de la Constitución un régimen provincial de normas consolidado, evitando así la profusión normativa que hoy tenemos.

Por las razones antes expuestas, y las que se darán oportunamente, solicitamos la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

1 Profesor de Ciencias de la Legislación de la Universidad de Pisa y de la Universidad del Salvador.

Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 578)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

MODIFICACIÓN ARTÍCULO 51

SISTEMA D’HONT Y EQUIDAD DE GÉNERO

Artículo 1°: Modifíquese el Artículo 51 de la Constitución Provincial, que quedará redactado de la siguiente manera:

“Los diputados serán elegidos directamente por el pueblo de la Provincia, en distrito único por el sistema de representación proporcional D’Hont, por voto directo no acumulativo. Se elegirán también lista de suplentes por cada partido o agrupación para reemplazar a los que cesen en su mandato por muerte, renuncia o cualquiera otra causa.”

Las listas de candidatos, tanto titulares como suplentes, serán integradas en un cincuenta por ciento de miembros de cada sexo, sucediéndose alternadamente, mujeres y varones en tramos de a dos.

En caso de ser reelectos no pueden ser elegidos para un nuevo período sino con un intervalo de cuatro años.”

SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

La Ley provincial 9.768, que convocó a la Reforma Constitucional, en su artículo 1º, inciso 1, indica que entre los artículos habilitados para la reforma se encuentra el Art. 51 de nuestra Carta Magna, con la salvedad expresa: “…en lo referido al sistema de adjudicación y distribución de bancas para los Diputados Provinciales, dejando a salvo el sistema proporcional y de distrito único establecido en la Constitución vigente…”

En este sentido, entendemos que fue erróneo el espíritu de atribución de bancas que resolvió la Constitución de 1933, otorgando mayoría absoluta de la representación en la Cámara de Diputados (15 sobre 28) a la primera minoría aunque no alcance la mitad más uno de los sufragios emitidos. El argumento de la “gobernabilidad”, de facilitar un gobierno “fuerte y ágil” que da fundamento a la disposición del art. 51, contribuye a la concentración de poder. Pero por otra parte, resulta contradictorio con la posibilidad de cortar boleta, dando lugar a que –contradiciendo la intención del constituyente de 1933– un gobernador deba compartir su gestión con una cámara en la que la primera minoría (convertida en mayoría por imperio de esta disposición constitucional) pertenezca a la oposición. Esta situación, que no se ha dado aún en la Legislatura de Entre Ríos, sí se ha producido en diversas oportunidades en ámbitos municipales, ya que la Ley 3001 hace regir la adjudicación de las bancas en los concejos deliberantes por el citado artículo 51 de la Constitución.

Por un lado, esas experiencias concretas en municipios demostraron que es posible gobernar sin tener mayoría propia, pero por el otro muestra un conflicto en la disposición legal que sólo puede ser resuelto mediante la representación proporcional pura, que permite la genuina expresión de las manifestaciones del electorado, y tiende a promover el diálogo entre las diversas expresiones parlamentarias y de éstas con el Poder Ejecutivo, que al carecer de una mayoría automática y acrítica, debe buscar consenso para la formación de mayoría legislativa. Esto sucedió al menos en dos ocasiones: en la ciudad de Concepción del Uruguay en las elecciones de 1983, la UCR obtuvo la intendencia y perdió las elecciones para concejales, teniendo el PJ la mayoría en el Concejo Deliberante. Y en 2007, en las últimas elecciones de marzo, en la ciudad de Colón quien ganó la intendencia perdió en el legislativo.

En segundo lugar, nuestro sistema legislativo se compone de dos cámaras, una de diputados –electos en distrito único y otra de senadores, que son electos a razón de uno por departamento. Con lo cual, el partido de gobierno puede tener mayoría propia en la Cámara de Diputados, pero la Constitución no le asegura mayoría en la Cámara de Senadores, revelando la falacia del razonamiento.

Por otro lado, en estos mismos momentos este cuerpo de constituyentes, se encuentra debatiendo y ampliando la participación democrática, resultando en este caso inaceptable que se mantenga el actual sistema de distribución de bancas para los diputados. Nosotros mismos, fuimos electos por el sistema de representación proporcional D’hont, aún estando prevista en nuestra constitución que los convencionales fueran distribuidos de la misma forma que los diputados, conforme lo indicado en el Art. 221: “La Convención se compondrá de un número de miembros igual al de la totalidad de senadores y diputados. Serán elegidos en la misma forma que estos últimos y gozarán de las mismas inmunidades y remuneraciones mientras ejerzan su cargo.” Esto último pone de manifiesto una realidad que supera a lo escrito en la Constitución de 1933.

Género

Por otro lado, queremos agregar la distribución equitativa de género en un cincuenta por ciento, para hombres y mujeres, de manera alternada, tal como se eligen en la actualidad los miembros de los concejos deliberantes, desde la reforma de la Ley 3001 Orgánica de Municipios, que no vio obstáculos en su concreción en las pasadas elecciones de marzo. En este sentido estamos convencidos de que la participación igualitaria es una estricta cuestión de justicia. Pero además, queremos agregar que la realidad misma sustenta la necesidad de dar rango constitucional a la paridad de género: si bien en marzo fue un éxito, se pudieron conformar las listas sin trauma alguno y así es que en toda la provincia hay concejos constituidos con 50 y 50, en una disposición legal que es ejemplo para todo el país; lo cierto es que apenas meses después, cuando se produjeron las elecciones para esta Convención, al no existir dicho requisito, nuevamente las mujeres fueron relegadas en las listas de los partidos. Y es así que sobre 45 convencionales, hay sólo 13 representantes de la mujer. Esta constatación permite justificar por qué es necesario establecer en la Constitución este principio.

Reelección

Creemos que los legisladores a todo nivel no deben ser reelectos por más de un período consecutivo, no sólo porque esa posibilidad genera una situación de desigualdad con el/la gobernador/a, quien aún hoy no puede ser reelecto y en la casi totalidad de los proyectos presentados en este mismo cuerpo, podrá ser reelegido sólo por un período consecutivo. Además pensamos que este sistema generará la renovación tan anunciada y necesaria, impidiendo que algunos legisladores se eternicen en sus cargos. Como antecedentes en este mismo sentido, citamos la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que en el Art. 69, tercer párrafo, donde dice, hablando de los diputados de la ciudad, que “…Si fueren reelectos no pueden ser elegidos para un nuevo período sino con el intervalo de cuatro años.”

Como dijera Estévez Boero en la Constituyente de 1994: “Es necesario consagrar constitucionalmente el sistema de representación proporcional para la adjudicación de las bancas en los órganos deliberativos, de modo que cada partido tenga la representación que proporcionalmente corresponda al número de votos obtenidos en los comicios.” Siendo los diputados y diputadas representantes de la totalidad del pueblo de nuestra provincia y en virtud de los argumentos a favor de una representación proporcional que asegure la participación de mayorías y minorías en forma equitativa, invitamos a nuestros pares a aprobar en su totalidad el presente proyecto.

Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 579)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

BANCA DE LOS PARTIDOS

Artículo 1°: Incorpórese el siguiente artículo a la Sección III de la Constitución Provincia.

Artículo ____: “Bancas Legislativas. Declárase que las bancas de toda representación legislativa, tanto provincial como municipal, pertenecen a los partidos políticos que han intervenido en el acto electoral y han nominado sus candidatos. Teniendo cada partido la atribución, mediante los organismos de sus respectivas cartas orgánicas, de determinar si la forma en que es ejercida su representación o mandato responde al programa y orientación política, por la cual resultó electo el candidato que ostenta el cargo.

En caso de incumplimiento en el ejercicio de su mandato, podrá el partido, con arreglo a su carta orgánica y respetando el derecho de defensa, iniciar acción ante el Tribunal Electoral de la Provincia o el Municipio, según corresponda, con el fin de cuestionar el desempeño de la representación y resuelta la inconducta, queda abierta la sustitución por el o la suplente respectivo.”

SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Nos encontramos en un momento histórico, reformando nuestra Carta Magna provincial, a fin de darle a la totalidad del pueblo entrerriano herramientas que contribuyan a una mejor calidad de vida. Para la existencia de la democracia, es necesario reafirmar el rol de los partidos políticos, como organizaciones fundamentales para el sistema en que elegimos vivir los entrerrianos y los argentinos. Tan de moda en estos tiempos, la llamada “borocotización” de la política (por el caso de un diputado porteño que cambió de bancada antes de asumir su cargo) se ha extendido y multiplicado a lo largo y ancho de nuestro país y en particular, de nuestros pueblos y nuestra provincia. Ese proceso, que en realidad el diccionario de la Real Academia Española define como “transfuguismo”, es el que protagoniza aquella persona que pasa “de una ideología o colectividad a otra”; o que “con un cargo público no abandona este al separarse del partido que lo presentó como candidato”; o finalmente, aquel “militar que cambia de bando en tiempo de conflicto”.

Tales actitudes atentan directamente contra la democracia, en momentos en que asistimos a una grave crisis de representación y de legitimidad. La sociedad asiste impávida al ver como legisladores que se presentan como candidatos de una agrupación política terminan formando parte del bloque del partido al cual enfrentaron en las elecciones. En la historia parlamentaria nacional hay pocos ejemplos de lo contrario, como el conocido caso de ese hombre íntegro que fue Alfredo Lorenzo Palacios, quien al ser expulsado del Partido Socialista, renunció a su banca de diputado nacional, ya que su ética de las convicciones le indicaba que la banca pertenecía al partido que lo había nominado, y pese a que hasta sus ex camaradas le solicitaron que no renuncie.

Como contribución a la necesidad de contención de esa crisis, es preciso reafirmar y darle sustento al rol de los partidos políticos. Creemos, con Guillermo Estévez Boero, que a la crisis de la democracia se la combate con más democracia, y en este sentido, es que proponemos el presente proyecto reforzando a los partidos políticos, reconocidos por el Art. 38 de la Constitución Nacional también como instituciones fundamentales del sistema democrático.

Incorporan este criterio la Constitución de la Provincia de La Rioja, en su artículo 76; así como la de la provincia de Río Negro en su artículo 25; Catamarca, en su artículo 242. También nuestra Constitución Nacional en su artículo 54, al establecer que las bancas de senadores corresponden “dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos”, establece claramente el criterio de que las bancas son de los partidos.

Con este mismo espíritu, es que solicitamos a nuestros pares nos acompañen en la aprobación del presente proyecto.

Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXVIII

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 583)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PARTICIPACIÓN DE TRABAJADORES Y USUARIOS EN LAS EMPRESAS PÚBLICAS

Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

Artículo ____: La provincia garantiza la participación de trabajadores y usuarios en la dirección de las empresas, entes y organismos del Estado entrerriano, a través de representantes elegidos por el voto directo de sus representados, a partir de un registro de electores realizado por el Tribunal Electoral. Serán revocables por sus representados y percibirán la misma remuneración que los restantes miembros de la dirección que integran.
Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley reglamentando la aplicación de este artículo y la convocatoria a elecciones de representantes de trabajadores y usuarios, antes de transcurridos los 180 (ciento ochenta) días de sancionada la Constitución.

SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

La reforma que proponemos se puede fundamentar señalando con toda simpleza que establece la democratización de la economía pública entrerriana, al incorporar a la sociedad (usuarios) y a su fuerza esencial (trabajadores) a su dirección.

Entendemos que el tema está ampliamente posibilitado por la Ley 9768 que habilita la reforma parcial de la Constitución, ya que ésta establece en su artículo 1º inciso 9 la posibilidad de “introducir normas sobre Control de Gestión interno y externo de los organismos estatales centralizados, descentralizados, autónomos y/o autárquicos”; del mismo modo, en el inciso 10 permite “crear procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana”.

Desde 1957, la Constitución Nacional establece en su artículo 14 bis que en la Argentina: “El trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, las que asegurarán al trabajador: (…) participación en las ganancias de las empresas, con control de la producción y colaboración en la dirección (…)”.

En el Congreso Argentino de la Cooperación de 2004, fueron numerosas las ponencias que trabajaron en el sentido de profundizar este criterio, en la convicción de que trabajadores y usuarios son una jerarquía en la democratización de la empresa pública. En esa dirección, hay que señalar que la idea de la democracia entró en la economía de la mano de quienes fueron llamados “socialistas utópicos”. No relataremos aquí las ideas de Owen, Fourier, Saint Simon y otros que iluminaron el siglo XVIII, o de los Pioneros de Rochdale (Inglaterra, 1844) que ya habían demostrado, tras una fuerte huelga en la industria textil de esa localidad, la importancia y trascendencia de la asociación de mujeres y hombres en la prosecución de una actividad económica para satisfacer sus necesidades. Pero sí diremos que con ellos, aparecía en el campo de la economía una idea verdaderamente revolucionaria: la posibilidad concreta de que ésta existiera o tuviera su razón de ser en la satisfacción de las necesidades colectivas, adoptando mecanismos democráticos de participación y de decisión.

Las empresas de la economía social, asociadas siempre al interés general y de funcionamiento institucional democrático, ingresaron al proceso económico y demostraron que esta acción es posible, ratificando su validez en miles de entidades manejadas y operadas felizmente por trabajadores, productores, consumidores y usuarios. La tradición entrerriana en este sentido es amplísima: no es necesario enumerar la cantidad de cooperativas que garantizaron los servicios públicos en poblados, zonas o parajes adonde no llegaban (o decidían no hacerlo) ni el Estado ni la empresa privada.

La propuesta es encontrar la aplicación de este principio de la economía social en las empresas públicas, y ampliarlo con la elección transparente de los representantes por parte de sus representados.

Cuando termina la Segunda guerra Mundial, en la Argentina, la ley 13653 constituyó el régimen de las empresas del Estado y justificó su existencia por razones de interés público, con el objeto de desarrollar las actividades de carácter industrial, comercial o de explotación de servicios públicos de igual naturaleza. Se trató de "nacionalizar" la economía (caso de los ferrocarriles, en manos de sociedades inglesas), cuando en realidad entendemos que, de lo que se trata, es –además– de “democratizar” la economía.

Como lo plantea Norberto Bobbio, la gran cuestión del futuro de la democracia no es tanto el paso de la democracia representativa a la democracia directa, como suele creerse, sino el tránsito de la democracia política a la democracia social:

“No tanto la respuesta a la pregunta: ‘¿Quién vota?’, cuanto en la respuesta a esta otra: ‘¿Dónde se vota?’. En otras palabras: cuando se quiere saber cuál ha sido el desarrollo de la democracia en un determinado país, se debería comprobar los espacios en que se ejerce este derecho. Mientras sean cercenados del proceso de democratización los dos grandes bloques de poder que existen en la cumbre de las sociedades avanzadas, la empresa y el aparato administrativo, no puede considerarse acabado el proceso de democratización”, escribía el gran filósofo del derecho en “El futuro de la democracia”.

La experiencia de las empresas públicas en la Argentina demostró que estas empresas adolecían de serias deficiencias, fundamentalmente por ser tributarias de regímenes de gobierno que dispusieron de su estructura para favorecer intereses ajenos a sus fines originarios. Los administradores fueron mal seleccionados y se incorporó a personal sin idoneidad. Tampoco fueron ajenos a esas empresas sendos actos de corrupción de sus funcionarios en perjuicio de las mismas .La opinión pública, de esta forma, comenzó a ver en estas empresas menos un modo de favorecer el interés general, que un modo de beneficiar a los “amigos” del poder político. Los argentinos no sintieron ni fueron inducidos a sentir que las empresas públicas “les pertenecían”. De allí que las privatizaciones de los '90 fueran aceptadas pacíficamente por la gran mayoría del pueblo argentino, cuando no abiertamente apoyadas. Para eliminar estas graves fallas del sector público, es importante asociar los beneficios de la economía social con los de la economía pública. Las bases ideológicas de este concepto no son nuevas y existen buenos ejemplos que los justifican.

Por otro lado, es válido señalar que siempre se centró la discusión sobre la propiedad de las empresas –públicas o privadas– cuando en realidad el rasgo central en debate debía ser sobre la gestión, tal como lo señalara con agudeza Rossana Rossanda ya en los años 1970, cuando definiera a la nueva burguesía soviética, no a través de la “propiedad” sino del “control de la gestión” de los medios “socializados” de producción. En ese sentido, la experiencia posterior indica que el énfasis debe ser necesariamente, puesto en la gestión democrática de las empresas.

Un antecedente interesante lo presenta la Constitución uruguaya de 1997, en su artículo 65, cuando dispone: “La ley podrá autorizar que en los Entes Autónomos se constituyan comisiones representativas de los personales respectivos, con fines de colaboración con los Directores para el cumplimiento de las reglas del Estatuto, el estudio del ordenamiento presupuestal, la organización de los servicios, reglamentación del trabajo y aplicación de las medidas disciplinarias”.

La capacidad de desarrollar nuestro sistema democrático, entre otras cosas radica en el papel informado y activamente protagónico que en ella han de desempeñar los usuarios y todos los actores productivos involucrados, en la elaboración de estrategias competitivas para las empresas públicas, a diferencia del lugar subordinado a que han sido reducidos –en su condición de “clientes”– en su relación con las empresas privatizadas.

Otro antecedente destacable y cercano lo presentan las elecciones de mayo de 2006 para designar el nuevo directorio del IOSPER, más allá de las polémicas entonces suscitadas y de las denuncias varias de irregularidades. Lo cierto es que constituyeron un significativo paso hacia delante en la democratización de ese organismo. Dicho principio es el que, propugnamos, debe recibir jerarquía constitucional y por ello presentamos esta propuesta de reforma cuya aprobación solicitamos a los señores y las señoras convencionales constituyentes.

Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 584)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente texto:

Artículo…): Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de los municipios interesados, en los organismos de control.

KUNATH – ROMERO – FEDERIK – CARLÍN.

FUNDAMENTOS

La Ley Provincial Nº 9768, que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia, expresamente habilita a la Convención Constituyente a realizar lo atinente para incorporar los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios.

Específicamente, el Artículo 1º- Inciso 15º establece:

“Declárase la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para:… .

15º Incorporar los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios.

Resulta hoy imprescindible contener en el texto constitucional los denominados derechos de tercera generación, tal como el enunciado en el artículo propuesto.

En efecto, ya las legislaciones de diferentes rangos (incluso aquellas de raigambre supra constitucional) regulan con variada intensidad la protección del consumidor como una genuina política de Estado.

En nuestro país, las Constituciones de Córdoba, Formosa, Chubut, San Juan, Río Negro, Catamarca, La Rioja, Santa Cruz y Buenos Aires, por citar algunas, contiene cláusulas de protección a consumidores y usuarios.

Y en ámbitos de la Comunidad Europea, por ejemplo, la Constitución de España sostiene en su Capítulo III- De los Principios Rectores de la Política Social y Económica- Artículo 51º que:

1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.

2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos que la ley establezca.

3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de autorización de productos comerciales.

Ya sobre el artículo, recoge este proyecto la modalidad impulsada en la Reforma nacional de 1994. Estrictamente, su contenido se expresa en tres elementos diferenciados entre si, los que mas allá de su planteo metodológico se integran armoniosamente.

La primera parte del artículo propuesto interesa el reconocimiento de los derechos que le asisten a los consumidores y a los usuarios, diferenciado conceptualmente ambos actores y expresando de manera enunciativa el bien jurídicamente protegido.

En el segundo párrafo lo que se determina son las acciones a desarrollar por el Estado, esto es las acciones genéricas y también específicas que deben regir este nuevo campo, como ya he manifestado, de la tercera generación de derechos.

Y finalmente, el tercer párrafo se refiere a los mecanismos resolutorios de conflictos, que en su versión instrumental tienden al establecimiento de mecanismos de solución de carácter preventivo y primario, que no impliquen para el consumidor o usuario impedimentos sustanciales en la administración de justicia.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero – Julio A. Federik – Miguel A. Carlín.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 585)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): AGREGASE al artículo 47° de la Constitución de la Provincia el siguiente apartado:

Apartado…): Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos, con arreglo al principio de la soberanía popular y de las leyes que se dicten en consecuencia. La Legislatura dictará la ley electoral que será uniforme para toda la Provincia, la cual determinará las limitaciones y prohibiciones al ejercicio del sufragio, respetando los principios establecidos en esta Constitución. El sufragio electoral será universal, secreto y obligatorio.

KUNATH – ROMERO – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley 9768, en su artículo 1°, apartado 1°, habilita para “Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen: Artículos...47º, incisos 2º al 13 y 15 a 17”.

La reforma de la Constitución entrerriana es uno de los hechos institucionales, políticos y culturales más importantes de la historia de la provincia, y es la primera reforma del texto constitucional luego de 74 años de vigencia del esquema de 1933.

Buscamos plasmar, a través del presente proyecto de reforma, un esquema electoral para una constitución que exprese el sentir provincial.

Por este motivo, estimamos pertinente evitar una enumeración de las “bases” sobre las que debe dictarse la ley electoral, tal como lo realiza nuestra actual constitución y la de algunas provincias (Corrientes, Santa Fe, Neuquén, Catamarca, etc.). Creemos, como dice German Bidart Campos, que “la función y el derecho individual de sufragio, así como la actividad de los partidos en relación con el proceso electoral, deben contar con garantías deparadas por la ley”, razón por la cual propiciamos que sea la Legislatura quién determine los contenidos de la Ley Electoral.

Pretendemos en nuestra constitución la incorporación de una norma operativa, similar a la consagrada en el 37 la CN, que garantice directamente el ejercicio de los derechos políticos, derechos que sabemos ya no se circunscriben al sufragio para elegir gobernantes pues basados en el principio de soberanía popular traducen la recepción de la participación política en la sociedad democrática. Dicha norma operativa contiene dispositivos explícitos sobre los derechos políticos, pues contiene una garantía expresa y formal de estos derechos más allá de los mínimos referentes al sistema electoral.

Tal camino han seguido en nuestro país las constituciones de La Rioja (art. 79), Río Negro (art. 121), Formosa (art. 189) y Córdoba (art. 30).

En este sentido, pensamos que abandonar la enumeración actual del Art. 47 es de buena técnica legislativa frente a la opción de “rejuvenecimiento” de la misma, y que esto no significa de ninguna manera una desprotección porque es sabido que todas las disposiciones de la ley electoral deben pasar, como bien enseña María Angélica Gelli, por un “control estricto de razonabilidad, en virtud de la calidad del derecho comprometido”, que constituye por qué no decirlo, el centro de participación política. De ninguna manera significaría una desprotección cuando desde 1994 los derechos políticos cuentan con protección en los tratados con jerarquía constitucional (CN Art.75 inc.22), entre los cuales podemos señalar el Pacto De San José De Costa Rica (Art. 23) y el Pacto Internacional De Derechos Civiles Y Políticos (Art. 25).

Por otro lado, no enumerar ciertos derechos no es negarlos, está a la vista que en algunos casos la declaración de estos pasó de la declamación a los hechos efectivos. Tal es el caso de la mujer que, como expresa María Angélica Gelli, por medio de la sanción de la Ley 13.010 (B.O. 27/09/1947) se la incorporó a los padrones electorales con derecho a elegir y ser elegida.

Creemos que reviste mayor conveniencia que sea una ley especial dictada por la Legislatura a estos efectos la que tenga que tener en cuenta los principios fundamentales, aconsejados por Miguel Ángel Ekmekdjian, a la hora de diseñar y seleccionar un sistema electoral para tratar de asegurar un mayor respeto por la voluntad mayoritaria del pueblo en la emisión del sufragio. Tales principios son: 1. que se permita una proximidad entre el candidato y sus electores; 2. que se refleje de la manera más exacta posible la voluntad del cuerpo electoral; y 3. que se permita gobernar al partido triunfante en las elecciones. Es preciso recalcar que no existe un sistema electoral que pueda favorecer de igual manera a estos tres principios, ningún sistema electoral es neutro.

Con este proyecto señor presidente, reiteramos, buscamos que no sea la constitución quien deba ordenar lo referente a los comicios sino una ley dictada por la Legislatura.

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 586)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1): Incorpórase a la Constitución Provincial el siguiente texto:

Artículo…): En materia de su propia competencia o delegada pueden las Municipalidades crear micro regiones de nivel intermunicipal o supramunicipal, involucrando sujetos públicos, privados y del tercer sector y estableciendo organismos con facultades para el cumplimiento de sus fines. La participación en las micro regiones es voluntaria.

KUNATH – CARLÍN – ROMERO – FEDERIK.

FUNDAMENTOS

La Ley Provincial Nº 9768, que declara la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia, expresamente habilita a la Convención Constituyente a realizar lo atinente para permitir la creación de regiones o microregiones en el territorio Provincial.

Específicamente, el Artículo 1º- Inciso 31º establece:

“Declárase la necesidad de la Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para:… .

31º Permitir la creación de regiones o microregiones en el territorio provincial.

Resulta hoy una necesidad manifiesta la interacción regional, y ello consustanciando todos los estamentos de las estructuras públicas.

Por cierto que avanza el sendero de actividades integrales, y para ello la conformación de regiones interprovinciales como la Región Centro y otras análogas, no pueden sino marcar el rumbo de cooperación integral en estamentos de raigambre infra-provincial.

La intención de contener a los municipios a través de microregiones es una necesidad patentizada en los logros potenciales que la mancomunión de esfuerzos y recursos pueden representar. Por cierto que actividades innovativas como los recursos termales, el turismo, la producción y otros que hagan a la compatibilización y armonía de facultades inter jurisdiccionales representan la causa fuente de este nuevo asociativismo.

Al análisis del artículo propuesto, en ese criterio de regulación armónica y en afán de evitar eventuales superposiciones con las facultades provinciales, cabe circunscribir el “sustractum” de las microregiones estrictamente a aquellas materias que la Ley determine como de competencia exclusiva de los municipios o en su caso, aquellas que puedan resultar delegadas por los estamentos institucionales superiores.

Asimismo, pueden ser contemplados como actores principales de esta modalidad las personas de sujeto público (desde ya y en todos sus estamentos) como asimismo las del sector privado. Y como un avance mas, en consonancia con un criterio de inclusión permanente de los animadores sociales, el llamado tercer sector representativo, claro está, de las ONG’S.

La Microregión en ámbitos provinciales reconoce antecedentes de derecho positivo constitucional en vigencia en nuestro país. Cabe mencionar exitosas previsiones y experiencias fácticas en la Constitución de la Provincia de Córdoba (Art. 190º y cc.); de Santa Cruz (Art. 150º); de Tierra del Fuego (Art. 173º- inc. 12º) y la de Chubut (Art. 235º).

Por tales razones y las que se expresarán en su oportunidad es que solicitamos la aprobación del proyecto precedente.

Sigrid E. Kunath – Miguel A Carlín – Rosario M. Romero – Julio A. Federik.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CXXXII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 379)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

“La Convención Constituyente, se propone no admitir actitudes y brotes intolerantes, de carácter autoritario y castrense que disimulen actitudes fascistas o stalinistas. Sus integrantes deberán actuar conforme a ese cometido, y evitarán actitudes antirrepublicanas, discriminatorias, prejuiciosas, desigualitarias que resulten violatorias de las disposiciones de la Constitución Nacional y Provincial, de los derechos humanos, y de los pactos internacionales que Argentina ha incorporado a su derecho positivo vigente, y que estén orientadas a consolidar el predominio del poder del sector gobernante y dominante en esta Convención y a enmudecer las opiniones que la contradigan.

En tal caso la Honorable Convención Constituyente ejercitará sus poderes para corregir a quien lo llevara a cabo en los términos del Art. 13 y del 103 del Reglamento”.

ALASINO

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXXIII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 434)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:
Articulo 1º: Rendir homenaje a los Convencionales Constituyentes de 1933 y a quien fuera el gobernante impulsor de dicha reforma.

Articulo 2º: El homenaje consistirá en la colocación de una placa de bronce sobre base de mármol que será colocada en el recinto donde funciona la actual Convención Constituyente. La placa tendrá la siguiente inscripción “Homenaje a los Convencionales Constituyentes de 1933 y a los Gobernantes. Luis L. Etchevehere Gobernador.” Seguidamente se enumerarán los nombres y apellidos de los Convencionales. La placa llevará la firma “Convencionales Constituyentes 2008”.

Articulo 3º: Solicitar al Poder Ejecutivo provincial el retiro de la placa existente en el actual edificio del Consejo General de Educación donde funciona la Convención Constituyente que expresa “la obra 428 de la Revolución Argentina” y enviar la misma al Museo Histórico provincial para que en un apartado sea resguardada la memoria y el dolor de los años de interrupción democrática vivido por los argentinos.

Articulo 4º: La placa en homenaje a los Convencionales de 1933 y sus gobernantes será colocada en el lugar donde se encontraba mencionada en el articulo 3º.

Articulo 5º: De forma.

DE PAOLI – ROGEL – BRASESCO – ARRALDE – CEPEDA – GUY – MONGE – VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de resolución tiene dos aspectos. El primero está vinculado a la necesidad de rendir un justiciero homenaje al gobernante que impulsara la Reforma Constitucional de 1933 y a los Convencionales que participaron en ella. Esto es así puesto que más allá de toda distinción partidaria actual, estos hombres, ya han inscripto su nombre en la historia atemporal de la provincia de Entre Ríos. La campaña electoral que nos colocara a los 45 convencionales constituyentes, a través de la voluntad popular, en la responsabilidad que hoy tenemos, fue realizada por todos los bloques políticos sobre un expreso reconocimiento a la labor realizada por estos Convencionales y la jerarquía de la Constitución que íbamos a reformar.

La figura del Dr. Luis Lorenzo Etchevehere (1875-1935) fue sin lugar a dudas la pieza clave para arribar al consenso político entre los partidos existentes en la Legislatura. De allí entonces que la Ley de Necesidad de la Reforma fue posible gracias al trabajo político de un gobernante que interpretó la necesidad de buscar estos consensos que permitieran la aprobación de dicha Ley. Sería extenso avocarnos en estos fundamentos a destacar la personalidad y la obra del político y gobernante Luis L. Etchevehere. Simplemente debemos decir que además de haber sido el gobernador artífice de los consensos para arribar a la Ley de Necesidad de Reforma de la Constitución de 1933 fue un extraordinario gobernante donde la ley de transformación y colonización agraria, la creación del Banco Entre Ríos pueden servir como simples muestras de las transformaciones profundas que su gobierno le dio a nuestra Provincia. La obra de los Convencionales Constituyentes de 1933 y la dimensión de aquellos hombres explica por sí mismo en la lectura de la Constitución actualmente vigente en la Provincia. El extraordinario capítulo dedicado al régimen económico y del trabajo, el recurso de amparo; primera Constitución en la Republica Argentina en recogerlo, el estímulo al cooperativismo como nueva forma de asociativismo económico, el voto femenino, el 25% para el sostenimiento de la educación pública y laica por señalar aquí algunas de las extraordinarias cláusulas que estos Convencionales insertaron en esta Constitución hoy vigente.

Tal vez, señor Presidente todas estas normas se sinteticen en una vigencia que ha superado casi 70 años de reconocimiento y respeto de los entrerrianos.

Por lo expresado, corresponde que quienes hoy tenemos el gran desafío de actualizar esta Constitución, hagamos este merecido homenaje.

En segundo lugar el proyecto pretende también hacer justicia al solicitar el retiro de una placa existente en el recinto donde hoy esta funcionando la Convención Constituyente y que rememora y reivindica la revolución Argentina realizada para derrocar el gobierno constitucional en 1966 de don Arturo Humberto Illia.

Esta situación que fuera advertida por el ciudadano Juan Bracco, mediante nota Nº 185 presentada ante esta Convención, debe merecer una respuesta unánime de toda la Convención. La decisión de retirar dicha placa y colocar en su lugar la de los homenajeados sería una justa y clara manera de reivindicar nuestra defensa al orden constitucional tal cual lo han manifestado nuestro bloque y el bloque justicialista en sendos proyectos de defensa del orden democrático.

Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel – Luis A. Brasesco – Juan C. Arralde – Silvina E. Cepeda – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Solicito, señor Presidente, la reserva de este proyecto en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda reservado, señor convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXXXIV

PROYECTO DE RESOLUCIÓN
(Expte. Nro. 496)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

DESAGRAVIO A LA CONSTITUCIÓN DE 1949

Artículo 1°: Descubrir en acto público una placa recordatoria en el marco del acto oficial de la Jura de la Nueva Constitución de la Provincia de Entre Ríos en la Plaza General Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay, con el siguiente texto: 

“Los convencionales constituyentes de 2008 en desagravio de la Constitución Nacional de 1949, que consagró por primera vez los derechos sociales y económicos en la Argentina, y que en esta misma plaza fuera derogada por el gobierno usurpador del poder popular”.

Artículo 2°: Facultar a la Presidencia de este cuerpo para que tramite la confección de la placa en los términos del artículo precedente así como la suma necesaria a tal fin.

Artículo 3°: Facultar a la Presidencia del cuerpo para que tramite el lugar para la colocación de la placa en la Plaza Ramírez, con las autoridades que correspondan y según la normativa vigente.

Artículo 4°: Facultar a la Presidencia de la Convención Constituyente a designar a un/a señor/a convencional por cada bloque que integra el cuerpo para que lo representen en el acto a que se hace referencia en los precedentes.

SCHVARTZMAN – REGGIARDO – DÍAZ (Carlos) – BARRANDEGUY – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

La Constitución Nacional de 1949, sancionada el 11 de marzo de ese año, durante el primer gobierno de Juan Domingo Perón (1946-1952) incorporó los llamados derechos de segunda generación que caracterizan al constitucionalismo social y estableció la igualdad jurídica del hombre y la mujer, entre otras profundas reformas. Más allá de las polémicas de época por la reelección indefinida del Presidente, más allá del retiro de convencionales opositores que indudablemente empobreció los debates, más allá incluso de las criticables normas que reforzaban la concentración de poderes en manos del Presidente y el sometimiento de los otros al primero (disposiciones sin duda reñidas con la tónica dominante de las Constituciones “sociales”, que habían procurado en diversas partes del mundo reforzar los sistemas de garantías y evitar la instauración de poderes autoritarios o descontrolados), la reforma constitucional de 1949 consagró los derechos sociales y económicos en el sentido que lo reclamaba lo más avanzado del constitucionalismo social, expresado en las intervenciones de Arturo Sampay.

Se incorporaron a la primera parte de la Constitución dos capítulos que contenían cuatro artículos. El más frondoso era el artículo 37, que proclamaba los “Derechos del trabajador, de la familia, de la ancianidad y de la educación y la cultura”. Por su parte, el artículo 38, el siguiente y el subsiguiente se referían a “La función social de la propiedad, el capital y la actividad económica”. El extenso catálogo de prescripciones contenidas en esas normas cambió abiertamente la fisonomía y el tono doctrinario de la obra de los Constituyentes de 1853.

La Constitución de 1949 fue derogada luego del golpe de estado del 16 de septiembre de 1955, por una proclama del gobernante militar de facto, que usurpó la institucionalidad republicana convocando luego a la Convención Constituyente de 1957 para dar visos de legalidad a la ruptura del orden institucional.

Fue en esa Convención de 1957 precisamente, donde Guillermo Estévez Boero elaboró, junto al convencional nacional Juan Carlos Deghi, con sólidos fundamentos jurídicos y políticos, el Proyecto de Resolución para impugnar los títulos de todos los convencionales, declarar la nulidad de la proclama del Gobierno Provisional de la Revolución Libertadora y la inexistencia legal de la Convención Reformadora de la Constitución Nacional, argumentando que el gobierno de facto carecía de facultades legislativas para convocarla, ya que lo encuadraba como “gobierno usurpador”.

Los devenires políticos posteriores sumergieron en el olvido a la Constitución de 1949. Incluso –debemos señalarlo– de parte del propio partido político que la impulsó y hasta de su líder. En 1974, al cumplirse el primer cuarto de siglo de la sanción de 1949, Perón, que ejercía nuevamente la presidencia de la República, no respaldó, ni auspició, ni promovió ningún recordatorio; y, menos aún, homenaje alguno. Tras los años oscuros de la dictadura, al reinstalarse la democracia constitucional en 1983, el senador Vicente Saadi presentó un proyecto tendiente a la restauración del texto de 1949 pero su propuesta ni siquiera fue tratada por la Comisión de Asuntos Constitucionales. Tampoco en el período 1973-1976 había sido considerado ese tema por el Congreso Nacional. Luego, en 1994, la Convención presidida por el senador nacional Dr. Eduardo Menem ni siquiera tuvo en consideración como “precedente histórico” el hecho de una Constitución que rigió entre 1949 y 1955 (la anulación formal se produjo en 1956). Al formularse la promulgación ritual de la Reforma Constitucional sancionada en 1994, en el acto oficial, bajo un gobierno justicialista, se dispuso que el texto de la Constitución Nacional en vigencia desde ese momento es “el resultado de las Convenciones de 1853, 1860, 1866, 1898, 1957 y 1994”. No se alude a la Convención de 1949.

La precedente enumeración le permite a Jorge Reynaldo Vanossi preguntarse si se tratará de “olvido, ingratitud o admisión de errores” por parte del peronismo gobernante y aseverar que la Historia ya juzgó a la Constitución de 1949 “y lo hizo con lo más degradante: el olvido. Queda una duda: ¿olvido piadoso o impiadoso?”

Sin inmiscuirnos en semejante debate, permitámonos señalar que tampoco los estudiosos del justicialismo han insistido en la restauración de aquel texto, del que sin embargo muchos sectores reconocen su valía ya que introdujo los derechos sociales y estableció el estatuto económico estatal, con la declaración de la función social de la propiedad privada y del capital, entre otras reformas trascendentes, que luego, por una u otra vía fueron incorporadas a la arquitectura institucional argentina.

A los entrerrianos, a los uruguayenses, nos queda el sabor amargo de que el interventor en la provincia de Entre Ríos se regodeara en el decreto firmado en Paraná, el 2 de mayo de 1956 de que “en un acto de proyecciones históricas, el Gobierno Provisional de la República, ha restituido al pueblo argentino la vigencia de la Constitución de 1853” y destacaba que a él le había correspondido “el honor insigne” de recibir de manos del General Pedro Eugenio Aramburu, “el testimonio de aquel acto, precisamente en el mismo lugar donde fuera dado a conocer el Pronunciamiento del 1º de Mayo de 1851, sustentado por el fervor patriótico y el regocijo unánime del pueblo allí congregado para conmemorarlo”.

Fue la histórica Plaza Ramírez, la plaza federal, la que resistió y derrotó al invasor porteño, la que vio el Pronunciamiento, la misma que recibió entonces “la primicia” de ese acto ilegal del gobierno usurpador. En esa misma Plaza, que poco tiene que ver con la nefasta tradición de golpes de Estado, se vio desfilar en diferentes épocas a los distintos usurpadores del poder popular, que desde 1930 hasta 1982 ocuparon indebidamente los lugares que la ciudadanía reserva para sus legítimos representantes. Corresponde entonces –entendemos– desagraviar a la Constitución de 1949, en ese mismo sitio que en incontables ocasiones fue escenario de luchas denodadas por valores que van en el mismo sentido que los que expresaba aquella reforma constitucional. Por eso solicitamos a la Honorable Convención la aprobación del presente proyecto.

Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz – Américo Schvartzman – Raúl E. Barrandeguy – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – Gregorio D. Zabala.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXXV

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 497)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

HOMENAJE A RICARDO LÓPEZ JORDÁN

Artículo 1°: Rendir homenaje a la figura del general Ricardo López Jordán, en el marco de la Jura de la Nueva Constitución de la Provincia de Entre Ríos en la Plaza General Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay.

Artículo 2°: Descubrir en acto público una placa recordatoria en la mencionada plaza, con el siguiente texto:

“Los convencionales constituyentes de 2008 a la memoria del general Ricardo López Jordán, gobernador constitucional de Entre Ríos, defensor del federalismo y conductor del pueblo uruguayense el 21 de noviembre de 1852 en el valiente rechazo de la invasión de Madariaga, triunfo popular que salvara al Congreso Constituyente reunido en Santa Fe y posibilitara la organización nacional”.

Artículo 3°: Facultar a la Presidencia de este cuerpo para que tramite la confección de la placa en los términos del artículo precedente así como la suma necesaria para sufragarla.

Artículo 4°: Facultar a la Presidencia del cuerpo para que tramite el lugar para la colocación de la placa en la Plaza Ramírez, con las autoridades que correspondan y según la normativa vigente.

Artículo 5°: Facultar a la Presidencia de la Convención Constituyente a designar a un/a señor/a convencional por cada bloque que integra el cuerpo para que lo representen en el acto a que se hace referencia en los precedentes.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABABL – ACHARTA – ZABALA – HAIEK.

FUNDAMENTOS

El 1º de mayo de 1851 cambia políticamente la historia del país. Ese día el doctor Juan Francisco Seguí da a conocer a la población y a la Nación toda, desde la plaza Francisco Ramírez, de Concepción del Uruguay, el bando revolucionario conocido como Pronunciamiento, por el cual la Provincia reasumía sus facultades soberanas, delegadas hasta ese momento en el gobernador de la provincia de Buenos Aires. Así comienza el proceso que desembocará en la sanción de la Constitución Nacional el 1º de mayo de 1853. Pero el tiempo que transcurrió entre esas dos fechas implicaron, guerras, movilizaciones de tropas, conmociones en las provincias interiores, alineamientos políticos y acuerdos, impensados por entonces.

Conocido el resultado de la batalla de Monte Caseros, Justo José de Urquiza puso inmediatamente su plan de Organización Nacional para la Confederación Argentina. El Acuerdo entre los gobernadores, reunidos en San Nicolás, le otorgó el respaldo político y militar imprescindible para llevar a cabo tamaña obra, inconclusa desde hacia 40 años, desde los albores de Mayo. Inmediatamente, quienes entendieron que los privilegios mantenidos hasta entonces culminarían inexorablemente en la pérdida de los mismos, cerraron filas ante el reclamo de las provincias. El mismo Urquiza lo advirtió de inmediato, y en carta fechada el 27 de febrero de 1852 sostiene: “Hoy mismo asoman la cabeza, y después de tantos desengaños, de tantas lágrimas y sangre, se empeñan en hacerse acreedores al renombre odioso de salvajes unitarios, y con inmediata altivez reclaman la herencia de una revolución que no les pertenece, de una victoria en que no han tenido parte, de una patria en cuyo sosiego perturbaron, cuya independencia comprometieron y cuya libertad sacrificaron con su ambición y anárquica conducta”.

El famoso abrazo del Coliseo entre el rosista Lorenzo Torres y el unitario Valentín Alsina, es el símbolo que ha trascendido en la historia para denunciar con claridad al localismo porteño, que se aferrará con todas sus fuerzas a las regalías portuarias y aduaneras. No importaba si eran rosistas o liberales, el denominador común era Buenos Aires, la Aduana, sus regalías y su usufructo. Las jornadas de junio y la ominosa contrarrevolución del 11 de septiembre de 1852, derivarán en la autoexclusión de la provincia mayor del seno de la patria. “Desde el principio mostró su verdadero cariz secesionista y antinacional” afirmará el historiador Ernesto Palacio.

Se pretendía una organización a la medida de Buenos Aires, cuando la realidad indicaba, que todo el interior avanzaba indefectiblemente hacia la conformación del Congreso Constituyente en igualdad de condiciones. En este contexto, el gobierno de Buenos Aires decide invadir las provincias de Entre Ríos y Santa Fe para impedir la conformación del Congreso germinal. Así, el 11 de noviembre parte desde Buenos Aires, una expedición armada encabezada por los generales Juan Madariaga y Manuel Hornos que surcará las aguas del Uruguay con la intención de apoderarse de las ciudades litorales y minar las bases del Director Provisorio de la Confederación.

El día 20, fecha en que se inauguraban las sesiones del Congreso Constituyente en Santa fe, las fuerzas de Madariaga desembarcaban en Concepción del Uruguay. El día 16, Hornos se apoderaba casi sin resistencia de Gualeguaychú y en una circular a los entrerrianos Madariaga manifestaba que el objetivo de su inesperada visita es “abatir la ensangrentada dictadura con que lo oprime el general Urquiza y de saludar con entusiasmo a las tropas liberadoras que vienen a restaurar los derechos soberano del pueblo entrerriano”.

Pronto notará que el Comandante Militar de Concepción del Uruguay, Ricardo López Jordán y sus pobladores no le creyeron un ápice, o no entendían que era eso de liberar a un pueblo de un dictador que ellos mismos habían elegido por aclamación. López Jordán no dudó de su misión y convocó a las fuerzas militares y al pueblo en su conjunto “tuve la satisfacción de presenciar que antes de una hora estaban reunidos en la comandancia los individuos que había licenciado y los habitantes de este pueblo”, dirá en su parte de guerra posterior. Hubo barricadas en las azoteas, cantones en las bocacalles, y el Colegio, convertido en bastión por sus estudiantes comenzaba a tallarse el seudónimo de Histórico.

Las acciones de guerra pueden leerse en las palabras escritas del Comandante de la plaza. Existe una constante en el mismo de minimizar su actuación y destacar las de sus subalternos y la de la población civil, que comprendía, el significado del federalismo y entendía que una intervención armada es precisamente una intromisión en la autonomía de cada pueblo a otorgarse el gobierno que cree conveniente para sus intereses. Y si además ese pueblo, como lo fue el de Concepción del Uruguay y el de esta provincia entrerriana, en su conjunto, fue el que tomó la lanza y arriesgó su tranquilidad más que ninguna otra, para avanzar hacia la construcción de un estado nacional organizado jurídicamente, nos encontramos ante un hecho admirable.

El gobernador delegado, Antonio Crespo comunicará a López Jordán “Los valientes de aquella ciudad se han llenado de gloria al combatir y destruir una invasión desorganizadora inventada traidoramente por el anarquista gobierno de Buenos Aires. El infranscripto no puede menos que reconocer muy justos los títulos con que V.E. honra a los valientes de la ciudad del Uruguay, y por ello le dirige sus más cordiales felicitaciones y en su persona a los jefes, oficiales y habitantes de aquella ciudad que tan heroicamente han sostenido el honor y la libertad del pueblo entrerriano”. Se repetían los hechos de 1811, cuando Bartolomé Zapata a la cabeza de un puñado de gauchos entrerrianos expulsaba a los últimos elementos realistas de la provincia, salvándola de convertirse en un cantón antirrevolucionario y salvaguardando los destinos de la Revolución de mayo.

¿Quién era este Ricardo López Jordán, protagonista emérito de una de las principales páginas de la historia concepcionera y entrerriana? Sobrino de Francisco Ramírez e hijo del hermano del Supremo, Ricardo Ramón López Jordán, sucesor legítimo del gobernador asesinado en Río Seco y derrocado por Mansilla. Nacido en la ciudad oriental de Paysandú, en 1822. Ingresó al ejército federal donde participó destacadamente en todas las batallas protagonizadas por las fuerzas federales, incluidas Caseros, Cepeda y Pavón, donde arrolló con su caballería a las tropas mitristas, volcando la batalla a favor de las fuerzas de la Confederación, pero que termina con el incomprensible retiro del general Urquiza del campo de batalla.

Fue profesor militar en el Colegio del Uruguay, ministro, diputado, presidente de la Legislatura y en ocasiones gobernador delegado. Es decir un político de fuste y de carrera. La historia lo ha marginado y sindicado por un hecho puntual. Un hecho repudiable como lo es una muerte, un asesinato. Y teniendo en cuanta que ese homicidio se trató de un magnicidio, con consecuencias tan funestas para la provincia y su población, el ocultamiento de la verdad y su deformación arrastraron al personaje en cuestión al más oprobioso de los exilios: el de la memoria colectiva, el de la historia.

Les cabe a historiadores de la talla de Aníbal S. Vásquez y Fermín Chávez las primeras reivindicaciones históricas desde el punto de vista científico, para con Ricardo López Jordán. Para uno, Chávez, “fue un luchador de la causa federal, un auténtico militante de esa causa; y no era ningún ignorante, fue profesor en el Colegio Nacional del Uruguay. En la parte militar, se conservan las actas de los exámenes”. Para el otro, Vásquez “Él era el caudillo de la nueva causa; pero no el caudillo ramplón, grosero e inculto que presume la gente desaprensiva, sino aquel que había definido sus capacidades y aptitudes civilistas en la Cámara de Diputados de la Confederación, en la presidencia de la Legislatura local, en la integración de las mesas examinadoras del Colegio Histórico del Uruguay, en el ejercicio interino y reiterado del gobierno de la provincia”.

No existe un solo documento que pruebe que López Jordán ordenase matar al gobernador Urquiza, ni tampoco en el juicio posterior realizado en total libertad surge acusación alguna contra él. Sin embargo su nombre se asocia históricamente a este hecho, relegando su riquísima actuación a favor de la libertad y el federalismo, anterior y posterior al infausto hecho.

La historia negra de López Jordán comienza justo ahí, en el Palacio San José, el 11 de de abril de 1870. Y es con Sarmiento, y su lapidaria sentencia, a menos de diez días del acontecimiento que comienza a tejerse. El presidente dice: “Un general de Entre Ríos oculta su espada para tomar el puñal del asesino, y premedita una muerte eligiendo sus adeptos entre aquellos que el crimen ha hecho más famosos. Atraviesa con ellos una larga distancia, se aposta en un lugar vecino y envía a sus sicarios...” y agrega “La Legislatura se reúne después bajo el estupor de este crimen, y estando presentes los que lo habían cometido, eligió cediendo a sus intimidaciones al general López Jordán... En Entre Ríos no hay administración de justicia, porque los criminales se han apoderado del gobierno...”

La historia grande de los argentinos, que es lo mismo que decir la historia de Buenos Aires, o hecha desde Buenos Aires, ha sido un plafond para justificar la política de los centros de poder económicos y políticos. El sistema que se imponía para el país en los años 60 con Mitre y Sarmiento y que se consolidaría en los años posteriores, fue otorgarle al país “el rol de gran productor de alimentos y materias primas para el mercado mundial, gran importador de productos industriales, gran deudor ante los centros financieros del mundo, escasa y deficientemente industrializado”, y es el que en definitiva triunfó. Para ello, se debió acallar al interior insurgente que buscaba un desarrollo autónomo, rodó la cabeza del Chacho Peñaloza y no se podía permitir el nacimiento de otro liderazgo de tal envergadura.

López Jordán convencido de su causa se coloca al frente de la Revolución. No es una revolución personal, no es la rebelión de un caudillo anacrónico. En él se manifiestan, se corporizan los anhelos de una nueva sociedad que crecía, que empujaba desde abajo y se encontraba con una clase anquilosada, que se resistía a los nuevos torrentes. No en vano Vásquez señala a la juventud entrerriana que aspira a crecer a surgir y a proyectarse, como el nervio motor de la Revolución que enfrenta a a Urquiza: “Ilustre gobernante que se estima substancia y esencia del poder del Estado y como tal con facultades para proceder sin otras limitaciones que la de su voluntad, lo que se traducía en un atascamiento de los canales por donde pretendían desembocar las aspiraciones a un mayor y mejor ejercicio de la libertad y de los derechos que estaban nutriendo, particularmente, las inquietudes de una juventud desacomodada con la realidad que se vivía”.

Un insospechable como jordanista, el ínclito Oscar Urquiza Almandoz sostiene que “el largo gobierno de Urquiza que produjo el desgaste del gobernante y el cansancio de los pueblos; un gobierno evidentemente personalista que si bien tuvo resultados altamente positivos para los destinos de la provincia, a la postre inexorablemente haría aflorar las resistencias, la imposibilidad de practicar elecciones en las que se garantizara la libertad de sufragio”.

Ante esto se levantan los entrerrianos, pretendiendo que en la provincia se apliquen las mismas libertades y derechos que ordenaba la Constitución Nacional. El 14 de abril la Legislatura designa gobernador a López Jordán, quien acepta y comunica el hecho al presidente Sarmiento, colocándose bajo la órbita del poder nacional.

Una carta del legislador entrerriano Francisco Crespo al Ministro de Guerra Martín de Gainza, refiriéndose acerca de la revolución, es nota interesante de repasar, “Querido Martín: No pertenezco a los que la hicieron ni remotamente la esperaba, pero simpatizo con ella porque espero tendremos un gobierno más liberal y menos despilfarrador que el anterior. La tranquilidad que reina en toda la provincia, la prontitud y alegría con que fue recibida y cumplida la primera orden del nuevo gobierno... me hace creer que piensa como yo la mayoría del pueblo entrerriano... Tal vez se diga a ustedes que en la elección del general López ha habido cohecho, pero esto es falso...Tengo también la persuasión de que se intentará hacer creer en ésa que López Jordán en el poder es una amenaza para el gobierno nacional, yo no lo creo; ante que todo es argentino y ambiciona, me consta, para su patria, engrandecimiento, libertad y progreso, bienes que no se obtienen sino con la paz y el respeto a la Constitución...”

Ubiquémonos en el pensamiento del sanjuanino y preguntémonos, conociendo mínimamente en sus antecedentes ¿Podía acaso Sarmiento, -desde su óptica de país- permitirse el lujo de que renazcan las lanzas montoneras? Su reacción fue la esperada, invadió la provincia y la intervino. Con el tiempo llegó a ponerle precio a la cabeza del entrerriano, a la cabeza del gobernador legítimo, elegido por las instituciones provinciales.

Un “civilizado” europeo, comprovinciano por opción, enamorado de las instituciones libérrimas entrerrianas, Alejo Peyret, reacciona con dolor e indignación ante la intervención a sangre y fuego del gobierno nacional, y a su manera defiende al caudillo federal perseguido. “El gobierno nacional destruyó a cañonazos la soberanía provincial… No es extraño que López Jordán tenga tantas simpatías; él representa (…) las aspiraciones de un pueblo despotizado por más de treinta años; él es la expresión de la autonomía provincial, debido no a sus méritos, porque ha cometido grandes errores políticos y militares, pero sí a los desaciertos del gobierno nacional (…) Urquiza ha muerto asesinado, pero esto no es una razón para asesinar a la provincia de Entre Ríos, como lo pretende el Presidente Sarmiento so pretexto de civilizarla”. Y denuncia además que la opinión de Sarmiento, verdugo de la autonomía entrerriana, “varía según las circunstancias, de estar en la oposición o en el poder, de tener en mano la pluma de escritor o el bastón de presidente”.

López Jordán reacciona ante la intempestiva invasión y el día 23 se escucha su conocida proclama: “¡Entrerrianos! Os acabo de dar libertad y derecho. Nuestros eternos enemigos no lo quieren reconocer, trayéndonos la guerra, y aquí me tenéis con la lanza en la mano para defenderlos. Si queréis ser esclavos permaneced en vuestras casas. Si queréis ser libres, venid a acompañarme... ¡Entrerrianos! Vuestros representantes me han elegido para defender la Constitución; y esos infames enemigos desconocen y pisotean vuestro gobierno, vuestros representantes y la Constitución. ¡La guerra pues! Esto manda el honor y la libertad”.

Las acciones de guerra son conocidas, los combates también, Santa Rosa, Don Cristóbal. Ñaembé el 24 de enero del 1871, será el final del jordanismo. Derrotado por el joven Julio Roca, su ex alumno en el Colegio, López Jordán marchará al exilio. Pero es el fin. Los dos intentos posteriores no tendrán sentido. López Jordán se lamentaba por haber sido derrotado por un puñado de muchachos, pero no fue así, ni siquiera fue abatido por los Rémington ni por los cañones Krupp, ni por los sobornos, ni por el precio que impuso Sarmiento a su cabeza. En verdad había sido vencido por el nuevo país que conformaba la antigua oligarquía vacuna de Buenos Aires, bajo la protección del comercio británico. Donde los caudillos federales, a la vieja usanza, no tenían cabida. Con todo lo que eso implicaba.

En junio de 1990, los restos de Ricardo López Jordán –asesinado en una calle de Buenos Aires, el 22 de junio de 1899– son trasladados por impulso del gobernador de turno, Jorge Busti, desde entonces descansan en Paraná. Fue un primer paso para reivindicar a este hombre, que supo ponerse al frente del partido federal entrerriano, que lucho por la autonomía provincial, por la libertad y el progreso de su tierra. Errores políticos y militares lo condenaron a las catacumbas de la historia. Hoy nos preguntamos, en esta Convención, si no es hora de que los restos de Ricardo López Jordán se trasladen a la ciudad donde creció y se desarrolló política, militar y humanamente y que adoptó como propia: Concepción del Uruguay.

Mientras tanto, alentamos a los y los convencionales constituyentes a hacer un expreso homenaje a este ex gobernador legítimo de los entrerrianos, a este luchador federal que defendió la Constitución Nacional contra la prepotencia porteña, para que se cumpla –en lo que a las más altas instituciones entrerrianas concierne– el vaticinio del doctor Antonio Sagarna, ministro de educación, miembro de la Corte Suprema y ex alumno del Colegio Histórico cuando afirmó: “Algún día, representaciones cívicas y espirituales de la Nación irán a la vieja villa ‘Arroyo de la China’ después ciudad de Concepción del Uruguay y pondrán en la plaza Ramírez o en el Colegio Histórico, principal baluarte de la defensa, una placa en bronce que diga ‘La Nación a la Ciudad del Pronunciamiento, Salvadora de la Constituyente Inmortal de Santa Fe’”.
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–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXXVI

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 580)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

LA CONVENCIÓN CONSTITUYENTE Y EL ACCESO A LA INFORMACIÓN

Artículo 1°: Disponer que en la “página web” de la Convención Constituyente se disponga la creación de un apartado o “link” que resulte de fácil acceso y visible, denominado “Información. Convención Constituyente/Convencionales”, destinado a brindar la siguiente información:

a) el Presupuesto aprobado para esta Convención;

b) los montos de las remuneraciones de sus convencionales y funcionarios.

Artículo 2°: Facultar a la Presidencia y Secretaría de este cuerpo para que arbitre los medios para la creación del apartado o “link” y disponga la inclusión de la información detallada en el artículo precedente, lo que deberá ejecutarse en un término no superior a treinta (30) días.

Artículo 3°: Facultar a la Presidencia de la Convención Constituyente a los fines de que disponga despachar, con carácter de urgente, a los Sres. Presidentes de bloque una invitación para que los Sres. Convencionales Constituyentes remitan, en el término de quince (15) días, a la Secretaría del Cuerpo y para su debida inclusión en el “link” de información de la “página web” de la Convención Constituyente, la siguiente información:

a) Declaración Jurada Personal de Bienes y Patrimonio;

b) las funciones que cada convencional desempeña aparte de su labor como tal;

c) la nómina de asesores de cada convencional y cómo utiliza los fondos de los que dispone.

SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Han sido presentados al menos seis (6) proyectos de reforma constitucional para la inclusión del Derecho de Acceso a la Información, con autoría de convencionales de todos y cada uno de los bloques que integran este Cuerpo; a saber, los expedientes 266 (autor: Busti); 312 (autores: Schvartzman y otros); 335 (autor: Márquez); 349 (autores: Martínez y Pesuto); 359 (autor: Arralde); 458 (autor: Acevedo Miño). Esto da acabada muestra de la actitud concurrente de todos los representantes de la voluntad constituyente del pueblo entrerriano en la necesidad de su consagración, con rango de ley suprema de esta provincia.

Sin embargo, se ha intentado recabar por diversos medios información correspondiente a esta Convención Constituyente y sus Convencionales y la misma ha sido retaceada, negada y/o no dispuesta en el tiempo, forma y modo oportunos a dichos medios. Ante una convocatoria realizada por un medio especializado en el derecho de acceso a la información (Accesolibre.org), nos consta que la respuesta fue escasa ya que sólo siete (7) convencionales sobre los cuarenta y cinco (45), enviaron sus declaraciones juradas y contestaron la requisitoria.

Ello nos refuerza en la convicción de la necesidad de la obligatoriedad por ley del derecho a la información pública ya que, dejando librado a la decisión de cada uno de los convencionales la oportunidad de brindarla –muchos de los cuales seguramente reconocen e impulsan este derecho con rango constitucional–, la absoluta mayoría ha hecho caso omiso de la solicitud. En tal sentido, propiciamos este proyecto de resolución a los fines de que esta Convención Constituyente y sus integrantes prediquemos con el ejemplo, dando un verdadero reconocimiento al derecho del pueblo, no el que se declama sino el que se practica.

Como hemos sostenido en nuestro proyecto acerca de este tópico, el acceso a la información es un derecho de carácter instrumental, ya que permite el ejercicio de otros derechos. Sólo con acceso a la información un ciudadano podrá acceder a ejercer el derecho de participar activamente en la toma de decisiones que involucran cuestiones públicas. Por eso puede afirmarse sin temor que sin acceso a la información no es posible el ejercicio de ciudadanía.

Por todo esto solicitamos a la Honorable Convención la aprobación del presente proyecto, en la profunda convicción de que los ciudadanos tienen derecho a conocer los montos de las remuneraciones de los convencionales y funcionarios; las funciones que cada convencional desempeña aparte de su labor como tal; la nómina de asesores de cada convencional e incluso cómo utiliza los fondos de los que dispone. En ese sentido es que proponemos que todos estos datos se incluyan en un apartado fácilmente hallable, dentro del eficiente sitio digital que posee la Convención.

Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXXVII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 581)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

HOMENAJE A ARTURO ENRIQUE SAMPAY

Artículo 1°: Rendir homenaje a la figura del doctor Arturo Enrique Sampay, en el acto oficial de la Jura de la Nueva Constitución de la Provincia de Entre Ríos en la Plaza General Francisco Ramírez de la ciudad de Concepción del Uruguay.

Artículo 2°: Descubrir en acto público una placa recordatoria en la fachada del Colegio del Uruguay, donde realizó sus estudios secundarios, con el siguiente texto:
“Los convencionales constituyentes de 2008 a la memoria del insigne Arturo Enrique Sampay (1911-1977), entrerriano ilustre, egresado de este histórico Colegio, precursor del constitucionalismo social e impulsor de la Constitución de 1949”.

Artículo 3°: Facultar a la Presidencia de este cuerpo para que tramite la confección de la placa en los términos del artículo precedente así como la suma necesaria a tal fin.

Artículo 4°: Facultar a la Presidencia del cuerpo para que tramite el lugar para la colocación de la placa con las autoridades que correspondan y según la normativa vigente.

Artículo 5°: Facultar a la Presidencia de la Convención Constituyente a designar a un/a señor/a convencional por cada bloque que integra el cuerpo para que lo representen en el acto a que se hace referencia en los precedentes.

SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Arturo Enrique Sampay (1911-1977), nacido en Concordia y formado en sus años mozos en el Colegio del Uruguay, fue el factótum de la Constitución de 1949. Provenía de una militancia ligada al radicalismo de extracción yrigoyenista, a la que se incorporó durante sus estudios universitarios en La Plata, donde se recibió de abogado. Desde esa identidad se sumó al naciente peronismo en 1945. Docente de la Cátedra de Derecho Político de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP en el año 1944, Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires –en donde se haría famoso su enfrentamiento con los Bemberg y la CADE– Sampay realizó diversos estudios de posgrado en Suiza, con Dietrich Schindler, en Milán con Monseñor Olgiati y Amintore Fanfani, y en París con Louis Le Fur y Jacques Maritain.

Estudioso de los cambios que se producían en el mundo, Sampay cuestionaba el modelo de Estado liberal de la Constitución de 1853, y tomaba nota de cómo empezaba a ser reformulado con idéntica matriz liberal a partir de la acción concreta de los gobiernos oligárquicos; en parte por necesidad de organizar el desempeño económico en épocas de crisis, pero también como producto de las presiones sociales: las leyes de apertura democrática, como la ley Sáenz Peña 8871 de sufragio universal o luego las primeras leyes laborales del descanso dominical en 1905, del régimen de trabajo para mujeres y niños en 1908 o las de creación del reglamento del Departamento nacional de Trabajo de 1910, casi todas estas promovidas por Alfredo Palacios. También nacen los primeros intentos del Estado argentino de dirigir la economía, tendencia que se amplía especialmente luego de la década de 1930 con el Plan Pinedo.

En ese contexto histórico es que Sampay ve auspiciosamente el programa industrialista de 1943, aunque no se le escapaba la ausencia de participación de las masas en ese esquema. Paralelo a las transformaciones sociales y políticas en Argentina, aparecía la primera constitución que a diferencia de la nacional de 1853, expresaba las nuevas doctrinas sociales: la de Entre Ríos de 1833. En el año 1936 Sampay publica la obra “La constitución de Entre Ríos ante la moderna ciencia Constitucional”, casi inhallable y reeditada de cara a la presente Convención en el marco de la obra colectiva “Protagonizar la Constitución”, impulsada por Sidecreer.

En el año 1949 Sampay es elegido constituyente por el Partido Laborista de Buenos Aires, función que desarrolla a junto a Mercante que será el presidente de la comisión. Y es el que marca la impronta de esa Convención en la que, más allá de todos los aspectos discutibles, establece el primer antecedente constitucional de reconoci-miento de los derechos sociales y económicos, así como de la economía al servicio del hombre. “Salvo Sampay”, dice Juan Fernando Segovia, estudioso de la Convención del 1949, “reina una mediocridad general. Hubo convencionales aplicados a la tarea de justificar serena y científicamente las reformas; pero aún en estos casos los argumentos son reiterativos y rara vez demuestran altura teórica. (…) Sólo Sampay aporta luz a la reforma”.

Pero esa luz se apaga en 1952: Mercante y Perón se enfrentan, y Sampay, hombre del grupo de Mercante, fue perseguido por el propio peronismo al que pertenecía, debiendo exiliarse en el Uruguay. Con el derrocamiento de Perón por el golpe de estado del 16 de septiembre de 1955 su situación apenas cambió: comenzó a ser perseguido también por los antiperonistas. Recién pudo volver a la Argentina en 1958 luego de que asumiera el presidente Arturo Frondizi, aunque no se le permitió reasumir sus cargos docentes en la Universidad. Pero participa en el Instituto Argentino para el desarrollo económico (IADE) y dirige la Revista Realidad Económica, donde colaboran otros intelectuales como Alfredo Eric Calcagno. Recién en 1973 Sampay recupera su cargo en la universidad. A partir de esta fecha ejercerá como profesor de derecho Constitucional y titular del Instituto de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la UBA. Es además, jefe del gabinete de asesores del Consejo Federal de Inversiones. Durante el tercer gobierno peronista propone en vano una nueva reforma constitucional. Con la dictadura de 1976 Sampay será expulsado de la universidad. En ese marco, trabaja por un tiempo en FLACSO. El 14 de febrero de 1977 muere en la ciudad de La Plata. 

A través de sus libros “Introducción a la Teoría del Estado”, “La Filosofía del Iluminismo”, y “Constitución y pueblo”, Sampay fue demostrando sus cambios de pensamiento, que partieron desde una revalorización de Santo Tomás de Aquino y las elaboraciones de los juristas y politólogos alemanes, inventores del Reichtstaat; pasando por un estudio crítico del trasfondo ideológico del liberalismo del siglo XIX; hasta finalizar en un acercamiento peculiar a los aportes del marxismo, desde una mirada de socialismo cristiano que permitió que en los convulsionados años 1970 fuera reivindicado desde distintos sectores ideológicos, aunque el peronismo “oficial” decidió dejarlo de lado.

Pensador heterodoxo, Sampay entendía al Estado como la herramienta para dominar al capitalismo y someter las estructuras económicas al servicio del pueblo, “la economía al servicio del hombre, y no a la inversa”. Su concepción epistemológica daba cuenta de la primacía de lo económico-social en el orden de las realidades prácticas. “Sampay comprendió con fineza” concluye Segovia “las dificultades de su tiempo; y enderezó su labor intelectual a corregir los desaciertos políticos y jurídicos de las generaciones que le precedieron. En esta faena, dejó mucho de provecho, incluso sus errores, para que no volvamos a repetirlos”.

Reivindicado por Guillermo Estévez Boero en la Convención de 1994 y en otras innúmeras ocasiones, consultado en los 70 por el dirigente socialista ya fallecido, Sampay nunca recibió el homenaje del justicialismo gobernante a nivel nacional, que ignoró su valía y dejó que la “degradación del olvido”, como se regodea Vanossi, sepultara su obra hasta que en 2007 se descubrió una placa en su recuerdo, en la Casa de Gobierno de Paraná, por parte del entonces gobernador Jorge Busti. Uno de los oradores de ese acto mencionó que "a raíz del desconocimiento de su vuelo intelectual e ignorancia de los servicios prestados a nuestro país, gobernantes de turno lo obligaron a exiliarse en Montevideo, regresando en el 58 durante el gobierno de Frondizi y asesorando sobre las reformas constitucionales que se gestaban en Uruguay y Chile". Esos gobernantes “de turno”, tuvieron al parecer turno largo, ya que “el desconocimiento y la ignoracia de los servicios prestados” comenzaron con el propio Perón en 1952 y llegaron hasta los aciagos días del menemismo, que por supuesto ignoró por completo a Sampay en la sanción de la Carta Magna surgida del indigno Pacto de Olivos.

En otro sentido, este homenaje también viene a reparar derrotas de distinta índole, ya que como dice el poeta “la memoria no es menos poderosa que el olvido / es sólo que el poder de la victoria / se encarga de olvidar a los vencidos”. El Colegio del Uruguay, que alguna vez tuvo en sus aulas a docentes como el gran Alejo Peyret, cobijó alumnos como Arturo Enrique Sampay. Sin embargo, no suelen recordarse nombres como ése, y sí se le informa al turista y al ingresante que por allí pasaron otros “prohombres” que la historia de los sectores del privilegio ensalza desde siempre sin motivo, y que nosotros ni siquiera mencionaremos.

Como muchos egresados de aquella vieja y señera institución, entendemos que es hora de que en sus muros externos se señale el inmenso honor de contar entre sus ex alumnos a un hombre de la valía de Sampay. Por todo esto solicitamos se apruebe el presente proyecto, que traerá justicia y reconocimiento a un entrerriano del cual enorgullecernos.

Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXXVIII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 582)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

CREACIÓN DE COMISIONES ESPECIALES PARA AGILIZAR LA LABOR EN LAS COMISIONES “PODER EJECUTIVO, PODER LEGISLATIVO, PODER JUDICIAL Y RÉGIMEN ELECTORAL” Y “NUEVOS DERECHOS Y GARANTÍAS. FORMAS DE PARTICIPACIÓN POPULAR”.

Artículo 1°: De acuerdo al Artículo 32º del Reglamento de la Convención Constituyente, autorizar a la Presidencia de la Convención a crear Comisiones Especiales en los ámbitos de las Comisiones 1º PODER EJECUTIVO, PODER LEGISLATIVO, PODER JUDICIAL Y RÉGIMEN ELECTORAL (cuyas atribuciones establece el artículo 29, inciso 1) y 2º NUEVOS DERECHOS Y GARANTÍAS. FORMAS DE PARTICIPACIÓN POPULAR (cuyas atribuciones establece el artículo 29, inciso 2), que permitan agilizar la labor de las Comisiones permanentes de la Convención Constituyente. Sus normas de funcionamiento, composición, quórum, emisión de dictámenes y toda otra cuestión vinculada su funcionamiento, se regirá por lo estipulado para las Comisiones Permanentes.

Artículo 2º: Sugerir a la Presidencia de la Convención que las Comisiones Especiales creadas por el artículo anterior, se establezcan según el siguiente detalle:

1º) PODER EJECUTIVO, PODER LEGISLATIVO, PODER JUDICIAL Y RÉGIMEN ELECTORAL. Establézcanse las Comisiones Especiales de

a) PODER EJECUTIVO, PODER LEGISLATIVO, PODER JUDICIAL

b) RÉGIMEN ELECTORAL

2º) NUEVOS DERECHOS Y GARANTÍAS. FORMAS DE PARTICIPACIÓN POPULAR. Establézcanse las Comisiones Especiales de:

a) NUEVOS DERECHOS Y GARANTÍAS.

b) FORMAS DE PARTICIPACIÓN POPULAR

Artículo 3º: Solicitar a la Presidencia de la Convención la distribución de los asuntos atendidos según el Reglamento por las Comisiones Permanentes mencionadas, a las Comisiones Especiales antedichas según la especificidad determinada por detalle señalado en el Artículo 2º.

SCHVARTZMAN – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

La extensión en el debate que generan los numerosos proyectos de reforma presentados revela con fuerza de evidencia que fue un error el haber sobredimensionado el alcance de determinadas comisiones, tal como se sugirió infructuosamente en el tratamiento de los proyectos de Reglamento. A modo de ejemplo, así lo permite visualizar con absoluta claridad el trabajo de la “Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Ciudadana”, cuyo nombre adelantaba la cantidad de iniciativas que debería considerar. Más de un centenar de proyectos son los que posee, todos seguramente interesantes, que merecen ser debatidos y sus autores, escuchados.

Lo cierto es que no hay forma de que esta comisión avance rápidamente con dos horas de labor semanal, y para agilizar el trabajo las opciones se reducen a unas pocas posibilidades: subdividir el trabajo de la comisión o realizar más reuniones por semana. Al menos, esto es así si se comparte el objetivo de que no se dilate la extensión de la Convención reformadora más allá de los plazos impuestos por la Ley de convocatoria, sobre los cuales ya el Presupuesto aprobado previó una posibilidad de prórroga de al menos sesenta días más de labor.

Nosotros no estamos de acuerdo en que sea necesario dilatar la realización de la Convención: lo que estamos postulando es que se amplíe el tiempo en que sesionan las comisiones, se subdividan las mismas (la posibilidad está claramente establecida por medio de la creación de Comisiones Especiales sin necesidad de reformar el Reglamento) y en fin, que aquellos convencionales que tienen otras labores se aboquen únicamente a la asamblea reformadora, en la profunda convicción de que la responsabilidad histórica que asumimos no puede ser ocluida por la pretensión de abarcar más de lo que puede apretarse, parafraseando el dicho proveniente del saber popular.

En función de este objetivo, es que hacemos este aporte, entendiendo que la primera labor a encarar para agilizar este proceso, es la que se expresa en la presente iniciativa, cuya aprobación encarecemos a las señoras y los señores convencionales.

Américo Schvartzman – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

6

PRESENTACIONES PARTICULARES

- Jubilados y pensionados de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, remiten soporte informático completo referido al Expte. Nro. 355, por el cual se agrega un párrafo al Artículo 19, se deroga el Inciso 27º del Artículo 135 y se crean los Artículos 19 bis y 19 ter; y documentación, ante la posibilidad de que el soporte informático entregado anteriormente no estuviera completo. (Expte. Nro. 368)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. (Para adjuntar al Expte. Nro. 355)

- Los diputados provinciales Bescos y Cáceres remiten proyecto de reforma referido a la incorporación de la enmienda de un solo artículo. (Expte. Nro. 371)

- El señor Carlos J. Hartwig solicita que las comisiones sesionen indistintamente en las ciudades de Paraná y Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 383)

- El Grupo Parque Sur remite proyecto de reforma por el que solicita que la educación física y el deporte sean considerados un derecho constitucional. (Expte. Nro. 389)

- La Asociación Promotora de ex alumnos de la Escuela Nro. 4 “Benigno Tejeiro Martínez” de Concepción del Uruguay remite opiniones a tener en cuenta en la reforma. (Expte. Nro. 390)

- El señor Félix A. Casals remite propuesta de reforma referida a la Cultura. (Expte. Nro. 391)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma denominado “La Constitución de la Provincia de Entre Ríos en el Aula”. (Expte. Nro. 398)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se incorpora nuevos artículos a la Sección I – Declaraciones, Derechos y Garantías. (Expte. Nro. 400)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica el Artículo 2. (Expte. Nro. 401)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se incorpora un artículo referido al medio ambiente. (Expte. Nro. 402)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se incorpora un artículo creando la figura del Defensor del Pueblo. (Expte. Nro. 403)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se incorpora la figura del Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 404)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica la Sección III – Régimen Electoral. (Expte. Nro. 405)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica la Sección IV – Poder Legislativo. (Expte. Nro. 406)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica la Sección V – Poder Ejecutivo. (Expte. Nro. 407)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica la Sección VI – Poder Judicial. (Expte. Nro. 408)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica la Sección VIII – Régimen Municipal. (Expte. Nro. 409)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica la Sección IX – Educación Común. (Expte. Nro. 410)

- El señor Martín L. Quiroz remite proyecto de reforma por el que se modifica a la Sección X – Régimen de la Salud. (Expte. Nro. 411)

- La Fundación M’iguá remite proyecto de reforma por el que se incorpora una sección referida a los derechos y garantías a un ambiente sano. (Expte. Nro. 422)

- El diputado Bescos remite proyecto de reforma por el que se agrega el Inciso 33º al Artículo 81 y se agregan artículos a la Sección IX y a la Sección X, promoviendo políticas y planes culturales. (Expte. Nro.429)

- El señor Agustín A. Díaz y el señor Leonardo Cregnolini como representantes de Vecinalistas de la ciudad de Paraná remiten propuesta sobre la inclusión de Comisiones Vecinales. (Expte. Nro. 430)

- La Unión de Gobiernos Vecinalistas de Entre Ríos remite propuesta sobre Régimen Municipal. (Expte. Nro. 431)

- Los empleados del Estado que prestan servicio en el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia remiten a proyecto de incorporación del Registro a la órbita del Poder Judicial. (Expte. Nro. 440)

- La Asociación del Magisterio de Enseñanza Técnica remite propuestas sobre educación común, participación popular, derechos del consumidor y del usuario, creación del Defensor del Pueblo, entre otras. (Expte. Nro. 451)

- El señor Emanuel Gainza remite proyecto de reforma referido a la creación de un Foro de Participación Juvenil. (Expte. Nro. 459)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.

- La Asociación de Amigos del Antirrábico se dirige en relación al proyecto del convencional Busti referido a la protección del medio ambiente. (Expte. Nro. 471)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. (Para adjuntar al Expte. Nro. 0124)

- La Fundación Horizonte remite proyecto de reformulación del Régimen Municipal de Entre Ríos. (Expte. Nro. 473)

- El señor Alberto D. Rotman remite proyecto de reforma referido a proporcionarle rango constitucional al “concepto de que los cargos electivos de los legisladores pertenecen a los partidos políticos que los llevaron en sus listas como candidatos”. (Expte. Nro. 482)

- El señor Adrián H. D’Andrea remite proyecto de reforma referido a que en el Tribunal de Cuentas puedan acceder otros profesionales en su estructura orgánica. (Expte. Nro. 483)

- El Presidente Municipal de María Grande remite anteproyecto por el cual se modifica el Artículo 195 - Apartado4º - Punto g) (Primera Parte). (Expte. Nro. 485)

- La Agrupación Discapacitados de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido a la igualdad de oportunidades de las personas en situación de discapacidad cualquiera sea su diagnostico. (Expte. Nro. 486)

- El Decano de la Facultad de Ciencias Agropecuarias, Ingeniero Gabriel Villanova, remite trabajo institucional relacionado a diversos temas. (Expte. Nro. 500)

- Trabajadores del IAFAS solicitan se le otorgue jerarquía constitucional a la explotación de los juegos de azar por parte del Estado. (Expte. Nro. 501)

- El señor Héctor F. Rodríguez remite proyecto de reforma referido a la modificación del Artículo 151. (Expte. Nro. 535)

- La señora Marta G. Arrías Pabon remite proyecto de reforma ciudadana referida a la Defensoría del Pueblo. (Expte. Nro. 536)

- La Secretaria Letrada del Tribunal de Cuentas remite actuaciones caratuladas “Sra. Fiscal de Cuentas Nro. 2 solicita tratamiento de la independencia de las Cajas Municipales de Jubilaciones y Pensiones en el marco de la reforma constitucional”. (Expte. Nro. 587)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.
7

MANIFESTACIONES

Sobre declaraciones periodísticas del convencional Acevedo Miño

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Tiene la palabra la convencional López.

SRA. ALLENDE (Clidia) – Presidente: los convencionales constituyentes que hoy estamos ocupando aquí una banca, hemos llegado a la misma por el voto popular y pertenecemos a distintos partidos políticos. Hoy, antes de llegar a esta sesión, a este plenario, leí una información pública en la que ─sin dejar de desconocer el derecho a la libertad informativa─ hemos sido involucrados poniendo en duda el honor y la ética de los convencionales que estamos aquí presentes. Hago mención a una nota periodística del convencional Acevedo Miño ─y hago referencia a la última frase de esta noticia periodística─ donde habla que los convencionales "algo tenemos que ocultar".

Me siento lesionada en cuanto al derecho, al honor y, porque los conozco, también hablo por los convencionales constituyentes que representan al Bloque de la Unión Cívica Radical. Por eso, señor Presidente, si el Cuerpo lo autoriza, solicito que el convencional Acevedo Miño, con el derecho que nos asiste, tenga la posibilidad de dar una respuesta o rectificar los dichos; que aclare en esta sesión y ante todos los periodistas a qué hace referencia cuando dice que todos "algo tenemos que ocultar".

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Formulada la moción por la señora convencional, queda a consideración de los miembros del pleno y si hay asentimiento, así se hará.

─Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Gracias, señor Presidente. En primer lugar, quisiera manifestar que no ha sido mi intención ofender el honor de ninguno de mis pares, sino que simplemente mis expresiones tienen que ver con un proyecto que también he presentado en esta Convención dirigido a la información pública, el libre acceso a la información pública, y que oportunamente será defendido en la comisión a la que ha sido girado.

En este sentido, lo que nosotros hemos manifestado ha sido la voluntad de facilitar la información referida a quienes colaboran en el Bloque de Recrear a los medios que así lo soliciten, no imponiendo a nadie la obligación de confidencialidad. En este sentido, nosotros consideramos que no tenemos ningún tipo de inconveniente en divulgar esa información como también lo han hecho otros convencionales que, antes del inicio de esta Sesión, me han manifestado que han actuado en igual sentido.

Para aquellos que actuaron de igual manera, solicito que me disculpen si no los incluí en el momento de manifestarlo En todo caso, no sólo quien les habla, ha divulgado esta información. Y además no he impuesto la prohibición a nadie de divulgar esos datos. Insisto, en consonancia con los conceptos vertidos y con el sentido ideológico republicano, expresado en el proyecto que oportunamente trataremos.

Insisto, si alguien se ha sentido herido en su honor, no ha sido mi voluntad ni ese hubiese sido el sentido de mis palabras, sino simplemente mantener el ideal republicano. Como decía el maestro Zarini, uno de los mejores comentaristas del Derecho Constitucional argentino: “El Estado debe manejarse como una caja de cristal”. Creo que a eso es a lo que apuntamos todos aquellos que hemos presentado proyectos tendientes al libre acceso a la información pública.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Quiero destacar, porque creo que es importante señalarlo, que no siempre en un órgano colegiado de las peculiaridades de esta Convención Constituyente, no siempre en los órganos parlamentarios que funcionan a lo largo y a lo ancho del país, ha existido un criterio tan homogéneo, tan paritario, tan equilibrado, tan igualitario como el que se ha usado en esta Convención Constituyente, brindándole a cada uno de los 45 convencionales, una suma exactamente igual para que él mismo pudiera postular designaciones, no él percibir, sino proponer los equipos de trabajo que necesita para el mejor cumplimiento de la función que quiere realizar. Esas personas son las que han de percibir, o perciben, directamente en función de sus contratos los emolumentos contractuales que les correspondan.

De tal manera que yo quiero hacer público, porque me parece que es importante, ese criterio de igualdad, ese criterio de homogeneidad. Y queda en manos de cada uno el poder determinar por sí o a través de las personas que conformen sus equipos, la suma que cada uno de ellos habrá de percibir. Porque es cierto que el principio de la información pública hace a la diafanidad, hace a la cristalinidad de los datos, pero también es cierto, señor Presidente, que el derecho de intimidad y algunos principios vinculados al Artículo 19 de la Constitución Nacional, deben también cumplimentarse, porque no se trata de desjerarquizar un derecho para jerarquizar otro: los derechos fundamentales tienen todos la misma jerarquía y un sentido paritario que debemos cumplir, debemos satisfacer, más allá de las actitudes que podamos asumir y que puedan tener trascendencia periodística.

Yo me hago cargo y me solidarizo, en nombre de mi bloque, con la actitud que ha asumido, sintiéndose afectada personalmente porque creo que cada uno de nosotros lo experimentamos, la convencional Allende de López. Entiendo que hay que ser cuidadosos, puntillosos y pulcros cuando se hacen este tipo de declaraciones, tanto más, cuando todos de una manera paritaria hemos recibido idénticas cantidades; y es más el bloque unipersonal del convencional Acevedo Miño, ha tenido, por ser él solo, una suma adicional que el resto de los convencionales no hemos percibido. Esto es lo que hay que decirlo claro, contundente e inequívocamente para conocimiento de todos, de manera tal de que no valgan exclusivamente las palabras sino las realidades.

Señor Presidente, aceptamos las explicaciones del convencional Acevedo Miño, pero no podemos callar frente a las manifestaciones que compartimos de la convencional Allende de López. (Aplausos.)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – En nombre del Bloque de la Coalición Cívica y el Partido Socialista manifestamos, con respecto a esta polémica, que previo al conocimiento de esta denuncia –si se la puede denominar de alguna manera–, nosotros habíamos presentado un proyecto en el convencimiento de que es parte del compromiso asumido por esta Convención, dado que todos los bloques, e incluso algunos bloques presentes en esta Convención Reformadora, han presentado más que un proyecto acerca de la garantía constitucional del acceso a la información pública.

En esa convicción de que hay un anhelo compartido, una voluntad concurrente de la representación de los convencionales entrerrianos, de la representación del pueblo entrerriano, es que nos pareció importante señalar a través de un proyecto de resolución, que el eficaz sitio digital de la Convención incorpore toda esta información, precisamente, para que a partir de nuestra propia labor, sea en la provincia de Entre Ríos un hecho más que una expresión de deseos o palabras. En ese sentido lo planteábamos en la Comisión de Labor al no existir todavía una garantía constitucional de acceso a la información, el derecho de cada uno de los asesores a reclamar que sus datos sean confidenciales, aún está vigente y debe ser respetado.

Nosotros entendimos, pese a no tener la facultad y así lo hemos hecho público a los datos que corresponden a nuestra actividad, que esta coincidencia plena que existe en la concepción de que el derecho de acceso a la información es realmente un derecho que debe ser garantizado en la Constitución, correspondía y era imprescindible transformar esa inquietud en un proyecto de resolución que esta Convención está dando ingreso. Hago este señalamiento porque creo que no puede existir un choque de derechos como bien se ha señalado y en la medida que seamos capaces de darle rango constitucional al acceso a la información, en el futuro, a partir de esta nueva Constitución entrerriana, quien acceda a la administración pública, quien acepte ser funcionario, asesor y demás, sabrá de antemano que parte de esa aceptación implica también que todos los datos que tengan que ver con ello deben ser públicos.

Por lo demás, las formas y las disculpas, corren por cuenta de cada uno de los que se hayan sentido afectados en su honor o en la salvaguarda de su dignidad. Nosotros entendemos, de acuerdo a la información que tenemos, que algunos de los asesores de los distintos bloques, de los distintos convencionales, expresaban en esos propios convenios de confidencialidad su disposición a que fueran divulgados sus datos, en otros casos ese convenio no se devolvió, de manera que, estando protegidos hoy por la ley creo que la actuación que se tuvo fue la adecuada. Por lo demás, corresponde que precisamente expresemos nuestras propuestas a futuro en reforma de texto o en proyecto de resolución.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Schoenfeld.

SRA. SCHOENFELD – Señor Presidente, con respecto al manejo del Presupuesto y de lo que nos corresponde a cada convencional en cuanto a dieta, a sueldo en general y lo que se nos otorgó para asesores, creo que los 45 convencionales tuvimos conocimiento y aprobamos el Presupuesto en la primera asamblea plenaria. De ahí en más, si a cada uno, excepto uno –no sé cómo le habrán asignado al convencional Acevedo Miño–, nos asignaron 10.000 pesos para los asesores, creo que quedó a criterio y responsabilidad de cada convencional asignárselo a dos, tres, cinco, diez, según las necesidades de asesoramiento y colaboración que cada uno necesita.

Por otro lado, es importantísimo aclarar, sobre todo para la prensa, que nosotros en ningún momento recibimos ni tenemos acceso a ese dinero para los sueldos o los contratos de los asesores, sino que lo cobran directamente ellos conforme a la ley y su inscripción en la AFIP y en Ingresos Brutos bajo recibo o factura que nosotros acompañamos con la firma avalando que trabajan.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, señores convencionales, de más está decir que mis gestos, que como siempre son elocuentes porque no practico la hipocresía, denotan claramente mi fastidio por tener que hacer uso de la palabra.

Desde ya, como lo habíamos hablado en la reunión de Labor, no era intención debatir sobre estas cuestiones porque tenemos cabal responsabilidad para lo que estamos sentados.

Pero claro, señor Presidente, si una convencional de nuestro bloque en términos personales tiene una carga que la quiere manifestar porque se siente absolutamente agraviada, viniendo de una comunidad pequeña como lo es Feliciano y donde además las repercusiones sobre este caso –como lo ha manifestado ella– han sido innumerables, no tenemos ninguna cuestión que no sea la de plantearnos en absoluta solidaridad con sus expresiones.

Y no iba a hablar, por supuesto, porque no tenía otra intención que solidarizarme con las expresiones de la convencional Allende. Pero, sinceramente, no sé cómo se hace un maniqueísmo espectacular para confundir entre la sensación que se tiene, los anhelos de justicia, los proyectos que se presentan y el manto de sospecha alegre sobre cuestiones que nada tienen que ver para con lo que estamos tratando.

Cuando yo vi 200 proyectos presentados en la primera sesión, le quiero decir la verdad, estaba feliz, señor Presidente, y hasta en la sana competencia de los bloques que había visto, la proliferación de los nuevos derechos que queríamos incorporar. Y cuando la señora Prosecretaria de esta Convención me informó a mi requerimiento que en esta nueva sesión, a 15 días, iban a ingresar alrededor de 120 proyectos, nuevamente mi alegría colmó todas mis expectativas con respecto a la proliferación del trabajo.

Acá las cosas son claras, no hay que entrar a confundir; que yo tengo un proyectito, que lo voy a presentar, que la transparencia…, eso es materia legislativa, y si no se está de acuerdo con lo que se le formula, se presenta y se publica todo lo que se tenga que publicar, eso no tiene nada que ver con echar un manto de sospecha, todos de todos, acá o en cualquiera de los diccionarios de la lengua castellana.

Creí que las disculpas iban a ser un poco más importantes. Ni pensaba siquiera hacer uso de la palabra. Porque aquí ¿qué se busca? ¿Que el título de mañana sea que nuevamente el tema de las dietas fue el debate?

Yo prefiero que cuando mañana se abran los diarios se lea que el pueblo de la Provincia va a tener un Ombusman o un Defensor del Pueblo, para que defienda todos los derechos que la clase política pueda llegar a olvidarse y no canalizar; y que se enteren los sectores de la producción y del trabajo que van a tener un Consejo Económico y Social, como en todas las economías del primer mundo, para que los gobernantes no establezcan políticas solas.

Yo no concibo la idea de que el ámbito que comparto, de jerarquía, alegremente lo pueda estar poniendo en tela juicio. O me voy o hago las cosas distintas a lo que creo. Vamos a ver cuántos van a estar cuando yo plantee el proyecto de que el juego debe estar bajo la potestad absoluta del Estado; vamos a ver cuántos van a votar para que la tenencia de la tierra no quede en manos extranjeras en esta Provincia; vamos a ver quién va a estar de cada lado cuando pongamos que el recurso natural del agua no lo puede manejar un señor a su gusto, como ocurrió alguna vez en esta Provincia. Ahí quiero ver de qué lado se juega, no en los aspectos meramente formales o declarativos, para ver en alguna prensa amarilla cómo se toma la nota.

Yo les voy a decir una cosa para terminar con tanta hipocresía. Miren, por ejemplo, nuestro bloque, ¿qué problema va a tener? ¿Sabe cuál es el único problema que tiene, señor Presidente?, que esta debe ser una de las Constituciones más austeras que se han hecho en la República Argentina; éste es el único inconveniente. Y como tenemos un partido grande, que no lo armamos en un ciber, a veces tenemos que tener el pudor y la vergüenza de no publicar los nombres, y ¿sabe por qué, señor Presidente?, a pesar de que los conocen todos, porque hay miles de radicales en esta Provincia que querrían habernos acompañado y no tenemos la posibilidad económica, ni política de convocarlos.

Esto es lo que les pasa a los partidos grandes como el nuestro, señor Presidente, no sé lo que ocurrirá en la cabecita de otro. Pero hasta esos problemas tenemos de pudor personal, porque convivimos en un partido que hizo esta Constitución y que había miles y miles de abogados, constitucionalistas, dirigentes políticos, intendentes, ex concejales que querrían estar, pero no se puede, no tenemos posibilidad. Pero de allí que esto sea materia de debate en la prensa y bajo actitud de sospecha, cuando hay que hacer un contrato que lo tiene que firmar el convencional y el Presidente de la Convención, que va por la AFIP, la verdad, señor Presidente, que no entiendo cómo esto puede ser materia de discusión. Y lo que es sospecha es denuncia, y lo que es denuncia tiene que ir a la Justicia, no hay otra vuelta.

Para terminar, señor Presidente, lamento que le haya tocado al convencional Acevedo Miño la intempestiva participación de mis palabras. En todo caso porque ha habido otros episodios que también han tratado –como quien dice– de embarrar la cancha. A mi me costó mucho estar acá, señor Presidente. Nosotros tuvimos que atravesar todo el proceso democrático.

Nosotros cumplimos con todos los requisitos que marca la democracia. Hace 26 años que trabajo en política, no tengo en qué caerme muerto. Si ha caído un peso por la política, no ha quedado un paisano en esta Provincia de mi partido al que yo no le haya tirado una mano. No comulgo con ningún interés económico de esta Provincia, y cuando se traten los temas importantes, ahí los quiero ver, porque ahí vamos a necesitar los votos a favor de los intereses que la pudren y que han hecho que esta Provincia, por allí, no tenga la calidad institucional que tiene por estos 74 años que han transcurrido en que no se ha podido reformar esta Constitución.

Llamo a la reflexión. A pesar de la vehemencia son palabras de confraternidad. ¡No todo se vende ni todo se compra! No todo puede estar sujeto a la prensa. La prensa tiene que tener la información cristalina y transparente. Es cierto, nosotros hemos presentado tres proyectos, y hay como 10 acerca de la información pública. Estamos trabajando en el mejor sentido para democratizar el Estado, pero eso no implica que se pueda hacer de esto una cuestión de sospecha, nada menos y nada más, hacia 45 hombres, que los están mirando toda la Provincia para hacer una Constitución. ¡Qué linda Constitución vamos a hacer si sobre esos 45 hombres permanentemente cae una sospecha de cuestiones menudas! No me gustaría ser parte de esos 45 hombres, señor Presidente, no me gustaría.

Espero, sinceramente, que sea el último debate de estas características y que, en todo caso, si lo tenemos que hacer, que se haga en el recinto, porque eso va a hablar de que hay una intención absolutamente modesta y sincera. Si el debate es de la prensa, hay otra intención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Muy brevemente, señor Presidente. En realidad, me parece que la iniciativa que de alguna manera tuvo el señor convencional Acevedo Miño, más allá de cómo estuvo planteada, ya que por ahí generó sospechas en la prensa, lo que lo ha animado es un criterio absolutamente claro de que las cosas estén transparentadas.

Pero me da la impresión de que acá se olvidan algunas cosas. Yo creo que la confidencialidad o la reserva está en cabeza del contratado, pero las otras cosas son todas públicas. Quien quiera saber quién es empleado de acá, entra a la DGI, aprieta un botón y le da la lista de todos los contratos que tenemos. El que quiera saber quién es empleado y cuánto gana, se va a Ingresos Brutos, a Rentas, aprieta un botón y le dan una hojita de todos los que trabajan y cuánto ganan. Creo que están las cosas medio mezcladas. Además, si se quiere saber –como dijo alguien que me precedió en el uso de la palabra– se presenta un proyecto acá referido a cómo se gasta la plata del Presupuesto y el señor Presidente va a informar.

Me da la impresión de que el planteo, no sé cuáles habrán sido los términos, porque por allí algunos dicen cosas, y las “cocoan”, y tal vez no las pone el que las dice, sino otro. Lo que tiene que quedar claro es que quien quiera saber quiénes son los empleados de cada uno de nosotros, no le pregunten al empleado, nos preguntan a nosotros o preguntan directamente a la DGI o a Rentas, y ahí va a tener la lista de todos los empleados que tenemos y cuánto ganan. Creo que esa forma en que se estructuró, que es molesta, que es difícil, que nos lleva muchísimo trabajo, que tiene un montón de reparos para que cobren los asesores, transparenta absolutamente –en lugares donde son indubitativos los registros– la lista de quiénes trabajan y cuánto cobran. Me parece que lo demás, va por cuerda separada y no tiene sentido tratarlo acá, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Sin perjuicio de que esta Presidencia no puede dar opinión por el Artículo 15 del Reglamento, sí puede dar información a los señores convencionales.

Por eso les doy la información de que esta Convención está auditada por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, y que hasta ahora el Tribunal de Cuentas de la Provincia, en el primer mes de auditoría, no ha emitido ninguna objeción al control del gasto.

Quiero decirles también que esta Presidencia no tiene absolutamente nada que ocultar; al contrario, señor convencional, quien quiera requerir información, el periodista que quiera requerir información, me parece que el procedimiento adecuado es el de presentar un proyecto de resolución, como lo ha hecho el señor convencional Schvartzman, que va a la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto que lo debe tratar.

De cualquier manera, acá no se ha obligado a nadie a la confidencialidad de nada, sino que todo está absolutamente auditado, controlado y a la luz del día, a disposición de cualquier convencional o de cualquier periodista.
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DICTÁMENES DE COMISIÓN

Moción de sobre tablas (Exptes. Nros. 161; 169; 173, 212 y 292; 183, 211, 217 y 247; 347; 170 y 261; 182; 141, 188 y 199; 143, 204, 224 y 336; 338; 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde el turno de las mociones de sobre tablas.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 161–, por el que se modifica el Artículo 80 de la Constitución provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – De conformidad a lo conversado esta mañana entre todos los Presidentes de bloque en la Comisión de Labor, hemos creído que este asunto –al igual que otros que propondremos de inmediato– podía tratarse sobre tablas.
Por eso, señor Presidente, mociono concretamente que el asunto que acaba de referenciarse sea tratado sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Yo creo que la única limitación es la del Artículo 57º del Reglamento, señor Presidente, así que si los proyectos están dictaminados por unanimidad o no tienen otro dictamen en contrario, es posible. Por eso, acompaño la moción.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Así se ha acordado en la Comisión de Labor, señor convencional: conjugar los Artículos 51º y 57º del Reglamento y tratar sobre tablas los proyectos con dictamen de comisión.

Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor diputado Carlín. Se requieren los dos tercios de los votos.

–La votación resulta afirmativa.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 169– por el que se suprime el inciso 5º del Artículo 92 de la Constitución provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – De conformidad a lo conversado en la Comisión de Labor, señor Presidente, mociono que este asunto se trate sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Habiéndose establecido en la Comisión de Labor el plan de trabajo para esta sesión, se podría obviar mocionar el tratamiento sobre tablas de cada uno de los dictámenes de comisión y, en cambio, hacer votar de una vez la moción de sobre tablas para todos los dictámenes acordados oportunamente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Con el asentimiento del Cuerpo, se procederá a poner a votación en conjunto el tratamiento sobre tablas de todos los dictámenes de comisión cuyo tratamiento sobre tablas aún resta poner a votación.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Prosecretaría se enunciarán los restantes dictámenes de comisión cuyo tratamiento sobre tablas fue acordado en forma unánime en la reunión de la Comisión de Labor.

SRA. PROSECRETARIA (Pasi de Garelli) – Además del tratamiento sobre tablas ya aprobado, se acordó tratar sobre tablas los siguientes dictámenes: de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 169– que suprime el inciso 5º del Artículo 92; de la misma comisión en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 173, 212 y 292, unificados– que sustituyen el Artículo 64; de la Comisión de Régimen Municipal en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 183, 211, 217 y 247– que modifican el Artículo 2º; de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto en el proyecto de resolución –Expte. Nro. 347– que declara el compromiso de incorporar en la Constitución disposiciones que contemplen los principios de equidad de género y de no discriminación; de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 170 y 261– que derogan el Artículo 11; de la misma Comisión en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 182– referido a la obligación de todo ciudadano a armarse a requisición de las autoridades constituidas; de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 141, 188 y 199– que crean el Consejo Asesor Económico y Social; de la Comisión de Control del Estado en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 143, 204, 224 y 336– que introducen la figura del Defensor del Pueblo, de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto en el proyecto de resolución –Expte. Nro. 338–, por el que se adopta como leyenda oficial de la Convención Constituyente el texto “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos” y de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto (mayoría y minoría) en los proyectos de resolución –Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291– referidos a incompatibilidades de los convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar en conjunto el tratamiento sobre tablas de los dictámenes de comisión indicados por Prosecretaría. Se requieren los dos tercios de los votos.

–La votación resulta afirmativa.
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ARTÍCULO 80. MODIFICACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. 

Consideración (Expte. Nro. 161)

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo a lo resuelto recientemente corresponde el tratamiento de los dictámenes sobre los cuales recayó tratamiento sobre tablas.

En primer lugar corresponde considerar el dictamen de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 161– por el que se modifica el Artículo 80 de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 161

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, ha estudiado el proyecto obrante en el expediente número 161 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución:

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1° – Modifíquese el Art. 80º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 

“Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, a toda persona de fuera de su seno que viole sus derechos, con arreglo a los principios parlamentarios, pudiendo además, pasar los antecedentes a la justicia”.

Sala de Comisión, 4 de marzo de 2008

CARLÍN – ALLENDE (José) – BARRANDEGUY – FEDERIK – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – TALEB – ARRALDE – MONGE – ROGEL – ACHARTA – REGGIARDO – ALASINO – ACEVEDO MIÑO.

Informe de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral del dictamen en el Expte. Nro. 161

Honorable Convención:

Esta comisión en el dictamen traído, conforme el criterio sustentado por sus firmantes, comparte los fundamentos de los autores del proyecto que, en lo sustancial, hace suyos.

En efecto, el Artículo 80° de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos preceptúa: “Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, con arresto que no pase de un mes, a toda persona de fuera de su seno que viole sus privilegios, con arreglo a los principios parlamentarias, pudiendo además, pasar los antecedentes a la justicia”

Se suprime esta facultad legislativa de “arrestar”, por entender que tal atribución, a esta altura del avance institucional es una rémora de tiempos pasados. Para el caso que mediaren tumultos por la intervención de las barras, violencia física o verbal hacia los legisladores es posible utilizar correctivos disciplinarios adecuados, sin arribar al extremo de imponer la sanción de arresto prevista por la norma. Si los hechos tuvieren envergadura, cabe formalizar la denuncia correspondiente y serán los órganos de la justicia penal de la Provincia de Entre Ríos, los que deberán examinar lo acontecido para determinar si los hechos son encuadrables en una figura penal y la responsabilidad que le cabe a sus partícipes.

Basta la autoridad del órgano parlamentario, incluso a través de su presidencia, para corregir a una o más personas que promuevan desórdenes disponiendo el retiro de ellos de los plenarios legislativos, sin perjuicio de la posterior denuncia, en vez de disponer el arresto.

Aún reconociendo que en la literatura especializada se habla de “privilegios parlamentarios”, hemos creído más ajustada a la democracia la expresión “derechos” que aquella antigua rémora.

Por tal razón propiciamos se apruebe el proyecto objeto de dictamen.

Miguel A. Carlín

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Quiero hacer una observación, señor Presidente. Tratándose de un dictamen con un solo artículo, mociono que votemos, a la vez, en general y en particular.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar el proyecto en general y en particular, requiriéndose la mayoría establecida en el Artículo 7º del Reglamento.

–Resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.

–Aplausos.
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ARTÍCULO 92. SUPRESIÓN INCISO 5º. 
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. 

Consideración (Expte. Nro. 169)

SR. PRESIDENTE (Busti) – A continuación se considerará el dictamen de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 169–, por el que se suprime el inciso 5° del Artículo 92 de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 169

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado el proyecto obrante en el expediente número 169 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución:

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°– Suprímese el inciso 5º del Artículo 92 de la Constitución de Entre Ríos, quedando el artículo citado redactado de la siguiente manera:

“Artículo 92 - Ambas Cámaras sólo se reunirán para el desempeño de las funciones siguientes:

1º - Apertura de las sesiones ordinarias.

2º - Recibir el juramento de ley del gobernador y vicegobernador de la provincia.

3º - Tomar en consideración la renuncia de los mismos funcionarios.

4º - Declarar, con dos terceros de los votos presentes de cada Cámara, los casos de impedimento del gobernador, vicegobernador o de la persona que ejerza el Poder Ejecutivo.

5º - Realizar la elección de gobernador y vicegobernador que prevé el Artículo 118.

6º -Considerar el veto del Poder Ejecutivo en la forma prescripta por el Art. 88.”

Sala de Comisión, 4 de marzo de 2008

CARLÍN – ALLENDE (Jósé) – BARRANDEGUY – FEDERIK – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – TALEB – ARRALDE – MONGE – ROGEL – ACHARTA – REGGIARDO – ALASINO (en disidencia parcial) – ACEVEDO MIÑO.

Informe de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral del dictamen en el Expte. Nro. 169

Honorable Convención:

Esta comisión en el dictamen traído, conforme el criterio sustentado por sus firmantes, ha compartido en lo sustancial los argumentos de los autores del proyecto en dictamen para propiciar la reforma.

La derogación proyectada viene impuesta por la necesidad de actualizar la Constitución Provincial, adecuándola a la reforma  de la Carta Magna Nacional de 1994, que transformó el sistema de elección de los senadores nacionales.

Efectivamente, el antiguo Artículo 46 de la constitución histórica preveía la elección indirecta de dos senadores nacionales por cada provincia designados por sus respectivas Legislaturas, mecanismo a través del cual  se justificaba su representación provincial. Consecuente con aquello el Artículo 92 de la Constitución Entrerriana dispone en el inciso 5º que ambas Cámaras de la Legislatura se reúne en Asamblea para designar a los senadores nacionales y considerar las renuncias de los electos.

La aludida reforma de 1994 introdujo importantes modificaciones en el régimen senatorial  reduciendo el mandato de los senadores –de 9 a 6 años–, aumentando su número por provincia, estableciendo la elección directa de dichos legisladores.

El Artículo 54° de la Carta Magna Federal señala: “Art. 54 – El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en forma directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto”

Durante un primer lapso, transitorio entre 1994 y 2001, se fijó un método complejo y gradual de adecuación de mandatos y renovación de bancas que permitiera hacer efectiva la innovación vinculada a la representación de las minorías de manera inmediata  pero manteniendo  la elección de los senadores a cargo de las Legislaturas Provinciales (Disposición transitoria Cuarta). Pero, a partir de entonces, rige en plenitud la norma del Artículo 54° pretranscripta, de ahí que la atribución del Artículo 92 inc. 5° de la Carta Provincial padezca de anacronismo y torne procedente su supresión.

Por todo ello propiciamos la aprobación del proyecto objeto de este dictamen.

Miguel A. Carlín

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, yo acompañé el dictamen pero formulé una disidencia parcial y quiero muy brevemente decir por qué.

Tengo el criterio de que a todos aquellos artículos históricos, que de alguna manera no molestan, no hay que tocarlos. Me parece que ese es un mejor homenaje a la redacción de la Constitución del 33 vigente que cualquier otro, porque de alguna manera uno le está reconociendo una inmutabilidad que es la característica de las normas buenas, equilibradas y justas.

Además, señor Presidente, me parece que ─como se habla─ de que hay una intención seria del Poder Ejecutivo y de mucha gente de replantear de nuevo la conformación del Senado nacional y volverlo a una cuestión prácticamente corporativa, es decir que tengan igualdad de representación las provincias y no el pueblo de las provincias, pensaba que al dejarlo como está ─ante esta alternativa, ante la eventualidad de que cambie la Constitución nacional─ no tendríamos ese vacío o ese hueco en la Constitución provincial porque, de alguna manera, quedaría un mecanismo tangencial para nombrarlos. Por eso proponía que se mantuviera.

Esta observación la hago simplemente porque en el momento en que fui invitado a firmar, marqué la disidencia parcial en este aspecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular por constar de un solo artículo, requiriéndose la mayoría establecida en el Artículo 7º del Reglamento. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la comisión de Redacción y Revisión.

–Aplausos.
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ARTÍCULO 64. SUSTITUCIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. 

Consideración (Exptes. Nros. 173, 212 y 292)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 173, 212 y 292 (unificados)–, por el que se sustituye el Artículo 64 de la Constitución provincial. 

Por Secretaría se dará lectura. 

–Se lee:

Ref.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 173, 212 y 292

Honorable Convención

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado los proyectos obrantes en los expedientes números 173 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Griselda Liliana De Paoli, Rubén Villaverde, Luis Agustín Brasesco, Raúl Darío Guy, Jorge Daniel Monge y Clidia Alba Allende de López; 212 de los señores convencionales Miguel Augusto Carlín, Rosario M. Romero, Guillermo Martínez, Julio Alberto Federik y Sigrid E. Kunath; 292 Augusto José María Alasino y Flavia E. Pasqualini; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º – Sustitúyese el Artículo 64 de la Constitución Provincial por el siguiente: 

“Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias todos los años desde el quince de febrero hasta el quince de diciembre.

El Poder Ejecutivo podrá convocarlas extraordinariamente siempre que el interés público lo reclame.”

Sala de Comisión, 4 de marzo de 2008

CARLÍN – ALLENDE (José) – BARRANDEGUY – FEDERIK – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo) – ROMERO – TALEB – ARRALDE – MONGE – ROGEL – ACHARTA – REGGIARDO – ALASINO – ACEVEDO MIÑO.

Informe de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral del dictamen en los Exptes. Nros. 173, 212 y 292

Honorable Convención:

La Constitución local ha fijado en el Art. 64 un periodo ordinario de sesiones de solo cuatro meses, a partir del 1° de julio de cada año, siendo ello compatible con el criterio imperante por entonces de contar con un Poder Ejecutivo fuerte, que ejercitara con amplitud sus atribuciones, mientras que el Parlamento debía reunirse ordinariamente una tercera parte del año calendario para considerar un número reducido de leyes que se requerían para  la Provincia.

La ampliación que propicia el dictamen adjunto adecua el plazo de las sesiones ordinarias a los requerimientos actuales de la función legislativa, ya que la velocidad en las comunicaciones no es la misma que teníamos en el año 1933. El traslado del legislador, la infraestructura con que contaba la provincia en materia de caminos, las incomodidades del momento, son –obviamente- distintas a las posibilidades y las comodidades actuales, las que marcan la diferencia de los cortos períodos para sesionar que se habían establecido, al tiempo de haber mutado el rol asignado al Parlamento Provincial.

La aludida fuerte tradición presidencialista de entonces hizo que el período de sesiones ordinarias fuera de excesiva brevedad, cosa que resultó funcional al predominio del Ejecutivo; postura que ha ido cambiando a través del tiempo y recogido el cambio en la reforma de nuestra Constitución Nacional en 1994, lo que exige incrementar el periodo ordinario del Poder Legislativo para alongar su tarea regular de legislar.

El rol de la Legislatura contemporánea no responde a la antigua concepción, al punto tal que en las últimas décadas el Poder Legislativo ha ejercido la potestad del Art. 66 y prorrogado regularmente sus sesiones por todo el año calendario. El período que se propone en el proyecto precedente es el mismo que se adoptó en el Art. 131 de la Carta Magna de Santiago del Estero, dejando a salvo la potestad del Poder Ejecutivo para convocarla a sesiones extraordinarias o, por si sola y con un tercio de votos de sus miembros, prorrogarlas.

Por tales motivos esta comisión se expide en el sentido que indica el proyecto traído.

Miguel A. Carlín

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – En mi condición de coautora de uno de los proyectos referidos a Sesiones Ordinarias quiero fundamentar que en principio el proyecto nuestro preveía un período de Sesiones Ordinarias que abarcaba del 1º de febrero hasta el 20 de diciembre inclusive. Más allá de compartir las razones que en general y en particular se dieron en el debate, creíamos necesario que el período de Sesiones Ordinarias fuera lo más extenso posible como patrón o muestra de conducta por parte de los Legisladores, adecuando la actividad del Legislador a la actividad de los restantes poderes del Estado, atento que el Poder Judicial de la Provincia solamente recesa, corta su actividad laboral ordinaria, por un mes en el transcurso de enero y a lo sumo diez días hábiles en el mes de julio.

Lo mismo sucede, y con menor incidencia aún, en el ámbito del Poder Ejecutivo donde los recesos de la actividad normal y habitual son parciales por departamentos, por sectores, y solamente por períodos de 10 a 15 días en el transcurso del año. Y si hacemos esta comparación no solo ya con la actividad pública estatal sino con la actividad privada, las diferencias son esenciales. Teniendo en cuenta, como dije en comisión, los trabajadores en relación de dependencia que tienen la suerte de estar registrados trabajando en blanco, como se dice normalmente, tienen derecho a 14 días de descanso en todo el año.

La mayoría de los trabajadores dependientes, si es que existen, no tienen receso durante todo el año, por la sencilla razón de que como aún no están bajo cobertura del Régimen Laboral no tienen descanso, no tienen salarios, no tienen cobertura de salud, no tienen los beneficios sociales. Si a eso lo comparamos con aquellos que trabajan autónomamente como comerciantes, como profesionales o industriales, advertimos que por la vorágine actual de la sociedad, de la modernidad, de la tecnología, nos vemos impedidos a veces de acceder a temporadas de recesos laboral prolongados.

No incluyo en esta aseveración o pensamiento a los empleados de la Legislatura que supongo –como cualquier empleado no solo del Estado sino también de la actividad privada, tienen sus legítimo derecho a sus vacaciones– estoy hablando del patrón de conductas que les exigimos a los señores legisladores. Por lo demás comparto en general los fundamentos del proyecto y esa eran una de las razones por las cuales habíamos llevado al extremo posible el período de sesiones, del 1º de febrero al 20 de diciembre. Salió un dictamen de consenso que es lo prudente, lo razonable y se va a votar la reforma o la sustitución en los términos que surja de este dictamen.

SR. PRESIDENTE (Busti) –  Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, en el seno de la comisión se analizó cuánto tenía que durar el período que hasta ahora es de cuatro meses y que comienza el 1º de julio, a los fines de extender ese lapso de tiempo ordinario de sesiones de la Legislatura de la Provincia.

Y se acordó, ese fue un criterio uniforme, que se alongara el período a diez meses, la discusión estaba dada en determinar fecha de inicio hasta qué fecha, y se advirtió que las sesiones de la Legislatura son abiertas por el señor Gobernador de la Provincia con un informe puntilloso y ponderado de todo lo realizado en el año inmediato anterior de su gobierno. Además, los proyectos de gobierno que estime el señor Gobernador habrá de desarrollar a partir del período que se esta iniciando, de ahí que necesite no pocos informes para abonar su mensaje, que a veces dura varias horas su exposición y además se agregan anexos, se agregan documentos, –usted señor Presidente que ha sido tres veces gobernador de la Provincia y lo sabe perfectamente bien– ello requiere un laboreo de parte de distintas oficinas técnicas, de los funcionarios, de los empleados públicos lo que nos hizo pensar –teniendo en cuenta que normalmente los períodos de vacaciones se dan con los recesos del mes de enero– que el quince de febrero era una oportunidad suficiente para que, contando con toda esa documentación y acopios de datos, el Poder Ejecutivo pudiera preparar adecuadamente su informe.

Por lo expuesto coincidimos en el inicio de las sesiones para el día 15 de febrero.

Por último, con relación a la terminación, pensamos que el 15 de diciembre era también una oportunidad adecuada en virtud que con posterioridad se operan las vacaciones, antes de las fiestas de fin de año, y se requiere que los empleados de la Legislatura, los funcionarios, los técnicos, cumplan con la remisión de los despachos correspondientes a los efectos de hacer efectivas las sanciones que adopte el Poder Legislativo provincial.

De ahí, señor Presidente, y abonando los fundamentos del informe escrito, es que se ha escogido esa fecha inicial y esa fecha terminal, que son las que hemos propuesto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular por constar de un solo artículo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 2. MODIFICACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Régimen Municipal. 

Consideración (Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Régimen Municipal en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247–, por el que se modifica el Artículo 2 de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF. Expte. 211 y unif. 183, 217 Y 247.

Honorable Convención:

La Comisión de Régimen Municipal ha considerado los proyectos de reforma, Exptes. Nro. 211, de autoría de los señores convencionales Carlín, Romero, Kunath, Federik y Martínez, por el que se modifica el Artículo 2 de la Constitución Provincial, Nro. 183 de autoría de los señores convencionales Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco, Villaverde, Cepeda, Allende de López y De Paoli, Nro. 217 de autoría del convencional Baez y Nro. 247, de autoría del Convencional Motta, unificados; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja su aprobación con las modificaciones introducidas.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1° – Modificase el Artículo 2° de la Constitución Provincial, el que quedará redactado en los siguientes términos: “El territorio de la Provincia queda dividido en diecisiete departamentos denominados: Paraná, Diamante, Victoria, Gualeguay, Gualeguaychú, Uruguay, Colón, Concordia, La Paz, Villaguay, Tala, Nogoyá, San José de Feliciano, Federación, Federal, Islas del Ibicuy y San Salvador, con los límites que les acuerdan las leyes vigentes y sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa.”

Artículo 2° – De forma.

Sala de Comisión, Paraná, 6 de marzo de 2008.

CRESTO – ROMERO – MARTÍNEZ (Guillermo) – CARLÍN – BAEZ – HEYDE – MOTTA – VILLAVERDE – ZABALA.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Cresto.

SR. CRESTO – Señor Presidente, este dictamen no tiene fundamentos por lo tanto voy a informar, brevemente, a los señores convencionales que el mismo salió del consenso de cuatro proyectos presentados, uno por el Bloque Radical, otro por el Bloque Justicialista y los proyectos de los señores convencionales Motta y Baez.

Si bien es cierto algunos de estos proyectos limitaban la creación de departamentos en el futuro y otros también lo hacían, de alguna manera, en función de la cantidad de habitantes, se consensuó mantener el histórico, el mismo texto de la Constitución de 1903, que se repitió en la reforma del 33 y se mantuvo ese mismo texto agregando los departamentos Federal, Islas y San Salvador.

Por lo expuesto solicito la aprobación del presente proyecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Villaverde.
SR. VILLAVERDE – Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Régimen Municipal, junto con los convencionales Guy y Cepeda hemos acompañado este proyecto, más allá que en nuestra redacción primaria dejábamos sin incluir ningún departamento a los efectos de dejar –como habíamos planteado en otras ocasiones y seguimos sosteniendo– la posibilidad de crear otros departamentos y en el caso que se produzca esta situación la Constitución quede actualizada sin necesidad de modificar esta cuestión.

Llegamos al consenso en la comisión, donde el Bloque Justicialista había incorporado estos tres nuevos departamentos, unificamos los fundamentos de ambos y a partir de ahí salió el consenso de este proyecto.

Por lo tanto, desde ya adelantamos que vamos a acompañar esta iniciativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – Señor Presidente, voy a formular una observación al dictamen de la mayoría, refiriéndome concretamente a los términos similares que expresara en una participación cercana que tuve en la Comisión de Régimen Municipal, de la cual no soy miembro, y que creo oportuno reiterar ante todos los convencionales constituyentes, conciente de que en esta oportunidad al votar –en este caso es un solo texto en general y en particular– es la última oportunidad que tenemos de aceptar este dictamen de la mayoría o introducir, llegado el caso –si es del criterio de los señores convencionales–, alguna breve y pequeña modificación que no altere en lo sustancial la materia del dictamen.

Se trata de partir de un concepto que señala en nuestra historia entrerriana y nuestras instituciones a los departamentos como ámbitos históricos-geográficos, de actuación de la Administración y de la administración de Justicia, de la Administración Pública en general, del Poder Ejecutivo, liderado por el Gobernador, y del Poder Judicial. Ello habida cuenta de que hasta aquí hay criterio mayoritario de los convencionales, se verá luego en la Comisión de Régimen Municipal, de no variar la concepción del municipio - ciudad, que es el que actualmente tenemos.

De manera tal que hasta aquí, y pareciera que para adelante, los ámbitos históricos, territoriales, de actuación de los Poderes del Estado, en este caso el Poder Ejecutivo, de la Administración Pública y de la administración de Justicia, son los departamentos. Y aún cuando por vía de hipótesis –que creemos remota– se llegara a cambiar esta concepción, por la concepción de los municipios con un ámbito territorial de tipo de los municipios colindantes, etcétera, que creo que no va a ser así, pero aunque así lo fuera, por vía de hipótesis –repito–, tampoco va a alterar las consideraciones que a continuación voy a formular, después de esta breve introducción.

Se trata, si es que estamos hablando de ámbitos territoriales, hoy o mañana de algún municipio colindante, para seguir siempre con esta hipótesis lejana que no creo realizable, tanto en materia de Vialidad, en materia de Educación, en materia de Seguridad y de Policía, materia de Justicia, nada obsta para manetener los actuales departamentos. Es más todavía, y lo estaba omitiendo –y esta es la oportunidad, en esta Constituyente, de solucionarlo–, en materia de elección de los Senadores que representan a los departamentos. En todas estas materias es perfectamente compatible mantener la unidad histórica de los departamentos, y la alteramos un poquito; pero nos hemos acostumbrado los entrerrianos con estos tres departamentos incorporados desde 1933, y ahora tenemos los 17 departamentos. En este aspecto comparto el criterio de la mayoría de incorporar su mención al texto. Bien podemos solucionar todas estas cuestiones que llevan a querer aumentar su número, ya sea por vía de ley o por vía de resolución ministerial, etcétera, fijando ámbitos de actuación. Por vía de hipótesis, si mañana alguna ciudad importante, por ejemplo del departamento Paraná, podría ser Crespo, u otra localidad de la Provincia, necesitara asiento de un Juzgado de Primera Instancia, nada obsta para que se cambie el mapa judicial asignando las jurisdicciones correspondientes y manteniendo la geografía del departamento. Más allá de este ejemplo en la Justicia, si por vía de hipótesis fuere necesario por algún motivo dividir, separar, asignar jurisdicciones por razones de seguridad, que en vez de una Comisaría departamental hubiera dos Comisarías en el departamento, se delimitan perfectamente sus jurisdicciones geográficas dentro del mismo.

Yendo a una cuestión importante que se ha manejado mucho por allí, inclusive para dar fundamento a la división del departamento Paraná que –es muy lícito pensar– con todas las buenas intenciones, el tema de que no es lo mismo elegir un senador para, digamos 400 mil habitantes, que elegir un senador, como podría ser el caso del senador del departamento Islas, que lógicamente tiene un número muy inferior de electores, de allí que plantean su división para elegir dos senadores.

Está a disposición de esta Constituyente poder solucionar el tema, ampliando en el Capítulo correspondiente del Senado que los senadores los eligen los departamentos, a razón de uno por departamento, o habrá que ver el número a razón de tantos electores del departamento. De manera tal que pudiera llegar el caso, ante un crecimiento, si se juzga conveniente, de elegir dos senadores en algún departamento.

Como se ve también es solucionable esto sin llegar a la división de algo histórico como son los departamentos.

Lo mismo podemos decir de Vialidad, puede haber dos direcciones departamentales, con su jurisdicción correspondiente; lo mismo decimos de los Consejos Departamentales de Educación, puede llegar a haber alguna división territorial que convenga, todo es solucionable en materia de ley, y lo único que no es solucionable por vía de ley, es el tema de la elección del senador, que estamos a tiempo para solucionarlo en esta oportunidad de la reforma de la Constitución.

Dicho todo esto, apelo al criterio de mantener nuestra historia, algunos nacieron en un departamento, otros en otro naturalmente, somos todos entrerrianos, y por ahí no nos gustaría que nos cambien la zona de nuestro nacimiento. Cuidemos nuestras raíces históricas. No las cuidamos muchas veces en Argentina y en Entre Ríos. No me olvido que donde está ese hermoso edificio que es la Escuela Normal de Paraná, allí existió la sede del primer gobierno de la Constitución del 53, que terminó bajo la piqueta; no me olvido del Palacio de Urquiza, donde está el correo hoy, otro hermoso edificio con que contaba la ciudad, abatido por la piqueta. Hemos borrado nuestra historia.

Frente a todo esto, sabiendo y explicándonos, que perfectamente se solucionan todas las cuestiones administrativas, de Poder Judicial, de seguridad, de gobierno, asignando jurisdicciones dentro de los departamentos, sinceramente no encontramos motivo para dejar esa válvula abierta, que quedó abierta por los constituyentes del 33, pero que frente a todas estas consideraciones, y habida cuenta que tenemos ya estos 17 departamentos, bien ahora podríamos cerrar.

De esta manera propongo para el caso, y a consideración de todos los señores constituyentes, simplemente borrar de este texto histórico la frase: “de crear otros”. Eliminar esa frase, nada más, después, queda: “…la facultad legislativa de modificar la jurisdicción territorial y administrativa”. Ningún problema para ello.

Quiere decir que mantendríamos el numerus clausus en homenaje a nuestra historia y a los tiempos futuros, de los 17 departamentos, dejando a salvo que todas las demás cuestiones pueden ser perfectamente salvadas modificando jurisdicciones administrativas o territoriales de las distintas administraciones.

Así pues, dejo formulada esta observación, la someto al criterio de los señores constituyentes, para ver si es posible, en aras de nuestra historia y de la preservación de nuestra historia departamental, incorporar la modificación del artículo llevando de 14 a 17, nombrándolos a los departamentos actuales, y eliminar esa pequeña frase “de crear otros”, de manera de asegurar para siempre la incolumidad histórica de nuestra organización departamental.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, ¿usted concretamente propone la eliminación en el dictamen de la frase “la facultad legislativa de crear otros”?

SR. REGGIARDO – “De crear otros”, nada más, porque la facultad legislativa sigue con “modificar la jurisdicción territorial y administrativa”.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Villaverde.

SR. VILLAVERDE – Desde ya, señor Presidente, me opongo a la propuesta que hace el señor convencional preopinante, porque primero estamos analizando el texto del Artículo 2º, que específicamente habla de cómo queda dividido el territorio de la Provincia y la facultad legislativa para crear otros departamentos.

Entendemos que la cuestión territorial no puede, más allá que se respeten las cuestiones históricas y las cuestiones que en un departamento van arraigando costumbres, incluso que facilitan desde el punto de vista cultural la identificación de una persona de un determinado departamento, prohibir que en el futuro determinadas situaciones, determinados hechos, determinadas necesidades políticas, geo políticas, necesiten que la Provincia realice una división política distinta.

Por eso es que nosotros planteamos la necesidad de aprobar el texto de la comisión, y así lo dijimos en la reunión correspondiente de la Comisión de Asuntos Municipales, y que queden habilitadas todas las otras cuestiones a las que se hacía referencia, sobre las posibilidades administrativas, de administrar Vialidad o la justicia o la seguridad, en otro aspecto que específicamente ha habilitado la ley de convocatoria para esta Convención en la parte correspondiente al régimen municipal, que es donde seguramente tendremos que dar el debate, no sólo sobre la autonomía municipal, la organización, los ejidos municipales, las atribuciones, las competencias y los recursos, sino fundamentalmente sobre cuál es el perfil del radio que le queremos dar a los Municipios, y a partir de ahí cuál es el rol que van a tener los departamentos.

Por eso, señor Presidente, desde ya mocionamos que se vote el dictamen de la Comisión de Régimen Municipal, que ha sido fundado por el señor convencional Cresto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Siguen en orden en la lista de oradores los convencionales Alasino, Marciano Martínez, Carlín y Pesuto.

Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Voy a mocionar, concretamente, que esto vuelva a comisión, señor Presidente, porque esto no es un dictamen, acá no hay firma de nadie, acá hay una lista de quienes son integrantes de la comisión.

Si mal no recuerdo, la última que vez que hablamos se puso a consideración una moción del proyecto radical, que nunca se votó o por lo menos nunca se suscribió, y creo que en aquel momento..., digo porque es un error enorme, que puede llevar a la nulidad de todo esto. Teníamos en tratamiento una moción del doctor Marciano Martínez –que yo volví hacia atrás y rehice de mi moción– y el Presidente de la comisión dijo: “Bueno, volvemos a la moción del radicalismo”. En la sesión que siguió vino el doctor Rosatti y a la siguiente iban a venir los Intendentes de los Municipios de segunda categoría, finalmente se pasó discutiendo a quiénes iban a invitar.

Pero lo palmario, señor Presidente, es que acá no hay ninguna firma, no así en todos los dictámenes, en los que están las firmas, acá no hay ninguna firma, salvo que esté en otro lado...

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional: en el original están las firmas de los integrantes de la comisión.

SR. ALASINO – ¿La que yo tengo es una copia?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Sí, señor convencional.

SR. ALASINO – De todas maneras, señor Presidente, por las observaciones que hacía el doctor Reggiardo –quedaron sin discutir las del doctor Marciano Martínez– tal vez convendría que el proyecto vuelva a comisión para replantear el tema.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Su moción concreta es que el proyecto vuelva a comisión, señor convencional?

SR. ALASINO – Sí, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente: con el convencional Hermo Pesuto presentamos un proyecto de reforma al Artículo 2º que tuve oportunidad de fundamentar en la Comisión de Régimen Municipal, sin perjuicio de que lo hice con voz pero sin voto, ya que no integro esa comisión.

El proyecto se refería al Artículo 2º y planteaba el problema de los departamentos. En primer lugar, le dábamos una naturaleza jurídica al departamento como una descentralización administrativa, a los fines de aventar aquello de crear en el departamento autoridades de naturaleza política que no podrían convivir con las autoridades provinciales. Y basándonos en un principio administrativo de conducción centralizada y ejecución descentralizada –que hizo que mi colega Alasino pretendiera que yo le había copiado a Perón estos principios–, manifesté que era importante tener al departamento como un ámbito descentralizado administrativamente y, por lo tanto, todos los órganos ejecutivos debían nombrar direcciones a nivel departamental.

Por otro lado, nosotros vimos y probablemente también lo conozcan los demás convencionales constituyentes, que hay muchísimas ciudades con pretensiones de constituirse en cabeceras de departamento. Esto tiene que ver con la gobernabilidad a nivel provincial porque el departamento supone la elección de un senador. Y tiene también que ver con una atomización territorial de la Provincia que habría que valorar si es buena o no.

Por lo tanto, a los fines de la creación de un nuevo departamento, nuestro proyecto proponía algunas condiciones. Una de estas condiciones era que hubiera un número mínimo de habitantes en el área a crear como un nuevo departamento y ese número ascendía a 75 mil habitantes, ya que no era bueno nombrar departamentos con pocos habitantes, por el rol que tiene el mismo. Además, lo importante era que, como la creación de un nuevo departamento supone la desmembración de otros, se exigía el voto favorable de los senadores de los departamentos que iban a ser desmembrados.

He escuchado con atención el dictamen, el informe del señor Presidente de la comisión, donde no hizo referencia a nuestro proyecto. Por lo tanto, considero que nuestra propuesta referida al Artículo 2º debe ser tratada, por lo menos rechazada luego de ser tratada.

Voy a proponer que vuelva a comisión para hacer un análisis exhaustivo sobre los departamentos que es un ámbito territorial importante y nos corresponde a nosotros decidir sobre las creaciones futuras de los mismos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional Pesuto, ¿su intervención es sobre el mismo tema?

SR. PESUTO – Sí, señor Presidente. Ratificando lo dicho por mis compañeros de bloque, el doctor Alasino y el doctor Marciano Martínez, solicitaría que este proyecto vuelva a la comisión respectiva por varias razones.

Por un lado, porque es importante el proyecto presentado por el doctor Marciano Martínez y por quien está hablando, toda vez que la creación de un departamento amerita una infraestructura importante en la Provincia, trascendental, y no responde solamente a la avidez o a la necesidad de la creación de una banca más en el Senado. Se necesita una cifra mínima de 75 mil habitantes y el consenso de los departamentos creados y a crearse, lo cual tiene una gran importancia.

En este sentido creo que lo que dice el convencional Reggiardo relacionado con mantener una cifra de número clauso respecto a los departamentos, no me parece oportuno por el crecimiento de la población y porque además responde a necesidades de infraestructura que el Poder Ejecutivo provincial conoce muy bien. Nosotros podemos mantener número clauso en algunas situaciones pero no en otras.

Además de esto hay algo importante, lo que ha llegado a nuestras manos es una fotocopia donde constan apellidos y nombres de convencionales que presuntamente firmaron este despacho y nuestro representante, el doctor Augusto Alasino, no lo ha firmado. Por lo que me parece que hay un vicio que hay que tener en cuenta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – A fin de ordenar la sesión y para cumplir con el Reglamento, en primer lugar se pone a consideración la moción formulada por el convencional Alasino, en el sentido de que este expediente vuelva a comisión, de acuerdo al Artículo 53º, Inciso7°, del Reglamento.

SR. ROGEL – Pido la palabra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Es referido a este tema, señor convencional?

SR. ROGEL – Sí, señor Presidente, es una pregunta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Rogel.

SR. ROGEL – Las firmas en el dictamen, a las que se hizo alusión, ¿se encuentran?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Las firmas están a disposición de todos los señores convencionales.

SR. ALASINO – Señor Presidente, disculpe la interrupción, pero creo que no responde la pregunta del convencional preopinante. ¿Quiénes no firman? Yo soy uno de los que no firman y creo que hay dos o tres más que no firman. Hay mayoría pero no unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Firman los convencionales Cresto, Romero, Guillermo Martínez, Carlín, Baez, Heyde, Almada, Motta, Guy, Villaverde y Zabala.

Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar la moción formulada por el señor convencional Alasino en el sentido de que el proyecto vuelva a comisión.

SR. CARLÍN – Pido la palabra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Estamos por votar la moción, señor convencional, primero vamos a votar la moción y después tiene la palabra.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, quiero adelantar el voto del Frente Justicialista en forma negativa para la moción formulada en el sentido de que vuelva a comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Alasino en el sentido de que vuelva a comisión el proyecto.

–La votación resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, está en consideración la propuesta del convencional Reggiardo, referida a la modificación del despacho eliminando la frase "de crear otros".

¿El Presidente de la comisión mantiene el dictamen? Tiene la palabra el convencional Cresto.

SR. CRESTO – Creo que todo esto se discutió en la comisión. El proyecto del convencional Reggiardo establece un límite de 75.000 habitantes para la creación de un departamento, lo que significa que el único departamento que estaría en condiciones de dividirse en dos, tener otro senador, tener otra Dirección Departamental de Escuelas, otra Jefatura de Policía y seguir creciendo, sería el de Paraná.

Si el criterio de los convencionales de 1933 hubiera sido el mismo que el del convencional Pesuto y el del convencional Marciano Martínez, por supuesto no hubieran existido hoy los departamentos Federal, San Salvador e Islas del Ibicuy, por lo tanto el pueblo de Federal tal vez seguiría en el olvido como fue durante 70 años.

Los convencionales de 1933 volvieron a repetir el mismo texto, si lo hubieran cambiado y lo hubieran limitado, en estos últimos 100 años no se hubieran podido crear tres departamentos, por lo tanto creo que no hay motivo para cambiar el texto histórico. Además, recuerdo que el convencional Alasino propuso no cambiar el texto histórico por lo que se consensuó no hacerlo y agregar los tres departamentos que faltaban.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Están anotados los convencionales Carlín, Schvartzman y Reggiardo, si les parece cerramos la lista de oradores y ponemos a votación el proyecto.

Tiene la palabra el convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, quiero señalar algo que me parece que es importante: cuáles son los criterios que se debatieron en el seno de la Comisión de Régimen Municipal, y que se definieron con el despacho que se trae ahora a consideración de esta Convención Constituyente.

En primer lugar, quiero rememorar algo que varios convencionales han hecho alusión acá, que es el aspecto histórico: en el año 1933 había 14 departamentos. Se dijo que no deja de ser bueno reiterar el nombre de esos 14 departamentos, pero también agregarle los tres nuevos o sea, Islas del Ibicuy, San Salvador y Federal, pero además ─otro argumento de tipo jurídico─ “con los límites que les acuerdan las leyes vigentes”, de tal manera que la enumeración de los departamentos hacía referencia a una delimitación, a una mensuración territorial, que al momento de la aprobación de esta reforma constitucional, existe.

Es obvio que los departamentos de la Provincia tienen un carácter político, no solamente se vinculan a la instalación o no instalación de organismos judiciales. El Departamento Islas del Ibicuy, el Departamento San Salvador no lo tienen y en cambio el Departamento Federal tiene dos juzgados con sede en Chajarí, uno Civil y otro de Instrucción y, del mismo modo, otro con sede en Federación y hasta dos Juntas Electorales Municipales, una con sede en Chajarí y otra con sede en Federación. De tal manera, que el coartamiento de las posibilidades funcionales a instancias de la necesidad o no de instalación de Juzgados, no se ve obstada al igual que otro organismo, porque haya o no una división interna dentro de un Departamento como se dio en el caso del Departamento Federación.

Pero lo que quiero hacer notar, que esto es lo importante y de ahí nuestra disidencia con la propuesta efectuada por el convencional Reggiardo en el sentido de eliminar esta frase, sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros, es que estamos sancionando una Constitución que aspiramos se prolongue en el tiempo. Y si bien puede o no discutirse hoy, en el año 2008, si se crea o no se crea otro departamento y dónde, no podemos cerrar con un numerus clausus constitucional, esa posibilidad, adelantándonos a lo que puede ser motivo de una discusión en años venideros. Y esta discusión sería en función no sólo, y ahí nuestra disidencia con la otra propuesta, de motivos vinculados a la cantidad de habitantes, porque pueden haber meritaciones vinculadas a la economía del departamento, parámetros vinculados al desarrollo del departamento, parámetros de otro tipo, económicos, sociales, políticos, etcétera, que vayan a determinar la conveniencia provincial de contar con un nuevo departamento.

Por estos breves argumentos, señor Presidente, que abonan lo señalado por el Presidente de la comisión respectiva, y en lo pertinente también el convencional Villaverde, es que desde nuestro bloque vamos a sostener el mantenimiento del despacho de comisión, y habiendo disidencias como las vertidas por el convencional Alasino en este caso, correspondería resolver la cuestión mediante votación nominal.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Alasino.

SR. ALASINO – Una aclaración para que no quede mal en el Diario de Sesiones. El convencional Carlín dijo que el Departamento Federal tiene dos Juzgados, en Federal y en Chajarí.

SR. CARLÍN – Dije uno en Chajarí y otro en Federación.

SR. ALASINO – Está bien. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – En la expresión que me atribuyó el Presidente de la comisión sobre Asuntos Municipales quiero expresar que no hablo de ningún mínimo de ningún tipo, para la creación de un departamento. Al contrario, quiero señalar y dejar constancia, para no reiterar argumentos expresados, que desde nuestro punto de vista se pueden solucionar todas y cada una de las cuestiones que a través del tiempo, se han levantado en Entre Ríos para la creación de nuevos departamentos, sin la necesidad de creación de nuevos departamentos. Todas. La que se quiera poner como ejemplo, inclusive, con alguna modificación del Artículo correspondiente a la elección de los Senadores, del 60, o el 144 sobre los Jefes de Policía, inclusive sobre ese aspecto pasa a quedar subordinado a algún número o a la ley que eventualmente  lo modifique según el caso.

Quería dejar señalado esto. Hoy día desde el bloque de la mayoría existe otra opinión y, de alguna manera, las cartas están echadas. Pero quiero dejar constancia que no existe ningún argumento sólido para justificar la división de departamentos cuando cualquier situación, todas lícitas, que se puedan plantear por su incremento económico, por su población, por las cuestiones que quieran, puede ser solucionada por la vía legal o administrativa correspondiente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, muy brevemente, abonando la argumentación que realizara mi compañero de bancada, el señor convencional Reggiardo, quiero decir que otra posibilidad de abordaje de la solución de potenciales problemas, cuestiones o aspiraciones de las distintas regiones de nuestra Provincia, también está prevista a través de la creación de regiones, o micro regiones en el territorio provincial, que también en el ámbito de esta Convención Reformadora hay muchas iniciativas que está habilitado por la Ley Nro. 9.768 en el Artículo 1º, inciso 31, de manera que desde ese punto de vista no habría obstáculo alguno para la pretensión de limitar esa facultad legislativa de crear nuevos departamentos, que si mal no recuerdo, –no soy miembro de la Comisión de Régimen Municipal, pero en una de las reuniones que participé– también se señaló en uno de los proyectos, no recuerdo de qué autoría era, la intensión de limitar la posibilidad de creación de nuevos departamentos en el sentido de que eso no afectara a los existentes.

Simplemente eso quería señalar, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar el presente proyecto conforme al Artículo 111º del Reglamento. Aclaro a los señores convencionales que los anteriores proyectos se votaron a mano alzada porque eran por unanimidad o las disidencias eran de mero trámite, y que obra en poder de la Presidencia y a disposición de los señores convencionales, el Acta Nro. 2 de la Comisión de Régimen Municipal, del 27 de febrero, en donde consta la firma de los diez señores convencionales que firmaron el dictamen de comisión.

Por orden alfabético como lo marca el Artículo 111º del Reglamento, por Secretaría se tomará votación.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, y dice el: 

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, me permite una pregunta porque creo que está confuso el sentido del voto. ¿Se está votando el dictamen?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, se pone a consideración el dictamen de la comisión. Pregunté al Presidente de la comisión si aceptaba las objeciones del convencional Reggiardo, y manifestó que no; en consecuencia se debe votar el dictamen de comisión.

Continúa la votación nominal.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Monge, Motta, Pérez, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Taleb, Villaverde y el señor Presidente.

–Votan por la negativa los señores convencionales: Alasino, Díaz (Carlos), Gianfelici, Martínez (Marciano), Pasqualini, Pesuto, Reggiado, Schvartzman y Zabala.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo al señor Presidente, que 36 señores convencionales han votado por la afirmativa y 9 lo han hecho por la negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – La votación resulta afirmativa, por lo tanto queda sancionado el presente proyecto y pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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EQUIDAD DE GÉNERO. 
Dictamen de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto. 

Consideración (Expte. Nro. 347)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto, en el proyecto de resolución –Expte. Nro. 347–por el que se declara el compromiso de establecer disposiciones que contemplen la equidad de género en el texto de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF.: Proyecto de declaración Expte. Nro. 347

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE
Que con motivo de conmemorarse el próximo 8 de marzo el Día Internacional de la Mujer, teniendo en cuenta que la fecha fue instituida a efectos de vigorizar la necesidad del desarrollo de políticas de igualdad entre varones y mujeres, la H. Convención declara su más claro compromiso de establecer en la reforma de la Constitución de Entre Ríos, disposiciones que contemplen los principios de equidad de género y de no discriminación, así como las consecuentes obligaciones del Estado.

Sala de Comisión, 5 de marzo de 2008

TALEB – CARAMELLE – CALZA – HEYDE – KUNATH – ROMERO – SALOMÓN – ARRALDE – GUY – VILLAVERDE – ZABALA – SCHVARTZMAN – PASQUALINI.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Schoenfeld.

SRA. SCHOENFELD – Señor Presidente, es por todos conocido, por los presentes y por la comunidad en general, los años que las mujeres venimos luchando por tener nuestra participación igualitaria en todos los campos: político, productivo, social, comunitario, etcétera.

–Asume la Presidencia la señora Vicepresidenta, convencional Romero.

SRA. SCHOENFELD – Hasta el presente contamos con vacíos legales a pesar de que en la Legislatura se han presentado varios proyectos en años anteriores. Y en este momento histórico que vivimos en la Provincia por la reforma de nuestra Carta Magna, no es histórico tan sólo por ese hecho, sino también por contar, por suerte, con los espacios que hemos ganado en esta Convención, con la participación de convencionales mujeres.

Teniendo en cuenta que el 8 de marzo pasado recordamos el Día Internacional de la Mujer, aunque particularmente sostengo que el día de la mujer son los 365 días del año, y reiterando que el que no tiene en cuenta la participación efectiva de la mujer renuncia a la mitad más uno del desarrollo socio-económico y cultural de la Provincia, solicitamos a esta Honorable Convención Constituyente que declare su más claro compromiso de establecer en la reforma de la Constitución de Entre Ríos disposiciones expresas y claras en cuanto a la equidad de género, es decir la participación igualitaria sin discriminación de la mujer y del hombre en todos los campos, así como el Estado tendrá que proveer o prever a cumplir en todos los estamentos y las organizaciones civiles y entidades para lograr esta equidad anhelada.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra la señora convencional De La Cruz de Zabal.

SRA. DE LA CRUZ DE ZABAL – Señora Presidenta, en realidad es un placer que esté presidiendo justamente en este tema. Si vamos a considerar que la ciudadanía o para ser ciudadano, en el pleno ejercicio de los derechos: económicos, políticos, civiles, sociales, culturales que devienen de aquellos principios básicos de la Revolución Francesa de Liberté, Egalité et Fraternité, es decir, libertad, igualdad y fraternidad, creo que es redundandante hablar hoy de un pedido de que seamos consideradas en paridad por el ejercicio de esos derechos. Es nuestro derecho, porque somos seres humanos y queremos ser consideradas como tales y no como una minoría, señora Presidenta.

Si bien la representatividad y la participación de la mujer en política aún hoy, en pleno siglo XXI, está reñida, debemos considerar que se trata nada más que de hacer efectivos nuestros derechos. El simple y razonable derecho de ser un ser humano y por tal mi par, el hombre, el varón, tiene los mismos derechos. Es tiempo de ejercerlos, no podemos seguir perdiendo tiempo. Es tiempo, señora Presidenta, de que cuando hablamos de convencionales, también hablemos de hombres y mujeres en esta Convención.

Sé, porque lo vamos a garantizar, que vamos a trabajar en el sentido de lo que es el ejercicio real del derecho que nos asiste, y también considerar –y con esto voy a concluir porque es muy breve lo mío– un nuevo contrato social. Para que haya un nuevo contrato social o un pacto social, tiene que haber pactos morales en esta sociedad. El primer pacto moral, deviene de las cosas negativas: no robarás, no matarás, no mentirás; y un pacto positivo que habla de reconocimiento de minorías, de que los derechos de mujeres y varones son los mismos y de que la representatividad de cualquier sector que parezca minoría o sea minoría, tiene idénticos derechos asistidos, en la Constitución nacional y en la Constitución de nuestra Provincia.

Trabajaremos para eso, estamos para eso. Por eso celebro este compromiso de trabajar con respecto a la paridad.

–Asume la Presidencia su titular, señor convencional Busti.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – La participación en la firma de esta declaración fue en virtud del convencimiento absoluto de asumir este compromiso, con el planteo que era de género, sin perjuicio que como me dijo la convencional preopinante, existen otras formas de discriminación o minorías que no son toleradas en la integración de listas en cargos electivos.

En particular, cuando se firmó esa declaración, ya hacía varios días que estaba presentado el proyecto de régimen de reforma al régimen electoral vigente, firmado por la que habla y por el convencional Alasino, que prevé en la Segunda Parte, en el Inciso 11) del Artículo 47 –justamente receptando esta equidad de género–, no solamente en términos igualitarios de que la mitad de las listas fueran integradas por mujeres, sino que también fueran integradas por mujeres en igualdad de oportunidades de acceso al cargo.

Por eso en los fundamentos establecemos que a las mujeres –hace años ya– nos han reconocido el derecho al voto, pero se nos restringe el acceso al cargo electivo; además, por el hecho de ser mujer, donde en esta historia argentina reciente venimos avanzando, gracias a Dios, un grupo sectario nos trata como minoría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Allende de López.

SRA. ALLENDE – El 8 de marzo, en el mundo, las mujeres –como es un día tan emblemático– salen a reclamar sus derechos, y no solamente derechos políticos, sino muchos derechos que a pesar de que existen en las leyes aún no se respetan.

Todavía hoy, en el siglo XXI, seguimos hablando de violencia contra la mujer, seguimos hablando de discriminación para el ingreso al trabajo, especialmente hablamos de la mujer embarazada, que a veces se la discrimina, también tienen problemas para el acceso a una vivienda, cuando son mujeres que llevan adelante su familia; también vemos que la mujer se ha postergado mucho y si hoy, en el siglo XXI, seguimos cuestionando y seguimos hablando sobre la participación de la mujer en la política, significa que aún no hemos logrado tener esa igualdad de oportunidades que tanto reclamamos las mujeres.

En mi carrera legislativa, cuando estuve como diputada, muchas mujeres salimos a reclamar un 8 de marzo de 2006 por esta equidad de género. En la explanada de la Casa de Gobierno, nos esperaba en ese entonces el Presidente de la Honorable Cámara de Diputados y nos dijo: “Cuando reformen la Constitución, las mujeres de Entre Ríos van a plasmar y van a poder conseguir esa equidad por la que hoy están luchando”. Hoy estamos en este hecho histórico, y que creo que tienen que quedar –y vamos a luchar para que queden plasmados en esta Constitución– esos derechos que tan postergados han sido para las mujeres en la política.

Fíjese usted, señor Presidente, hoy en la Cámara de Senadores no hay sentada una mujer en las bancas, y en la Cámara de Diputados ha disminuido la representación de las mujeres.

Por lo tanto, señor Presidente, le pido a todos los convencionales, y digo “los” convencionales, porque estoy segura que las convencionales van a estar de acuerdo con este proyecto de equidad de género, que nos acompañen, y que la Constitución de Entre Ríos sea la primer constitución que le reconozca la equidad de género, la igualdad en un 50 por ciento, a la mujer y al hombre.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional De Paoli.

SRA. DE PAOLI – Quiero expresar, por un lado, el beneplácito de estar formando parte de esta Convención, como mujer y como militante política, saludar la presencia de las convencionales congéneres, y decir que en realidad la historia ha sido injusta con nuestro género.

Ha habido un vacío. Si uno mira la historia, es una historia de héroes, difícilmente de heroínas, son muy pocas y podemos contarlas fácilmente....

–Manifestación de un señor convencional diciendo: No se jugaban.

SRA. DE PAOLI – Sí, se jugaban, señor convencional. Son muchas las mujeres que merecerían otro perfil de protagonismo en la historia, y esto es desde hace mucho tiempo, no es una cosa de nuestro tiempo cercano, sino que esta lucha por ser real protagonista de la historia viene de la mujer desde la prehistoria cuando recolectaba las semillas, cortaba raíces, seleccionaba frutos para alimentar a la familia cuando el hombre no podía cazar.

Entonces, somos herederas de todo ese bagaje de la historia y ahora estamos contribuyendo en esta Constitución, que no tuvo en el momento de su sanción el protagonismo de la mujer; con el compromiso de dejar en esta Constitución una fuerte impronta femenina, que no va a pasar solamente por el reclamo de un espacio político para nosotras, sino por el reclamo de una cantidad de cosas para todos los ciudadanos, para todos aquellos excluidos de distinta manera, para todos aquellos discriminados, para mejorar el funcionamiento de las instituciones, es decir que no estamos centradas sólo en nosotras, estamos pidiendo un espacio para trabajar... no pidiendo –y me acuerdo de la convencional preopinante que decía que no pedimos–, estamos haciendo uso de un espacio y lo vamos a usar bien. Ese tiene que ser nuestro compromiso. Y tal vez otra parte del compromiso deba ser el abrir puertas para que otras mujeres tengan espacios donde poder mostrar lo que pueden hacer.

Vuelvo a agradecer este espacio a mi partido, que ha reconocido los lugares donde podemos estar, y saludo a todas las convencionales constituyentes y a los hombres que nos han acompañado en la presentación de este proyecto de resolución.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Allende.

SR. ALLENDE – Muy brevemente quiero decir, señor Presidente, que realmente me conmueve lo que escucho. ¿Quién puede estar en contra de la participación de la mujer en todo? Tal vez menos el hombre que la mujer, porque nosotros, como todos los seres humanos, provenimos del vientre de una mujer. En mi caso tengo hijas a las que amo profundamente, y los que me conocen saben que amo y respeto muchísimo a todas las mujeres, a todas las mujeres... Lo que me parece es que establecer por ley, por la Constitución, por una norma, por lo que fuere, un límite a la mujer es vergonzoso.

En nuestro sindicato si tenemos que cumplir con la igualdad de género tenemos que echar mujeres: el 70 por ciento de la conducción de nuestro sindicato son mujeres. La Municipalidad de Concordia, cumpliendo con la Ley de Cupo, ha dejado de lado a mujeres, que serían mayoría en el Concejo Deliberante; esto sucedió en la última elección. Me parece que lo que tenemos que garantizar, no en la Constitución solamente, sino con cada hecho de nuestras vidas, es que la mujer tenga el lugar que le corresponde; que lo gane como lo gana el hombre y que tenga todas las atribuciones y todos los derechos.

Pero, por ejemplo, cuando tocan el tema del Senado, no hay que confundir a la gente: el Senado es uno, no hay equidad de género, se elige uno por departamento. ¿Cómo van a hacer para que se aplique Ley de Cupo? No va a poder ser. Entonces, el Senado se va a componer con hombres y mujeres que ganen las elecciones en los distintos departamentos.

Voy a acompañar lo que sea a favor de la mujer, pero no puedo dejar de decir que siento un profundo dolor porque quienes nos han dado la vida, habiendo mujeres como tenemos en la historia argentina... Porque se habla de héroes, pero nosotros tenemos grandes heroínas, hemos tenido a la Delfina, más recientemente a Evita, el mundo conoció a la Madre Teresa de Calcuta; quizá no haya habido hombres que hayan brillado como esas mujeres. Me parece que la mujer no necesita ley, la mujer necesita tener la posibilidad, y ella cuando se desarrolla se sabe ganar los lugares. Muchas de las mujeres que están acá –ojalá todas– estén ocupando su banca porque realmente han ganado su espacio, no por una Ley de Cupo, porque eso sería lastimoso.

Quedate tranquila, Zulema, vamos a apoyar todo lo que haya que apoyar para la mujer, pero no podemos dejar de decir que si hacemos una Constitución para 100 años, con estas propuestas estaremos limitando a la mujer, porque el día de mañana, con el crecimiento que tienen, pueden llegar a conformar el 60 o el 70 por ciento de las listas, porque nos está desplazando día a día, con capacidad, con trabajo, con esfuerzo y con participación fundamentalmente.

Se terminó la mujer “a lavar los platos y a la cocina”, hoy la mujer es profesional, es trabajadora, sale y se desarrolla exactamente o mejor que el hombre. Muchas veces los hombres, para hacer una alianza elegimos una mujer, porque posiblemente cuando tenemos el acuerdo y la palabra de la mujer, sabemos que la cumple mucho más que otro hombre.

Si tiene que ser, que haya ley, pero el tiempo, seguro me va a dar la razón. Esa ley lo único que va a hacer con el tiempo es limitarla e impedirle que supere, en cada una de las listas por capacidad propia, a los hombres.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – En verdad hay una rara mezcla entre homenaje y proyecto de resolución. Cuando la señora convencional Schoenfeld me alcanzó para la firma el proyecto en la reunión de comisión, después de hacerlo firmar por sus pares de género –por decirlo de alguna manera– se acompañó, como obviamente lo acompañaron muchos convencionales presentes y de otras comisiones, a sabiendas que iba a ser un tanto redundante, porque sólo para informar, desde nuestro bloque y sé que también de otros bloques, hay presentados dos proyectos que plantean terminar de consagrar la participación de la mujer en los cargos provinciales.

Creo que este proyecto de resolución habla por sí solo, de alguna manera es un homenaje al 8 de marzo; la voluntad está manifiesta pero no es el momento de dar algunos otros debates, que son muy importantes, como el debate del género, que en Europa se está debatiendo; hay cuestiones que no valdría la pena repetirlas.

Entiendo que no hay que victimizarse, puesto que el sufrimiento y la larga lucha que ha tenido la mujer es una realidad un tanto vergonzosa, porque no es asumida. Pero lo peor que se podría hacer es tener una actitud de víctima –como lo hacen muchas– más allá de lo dolorosas que han sido cada una de las conquistas.

Pero si en verdad uno mira que desde el Congreso de la Nación se ha sancionado la incorporación en los cargos nacionales, tanto en diputados como en senadores nacionales; en la Provincia, los cargos para convencionales constituyentes y la representación en las listas de concejales y está para su tratamiento el proyecto para terminar el proceso electoral que son los cargos provinciales, la verdad es que esto se ha logrado en poco tiempo, teniendo en cuenta lo que ha sido la consolidación de los sistemas democráticos.

A mí me parece, sinceramente, que este proyecto de resolución va a ser acompañado por todos los convencionales aquí presentes, simplemente, como un gesto que corrobore los proyectos y lo que va a ser el tratamiento de los proyectos, porque como la convencional De Paoli hizo una mención, también es bueno decir y destacar cuando se va acompañando, porque ha habido proyectos de ley de vasectomía y ligadura de trompas, una cantidad de proyectos que hacen a la dignidad, en cosas muy profundas que no son sólo la participación en listas electorales y no porque se necesite que se haga mención, sino porque no conozco casos que hayan tenido una férrea posición machista sobre esta cuestión. Será porque ya gracias a Dios el mundo ha reconocido tanta ignominia sobre la mujer o será porque la lucha ha dado sus frutos, no sé, pero sí sé que estamos frente a una realidad en la cual están a punto de concretarse los últimos derechos electorales de participación igualitaria que necesita la mujer.

Sirva este proyecto de resolución, señor Presidente, como homenaje a eso y a reafirmar los que ya están presentados como proyectos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente: hace 74 años un convencional constituyente como nosotros presentó un proyecto para que la mujer pudiera elegir y ser elegida al igual que el hombre. Esto provocó una gran resistencia, un gran rechazo, hubo varios proyectos en contra, pero al final, Max Consoli –así se llamaba el convencional– conservador y hombre de la Iglesia como dije antes, logró triunfar.

El triunfo de él fue un triunfo formal porque los convencionales, para que la mujer no aparezca en la vida política, dijeron que la Legislatura iba a reglamentar este derecho constitucional; Legislatura de hombres, de hombres importantes a los que le vamos a rendir homenaje ahora, esos hombres lo mandaron al cajón y la mujer nunca tuvo el derecho, nunca pudo ejercer el derecho.

Tuvieron que pasar muchos años para que la mujer votara, eligiera, pero le faltó lo otro, ser elegida, que es muy importante. Hubo que dictar normas que obligaran a los hombres a que en las listas hubiera mujeres. De no ser por estas normas posiblemente no existirían las mujeres en la vida política.

Quiero recordar este tema. Han pasado 74 años y hay un proyecto tendiente a establecer en la reforma disposiciones que contemplen los principios de equidad de género. Es decir que este proyecto me indica que no hay satisfacción en la mujer por lo que le ocurre. Han pasado 74 años y todavía estamos luchando para la mujer.

Evidentemente en el movimiento femenino, si es que podemos hablar de movimiento femenino, en la marcha de la mujer hacia un mejor destino, al frente, en la vanguardia, están las mujeres políticas, las mujeres aguerridas que luchan, que dirigen, que saben, que militan, que al igual que los hombres se juegan por el destino del país, de su familia, de su provincia; es importante esto. Pero yo quiero ahora mirar hacia atrás, no a las mujeres que están en la vanguardia sino a las mujeres que están en la retaguardia y quiero reconocer y decir para que todos pongamos un poco de nuestra humanidad al servicio de las que están allá, atrás.

¿Quiénes son esas mujeres? Son las mujeres víctimas, las mujeres sometidas, las mujeres que día a día sufren los golpes, el martirio, la burla, fundamentalmente de su compañero, del machista que tiene al lado, mujeres que son golpeadas y mujeres que son muertas. Me conmueve la información publicada los otros días en los diarios, diciendo que en este año, en el que apenas estamos en el tercer mes, más de 120 mujeres han sido muertas por los compañeros y acá en Paraná también ocurre lo mismo, lo cual conozco por mi profesión. Pero esta mujer que está rezagada, esta mujer que está atrás en este movimiento, esta mujer que sufre, que siente el dolor del golpe, del menosprecio y del menoscabo, esa mujer larga mensajes.

Dentro de su temor, dentro de su pérdida de la autoestima, larga mensajes, hay mensajes. Pero nosotros no somos capaces de receptar esos mensajes. No los vemos, no los sentimos.

Y este es el compromiso que debe tener la sociedad: receptar el mensaje de aquella mujer que está en la retaguardia, de aquella mujer víctima, de aquella mujer golpeada, antes de que sea muerta. Porque esos mensajes existen y vamos realmente a ser hombres honestos y mujeres honestas si somos capaces de receptar el mensaje de las que están en la retaguardia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, yo comparto totalmente lo que se ha dicho respecto de este tema. Creo que la iniciativa de las convencionales –a mí particularmente me invitó a adherir con la firma la convencional Schoenfeld–, es valiosa y cumple con el doble rol que bien señalaba uno de los convencionales preopinantes, de homenaje para el Día de la Mujer. Asimismo cumple con el compromiso expreso de quienes integramos esta Convención Reformadora.

Entiendo que, como lo señalaba el historiador Eric Hobsbawm, la revolución triunfante más exitosa del siglo XX fue pacífica, y fue la de las mujeres.

Creo que el proyecto de declaración no es inocente, no es ingenuo, propone cuando plantea el compromiso de establecer disposiciones que garanticen la equidad, está refiriéndose a la equidad, y está refiriéndose fundamentalmente al cincuenta y cincuenta. También hay proyectos presentados por convencionales varones que han firmado y han adherido a esa iniciativa. Entiendo que esto es así porque tenemos un ejemplo reciente en la provincia de Entre Ríos que es bueno refrescarlo aquí.

En el año 2006 nuestra Legislatura provincial reformó la Ley Nro. 3.001, Orgánica de Municipios, incorporando una serie de modificaciones, y entre ellas incorporó una que fue verdaderamente celebrada por quienes creemos en la igualdad de género, que fue el establecimiento de la obligatoriedad de que las listas de concejales tuvieran cincuenta y cincuenta. Se habló mucho de eso, se dijo que iba a ser traumático, que no se iban a poder completar las listas. Vinieron las elecciones de marzo de 2007, se completaron las listas y fueron elegidos las concejalas y concejales de esta Provincia sin trauma ninguno, sin ningún inconveniente para conformar esas listas en los distintos lugares de nuestra Provincia.

Sin embargo, pocos meses después, tuvimos elecciones para designar a quienes estamos hoy sentados aquí en las bancas y ya la ley que regía no era la del cincuenta y cincuenta sino la ley que establece que un tercio de los candidatos debe ser del género diferente. Y he aquí, que ante esta primera oportunidad, nuevamente los varones ocupamos la mayoría de los cargos sin ningún tipo de contemplación al cincuenta y cincuenta que sin ningún trauma se había demostrado fehacientemente en las elecciones inmediatas anteriores que se podía hacer, sin que generara ningún tipo de conflicto.

Por eso, con esa convicción profunda es que cuando la convencional Schoenfeld me presentó esta invitación a firmar esta declaración y en nombre del bloque que integro –que también es una mala muestra de esto mismo porque no tenemos equidad de género en nuestro propio bloque–, es que firmé en la convicción de que estamos hablando del cincuenta y cincuenta que esta Reforma Constitucional debe consagrar en la Provincia de Entre Ríos.

También en la convicción que, como también lo señalaban algunos de los convencionales preopinantes, la equidad no es solamente las listas electorales sino que es también propiciar que en el seno de la sociedad, en los otros organismos directivos que tienen que ver con las entidades de los otros poderes, con las entidades profesionales, con las asociaciones que representan intereses profesionales, laborales, etcétera, también debe garantizarse la validez de este principio. Como bien lo señalaba también otro de los convencionales, siempre tratando de preocuparse por quienes en estas desigualdades tienen la peor de las partes que son las mujeres víctimas de la violencia, que son las mujeres pobres, que son las mujeres jóvenes.

Con esta convicción adherimos fervientemente a este proyecto, esperamos y deseamos que esta Convención lo apruebe por unanimidad y ratificamos el compromiso con la equidad de género en los términos que acabamos de describir.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Schoenfeld.

SRA. SCHOENFELD – Señor Presidente, primero quiero agradecerle al señor convencional Allende su tremenda preocupación. Por un lado lo felicito porque tiene la íntima convicción, sobre todo amando a tantas mujeres en su seno familiar, y que trate de amar al otro resto del 50 por ciento.

Por otro lado, como vamos a tener la posibilidad de cambiar, dentro de unos años, –quizás yo no, pero desde el más allá lo voy a bendecir para que lo cambie– un artículo de esta Reforma que vamos a plasmar, quién dice que ese piso del 50 por ciento no pase a las mujeres por un 70 o un 80 por ciento, ya que somos más de la mitad hace ya muchísimos años.

Por otro lado, como dije hoy, convencional Allende, contamos lamentablemente las mujeres, con ese vacío legal. La prueba la tenemos ya que el señor convencional, Presidente Busti, él mismo fue autor y coautor de un proyecto que entró en octubre de 2004 a la Cámara Legislativa machista y no tuvo éxito, y como esos hubo tres o cuatro proyectos más de otras compañeras y compañeros. Vale decir que si no contamos con algo normativo, expreso, a la vista está, como también hoy lo aclararon las colegas convencionales, que tenemos cada vez menos representatividad en la parte política.

Así que brego, y como acá tenemos el compromiso de al menos treinta colegas convencionales, creo señor presidente, que podemos agotar aquí este discurso y poner manos a la obra, aprobemos este proyecto porque no da para discutir más. Somos más, les guste o no les guste, somos más las mujeres y dennos la participación igualitaria en oportunidades. No queremos sólo cargos electivos, queremos igualdad en todos los campos: políticos, sociales, culturales, económicos, productivo; y agréguenle todo lo que quieran.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Romero.

SRA. ROMERO – Señor Presidente, señoras y señores convencionales: pareciera ser que todo se ha dicho, creo que estamos coincidiendo y a eso lo celebro, varones y mujeres en esta Convención, y pese a que somos trece las mujeres presentes en esta Convención visibles, a nombre de todas las otras y sobre todo como dijo la convencional a nombre de las que están más vulnerables, nos comprometemos en este proyecto a bregar por plena igualdad de oportunidades.

Lo ha dicho Zulema Schoenfeld recién, no estamos hablando solamente de derecho político, no estamos hablando de igualdad en las listas, estamos hablando de cambiar los paradigmas de la educación, estamos hablando de las normas o disposiciones de equidad y queremos que se eduque para que seamos iguales, desde que somos niños, varones y mujeres, sepamos hacernos cargo por igual de los hijos, asumamos iguales responsabilidades, tengamos iguales derechos e iguales oportunidades. Para eso hoy nos estamos comprometiendo recordando un día de lucha, recordando el 8 de marzo que es un día que se conmemora la lucha de obreras que murieron por una causa, y todos los derechos que las mujeres han conquistado, esto debemos decirlo, no nos han regalado, desde la colonia Juana Azurduy, Macacha Güemes y en el siglo XX, Alicia Moreau de Justo, Evita, muchas mujeres lucharon para que tengamos presencia y voz; y otras tantas ignoradas por la historia, allí estuvieron procesando, atendiendo, actuando en todos los hechos que la historia argentina y entrerriana ha marcado.

Por eso es que, en este proyecto, estamos haciendo un compromiso, lo de hoy es un gesto, el debate sobre la igualdad de género sin duda va a ser muy rico, y celebro que tanto convencionales varones como mujeres estén comprometiéndose en el tal sentido.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Zabala.

SR. ZABALA – Señor Presidente, yo también he adherido al proyecto presentado por la señora convencional Schoenfeld, la felicito. Y como también decía la señora convencional Romero, hay una infinidad de ejemplos históricos: Juana Azurduy, Manuela Pedraza que luchó con el ejército de Belgrano, la Delfina de Pancho Ramírez, Alicia Moreau de Justo, la socialista; y Eva Perón, el ejemplo más reciente en la historia de cómo se ocupa el lugar político y desde allí se lucha por los derechos que les corresponden.

Estamos acompañando y creemos que hemos avanzado mucho en los tiempos y creo que la señora convencional Schoenfeld, como todas las mujeres que están en esta Convención, tienen que seguir en la tarea que se ha iniciado para que la mujer vaya ocupando el lugar que le corresponde y llegue a esa igualdad de oportunidades que pide en todos los ámbitos y que creo que en algunos ya se lo ha ganado, porque en el campo empresario y en el privado hay mujeres que se destacan mucho más que los hombres. Esperemos que en el campo político también sigan en este camino.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Señor Presidente, para no herir susceptibilidades, simplemente voy a decir que este camino lo empezó el peronismo en la tan vapuleada década del 90 y que de alguna manera logró, ley mediante, que esto tenga un componente efectivo de la participación política.

Pero yo no quiero ir por ese camino, quiero ir por otro. Es cierto, aquí se ha dicho que tal vez el paradigma o la síntesis de la mujer, ha de ser Evita. Pero Entre Ríos tiene una cualidad de sus mujeres en su historia, que no hace falta irse ni a Chile, ni a Salta, ni a Santiago del Estero para encontrarla. Los tres prototipos de las mujeres de Entre Ríos que cubren todo el espectro de la mujer, los dan tres mujeres que han marcado la historia y que hicieron la historia de Entre Ríos.

La primera, la que entregó todo, la que filantrópicamente siendo santafesina de origen, desde aquí, desde Paraná, posibilitó que la patria se afirmara en la expedición de Belgrano, fue Gregoria Pérez. Gregoria Pérez es la mujer entrerriana que puso sus bienes y todo lo que tenía en su poder por el éxito de la patria que nacía y la expedición del general Belgrano.

Luego, la madre por excelencia, la abuela por excelencia, la que cuida, la que atiende: doña Tadea Jordán, madre y abuela de héroes que hoy hace 222 años paría al que después fue el más querido por todos nosotros, Pancho; un 13 de marzo Pancho Ramírez nacía en Concepción del Uruguay y a partir de allí se gestaba desde doña Tadea todo el esfuerzo de las madres y de las abuelas entrerrianas por la afirmación de la identidad provincial. Madres y abuelas con hijos desterrados, con hijos con la cabeza cortada, con hijos presos y con hijos o nietos no reivindicados hasta muchos años después y permanentemente hasta el final de sus días sosteniendo con su conducta esto que era la patria chica que nacía.

Y, finalmente, la compañera por excelencia, la militante: María Delfina. Hay quienes dicen que Pancho le hizo un homenaje cuando puso la pluma de avestruz en el escudo de la República, era la que ella llevaba en el sombrero y la heráldica dice que es símbolo de libertad, de independencia, pero los entrerrianos creemos que es el homenaje a su compañera, porque la pluma de su sombrero le permitía verla en las montoneras para cuidarla adonde andaba montonereando con él.

La militante, la mamá, la abuela y la aristócrata si se quiere, pero profundamente consustanciada con su género y sus recursos en la historia de la patria, de la patria chica.

Entonces, nosotros, por algo fuimos los primeros que receptamos la norma de los uruguayos; los primeros que dijeron en el año 10 que le iban a dar el voto a la mujer fueron los uruguayos y lo que hace la Constitución del 33 es receptar la ley uruguaya, con los parámetros que dijo el señor convencional Marciano Martínez, con el resultado final.

Entonces, cómo nosotros no vamos a suscribir esto, es de antes y de ahora. Pero además, de lo que se trata es de la igualdad en serio y  tenemos que ir poniendo leyes, poniendo normas; para ir obligando a que la cosa cambie pongámoslas, pero seamos cuidadosos porque no debe haber discriminaciones, ni negativas ni positivas, somos todos iguales con la naturaleza distinta que tenemos. Porque las mujeres y los hombres somos la media naranja, no somos ni la media pera, ni la media banana, ni la media manzana, porque la naranja es lo único que partida por la mitad sus partes son distintas y hacen una naranja.

Nosotros, los que hoy tenemos que apoyar este proyecto o acompañarlo, creo que debemos ser cuidadosos. Esta preocupación tiene que quedar en la historia de Entre Ríos y tiene que plasmarse en normas; y cuando las redactemos tengamos cuidado, que dentro de unos años no sean o insustanciales o no se puedan cumplir, o sean contradictorias. De la capacidad que tengamos para imaginar estas normas será el éxito de esta preocupación muy legítima y de los convencionales que han firmado este proyecto que apoyamos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Taleb.

SR. TALEB – Es para hacer una moción de orden señor Presidente. Creo que se ha desvirtuado el objeto de este proyecto de resolución que pretendía homenajear a las mujeres, teniendo en cuenta que el 8 de marzo se conmemoró el día internacional de la misma.

Mucho de lo que aquí se ha dicho se va a volver a repetir cuando discutamos los proyectos de fondo que tienen que ver con lo que aquí se aspira para el rol de la mujer en la tarea política. Por lo tanto, y de acuerdo a lo que establece el Reglamento, yo propongo como moción de orden que se dé por cerrado el debate, para lo cual se necesita la mayoría simple, y que se pase inmediatamente a la votación del proyecto presentado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda el convencional Acevedo Miño. ¿Pide que sea ahora que se vote la moción de cierre del debate?

SR. TALEB – Hay una moción de orden, señor Presidente, se tiene que votar.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Señor Presidente, yo creo que en la Convención, más allá de nuestros pensamientos y más allá del tiempo que tendremos que estar sentados en estas bancas, ¿puede cerrarse el debate, teniendo presente que se cierre la lista de oradores con la del señor convencional que ha pedido en tiempo y forma su uso de la palabra?

Lo que yo quisiera, con todo respeto al señor convencional preopinante, es que esta Convención aunque sea repetitiva, aunque nos cansemos de escuchar lo mismo, no cometamos el hecho negativo de no dejar hablar a un constituyente. Esto no es la Cámara de Diputados, ni la Cámara de Senadores, este es el Cuerpo que está estudiando la reforma política y jurídica del Estado provincial. Somos los que estamos creando la Carta para que los que gobiernen no se olviden de los artículos que nosotros tenemos.

Por eso yo considero que es viable, pasar, dar por terminado el debate, después que termine su exposición el último orador que ha pedido el uso de la palabra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Taleb.

SR. TALEB – Voy a retirar la moción señor Presidente, con el ánimo de acompañar el espíritu que ha expresado el convencional preopinante. No es el espíritu de este bloque –y menos aún de quien habla– cercenar el uso de la palabra. Pero teniendo en cuenta que este no es un proyecto de reforma, sino que es un proyecto de comunicación, expresaba que los argumentos aquí vertidos los vamos a volver a escuchar cuando se traten los proyectos de reforma de fondo; por lo tanto, habilito a que el señor convencional Acevedo Miño haga uso de la palabra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda retirada la moción de cierre de debate.

Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño, tal cual estaba ordenado, y luego se pasa a votación.

SR. ACEVEDO MIÑO – Gran parte de lo que pensaba decir ya se ha dicho. Adhiero a la exhortación que se plasma en este proyecto.

Me gustaría decir que lo hago, además, porque tiene consonancia con lo que se ha descripto en su momento en el Artículo 37 de la Constitución de la Nación, cuando el texto ordena contemplar la igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres, y lo complementa con un tratado internacional incorporado en el Artículo 75, Inciso 22, que es la Convención contra toda forma de Discriminación de la Mujer.

En consecuencia, adhiero plenamente a la exhortación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Habiéndose cerrado la lista de oradores, se va a votar el presente proyecto aplicando el Artículo 111; por lo tanto, la votación va a ser nominal y por orden alfabético.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales Acevedo Miño, Acharta, Alasino, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Báez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pasqualini, Pérez, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Han votado los 45 señores convencionales por la afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – La votación resulta afirmativa por unanimidad. Queda sancionado.

–Aplausos.
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ARTÍCULO 11. DEROGACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. 

Consideración (Exptes. Nros. 170 y 261)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 170 y 261–, por el que se deroga el Artículo 11 de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 170 y 261

La Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular”, respecto a los proyectos ingresados bajo los números: 170, presentado por los señores convencionales Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco, Villaverde, Cepeda, Allende de López y De Paoli; y 261, presentado por los señores convencionales Kunath, Carlín, Romero, Federik; por los fundamentos que expondrá en el plenario el señor Presidente y por unanimidad dictamina aconsejar a la Honorable Convención la aprobación del siguiente dispositivo:

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º – Derógase el Artículo 11 de la Constitución provincial de 1933.

Sala de Comisión, 5 de marzo de 2008

DE PAOLI – GASTALDI – SALOMÓN – SCHOENFELD – ROGEL – SCHVARTZMAN – BAEZ – ACEVEDO MIÑO – PESUTO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – La comisión que presido, que ha suscripto este despacho, no enunció los fundamentos por escrito con el propósito de hacerlo ahora, aquí, brevemente, en forma oral.

La Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, despachó este asunto por unanimidad, tratando los expedientes números 170 de los señores convencionales Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco, Villaverde, Cepeda, Allende de López y De Paoli y número 261, de los señores convencionales Kunath, Carlín, Romero y Federik.

Tenemos, señor Presidente, para la prensa entrerriana hoy una buena noticia. Tenemos el orgullo de ofrecer un elemento a la consideración pública y al periodismo en particular –distinto de algunos que por allí ocupan su atención y nos avergüenzan–, razones por las cuales debo hacerle conocer a la Honorable Convención y al señor Presidente nuestra satisfacción.

El proyecto es sencillo, señor Presidente. Se hace cargo de una disfunción constitucional que nuestra Constitución arrastra con motivo de un artículo que, inexplicablemente –según mi forma de ver–, no fue suprimido del texto magno en la reforma constitucional de 1994. Me estoy refiriendo al Artículo 32 de la Constitución federal que establece textualmente: “El Congreso federal no dictará leyes que restrinjan la libertad de imprenta o establezcan sobre ella la jurisdicción federal”.

Este artículo, implantado en la pura ideología liberal que inspiraba a la Constitución de 1853, va de contramano con la defensa y el reconocimiento amplísimo de la libertad de prensa que la Constitución del 53 contenía, y se explica, simplemente, a causa de un pedido de informes acerca de una publicación en un diario elogiosa del Restaurador de las Leyes, del brigadier Rosas, que había solicitado el Presidente de la Nación Urquiza, y esto habría incomodado a algunas mentes luminosas de la Provincia de Buenos Aires, que en su Convención de 1860, celebrada para incorporarse a la Confederación, se le realizaba. Concretamente me refiero a Dalmacio Vélez Sarsfield, quien fue el que fundó este dispositivo.

Debemos ser justos, señor Presidente: en verdad este dispositivo en modo alguno autoriza a dictar leyes que repriman y castiguen por eventuales delitos que pudieran cometerse por medio de la prensa. Pero fue entendido de este modo, y lamentablemente la Constitución de 1933 en lugar de mantener las disposiciones que tenía la de 1903 acerca de que el Código Penal regula absolutamente todos los delitos comunes que se cometen por cualquier medio, entre ellos la prensa, y concretamente refiriéndonos a los delitos contra el honor: calumnias, injurias, etcétera, sanciona este artículo –que se encuentra correlacionado con el Artículo 230–, que dice: “La Legislatura dictará la ley especial sobre los delitos de imprenta...”. Ni siquiera dice “podrá dictar”, sino que dice “dictará”. Y en el Artículo 230 –disposición transitoria que ahora pierde absolutamente su sentido– establece: “Mientras no se dicte la ley de los delitos de imprenta, regirá el Código Penal y el procedimiento ordinario”.

La Corte Suprema de Justicia, señor Presidente, hasta bien entrado el siglo XX, hasta aproximadamente el año 1930, repitió y desarrolló incluso con mejores fundamentos una doctrina fijada en 1880 en un caso conocido como Calvete por el cual establecía que en las Provincias las disposiciones penales que se sancionaran para castigar este delito tenían plena vigencia. Esto queda, por supuesto, superado. Y en 1933 –ya los convencionales de 1933 lo debían conocer, porque eran hombres formados y eruditos– ya la Corte establecía que el Código Penal de la Nación se aplicaba en todo el territorio de la provincia.

Brevemente estos son los fundamentos, señor Presidente. La comisión en un debate en el que debo destacar coincidencias, argumentos sesudos y muchísima responsabilidad en saber lo que se estaba discutiendo, por unanimidad decidió aconsejar al pleno que derogara el Artículo 11 de la Constitución provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, señores convencionales: en verdad este proyecto ha sido fundado muy claramente por el convencional Barrandeguy. No quiero desmerecer en nada el contexto porque siempre debemos recordar que hace 74 años, estamos hablando de 1933, todavía había muchos remesones, un proceso democrático abortado en 1930 y el proceso de organización y política en la Nación no estaba para nada concluido y, en la Provincia, con todo el sistema federal debilitado que hemos tenido en la República Argentina, sabemos que tardó mucho más.

Adelanto el voto afirmativo de la bancada de la Unión Cívica Radical, como autora de uno de los proyectos. Voy a hacer una sola y breve mención para volver a destacar el salto que se da cuando el convencional Justo Medina señalaba al final, no de su exposición sino de los argumentos que escribiera cuando fundara este Artículo 11. Y él decía: “Bien sabemos que iniciativas como la presente son recibidas con prevención por el gremio afectado y que a su respecto –refiriéndose a la prensa– se acostumbraba a extremar la crítica y a deducirse una oposición casi sistemática. Pero confiamos en la cobertura y en el buen sentido de la prensa sana y honesta que nada puede temer de sus disposiciones.”

“Abordamos –decía Medina– la materia sin mayores pretensiones pero con la decisión y la valentía que sólo pueden dar arraigadas convicciones sobre lo que ella demanda del legislador, o sea la norma conciliadora entre el interés superior de mantener una prensa independiente, base de las democracias, y el buen y muy respetable también de la sociedad sobre la cual proyecta las luces de su notoria influencia moral.”

Ya se hacía, en aquel momento, la salvedad. Por lo tanto, evolucionado el proceso institucional argentino y en la provincia de Entre Ríos, como ha dicho el convencional Barrandeguy, estando el orden constitucional consolidado día a día, está claro que vamos a dar, con la modificación de este Artículo 11, respecto del Delito de Imprenta, un salto pleno y definitivo a favor de la libertad de expresión en la provincia de Entre Ríos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN- Deseo reafirmar, como integrante de la comisión y en representación de nuestro bloque, del Partido Socialista y de la Coalición Cívica, que hemos hecho nuestros los fundamentos que con sabiduría y eficacia desarrollaron los autores de los proyectos en el marco del debate en la comisión.

Ratificamos nuestro respaldo a esta iniciativa que elimina este Artículo que, en realidad, se contrapone con las propias garantías de las amplísimas libertades que garantizaba la Constitución del 33.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Pesuto.

SR. PESUTO – Como firmante por el Bloque Viva Entre Ríos, ratifico totalmente este proyecto presentado y ratifico las palabras del Presidente de la comisión, doctor Barrandeguy.

Sugiero, pido, que pasemos a una votación sobre esta cuestión porque no amerita ningún tipo de discusión ni entorno político posible, esta es una cuestión jurídica muy bien expresada por el doctor Barrandeguy en cuanto la competencia está perfectamente determinada por un código nacional que es el Código Penal. Ratifico esta postura y hago mía todas las afirmaciones precedentes.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Quiero, señor Presidente, interpretar a los convencionales del ‘33 donde estaban en discusión tres teorías sobre estos artículos.

Una de ellas sostenía que las provincias tenían la atribución y pienso que los convencionales se jugaron por esa teoría, tanto es así que hay un fallo reciente, "Raúl Alberto Ramos contra Eduardo J. Batalla", sobre querella por injuria, donde la Corte, superando una serie de dificultades que tuvieron, se manifestó a favor del dictamen –por suerte– de la Convención Constituyente.

Es decir, era un tema opinable allá en el año ‘33, razón por la cual los convencionales se jugaron por una de las tendencias, nosotros nos jugamos por la contraria.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto y si bien no hay voto en disidencia en la comisión, como no firmaron todos los convencionales, vamos a aplicar el Artículo 111° del Reglamento haciendo la votación nominal.

Por Secretaría se tomará votación nominal.

–Votan por la afirmativa los convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Alasino, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pasqualini, Pérez, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo a la Presidencia que los 45 señores convencionales han votado por la afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, queda sancionado por unanimidad. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 13. DEROGACIÓN. 
Dictamenes de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. 

Consideración (Expte. Nro. 182)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar los dictámenes, en mayoría y minoría, de la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 182– referido a la obligación de todo ciudadano a armarse a requisición de las autoridades constituidas.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se leen:

REF.: Proyecto de reforma Expte. Nro. 182

Dictamen en mayoría

La Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, respecto al proyecto ingresado bajo el número 182, presentado por los señores convencionales Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco, Villaverde, Cepeda, Allende de López y De Paoli; por los fundamentos que expondrá en el plenario el miembro informante y por unanimidad, dictamina aconsejar a la Honorable Convención la aprobación del siguiente dispositivo:

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º – Derógase el Artículo 13 de la Constitución provincial de 1933. 

Sala de Comisión, 5 de marzo de 2008.
DE PAOLI – GASTALDI – SALOMÓN – ROGEL – SCHOENFELD – SCHVARTZMAN – BAEZ.

Dictamen en minoría

Vuestra Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, ha considerado el proyecto presentado por los señores convencionales Rogel y otros, Expte. Nro. 182; y por las razones expuestas en el informe que se acompaña y las que dará el miembro informante, os aconseja la aprobación del siguiente:

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º – Sustitúyese el Art. 13 de la Constitución Provincial por el siguiente: "Todo ciudadano domiciliado en la Provincia tiene la obligación de armarse a requisición de las autoridades democráticamente constituidas, en defensa de esta Constitución, de su vigencia y del sistema democrático de Gobierno."

Sala de Comisión, 5 de marzo de 2008.

ACEVEDO MIÑO – PESUTO.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente: 

Sin lugar a dudas el artículo sub examine debe mantenerse en el modo supra propuesto. María Angélica Gelli justifica la cláusula de similar tenor contenida en la Carta Magna Nacional calificándola de "instrumento tendiente al logro de la unión nacional". De todos modos, la Constitución Nacional tiene una prohibición liminar dirigida a las Provincias, contenida en el Artículo 126, que dice: "Las provincias no ejercen el poder delegado a la Nación. No pueden... armar buques de guerra o levantar ejércitos...", lo cual se estableció para dar cumplimiento a aquél anhelo preambular de "proveer a la defensa común", y se cumple al delegar tal misión a las fuerzas armadas. Pero, a continuación, es el mismo artículo el que dispone una excepción, que se expresa del siguiente modo: "salvo el caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación, dando luego cuenta al gobierno federal"; es decir que faculta a las provincias de armar sus milicias provinciales o Guardia Nacional ante el caso de una invasión exterior o peligro inminente. Al decir de Quiroga Lavié, la cláusula apunta a dar estabilidad a las autoridades.

De presentarse una hipotética causa, que torne operativo esta parte del artículo, los Gobernadores de Provincia podrán armar sus fuerzas y nombrar los Jefes y sus oficiales. En algunas constituciones provinciales aún se mantiene esta previsión para casos extremos o de inminente peligro, que no permitan a las autoridades del Gobierno Central intervenir, o en su caso, la intervención del Gobierno Nacional resulte tardía.

Sin perjuicio de esa liminar razón, se propone consagrar la obligación de la ciudadanía entrerriana de armarse en defensa del sistema democrático, a pedido de los órganos gubernamentales que la democracia consagra.

La Convención Constituyente de 1.994, mantuvo intacta la previsión del Art. 21 de nuestra Carta Magna Federal; ratificándose este criterio de resistencia ciudadana, imperio y mantenimiento del orden constitucional, en el Art. 36 de la Constitución Nacional, por supuesto siempre a requisitoria de las autoridades democráticas.

El Pacto de San José de Costa Rica, introducido en nuestra Constitución Nacional por el Art. 75, inc. 22 establece: el deber genérico del ciudadano con respecto a la comunidad y a la humanidad; la limitación de los derechos humanos consagrados en ella, fundada en razón “de la seguridad de todos y de las justas exigencias del bien común en una sociedad democrática”; imponiendo por otro lado, el deber del Estado Nacional, y también de las autoridades y normas locales en caso de estados federales, de introducir normas de Derecho Interno que impliquen garantizar la vigencia de dicha Convención. También, la Declaración Americana de los Derechos del Hombre (Bogotá 1948), introducida en orden interno por lo dispuesto en el Art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional, refiere a este deber ciudadano en los Artículos XXXIII y XXXIV.

Martín J. Acevedo Miño – Hermo L. Pesuto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente: por los motivos que voy a expresar brevemente, puesto que se convino en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Forma de Participación Popular, que se iban a manifestar los fundamentos aquí ─y seguramente por los que su Presidente hará también─ estamos en presencia de lo que nosotros hemos querido hacer como aporte, que es la adaptación, como se hizo recién con el Artículo 11°, de algunos artículos que ya, al decir de los propios convencionales de 1933, guardaban casi una actitud –primero– de respeto histórico.

Quedaban en la Argentina, como ya se ha explicado aquí, algunos remezones de ese proceso organizacional, y quedaban también recelos de un federalismo que  no terminaba de consolidarse respecto de las revoluciones que se hablaron en ese momento de la Convención. Yo  esto no lo quiero volver a repetir porque quiero ser respetuoso de los largos, ricos y extensos debates que se han dado. Aunque debo afirmar que pareciera mentira que artículos que por ahí pueden resultar formales o de adaptación al tiempo que se vive –como es este–, por ejemplo, que estábamos mencionando. Es el Artículo 12 y está referido a que todo ciudadano domiciliado en la Provincia tiene la obligación de armarse a requisición de las autoridades constituidas, salvo las excepciones de las leyes en la materia dispuesta.

En este Artículo 13, señor Presidente, que estamos propiciando desde nuestro punto de vista su derogación, su sustitución, está claro que, lo dije al principio, la norma constitucional de 1994 ha mantenido el Artículo 21. Y también podríamos hacer mención al Artículo 126 de la Constitución Nacional, donde quedan a salvo las posibilidades de las movilizaciones que podría llegar a entenderse que contemplaba este artículo y que son ajenas a las posibilidades que hoy tienen las provincias.

Desaparecidas las razones históricas, la carencia de estas milicias o fuerzas armadas, potestad del Gobierno federal, cuya provisión se encuentra expresamente en lo que hice mención, Artículo 126 de la Constitución Nacional, sobre todo en lo referido a los peligros tan inminentes que admitan dilación, datos, pruebas, cuentas, el Gobierno federal, como se establecía en su momento, creemos que este artículo carece de absoluta viabilidad jurídica y práctica.

Insisto, ya en el análisis de los convencionales del ‘33, prácticamente lo daban, lo mantuvieron como una cuestión – diría de alguna manera como acostumbra decir el convencional Alasino– de respeto histórico. Seguramente tal vez en la consolidación definitiva del sistema institucional y político del país y de la provincia, podían darle alguna interpretación que hoy carece de todo sustento jurídico y que están salvaguardados cualquier tipo de derechos respecto de la posibilidad de la defensa del orden constitucional en los artículos a los que he hecho referencia de la Constitución Nacional.

Por lo expresado, señor Presidente, y en la necesidad de actualizar en todo lo posible el texto y estando habilitado el Artículo 13 por la ley que declaró la necesidad de la reforma de la Constitución de esta provincia, es que nosotros propiciamos la supresión del Artículo 13, tal cual se ha expresado en los fundamentos que se adjuntan y por los motivos que también abonará el Presidente de esta comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.
SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, siempre en mi carácter de Presidente de la Comisión Nuevos Derechos, que, como ha dicho el señor convencional preopinante, no explicitó fundamentos en el despacho que enumeramos como 2 y que elevamos desde esta Presidencia, y suscribimos. Esa circunstancia requiere que Presidencia –brevemente– indique cuáles fueron los fundamentos del acuerdo, mejor dicho, el acuerdo que la mayoría de los integrantes de la Convención arribó al respecto.

En ese sentido, debo destacar también aquí, señor Presidente, que el debate que realizamos en el seno de la comisión fue intenso, se controvirtieron ideas, coincidiéndose en una serie de puntos de vista que tienen que ver con la consolidación de la democracia y disintiéndose también en los aspectos que seguramente el dictamen por minoría ha de enunciar.

Debo, entonces, indicar cuáles fueron los términos de este debate para ilustrar el pleno acerca de las razones por las cuales interesamos la aprobación de este dictamen. En ese sentido la cuestión central que se ventiló en el seno de la comisión fue el ejercicio del derecho a resistencia o la opresión, y la defensa de la democracia cuando ésta es jaqueada por alguna circunstancia que la pudiera poner en peligro. Los ejemplos y los análisis de los señores convencionales fueron amplios y completos. La Convención registró la disidencia del convencional Alasino, a pesar de no ser miembro de la comisión, pero asistió y no pudo votar por esta cuestión.

El argumento que la mayoría de la comisión prelacionó al valorar positivamente este proyecto de los señores convencionales Rogel, Guy, Arralde, Monge, Brasesco, Cepeda, Villaverde, Allende de López y De Paoli, fue que en verdad el Artículo 13, señor Presidente, le autoriza al Gobernador de la Provincia a requerirle a la ciudadanía que se arme. El artículo no dice en defensa de qué; no dice absolutamente en defensa de qué, o sea que está diciendo que los ciudadanos cada vez que el Gobernador dispone que se arme a su requisición, así lo deben hacer.

Y quiero hacer una aclaración porque en la correlación de atribuciones que la Constitución en el aspecto vinculado con este tema dispone, resalta por allí la atribución del Poder Ejecutivo de nombrar los oficiales de la guardia nacional y alcaldes de campaña, que no está vinculado con esto que seguramente se va a considerar en la comisión que trate la modificación a los tres poderes; es la previsión contenida en el Artículo 81, inciso 18; y acá me voy a detener a darle lectura, señor Presidente, porque esta es la cuestión que le da un fundamento muy sólido a la propuesta de la comisión, que dice: “La Legislatura podrá autorizar la reunión y la movilización de las milicias...”

Es posible que algún convencional que ha hecho conocer al seno de la Convención esta opinión relatándonos una anécdota verdaderamente muy interesante, nos ilustra al respecto, pero desde ya no es ese el artículo que estamos proponiendo se derogue. Dice entonces el inciso 18: “Autorizar la reunión y la movilización de las milicias o parte de ellas, en los casos permitidos por la Constitución Nacional y aprobar o desaprobar la movilización que en cualquier tiempo hiciese el Poder Ejecutivo sin autorización previa.”

En verdad entonces que conjugando las dos disposiciones el titular del Poder Ejecutivo, el Gobernador de la Provincia, puede requerirle a cualquier ciudadano que se movilice en defensa de su gobierno. Y esto, señor Presidente, fue considerado en alguno de los argumentos que se pusieron de manifiesto en nuestro debate como una cuestión antisistémica, no se trata de la defensa de la democracia ni se tratar de armarnos en ejercicio del sagrado derecho de resistencia a la opresión, se trata de defender la institución formal, se trata de defender a aquellos que el señor Gobernador considere que se debe defender sin siquiera contar con una aprobación previa de la Legislatura.

Estas han sido las razones, señor Presidente, que elevaron a la comisión o mejor dicho a la mayoría de ella, a proponer, a postular que se deje sin efecto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Como suscriptor del dictamen de minoría debo poner en conocimiento de mis pares la reformulación que proponemos a este Artículo 13 de la Constitución Provincial vigente, de modo que quedaría redactado de la siguiente manera: “Todo ciudadano domiciliado en la Provincia tiene la obligación de armarse a requisición de las autoridades democráticamente constituidas en defensa de esta Constitución de su vigencia y del sistema democrático de gobierno.”

La fundamentación tiene que ver con lo expresado por calificado doctrina nacional en cuanto se justifica una cláusula de similar tenor contenida en la Carta Magna Nacional, como un instrumento tendiente al logro de la unidad nacional.

–Ocupa la Presidencia la Vicepresidenta, señora convencional Romero.

SR. ACEVEDO MIÑO – De todos modos, como bien ha dicho un convencional preopinante, la Constitución nacional tiene una prohibición liminar dirigida a las Provincias, contenida en el Artículo 126, que dice que las Provincias no ejercen el poder delegado a la Nación, no pueden armar buques de guerra o levantar ejércitos; lo cual se estableció para dar cumplimiento a aquel anhelo preambular de proveer a la defensa común y se cumple al delegar tal misión a las fuerzas armadas. Pero a continuación, ese mismo artículo, el que dispone una excepción, que se expresa del siguiente modo: “salvo el caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admite dilación, dando luego cuenta al Gobierno federal”; es decir que faculta a las provincias a armar sus milicias provinciales ante el caso de una invasión exterior o de un peligro inminente. Al decir de Quiroga Lavié, la cláusula apunta a dar estabilidad a las autoridades.

De presentarse una hipotética causa que torne operativo este artículo, los gobernadores de provincias podrán armar sus fuerzas. En algunas constituciones provinciales aún se mantiene esta previsión para casos extremos y de inminente peligro que no permitan a las autoridades del Gobierno central intervenir o que en su caso la intervención del Gobierno nacional sea tardía.

Sin perjuicio de esa liminar razón, se propone consagrar la obligación de la ciudadanía entrerriana de armarse en defensa del sistema democrático a pedido de los órganos gubernamentales que la propia democracia ha consagrado.

La Convención Constituyente de 1994 mantuvo intacta la previsión del Artículo 21 de la Carta Magna federal, ratificándose este criterio de resistencia ciudadana, imperio y mantenimiento del orden constitucional en el Artículo 36 de dicho cuerpo normativo, por supuesto, siempre a requisitoria de las autoridades democráticas.

Es por eso que sostenemos este dictamen de minoría.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señora Presidenta, en nombre del Bloque del Partido Socialista y la Coalición Cívica y como integrante de esta comisión, quiero manifestar que suscribimos y hemos hecho nuestros los argumentos por los cuales fue presentado este proyecto de reforma y, por supuesto, el dictamen que ha sostenido el Presidente de la comisión, señor convencional Barrandeguy.

Lo único que queremos agregar es que entendemos que, como lo adjetivó el señor convencional Barrandeguy, el sagrado derecho de resistencia a la opresión, de ninguna manera puede ser confundido con la obligación de armarse a requisición de las autoridades constituidas.

De manera que también entendemos que hay otras iniciativas de reforma del texto constitucional que prevén la defensa de nuestra Constitución en caso que se produzcan hechos en contra de la legitimidad democrática, de modo que lo que entendimos pertinente respecto de este Artículo 13 era la supresión y por eso acompañamos el dictamen de la mayoría.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Pesuto.
–Asume la Presidencia su titular, señor convencional Busti.

SR. PESUTO – Suscribo juntamente con el señor convencional Acevedo Miño el dictamen de minoría, en realidad, ratificando la subsistencia del Artículo 13 de nuestra Carta Magna provincial por varias razones.

Seguramente el actual Artículo 13 sin esta reforma, suena un poco arcaico, vetusto, un poco trasnochado tal vez. Pero no solamente por lo que decía mi compañero de bancada, el señor convencional Alasino, hace un rato de que no es bueno derogar o destruir los artículos constitucionales, sino además porque redactado de otra forma y como lo hemos propuesto, cobra un sentido distinto toda vez que estamos hablando de autoridades democráticas con una finalidad, que es la defensa de la Constitución, de su vigencia y del sistema democrático de gobierno.

Nosotros, los argentinos, sabemos perfectamente desde el advenimiento de la democracia a la fecha, que no hay medida suficiente que podamos tomar, que alcance para proteger esta democracia, y como esta Constitución que queremos sancionar, nos va a alcanzar durante varias décadas, no podemos prever tampoco el futuro en este sentido.

Por eso, no sabemos lo que va a ocurrir dentro de 35 años, cuando muchos de nosotros seguramente ya no estemos. Entonces este artículo tiene que estar vigente toda vez que propende a defender esta Constitución –que nosotros queremos jurar y por la cual trabajamos– y el sistema democrático de gobierno. Entonces me parece que tenemos que dejar esta puerta abierta, esto es fundamental. De ninguna manera quisiéramos la derogación de este artículo sin un tratamiento más profundo.

En virtud de lo expuesto, propongo el retorno a la comisión para que se revea y se recomponga este artículo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Suscribo, señor Presidente, la propuesta que formuló el señor convencional Pesuto, de que vuelva a comisión, por las razones que voy a intentar agregar a lo que con tanta claridad expresaron los que me precedieron en el uso de la palabra.

En la comisión alguna vez dije que allá por el siglo XVII, ha de haber sido el Padre Bossuet, el primero que para oponerse al derecho divino de los reyes sistematizó el derecho de resistir. El derecho de resistir que fue una bandera de todos los Tobistas, de todos los que de alguna manera estaban contra el derecho divino de los reyes. Fue el que dio origen a la Revolución Francesa, después dentro de la Tercera República, a la Comuna de París, a todos lo que de alguna manera durante tantos años intentaron dejar este derecho en cabeza de la gente y no fuera del derecho.

¿Por qué digo esto señor Presidente?, porque si el Estado de derecho tiene sólo un mecanismo, para establecer como se modifican sus leyes y como se cumplen sus leyes; y no hay otro. El Estado de derecho establece que una ley debe ser derogada por otra, o que una ley debe ser modificada por otras. El Estado de derecho parte de una ficción que le permite sobrevivir, que es aquella que el derecho se presume conocido por todos. Entonces el tema central es cómo un derecho a resistir o a revolucionar puede estar en un sistema de Estado de derecho que establece un mecanismo determinado para cambiar sus normas.

Esto es una larga discusión, creo que es una de las discusiones más ricas que ha tenido la Convención del 94 aquí en Paraná, si incorporábamos o no, el derecho de resistencia a un orden jurídico y a un Estado de derecho clásico; y se admitió que por vía de excepción y cuando estaban en juego los sagrados intereses del pueblo y de su forma de vivir y de expresarse, el derecho a resistir era un derecho que podía entrar oblicuamente al Estado de derecho y cambiar las normas.

A mi no se me escapa que este artículo habla de obligación, y que tal vez alguna vez me dijeron: vamos a incorporar el derecho cuando establezcamos, como estableció la Constitución Nacional, la defensa de las autoridades democráticas. Lo que me parece que se pierde es la oportunidad histórica de que Entre Ríos avance en una dirección en la que nadie ha avanzado, en hacerle la contracara al derecho de resistir, al derecho a revolucionar.

Entonces, la reformulación que proponía el dictamen de minoría es dejar claro de qué se trata, que al derecho de resistir se le agrega la obligación a armarse, pero no ha armarse en cualquier momento y con cualquier sentido, sino pedido por alguien, exigido por alguien y encaminado a defender la cosa pública, que nos interesa a todos.

A nosotros nos daba la impresión de que perder la oportunidad de que el sistema de derecho de Entre Ríos estableciera una norma, la contracara del derecho a resistir, y le diera la obligación a todos los entrerrianos si al llamado de su autoridad democráticamente elegida, y para defender el sistema de vida, armarse, nos parecía que era el momento de dejarlo aquí, aggiornado si se quiere, pero estableciendo con claridad la obligación que cada uno de nosotros tenemos; obligación que tratándose del sistema de derecho, no admite duda, es un deber político, público y republicano.

Entonces, me da la impresión de que estamos –repito– dejando pasar la posibilidad de meter, de introducir algo que tantos años de elaboración ha causado y que finalmente ha logrado admitirse como un derecho más que tienen los habitantes o los ciudadanos o quienes conviven en su sistema democrático de gobierno.

Por eso, –total, hemos aprobado muchas cosas y hemos dado un avance importante– suscribo la moción del señor convencional Pesuto de que esto se vuelva a discutir o que lo volvamos a comisión, y cuando tratemos el derecho a resistir en defensa de las instituciones democráticas, tratemos también este problema, porque me parece que se queda a mitad de camino. Vamos a hacer lo  mismo que la Constitución Nacional, con la diferencia que la Nacional evitó derogar esto, lo dejó. Creo que nosotros vamos un poco a contrapelo de la historia, de lo que creemos o pretendemos tratar de “meter” en esta Constitución, de que alguna manera es poner por sobre todas las cosas la defensa del sistema que hemos elegido para vivir y que no queremos que cambie.

SR. PRESIDENTE (Busti) – A fin de ordenar la sesión, informo que han pedido la palabra los señores convencionales Acharta y Rogel.

Previamente, tengo que poner en consideración la moción de vuelta a comisión de los señores convencionales Pesuto y Alasino.

Por lo tanto, conforme lo marca el Artículo 53ª, pongo a consideración... ¿Es sobre este tema, señor convencional?

SR. ROGEL – Señor Presidente, para no establecer una mecánica que después sea ajena, no digo al Reglamento, pero...

SR. PRESIDENTE (Busti) – No, no. Esto es el Reglamento...

SR. ROGEL – Por eso, pero acá, señor Presidente, creo, con total respeto, que no corresponde la moción, no porque no tenga derecho a hacerla, sino porque el presente proyecto ha tenido el trámite parlamentario, ha tenido dictámenes, hasta el momento –según se ha escuchado– la aprobación de tres de los bloques, por lo tanto, me permito hacerle la salvedad al señor convencional Alasino, de que lo que correspondería es –en todo caso– seguir discutiéndolo, aprobarlo o rechazarlo. No veo motivos para que vuelva a comisión. Esa era la salvedad que quería hacer, señor Presidente, frente a la moción que se ha hecho.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 53º del Reglamento la moción de vuelta a comisión debe ser puesta a consideración inmediatamente.

Luego continuamos con la lista de oradores; y si le parece bien, señor convencional, con usted cerramos la lista y pasamos a la votación.

Se va a votar la moción de vuelta a comisión, los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Habiendo resultado negativa la moción de vuelta a comisión, continuamos con la lista de oradores.

Tiene la palabra el señor convencional Acharta.

SR. ACHARTA – Brevemente, para manifestar mi apoyo al dictamen de la mayoría de esta comisión, y para hacer mención a lo siguiente: en este punto, creo que no podemos centrar el debate en una cuestión estrictamente jurídica, sino que esto es una cuestión política, de filosofía política y de concepción de la democracia, en el más amplio sentido de la palabra.

Cuando enseño en mis clases Instrucción Cívica a los chicos, sobre este tema del derecho de resistencia, en ningún momento se me ocurre hablar de un derecho de resistencia armada, y sí imagino un derecho de resistencia como el que llevaron adelante las Madres de Plaza de Mayo durante la época de la dictadura militar; la resistencia de la ciudadanía argentina sin distinción de banderías políticas en la Plaza de Mayo, cuando hubo intentos de asalto a la democracia sufridos por gobiernos radicales, por gobiernos justicialistas, sufridos por todos los argentinos. Esa plaza conmemoró la vocación democrática y selló para siempre la posibilidad de un intento de atentado contra el sistema democrático y siguió marcando una tendencia y una especie de resistencia pacífica del pueblo argentino.

La defensa de los derechos humanos que ha encabezado el gobierno del doctor Alfonsín y la continúa hoy el Gobierno nacional implica dejar para siempre de lado la posibilidad de una resistencia armada. ¿Qué hubiera pasado si el Presidente Alfonsín o el Presidente Menem hubieran llamado a la población a armarse y a marchar a las calles para resistirse contra los militares díscolos que no entendían la fuerza de la democracia que habíamos logrado los argentinos, incluso con la muerte de 30.000 argentinos, pero no dentro del sistema democrático, sino por pensar y por opinar distinto contra gobiernos totalitarios?

Quiero decir que esta es una cuestión de decisión política, y reitero mi apoyo a este proyecto, porque esto tiene que ser una función específica del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo a través de las autoridades constituidas que, eventualmente, ordenen la movilización a través de las milicias que establece el Artículo 18 de la Constitución de la Provincia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Nos sentimos totalmente contenidos en el escueto pero preciso informe que ha dado el Presidente de la comisión; no obstante, como al hacer la exposición traté de ser muy breve, porque así lo habíamos acordado con el doctor Barrandeguy, puesto que teníamos autoría en este proyecto –aunque acá se pierden las autorías, porque estamos reformando la Constitución para los entrerrianos–, y ante la persistencia y la fuerte convicción que han puestos el convencional Alasino y otros convencionales en el mantenimiento de este artículo, me veo obligado a hacer algunas precisiones que yo ya hice en un tono no tan imperativo, pero como se sostuvieron en el seno de la comisión, muchos de los que ahora están aquí pueden no haber tomado conocimiento de lo que se dijo; por eso las quiero reiterar, señor Presidente.

No quiero traer a colación algunos fundamentos de la teoría política en donde reside este derecho, por aquello que decía Alem sobre el espíritu revolucionario y donde anida el espíritu de resistencia de los pueblos, que es innato. Creo que eso no es el artículo en cuestión. Creo que puertas y ventanas no se pueden dejar, puesto que sobre este artículo ya en 1933 el propio convencional Medina decía que todos los pares coincidían en que prácticamente era casi una presencia de carácter histórico, sin hacer alusión a lo que es la vigencia del Artículo 21: “Todo ciudadano argentino está obligado a armarse en defensa de la patria y de esta Constitución, conforme a las leyes que al efecto dicte el Congreso...” Esto está absolutamente resguardado.

Pero, por las dudas, en el Artículo 126 al que se ha hecho mención, cuando habla de las atribuciones propias del Estado nacional, que no las tienen las Provincias, dice: “... salvo el caso de invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación dando luego cuenta al Gobierno federal...”.

Es decir que todo lo que hace a la defensa del interés nacional o del orden constitucional está absolutamente garantizado. En lo particular –no hice mención, pero se ha hecho aquí– hay tres bancadas que hemos presentado proyectos explícitos, claros, agregando lo que a nivel nacional se llamó la Ley en Defensa de la Democracia, que la recoge la Constitución de 1994 y que nosotros pretendemos poner en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Simplemente para abonar el espíritu de la Constitución de 1994 –con algunos agregados, que ahí sí, me permito decir– por lo menos en los proyectos de esta bancada, avanzamos un poco más que lo que avanzó la Ley en Defensa de la Democracia y lo que avanzó la reforma del 94, en cuanto a una ley en defensa del orden constitucional o de la Constitución que vamos a jurar, como se ha dicho aquí.

Propongo dejar este artículo así para tratar de sacarle cualquier dramatismo sobre que estamos perdiendo una presencia, o relegando la posibilidad de dejarlo incorporado, o quitarle el derecho a los entrerrianos a su resistencia, que creo que no es así. Acá lo único que se está tratando es no dejar ningún resquicio para que ningún trasnochado tome este artículo un día, porque pueda verse en peligro, porque peligre por cualquier situación, su gobernabilidad, y conmine a la ciudadanía a armarse en defensa de su gobierno. Esto es así. Lo demás está absolutamente amparado, como se ha leído aquí, en los Artículos 21 y 126 de la Constitución Nacional.

Lo otro, la posibilidad de la resistencia, está innato en los pueblos y este país lo sabe, con sangre, sudor y lágrimas, que cuando por el estado de las cosas tuvieron que tomar la decisión de establecer una conciencia colectiva, se hizo, como por ejemplo en 1890, 1905, 1995, el 17 de octubre de 1945, el 9 de septiembre de 1930, en 1966 y el 24 de marzo de 1976, algunas veces por la fuerza y otras por la movilización popular y por las armas.

Quiero recordar eso para que no quede en la memoria como que la construcción de la pacificación y el ordenamiento jurídico nacional, al cual nos debemos, ha sido un lecho de rosas y que por eso estamos propiciando terminar de cerrar este aspecto que nada tiene que ver con la defensa del orden constitucional, por el cual vamos a trabajar todos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Como hay un despacho en disidencia, corresponde que el debate lo termine el Presidente de la comisión, manifestando si acepta alguna disidencia o si mantiene la postura inicial.

SR. BARRANDEGUY – Quiero hacer dos consideraciones brevísimas. En principio la comisión consideró los proyectos agrupados temáticamente que la Presidencia había remitido previa resolución de esta Convención. Si bien con toda lealtad debo decirlo, casi todos los argumentos que aquí se exponen para sostener y fundar la disidencia, los escuché, como los escuchamos todos los integrantes de la comisión, no vi el despacho que se remitió y he tomado conocimiento de él, hoy, por la lectura que hizo el señor Presidente advirtiendo que se trata de un proyecto no tratado, no considerado que versa sobre algo diferente.

Me parece que el derecho de resistencia a la opresión está en la base del Estado moderno y, para ser justo, en verdad no es una creación del iluminismo, sino que en alguno de los pocos momentos de lucidez teórica que tuvo la Edad Media apareció casi con los perfiles que le damos hoy.

Algunos se lo atribuyen a Juan de Salisbury, un sacerdote irlandés, que allá por el siglo XV escribió un documento que en verdad es apócrifo, se llamó Vindicta contra Tiranos, que fundó el derecho de resistencia a la opresión. Con toda seguridad debo decirle, señor Presidente, que de ningún modo lo que expresa el Artículo 13 es el derecho a la resistencia a la opresión.

La otra consideración, señor Presidente, que quería dejar como fundamento de la posición que estamos sosteniendo, es que la Comisión Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, de la cual soy Presidente, en un trabajo ─que hemos aprobado─ de ordenamiento de los numerosos proyectos que hemos recibido, con el número 48 ubicó al proyecto presentado como expediente número 142, de autoría de los convencionales Alasino y Pasqualini, referido a garantizar el sistema democrático de gobierno, donde con toda seguridad y con absoluta amplitud vamos a tener que tratar estas cosas.

En síntesis, señor Presidente, no he escuchado argumentos que conmuevan el acuerdo que la mayoría suscribió y que le llevó a presentar este dictamen cuya aprobación interesamos a este pleno.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar, de acuerdo al Artículo 111° del Reglamento, el dictamen en mayoría de la Comisión Nuevos Derechos, Garantías. Formas de Participación Popular.

Por Secretaría se tomará votación nominal.

–Votan por el despacho de la mayoría los señores convencionales: Acharta, Alasino, Allende, (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Monge, Motta, Pérez, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld y Schvartzman.

–Al requerírsele el voto al señor convencional Taleb, dice el:

SR. TALEB – Voto simplemente por la afirmativa porque entiendo que el único despacho que se ha sometido a votación es el de la mayoría. Para que no se repita en otra ocasión. Pero si hay que decirlo, voto por la afirmativa por el despacho de la mayoría.
–Votan por la afirmativa los señores convencionales Villaverde, Zabala y el señor Presidente. 

–Votan por despacho de la minoría los señores convencionales: Acevedo Miño, Martínez (Marciano), Pasqualini y Pesuto.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Señor Presidente, 41 convencionales constituyentes han votado por la afirmativa y cuatro por la negativa. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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CONSEJO ASESOR ECONÓMICO Y SOCIAL. CREACIÓN. 
Dictámenes de las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de la de Control del Estado.
Consideración (Exptes. Nros. 141, 188 y 199)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen (con disidencia parcial) de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 141, 188 y 199–, por el cual se crea el Consejo Asesor Económico y Social como órgano de consulta en la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 141, 188 y 199

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable ha estudiado los proyectos obrantes en los expedientes 141 (en segundo giro con la Comisión Control del Estado) que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Pasqualini, Flavia; Alasino, Augusto José María; 188 (en segundo giro con la Comisión Control del Estado) que contiene la propuesta de Reggiardo, Santiago; Díaz, Carlos Claro; Schvartzman, Américo; Acharta, Emiliano y Haiek, Maria; y 199 que contiene la propuesta de Brasesco, Luis Agustín; De Paoli, Griselda y Rogel Fabián; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Créase el Consejo Asesor Económico y Social como órgano de consulta de los poderes públicos, en la elaboración de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas, dotado de autonomía orgánica y funcional conforme lo determine la ley. Su función será la de dictaminar y producir informes no vinculantes

Estará integrado por representantes de la producción, la economía, el trabajo, la universidad, los profesionales, la ciencia y la tecnología, con competencia en materia de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas. Los cargos serán ad honórem, permaneciendo sus miembros por representación de las respectivas entidades que los eligieron.

Cláusula transitoria: El Poder Ejecutivo por decreto podrá implementar el Consejo Asesor Económico y Social establecido por la Constitución, hasta tanto la Legislatura lo reglamente por ley.

Sala de Comisión, 10 de marzo de 2008

MÁRQUEZ – GASTALDI –– SALOMÓN – MOTTA – SCHOENFELD – CALZA – HAIEK – BRASESCO – ALLENDE (Clidia) – MARTÍNEZ (Guillermo) – DÍAZ (Gustavo) – DE LA CRUZ DE ZABAL – PASQUALINI (en disidencia parcial).
Informe de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable en Expte. Nro. 199

Honorable Convención:

Esta comisión ha compartido los argumentos de los autores de los proyectos en dictamen para propiciar la reforma de nuestra constitución en relación con la creación del Consejo Asesor Económico y Social, donde se tuvieron en cuenta, además de los expedientes citados con anterioridad, dos proyectos que no habían ingresado aún a la comisión, pero que trataban la misma temática: expediente 352 de autoría de los convencionales Martínez, Marciano y Pesuto, Hermo; y el expediente 452 de autoría de los convencionales Romero, Rosario; Barrandeguy, Raúl; Schoenfeld, Zulema; Allende, Jose Ángel; Caramelle, Eda; Federik, Julio; Carlín, Miguel Augusto; Motta, Héctor; Márquez, Luis y Chiesa, Manuela.

El espíritu de todos los expedientes y de los miembros de la comisión, giran en torno a la necesidad de crear este nuevo instituto, que será un órgano de consulta de los poderes públicos y el nombre que se acuerda es una síntesis de los proyectos presentados: Consejo Asesor Económico y Social.

La creación del Consejo Asesor Económico y Social es una forma concreta de participación popular, que la sociedad esté presente en los temas trascendentes, donde estarán representados distintos sectores que hacen a la vida social de Entre Ríos. Es un organismo que tiene una trascendente vigencia para los próximos tiempos, como eje para articular los desafíos de nuestros tiempos, como una forma concreta de generar un gran ámbito donde actúen y estén presentes todos los sectores para debatir, opinar y elaborar consensos.

Las experiencias mundiales que han tenido éxito, la llevada adelante por el ex presidente Juan Domingo Perón en nuestro país, así como también el análisis de otras constituciones provinciales fueron también fuente de consulta y debate en el seno de la comisión y son parte de los fundamentos de los expedientes analizados.

Otro de los puntos esenciales y que animan el eje de los expedientes es que la competencia del organismo tiene que ser amplia y que es importante que todos los sectores puedan opinar sobre un tema particular que, aunque no le es inherente, impactan en la vida de todos. Es un organismo que para su funcionamiento va a hablar de cuestiones puntuales, pero que son patrimonio de la actividad total de la sociedad y, más allá de los planteos políticos, es un homenaje a la sociedad, crear un organismo para ayudarnos a vivir y a progresar a todos.

En cuanto a su composición se considera que deben estar representados todos los sectores que hacen a la vida social de nuestra provincia, y deberá ser integrado ad honórem para garantizar la transparencia y la idoneidad en sus funciones.

Se consideró también que hay que incluir una cláusula transitoria donde se establezca la necesidad que el Poder Ejecutivo por decreto podrá implementar el Consejo Asesor Económico y Social establecido por la constitución, hasta tanto la legislatura lo reglamente por ley.

Por último, dejamos a criterio de la Comisión de Redacción la ubicación de este nuevo organismo.

Por todo lo expuesto, propiciamos la aprobación del proyecto objeto de este dictamen.

Luis M. Márquez – Laura I. Gastaldi –Jorge Salomón – Héctor J. Motta – Zulema E. Schoenfeld – Nelio H. Calza – María M. Haiek – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende – Guillermo C. Martínez – Gustavo E. Díaz – Adriana De la Cruz de Zabal.

Quiero dejar constancia que estoy de acuerdo en el proyecto en general, pero tengo disidencias parciales, que serán explicadas y fundamentadas en el plenario.

Flavia E. Pasqualini

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Control del Estado adhiere en todos los términos al dictamen del Expte. Nro. 199 y del cual pasan a formar parte los Exptes. Nros. 141 y 188, aprobado por mayoría, de la Comisión de Producción Trabajo y Desarrollo Sustentable, referido a la creación del Consejo Asesor Económico y Social, por lo cual el miembro informante aconseja prestar aprobación al siguiente proyecto de reforma a la Constitución.

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Créase el Consejo Asesor Económico y Social como órgano de consulta de los poderes públicos, en la elaboración de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas, dotado de autonomía orgánica y funcional conforme lo determine la ley. Su función será la de dictaminar y producir informes no vinculantes

Estará integrado por representantes de la producción, la economía, el trabajo, la universidad, los profesionales, la ciencia y la tecnología, con competencia en materia de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas. Los cargos serán ad honórem, permaneciendo sus miembros por representación de las respectivas entidades que los eligieron.

Cláusula transitoria: El Poder Ejecutivo por decreto podrá implementar el Consejo Asesor Económico y Social establecido por la Constitución, hasta tanto la Legislatura lo reglamente por ley.

Sala de Comisión, 10 de marzo de 2008

CALZA – FEDERIK – ARRALDE – CHIESA – MARTÍNEZ (Guillermo) – BAEZ – ACEVEDO MIÑO – MÁRQUEZ – ALLENDE (José) – BARRANDEGUY – ALLENDE (Clidia) – REGGIARDO – MONGE – ACHARTA – MARTÍNEZ (Marciano) (en disidencia parcial).
Quiero dejar constancia que estoy de acuerdo con el dictamen del proyecto en general, en cuanto crea el Consejo Asesor Económico y Social, pero tengo disidencias parciales, que serán explicadas y fundamentadas en el plenario.
Marciano E. Martínez

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el convencional Márquez. 

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, señores convencionales, quiero antes que nada manifestar que este despacho es el resultado de las convergencias que hemos encontrado dentro de los diferentes expedientes analizados, donde todos coincidimos en la necesidad de crear un organismo de consulta de los poderes públicos donde estén representados distintos sectores que hacen a la vida social de nuestra provincia y que se resolvió llamar Consejo Asesor Económico y Social.

Es un despacho de mayoría con sólo una disidencia parcial, lo que demuestra el marco de respeto en el que se trabajó, pero sobre todo el consenso alcanzado en torno a un tema que es trascendente, y una demanda de la sociedad en su conjunto que es la participación ciudadana.

Destaco a todos los miembros de la comisión por los aportes vertidos y el haber arribado a este dictamen con la certeza de haber dado el debate necesario.

Quiero dejar constancia que para la redacción del dictamen no sólo hemos tenido en cuenta los Expedientes 141, de autoría de los convencionales Pasqualini y Alasino; 188, de Haiek y demás miembros de la Coalición Cívica; el 199, de la Unión Cívica Radical, que obraban en nuestra comisión, sino también dos expedientes más, que si bien no estaban ingresados formalmente en nuestra comisión, que eran el 352, de autoría de los doctores Pesutto y Marciano Martínez, y el 452, de la doctora Romero conjuntamente con otros autores de nuestro bloque que trataban todos sobre idéntica materia.

Quiero también señalar que los Expedientes 141 y 148, que estaban en segundo giro con la Comisión de Control del Estado, razón por la cual giramos el dictamen a la misma, que en lugar de tomar distintas alternativas como ser el archivo, decidieron tratarlos inmediatamente, cosa que nosotros, desde nuestra comisión, agradecemos. Y no sólo lo trataron sino que adhirieron a nuestro dictamen como una muestra más de consenso sobre este organismo consultivo.

Esto demuestra una gran vocación de trabajo para agilizar el tratamiento de los grandes temas que hacen a la reforma de nuestra Carta Magna pero sobre todo la humildad de todos los bloque para ceder en algunas posiciones en pos de lograr y llegar a un acuerdo en esta creación.

Como creo que la Constitución debe ser el producto del trabajo de todos los sectores, voy a citar algunos de los fundamentos más salientes expuestos por convencionales autores de los proyectos de cada uno de los bloques y que nutrieron el dictamen que hoy estamos tratando y que es el fruto de los aportes de todos.

El convencional Brasesco, uno de los autores del Expediente 199 presentó un riguroso detalle respecto de los organismos internacionales que tienen en cuenta una concepción de los Consejos Económicos y Sociales, la cual, según su opinión, no es restringida y abarca no sólo a algunos temas sino a la totalidad de las problemáticas que hacen a la sociedad.

Por eso en el proyecto se lo denominó al organismo como Consejo Económico y Social, porque consideramos que debe ser un asesor técnico de los tres Poderes del Estado para que puedan tener una base técnica de gente independiente integrada por asesores idóneos en la materia, y que no perciban sueldos ni gastos ni honorarios. Planteó en ese momento que la creación de este organismo no responde a una cuestión sectorial ni macroeconómica sino que es patrimonio –manifestó- del total de la actividad a la sociedad. Y manifestó que más allá de los planteos políticos que podemos tener cada uno sobre este tema, debemos homenajear a la sociedad creando un organismo para ayudarnos a vivir y a progresar a todos.

El convencional Pesuto, coautor del expediente Nro. 352, coincidió con la denominación de Consejo Económico y Social y que el proyecto que lo tuvo como autor tiene una cláusula constitucional extensa, pero que según su opinión contiene todo lo que debe tener este organismo. En primer lugar, que es un órgano consultivo como todos, lo planteábamos en cada uno de los proyectos, porque los planes de gobierno, la planificación es más una gestión y una facultad del poder político gobernante de turno y sostuvo que en el caso de no reglamentarse, –que era la otra posición que había dentro de la comisión– este organismo puede quedar como una utopía, por eso planteó en su proyecto un funcionamiento inmediato sin que medie ley ni decreto por delante, puesto que es imperativo que el Consejo Económico y Social exista porque la sociedad toda lo requiere e insistió en que en su proyecto abarcaba este concepto.

Más adelante coincidió también la necesidad de que sea ad honórem para garantizar la transparencia e idoneidad de quienes integran este Cuerpo. En este marco y para dar respuesta a esta demanda desde la Presidencia se sugirió lo expresado por el expediente Nro. 452, autoría de la señora convencional Romero, que hace una cláusula transitoria que habilite al Poder Ejecutivo a que por decreto implemente el Consejo Asesor, Económico y Social, hasta tanto la Legislatura de la Provincia lo legisle y reglamente por ley.

Confiamos, señor Presidente, señores convencionales, que ni bien sancionada la Constitución de la provincia de Entre Ríos reformada, el Poder Ejecutivo actual podrá convocar provisoriamente este Consejo provisorio. Y tal vez sea este Consejo provisorio con la Legislatura actual, de la cual muchos de los señores convencionales, que están aquí sentados, son legisladores provinciales, tengan la posibilidad de reglamentar este nuevo organismo que significa una gran apertura para la sociedad entrerriana.

El convencional Reggiardo, uno de los coautores del expediente Nro. 188, manifestó que es un organismo que tiene una trascendente vigencia para los próximos tiempos, como eje para articular los desafíos de la realidad que nos toca vivir. Sostuvo que, al estar la sociedad cada vez más fragmentada pone en crisis muchas veces la legitimidad de las instituciones democráticas. Y afirmó que el organismo es una forma de generar un gran ámbito donde actúen y estén presentes todos los sectores para debatir, opinar y provocar consensos sobre marchas de gobierno y políticas de Estado que se sostengan en el tiempo. También agregó que es un desafío para la Convención Constituyente articular a la sociedad civil que descree muchas veces de la política y de los políticos poder lograr profundizar la democracia. Adhirió a la postura del resto de los expedientes en torno a que debe ser un órgano consultivo pero que según su proyecto y materia en que el Estado debería tener la obligación de consultar.

El convencional Calza quien fue la voz de la postura del Frente Justicialista, manifestó que debe ser un organismo técnico con personas idóneas que vean la realidad del sector que representan. Con respecto al nombre propuso que el mismo condense todos los proyectos y sugirió el del Consejo Asesor, Económico y Social que finalmente así se consagró. Pero que por ello no definía también la planificación y que la misma era inherente a los poderes políticos y principalmente al Poder Ejecutivo.

Afirmó también que la problemática ambiental debe incorporarse por su importancia, pero que además tal como lo prevé el expediente Nro. 452, no se debía dejar de lado a la ciencia y a la tecnología, la educación formal y no formal y no debía aislarse lo productivo de lo educativo.

El convencional Motta expresó que los expedientes que analizamos denotan la actitud sobre la necesidad de contar la sociedad con este organismo y la búsqueda de los consensos.

El convencional Díaz en sus exposiciones coincidió en que debía ser ad-honórem y que las recomendaciones no pueden ser vinculantes ni obligatorias porque para eso está una estructura de gobierno, que para eso el pueblo ha votado y que este Consejo no tenía una atribución de cogobernar.

La participación de la Presidencia estuvo ligada a la no introducción al texto constitucional de cuestiones operativas para no hacer tan reglamentaria esta nueva Constitución. En este sentido se hizo referencia comparada a Constituciones provinciales, donde se han incorporado los Consejos Económicos Sociales, que dejan en manos de la ley la reglamentación de los organismos.

También adherimos a la idea de que la consulta no sea obligatoria ni vinculante, a los efectos de no obstaculizar las gestiones de gobierno, sino que sirvan de asesores en políticas de Estado, sin entorpecer ni obstaculizar las gestiones, o también en temas de coyuntura que ameriten la opinión de este Consejo Asesor Económico y Social.

Quiero destacar que en el marco del debate se citó la experiencia llevada adelante por el ex Presidente Juan Domingo Perón, con la creación, durante su presidencia, del Consejo Económico Social, con el mismo espíritu que hoy está presente en este recinto y en el dictamen que estamos emitiendo.

Por último y después de haber escuchado a todos, teniendo en cuenta la totalidad de los proyectos presentados, el convencional Salomón dio lectura a lo que según su opinión es una síntesis de todos los expedientes y de las ponencias de cada uno y que fue el germen del dictamen que redactamos el día lunes.

En este sentido se generó el dictamen que estipulaba que los cargos de los representantes que conformaran este Consejo deberían ser ad-honórem, punto en el que todos los miembros de la comisión estuvimos de acuerdo. Pero en el marco del diálogo, hoy al mediodía, en la reunión de Labor entre los Presidentes de los bloques y el Presidente de la Convención; el Presidente de la Coalición Cívica-Partido Socialista, doctor Santiago Reggiardo, solicitó que se sacara este atributo porque consideraba que condicionaba el desenvolvimiento futuro de este organismo, posición que seguramente dejará sentada en esta sesión.

Ante este pedido y en pos de lograr el consenso necesario, más allá de la postura de nuestro bloque y de lo expresado en el proyecto que lleva el número de expediente 452, de autoría –como bien dije hoy– de la convencional Romero, se resolvió dejar en manos de la ley la determinación de este atributo, siendo voluntad de los convencionales constituyentes que este principio de gratuidad esté contemplado en la futura ley que reglamente este organismo.

Por último queremos dejar en manos de la Comisión de Redacción y Revisión la decisión sobre la ubicación de este nuevo organismo que es el Consejo Asesor Económico y Social. Quiero expresar también que quienes integramos la comisión deseamos que el consenso alcanzado para crear este nuevo instituto, sea el que puedan lograr en un futuro los distintos sectores que conformen este organismo en torno a las políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas.

Por eso, señor Presidente, señores convencionales, esto es una parte del camino recorrido hasta llegar a un gran acuerdo que hoy lo exponemos para su tratamiento por el plenario. Pero como se consideró también el aporte del convencional Reggiardo, procederé a dar lectura al dictamen que quedó redactado finalmente, que consta de dos artículos, uno referido a la creación y el siguiente es una cláusula transitoria.

Textualmente dice así: “Artículo… Créase el Consejo Asesor Económico y Social como órgano de consulta de los poderes públicos, en la elaboración de las políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas, dotado de autonomía orgánica y funcional conforme lo determine la ley. Su función será la de dictaminar y producir informes no vinculantes. Estará integrado por representantes de la producción, la economía, el trabajo, la universidad, los profesionales, la ciencia y la tecnología, con competencia en materia de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas. Sus miembros serán elegidos por las entidades representativas de cada sector.”

El Artículo siguiente, es la cláusula transitoria, que textualmente dice: El Poder Ejecutivo por decreto podrá implementar el Consejo Asesor Económico y Social establecido por la Constitución, hasta tanto la Legislatura lo reglamente por ley.”

No teniendo nada más que aclarar, señor Presidente, solicito que luego que los señores convencionales hagan uso de la palabra, se ponga a votación en general por la aprobación y luego en particular cada uno de los artículos a que he dado lectura.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Así se hará, señor convencional. Pero primero tengo anotados al señor convencional Reggiardo, a la señora convencional Pasqualini, al señor convencional Brasesco y al señor convencional Pesuto.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, yo tengo una disidencia parcial. Me parece…

SR. PRESIDENTE (Busti) – Para eso se le concederá la palabra en su momento, señora convencional.

Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – En nombre del Bloque Coalición Cívica-Partido Socialista, tengo la satisfacción de adherir a este informe de la mayoría, a este dictamen de la mayoría, que entendemos, más allá de algunas diferencias de redacción que a veces responden a distintas ópticas, pero que en el fondo sintetiza realmente en lo conceptual lo que apareció en los diversos proyectos presentados por las distintas Bancadas.

Además de ello debo ponderar el criterio tanto del bloque mayoritario, como del Bloque de la Unión Cívica Radical, que en esta Comisión de Labor –como bien decía el señor Presidente de la misma–, desarrollada en el día de hoy, posibilitó e hizo lugar a una preocupación, que advertíamos era importante que quedara de alguna manera plasmada en el texto constitucional, en este caso por omisión, es decir, obviando hacer la referencia en el texto constitucional al carácter honorífico del desempeño en el Consejo Económico y Social.

Decíamos esto porque esta trascendente figura, que marca que los constituyentes –y ojalá sigamos en esta camino– estamos dando respuestas a la hora en que vivimos. Siguiendo en este caso el camino de los Constituyentes del 33, que también dieron respuestas a la hora en que vivían con ese magnifico capítulo de Régimen Económico y del Trabajo donde se refleja realmente todo el progresismo de la época, que era una respuesta necesaria ante las crisis terribles, que por primera vez les surgía al laissez faire, al capitalismo sin trabas. Aparece esta concepción del Estado interventor en la economía para asegurar el bienestar de los ciudadanos, las políticas sociales, el fomento a la producción. Y luego, como contrapartida de un Estado fuerte, nada menos que esa gran iniciativa que fue el amparo de los ciudadanos, frente a ese Estado más fuerte, por producto de estas disposiciones constitucionales.

Decíamos que en este caso es tan importante esto porque de alguna manera marca un sendero. La sociedad de Entre Ríos deberá luego responder a este sendero que va a quedar marcado en la Constitución, que trata nada menos que de un esfuerzo institucional para vincular a la sociedad civil con la sociedad política, a vincular la democracia participativa ejercida en este caso a través de los representantes de las diversas asociaciones legalmente constituidas en Entre Ríos que representen a toda la gama de grupos de intereses que se desenvuelven en esta Provincia. A esta sociedad civil expresada por los representantes de todas estas entidades, junto a la sociedad política, a la democracia representativa, a través de esos dictámenes, de esas opiniones, que en la medida en que se vaya generando esta participación –y esto lo dirá el tiempo– cada vez va a enriquecer más la tarea de los gobiernos y va a permitir una cosa que ojalá la podamos apreciar todos en su momento, va a permitir seguramente mayores escenarios de consenso, que tiene como contrapartida naturalmente, una mayor estabilidad y legitimidad de las instituciones democráticas.

Entonces, en este ámbito que se abre, nosotros le manifestábamos a los distintos presidentes de bloque en la tarea de labor parlamentaria y con la presencia del señor Presidente de la Convención Constituyente, le manifestábamos esta preocupación de no atar en el texto constitucional el término del cargo honorífico, no porque estemos en contra de ello, lo que sucede es que, evidentemente, los consejos económicos y sociales suelen ser organismos de mucha cantidad de miembros, representantes de las distintas entidades, etcétera, y está muy bien que aparezca en su momento o en la ley lo de la gratuidad. Pero al ponerlo de esa manera en la cláusula constitucional, nos atábamos, porque a la luz de los diversos proyectos y a la luz de la experiencia internacional, de Europa, de donde apareció originariamente toda esta idea de vincular la democracia participativa con la democracia representativa, aparece necesariamente una gestión de organismos muy importante, que lleva a veces a alguna especialización, de algún tipo de junta, de consejo directivo, de una asamblea más amplia o como se le quiera llamar, de comisiones de estudio, pero la tarea en sí de centralizar en una conducción directiva todo esto, tal vez sea incompatible con el concepto que nos parece correcto mantenerlo en cuanto a que sea ad honórem el desempeño de sus integrantes, pero dejando a salvo, a lo mejor, aquellos que están afectados permanentemente a esa labor, como puede ser ese grupo de dirigentes del consejo que lleva adelante la marcha administrativa del Consejo Económico y Social.

Todo eso va a quedar librado a la ley reglamentaria, por lo tanto, es muy sabio que en la Constitución no atáramos tan fuertemente este concepto, de manera que no le quede al legislador ninguna posibilidad para distinguir lo que es un plenario, lo que son los representes de las entidades, de ese organismo permanente, que es el que le va a dar la continuidad institucional al funcionamiento del consejo.

En un proyecto de ley, que no es el caso de nuestras cláusulas constitucionales, pero que ilustra de esta preocupación, en un proyecto de ley señero en la República Argentina, como lo fuera el que ya tiene cerca de 20 años presentado por el diputado nacional socialista Guillermo Estévez Boero, sobre el Consejo Económico y Social, justamente se habla de la gratuidad de las representaciones de las diversas entidades, pero dejando a salvo la de algún consejo directivo, que tiene una permanencia, o una tarea como la de cualquier otra función que requiere una especialización y una dedicación, dejando a salvo ese tema del consejo directivo a cargo de la correspondiente ley de Presupuesto.

De esta manera, la prudencia de los señores miembros, en este caso expresado a través de los Presidentes y Vicepresidentes de los Bloques del Frente Justicialista y de la Unión Cívica Radical, al dejar de lado esa expresión constitucional, ha dejado abierta esta cuestión para que aparezcan luego los cargos ad honórem o la gratuidad, entre otras cosas, en una ley reglamentaria, pero dejando a salvo algunas cuestiones en algunos casos donde sea aconsejable, en su momento, pensar naturalmente en cargos rentados a cargo del Presupuesto de la Provincia.

Esto dicho también teniendo en cuenta que tanto los antecedentes de España y otros países europeos, como incluso este que mencionaba recién de ese proyecto de ley de Consejo Económico y Social, en el caso del pequeño consejo que lleva adelante la continuidad de este organismo, muchas veces se introducen incompatibilidades con el ejercicio de la función pública, de manera que sería una razón más para que en su momento el legislador pondere si procede o no en estos casos hablar de cargos rentados o de cargos ad honórem.

Así, pues, que acompañamos con satisfacción este dictamen de mayoría. Nosotros sosteníamos la obligatoriedad del Poder Ejecutivo de consultar en algunas determinadas materias; pero no es lo más trascendente y hemos acordado quitar esta obligatoriedad de consulta en temas ambientales, fiscales y otros, porque, en definitiva, disponiendo el Consejo de la posibilidad de opinar, de dictaminar la trascendencia de los temas que en su oportunidad puedan ventilarse en la provincia y que capten la atención del Consejo hace innecesaria esta obligatoriedad, porque igual se va a escuchar la voz de los sectores sociales y económicos de la provincia, alumbrando de alguna manera el camino, lo que evidentemente ayudará a las autoridades de turno a desempeñar sus tareas de gobierno.

Con esta esperanza abierta a futuro y valorando que estamos caminando esta hora que requiere afianzar la participación ciudadana en la Constitución para dar respuesta a la situación crítica de nuestros tiempos frente a la democracia representativa y sobre su eventual pérdida de legitimidad, con satisfacción vamos a acompañar el dictamen de mayoría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – La Presidencia solicita a los Presidentes de bloque que informen a los integrantes de su bancada sobre lo que se acuerda en la Comisión de Labor. Habíamos quedado en que en estos casos en que hay disidencia parcial se buscara la manera para que informe un miembro por cada bloque, para no reiterar las exposiciones.

Tengo que darle el uso de la palabra a la señora convencional Pasqualini. Luego siguen en la lista de oradores los señores convencionales: Brasesco, Pesuto, Alasino, Zabala, Calza, Díaz...

Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente: la disidencia parcial no está en la implementación de una herramienta de participación ciudadana que colabore o asesore con el Gobierno provincial, sino en cuestiones que considero que no están el texto del dictamen de mayoría.

Es de destacar que no ha tenido en cuenta algo esencial para que este Consejo Económico y Social no caiga en saco roto y se torne operativo: la autonomía funcional que imponían dos de los proyectos que son motivo del dictamen de mayoría, los que llevan los números de expediente 188, de la Coalición Cívica-Partido Socialista, y el 199, de la Unión Cívica Radical. Esta autonomía funcional o autonomía técnica de gestión se encuentra también en el proyecto de autoría de los convencionales de nuestro bloque, doctores Pesuto y Martínez –Expte. Nro. 352–.

Por lo demás, en principio, esa previsión de cláusula transitoria en la implementación del Consejo Económico Social mediante un decreto, un decreto que establezca la reglamentación de un órgano de tanta relevancia e importancia que es la que le queremos dar o es la que, al menos, se discutió o que fue la idea concreta que explicó excelentemente bien el convencional Márquez, no me parece bien. Que se ponga en práctica por un decreto, cuando no hay ninguna situación de necesidad o urgencia, situaciones que incluso en la Constitución Provincial están vedadas, poner un Consejo Económico Social por decreto, cuando lo podemos hacer directamente desde la Constitución Provincial, como lo propone el Expediente 352 del bloque, me parece algo que no corresponde. No podemos sustituir la actividad de la Legislatura provincial por un decreto, un decreto que es una norma de tipo más precario y que queda en la total discrecionalidad del Gobernador el llamarlo o no.

Sin perjuicio de señalar mis dudas de esa superposición de la cláusula transitoria, como bien lo señaló en el debate el convencional Brasesco e incluso el convencional del oficialismo, Guillermo Martínez, cuando la propia Constitución provincial establece en el Artículo 227, norma que está incluida en el Artículo 4º de la Ley de Necesidad de Reforma, que la reglamentación de las normas constitucionales debe hacerse por ley y que en todo caso, a posteriori de ese año, sí podría introducirse una norma reglamentaria por decreto.

Por otro lado y si realmente quisiéramos darle la relevancia e importancia que –reitero– es el genuino sentido que se dio dentro del debate en comisión, me parece relevante sostener la obligatoriedad de consulta que preveía el Expediente 141, del cual soy coautora con el convencional Alasino, y el proyecto originario de la Coalición. No considero que la obligatoriedad, por parte de los poderes públicos, de consultar, previo a activar o imponer una política de Estado de gobierno, implique cogobernar. Me parece que es más adecuarse a las circunstancias actuales de la sociedad moderna y pos moderna donde la especificidad tecnológica avanza y que implica por parte del Estado ponerse a la altura de las circunstancias haciéndose asesorar por quienes son experimentados en la política, tanto por los que sean ciudadanos directos afectados por la política concreta o por el sector profesional, especialista en el tema.

Nada más, señor Presidente, las demás consideraciones del despacho en disidencia van a ser fundamentadas por los coautores de los proyectos del bloque.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – Creo que estamos en un momento feliz frente a los nubarrones de tormentas que tuvo el comienzo de esta sesión.

Hace tiempo y allá lejos, muchos hombres, tanto desde la cátedra universitaria como desde las organizaciones gremiales, como desde las tribunas parlamentarias, políticas fueron creando el ambiente necesario de lo que significaba la consulta a sectores importantes de la sociedad que hacían al comercio, a la industria, a la cuestión social, a los problemas de la minoridad.

Así surgieron muchos y amplios consejos que tienen ribetes sociales en la historia de nuestro país. Pero el Consejo Económico Social es una creación que surge de la sociedad, no surge de las universidades, surge como surgió la libertad que no surgió en los templos del saber sino en las selvas de Normandía, ni el hábeas corpus salió de un jurista sino de aquel leñero inglés que decía que en su choza entraba el agua de la lluvia y el sol, pero no el rey.

Así tenemos que remontarnos a la vieja Europa y nos vamos a encontrar que en la vieja Europa, hace tiempo y allá lejos ─pero que algunos lo recordamos─ nació el Consejo Económico Social en Holanda; en Bélgica; en la Constitución de Weimar, en su Artículo 165, en el año 20; en la Constitución francesa de la Cuarta República, en el año 46; en la España de 1978, en el Artículo 131; en otros países latinoamericanos como Perú en el año 33, en el Artículo 182 de su Constitución; en Ecuador en el año 46 en los Artículos 79 y 80; en Cuba en el año 52, desde los Artículos 135 al 144; Brasil en 1946 en el Artículo 205. También nosotros tenemos el proyecto de Enrique Del Valle Iberlucea, legislador socialista en el año 20.

En Argentina tenemos antecedentes, como el Decreto 23.847/44 de la creación del Consejo Nacional de Posguerra; en 1946 se creó el Consejo de Cooperación Económica; en 1952, la Comisión Nacional de Precios y Salarios; la Comisión Económica Consultiva en 1953; la Ley del Consejo Nacional de Precios y Abastecimientos en 1957 y por último, la fallida Ley Nro. 19.569 que creaba el Consejo Nacional Económico Social.

Pero acá, señor Presidente, quiero también hablar de algunas cosas. He sido un afortunado en conocer muchas figuras que ahora están en la historia de la política y con los cuales pude conversar y hablar siendo un mozalbete. Recuerdo en sus venidas a Paraná al líder socialista Alfredo Palacios, conversando con los estudiantes universitarios sobre problemáticas que hacían a la vida social. Me acuerdo, siendo muchacho, tener vecinos a dirigentes gremiales comunistas como Ambrosio Giménez, a dirigentes gremiales peronistas como Cagnani, que había venido del socialismo, que eran hombres de la Unión Ferroviaria cuyo sindicato estaba prácticamente a una cuadra de mi casa, como estaba el ferrocarril. Recuerdo las conversaciones con Crisólogo Larralde, con Amadeo Sabatini y todos, con diferentes nombres o apellidos –si queremos llamarles así–, coincidían en la necesidad de la planificación de los consejos económicos y sociales porque la sociedad, el proceso económico y el proceso social avanzaban en una proporción geométrica...

–Diálogo en las bancas y en la barra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Solicito silencio.
Continúa en el uso de la palabra, el señor convencional Brasesco.

SR. BRASESCO – …cosa que la legislación social crecía en progresión aritmética. Y también lo tengo que decir, señor Presidente, señores convencionales, que siendo desde mi juventud hasta este momento un gran militante de la Unión Cívica Radical, tuve oportunidad de conversar tres veces con el ex Presidente Juan Domingo Perón.

La primera conversación muy joven, pero las dos últimas conversaciones ya en su llegada y en su Presidencia de la República Argentina. Él, sostenía lo mismo que sostenían todos esos viejos dirigentes políticos y también amasaba las ideas que traía de la Europa, no de la Europa anterior a la guerra sino de la Europa posterior, traía en mente lo que había pasado en España, lo que estaba ocurriendo en Alemania, lo que estaba ocurriendo en Francia que tiene un Consejo Económico Social con 300 miembros, con existencia permanente, continuada y con gran actividad administrativa.

Quiero también expresar porque es necesario decirlo, porque así vamos a armar el presente, porque somos hombres que venimos no solamente de estar en las antípodas de una gran discusión, sino venimos de actuar en filas distintas, en las que no nos hemos comprendido, ni nos hemos conocido y nos hemos enfrentado virulentamente.

Nuestro pasado tiene, desgraciadamente, encuentros de lucha. Pero también es necesario recordar que dos grandes hombres, como Balbín y Perón supieron dar una lección que todavía hoy no hemos aprendido. Hombres que fueron adversarios a muerte, tuvieron la capacidad de concertar algo que desgraciadamente se juntó con el fallecimiento de Perón.

Por eso también quiero contar algo, mis amigos socialistas me conocen y saben que fui muy amigo de Guillermo Estévez Boero. No sólo amigo sino también compañero en las luchas estudiantiles, en la creación de centros de estudiantes y corrientes universitarias políticas. Como también fui amigo de Deghi, constituyente de 1957, que fue el más joven de todos y venía en representación del Partido de los Trabajadores y cuyo Secretario era, precisamente, Guillermo Estévez Boero. Ya fallecidos los dos. Ellos también pensaban en el Consejo Económico y Social pero con unas variantes. Yo conversé con Guillermo, frente a sus presentaciones ante la Cámara de Diputados, para acompañar yo también esos proyectos en la Cámara de Senadores.

Cuento esto porque cuando vi el dictamen en el que todos coincidíamos, le miré la cara a mi amigo Salomón. El me conoce desde jovencito como radical. Y yo lo conozco como mayorcito, como peronista, que coincidíamos con todos. Después de que uno ha vivido tantas cosas, que ha estado preso, que le han metido una bomba, que le han tirado balazos, que ha tenido que comer la pobreza con dignidad y con júbilo. Entonces, este es el júbilo que yo tengo. Pero frente a este júbilo, señor Presidente, señores convencionales, quiero decir una cosa: estas no son ambiciones de políticos argentinos que quieren copiar ideas extranjeras, sino fueron hechos que se impusieron en la posguerra con gran efectividad.

Las Naciones Unidas tienen su Consejo Económico y Social. Las Naciones Unidas tienen seis organismos principales en su organización y uno es el Consejo Económico y Social. A éste no le importa que haya otro Consejo u otras organizaciones como la Organización Internacional del Trabajo, la Organización Internacional de la Salud, la Organización Internacional de los Derechos Intelectuales. No pretende tocar nada. Sus dictámenes sirven y sus investigaciones sirven para ayudar a esos organismos también.

Yo soy partidario, siempre lo he sostenido, de que lo mejor sería tener normas operativas en las constituciones en algunos casos, porque tengo un ejemplo y una desgracia, la Legislatura y el Congreso, de los cuales yo he sido parte, no siempre reglamentan las leyes, a través de las leyes los derechos constitucionales, o a veces los reglamentan mezquinamente para que su existencia sea corta, o simplemente se olvidan, como los juicios por jurado. Pero en este caso, prácticamente, nos encontramos con la necesidad de los ejemplos que hemos tenido, de que no haya normas operativas porque esos Consejos Económicos Sociales van cambiando con el tiempo, como va cambiando la sociedad y la economía.

Yo, que vengo de la posguerra, nunca se me pasó por la cabeza que el consumismo se iba a convertir en una ideología, si el mercado iba a ser la doctrina económica y que el libre cambio iba a reemplazar al estatismo. Y no sabemos lo que pasará dentro de 20 años, y no sabemos también si las ideas van a reverdecer frente a los avances de la injusticia y nos infiltraremos de nuevo en una nueva versión aggiornada de lo que hoy pareciera que quieren que se desaparezca entre izquierda, centro y derecha.

No solamente en las Naciones Unidas tienen este Consejo, también tenemos la Organización para el Desarrollo Industrial en las Naciones Unidas que fue establecido por el Consejo Económico y Social, lo mismo que en el Programa Mundial de la Alimentación que salió del Consejo Económico y Social. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo también sale de ese Consejo Económico y Social.

La comisión económica para Europa es nada más y nada menos una de las cinco Comisiones Regionales del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, creada en 1947, fíjense ustedes de la importancia de estos Cuerpos.

Por otra parte, tenemos también que la CEPAL, organismo tan discutido en América Latina, surge también del Consejo Económico y Social. Tenemos también que hay organizaciones intergubernamentales que la tienen. La última novedad es Brasil, el Presidente Lula ha planteado que el Consejo Económico y Social de la República Federativa de Brasil tiene que tener capacidad para presentar proyectos de ley, es decir, ser colegislador en dicho país.

Señor Presidente, este proyecto más allá de los defectos que pueda tener, representa una aspiración social que está avalada históricamente por grandes hombres que han representado corrientes políticas distintas en el país. Y eso a nosotros nos impulsa a crear esto, no sabemos qué destino tendrá, yo espero que la Legislatura de mi Provincia tenga la iluminación de aprobar el proyecto de ley que reglamente la creación de este Consejo Económico y Social.

Con respecto a la cláusula transitoria nosotros tenemos una en la Constitución actual que está intocable, que se ha puesto en acción porque en el decreto orgánico de Tribunal surgió casualmente esa cláusula de transición. Acá también se ha puesto una, si bien es cierto que no es tan fuerte como la que tenemos vigente; la que tenemos vigente que da términos a la Legislatura y después le da autorización al Poder Ejecutivo, no nos puede asustar por dos cosas: primero: si el Poder Ejecutivo hace el decreto es porque la Legislatura no ha cumplido con su deber ciudadano; y segundo: existen las herramientas constitucionales frente al Poder Judicial de impugnar cualquier desvío que pueda haber de constitucionalidad.

Hemos pensado en la comisión que éste tiene que ser un cargo ad honórem, pero se tiene razón porque para concertar hay que tener voluntad de encontrar racionalmente las coincidencias. Si este organismo es dinámico indudablemente la Constitución no puede poner el cerrojo de un cargo ad honórem.

En Europa todos los cargos de Consejo Económico Social son remunerados, en las Naciones Unidas también; eso no quiere decir que ahora lo remuneremos o no. Pero a medida que va tomando importancia, si nosotros queremos que un organismo funcione dinámicamente no tengamos el complejo demagógico de que los hombres que tienen que trabajar para la sociedad y para el país tienen que ser limosneros, porque entonces van a venir a reemplazar al talento el poder económico, los ricos, los fuertes, los que no tienen necesidad de ir a ver si la manzana o la papa subieron de precio porque tienen el suficiente dinero en su cartera para suplir cualquiera de esas deficiencias.

Considero que en este momento las circunstancias determinarán cuando se ponga en práctica si va a ser remunerado o no, pero la Constitución no puede poner freno a esta situación; lo comprendo y comparto totalmente la opinión que ha dado hoy a la mañana el convencional Reggiardo en la reunión de Labor, de lo que hemos sido informados oportunamente en nuestro bloque.

Por eso, señor Presidente, quiero manifestar que estamos totalmente de acuerdo con este consenso que ha tenido la comisión y respetamos honradamente la disidencia parcial planteada. Creo que este es el mejor regalo que nos podemos hacer nosotros y ofrecérselo a los que quieren que fracase esta Convención Constituyente, a los que están mirando si nosotros vamos a ser actores del escándalo, a todos aquellos que dicen: vamos a ver qué le hacen a esta gran Constitución aquellos que están reunidos en el Consejo de Educación.

Esta es la ofrenda que le hacemos al pueblo y honramos de esta forma a los constituyentes del 33 y a la voluntad de consenso que ha habido entre hombres que piensan distinto pero que tienen el afán vigoroso de querer dar una Constitución superadora a la del año 33.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Antes de ceder la palabra al próximo orador, esta Presidencia informa que se encuentran anotados los señores convencionales: Pesuto, Alasino, Zabala, Díaz, Acharta, Haiek, Calza, Villaverde, Motta y Salomón.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente, solicito que me anote en la lista de oradores.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda incorporado a la lista, señor convencional.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, mociono que se cierre la lista de oradores.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción del señor convencional Carlín, de cierre de la lista de oradores, con el señor convencional Marciano Martínez como último orador.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente, no quiero ser el último orador, solamente le quiero hacer una pregunta al miembro informante.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez a ese fin.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – En el proyecto se habla de que el Consejo estará integrado por representantes de la producción, la economía y el trabajo. Yo quiero que se me explique cuál es el sector de la economía y cómo se diferencia de la producción.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez para dar la explicación.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, en oportunidad de dar el tratamiento se sugirió, se habló y se acordó poner estos términos, y muchas veces planteamos que podía quedar excluido algún sector, también en virtud de que hoy por hoy, en el año 2008, creíamos importante incluir una serie de sectores que deberían estar en este Consejo Asesor Económico y Social, como bien lo dice el nombre de este organismo que estamos creando.

Algunos proyectos solamente abarcaban temas sociales y económicos de la Provincia de Entre Ríos, otros eran abarcativos de temas educativos y otros de la ciencia y la tecnología. Con esto nosotros simplemente quisimos citar algunos de los sectores que naturalmente creemos, como constituyentes del año 2008, que deberían estar presentes en un Consejo Asesor Económico y Social, como bien dice el nombre de este organismo que estamos creando.

Seguramente la ley y en oportunidad como lo dijimos en el informe, en el despacho, dijimos que va a tener una gran oportunidad el Gobernador actual de la Provincia cuando esté sancionada la nueva Constitución reformada y que pueda convocar desde allí, provisoriamente, a este Consejo Asesor Económico consultivo y que conjuntamente con la Legislatura actual pudieran, de alguna manera, reglamentar este organismo.

Creo que usted también fue parte, señor convencional, porque estuvo y firmó el despacho, y estaba esto, de lo económico en la Comisión de Control del Estado y creo que usted no advirtió la pregunta que en este momento me está haciendo. De manera que creo haber respondido la pregunta que me hizo y me parece que no amerita más que la respuesta que le di.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Habiendo respondido el Presidente de la comisión, se va a votar la moción de cierre de debate formulada por el señor convencional Carlín, con la lista de oradores anunciada,

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continuando con el orden, tiene la palabra el señor convencional Pesuto.

–Ocupa la Presidencia la Vicepresidenta, señora convencional Romero.

SR. PESUTO – Señora Presidenta, trataré de ser lo más breve posible.

Todo esto y lo que hemos escuchado es sumamente enriquecedor y positivo, pero me parece que tenemos que circunscribirnos ahora un poco más a nuestro tema.

Con el señor convencional Marciano Martínez somos autores de un proyecto distinto, en líneas generales coincidente, pero particularmente distinto al proyecto que hoy se propone para ser votado aquí en este recinto.

Nosotros siempre hemos dicho que la sociedad hoy quiere ser partícipe y protagonista continua, orgánica y permanente, tanto en las decisiones, como en las consultas y en los controles y no sólo en forma ocasional y limitada. Y la creación del Consejo Económico y Social es una gran oportunidad para tener un órgano representativo y participativo. Esto lo han tomado de otros países, como muy bien ya lo  explicó el señor convencional Brasesco, y su creación significa, como bien dicen algunos autores, la admisión del cambio del Estado de derecho por el Estado social de derecho.

Lo que yo quiero decirle, señora Presidenta, es que las disidencias nuestras, son puntuales con respecto a lo siguiente. Yo disiento con los señores convencionales Brasesco y Reggiardo con relación a no incorporar la cláusula honorífica ad honórem. Yo no creo que aquí se trate de prestar un servicio y ser rico o ser pobre, lo que yo creo que se trata es de prestar un servicio y de una mayor o menor entrega.

Esto se hace permanentemente, mucha gente de nuestra sociedad lo hace y no son exactamente los ricos o los patricios en el Derecho Romano. En realidad cuando nosotros hablábamos de honorífico, estábamos hablando concretamente de la misma manera como lo vamos a proponer en su momento en el Consejo de la Magistratura.

Uno de los grandes hallazgos –y esto hay que reconocerlo– en el gobierno constitucional provincial que precedió el señor Presidente de la Convención, fue el Consejo de la Magistratura. Los consejeros de la Magistratura hemos trabajado nombrando cerca de 60 jueces, recorriendo la Provincia y nunca se ha cobrado y no todos eran ricos y no todos eran pobres. Por lo cual creo que esto es perfectamente posible, además es una forma de que nadie se dispute vorazmente el cargo y de que el consejero no dependa de aquel Estado sobre el cual tiene que asesorar, a quien tiene que asesorar o sobre quien tiene que dictaminar, que de última es el que le está pagando.

Por otra parte, nosotros pretendemos que este Consejo sea directamente operativo. No que sea por ley y menos por decreto, en forma de cláusula transitoria. Queremos que sea directamente operativo, porque hace 74 años que esperamos leyes que nunca han salido, reglamentando instituciones similares, como de la misma manera esperamos hacerlo con el Consejo de la Magistratura. No queremos que salga una ley. Nosotros estamos hablando de las necesidades sociales, y le hemos prometido a la gente una respuesta. Creo que salir mañana anunciando que hoy se aprobó el Consejo Económico y Social, pero que tenemos que esperar una ley de la Legislatura para que se ponga en práctica, es darles una verdad a medias. No es cubrir la expectativa para la cual nos han designado.

Por último, generaliza excesivamente, me da la impresión, el decreto cuya propuesta se presenta, sin especificar, y la generalización la consignó recién mi compañero de bancada, el doctor Marciano Martínez. En nuestro proyecto, nosotros proponemos la integración con 30 miembros, cinco de cada uno de seis sectores específicamente determinados: sector del trabajo, sector empresarial, sector agropecuario, sector académico, sector universitario y sector de prestaciones sociales y culturales. Y esto lo prescribe y se agota en la historia. Estas seis instituciones que estoy nombrando existen hoy, existían hace 74 años, existían hace 200 años y existirán dentro de 100 años, por lo cual es perfectamente posible que esto esté encauzado de esta manera.

Esta es nuestra propuesta en disidencia, sobre estos puntos esenciales, que ratificamos desde el Bloque Viva Entre Ríos.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Participé en algunas de las discusiones de la comisión, y me pareció que la propuesta que estaban elaborando era absolutamente contraria a un texto constitucional, o a lo que yo pensaba que debía ser un texto constitucional.

Pero me acuerdo que entre las cosas que dije en aquella oportunidad fue que había cosas que no tenían que estar en la Constitución, por ejemplo, lo de honorífico. Y creo que estuvieron todos en contra mía, todos los bloques. No, no, tiene que estar –dijeron–, y me convencieron: tiene que estar. Tiene que estar porque la norma puede terminar creando un consejo de más de 100 miembros. Entonces, me da la impresión que conviene, que es necesario, sin perjuicio de que tenga o defina presupuesto o no, que se mantenga esto. En ese sentido, a mí me parece que no debería cambiarse, porque se desvirtúa toda la discusión que pacientemente, durante muchos días hicieron allí, tratando de poner por delante –como bien decía el señor convencional Pesuto– la vocación de servicio.

Quiero decir algo más. Creo que por ley del presidente Alfonsín, se incorporó a nuestro país, al derecho positivo vigente, el Pacto de Derechos Económicos, Políticos y Culturales de las Naciones Unidas del año 1.966. Y allí por primera vez nosotros vemos, hablamos y conocemos la existencia de un consejo económico y social. Pero la órbita de las Naciones Unidas es admisible. ¿Por qué? Porque Naciones Unidas en sí mismo, es un organismo casi consultivo, que de alguna manera obliga muy poco a los estados miembros, porque lo que es obligatorio está muy limitado. Entonces, es admisible que un consejo económico y social pueda proponer para distintos lugares del mundo, algún tipo de políticas que, si quieren o no, los estados miembros, los estados parte, la llevan adelante.

Lo cierto, señora Presidenta, es que cuando se sancionó la Constitución de 1949 Perón sabía de esto y no lo puso en la Constitución. No era nuevo que a él lo acusaran de fascista porque trataba de juntar a todos los sectores no políticos en una gran mesa de opinión que delineara la política en la Argentina; él quería ver al Consejo Económico y Social funcionando, trabajando, y eso le valió que le pusieran todos los motes que conocemos. Sin embargo él no lo puso en la Constitución. Y en el Modelo Argentino para el Proyecto Nacional de 1974 lo describe, le da atribuciones, pero ni se le ocurre pensar que puede estar en la Constitución. Era una política para instrumentar en función de las necesidades del país. Por eso tampoco se incorpora en la Constitución de 1994.

Me parece que lograr en Entre Ríos un Consejo Económico y Social como el de las Naciones Unidas, donde no se define qué cantidad de miembros, de qué se trata, donde se da una mera posibilidad de que si se quiere, se opina, pero no obliga ni vinculada para nada, me parece una cuestión retórica que está vinculada a decir que se hace y no se hace nada. Lo que sí creo que sirven –obviamente mi proyecto fue desechado de plano– son consejos asesores por actividad, parciales, y que quienes tuvieran la posibilidad de diseñar políticas, cualquiera de los dos Poderes, tuvieran la posibilidad de hacerlos funcionar. ¿Por qué? Porque es mucho más fácil y mucho más positivo que si mañana hay que definir una política de Estado para la avicultura y se junta al sector –la avicultura defiende su sector–, esos son los que van a delinear con el Gobierno alguna política que a largo plazo puede servir a la estrategia de la provincia.

Esto yo lo imaginaba distinto; la verdad que no lo imagina como una cosa grande como va a terminar siendo, que no va a tener ningún sentido. Me parecía que de lo que se trataba fundamentalmente en este proyecto era tratar de que estos consejos consultivos ayudaran a gobernar a cualquiera de los dos Poderes. Esta historia que no nos es extraña a los entrerrianos. Fíjense lo que voy a decir: yo creo que si la Junta de Citricultura hubiera sobrevivido y hubiera tenido el vuelo que tuvo en la época de Enrique Cresto, la producción citrícola de Entre Ríos no se hubiera concentrado en seis empresas, que dejaron fuera a todas las pequeñas empresas que supuestamente es el motivo de crecimiento de esta actividad en Entre Ríos…

SR. BRASESCO – Si me permite, señora Presidenta, solicito una interrupción al señor convencional.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – El convencional Brasesco solicita una interrupción, ¿se la concede, señor convencional Alasino?

SR. ALASINO – Sí, cómo no, con todo gusto, señora Presidenta.

SR. BRASESCO – Los Consejos Económicos y Sociales, ya no nos vamos a las Naciones Unidas sino a cualquier país, nombran comisiones, subcomisiones, que van desde la avicultura hasta los derechos humanos. Es decir que eso que el gobernador Cresto hizo inteligentemente sobre la citricultura, en un Consejo Económico y Social hubiese sido lo mismo: se hubiese insertado, con la diferencia de que el Consejo Económico y Social lo hubiera mantenido en sus dictámenes no vinculantes, y el Gobierno –que no tiene la culpa la Constitución– hubiera hecho lo que se hizo históricamente con esa Junta de Citricultura o lo hubiera mantenido.

Reitero, los Consejos Económicos y Sociales crean comisiones y subcomisiones para hacer los dictámenes sobre las particularidades de una actividad determinada. Muchísimas gracias, señor convencional.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Continúa en el uso de la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Gracias por la acotación, doctor Brasesco.

De todas maneras me parece que tal vez Enrique Cresto no tenía alguna formación sistemática, pero que no conociera los Consejos Económicos o cómo funcionaba la cuestión corporativa dentro del peronismo, no lo creo. Lo conocía, y lo conocía tan bien que no precisaba decirlo, lo enseñaba con su trabajo.

El hecho concreto es que nosotros hemos tenido en Entre Ríos consejos asesores que definían políticas y que han sido exitosos. Es cierto lo que dice el doctor Brasesco sobre los Consejos Económicos y Sociales del año 1966 en Naciones Unidas; pero una cosa es que sea consultivo y que defina políticas temáticas o para países, y otra cosa es que intenten ayudar en una definición de política estratégica para una provincia.

Con todo respeto, me parece que es mucho más importante, más útil, que hubiera sido al revés. De todas maneras, mi opinión es minoritaria, hago votos porque sea un éxito, hago votos para que el Consejo Asesor Económico y Social, cuando sea convocado, defina políticas, estrategias, establezca posibilidades para que Entre Ríos explore, para que los sectores exploren.

Si es algo tan grande, celebro que se haya decidido que sea ad honórem, porque evidentemente acá hay que mostrar vocación de servicio para el total de la Provincia, no sólo para un sector. Por eso, cuando se restrinja y se bajen políticas sectoriales, el Gobierno, el Gobernador, o la Cámara pueden establecer otros mecanismos pero me parece que así como está planteado, no creo, y esto lo digo con todo respeto. A mí me gusta acordarme del Perón legista, no del Perón estadista, no aquel que hizo poner en el Artículo 17 de la Constitución del 47: “El Estado no reconoce libertad para atentar contra la libertad”. Eso es algo que nunca entendí, pero así lo dice. Me gusta acordarme del otro, ese que está pensando de qué manera a esta Provincia la va a hacer coordinar, la va a ser sintonizar con la política internacional en el futuro.

Me da la impresión que es mucho más fácil que mañana se junten los tamberos de Entre Ríos y definan una política de introducir en Sudamérica, o en América, los lácteos que algún Consejo Económico Social defina la política macro. La política macro la van a definir las políticas y las políticas las definen los políticos y los políticos son los poderes del Estado, con sus asesores obviamente.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Señor convencional Alasino, el señor convencional Reggiardo le solicita una interrupción.

SR. ALASINO – Con todo gusto se la concedo, señora Presidenta.

SR. REGGIARDO – Creo que el señor convencional preopinante se había ausentado de la reunión de comisión cuando citamos este tema. Decíamos que el último General Perón, es decir el de 1974, en el mensaje a la Asamblea Legislativa, el 1º de mayo de 1974, poco tiempo antes de fallecer, expresamente señaló, y lo leo textualmente para ilustración del convencional Alasino. Perón decía: “Quiero referirme a la participación dentro de nuestra democracia plena de justicia social. El ciudadano como tal se expresa a través de los partidos políticos cuyo eficiente funcionamiento ha dado a este recinto su capacidad de darle la victoria.” “Pero también el hombre se expresa a través de su condición de trabajador, de intelectual, empresario, militar, sacerdote, etcétera y como tal tiene que participar en otro tipo de recinto.” “Al Consejo para el Proyecto Nacional lo habremos de crear enfocando esta tarea sólo hacia la gran obra a la que todo el país debe empeñarse.” “Ningún partícipe de este Consejo –agregaba– ha de ser un emisario que vaya a exponer la posición del Poder Ejecutivo o de cualquier otra autoridad que no sea el grupo social que represente.”

Muchas gracias, señor convencional Alasino.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – ¿Terminó usted, señor convencional Alasino?

SR. ALASINO – No, y gracias por la acotación, señor convencional Reggiardo.

No me escuchó, porque en realidad antes había mencionado el proyecto de modelo argentino. Desde mucho tiempo atrás Perón venía diciendo eso pero esta es la primera vez que lo dejan decir esto, porque por algo volvió; lo dejaron decir lo que decía en el 47 que, por decir eso como una Biblia, le decían fascista o filo fascista.

Entonces, de lo que se trata en este tema es de hacer una cuestión moderna, pero nunca se les ocurrió hacer una reforma de la Constitución para ponerlo, me parece. Además me parece que es inconducente.

De todas maneras respeto la opinión de la mayoría, obviamente de mis compañeros de bloque que han suscripto este despacho, pero lo que quiero dejar es mi opinión planteada. Creo que tal vez, en el futuro, deberá quedar para los poderes no delegados o para la capacidad de administrador que tiene el Gobernador o que tienen las Cámaras, que cuando se trate de políticas sectoriales, el sector que corresponda entre a delinear la política junto con el gobierno, que creo que va a ser por afuera o por dentro del consejo pero creo que de eso se trata. Eso aspiraba yo como una cuestión moderna que se introdujera en la Constitución.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Zabala.

SR. ZABALA – Señora Presidenta, yo también quería expresar mi júbilo como lo hizo el convencional Brasesco, porque nosotros venimos de un partido de un incansable luchador desde el año 83 en adelante con la recuperación de la democracia, como fue Guillermo Estévez Boero, que cuando era diputado nacional presentó el proyecto del Consejo Económico Social para el Gobierno nacional pero que todavía duerme en los archivos del Congreso.

Lamentablemente con todos los antecedentes que el convencional Brasesco ha dado, de cómo en el mundo estos consejos económicos y sociales avanzan, en nuestro país, tampoco en la reforma de la Constitución del 94 a pesar de ser dominada por los convencionales representantes de los partidos mayoritarios, tuvo éxito la incorporación del Consejo Económico y Social en la Constitución Nacional.

Hoy tengo que felicitar también a los convencionales que están aquí presentes porque creo que los entrerrianos estamos a la altura de las circunstancias y vamos a dejar plasmada en la Constitución de Entre Ríos la creación de este Consejo Económico y Social que, como decía nuestro compañero Guillermo Estévez Boero, profundiza la democracia representativa en democracia participativa. Esto es lo importante del Consejo Económico y Social, que en la práctica en Entre Ríos algunos tal vez no lo sepan, ya está funcionando, porque acá hay un consejo de la sociedad civil que está integrado por el Foro Empresario, por el Foro de los Trabajadores, por el Foro de los Profesionales de Entre Ríos, por el Foro de la Universidad que está emitiendo algunas opiniones sobre políticas que se deberían llevar adelante en la Provincia.

Hoy, por ejemplo, el Foro Empresario de Entre Ríos ha hecho un informe sobre la estructura y también ha emitido una opinión sobre cuál tendría que ser la política que debería implementarse en Entre Ríos para tener una provincia aún más desarrollada y productiva. Pero ¿qué es lo que pasa con los gobernantes? parece que van a contramano de las opiniones de la sociedad civil, de los empresarios y de los trabajadores que conocen la realidad de la provincia, que dicen: queremos una provincia que vaya para aquel lado y pareciera que los gobernantes quieren una provincia que vaya para otro lado.

Creo que esto va a ayudar a que nuestros gobernantes se acerquen un poco más a la sociedad civil y entre todos podamos definir cuál es la provincia que queremos.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Carlos Díaz.

SR. DÍAZ (Carlos) – A la altura del debate resultaría hasta redundante decir algunas cosas sobre el Consejo Económico Social, pero me parece importante remarcar ─de la misma manera que lo expresó el convencional Reggiardo y lo expresaron otros convencionales, incluyendo a mis compañeros de bancada─ que avalo y aplaudo de sobremanera el trabajo y el dictamen de la comisión porque ha sido denodado y respetuoso, con mucho esfuerzo de cada uno de sus integrantes para llegar al consenso de un proyecto tan caro a los sentimientos de quienes venimos de partidos políticos que pensamos en la democracia participativa.

Seguramente lo mío está cargado de subjetividad porque entre otros grandes hombres de la historia argentina lo ha nombrado a Alfredo Palacios y a Guillermo Estévez Boero. Este es un gran desafío. Es una importante herramienta de la democracia de la participación y que para estos desafíos está convocada esta Convención Constituyente.

Aquí en este recinto hay un convencional que hizo uso de la palabra en primera instancia, que es el convencional Márquez, con quien hemos compartido estas ideas y hemos sido concejales en el mismo período en nuestros pueblos. En el público hay, en este momento, un actual concejal de Victoria que sabe de nuestras luchas comunes por las cosas cotidianas y que se plasmó en Victoria este Consejo Económico y Social solamente como resolución, porque algunos todavía no entendían de qué manera podía conformarse esta entidad. Sin embargo hoy está tomando cuerpo constitucional y esto habla a las claras que hay un pensamiento que se encuentra en el progresismo de la sociedad entrerriana. Por eso, adelanto mi voto afirmativo con la misma pequeña disidencia que hiciera mi compañero Reggiardo.

Ahora sí le hago una pequeña corrección al convencional Márquez, un detalle al lado de lo grandioso que estamos resolviendo, El dijo que el convencional Díaz opinó que el Consejo Económico de Asesores debían ser ad honórem, seguramente el se refirió al convencional Gustavo Díaz dado que yo, Carlos Claro Díaz, no tengo esa opinión y respetuosamente solicito no nos confundan a los pares homónimos en honor a lo que cada uno sostiene que seguramente...

SRA. PRESIDENTA (Romero) – El señor diputado Márquez solicita una interrupción, ¿se la concede?

SR. DÍAZ (Carlos) – Sí, señora Presidenta.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Sí, tiene razón el convencional Carlos Claro Díaz. Yo me refería a Gustavo Díaz que es el integrante de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Omití el nombre pero es correcto lo que él dice.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Gracias, señor convencional.

SR. DÍAZ (Carlos) – Sí, gracias. Porque nuestro apellido es numeroso en la guía telefónica y asimismo es numeroso en la Convención Constituyente.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Muchas gracias, señor convencional.

Tiene la palabra el convencional Acharta.

SR. ACHARTA – Muy breve, señora Presidenta. Simplemente adelanto mi voto positivo a este proyecto y haciendo mías las palabras del doctor Brasesco, a quien respeto tanto y que siempre nos ilustra con sus conocimientos, y al doctor Reggiardo. Lo mío simplemente es un pedido de aclaración, por eso intenté justo cuando lo había hecho el doctor Martínez. Una vez que se haga esa aclaración quizás haga un pedido de reconsideración e inclusión.

Lo mío es lo siguiente: en la segunda parte del texto que se pone en consideración lo podríamos dividir a su vez en dos partes. Una, en la integración del Consejo y la otra, en las funciones o competencias del mismo. En la parte de la integración se hace mención a la economía, al trabajo y que estará integrado el consejo por representantes de la universidad. La educación formal sabemos que tiene distintos niveles, primario, secundario y universitario. Pregunto si estos sectores de la educación formal, como pre primario, primario, secundario, polimodal y universitario, están incluidos en la integración del Consejo o si se puede aclarar con alguna palabra, porque si se hace mención expresa a integrantes de la universidad, es solo un sector de la educación formal de nuestro país.

Por eso, si se puede hacer mención a la educación en todos sus niveles o a la universidad y hacer mención expresa a los otros sistemas o niveles de la educación, simplemente eso, como un pedido de aclaración y eventualmente de reconsideración.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Señor convencional, le vamos a dar la palabra al miembro informante, al convencional Márquez para que haga la aclaración.

SR. MÁRQUEZ – Dice: “Estará integrada por representantes de la producción, la economía, el trabajo, la universidad, los profesionales, la ciencia y la tecnología con competencia en materia de política social, económica, ambiental, educativas, científicas y tecnológica”.

Hay un proyecto que casualmente usted, en uso de la Presidencia, convencional Romero, y que nosotros hicimos propio en su momento, hablaba también de la educación formal y no formal. Luego resolvimos que todo eso quedara a criterio de la ley que lo reglamente por el mismo motivo al cual le dábamos la explicación correspondiente al convencional Marciano Martínez. Bien, dijo el convencional Zabala que en la provincia de Entre Ríos –gracias a Dios– existe un foro de entidades civiles donde están convocadas la mayoría de las asociaciones civiles: trabajadores, productores, de todo color, piel y tipo, incluso con diferencias pero que han tenido su propia redacción de su orgánica, que han tenido una participación –y lo puede confirmar a esto el convencional Taleb en lo que fue la Región Centro– y vemos que de hecho hoy en la provincia de Entre Ríos, ilustrémonos también un poco, está funcionando este foro de entidades civiles que seguramente muchos de ellos son los que van a estar integrando provisoriamente este Consejo Económico y Social en su parte provisoria o hasta tanto esto se reglamente.

Nosotros apostamos mucho a que este Consejo Asesor Provisorio, conjuntamente con la Legislatura, puedan precisar para estos tiempos la ley adecuada para que reglamente esto. Por eso, no quisimos seguir aclarando, porque como dice el dicho, cuanto más se aclara, se va oscureciendo, de manera que, nos quedamos con este texto. Este ha sido el texto del consenso, por lo tanto nos mantenemos ahí, ¿no?

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Gracias, señor convencional. Sigue en el uso de la palabra el señor convencional Acharta.

SR. ACHARTA – Con esa aclaración y siguiendo el consejo del convencional Márquez voy a tratar de ilustrarme.

Entiendo que quedan excluidos como integrantes del Consejo Económico y Social los representantes de la Educación en los otros niveles…

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez para otra aclaración.

SR. MÁRQUEZ – Simplemente, insisto, nadie está excluido. La teoría es de inclusión de todos los sectores. Lo que sucede es que muchas veces los sectores son convocados y lamentablemente, por ahí no asisten; y esto no quiere decir que el espíritu de la norma sea de no inclusión, es para incluir, casualmente.

Si nos ponemos a analizar taxativamente todo vamos a dejar, seguramente, a muchos afuera.
SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra la señora convencional Haiek.

SRA. HAIEK – Señora Presidenta, señores convencionales: celebro felizmente el haber arribado a la conformación de este instituto tan preciado. Hago mías las palabras del doctor Brasesco, y en realidad acompañé a mis compañeros Socialistas en el logro de la creación de este Consejo y en su lucha de ideas para llegar a esta conformación.

Estoy de acuerdo en que no debe incluirse el tema ad honórem y esto fue discutido en la comisión. Pero, dado que el tema no va a ser ad honórem nos lleva a ver la posibilidad de reconsiderarlo y agregarlo al texto para que la ley que reglamente este instituto tal como lo consideran los Consejos de la Magistratura provinciales cuando preven que los cargos de los consejeros serán no remunerados. Porque yo creo que una cosa es ad honórem, otra cosa es remunerado y otra cosa son todos los gastos que puede llegar a traer el desenvolvimiento de esta función. Creo que muy bien se coloca al final del texto, donde dice que los miembros serán elegidos por las entidades representativas de cada sector, esa representación también puede traer consigo la idea de una remuneración o una contraprestación a cargo de ese sector.

Entonces, para no dejar excluido y no prestar a confusión y que la idea de lo honorífico del cargo no se asocie a lo ad-honórem, mi propuesta en concreto es que se incluya en la ley que lo reglamente claramente que son cargos honoríficos y que ese cargo de consejero no será remunerado, y que la ley preveá cómo serán contraprestados viáticos, traslados, como se prevé en la ley del Consejo de la Magistratura.

–Ocupa la Presidencia el titular del Cuerpo, señor convencional Busti.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Calza.

SR. CALZA – Señor Presidente, a veces para definir un concepto, una institución, como en este caso, me parece que es importante definir por la negativa, es decir qué es lo que no es esto que estamos considerando.

Esto, claramente no es ni un órgano o una institución para el cogobierno con el gobierno que el pueblo legítimamente elija, ni tampoco es un órgano técnico o un órgano de especialistas. Creo que esto hay que dejarlo perfectamente aclarado, me parece que son dos conceptos totalmente distintos.

Por otro lado, cuando se hace referencia al Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, creo que si bien –y creo que acá también se lo ha explicado– son instituciones distintas, las Naciones Unidas emiten recomendaciones; en este caso nosotros vamos a tener un Consejo Asesor Económico y Social que va a asesorar a los organismos del Estado de la provincia para dictar leyes, dictar reglamentos, reglamentar determinadas leyes y, fundamentalmente como acá se dijo, para analizar en forma conjunta un proyecto estratégico de producción entrerriana, de desarrollo humano de los entrerrianos.

En este sentido creo que tenemos que aclarar también que cuando decimos representantes de la producción, no nos estamos refiriendo a ingenieros agrónomos que pueden saber mucho sobre producción, sino que nos referimos a los productores reales, a los productores del agro, a los productores tamberos a que se hacía referencia aquí, a los productores citrícolas; creo que a esos es a los que se está queriendo convocar con el Consejo Económico y Social. Cuando hacemos referencia al trabajo, desde mi punto de vista, no estamos buscando a los abogados laboralistas que pueden conocer mucho de las leyes de los trabajadores, estamos hablando de los trabajadores de carne y hueso, estamos hablando de los representantes de los gremios para que se los convoque para analizar las distintas problemáticas. Cuando allí está puesto el término “economía”, quizás no muy feliz este término –y por eso quizás la pregunta del convencional Martínez–, pero si hacemos una interpretación amplia y con el sentido que explicaba el Presidente de la comisión, convencional Márquez, yo concibo al término que se incorpora aquí no solamente referido al tema de los productores –como se mencionaba aquí– o a los que generan la oferta, sino también a los representantes de la cuestión fundamental de la economía que sin ellos no hay consumo, me estoy refiriendo a los representantes de las organizaciones de consumidores, a los representantes de las amas de casa.

Creo que por allí pasa el concepto que tiene que regir este Consejo Consultivo Económico y Social, para que estén representados los distintos sectores del pueblo entrerriano, para que puedan dictaminar y elaborar determinados informes.

Creo que de esta manera es como vamos a poder estar estableciendo claramente lo que es la participación popular en la toma de decisiones del gobierno. Creo que de esto se trata, de establecer un organismo en donde las distintas instituciones del pueblo entrerriano tengan un lugar en donde poder hacer oír su voz.

Y por supuesto que este Consejo Económico y Social, establecido, como está establecido aquí, va a abarcar una amplia gama y todas las gamas del quehacer entrerriano, va a poder establecer –como aquí planteaba un señor convencional antes– el tema de comisiones específicas. Cuando se esté tratando un tema educativo, poder analizarlo desde las distintas perspectivas, pero también con la opinión de qué educación necesitamos los entrerrianos, para poder establecer un modelo que cuando los estudiantes egresan de las casas de estudio puedan insertarse en el proceso productivo y encontrar un trabajo en forma rápida. De eso se trata y de poder establecer las comisiones, que dentro de ese Consejo sean las más operativas posibles para poder generar un organismo de participación de cada uno de los entrerrianos y de sus instituciones representativas.

Por otro lado, en el término “ad honórem”, inclusive me parece que están apareciendo como tres posiciones; una es lo que era el proyecto original; otra el tema de que se lo saque y que se lo reglamente posteriormente en la ley; y otra, lo que acaba de plantear la señora convencional Haiek, de que sean no remunerados como una forma de establecer así que se puedan contemplar los gastos que demande la movilización, pero no una remuneración por el trabajo.

En este sentido, yo recuerdo que en una de las reuniones que mantuvimos varios convencionales con los actuales miembros del Consejo de la Magistratura de Entre Ríos, ellos hacían referencia concretamente a que cuando se contemple esta institución en el texto constitucional que estamos reformando en la provincia de Entre Ríos, sea ad honórem, ellos mismos eran quienes planteaban esto para que no se desvirtuara el concepto que había animado a esa Institución, que usted señor Presidente, como Gobernador, lo reglamentó a través de un decreto que, a partir de ello, hoy los jueces en la provincia de Entre Ríos se eligen a partir de un concurso público de antecedentes. Y esto ha generado una modernización y fundamentalmente una justicia más independiente, como requerimos cada uno de los entrerrianos.

Creo que entonces es importante que tengamos presente esto, yo no me opongo a que se saque el término “ad honórem”, pero me parece que es importante que cuando –ya sean los legisladores de la provincia de Entre Ríos– dicten la ley para reglamentar esto o –como bien lo dice también el Reglamento– el Poder Ejecutivo emita el decreto para poner esto en funcionamiento lo más pronto posible, se tenga presente cuál es el espíritu, cuáles son los conceptos que impulsaron en el debate y en el espíritu de todos los que trabajamos en esta Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Como síntesis de esto, yo diría que es importante que la participación de estas instituciones no se desvirtúe. Por eso, si no entiendo mal lo que planteó la señora convencional Haiek, de que sean no remunerados pero que se puedan reconocer otros tipos de gastos, me parece que es correcto. Puede ser que no sea necesario ponerlo en el texto constitucional, pero creo que tiene que quedar perfectamente claro también el otro aspecto, de que esto es un órgano o es una institución de participación de los distintos actores sociales, económicos, de la cultura, de la educación del pueblo entrerriano, y no es una reunión de especialistas para poder aconsejar al Poder Ejecutivo.

Tampoco es un cogobierno, sino que es la participación concreta, a partir de las entidades representativas, que se reunirán con los representantes del Poder Ejecutivo, con los representantes políticos y con los representantes técnicos que tiene el Poder Ejecutivo para poder definir la mejor política sectorial y para poder definir el mejor proyecto estratégico de desarrollo productivo y humano en nuestra Provincia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Villaverde.

SR. VILLAVERDE – En principio, para decir que vamos a acompañar la posición del bloque, particularmente las explicaciones que ha dado el señor convencional Brasesco sobre este instituto, que aparece como importante en esta instancia institucional.

De alguna manera, tiene como objetivo que todos estos institutos que se están planteando de democracia participativa, ayuden a consolidar las instituciones representativas, que son las que realmente tenemos que hacer funcionar para que la democracia y las instituciones de la República puedan alcanzar sus objetivos fundamentales.

Es decir que no voy a discutir, de alguna manera, lo que es esta institución que se plantea, sino simplemente hacer una valoración o un llamado de atención de técnica legislativa, que recién lo estábamos hablando con el Presidente de la Comisión y con la señora convencional Romero, en cuanto a la cláusula transitoria.

En realidad, no comparto que haya una cláusula transitoria que faculte al Gobernador de la Provincia a dictar un decreto para poner en funcionamiento este instituto, sobre todo teniendo en cuenta que previamente, la estructura orgánica y las funciones de esta institución, las tiene que hacer la Legislatura por ley. Es decir que si no tenemos ley, no tenemos funciones, no tenemos estructura orgánica, y tenemos la facultad para el Poder Ejecutivo de dictar un decreto de funcionamiento de esta institución, me parece que realmente estamos aprobando un nombre, importante, con objetivos valiosos, pero vaciado de un contenido que se le podría dar si, por ejemplo, como cláusula transitoria, le fijamos un plazo para que la Legislatura reglamente lo más pronto posible este instituto.

Es un modesto aporte u observación de técnica legislativa para que este instituto, que aparece como válido para consolidar las instituciones provinciales, sirva realmente a sus objetivos.

Por lo demás, creo que antes lo había dicho de alguna manera la señora convencional Pasqualini en igual sentido. Esto desde mi óptica no invalida toda la importante tarea que ha realizado la comisión, y particularmente, al aporte que previamente había visto del señor convencional Brasesco, particularmente en el trabajo de comisión y en la exposición que hoy hizo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Motta.

SR. MOTTA – Señor Presidente, anticipando mi voto afirmativo, como integrante de la comisión, quiero destacar que creo que nuestro Presidente ha abundado y precisado en la importancia de la constitución de este consejo, que es justamente, como dice la palabra, un consejo asesor, y me parece que a partir de esta noche Entre Ríos va a tener la posibilidad y el beneficio de tener esta institución con rango constitucional.

No obstante, el pedido de uso de la palabra fue para remarcar que, para quienes participamos en la comisión, que fue el consenso el que nos llevó a elaborar este dictamen. En ese consenso, dejamos cosas. Quiero recordar, como haber mencionado específicamente la cantidad de entidades que podían llegar a constituirlo, cantidad de miembros, fuimos cediendo posiciones en aras de buscar ese consenso, que por lo tanto, creo que es bastante amplio.

Sí es mi deseo que si se retira la palabra –como se ha consensuado entre los Presidentes– de ad honórem, quede expresada por lo menos la intención, en lo personal, de que mi vocación es que sea un cargo ad honórem, porque entiendo que se ha hablado mucho de organismos internacionales, y la vida y Dios me han dado la posibilidad de participar en muchos de ellos.

Para uno es un honor cuando representa una entidad de un país en un organismo internacional y generalmente lo hace con esfuerzo propio, y si hay alguna ayuda económica es de la entidad a la cual uno va a representar, pero jamás uno recibe un emolumento en retribución de esa función.

Con esto doy por cerrada mi intervención, señor Presidente, no sin antes anticipar mi voto afirmativo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Salomón.

SR. SALOMÓN – Ante todo, quiero expresar mi satisfacción y agradecer a los convencionales de los distintos sectores que mencionaron al ex presidente Perón en todo lo que actuó con referencia al tema que nos ocupa.

Más allá de este sentimiento y de esta alegría, quiero expresar que al establecer el Consejo la idea que se tuvo es que pueda ser no solamente de una ayuda para el Gobierno, sino para que todas las entidades representativas lleven también sus inquietudes al Gobierno. De aquí la importancia que tiene esa representación que se ha dado a todos los sectores de la sociedad.

Me voy a referir en particular a dos temas. En cuanto a la gratuidad, quiero decir que consideramos que tiene que haber vocación de servicio, y esto es importante porque en esa forma quien lo hace no está interesado o buscando obtener otros beneficios.

En cuanto a la cláusula transitoria, pienso que es necesaria, porque tenemos experiencias pasadas que están en la misma Constitución del 33, cuando se estableció el voto femenino, que nunca se puso en vigencia; en cambio, si ponemos esta cláusula buscamos que lo más pronto posible los distintos sectores de la sociedad puedan acercar sus ideas y si la Legislatura, teniendo en cuenta la importancia del instituto, aprueba con urgencia la ley, la cláusula transitoria estará de más. Quería referirme a esos dos temas.

Finalmente quiero agradecer al convencional Brasesco la referencia que ha hecho a mi persona, y en especial al Presidente Márquez, quien ha expresado que he sido el redactor de este proyecto, pero quiero aclarar que fue la síntesis de las ideas que el Presidente Márquez había hecho en un esquema que sirvió para aunar los cinco proyectos que habían sido presentados.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor Presidente de la comisión, como se han hecho sugerencias de varios convencionales, le solicito que manifieste si mantiene el despacho o no para ponerlo a votación.

SR. MÁRQUEZ – No es que estemos rechazando las sugerencias sino que considero que fue harto debatido el tema del honorífico y el ad honórem, la gratuidad o no. Creo que seguramente los legisladores que tengan que reglamentar oportunamente la ley, como nos ha tocado a muchos al ser legisladores, que más de una vez recurrimos al texto constitucional para ver cuál fue el espíritu del constituyente al momento de la sanción de un texto constitucional.

Creo que acá ha quedado claro cuál es la voluntad que está reinando en este recinto, en esta materia y que agregar o no alguna palabra al dictamen cuya redacción, con este nivel de consenso, nos llevó prácticamente tres reuniones de comisión, sería ocasión para que algunos de los que prestaron el consenso, ahora no estén de acuerdo. De manera que, con respecto a ese tema, lamentablemente no vamos a poder acceder a lo que propone la convencional Haiek, porque incluso fue una propuesta del propio Presidente de bloque sacar el cargo de ad honórem.

Con respecto a lo que ha planteado muy bien el convencional Villaverde, con respecto a la cláusula transitoria, también este tema se debatió en comisión y la experiencia en materia de reformas constitucionales nos dice que cuando se han puesto plazos en la Constitución nacional, tampoco se han cumplido. De manera que acá lo supeditamos a que esta cláusula transitoria que le permite al Gobernador convocar al Consejo Asesor Económico y Social, sea quien de alguna manera “presione” a la Legislatura o al propio Poder Ejecutivo para mandar la ley para que reglamente este instituto.

Nos vamos a quedar con el texto que fue leído oportunamente y por supuesto que, como lo hicieron los convencionales de la Unión Cívica Radical, de la Coalición Cívica-Partido Socialista y también nuestro propio bloque, hacemos votos para que este organismo funcione y lamentablemente a esta altura no nos ha quedado relativamente claro cuál es la posición del Bloque Viva Entre Ríos como para poder acceder a algún cambio en la posición. Hemos visto bastante contradicción en la postura de cada uno de ellos.

Por lo tanto, solicito ponga a votación el despacho al que he dado lectura anteriormente que consta de dos artículos, uno referido a la creación del organismo y el segundo la cláusula transitoria para que se apruebe en general y luego pase al tratamiento en particular.

SRA. PASQUALINI – Quería aclararle al señor convencional Márquez que la disidencia parcial del bloque sobre la que informé fue en particular y dije también que las diferencias, con el proyecto en general, las iba a especificar el convencional Pesuto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 111º la votación será nominal y por orden alfabético.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Alasino, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pasqualini, Pérez, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala.y el señor Presidente.
SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo a la Presidencia que hubo 45 votos por la afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.

–Aplausos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Nosotros votamos en general por la afirmativa pensando que había un tratamiento en particular porque hay dos artículos, el Artículo 1° y el Artículo transitorio, la cláusula transitoria, que creo que tiene que ser puesta a votación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene razón, señor convencional, tiene razón. Esta Presidencia asume el error, la votación fue en general.

Corresponde votar el Artículo 1º del despacho. Por Secretaría se tomará votación nominal.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Alasino, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik y Gastaldi.

–Luego de emitir el voto la convencional Gastaldi, dice el:

SR. ALASINO – Señor Presidente, una aclaración, por favor. Discúlpeme, el despacho no fue cambiado para nada ¿no?

SR. PRESIDENTE (Busti) – No. No acostumbramos a cambiar en la Presidencia los despachos.

SR. ALASINO – No, discúlpeme, no es su gesto.
SR. PRESIDENTE (Busti) – No es mi estilo.
SR. ALASINO – El mío tampoco, solamente estoy diciendo unas cosas porque tenemos dudas si incorporaron o no la expresión “ad honórem”, si lo mantuvieron como…

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, fue leído el dictamen como finalmente había quedado, con la modificación propuesta, donde se sacaba “ad honórem”, lo leí dos veces y se puso así, como la cláusula transitoria.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si quiere lo vamos a leer de nuevo.

SR. ALASINO – Hágame el favor, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – El Artículo 1º dice: “Artículo… Créase el Consejo Asesor Económico y Social como órgano de consulta de los poderes públicos en la elaboración de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas, dotado de autonomía orgánica y funcional conforme lo determine la ley. Su función será la de dictaminar y producir informes no vinculantes. Estará integrado por representantes de la producción, la economía, el trabajo, la universidad, los profesionales, la ciencia y la tecnología con competencia en materia de políticas sociales, económicas, ambientales, educativas, científicas y tecnológicas. Sus miembros serán elegidos por las entidades representativas de cada sector.” Ese es el texto del Artículo 1º que estamos votando.

Por Secretaría se continúa tomando la votación nominal.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Monge, Motta, Pérez y Reggiardo.

–Al requerírsele el voto, dice el:

SR. ROGEL – Voto por la positiva con las aclaraciones hechas en esta cláusula por los convencionales Brasesco y Villaverde.
–Votan por la afirmativa los señores convencionales Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

–Votan por la negativa los señores convencionales Martínez (Marciano), Pasqualini y Pesuto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quiero recordarle a los señores convencionales que el Artículo 113º del Reglamento señala que toda votación se reducirá a la afirmativa o a la negativa.

Precisamente esos son los términos en los que está escrito el artículo, proposición o párrafo.

El Artículo 2º que se pone a consideración dice: “Cláusula Transitoria: El Poder Ejecutivo, por decreto, podrá implementar el Consejo Asesor Económico y Social establecido por la Constitución, hasta tanto la Legislatura lo reglamente por ley.”

Tiene la palabra el convencional Alasino.

SR. ALASINO – En la anterior votación, que se consigne mi voto como negativo, por favor.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Lo hacemos votar por la negativa.

Por Secretaría se tomará votación nominal del Artículo 2º.

–Votan por afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Monge, Motta, Pérez, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

–Votan por la negativa los señores convencionales: Alasino, Martínez (Marciano), Pasqualini y Pesuto.

SR. MÁRQUEZ – Quiero hacer una consulta al señor Secretario: ¿El voto en general del Bloque Viva Entre Ríos es afirmativo y luego en la votación de los dos únicos artículos que contiene el proyecto, lo hacen por la negativa?

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Así es, señor convencional Márquez.

Informo, señor Presidente, que han votado por la afirmativa 41 señores convencionales y por la negativa cuatro señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado en general y en particular. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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DEFENSORÍA DEL PUEBLO.CREACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Control del Estado. 
Consideración (Exptes. Nros. 143, 204, 224 y 336)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen (con disidencia parcial) de la Comisión Control del Estado –Exptes. Nros. 143, 204, 224 y 336–, por el cual se introduce la figura del Defensor del Pueblo en la Constitución provincial.

–Se lee:

REF.: Proyectos de reforma Exptes. Nros. 143, 204, 224 y 336
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO…: La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente, con autonomía funcional que no recibe instrucciones de ninguna autoridad. Tiene por misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos, colectivos, difusos y demás derechos y garantías e intereses tutelados en el ordenamiento jurídico, frente a hechos, actos u omisiones de la Administración Pública, de prestadores de servicios públicos o privados contratados por el estado.

ARTICULO….: La Defensoría del Pueblo tiene legitimación procesal activa y prelación en sus presentaciones pudiendo solicitar informes y formular requerimientos a las autoridades públicas y a los prestadores de servicios para el mejor ejercicio de sus funciones. Sus actuaciones serán gratuitas para el ciudadano que las requiera.

ARTICULO….: La Defensoría del Pueblo estará a cargo de un Defensor del Pueblo quien será designado por la Asamblea General con el voto de la mayoría absoluta en sesión especial convocada al efecto. Deberá tener como mínimo 30 años de edad y las demás condiciones para ser diputado provincial. Gozará de iguales inmunidades, remuneración y prerrogativas que los diputados y le alcanzarán las inhabilidades, incompatibilidades y causales de remoción establecidas para los jueces. Su mandato será de cinco años, pudiendo ser reelecto y sólo será removido por juicio político. Será asistido por defensores adjuntos cuyo número, área de actuación y funciones específicas, establecerá una ley especial.

Sala de Comisión, 10 de marzo de 2008.

FEDERIK – CALZA – ALLENDE (José) – MÁRQUEZ – ACHARTA – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – ALLENDE (Clidia) – REGGIARDO – ARRALDE – CHIESA – BAEZ – MONGE – MARTÍNEZ (Marciano) (en disidencia parcial).
Quiero dejar constancia que estoy de acuerdo con el dictamen del proyecto en general, en cuanto crea la Defensoría del Pueblo, pero tengo disidencias parciales, que serán explicadas y fundamentadas en el plenario.

Marciano E. Martínez

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Federik.

SR. FEDERIK – Señor Presidente, señores convencionales: como Presidente de la Comisión Control de Estado he solicitado la palabra para sostener el proyecto de reforma de la Constitución, que todos ustedes tienen, y que surgió luego de una importante discusión que nos llevó las tres sesiones de la Comisión Control de Estado.

Debo señalar en primer lugar, y esto en el plano estrictamente formal, señor Presidente, que ingresaron a la comisión cuatro proyectos relativos a la figura del Defensor del Pueblo. El ingresado como expediente Nro. 143 autores los señores convencionales Alasino y Pasqualini; el expediente Nro. 204, autoría de los convencionales Carlín, Romero, Kunath, Martínez y quien les habla; el expediente Nro. 224, autoría de la convencional Caramelle y el expediente Nro. 336, de su autoría, señor Presidente.

Hemos revisado estos proyectos desde un primer momento buscando un texto común en atención a que toda la comisión estaba de acuerdo con la incorporación a nuestra Carta Magna, de la figura del Defensor del Pueblo. Tan es así que tratamos al desarrollar los distintos puntos que componen este instituto, otros aportes que no habían sido incorporados formalmente y que recién ahora están ingresando a tener estado parlamentario, estado legislativo, estado constitucional.

Es por eso que pudimos tratar el proyecto del Vicepresidente primero de nuestra comisión, el convencional Monge, con una nutrida y excelente fundamentación, habiendo tenido también participación para hacer conocer sus pareceres el señor convencional Marciano Martínez, cuyo proyecto recién ahora ingresa. Pero dentro de nuestra comisión todos tuvieron la posibilidad de expresar sus pareceres y de fundamentar sus conclusiones en estos tres días de tratamiento que tuvo la figura del Defensor del Pueblo. Discutimos ahí y llegamos a un único despacho de comisión con disidencias parciales que se reservaron los señores convencionales como para ser señaladas en este recinto.

Decía que habíamos discutido distintos aspectos que tiene esta figura y que en la discusión de esos elementos, dentro de las facultades específicas y dentro de lo que constituye la figura del Defensor del Pueblo, cada uno fue señalando sus posiciones.

Quiero destacar los aportes de los señores convencionales Allende, Arralde, Haiek, Reggiardo, Allende de López, Calza, Martínez y sobre el final en la última de las reuniones, el aporte invalorable que brindó la señora convencional Rosario Romero, buscando la redacción definitiva de nuestro dictamen de comisión.

En realidad esta figura del Defensor del Pueblo que traemos a nuestra Constitución de Entre Ríos tiene orígenes remotos, que muy, no brevemente, sino brevísimamente, voy a señalar. Se incorpora en la Constitución de Suecia en 1909; de ahí pasa al derecho escandinavo, a los vecinos, y se incorpora como una forma de abrir el camino para el señalamiento de las quejas al poder administrador y de alguna manera controlar a los funcionarios del rey ante el avasallamiento del ejercicio del poder.

A partir de allí fue pasando al derecho continental europeo como una herramienta de protección de los derechos básicos y los intereses de los ciudadanos frente a las arbitrariedades que podía cometer el poder administrador. De ahí, entonces, es que se ha considerado al Defensor del Pueblo como un órgano de control al que los ciudadanos ocurren en busca de protección frente a los abusos del poder administrador. Nosotros le hemos encontrado también un parecido notable con aquella institución romana del tribuno de la plebe, que ejercía esa función de contra-poder frente a los cónsules patricios.

Pero ya dentro del derecho argentino, como en tantas situaciones, este instituto de control, de defensa y de protección de los derechos de los ciudadanos, no ingresa por la Constitución nacional sino por las Constituciones provinciales.

Recién en la reforma de 1994 aparece dentro de la Constitución nacional esta figura que nosotros no podíamos dejar de incorporar en nuestra reforma para que proteja y defienda las arbitrariedades que puedan surgir de la administración, no sólo en los derechos humanos de primera generación, no sólo la vida, la libertad y la dignidad humana que fue afirmando el constitucionalismo liberal con la imposición de sus límites en atención a que los derechos humanos son señalamiento, en un primer momento, a límites al poder estatal. No solo los derechos relacionados al trabajo, a la educación, a la solidaridad social, esos derechos de segunda generación, sino que también entendemos que el Defensor del Pueblo habrá de ocuparse de las violaciones de los derechos humanos de tercera generación, donde la incidencia de las violaciones ya es de índole colectivo, ni siquiera sectorial como los de segunda, como es el caso del derecho al ambiente equilibrado y a la protección de los valores históricos, entre otros.

Evidentemente ya, con lo que acabo de decir, estoy señalando para qué sirve el Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo tiene la misión de la defensa, la protección y también hemos incorporado, a propuesta del señor convencional Monge y también en el proyecto del señor Presidente de esta Convención, la promoción de los Derechos Humanos.

Es decir, el Defensor del Pueblo sirve a nuestra sociedad, en razón de la defensa, la protección y la promoción de los derechos humanos, de los derechos colectivos, difusos, y demás derechos e intereses que tutelan nuestro ordenamiento jurídico; y esta ha sido la frase que encontramos para colocar dentro de ella: los intereses individuales, los intereses colectivos, los intereses difusos, los intereses de presos, los derechos, todos los derechos que establece y que reconoce nuestro ordenamiento jurídico. Todos estos derechos ¿frente a qué? Frente a los actos, omisiones, frente a los hechos de la Administración Pública, de los prestadores de servicios públicos o privados que se han contratado por el Estado.

Pero por cierto que al Defensor del Pueblo, aquí en nuestras primeras ideas, pensábamos darle un imperio por sí mismo, debe ocurrir necesariamente a los otros órganos del Estado a requerir y a solicitar la defensa y la protección de los derechos que son abusados. Y si un particular es el que está violando esos derechos, el Defensor del Pueblo también puede recurrir ante el órgano del Estado pertinente o ante la misma Justicia, si fuese necesario, para hacer cesar ese abuso.

De ahí entonces la importancia de que sean todos los derechos los que queden comprendidos dentro de la protección de este ombudsman que estamos colocando en la Constitución.

Discutimos largo y tendido respecto de si colocábamos actos u omisiones de la Administración Pública, si era suficientemente comprensivo su ámbito de actuación, o si fuera necesario colocar también a los prestadores de servicios públicos y a los prestadores de servicios privados, contratados por el Estado. Y así quedó, y en esto recuerdo el aporte del convencional Reggiardo y del convencional Barrandeguy en este punto.

La Defensoría del Pueblo tiene legitimación procesal, con esto la Defensoría del Pueblo no solamente puede acudir ante los organismos administrativos, sino que puede acudir directamente ante la Justicia, ante los Tribunales. Y esta legitimación que le hemos otorgado, es una legitimación activa, y también le colocamos otra, le colocamos prelación para los trámites administrativos y para los trámites judiciales. Esto no significa que el Defensor del Pueblo va a tener prelación sobre lo que ya está presentado, sino que ante la presentación simultánea, el Defensor del Pueblo, que está defendiendo el interés público, en la protección de los derechos humanos y en la protección de todos los otros derechos colectivos e individuales, difusos o no, que establece nuestro ordenamiento jurídico, va a tener prelación.

Pero no queda acá solamente. Tiene la posibilidad de solicitar informes en cualquier momento a cualquiera de estos organismos y tiene la posibilidad también de formular requerimientos para que se cumpla o para que se deje de realizar una acción abusiva en contra de los derechos que tiene que defender.

No tiene imperio, el imperio lo consigue a través de la actuación de los organismos del Estado, de los organismos del Estado que son competentes y que ya nuestra Constitución les ha otorgado imperio.

Señalamos también la importancia de establecer la gratuidad para el Defensor del Pueblo. Mire, señor Presidente, cualquier ciudadano puede acudir por la vía del amparo para solucionar un problema de algún abuso frente a alguna garantía lesionada, pero tiene que buscar un abogado. Tiene que buscar un abogado, y tiene que pensar no solamente en las compensaciones profesionales, en los honorarios al abogado, sino también tiene que pensar qué es lo que le va a costar después, si no le va bien en su presentación.

Nosotros le hemos colocado aquí que las actuaciones serán gratuitas para el ciudadano que las requiera. El Defensor del Pueblo va a actuar en forma gratuita para el ciudadano que lo requiera, y va a interponer sus demandas, va a realizar sus requerimientos a los distintos órganos del Estado donde aparezca una violación a estos derechos y garantías, y lo va a hacer de motu proprio, de propia iniciativa, no necesita la excitación de la denuncia de ningún ciudadano, porque de oficio va a poder intervenir. Pero si alguno se lo pide, si alguno le pide su intervención, esa intervención va a ser una intervención gratuita.

Otra de las cuestiones que discutimos es si esta Defensoría del Pueblo debía tener un defensor, o si este defensor ya mismo, en la Constitución, debía ir acompañado de defensores adjuntos para que ejerzan esta función en las distintas regiones o departamentos de la Provincia.

Llegamos a la conclusión de que los defensores adjuntos los teníamos que dejar para la ley, no colocarlos en la Constitución. Teníamos que dejarlos para la ley porque no queríamos cercenar el número que fuese necesario y no podíamos establecer en un instituto tan significativo y tan importante como éste, limitaciones que surgieran precisamente de nuestro texto constitucional. Por eso, hemos proyectado que la Defensoría del Pueblo estará a cargo de un defensor. Los defensores adjuntos, cuyo número, área de actuación y funciones específicas van a ser establecidos por una ley especial.

Inmediatamente después que pensamos en el carácter unitario del órgano del Defensor del Pueblo, debimos pensar en quién habría de designar al Defensor del Pueblo. Frente a esto también tuvimos nuestras discusiones, también tuvimos distintas alternativas, y consensuamos que fuera la Asamblea General. Estamos trayendo un instituto nuevo que está perfectamente habilitado por la ley de convocatoria, de ahí que no vemos ningún inconveniente en que sea la Asamblea General la que designe al Defensor del Pueblo.

¿Y que lo designe con cuántos votos? Acá vino otra discusión, que generó la disidencia amistosa de quienes nos habían ayudado a redactar este artículo. Unos pensaron que eran mejor los dos tercios de los votos de la Asamblea General, tal como estaba incluso en el proyecto del señor Presidente. Yo sostuve con énfasis que tenía que ser la mayoría absoluta, no los dos tercios.

Quiero señalar concretamente que mi experiencia como integrante de distintas asociaciones profesionales y de otro tipo también, incluso deportivas, cada vez que buscábamos la unidad de todas las voluntades para conseguir el ejemplar que fuese el candidato ideal, teníamos que rescatar alguno, teníamos que sacar alguno que no se había caracterizado precisamente por pelearse por los demás cuando tenía que pelearse, porque en definitiva traíamos un candidato que no se había jugado, y precisamente porque no se había jugado en situaciones anteriores venía a ser el único candidato que tenía el apoyo unánime de los demás; y no lográbamos nada, señor Presidente.

Esta institución necesita un funcionario vigoroso, una funcionaria que tenga toda la fuerza y el empuje como para defender los derechos humanos, los derechos y garantías tutelados por el ordenamiento jurídico. ¿Y para eso qué íbamos a pedir? ¿Qué perfil necesitamos para el Defensor del Pueblo? Necesitamos no solamente el conocimiento de alguien, sino fundamentalmente una voluntad y un espíritu que tenga la suficiente fuerza como para oponerse a los abusos que pueden ocurrir por parte de la Administración respecto de los derechos que tiene que defender. Precisamente por eso dije que la mayoría que necesitábamos no tiene que ser una mayoría tan importante: es necesaria la mayoría absoluta. Y no es poca cosa la mayoría absoluta. Esa fue la razón, señor Presidente, por la que pensamos que los dos tercios no era la mejor solución.

Debo señalar otra vez que cuando discutimos siempre estuvimos pensando en la manera de mejorar el instituto, nunca en la posición de uno u otro, porque en nuestro bloque había posiciones diferentes, del mismo modo que en los bloques que nos acompañaban.

Cuando tuvimos que analizar cuáles eran los requisitos que queríamos establecer para el Defensor del Pueblo, inmediatamente surgió la idea de los requisitos para el senador. El doctor Marciano Martínez y el doctor Hermo Pesuto, señalaron la necesidad de que sea un abogado. Quienes hemos estado en la dirección de la abogacía argentina, organizada, nos sentíamos tentados también. Es cierto que el Defensor del Pueblo tiene que tener conocimientos vinculados a los derechos y demás que va a proteger, pero no parece que sea absolutamente imprescindible que sea un abogado.

Por esa razón, pensamos que tenía que tener 30 años de edad y las demás condiciones para ser un diputado provincial y no seguimos con los recaudos y los requisitos para ser senador, porque el senador, de acuerdo a nuestra Constitución, nos planteaba el problema de la residencia en el departamento. Por eso pensamos y consensuamos en que tenía que tener los recaudos para ser un diputado. Pero dijimos también que le tienen que alcanzar las inhabilidades, las incompatibilidades y las causales de remoción de los jueces. Por cierto, porque si es un abogado no puede trabajar en la profesión, porque además tiene que comportarse con el perfil que debe tener un magistrado; y dijimos: pero eso sí, tiene que gozar de las inmunidades, de la remuneración y de las prerrogativas que la Constitución le acuerda a los diputados provinciales.

Por otra parte, con respecto a la remoción, discutimos sobre si la remoción debía ser por el Jurado de Enjuiciamiento o si debía ser por el juicio político. Y cuando pusimos: “…sólo será removido por juicio político.”, también nos dimos cuenta que le estábamos colocando las causales referidas a los jueces. No es una cuestión antojadiza. Esas son las causales para la destitución del Defensor del Pueblo, pero el órgano y el sistema que lo remueve, es el que lleva adelante el juicio político.

Este instituto que, en un despacho único con disidencias parciales, venimos a traer a este plenario, es un avance extraordinario para nuestro sistema de control, es un avance extraordinario para la defensa, la protección y ojalá sea también para la promoción de los derechos humanos y demás derechos, garantías individuales, expresas y difusas que la Constitución de la Nación y las demás leyes están reconociendo y afirmando para los ciudadanos de la Provincia.

Señor Presidente, voy a leer los tres artículos para que no quede ninguna duda de cuál es el proyecto de reforma a la Constitución que traemos:

“La Honorable Convención Constituyente sanciona:

Artículo… La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente con autonomía funcional que no recibe instrucciones de ninguna autoridad. Tiene por misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos, colectivos, difusos y demás derechos y garantías e intereses tutelados en el ordenamiento jurídico, frente a hechos, actos u omisiones de la Administración Pública, de prestadores de servicios públicos o privados contratados por el Estado.

Artículo… La Defensoría del Pueblo tiene legitimación procesal activa y prelación en sus presentaciones pudiendo solicitar informes y formular requerimientos a las autoridades públicas y a los prestadores de servicios para el mejor ejercicio de sus funciones. Sus actuaciones serán gratuitas para el ciudadano que las requiera.

Artículo… La Defensoría del Pueblo estará a cargo de un Defensor del Pueblo quien será designado por la Asamblea General con el voto de la mayoría absoluta en sesión especial convocada al efecto. Deberá tomar como mínimo 30 años de edad y las demás condiciones para ser diputado provincial. Gozará de iguales inmunidades, remuneración y prerrogativas que los diputados y le alcanzarán las inhabilidades, incompatibilidades y causales de remoción establecidas para los jueces. Su mandato será de cinco años, pudiendo ser reelecto y solo será removido por juicio político. Será asistido por defensores adjuntos cuyo número, área de actuación y funciones específicas establecerá una ley especial.”

Como antes de leer el texto no me referí a la reelección, brevemente quiero fundamentarlo. El tema de la reelección apareció en el primer momento de la discusión y hubo una aceptación cabal respecto de la reelección, la única cuestión que se discutía era si señalábamos o dejábamos establecida una remoción por una vez o si teníamos que dejar abierta la posibilidad de remociones posteriores e inmediatamente surgió la presencia del argumento que si tenemos un buen Defensor del Pueblo, entonces por qué lo vamos a cambiar cuando en definitiva su área de actuación no es otra cosa que la defensa de los derechos, garantías e intereses tutelados por la Constitución.

Precisamente por eso y a sugerencia de nuestro Vicepresidente, dejamos entonces la posibilidad de la reelección abierta y esto de los cinco años tiene que ver precisamente para que no coincida con el período de cambio de las autoridades para que la Asamblea General reunida al efecto pueda designar al Defensor del Pueblo y lo pueda reelegir cuando se cumplan los cinco años.

Señor Presidente, dejo así informado el despacho de la Comisión de Control del Estado de los expedientes a los que me referí en el principio de mi intervención y pido que se ponga a consideración para que sea tratado y votado posteriormente por los señores convencionales constituyentes.

SR. CARLÍN – Pido la palabra.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Como tengo anotado a otro convencional, le pregunto ¿es para hacer moción, señor convencional?

SR. CARLÍN – Quiero hacer una invitación de orden, señor Presidente, no una moción, sino una invitación a cumplir de la mejor manera posible el Artículo 60° del Reglamento a fin de que puedan ir hablando ordenadamente un representante de cada uno de los bloques, porque es probable que a través de la exposición del mismo, el resto de los convencionales del bloque se sientan mejor expresados o directamente expresados por ese exponente y de esa manera hacer más ágil el debate.

No se trata de coartar la posibilidad de expresión de nadie, sino simplemente de ajustarnos en el debate a lo previsto reglamentariamente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Monge… y han pedido ser anotados lo convencionales del Bloque Viva Entre Ríos: Pesuto, Alasino, Martínez y Pasqualini

Tiene la palabra el convencional Pesuto.

SR. PESUTO – Nosotros acabamos de aprobar hoy el Artículo 92º, que es la reunión de ambas Cámaras, donde le hemos suprimido el Inciso 5 y ha quedado redactado con seis incisos y solamente así se reúne la Asamblea, y en ninguno de los seis incisos figuran las facultades para nombrar al Defensor del Pueblo, por lo cual me parece que sería “a mayoría de cada una de las Cámaras”, en todo caso, pero no así “de la Asamblea”. Se me ocurre.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Vamos a ordenarnos, señores convencionales.

¿El Presidente de la comisión quiere decir algo? ¿No, va a escuchar?, entonces sigamos con la lista de oradores.

Tiene la palabra el convencional Monge.

SR. MONGE – Gracias, señor Presidente, de todas maneras la intervención anterior puede calificarse como materia de debate en general o en particular.

A través de estas palabras, de esta exposición, vamos a manifestar que el bloque de convencionales constituyentes de la Unión Cívica Radical va a adherir con su voto a la consagración en el texto magno provincial de esta figura, de este nuevo órgano de control que cobrará vida en el derecho público entrerriano.

Vamos a votar favorablemente en general el dictamen de la Comisión de Control del Estado, pero ello no será óbice, señor Presidente, para que realicemos señalamientos, observaciones y discrepancias en lo particular, algunas de ellas sobre aspectos que en modo alguno consideramos temas menores, ya sea desde el punto de vista político o desde el punto de vista jurídico.

–Ocupa la Presidencia la Vicepresidenta, señora convencional Romero.

SR. MONGE – Hemos protagonizado, como bien ha referenciado el señor Presidente de esta comisión, un largo debate en el seno de la misma respecto de esta figura sobre la que existen valiosos, prestigiosos antecedentes del Derecho Constitucional Comparado, antecedentes que, en general, podríamos decir que constituyen un balance colector de ricas experiencias en lo tocante o en lo referente a la defensa y protección de los derechos y los intereses de los habitantes.

Esta vieja figura que en las últimas décadas ha cobrado un verdadero prestigio universal, a tal punto, señora Presidenta, que desde el 1º de septiembre de 1995 existe el primer ombudsman en el mundo de carácter supra estatal, al haberlo instituido así el Parlamento Europeo, obviamente dentro del marco de la Unión Europea.

Y para algunos los vestigios más antiguos, los antecedentes más remotos de esta figura –aquí se han señalado algunos– nosotros podemos decir que ya en Atenas con el Euthynoi, el Efloren en Esparta, el Defensor Civitatis o Plebis romano; el Sahib Al Mazalim de la época musulmana o el Justicia Mayor de Aragón.

Pero su antecedente más parecido a la figura actual la vamos a encontrar en el Justitie Känsler, creado por el Rey de Suecia en el siglo XVI como un delegado de la Corona cuyas funciones incluían la observancia y la correcta aplicación de las leyes y los reglamentos. Y luego será en la misma Suecia, en 1809, con la sanción de una constitución que de alguna manera receptó en cuanto al Ombudsman esa puja dialéctica entre el Rey y el Parlamento y al amparo de la división de los poderes del Estado, pasó a ser ya no un delegado de la Corona, sino un delegado del Parlamento.

Así nació, entonces, a principios del siglo XIX, en un contexto europeo en donde empezaban a cobrar auge las ideas del liberalismo político y donde las características del ombudsman de esta etapa la podríamos definir como un delegado parlamentario para dar respuestas a las quejas y a los reclamos de los ciudadanos frente a la burocracia, tanto administrativa como judicial.

Vigila la observancia de las leyes y reglamentos, pudiendo incluso citar a juicio a quienes por su parcialidad, favoritismos o por cualquier otro motivo hubiesen cometido actos ilegítimos, arbitrarios o simplemente no hubieran cumplido con la labor a su cargo. Es decir, nace así un mecanismo no tradicional para el control de la administración pública con unas características en su primera etapa de ausencia total de solemnidad en la tramitación de quejas y reclamos ante este organismo. Un carácter, como aquí se ha dicho, no vinculante de sus resoluciones, esto es desprovisto de un clásico imperio jurídico y con amplias facultades de investigación y obligación de presentar al parlamento un informe anual danto cuenta de su labor.

Bien afirma Maiorano que así había surgido para el Derecho Público una figura de rasgos muy particulares que estuvo restringida o encapsulada, por más de un siglo, en el ámbito escandinavo y siendo prácticamente desconocida para el resto del mundo.

Y la evolución, como vamos a ver de esta figura, señora Presidenta, en cuanto a sus atribuciones y características con la que va a ser creada en las distintas etapas, guarda una notable interrelación con las distintas fases o etapas de reconocimiento de derechos y libertades, conforme iba avanzando la cultura jurídica universal. Así vemos una primera etapa con el reconocimiento de los derechos humanos de primera generación o civiles básicos, a la vida, a la integridad física, a la dignidad, a la propiedad en tal estadio del avance del reconocimiento de derechos se corresponde con la etapa del constitucionalismo liberal que se tradujo en el reconocimiento de libertades y garantías que no requerirían ninguna actuación por parte del Estado ni ninguna facultad que fuera necesaria ser actuada por él, sino más bien una abstención o límites del poder como aquí se ha señalado. Es decir, en la primera etapa el ombudsman se ocupa de la defensa de los derechos individuales frente a los abusos, desidias o arbitrariedades de la administración pública.

En una segunda etapa, que se corresponde con la fase del reconocimiento de derechos, ya no en el plano individual con su carácter exclusivo, sino los derechos humanos de segunda generación con un carácter más bien sectorial y con la consagración constitucional de nuevas conquistas que demandarán del Estado ya no esa abstención si no un hacer positivo, una demanda de carácter prestacional; y surgen aquí de la mano del constitucionalismo social los derechos de segunda generación los económicos, sociales y culturales.

Y así las cosas en esta etapa el ombudsman va a añadir a su función clásica de reclamo de morosidad, quejas, etcétera, frente a la administración pública, ocuparse también de los derechos y los intereses de los habitantes en el terreno socioeconómico.

Por último, van a aparecer los derechos humanos de tercera generación, es decir, los derechos de la solidaridad o de incidencia colectiva que obviamente también impactarán en la impronta del Defensor del Pueblo en cuanto a su misión y también en lo que es una suerte de apertura legitimatoria. Y estos derechos, como sostiene Jorge Luis Maiorano, son aquellos que superan tanto el egoísmo y la exclusividad de los derechos individuales como el carácter sectorial de los derechos sociales y se fundan en la incidencia colectiva, como aquí se ha dicho: el derecho a la paz, el derecho a un medio ambiente equilibrado; a la protección de valores culturales e históricos.

Así afirma textualmente Maiorano: “Es el último estadio de este proceso en el cual se ha transitado de lo individual a lo social y de lo social a lo comunitario; en otros términos, del egoísmo, al sector y de este a lo social imbuido de solidaridad, donde el Defensor del Pueblo ya actuará como un abogado de la sociedad, ya no solo será aquel magistrado de persuasión o magistrado de opinión, como lo llamaba aquel juez constitucional italiano, Lapérgola, sino que también será el abogado de la sociedad y otra función importante: un divulgador de los derechos”. La inclusión de la palabra “promoción” dentro del Artículo 1º tiene que ver precisamente con esto: un divulgador, una función educativa en lo que es el plano de los derechos, especialmente de los de tercera generación.

Y es así que en esta última fase de reconocimiento de derechos es cuando aparece esta figura en América Latina, básicamente al influjo del Procurador de Justicia portugués, constitucionalizado en 1975 y muy particularmente el Defensor del Pueblo español, cuya existencia se debe a partir del Artículo 54 de la Constitución española, una figura que ha influido mucho en América Latina y obviamente en nuestro país, en las provincias y municipios que así lo han creado, una figura que es formalmente dependiente de las cortes generales pero que funcionalmente es autónoma de estas y que tiene la misión de velar por los derechos fundamentales frente a las posibles violaciones por los poderes públicos y de sus agentes.

Y en Latinoamérica, será Guatemala la que en 1985 por primera vez implemente esta Institución con el nombre de Procuraduría General de Derechos Humanos.

Y en nuestro país, aquí bien se dijo, a nivel constitucional, como podría decir Sánchez Viamonte, nuevamente han sido las Provincias las que han ido marcando rumbos en el derecho público argentino. Y así iba a ser San Juan, en 1986, el primer Estado miembro de la Federación que incorpore esta figura. Pero no sería justo no mencionar que por primera vez se crea a través de una ordenanza sancionada por el Concejo Deliberante de la ciudad de Salta en 1984 y que luego, en 1985 la ciudad de Buenos Aires, también por ordenanza, creó el Controlador de la Ciudad.

Y a nivel nacional aparece esta figura en 1993, primero por normas infraconstitucionales para luego consagrarse en el Artículo 86 con la reforma de 1994.

Yendo al análisis en particular, señora Presidenta, en cuanto a nuestra posición sobre el texto, nosotros creemos más conveniente ubicar lo que luce como Artículo 2º en el dictamen, como un párrafo más del Artículo 1º. Nos parecía importante que hubiera una mención a la autarquía financiera como la facultad entendida de elaborar y ejecutar su propio Presupuesto, como una cuestión que vendría a reforzar la independencia de esta figura.

También, y aquí de alguna manera se ha dicho en el informe muy ajustado a la realidad que realizó el señor convencional Federik –y agradecemos el gesto que ha tenido en ese sentido–, en cuanto a la misión, nosotros creíamos conveniente, para que quede fuera de toda duda, que nuestro ombudsman también tenga competencia para todo lo que tiene que ver con el accionar de la fuerza policial y del servicio penitenciario, ya sea tanto de lesiones a derechos, o intereses, o de actos, hechos u omisiones, en los que se vean perjudicados terceros, como también y muy especialmente, cuando se trate de hechos, actos u omisiones que lesionen o violenten algún derecho o un interés de los miembros de la fuerza de seguridad y de los miembros del Servicio Penitenciario. En buen romance, esto significa también reconocer un órgano que defienda los derechos humanos de los miembros de estas dos fuerzas.

Nos parecía importante, porque de esta manera también podíamos avanzar en velar por un cumplimiento de normas, principios y prácticas de la buena administración en el ámbito policial y penitenciario, protegiendo los derechos e intereses del personal sujeto a subordinación, donde en estas fuerzas muchas veces el mando no se ejerce como corresponde, por convicción, sino por miedo, por temor al traslado, al arresto o a abusos de todo tipo.

Entonces nos parecía importante para mejorar las prácticas de estos organismos y reconocerles estos derechos o un órgano que vele por sus derechos, también al personal policial. Aquí se ha dicho que tiene estas facultades y así quedará sentado en el Diario de Sesiones de que el Defensor del Pueblo tiene incumbencia en materia de la Policía de Seguridad y del Servicio Penitenciario.

Nos parece importante para coadyuvar a evitar que estas fuerzas y particularmente la de seguridad, pueda caer en la consideración que de ella se hace en otras geografías del país, de Centroamérica y de América Latina, donde se observa a la población que poco a poco se va alarmando doble y simultáneamente, como se ha dicho, por un exceso y por una insuficiencia policial a la vez, porque como esta a veces, ha llegado a no dar más miedo a quienes deberían temerle y ha llegado a inquietar a quienes debería tranquilizar.

También ha quedado claro respecto de los privados, la actuación que tendrá el Defensor del Pueblo, únicamente podrá actuar contra aquellos privados que por delegación o por haber asumido contractualmente alguna obligación, presten servicios públicos o bien algún otro tipo de servicios que los vincule contractualmente con el Estado. Para el resto de los privados, la actuación del Defensor del Pueblo no será en forma directa, sino que deberá incitar los organismos jurisdiccionales.

Tenemos una preocupación, señora Presidenta, respecto de la inclusión de la palabra “prelación”; nos parece que esto va a traer más inconvenientes que beneficios y había problema fundamentalmente en lo judicial. Se ha dicho que la prelación es básicamente o corresponde a las presentaciones judiciales, hablándose de presentaciones simultáneas. Esto puede generar problemas, porque podría vulnerar el principio de igualdad y también preguntamos ¿cómo debería interpretarse la prelación de una acción judicial presentada por el Defensor del Pueblo, en forma simultánea, como aquí se ha dicho?, porque prelación alude a un orden, es una preferencia o una primacía.

¿Cómo debería interpretarse esa prelación, en una presentación judicial del Defensor del Pueblo frente a acciones, por ejemplo, de un amparo para obtener el rápido cobro del salario por parte de un trabajador, o del beneficio previsional en el caso de un pasivo, o una acción por alimentos intentada por el Ministerio Pupilar, o de una persona que lucha, a través de la acción de amparo, para obtener la autorización o habilitación de un transplante de órganos o de una operación quirúrgica de alta complejidad, con riesgo de vida, que promueve este amparo contra una obra social? O también el caso de algún progenitor que acude, mediante la vía del amparo o cualquier otra acción judicial, para lograr la autorización o para impedir un aborto, y cualquiera sea la posición que tengamos sobre este tema.

Y no vamos a hablar, por ahora, señora Presidenta, de los problemas procesales, porque acá se está haciendo referencia a presentación de causas distintas. Después podemos ver, en el tratamiento en particular, que las presentaciones judiciales del Defensor del Pueblo, podrán generar una suerte de litisconsorcio. ¿Cómo va a quedar la prelación, cuando hay un litisconsorcio, a partir de esta –decíamos hoy– apertura legitimatoria? Ya existe en la Constitución Nacional, y va a ser seguramente consagrada en nuestra Constitución, la facultad, la posibilidad de promover estas acciones por parte de asociaciones civiles, organismos no gubernamentales, en el marco de la tutela de los derechos colectivos y los intereses difusos, donde cada vez más se observa el afianzamiento de esta apertura legitimotaria, tanto para el ejercicio de pretensiones resarcitorias como para las preventivas.

Entonces, nosotros abogamos para suprimir esta frase que entendemos, respetamos y sabemos cuál ha sido la intencionalidad de incluir esta oración a continuación de la legitimación activa, pero que va a traer graves problemas.

También, señora Presidenta, vamos a decir que no compartimos que el criterio de designación sea a través de la Asamblea General y por el voto de la mayoría absoluta. Este tema aquí se ha dicho, y dicho bien, con la cuestión de la reelección. Fuimos nosotros, en un proyecto que presentamos y planteamos en comisión, quienes afirmamos, siguiendo a Quiroga Lavié, de que si teníamos un servidor público, de empinada jerarquía moral y de eficiencia al frente de una Defensoría del Pueblo, no veíamos razones atendibles para cercenar la posibilidad de que continuara al frente de la misma. ¿Pero por qué? Porque decíamos que el criterio selector de los dos tercios de los miembros de cada Cámara era una garantía de que íbamos a proceder a elegir a la persona correspondiente para el cargo. Una cosa va de la mano de la otra. Que pueda ser reelecto en forma inmediata, no tendríamos inconveniente, en la medida de que hubiera una mayoría cualificada para proceder a su designación.

Por último, para ir concluyendo, y a ver si tenemos el buen tino de superar en brevedad a la exposición del señor Presidente de la comisión, vamos a decir, señora Presidenta, que la figura más conocida para los entrerrianos en esta materia, sin lugar a dudas, es la figura del Defensor del Pueblo nacional.

Aquí corresponde que hagamos un reconocimiento a las dos personas que han estado al frente de este instituto, que han ocupado el cargo a partir de su creación. Pero también vamos a admitir una equivocación personal –perdón por esta suerte de digresión–. Cuando se creó no apostábamos ni un ápice a que esta figura se iba a conducir como lo ha hecho en definitiva: con total independencia del poder político, con ecuanimidad y con objetividad. En 1994 pensábamos de esta manera, seguramente influidos por la realidad de la década del 90, cuando se desguasaron todos los organismos de control, cuando se debilitó al extremo a la República, se afectó la independencia de los poderes, particularmente del Poder Judicial, y a manera de republiqueta, señora Presidenta, tuvimos en el país simultáneamente a los Presidentes de los tres Poderes: al titular del Senado, al titular del Poder Ejecutivo y al Presidente de la Corte Suprema de Justicia, vinculados, no solamente por la procedencia u origen, sino por lazos familiares y societarios a través del ejercicio de la profesión de abogacía. En ese marco no teníamos ninguna confianza en que se cumpliera dignamente la función del Defensor del Pueblo. Nos equivocamos y lo decimos acá.

Vaya, entonces, nuestro reconocimiento al doctor Maiorano. Personalmente nos consta su actuación, ya que cuando ocupamos una banca en el Concejo Deliberante de la Municipalidad de Diamante, junto a muchos vecinos, promovimos la defensa de un predio que probablemente sea el de mayor riqueza de la provincia de Entre Ríos por su biodiversidad: el Campo Nacional Sarmiento, colindero al Parque Nacional Pre-Delta. Interpusimos un amparo para evitar la deforestación. También, cuando el Ministerio de Defensa quería privatizar este predio promovimos acciones ¿y a quién recurrimos? Al Defensor del Pueblo, y el doctor Maiorano prestamente pidió los informes y dictó sus recomendaciones: aconsejó al Ministro de Defensa que se abstuviera de privatizar este predio y aconsejó también que fuera anexado al Parque Nacional Pre-Delta.

En función de este reconocimiento y ante la incorporación de esta figura en el ámbito provincial, hoy hacemos votos, apostamos a que esta institución funcione. Hemos trabajado –como aquí se ha reconocido, agradecemos ese gesto– en la comisión. Se puede dar fe que sin reservas, sin especulaciones de ninguna clase, expresamos nuestra crítica y formulamos nuestra propuesta. De ahora en más esperamos que la Legislatura sancione la mejor de las leyes orgánicas para la Defensoría del Pueblo, que exprima los empinados criterios para la selección de quien será el primer Defensor del Pueblo de Entre Ríos, quien de seguro dejará su impronta personal en esta institución.

Concluyo: personalmente nos equivocamos en 1994 respecto de las expectativas negativas que teníamos sobre el Defensor del Pueblo; los resultados positivos vinieron a contradecirnos. Hoy que apostamos a que esta institución va a funcionar con independencia eligiendo el mejor de los titulares dentro de lo que se pueda, sería lamentable que nos equivocáramos de nuevo, pero esta vez a la inversa: que se vean malogradas la ilusión y la confianza que tenemos en que este órgano sirva para mejorar la vida y los controles de todos los entrerrianos, porque se designe a quien no tenga la estatura moral para estar al frente, porque se designe a un obsecuente, porque se conchave a algún amigo que no cumpla las funciones de contralor con independencia del poder político.

Señora Presidenta: los convencionales que integramos la comisión, y seguramente el resto de los pares, aspiramos a que el Defensor del Pueblo de la Provincia de Entre Ríos cumpla sus funciones con independencia del poder político.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra la señora convencional Haiek.

SRA. HAIEK – Para ser breve voy a omitir todas las consideraciones históricas y de antecedentes. Con respecto al texto nosotros hemos llegado felizmente a un consenso dejando aclarado que el proyecto de la Coalición Cívica-Partido Socialista –Expte. Nro. 364–, por un error involuntario seguramente, ha sido omitido en el encabezamiento.

Señalamos la aceptación, con disidencias parciales, que tienen que ver con la incorporación de “la autarquía” junto a la autonomía funcional, porque entendemos que son dos conceptos distintos. No voy a abundar en la definición, pero sí en la caracterización porque autarquía tiene que ver con la facultad justamente de darse su administración y gobierno lo que coloca al Defensor del Pueblo con otra visión más reforzada de los poderes que ejerce, justamente por ser un órgano de control. Que ejecute, administre su propio Presupuesto y que pueda designar su personal, consideramos que es esencial y eso estaría dentro del concepto de autarquía funcional. Lamentamos que no haya sido incorporado, pero esperemos que en la práctica esto sea respetado.

Celebramos el concepto amplio de “intereses” y el concepto amplio de “Administración Pública” que se tuvo en cuenta al redactar este primer artículo.

Hacemos la salvedad de incluir a “la función administrativa pública” como parte complementaria de la Administración Pública. Esto no es antojadizo, está en la Constitución Nacional y tiene su razón de ser en el proceso mismo del cumplimiento del ejercicio de la función pública. Sería la tercera etapa de la función donde al principio se consulta, luego se ejecuta y por último se controla con la consecuente responsabilidad. Por lo tanto consideramos que la participación del Defensor del Pueblo, en esta tercera etapa, es muy importante y nos hubiera gustado que la frase “función administrativa pública”, complementaria de “la Administración Pública” haya sido incorporada en el texto.

Respecto del Artículo 2º, cuando refiere a la legitimación procesal, hubiéramos preferido que la palabra “activa” no esté consignada.

Con respecto a que las actuaciones son gratuitas dice el texto: “…para el ciudadano que las requiera”, preferimos que diga: “para todos los habitantes” donde también quedarían incluidos los extranjeros que bastantes problemas tienen respecto de la Administración Pública, siendo que le son reconocidos otro tipo de derechos y quedar excluidos sería una cuestión sin sentido.

Con respecto al tercer párrafo, nosotros no estamos de acuerdo y coincido con el doctor Federik en el sentido de que han sido arduos los debates, no sostenemos la  designación por la Asamblea General, sino los dos tercios de ambas Cámaras. También se trataron otras formas de elecciones no propuestas por nuestro bloque pero sí por otros proyectos donde la forma de elección era popular, concepto que fue dejado de lado, pero nosotros consideramos que la mayor representatividad del sector popular, está dada justamente en la Legislatura, así que proponíamos una mayoría calificada de dos tercios de ambas Cámaras y presentes, de manera tal de hacerlo estricto porque entendemos que su designación era un hito importante.

Con respecto a esta segunda parte del artículo, nuestras objeciones tienen que ver también con “la reelección”, dado que consideramos que se debe limitar por una sola vez la reelección, eso hace al principio republicano y consideramos que perpetuarlo en el poder por más bueno que sea no es saludable para el ejercicio de esta función de contralor. Así lo entiende la propia Constitución Nacional, la de la Ciudad de Buenos Aires, la de La Rioja, la de Río Negro y la de Tucumán, por eso es que pensamos que recolectando toda esta experiencia podía ser interesante que se le pusiera el límite de una sola vez.

Nuestro proyecto contemplaba una expresión de deseo para la ley que reglamente esta figura a la cual le damos la bienvenida con mucha satisfacción. Lo que nosotros le pedimos a esa ley es que contemple la creación de un Centro de Mediación y la creación de un Centro de la Salud. El Centro de Mediación serviría como instrumento para el ejercicio de la función, no de control sino en la parte de resolución de conflictos y para evitar que se judicialicen conflictos menores, impidiendo la escalada de los mismos, para que tengan pronta solución.

Otro instrumento es el Centro de la Salud, el Defensor de la Salud como lo entendieron algunos proyectos presentados en otras Provincias como la de Corrientes, donde ellos preveían un defensor de la salud aparte, separado. Nosotros creemos que esto está incluido dentro de la función de la Administración Pública y dentro de las funciones administrativas públicas y consideramos que por la especificidad de la problemática que trata tanto la prestación de servicios de salud como las obras sociales, la ejecución y seguimiento de los planes oficiales, HIV, oncológicos, celíacos e infinidad más, tendrían una respuesta rápida, inmediata y oportuna a su problemática y a través de este centro se canalizaría con mayor eficiencia la función del Defensor del Pueblo.

Éstas en resumen son las objeciones que nosotros humildemente le hacemos a este proyecto que hemos consensuado, que adelanto vamos a votar y que celebramos desde ya que esté en nuestra Constitución.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Pesuto.

SR. PESUTO – Señora Presidenta, en realidad era para reiterar algo que dije hoy con relación a la imposibilidad de la Asamblea General de designar al Defensor, pero prefiero resignar mis palabras y cederle el lugar al doctor Marciano Martínez que es de nuestro grupo y coautor del proyecto junto conmigo.

SRA. PRESIDENTA (Romero) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Voy a hablar con la personería que me otorga el Reglamento, que dice que también van a hablar los miembros informantes del despacho de minoría. Yo soy uno de los coautores del despacho de minoría, esta es mi personería.

Bueno, hemos llegado a un tiempo en el que tengo que hacer un gran esfuerzo para prestar atención, para escuchar. Hoy estábamos hablando con Alasino que estábamos a punto de perder el quórum. Los Legisladores dicen que este es el tiempo en que se habla para los taquígrafos. Los taquígrafos generalmente están cansados de tanto escuchar a los Legisladores. Espero que yo no les produzca ese efecto.

La figura del Defensor del Pueblo merece nuestra atención y merece la participación activa y militante nuestra, máxime de la mayoría. Mayoría que debe saber que hay dictámenes en minoría que abarcan, prácticamente, toda la gama de la oposición.

En lo referente a nuestro bloque, Viva Entre Ríos, tenemos dos o tres divergencias que para nosotros son fundamentales. En primer lugar, hoy hablábamos de que una técnica que se ha utilizado para que naufraguen las instituciones constitucionales es mandarlo a la Legislatura. Por ejemplo, la carrera administrativa hace setenta y cuatro años que espera y no se ha sancionado la ley. ¿Por qué? Porque hay intereses de política partidaria que no quieren que haya una carrera administrativa.

Otra de las técnicas que se utiliza para que las instituciones no tengan vigencia, no tengan eficacia, es la de no crear las condiciones de idoneidad para que realmente la institución funcione. Si yo pongo una persona no hábil para pilotear un avión, es muy posible que ni siquiera despegue. La idoneidad, dice nuestra Constitución de hace más de ciento cincuenta años, es la base de la función pública. ¡Qué importante! Estamos a punto de derogar ese artículo de la Constitución Nacional pero no es motivo de este debate.

Pensamos nosotros que el Defensor del Pueblo debe reunir las condiciones para ser Vocal del Superior Tribunal de Justicia, fundamentalmente por su idoneidad que está dada por la profesión.

Si nosotros analizamos las funciones y el objeto del Defensor del Pueblo, veremos que tiene una función de abogado. Por eso se llama Defensor. Pero no del saber jurídico cualquiera, sino del más alto nivel del saber jurídico, que es el saber jurídico de los derechos humanos de las garantías constitucionales, de los derechos constitucionales que han aflorado últimamente, que han tenido vigencia en el mundo y en nuestro país a partir de hechos que son desgraciados, los derechos humanos no tuvieron vigencia. Por lo tanto, esa exigencia es básica y elemental: deben ser abogados, pero no solamente que el título lo habilita sino que lo debe habilitar, como dicen muchas legislaciones, del más alto nivel del derecho. Eso lo dicen los organismos internacionales, no cualquier abogado, sino abogados que reúnan requisitos para poder ejercer su profesión en el más alto nivel como corresponde a estos derechos y garantías.

Pensamos que si no le ponemos el título de abogado en su máxima expresión del saber jurídico, podemos perturbar la función, podemos provocar que el Defensor del Pueblo no ejerza lo que nosotros queremos que haga, es una posibilidad, es un peligro.

En el año 1994, en plena Convención Constituyente, el coinformante del dictamen mayoritario, el doctor Masnatta, se preguntó: ¿qué es el Defensor del Pueblo? Para decirlo en un término inteligible es, nada más y nada menos, el abogado de la sociedad. La más añosa denominación es la que marcó su nacimiento en la experiencia sueca en el siglo pasado: ombudsman. No era un hombre caprichoso sino que significa “hombre que da trámite”. El Defensor del Pueblo debe ser un abogado.

En nuestro país, en la Ley Nro. 24.284 y sus modificatorias, dispone que para ser Defensor del Pueblo adjunto, se necesita ser abogado con ocho años en el ejercicio de la profesión como mínimo. Este apuntala a la condición de abogado del defensor. Los adjuntos deben ser abogados. ¿Para qué? Para que si el ombudsman o Defensor del Pueblo no conoce bien el Derecho tenga al ladero que le va a indicar el camino a seguir. Por eso esa cláusula que no va a recibir instrucciones de fuera de él, es una cláusula que solamente sirve en la medida en que el Defensor del Pueblo sea abogado.

–Ocupa la Presidencia su titular, señor convencional Busti.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – La Constitución de muchos países como Ecuador, dispone que el Defensor del Pueblo reunirá los mismos requisitos exigidos para ser Magistrado en la Corte Suprema de Justicia. La República de Perú, dispone que para ser elegido Defensor del Pueblo se requiere haber cumplido 35 años de edad y ser abogado. En Colombia establece en su Artículo 3º que el Defensor del Pueblo deberá reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado en la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de la Corte Constitucional o del Consejo del Estado. Es decir, el más alto nivel de la abogacía.

Muchos, como en la Convención de Venezuela, no solamente se exige ser abogado sino que tenga una manifiesta y demostrada competencia en materia de derechos humanos. Se exige acá la versación a competencia en materia de derechos humanos que es el mayor saber. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos también se exige el mismo requisito: la mayor excelencia en el saber jurídico.

Por lo tanto, queremos decir con claridad que si queremos que este organismo sea eficaz, sepa qué es lo que tiene que hacer y actúe en consecuencia, el Defensor del Pueblo tiene que ser abogado, el mejor abogado.

Méjico, que ha dictado la ley constitucional de creación de la Comisión Nacional de Derechos Humanos, menciona como requisito para ser presidente de esa comisión, que reúne casi las mismas funciones que el Defensor del Pueblo, tener preferentemente título de licenciado en derecho.

Estos son, entonces, los requisitos que se exigen en el mundo. Además nosotros hemos hecho referencia a defensores del pueblo que no creíamos que podían actuar con libertad, con sabiduría, con independencia, y lo supieron hacer ante la sorpresa de quienes pensaban que no podían hacerlo; esas personas eran, precisamente, abogados.

Esta es una de las disidencias. La otra disidencia está referida a la forma de cómo se elige. Nosotros sostuvimos que el Defensor del Pueblo es elegido con el voto de las dos terceras partes de los miembros de cada una de las Cámaras, acá el proyecto ha salido con la simple mayoría de la Asamblea Legislativa; por eso es acertada la propuesta del convencional Pesuto de que al Artículo sobre la Asamblea Legislativa habría que agregarle esto.

El Defensor del Pueblo es un órgano de control y tiene que tener una legitimación social importante, por eso necesita el mayor consenso en la Legislatura. Si nosotros le damos como condición para su elección la mayoría simple, vamos a posibilitar que el controlado elija al controlador, porque mayoría simple va a tener siempre el Gobernador en la Cámara de Diputados; nosotros sabemos que el Artículo 51 de la Constitución asegura al Poder Ejecutivo la mayoría simple de la mitad más uno de los diputados; por lo tanto, ya en una de las Cámaras se asegura el Gobernador la elección del Defensor del Pueblo. Y eso no es muy bueno, ni siquiera bueno, para una persona que va a ejercer un control tan importante.

La Constitución Nacional en su Artículo 94, que el señor Presidente, doctor Busti, votó, él votó por dos tercios, por eso en su proyecto está dos tercios; yo no le hago ningún reproche, señor Presidente, porque yo creo que la gente puede cambiar su posición; ahora, no sé si el señor Presidente ha cambiado o le han cambiado el proyecto. Pero bueno, uno de los antecedentes que yo tenía para hablar de los dos tercios era el del proyecto del señor Presidente de la Convención. La Constitución nacional exige dos tercios, lo votaron todos los convencionales. La Constitución de Córdoba habla de dos tercios de los miembros reunidos en Asamblea para nombrar al Defensor del Pueblo. En la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se habla de dos tercios de sus miembros en sesión especial y pública convocada al efecto.

La Constitución de la provincia de Buenos Aires, dice: “Será nombrado y removido por la Legislatura con el voto de las dos terceras partes de los miembros de cada Cámara.”

Entonces, ¿por qué acá reducimos las exigencias que son tan importantes para darle legitimidad al Defensor del Pueblo? ¿Por qué lo hacemos? ¿No creemos en el consenso? ¿No hablamos permanentemente del consenso? ¿No hablamos permanentemente del pluralismo? ¿No hablan algunos sectores de la Doctrina Constitucional, de que los órganos de control muchas veces deben ser nombrados o promovidos por las minorías? ¿Por qué la mayoría se asegura el nombramiento? ¿Cuál es el interés? ¿No se cree más en el pluralismo? ¿No se cree más en el consenso? ¿Es muy difícil conseguir el apoyo de otros sectores para nombrar el Defensor del Pueblo, o acaso en la Constitución Nacional no hay órganos de control designados por la minoría? ¿No hemos aprendido eso? ¿No nos interesa? ¿Queremos reafirmar nuestra mayoría? ¿Queremos ser hegemónicos? ¿Por qué?

No es bueno eso, no es bueno porque este es el primer órgano de control, ya van a venir otros órganos de control y cuando queramos pedir que los próximos órganos de control sean designados por la minoría, ¿quién nos va a escuchar? Cuando digamos que los próximos órganos de control sean designados por una mayoría agravada en la Legislatura, evidentemente no nos van a escuchar. Porque éste es, señores, el primer ejemplo.

Hoy vinieron por la Defensoría del Pueblo, para obtener con el mínimo esfuerzo el nombramiento de él. Mañana, al igual que hoy, van a venir por la designación de los otros órganos de control.

SR. CARLÍN – Pido la palabra, señor Presidente, para hacer una moción de orden.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Los señores convencionales –de las distintas bancadas representadas en esta Convención– han expresado los fundamentos de la disidencia que tienen con relación al proyecto presentado, sin que haya concretamente un despacho en términos técnicos marcando la disidencia sino a través de la expresión verbal de los señores convencionales que reiteran lo discutido en comisión.

Yo creo que la Convención ha tomado nota de las distintas posiciones, motivo por el cual entiendo que están dadas las condiciones para proponer el cierre del debate con los oradores que ya están anotados, de tal manera que así hago la moción concreta, para que culminado el mismo pueda producirse la votación pertinente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Concretamente, señor convencional, están anotados los convencionales: Allende de López, Alasino, Barrandeguy y Federik.

Pongo a consideración la moción formulada por el señor convencional Carlín, en el sentido del cierre de debate. Los señores convencionales que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Allende de López.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Pido la palabra, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Convencional Martínez, ¿quiere hablar de nuevo?

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Es para hacer una aclaración al convencional preopinante.

En la Foja 26, está la constancia, donde las partes disidentes, decimos que vamos a explicar y fundamentar en el plenario. Así se hizo, porque hubo buena voluntad, a partir de la Presidencia que ejerció el doctor Federik, porque incluso nosotros expresamos...

SR. PRESIDENTE (Busti) – Así es, señor convencional. Así es, y si me lo permite, voy a leer lo que dice. “Quiero dejar constancia que estoy de acuerdo con el dictamen del proyecto en general, en cuanto crea la Defensoría del Pueblo, pero tengo disidencias parciales, que serán explicadas y fundamentadas en el plenario”.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Eso quería transmitirle.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Allende de López.

SRA. ALLENDE (Clidia) – No voy a hacer mención a las coincidencias que hemos tenido todos en cuanto a la creación de este organismo de control acerca de la función que tiene. Solamente voy a hacer mención a las disidencias, como recién mencionaba.

Es en la forma de elección del Defensor o la Defensora del Pueblo, y esto lo digo porque si éste es un organismo de control, señor Presidente, es necesario que no responda al poder político de turno, sino que sea elegido de acuerdo a como lo dice nuestro sistema republicano, en donde las mayorías gobiernan y las minorías son las que deben controlar. Y es así porque así lo decide el pueblo. Por eso, en la propuesta que hago en un proyecto que presento y que ingresó hoy, digo que el Defensor o la Defensora del Pueblo, debe ser elegido en la Legislatura, pero a propuesta de los partidos de la oposición de la Legislatura.

Por eso, señor Presidente, en general, nuestro bloque va a votar esta reforma, pero en el Artículo 3º, que se refiere a la forma en que será designado el Defensor del Pueblo, este bloque va a votar en contra, porque no está de acuerdo en la forma en que se elige –como está en este proyecto– el Defensor del Pueblo.

Sigo insistiendo, sería importante, como lo expresaron muchos constitucionalistas después que se aprobó la reforma de la Constitución Nacional en el año 1.994, que hubiera sido interesante que el Defensor o la Defensora del Pueblo fuera a propuesta de las minorías parlamentarias.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Alasino.

SR. ALASINO – Cuando fui invitado a la comisión a agregar algunos fundamentos a mi proyecto, que en ese carácter hablo, decía que uno de los efectos negativos de la aparición del Estado social de derecho, como contracara del Estado liberal, era que de pronto se habían extendido enormemente las actividades de la administración pública. La administración había empezado a adquirir un carácter netamente intervensionista. Entonces, de lo que se trataba o el gran tema de la época, era cómo se hacía para controlar la administración pública. Y en esto se inscribe el tema del Defensor del Pueblo.

El Defensor del Pueblo es, tal vez, en mi opinión, la institución por excelencia del sistema parlamentario, porque realmente tuvo su origen, como bien lo dijo el doctor Federik, en los países donde no hay ninguna duda de que el sistema parlamentario prácticamente puro ha sido la forma de gobernarse durante mucho tiempo, durante muchos años. Y como en esos países estaba netamente separada la administración pública de la de gobierno, tenía mucho más color que hubiera un Defensor del Pueblo que controlara la Administración Pública. Cualitativamente la institución cambia cuando la adopta Dinamarca, porque en Dinamarca, como en nuestro país y como en el derecho continental, se confunden las acciones de gobierno y de administración, y entonces ahí sí de pronto aparece esta institución que ya está hablando de todos los actos de gobierno y de toda la Administración Pública.

Creo que ese es el sentido que de alguna manera tiene en origen esta figura. Esta institución se adopta en algunos países latinoamericanos, como Perú; luego se incorpora a las Constituciones de La Rioja, de Córdoba y de San Luis, y después recala en la Constitución nacional... Yo me hago cargo de algunos errores de la década del 90, pero después el miembro informante del dictamen de minoría, el señor Monge, me va a tener que explicar cuál es la diferencia entre que a YPF la tengan españoles, brasileros o Eskenazi, amigo de Kirchner y dueño del Banco de Entre Ríos; cuando él me explique la diferencia entre Eskenazi, entre los brasileros y entre los españoles yo voy a entender la diferencia sustancial que hace que con unos esté mal y con otros esté bien. Lo vamos a dejar para discutirlo después. Pero lo cierto es que en el tema que nos ocupa se trata de que la Administración Pública tenga control, que tenga un nuevo control.

Con todo respecto, me parece que la redacción propuesta por el dictamen de mayoría repite la tautología que contiene la Constitución nacional. Digo esto porque tautológico es hablar de autonomía plena y seguir diciendo que no recibe instrucciones de nadie. Estuvo mal decirlo en la Constitución nacional y está mal decirlo en la Constitución provincial; no hace falta que esté, porque una cosa supone necesariamente la otra.

Me parece también que se ha dejado algunos nichos en los que no puede estar ausente el Defensor del Pueblo. En mi proyecto, con más tino, más en general, yo hablaba de Administración Pública, Administración Centralizada y Administración Descentralizada. La fórmula que elige la comisión va a tener que explicarla muy bien, primero porque habla de la Administración Pública, seguidamente de prestadores de servicios públicos o privados... Me parece que lo que debería decir es servicios públicos prestados por particulares, porque en los servicios privados no se puede meter el Defensor del Pueblo. Pero acá falta un tema central: ¿qué pasa con los organismos descentralizados del Gobierno?, ¿no los alcanza?, ¿no puede pedir informes a Sidecreer, al IAFAS, a la CAFESG, al Túnel o al Instituto del Seguro?, ¿tiene que limitarse a la Administración Central? A mí me da la impresión que si lo que se quiere es dar al Defensor del Pueblo esas atribuciones, la redacción es insuficiente. Deberían poner, si quieren, Administración Centralizada y Descentralizada, o si quisieran ser más específicos, detallar a donde puede ir legitimado con su acción a pedir informes; salvo que no se quiera hacer así, entonces sí –en mi opinión– quedan excluidas.

En otro tema, coincido con lo que dijo un convencional preopinante en el sentido de que hay que cambiar la palabra ciudadano por habitante, porque en este país ciudadano se es a los 18 años o 21 años, según como se tome, y debe ser naturalizado y por nacimiento. Me parece que es muy restrictivo, no es el sentido del instituto; creo que eso debe cambiarse, porque me da la impresión de que no ha sido la intención de los que redactaron este proyecto acotarlo de esta forma.

Hablando concretamente, es lo que apuntaba el doctor Pesuto y el doctor Marciano Martínez, y a mí también me parece que hay que sacar “Asamblea General” porque de lo contrario tendríamos que hacer una reconsideración del Artículo 92, volver para atrás y agregarle y ponerle “la mayoría especial en cada una de las Cámaras”.

Por otro lado me parece atendible que sea removido por juicio político y creo que también debería la comisión tratar de revisar la designación, en primer término porque si lo que se intenta es que estos funcionarios lleguen con el mayor consenso posible y la forma de hacerlo es la democracia participativa, es el número, entonces lo que hay que aumentar es la mayoría.

Me parece, señor Presidente, que para que esto sea el instituto que todos pretendemos que sea, hay que hacerle algunas correcciones porque de nada va a valer que me expliquen acá, que sí, que están incluidos, porque va a pasar como esa discusión parlamentaria del 33 cuando se planteaba hasta dónde alcanzaba la incompatibilidad; nunca se cambió la ley, hay que cambiarla acá, porque no alcanza que digamos que el miembro de la comisión diga que está comprendido.

Entonces sugiero que a la Administración Pública se le ponga “centralizada o descentralizada” y que se ponga “servicios públicos prestados por particulares” porque no me cierra del todo un servicio privado, no entiendo ¿de qué se habla? ¿de la limpieza de la Casa de Gobierno, por ejemplo, que se tercerice? ¿de qué se habla?

La verdad es que no conozco o, por lo menos, necesitaría tener precisiones sobre lo que estamos hablando porque además me da la impresión que este no es el alcance que queremos que tenga el Defensor del Pueblo.

Por eso, señor Presidente, cuando usted someta a consideración, en particular, los artículos vamos a intentar que la comisión realice alguna parte de la redacción en función de que quede, en nuestra opinión, mejor redactado y más comprensivo de la idea que quiere tener la Convención del Defensor del Pueblo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – En verdad es una lástima que algunas de las exposiciones más sabrosas e interesantes se hayan realizado en una hora tan avanzada.

Creo que, tanto el señor Presidente como el señor Vicepresidente que informaron, nos han enriquecido, nos han ilustrado, nos han redoblado la confianza que tenemos en que la redacción que se está proponiendo para aprobar es absolutamente aceptable por esta Convención.

Quiero, señor Presidente, sin repetir nada de todo lo que se ha dicho a favor del comisionado del Congreso, de las incontestables razones que se han enunciado, hacerme cargo de algunas objeciones que también se han señalado, no con el propósito de refutarlas de una manera contundente.

Creo que bien nos haría recordar algo que decía el general Perón, en ejercicio de su tercera presidencia y unos meses antes de morir, cuando visita la Confederación General del Trabajo. En un discurso memorable señala en pos de la unidad de los argentinos, detrás de su modelo argentino para el proyecto nacional, que razones tenemos todos, pero ninguno tiene la verdad porque la verdad es un conjunto de razones.

No nos vendría mal recordar esta circunstancia ante las exposiciones encendidas de algunos señores convencionales que reiteran un procedimiento que personalmente desapruebo, porque esta Convención no lo merece, el bloque que integro tampoco y el esfuerzo que en la Convención se ha hecho no para encontrar gestos, señor Presidente, los gestos no son el rostro del cinismo, pero tampoco son la decisión profundamente convicta acerca de que debemos aceptar algunas cosas, sino para encontrar puntos sólidos de acuerdo que sostengan esta institución indeleble tras el paso de los años, digo, no se advierte ni se valoran esas actitudes de concordia, de espíritu abierto y críticas con respecto, no de lo que dicen los demás, sino de lo que dice uno mismo.

Otras veces nos amonesta, no voy yo a incurrir en el error en que incurrí en la primera sesión de ofuscarme, sino que voy a expresar la mayor de las comprensiones hasta ese tipo de conductas que en verdad lo que trasuntan es una soberbia altanera e intolerable hacia argumentos que no se pueden refutar. Señor Presidente, no son malos ni buenos los argumentos que sostenga la mayoría o la minoría, son buenos porque nos persuaden y son malos cuando no consiguen nada más que fastidiar.

Alros, uno de los pioneros de la escuela sociológica del derecho, decía en un trabajo maravilloso que se llama "Sobre el ser de la Justicia", que una de las condiciones antropológicas del ser humano, una noción que distingue al ser humano de las cucarachas y de las piedras, es aquella capacidad de aceptar mediante las argumentaciones, que uno está equivocado. Ni las mayorías ni las minorías, señor Presidente, pueden hacernos abandonar esta condición antropológica que distingue a la condición humana de las condiciones minerales y animales restantes.

Con ese espíritu, señor Presidente, y con el deseo de encontrar nuevos puntos de coincidencias para hacer más sólido este consenso, yo examino estos argumentos, pero haciéndonos cargo de que aquí no ha habido ningún capricho, señor Presidente. Aquí ni siquiera ha habido un despacho de minoría ─que debe ser por separado, señor Presidente─ y sin embargo se dicen algunas cosas; algunas de ellas se dijeron con toda lealtad en el marco del debate que encaramos y llevamos adelante con la Presidencia y la Vicepresidencia de los señores convencionales Federik y Monge, que a mí me hizo sentir no sólo orgulloso sino privilegiado, señor Presidente, me considero privilegiado por haber escuchado estos argumentos, estos cambios de razones, otros no tanto, pero bueno, aquí es donde está quedando para quienes vengan a interpretar lo que en definitiva aprobemos, el registro auténtico, aquí está la versión taquigráfica, entonces debemos decir algunas cosas que allá dijimos y no hemos sostenido todavía.

Dice el convencional Monge -y en esto he coincidido con él y quiero señalar que en mi leal inteligencia, la propuesta en este aspecto del señor convencional Monge está comprendida en el texto que pedimos que se apruebe- que él hubiera querido ver consagrada las atribuciones del ombudsman carcelario y policial.

Creo que tiene absolutamente razón, señor Presidente, creo que cuando a las dos de la mañana en algún conjeturado, para no hacer ninguna alusión personal irresponsable, en algún conjeturado penal de alguna remota y más conjeturada provincia, el personal penitenciario con violencia hace una requisa y obliga a participar en ella al personal penitenciario que no está de acuerdo y lo obliga a participar para hacerlo cómplice, encubridor o coautor. A veces a las dos de la mañana no hay ninguna autoridad, señor Presidente, que pueda estar allí. No hay ninguna autoridad. Y lo mismo cuando en algunas comisarías –sigo conjeturando, señor Presidente– de una remota Provincia, en alguna comisaría alejada de la capital, a las cuatro de la mañana se detienen menores y se los somete a tratos vejatorios frente a personal inexperto que, entrado allí bisoño, y se lo obliga a participar para hacerlo también coautor de esto, tampoco hay ninguna autoridad.

El Comisionado del Congreso, señor Presidente, que nosotros estamos proponiendo se designe con la mayoría de los votos de la Asamblea Legislativa, tiene estas atribuciones. Debemos decirlo, yo no creo en las interpretaciones auténticas, en esto soy como el doctor Federik, me parece que las interpretaciones auténticas generalmente desnaturalizan y obstaculizan una interpretación sistemática, que es la que consigue que un texto aprobado ciento cincuenta años después se enriquezca con las nuevas visiones y los cambios del mundo, y de la vida. Pero si esta interpretación auténtica puede ser útil a algún profesional dentro de algunos años, queremos dejar claramente señalado aquí, o algún funcionario celoso de estos temas, queremos dejar claramente señalado aquí, que estas funciones están comprendidas en el texto que hemos aprobado. Perdón, que hemos aprobado la mayoría de la comisión y ponemos hoy a consideración de este pleno.

Con respecto a la palabra “prelación”, yo creo que complica. Pero, señor Presidente, digámoslo con franqueza, los que tenemos muchos años en el ejercicio de la abogacía, para no quedar como tontos de capirote ante la historia, ¿cuál es la norma, señor Presidente, que no genera, en su aplicación concreta, problemas interpretativos? Decía la vez pasada, el señor Presidente Federik tiene algo escrito y yo se lo he leído y me ha gustado mucho, que esta servidumbre napoleónica a los textos, que los textos digan todo lo que tienen que decir y que nadie hable más por ellos, que las palabras de la ley sean lo único que puedan aplicar los Jueces, son la mejor forma de auspiciar una interpretación conservadora y regresiva de las normas jurídicas. Son las formas de endurecerla, son las formas de que la savia vital que debe circular por ellas, atrapada de los cambios y las contradicciones sociales, se obture, señor Presidente. Trae algunos problemas.

Confío que los Jueces van a entender que la prelación no significa que no tratemos el amparo del trabajador que viene angustiado por no haber cobrado su salario. Confiemos que la Justicia entienda que la palabra prelación es muy similar a la que se le da en derechos reales a las inscripciones registrales. Que la palabra prelación asuma el alcance que esta mayoría de la comisión le ha querido dar, cuando entendió que prelación simplemente significaba una decisión administrativa. “Tratemos esto hoy que es urgente y mañana sigamos con las otras cosas”, señor Presidente. Esta es la interpretación y quizá pudiera no ser una palabra feliz, una expresión feliz, quizá pudiera ser, pero con toda franqueza quiero decirle, señor Presidente, no le proyecta ninguna sombra a esta verdadera arquitectura transformadora de la realidad institucional, en la proyección del ejercicio y el control del ejercicio de los derechos fundamentales a la institución que estamos proyectando. De ningún modo, señor Presidente, es un dato menor. Las constituciones están llenas de datos menores que, incluso, los toleramos hasta con alegría a cambio de las ventajas que significan esas disposiciones en la vida concreta de los argentinos y de los entrerrianos.

Se ha hablado también, y el señor convencional Monge lo ha sostenido un poco elípticamente, pero la señora convencional Haiek lo ha dicho con más precisión, que ella hubiera querido ver la expresión “autarquía financiera”. Yo le quiero decir con franqueza, señor Presidente, a mi me hubiera gustado, como en algún proyecto lo tengo por allí, el ombudsman, el Comisionado del Congreso, el Defensor del Pueblo proyecta su propio Presupuesto y lo ejecuta. No hubo consenso para esto y aparece la misma palabra que tiene el mismo concepto, que es una novedad, que incluso algún experto en derecho administrativo podría considerar una herejía: autonomía funcional. Porque en verdad la autonomía es un concepto político. ¿Qué es lo que significa la autonomía? La autonomía es una potestad legislativa, es la potestad de darse a sí mismo las leyes. Autarquía es la posibilidad que uno tiene de administrarse de acuerdo a lo que solo, de acuerdo a lo que otra ley aprobó.

Cuando decimos autonomía funcional, estamos dándole mucho más de lo que yo personalmente me he propuesto con el tema: prepara su Presupuesto y lo ejecuta, porque le estamos dando el mismo status que tiene el Consejo General de Educación y mucho más, señor Presidente, el status que le vamos a dar a los municipios. Estamos diciendo en la Constitución que no podía hacer todas las leyes que tengan que ver –leyes en un sentido material, se entiende– con su funcionamiento, no va a tener que demandar a un ministerio, a un gobernador, al presidente de la Cámara de Diputados: “Che sanciónenme, apruébenme estas ordenanzas porque es indispensable para que yo pueda nombrar al personal”.

Señor Presidente, la autonomía financiera que mencionan como autarcía, –esto lo explica muy bien Linares Quintana, en su libro “Gobierno y Administración de la República Argentina”- significa posibilidad de gestionar sus propios recursos. Vamos a crear un órgano que va aforar su actividad; vamos a crear un órgano –involuntariamente, esto está claro– que cobre a los usuarios después que decimos que es gratuito, porque la autarcía lo obliga a que perviva y sobreviva funciones con los recursos que consiga recaudar. No es técnicamente una palabra que nos pueda dejar tranquilos, la verdad lo que pretendemos es el instituto en el que todos hemos coincidido que en forma gratuita, eficaz e inmediata se haga cargo –como decía el convencional Monge– el abogado del pueblo.

La observación que hace la señora convencional Haiek sobre algunas ideas que conversamos en la comisión, –yo respeto su convicción. He aprendido mucho de escucharla– sobre esta cuestión, confirman que debo sostener el punto de vista plasmado en el dictamen.

El Artículo 86 de la Constitución Nacional dice que le incumbe al Defensor del Pueblo el control del ejercicio de las funciones administrativas públicas. Párrafo sugerente, si es que lo hay, que en el proyecto que muy bien ha explicado el convencional Federik, no aparece. Entonces la señora convencional Haiek destaca que no podría el Defensor del Pueblo ocuparse de controlar las funciones administrativas ejercidas por el resto de los Poderes y organismos del Estado. Pero lo que ocurre, señor Presidente, es que el texto de la Constitución Nacional está pensada por una organización en cuyo control no interviene el Fiscal de Estado; y nosotros tenemos el Fiscal de Estado a quien le incumben estas cosas. Lo designarán mal o bien –no me voy a expedir sobre esto porque alguien me va a decir “a vos te designaron muy mal”, y a lo mejor tengan razón-, pero es al funcionario que la Constitución le encarga en su cabeza sostener este tipo de funciones y competencias convergentes, simultáneas, que se superpongan sin ninguna duda, –no voy a citar a Max Weber para hablar de cómo funcionan las tecnoburocracias que generan las razones de su propio desarrollo y su propio interés- dado que simplemente con la experiencia que tenemos a diario y que hemos tenido dolorosamente en la Provincia cuando algunos organismos de control creados a contramano de la Constitución se superpusieron y se opusieron a la intervención del Fiscal de Estado. Estos organismos cuando se superponen es absolutamente inevitable que colisionen, señor Presidente.

Un organismo creado por ley, al que no voy a referirme ahora, que se llamó Fiscalía de Investigaciones Administrativas, tuvo conflictos y controversias con la Fiscalía de Estado acerca de a quién le correspondía querellar a los funcionarios imputados que llegaron al Superior Tribunal –y que algún ex vocal, del Superior y de su Sala, puede evocarlo si es que después hace uso de la palabra–. Entonces, señor Presidente, no corresponde. Y lo que correspondería en verdad y siendo que este es uno de los temas que la misma comisión va a seguir tratando, es discutir, rediscutir, formular, reformular las incumbencias y las garantías del Fiscal de Estado.

La señora convencional también alude que los extranjeros no están incluidos. Yo creo, con toda franqueza, que esto es un error, no puede haber una fórmula más comprensiva que la del primer artículo sin número del proyecto, cuyo dictamen favorable dio firmado. Estoy seguro que los extranjeros están comprendidos en esta disposición.

Me queda una breve consideración sobre la intervención y la objeción del señor convencional Pesuto, por quien guardo el mayor de los respetos, sé de su idoneidad como profesor de Derecho Romano, sé de su formación, soy testigo de ella, y debo decir que cada vez que lo escucho disfruto de sus intervenciones; pero me parece que aquí, cuando él observa la posible disfunción de la propuesta que estamos sosteniendo, en el todo sistémico que la Ley de Reforma nos autoriza a elaborar, y sostiene que los Artículos 92 y 93, que tratan de la Asamblea Constituyente, estarían impidiendo que el funcionario que estamos por crear sea elegido por la Asamblea Constituyente por mayoría absoluta de sus miembros, quiero decir, señor Presidente, que la correlación de normas distintas en el tiempo y de idéntico vigor, nunca ha sido un problema para los abogados. Los abogados repetimos a veces sin saber qué es lo que quiere decir, pero tiene un sonido dirimente de algunas diferencias, el brocardo: lex posteriori derogat priori; y bueno, decimos esto y parece que se abren todas las puertas de los tribunales y con trompetas permiten que ingresen nuestros argumentos. No es así.

Pero lo que sí es cierto, es que si una ley de igual jerarquía como la que estamos postulando que se incorporaría a la Constitución, que contiene una disposición que claramente se opone a lo que dice otra, la ha derogado, señor Presidente, claro, la ha derogado circunscripta a su télesis y a su aplicación concreta, no la deroga para todo. Y si el Artículo 92 dice que la Asamblea Legislativa sólo se reúne y si el Artículo 93 repite, pero el que vamos a proponer dice que la Asamblea Legislativa, deberemos entender que ha sido modificado expresamente. Y hago una aclaración: no es pétreo el Artículo 92, son pétreos sus 5 incisos, tenía 6, eso es lo pétreo, no lo podemos tocar; pero podemos coordinar y lo que es más importante, podemos interpretar y dejar esto librado a la interpretación judicial sin perjuicio de que la amplitud de criterios que ha demostrado el señor convencional Federik durante todo el manejo de la tarea administrativa y de coordinación de estos debates se repita aquí y esté buscando alguna fórmula para resolver estas observaciones.

En definitiva, señor Presidente, terminando mi exposición con lo que dije al principio, propongo que ante estas razones las refutemos o las aceptemos, pero que no las rechacemos simplemente por venir de la mayoría, que no utilicemos este método que no es bueno; y dejo expresada mi adhesión absoluta y total al proyecto que ha informado el señor convencional Federik.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En función de la hora y de lo avanzado del debate, esta Presidencia le solicita al señor Presidente de la comisión que en forma precisa se exprese sobre si se mantiene el despacho o si se aceptan las observaciones, para luego someterlo a votación.

SR. FEDERIK – Cómo no, señor Presidente, y lo haré muy brevemente. En atención a los fundamentos que usted señaló, hay un par de cosas que quiero decir antes de ir a la aceptación o rechazo de los puntos.
La primera tiene que ver con la calidad de abogados, sobre la que ya me referí, como recaudo, como requisito. Y esto tiene que ver también con el tipo de mayoría que nosotros sostuvimos. Dijimos que nos apartábamos de la mayoría de los dos tercios por las dificultades que tenía ese tipo de mayoría para lograr el perfil que necesitamos para el Defensor del Pueblo. No queremos el perfil de un magistrado sin la pimienta necesaria, sin la fuerza, sin el coraje como para llevar adelante esta investidura.

Tenemos la convicción de que ese tipo de mayoría nos va a llevar a empantanarnos en la elección una, dos, tres, cuatro veces, hasta que saquemos algún perfil que no es el que pretendemos, para poder lograr el consenso. Pero también sabemos que no es la estatura del saber jurídico lo que va a compadecerse con este perfil que queremos darle a esta magistratura. No necesitamos profesores, para ser un verdadero ombudsman necesitamos coraje cívico, necesitamos fortaleza de ánimo, necesitamos que la sangre le hierva en las venas cada vez que ve el abuso, cada vez que ve una violación a los derechos humanos, a los derechos que protege nuestro ordenamiento jurídico. Ese es el perfil que queremos, precisamente con ese perfil  es que privilegiamos que pueda ser cualquier ciudadano que tenga las condiciones que exige nuestro proyecto; a pesar de que quisiéramos, por supuesto, que sea un abogado, cuando le toque.

Estoy absolutamente de acuerdo con lo que ha señalado el convencional Barrandeguy respecto de los fundamentos jurídicos que sostienen nuestro proyecto; pero, y quiero decirlo acá, la prelación que nosotros incorporamos era la prelación para que no nos cajoneen las pretensiones, los pedidos de informes, los requerimientos del Defensor del Pueblo. Esa era la razón fundamental, no tanto en cuanto a la presentación judicial, porque ahí no nos preocupaba. Por eso no tenemos ningún inconveniente en aceptar que sea una prelación administrativa, porque es precisamente ahí donde vemos la gravedad del problema.

Entiendo también, señor Presidente, a pesar de la interpretación, a pesar de que se pueda hacer alguna objeción y más aún si se lo dejamos a la interpretación judicial, que muchas veces no es una interpretación sistemática y es una interpretación conservadora, porque convengamos que las revoluciones se hicieron desde las Cámaras Colegiadas que buscaban la conformación de las leyes y no desde los Poderes Judiciales generalmente, sobre todo si revisamos la historia. Por eso entiendo que acá nosotros podemos resolver el problema, admitiendo que sean ambas Cámaras, en vez de la Asamblea Legislativa; pero sí por la misma mayoría que señalamos, por la mayoría absoluta en relación al perfil que queremos darle al Defensor del Pueblo. Por eso…

SR. ROGEL – Solicito una interrupción.

SR. FEDERIK – ¡Cómo no!

SR. PRESIDENTE (Busti) – Le voy a pedir que me pida la interrupción a la Presidencia, señor convencional.

SR. ROGEL – Yo se la he pedido, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Se la concede?

SR. FEDERIK – Si, con todo gusto.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Respecto del Artículo 2º, convencional Federik, señor Presidente, señores convencionales, el miembro informante ha dicho que a pesar de que se tengan dudas sobre la apelación, nosotros lo vamos a votar.

SR. FEDERIK – No entendí. Repita, por favor.

SR. ROGEL – Que a pesar de la disidencia que tenemos respecto de la prelación y su significado o alcance, y las dudas que se han manifestado con total lealtad, nosotros estamos en condiciones de votar el Artículo 2ª. Digo esto porque en la expresión que estoy advirtiendo, está claro que la intención no es que la oposición no acompañe, porque venga de la mayoría. Como argumento claro de que no es ese el sentido, por ejemplo, en el Artículo 2º.

La disidencia, donde no vamos a votar a favor, es en el Artículo 3º, señor Presidente, no en el Artículo 2º. Quería hacerle esa aclaración por si se habían malinterpretado las expresiones del señor miembro informante.

SR. FEDERIK – Señor Presidente, queda muy clara la aceptación de nuestra parte de que restringimos la prelación estrictamente a la cuestión administrativa, que era donde habíamos apuntado fundamentalmente y la modificación también de que sean ambas Cámaras, como aquí se propuso, pero mantenemos lo de la mayoría absoluta.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional: ¿concretamente, en el Artículo 3º, usted acepta que en vez de la Asamblea General sea por la mayoría absoluta de ambas Cámaras?

SR. FEDERIK – Y en el Artículo 2º, la Defensoría del Pueblo tiene legitimación procesal activa y prelación en sus presentaciones administrativas, pudiendo solicitar informes...

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Solicita una interrupción, señor convencional Alasino?

SR. ALASINO – Sí, para una aclaración... ¿Me la concede, señor Presidente?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se la tiene que conceder el señor convencional Federik.

SR. FEDERIK – Sí, se la concedo.

SR. ALASINO – ¿Sobre los organismos descentralizados, tiene acción o no tiene acción el Defensor? Concretamente, ustedes están hablando de la administración pública central y de los servicios aparentemente públicos prestados por particulares. ¿Y la administración descentralizada?

SR. FEDERIK – SÍ, perfecto. Estamos hablando de la administración pública. No decimos “de la administración pública central”. Decimos “administración pública”, dentro de la administración pública queda perfectamente comprendido.

SR. ALASINO – No es habitual, doctor Federik.

SR. FEDERIK – Está contestado, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Entonces, habiendo dado las aclaraciones el señor Presidente…

SRA. HAIEK – Solicito una aclaración, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Está cerrada la lista...

SRA. HAIEK – Es para una aclaración. ¿Me la concede?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Sí, se la concedo, pero está cerrada la lista de oradores. Es para la aclaración, nada más.

SRA. HAIEK – No me quedó claro si en la parte correspondiente del artículo queda la palabra “ciudadanos” o queda “para todo habitante”. No me quedó claro.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional Federik, ¿contesta?

SR. FEDERIK – “... sus actuaciones serán gratuitas para quien las requiera.”

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se pone en consideración este dictamen de comisión, en general, conforme lo marca el Artículo 111º; por lo tanto, la votación va a ser nominal y por orden alfabético.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales Acevedo Miño, Acharta, Alasino, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pasqualini, Pérez, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En general, queda aprobado por unanimidad el dictamen de comisión de la mayoría.

Antes de ponerlo a votación en particular, de acuerdo con lo que establece el Artículo 111º del Reglamento, le solicito al señor Presidente de la comisión que lea el Artículo 1º con precisión.

SR. FEDERIK – “Artículo 1º – La Defensoría del Pueblo es un órgano unipersonal e independiente, con autonomía funcional que no recibe instrucciones de ninguna autoridad. Tiene por misión la defensa, protección y promoción de los derechos humanos, colectivos, difusos y demás derechos y garantías e intereses tutelados en el ordenamiento jurídico, frente a hechos, actos u omisiones de la Administración Pública, de prestadores de servicios públicos o privados contratados por el Estado.”

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración el Artículo 1º.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Artículo 1º.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pasqualini, Pérez, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

–El señor convencional Alasino vota por la negativa.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Informo al señor Presidente que se emitió un solo voto negativo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda aprobado el Artículo 1º.

Se aprobó por unanimidad en general y por mayoría el Artículo 1º. Le solicito al señor Presidente de la comisión que lea el Artículo 2º, antes de ponerlo a votación.

SR. FEDERIK – “Artículo 2º – La Defensoría del Pueblo tiene legitimación procesal activa y prelación en sus presentaciones administrativas pudiendo solicitar informes y formular requerimientos a las autoridades públicas y a los prestadores de servicios para el mejor ejercicio de sus funciones. Sus actuaciones serán gratuitas para quien las requiera.”

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración el Artículo 2º que acaba de ser leído.

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el Artículo 2º, de acuerdo con el Artículo 111º del Reglamento.

–Votan por la afirmativa los señores convencionales: Acevedo Miño, Acharta, Allende (Clidia), Allende (José), Almada, Arralde, Baez, Barrandeguy, Brasesco, Calza, Caramelle, Carlín, Cepeda, Chiesa, Cresto, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Gianfelici, Guy, Haiek, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Martínez (Marciano), Monge, Motta, Pasqualini, Pérez, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Romero, Salomón, Schoenfeld, Schvartzman, Taleb, Villaverde, Zabala y el señor Presidente.

–Vota por la negativa el señor convencional Alasino.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar el Artículo 3º.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Una sola mención quiero hacer, señor Presidente, en el tratamiento en particular.

Al Artículo 2º, como ha quedado de manifiesto, lo hemos votado a pesar de que el concepto “prelación” que habían elaborado no reunió todos los requisitos que, a decir del miembro informante, sé que había. El Artículo 3º, que también se discutió, no se va a acompañar porque el mecanismo no concuerda con el espíritu general que tiene este bloque.

Quiero decir esto porque se hacen grandes esfuerzos por parte de todos, el convencional Villaverde tenía objeciones importantísimas sobre muchos de los mecanismos que implica la participación del Defensor del Pueblo. Sin embargo en esa actitud de buscar, nosotros hubiéramos podido venir con un despacho de minoría, y no se vino con un despacho de minoría.

Quiero transmitir esto para que no quede ninguna otra sensación de que nosotros estamos en el juego grande de estas concertaciones políticas para sacar la mejor Constitución. Quiero darle tranquilidad al doctor Federik porque sé que ha trabajado en esta comisión y nosotros, al trabajo de nuestros miembros lo respaldamos muchísimo.

Pero así como el convencional Villaverde ha adherido correctamente al planteo de nuestro bloque, a pesar de cualquier disidencia, también en este sentido, en el caso del Artículo 3º, no vamos a acompañar porque teníamos planificado otro mecanismo y respetamos el trabajo que han hecho los miembros informantes de esa comisión.

Nada más, señor Presidente, y con eso adelanto desde ya el voto negativo de nuestro bloque al Artículo 3º.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – Quiero manifestar, señor Presidente, en nombre de nuestro bloque, que no vamos a acompañar con el voto afirmativo este Artículo 3°, porque cualquiera de las dos variantes que hubieran sido aconsejables para dejar a salvo la mera imposición de una mayoría accidental, ya sea con los dos tercios o a propuesta de la oposición, no fueron receptadas, por lo tanto al no existir un proyecto alternativo, vamos a votar por la negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Le solicito al convencional Federik que lea el artículo que se va a votar.

SR. FEDERIK – “Artículo 3º – La Defensoría del Pueblo estará a cargo de un Defensor del Pueblo quien será designado por ambas Cámaras con el voto de la mayoría absoluta en sesión especial convocada al efecto. Deberá tener como mínimo 30 años de edad y las demás condiciones para ser diputado provincial. Gozará de iguales inmunidades, remuneración y prerrogativa que los diputados y le alcanzarán las inhabilidades, incompatibilidades y causales de remoción establecida para los jueces. Su mandato será de cinco años pudiendo ser reelecto y solo será removido por juicio político. Será asistido por defensores adjuntos cuyo número, área de actuación y funciones específicas establecerá una ley especial."

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se tomará votación nominal del Artículo 3°.

–Votan por la afirmativa: Allende (José), Almada, Baez, Barrandeguy, Calza, Caramelle, Carlín, Chiesa, Cresto, Díaz (Gustavo), Federik, Gastaldi, Heyde, Kunath, Márquez, Martínez (Guillermo), Motta, Pérez, Romero, Salomón, Schoenfeld, Taleb y el señor Presidente.

–Votan por la negativa: Acevedo Miño, Acharta, Alasino, Allende (Clidia), Arralde, Brasesco, Cepeda, De la Cruz de Zabal, De Paoli, Díaz (Carlos), Gianfelici, Guy, Haiek, Martínez (Marciano), Monge, Pasqualini, Pesuto, Reggiardo, Rogel, Schvartzman, Villaverde y Zabala.
SR SECRETARIO (Reviriego) – Informo a la Presidencia que 23 señores convencionales han votado por la afirmativa mientras que 22 lo han hecho por la negativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda aprobado el Artículo 3°. En consecuencia, queda sancionado y pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.

–Aplausos.
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LEYENDA OFICIAL EN DOCUMENTACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto. 

Consideración (Expte. Nro. 338)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto, en el proyecto de resolución –Expte. Nro. 338– por el que se adopta como leyenda oficial “Año de la Reforma de la Constitución Provincial”, cuyo tratamiento sobre tablas se aprobó oportunamente.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

REF.: Proyecto de resolución Expte. Nro. 338
La Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto, analizado el proyecto de referencia, recomienda su aprobación por parte del pleno de la Convención Constituyente, con las modificaciones introducidas en el Artículo 3º por parte de la comisión. En consecuencia el texto cuya aprobación recomendamos es el siguiente:

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º – Adoptar como leyenda oficial de la Convención Constituyente el siguiente texto: “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”.

Artículo 2º – Disponer que el mencionado texto encabece todas las comunicaciones formales de la Convención y toda documentación interna que emitan sus autoridades, miembros, comisiones, bloques y organismos integrantes.

Artículo 3º – Comunicar la presente a los titulares de los tres poderes del Estado de Entre Ríos, de los Municipios y al Colegio de Escribanos de Entre Ríos, invitándolos a adherir a la misma y a adoptar análoga decisión.

Artículo 4º – Comuníquese.
Sala de comisión, 25 de febrero de 2008

TALEB – CARAMELLE – CALZA – HEYDE – KUNATH – PÉREZ – ROMERO – SALOMÓN – ARRALDE – GUY – VILLAVERDE – ZABALA – SCHVARTZMAN – PASQUALINI.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.
Tiene la palabra el convencional Villaverde.

SR. VILLAVERDE – Voy a dar lectura a la resolución que se consensuó en la comisión respectiva, para que quienes no estuvieron tengan conocimiento.

“Artículo 1º – Adoptar como leyenda oficial de la Convención Constituyente el siguiente texto: “Año de la Reforma de la Constitución de Entre Ríos”.
Artículo 2º – Disponer que el mencionado texto encabece todas las comunicaciones formales de la Convención y toda documentación interna que emitan sus autoridades, miembros, comisiones, bloques y organismos integrantes.

Artículo 3º – Comunicar la presente a los titulares de los tres poderes del Estado de Entre Ríos, de los Municipios y al Colegio de Escribanos de Entre Ríos, invitándolos a adherir a la misma y a adoptar análoga decisión.

Artículo 4º – Comuníquese.”
Este texto simple, que fue acordado en la comisión, de alguna manera pretende reflejar la importancia que este acontecimiento significa para todos los entrerrianos y, de alguna manera, también quiero hacer extensivo este reconocimiento a los Legisladores que en su momento trabajaron junto con algunos de los que estamos presentes acá para poder sancionar el proyecto que habilitó esta Reforma.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Señores convencionales, esta Presidencia pregunta si hay consenso para votar el proyecto en general y en particular a mano alzada.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se va a votar.

–La votación resulta afirmativa.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Aprobado en general y en particular, queda sancionado. Se harán las comunicaciones pertinentes.

–Aplausos.
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HOMENAJE A LOS CONVENCIONALES DE 1933. 
Moción de sobre tablas. Consideración (Expte. Nro. 434)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se encuentra reservado el proyecto de resolución –Expte. Nro. 434–, autoría de los señores convencionales De Paoli, Brasesco, Rogel, Arralde, Cepeda, Guy, Allende de López, Villaverde y Monge, por el que se rinde homenaje a los convencionales constituyentes del año 1933, colocando una placa en el recinto donde funciona esta Convención.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Rogel.
SR. ROGEL – Señor Presidente, de acuerdo a lo conversado en la Comisión de Labor, solicito a los señores convencionales el apoyo para su tratamiento sobre tablas.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Rogel. Se requieren los dos tercios de los votos.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Aprobado el tratamiento sobre tablas; por Secretaría se dará lectura.

–Se lee nuevamente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.
SR. ROGEL – Perfecto, señor Presidente. En ese sentido, y como corresponde y sin entrar en ningún tipo de abuso, lo único que corresponde por parte de la Unión Cívica Radical es agradecer la predisposición, en primer lugar, de la Presidencia de la Convención. En segundo lugar, a todos los Presidentes de bloque y representantes que tiene esta Convención al haber permitido el tratamiento de este proyecto y seguramente la aprobación del mismo.
No voy a hacer ninguna consideración al respecto, simplemente pido que los fundamentos que acompañan el presente proyecto de resolución se tomen como parte de la misma y de las consideraciones que yo podría dar. Allí están sucintos. 

Señor Presidente, creo que con esto, además en vísperas del 24 de marzo, todos los convencionales constituyentes, sin distinción de banderías, rendimos también, aprobando este proyecto de resolución, un homenaje en la conmemoración de un nuevo aniversario del golpe de Estado del 24 de marzo de 1976. Muchas gracias, señor Presidente, es todo cuanto puedo decir, reiterando que se agreguen los fundamentos como parte por escrito que acompañan el presente proyecto.
SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el convencional Carlín.
SR. CARLÍN – Señor Presidente, muy breve. No tenemos inconveniente en adherir a la propuesta que se acaba de dar lectura porque la Constitución de 1933, en su Artículo 42º, receptó, y bien, los derechos sociales. Derechos sociales que la Constitución de 1949 jerarquizó dándole rango constitucional, a nivel nacional, a todos aquellos principios que hacían a estos derechos de segunda generación, que ya el General Perón desde la Secretaría de Trabajo y Previsión había acuñado a través de numerosas disposiciones que reconocían los derechos de los trabajadores. Los habían establecido –reitero– brindándoles este rango en la Constitución Nacional, no fue necesario modificar en ese aspecto la Constitución de Entre Ríos porque el Artículo 42 de la misma textualmente ya los receptaba.

Además, señor Presidente, hubo una Constitución dictada al amparo de esa Constitución de 1949 que siguió en la Provincia de Entre Ríos los lineamientos de la Constitución de 1933, pero que trajo una renovación que es importante y que nosotros queremos reivindicar. Es el sistema de la función social de la propiedad en el Artículo 36, disposiciones como el encabezamiento del Artículo 40 cuando hablaba que el capital debe estar al servicio de la economía de la Provincia y tener como principal objeto el bienestar social de sus diversas formas de explotación que no puede contrariar los fines de beneficios común para la sociedad. Esta circunstancia hace que nosotros receptemos los argumentos que han dado los autores del proyecto para adherir a la colocación de la placa que han propuesto en adhesión a los convencionales constituyentes de 1933. Y así como nosotros damos este voto de apoyo desde ya invitamos al resto de los colegas a que nos apoyen en el proyecto que vamos a presentar en los próximos días. Ello es para que el día 3 de junio de este año, con motivo de cumplirse un nuevo aniversario de la sanción de la Constitución de Entre Ríos de 1949, que no queremos olvidar, señor Presidente, también tenga su placa y que recuerde los dos actos de constitucionalismo y constitucionalismo social que tuvo la provincia de Entre Ríos.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Marciano Martínez.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente, señores convencionales: en principio estoy de acuerdo con el proyecto de rendir homenaje a los convencionales de 1933 y al Gobernador que en 20 días logró la sanción de la ley. Podría estar de acuerdo con el restante, pero quiero manifestar que la placa que se quiere retirar está mi nombre, porque en ese entonces era el Ministro de Educación y como tal inauguré este edificio.

Entonces quiero hacer algunas reflexiones porque es importante hacerlo ya que por haber sido ministro de ese Gobierno, posiblemente por la edad que tengo, estoy en una especie de estado pecaminoso, como una especie de pecado original.
No es la primera vez que desde este ámbito se habla de mi intervención ocurrida en ese entonces.

–Ocupa la Presidencia el Vicepresidente primero del Cuerpo, señor convencional Brasesco.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – A mí me gusta la historia y he escrito, precisamente tengo un libro sobre los convencionales del 33; en ese libro yo digo que fue el núcleo más importante que tuvo la Provincia en la realización de algo fundamental como es la Constitución. Pero antes sostengo que ese grupo era un grupo que había adherido al golpe que derrotó al Presidente popular que se llamó Hipólito Yrigoyen, razón por la cual los militares de aquel entonces lo perdonaron al Partido gobernante de Entre Ríos y no lo intervinieron. ¿Por qué? Porque estaban de acuerdo con la caída de Hipólito Yrigoyen. Fueron golpistas, inauguraron este largo período de gobiernos militares que tuvo el país.

El doctor Etchevehere era el Presidente de la Cámara de Senadores de la Nación y cuenta la historia que fue el candidato que tenían las Fuerzas Armadas para suplir a Yrigoyen, pero a último momento lo designaron al que fue el Presidente de facto Uriburu.

Quiero recordar esto porque yo no vengo a justificar ni mi conducta ni a los gobiernos militares, pero quiero que todos los que hemos actuado en parecidas circunstancias tengamos igual tratamiento.

Yo creo que hay desigualdad si van a sacar una placa que habla de la obra número 428 de la Revolución Argentina y van a poner una placa donde va a existir el nombre de muchos golpistas; a tal extremo que ese Partido siguió gobernando en la Provincia y cuando se hizo la Convención apareció el Ministro del Interior de la Concordancia, Leopoldo Melo, que era la expresión más típica de este gobierno fraudulento surgido a espaldas del pueblo, surgido porque el radicalismo, la Unión Cívica Radical Comité Nacional que dirigía Alvear, no la Unión Cívica Radical de Entre Ríos, había hecho la abstención revolucionaria y no se presentaron a las elecciones. Siguieron gobernando los radicales de Entre Ríos, no aceptaron la abstención revolucionaria del Comité Nacional.
Entonces me parece que es injusto, que haya un tratamiento diferente, porque tan golpismo militar fue la Constitución del 30, que la del 66. ¿Quién puede tirar la primera piedra? ¿Vamos a venir a echarnos la culpa a los golpes militares? ¿Puedo yo tener la actitud grosera y torpe de decir que el General Perón surgió de un golpe militar? ¿Y que fue Vicepresidente de la Revolución del año 43? ¿No sería grosero decirlo? ¿O Perón no fue un hombre importante? No le reconoce la importancia que tuvo en ese supuesto acuerdo que tuvo con Balbín. ¿Debo yo decirles a los peronistas, que tienen el pecado original de que su líder surgió de un golpe militar? ¿Es correcto eso? ¿Sería bueno? Sería negativo, sería torpe, seria antihistórico. Porque la historia es de los acontecimientos que han ocurrido y la historia no la podemos suprimir. No es bueno suprimir parte de la historia, no es bueno suprimir la historia, como alguna vez en Entre Ríos se suprimió, con López Jordán.

–Asume la Presidencia su titular, señor convencional Busti.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Sería yo irrespetuoso si dijera que la Constitución del 55, fue una revolución antiperonista y fusiló peronistas y que en el gobierno de Entre Ríos estaban los principales dirigentes radicales. Tendría que volver a meter el cuchillo otra vez entre nosotros, cuando yo tengo la mejor relación con hombres que estuvieron en el gobierno en el año 55, que viven todavía y que ejercen actividades políticas importantes y uno de ellos fue gobernador de Entre Ríos ahora en la época de la democracia.

Yo estuve en el gobierno del 58 al 62 y en ese sentido, nos tuvimos que ir porque nos llevaron los militares. Y supimos qué Partido Político se alegró, qué Partido Político estaba contento de la derrota de Frondizi. Sabemos quiénes fueron los golpistas, los que golpearon…

¿Quiénes estuvieron en el gobierno en el año 62 en adelante? Tenemos que tener memoria, pero no es bueno algunas veces, traer acá los rencores y los odios. Yo los perdí, yo perdí el rencor, yo lo perdí porque tuve miedo. Tuve miedo allá en el año 76, cuando en una madrugada vinieron los familiares de los peronistas, entre ellos el hombre más perseguido en el proceso militar, Esparza. El hombre al que querían fusilar porque era el autor de que las calles de Paraná y las plazas se llamaran Héroes de Trelew, y que estuviera a favor de la gente que había muerto.
Y yo fui esa noche, fui acá al Comando, donde fui maltratado porque era abogado, pero fuimos juntos con la mujer de Esparza. Anteayer murió un hombre que yo no quería, porque era de una opinión distinta, era el diputado nacional del peronismo, Cossi Isasi. Fui a enterrarlo, fuimos pocos, el peronismo se ha olvidado de ese hombre que fue torturado en la cárcel de Paraná y que yo lo he sacado, después de estar encerrado 20 días. Y así muchísimos. Defendí más de 200 peronistas en el año 76, y tuve miedo para hacerlo, pero fui llamado y lo hice.

Pero ese miedo se transformó en alegría cuando pude reconstituir la hermandad política en la Multipartidaria, porque yo fui el dirigente principal de la Multipartidaria, junto con Contín en la Provincia; Contín era el presidente del Comité Nacional y Cesarito Corte era el presidente del radicalismo, y juntos fuimos a pelear, porque yo era el presidente del MID. Ahí estaban. El primer acto de la Multipartidaria se realizó acá en Paraná, y lo recuerdo a Reggiardo que estuvo en el acto, estuvo como público. Hablamos, y fue la primera vez que luchamos contra el Proceso Militar, y éramos muy pocos. Después hicimos el gran acto nacional acá en Paraná. Fue el primero, y nos dijeron que no lo hiciéramos, que era una provocación. Lo hicimos igual, y tuvimos mucha gente de Santa Fe y Entre Ríos para hacerlo, y hablamos. Yo hablé en Concordia, en el Club Ferrocarril. Hablamos en Gualeguaychú, en Uruguay, en todos lados. Recorrimos la Provincia en contra de los “milicos”. Y nos aunamos.
Yo estaba vacunado contra el radicalismo porque eran golpistas, porque nos hicieron 40 intentos de golpes de estado, y en la Multipartidaria nos abrazamos con los radicales, con Juan Antonio Tardelli, con César Corte, con toda esta gente, nos dimos la mano porque teníamos una cosa en común que hacer, mucho más importante que sacarnos en cara las cosas que habían ocurrido.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Señor convencional, ¿por qué no redondea un poco, referido a este proyecto, en función del tiempo que llevamos sesionando? Lo que está en tratamiento es un proyecto de resolución, muy concreto, de homenaje a los convencionales del 33.

SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Hay otra parte, no es solamente un homenaje a los convencionales del 33.

Entonces después vinimos, yo me incorporé a través de la lucha. Tuve amigos, participé. Muchos de los que están acá fueron compañeros míos en la lucha. Fui candidato a Gobernador, candidato a diputado por un partido minoritario.

Por eso, quiero expresar que la razón es creadora de la verdad. Acá lo dijo Barrandeguy recién. ¿Y cuál es la verdad? La verdad es, fundamentalmente, la aplicación de la convivencia, y una de las formas de aplicación de la convivencia es la igualdad. Acá se quiere sacar, en forma no igualitaria, se quiere sacar una placa, la número 428. Y yo digo, si son justos, tendrían que sacar 800 placas. Tendrían que sacar la placa que está en el Túnel Subfluvial; en el Palacio de Justicia, que también lo hizo Favre; en el Mayorazgo; en las rutas, la 131; en el IOSPER, que lo hizo Favre; el IAFAS; el Consejo de la Magistratura; el juicio oral, que trajo las garantías constitucionales; los códigos procesales; el Tribunal de Cuentas, que estaba en la Constitución, pero que nunca había sido sancionada la ley. Se creó el Tribunal de Cuentas.

Y a mí me tocó –discúlpeme, señor Presidente, pero quiero decir algunas cosas que pueden ser desconocidas– el área de Educación, y había una política. No se quiere sacar la placa de una cárcel, de un lugar donde se golpeó a la gente. Se quiere sacar la placa del edificio más importante que se creó en el gobierno, y ese edificio fue para Educación. Pero van a tener que sacar la placa de la UNER, porque la Universidad Nacional de Entre Ríos se creó en ese período, y yo fui el presidente de la comisión que creó la UNER. Se va a tener que sacar la placa de la Facultad de Ciencias Agropecuarias de Oro Verde, porque también se creó ahí, mediante mi intervención como ministro. Está la placa ahí. El terreno lo compró el gobierno para dárselo a la Universidad del Litoral. Se va a tener que sacar la placa de la Facultad de Tecnología de Alimentos, en Concordia, porque también se creó esa facultad. Se va a tener que sacar la placa de la Facultad de Ciencias de la Administración de Concordia, porque ese edificio es otorgado por el gobierno, porque hubo una política universitaria. 

Y se van a tener que sacar las placas de las dos Facultades de la Universidad Tecnológica Nacional, la de Concepción del Uruguay y la de Paraná. Esas Facultades fueron creadas en esa época y también tienen placas. Más aún, no hace mucho tiempo yo he inaugurado el nombre de la Sala de Profesores porque era una persona allegada.

Por suerte, señor Presidente, el estigma está dado en el ámbito de Educación. Yo estuve en un gobierno militar, pero ahora quieren colocar una placa con nombres que también participaron en un gobierno militar, porque fueron partícipes activos y militantes del golpe del 6 de septiembre de 1930. Entonces, señores, el que esté libre de culpa, que tire la primera piedra.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Quiero manifestar mi total adhesión a los Artículos 1º y 2º, en concordancia con el homenaje que hice en la primera sesión que celebramos en este recinto.

En cuanto al Artículo 3º comparto el espíritu que expresa un viejo adagio: “Los pueblos que olvidan su historia están condenados a repetirla”. En ese sentido, a mi criterio, las placas, esta y cualquier otra, son referencias históricas y como tales deben permanecer en el lugar al que están vinculadas. El día de mañana no vamos a estar sesionando aquí y estos pasillos serán recorridos por educadores y alumnos, como suele suceder en este Palacio de Educación. Creo que la convivencia de ambas placas hará que se recuerden dos hechos históricos de la Argentina, que refieren a dos momentos. La historia justamente está hecha de algunos momentos buenos y otros no tanto. Seguramente algunos reflejarán los enconos que los argentinos hemos superado, pero que no es bueno olvidarlos, por aquello que dije: “Los pueblos que olvidan su historia están condenados a repetirla”.

En consecuencia sólo disiento con el destino final de la placa, para mí como referencia histórica debería permanecer aquí.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, señores convencionales, sé que todos estamos cansados y más aún considerando la responsabilidad que nos asiste. Lamento tener que hacer algunas alusiones porque no voy a ser categórico como se ha sido aquí.

Debo decir que esta noche el doctor Marciano Martínez me desilusionó, solamente esta noche y al final de esta noche. Tal vez porque no se informó o porque no lo informaron, pero que lo hubiera podido hacer, preguntándome a mí o a sus viejos amigos aquí presentes, como el doctor Luis Agustín Brasesco, sobre el motivo de este proyecto.
Por lo tanto, lo primero que digo es que no ha sido justo el convencional Marciano Martínez, porque este convencional que cumplía un mandato de un bloque podía haber dado explicaciones. Y no quise hablar, señor Presidente, justamente porque agradecí la deferencia de todos los bloques, que en labor parlamentaria me dijeron a mí y al Vicepresidente del bloque, doctor Arralde, que estaban de acuerdo y que cada uno iba a transmitir las cosas a su bloque. Es así, señor Presidente, no hay ningún inconveniente en que yo…

SR. PRESIDENTE (Busti) – Le solicitan una interrupción, señor convencional.

SR. ROGEL – No, señor Presidente, en esta instancia no, porque necesito ser breve y conciso y porque así hemos actuado cuando él habló. Luego, con mucho gusto, escucharé alguna réplica de él.
Decía, señor Presidente, que en El Diario de Paraná salió publicado cuando hicimos la visita institucional, después que usted fuera a El Diario a homenajear, llevando creo que una copia del original de la versión taquigráfica; este bloque creyó conveniente comprometer el homenaje en esa placa.
Cuando estábamos por presentar el proyecto se nos acerca un ciudadano –como consta en la nota– que había presentado una nota a la Convención. Señalo que traté de no hacer ningún tipo de política con esa nota, porque inclusive no ha tenido difusión pública, por lo menos por parte nuestra, y obra por Secretaría el expediente con contestación del señor Secretario de la Convención. Hablando con la convencional Rosario Romero después de que el bloque resolviera, decidimos darle una respuesta al ciudadano que nos decía lo siguiente: “Ahí hay una placa que rememora una obra de la Revolución Argentina, que está en el recinto donde está funcionando la Convención Constituyente, donde nada más ni nada menos que el radicalismo y el peronismo –y creo que ahora otro bloque– han presentado un proyecto para introducir en la Constitución artículos en defensa del sistema democrático.”
Nos asiste el derecho –como corresponde– de recepcionar y dar curso, es por eso que colocamos ese 2º Artículo pidiéndole al Poder Ejecutivo. No ha habido una actitud aviesa ni mal intencionada.

Sobre el convencional Marciano Martínez jamás he hecho una distinción, ni pública ni privada, referida a su participación en el gobierno de Juan Carlos Onganía, ni del Brigadier Favre. Vamos a poner algunas cosas en claro, vamos a hablar del General Juan Carlos Onganía, porque él dijo que no iba a hablar y habló hasta del golpismo del peronismo del General Perón. No voy a hacer alusión indirecta. Acá hubo un Presidente que se llamó Juan Carlos Onganía que derrocó a un gobierno institucional como fue el de don Arturo Umberto Illia.

No se quiere venir con una actitud aviesa a molestarlo, bajo ningún punto de vista. Acá el convencional Martínez tiene abogados jóvenes y viejos amigos que lo respetan y quien habla jamás ha hecho una alusión a esa cuestión; si para él tiene una importancia personal porque está en la placa, a esa situación no la puedo resolver y además la única alusión que he hecho es que es un homenaje para el 24 de marzo que se ha instituido en este país y no por el derrocamiento del doctor Yrigoyen o por el derrocamiento del doctor Illia. Fíjese que el 24 de marzo es el derrocamiento de un gobierno peronista y a mi no se me podría haber ocurrido jamás discutir que porque es el derrocamiento de un gobierno peronista no puede ser un feriado nacional.

Ya está, ahí está, ese es el punto de inflexión porque no es lo mismo amontonar torres si somos todos golpistas. Entonces ¿nadie puede tirar la primera piedra? No es así, lo voy a sorprender al convencional Martínez en nombre de este bloque; vamos a tener problemas nosotros los convencionales de nuestro partido; hemos presentado un proyecto igual que el Justicialismo pero hemos ido un poco más, sabiendo que algunos hombres del partido han colaborado en gobiernos militares ─por si no tenía conocimiento se lo informo ahora─ el proyecto dice que todos los funcionarios que hayan participado en golpes de Estado no volverán a ocupar otro cargo político.

Estamos juzgando nuestra propia historia y nos estamos haciendo cargo de las cosas, señor Presidente, no estamos de tibio en esto, va a haber amigos que no nos van a querer. No es una cosa menor, señor Presidente. ¿Es lo mismo la Argentina del 6 de septiembre de 1930 que la del 55, que la del 66 o que la del 76? No, señor Presidente, lo sabemos. Tenemos una conciencia absolutamente plena porque, por ejemplo, los crímenes que se cometieron desde el 24 de marzo en adelante, han sido declarados como crímenes de lesa humanidad y se ha inscripto en el orden institucional del derecho internacional al terrorismo de estado como una letra con sello argentino.

Entonces, no podemos hacer una acumulación y decir que los convencionales del 33 eran golpistas, entonces se sustituye una placa donde hay golpistas por otros golpistas. Es una síntesis muy menor de la historia porque no se ha presentado el proyecto con este animo, pero tenemos que hacernos cargo de la historia, si no, pareciera que si no nos vamos a hacer cargo de nada en ningún momento, estamos haciendo cosas insustanciales y que, en definitiva, estamos queriendo quedar bien con algún párrafo de algún diario o de la versión taquigráfica, pero no es así.

La dictadura de Juan Carlos Onganía, señor Presidente, no fue una de las que comenzaron con la teoría de West Point en adelante con las reuniones de Santa Fe y no me refiero a la provincia sino a Estado Unidos. La primer formación militar con la doctrina de la seguridad nacional comenzó con el Gobierno de Juan Carlos Onganía, ahí comenzó a perfilarse el modelo de dominación cuando los yanquis comenzaron a ver la prepotencia que podía llegar a tener en América Latina los procesos revolucionarios después de lo que hizo Fidel Castro con Ernesto Guevara de la Serna en Cuba. Todo el mundo sabe el adoctrinamiento y todo el perfil que vino de Estados Unidos para América Latina.

Comenzó allí, 500 cerebros de primer nivel se fueron de este país y más de 2.000 de segundo nivel; ¿sabe, señor Presidente, señores convencionales, cuánto le cuesta a una Nación preparar a un científico? 20 años, ahí están en el mundo cuando uno abre los diarios La Nación, Clarín y los encuentra en el mundo...

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Por que no va redondeando, señor convencional?

SR. ROGEL – En la misma extensión con que hemos sido aludidos como partido, con mucho gusto, señor Presidente, voy a hacer lo posible.

Uno abre los diarios y los encuentra: no fue un gobierno menor. Yo no lo voy a culpar al convencional Martínez porque, insisto, no hemos pensado en él hasta el punto que, insisto, no quise hacer uso de la palabra. Agradecí la deferencia de acompañar porque creía que era un gesto y, en definitiva, cuando uno no hace ningún tipo de alusión, está deponiendo actitudes. Recogimos la actitud del ciudadano en el Artículo 3º. No siquiera queríamos tener autoría, por eso agradecí a la Presidencia.

Pero hay un proceso, señor Presidente, y ha habido un proceso in creciente. El 6 de septiembre de 1930 fue un golpe con una característica: tenía que ver con alguna influencia –como decía algún viejo historiador– tenía olor a petróleo. Y esa noche festejaron con champagne los banqueros más importantes de la Argentina. Pero la direccionalidad política que comenzaron a tener los golpes de estado a partir del gobierno de Onganía, nadie la puede desconocer. Como no se puede desconocer, por eso se instituyó, el feriado nacional del 24 de marzo más allá de que sea peronista o lo que sea.
Fue un golpe de Estado que tuvo características fenomenales y definitivas para el desarrollo nacional. Robos de bebés, desaparición forzada de personas, endeudamiento y aniquilamiento del aparato productivo. Y cuando nosotros pusimos en el artículo del proyecto de ley, que en nuestro bloque lo discutimos mucho, ¿qué dijimos? Dijimos, ¿está bien escudarse? Señor Presidente, ya voy terminando así que un segundo de silencio nomás. ¿Está bien escudarse en que uno es partícipe de un gobierno en el cual no robó bebe, no torturó?

Nadie duda, por lo menos yo, sin ser co-generacional, de que el convencional Martínez haya podido participar de algún acto de estos aberrantes. Me molesta solamente una cosa, seguramente que haya reivindicado la obra del Brigadier Fabre. Creo que no era necesario. En cuanto a lo otro, tenía todo el derecho a hacer uso de la palabra. Creo que se equivocó porque la intención del bloque no fue molestarlo a él ni nada.
Señor Presidente, yo quiero manifestar lo siguiente porque lo he conversado y es volverlo a sorprender al convencional Martínez, para que sepa que acá hay hombres de bien que están para discutir la política en serio. No tenemos ningún inconveniente, señor Presidente, si así el bloque mayoritario está de acuerdo y la Presidencia está de acuerdo, porque es quien primero ha habilitado esta posibilidad, y queremos ser leales con todos los bloques, sobre todo con la Coalición Cívica, que nos dio su palabra, en desglosar este proyecto en dos proyectos de resolución. Si no hay posibilidades de tratarlos ahora, no hay problema. Me refiero al segundo. Pero que el segundo, respecto de que se saque la placa, que conmemora la revolución argentina que derrocó al gobierno constitucional de Don Arturo Illía, sea retirada, va a ser un segundo proyecto. Y que se aprueben, en todo caso, los artículos mencionados en homenaje al 33. Para que nadie vaya a pensar que lo hemos querido utilizar o algo por el estilo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Concretamente, convencional, si me permite para tratar de ordenar un poquito…

SR. ROGEL – La moción que hago, señor Presidente, es que se apruebe el homenaje con los textos correspondientes en lo referido al homenaje a los gobernantes y a los convencionales del 33 y que…

SR. PRESIDENTE (Busti) – Artículo 1º y Artículo 2º…

SR. ROGEL – …y que en lo que deviene a la enunciación del retiro de la placa, será presentado en el día de mañana otro proyecto de resolución, porque estamos obligados a dar respuesta y queremos ser coherentes con el proyecto que hemos presentado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Pero hoy, lo que queda, ¿es el Artículo 1º y el Artículo 2º?

SR. ROGEL – Si hay asentimiento de los demás bloques, porque no queremos modificar nuestra postura…

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Hay asentimiento de todos los convencionales para estos Artículos 1º y 2º? ¿Hay unanimidad?
–Asentimiento general de los señores convencionales.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se va a votar.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Aprobado en general y en particular los Artículos 1º y 2º.

Queda sancionado.
SR. MARTÍNEZ (Marciano) – Señor Presidente, solicito la palabra.
SR. PRESIDENTE (Busti) – ¡Señor convencional, ya hizo uso de la palabra, ya terminamos con el debate! Nosotros, los peronistas, nos vamos a ver obligados a hablar y esto va a ser interminable.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, vamos a atenernos al Reglamento.
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CONVENCIONALES CONSTITUYENTES. COMUNICAR DESIGNACIÓN. 
Dictamenes de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.
Consideración (Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar los dictámenes de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto –Exptes. Nros.: 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291–, referidos a la comunicación a distintos organismos de la designación de los señores convencionales.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee.

REF: Proyectos de resolución Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291. Dictamen en mayoría:
La Comisión de Peticiones, Presupuesto y Reglamento, analizados los proyectos de resolución mencionados, recomienda al plenario de la Convención su rechazo, conforme los argumentos que serán expuestos por el miembro informante en su oportunidad.

Se destaca que el Artículo 220 de la Constitución de Entre Ríos, resulta absolutamente claro respecto al régimen de incompatibilidades aplicable a la situación de los Sres. Convencionales Constituyentes, tratándose de una disposición especial de la carta fundamental entrerriana, que es norma para el caso que nos ocupa.

Asimismo cabe agregar que el estatuto que rige la habilidad de los convencionales constituyentes en lo específico esta reglado en el citado Artículo 220, no pudiendo de ninguna manera aplicarse el Artículo 18 cuya finalidad es la regulación dirigida a lo que técnicamente es “empleo público”. De modo que es absolutamente inoficioso producir una comunicación con el propósito de aplicar una sanción (la caducidad del primer empleo) que no le alcanza a los constituyentes por tratarse de una normativa completamente ajena a la situación examinada.

Como ha sido analizado debe puntualizarse que el tratamiento de las resoluciones interesadas en el sentido propuesto es improcedente puesto que desnaturaliza las potestades de la convención intentando atribuirle a la misma  una función que en presente caso no corresponde ejercer.

Es un principio general del derecho que cualquier disposición especial es aplicable sobre la general. Pero además, debemos advertir que el Artículo 18 de la C. P., refiere claramente a un régimen de incompatibilidad aplicable al empleo público en general, no susceptible de ser asimilado a la situación de los Convencionales Constituyentes, que asumen  su función de conformidad con las previsiones de la Ley de convocatoria 9.768, por el término de 120 días, prorrogable según se decida oportunamente, aplicándose en su caso la regla que surge del Artículo 220, que establece que para ser convencional se requiere ser argentino, tener 25 años de edad y expresamente que el cargo es compatible con cualquier otro cargo público nacional o provincial que no sea el de gobernador, vicegobernador, ministro, presidente de municipalidad o jefe de policía.

Resulta clara la norma constitucional que establece las incompatibilidades para los funcionarios convencionales, y toda disposición legal en tal sentido –se sabe- debe ser de interpretación restrictiva y no laxa, como pretenden los autores del proyecto cuyo rechazo se propicia. Va de suyo que no resulta casual, que en proyecto sólo se alude a la aplicación del Artículo 18 y ni se menciona el Artículo 220 de la Constitución de Entre Ríos, lo cual da cuenta de la fragilidad de la posición sustentada.

Cuando el texto de la norma surge claro y no permite ni admite interpretaciones que contradigan o desnaturalicen el mismo, la función del intérprete se limita a realizar la aplicación lisa y llana de la norma. 

Por último, es intención de los convencionales firmantes el avocarnos al tratamiento de los temas de la reforma, y no permitir en lo sucesivo que el eje de un debate lo marquen los planteos dilatorios, infundados y secundarios, como el presente, que solo enturbian el ambiente de estudio, sana discusión, trabajo y resolución que estamos dispuestos a sostener en la Convención.

Por estas razones, con más las que serán expuestas por el miembro informante en el momento de su tratamiento, se rechazan los proyectos de resolución mencionados.

Sala de Comisión, 25 de febrero de 2008
TALEB – KUNATH – ARRALDE – VILLAVERDE – GUY – SCHVARTZMAN – PÉREZ – HEYDE – SALOMÓN – CARAMELLE – ROMERO – ZABALA.
Dictamen en minoría:
Posición del Bloque de Convencionales de la U.C.R.

El Bloque de la U.C.R. adhiere a los fundamentos expuestos por la mayoría  en cuanto a la inaplicabilidad del Artículo 18 de la Constitución Provincial frente a la especificidad del Artículo 220 del mismo texto legal. Y en cuanto al carácter restrictivo de la interpretación de las incompatibilidades en él expresadas.

Ahora se desea agregar que si bien el argumento vertido es suficiente ya para el rechazar el planteo de los presentantes de los proyectos en análisis, a todo evento, debe puntualizarse que el tratamiento de las resoluciones interesadas en el sentido propuesto, es improcedente puesto que desnaturaliza las potestades de la Convención intentando atribuirle, de manera tácita o indirecta una función de la que no está investida: la de ser juez de los títulos de los convencionales.

La Convención Constituyente no puede emitir ningún tipo de pronunciamiento sobre la habilidad originaria de sus miembros o sea motivada en hechos anteriores a su incorporación como en el caso. Se trate de una incompatibilidad o cualquier modo de inhabilidad anterior, es una materia vedada para ella. Y lo es porque el Artículo 47 inciso d) de la Constitución Provincial establece en su parte pertinente que le compete al Tribunal Electoral Provincial “d) Calificar las elecciones de (…) convencionales (…)…, juzgando definitivamente y sin recurso alguno, sobre su validez o invalidez y otorgando los títulos a los que resulten electos.”

En este sentido una interpretación auténtica del texto permite confirmar la tesis sustentada. Expresaron los constituyentes en el Informe escrito de los fundamentos de la Constitución Propuesta, respecto del Régimen Electora: “Lo fundamental de la reforma, está en la constitución un Tribunal  Electoral, con grandes atribuciones. Ese organismo de acentuada formación judicial, está constituido, por el Superior Tribunal de Justicia, de uno de los Jueces de 1ª Instancia de la Capital, del Presidente Provisorio del Senado, y del Presidente de la Cámara de Diputados. Este Tribunal, donde los elementos políticos están en minoría, está facultado para designar por sorteo público los miembros de las mesas receptoras de votos y organizar el funcionamiento de los comicios; decidir en caso de impugnación sobre la   concurrencia en los electos de los requisito constitucionales para el desempeño del cargo; practicar los escrutinios definitivos en acto público; juzgar las elecciones de Gobernador y Vicegobernador, de Convencionales, de Senadores y Diputados siendo su fallo inapelable. Como se ve, se sustrae a los cuerpos legislativos, las facultades que actualmente tienen en esta materia y cuyo uso ha dado lugar a tantos conflictos. Con este sistema las Cámaras no tendrán inconvenientes para su constitución, y podrán aprovechar todo ese tiempo dedicado ahora a juzgar los diplomas de los electos.” (Cfr. Pág., 131 del Diario de Sesiones – Tomo I – Sesión del 29/3/33 -1ª. Sesión Ordinaria).

O sea que someter a la consideración de la Convención asuntos como el propuesto vienen a provocar casualmente, el efecto que el constituyente quería evitar con la prescripción del Artículo 47 citado: distraer la atención de la Convención en asuntos diferentes de la trascendente misión para la que ha sido instalada.

Habiéndose incorporados los convencionales al Cuerpo, en virtud del juramento prestado (Art. 11º del Reglamento de la Convención Constituyente de Entre Ríos) y luego del proceso electoral público fiscalizado por el Tribunal Electoral quién proclamó y expidió los títulos se han sorteado todas las instancias previas en las cuáles se podía plantear alguna cuestión vinculada con sus respectivas habilidades originarias. Aunque reafirmamos, que la pretendida incompatibilidad objeto de esas actuaciones nunca estuvo habilitada para deducirse, puesto que el régimen que se invoca es inaplicable a la situación de los convencionales constituyentes.

Finalmente y en orden a la última consideración expuesta se anticipa que el mismo criterio habrá de sustentarse para situaciones similares.

Por estas razones, con más las que serán expuestas por el miembro informante en el momento de su tratamiento, se rechazan los proyectos de resolución presentados por los convencionales ALASINO- PASQUALINI contenidos en los Expedientes Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291.

Sala de Comisión, 25 de febrero de 2008
VILLAVERDE – GUY – ARRALDE.
Dictamen en minoría

Vuestra Comisión de Peticiones, Poderes y Reglamento ha considerado los proyectos presentados por los señores convencionales Pasqualini y Alasino, Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291; y por las razones expuestas en el informe que se acompaña y las que dará el miembro informante, os aconseja la aprobación del siguiente: 

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1 – Comunicar a los órganos provinciales, municipales y nacionales, dadores del primer empleo, la aceptación del cargo de Convencional Constituyente, por parte de las personas aludidas en los Expedientes 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291, a efectos que tomen debida nota y procedan en consecuencia, conforme lo dispone el Artículo 18 de la Constitución Provincial.

Artículo 2 – La comunicación aludida en el Artículo anterior deberá realizarse por Presidencia, con agregación de copias certificadas de todo lo actuado con relación a la cuestión co0nstitucional comprometida. 

Artículo 3 – Comuníquese, publíquese y oportunamente, archívese.

Sala de Comisión, 3 de marzo de 2008.
PASQUALINI

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Proponemos a esta Convención, que se resuelva comunicar a los diferentes órganos enunciados en cada uno de los expedientes, todos ellos ámbitos donde se desempeña el primer empleo de los involucrados, a saber: 282 (a la Municipalidad de Villa Clara), 283 (a CAFESG), 284 (a la Municipalidad de Paraná), 286 (al Excmo. Gobernador de la Provincia), 287(a la DPV), 288 (a la Cámara de Senadores de la Provincia), 289 (a la Municipalidad de Gualeguaychú), 290 ( a la Cámara de Diputados de la Nación),  y 291 (a la Cámara de Diputados de la Provincia), la circunstancia que los Convencionales referidos en dichos expedientes: 282 (Raúl Guy), 283 (María Celeste Pérez), 284 (Rosario Romero), 286 (Eda Caramelle de Argain, Sigrid Kunath y Héctor Motta), 287 (Mario Heyde), 288 (Raúl Taleb), 289 (Guillermo Martínez), 290 (Nelio Calza), y 291 (José Allende, Juan Almada y Jorge Busti), han aceptado los respectivos cargos de tales. 

Esta simple comunicación, es la única potestad posible y ejercible de acuerdo al Reglamento aprobado en sesión del 06/02/2008, ya que puntualmente se ha excluido de la competencia de la Convención, la facultad de expedirse como última instancia sobre los títulos o poderes de cada uno de sus miembros. Así lo ha manifestado expresamente en el riquísimo debate que originaron estos proyectos, el convencional Barrandeguy: “no somos jueces de nuestros pares”.

Pero no sólo abona el planteo lo esgrimido por el eximio Convencional, y la clara letra del Reglamento vigente, sino que por encima de aquél, se encuentra la propia Constitución, y es esta norma la que establece las competencias de cada órgano –sea Poder Constituido o Poder Constituyente–. Al respecto la misma establece –a modo de ejemplo– el poder correctivo de cada Cámara de la Legislatura, sobre sus miembros. Entonces, tratándose de un diputado –por ejemplo– la única que puede resolver si corresponde o no su exclusión, es la propia Cámara de Diputados, y no esta Convención.
La otra cuestión a zanjar, es la diferencia existente entre incompatibilidad – que para nuestro caso se encuentra prevista en el Artículo 220 de la Constitución Provincial –y caducidad de empleo, función, mandato– prevista en el Artículo 18 de la misma. La primera de ellas se cierne en la cuestión de si determinada persona –prevista en la norma– puede acceder al cargo o no: en este caso, el de convencional constituyente. La disposición del Artículo 18 de la  Constitución Provincial, impone la caducidad respecto del primer empleo por la aceptación del segundo cargo en las situaciones previstas por la misma norma.

La comunicación en cuestión, será realizada por la Presidencia de la Convención ya que, de acuerdo al Reglamento aprobado el 06/02/2008, es quien ejerce la representación legal (externa) del órgano, el vínculo del Cuerpo Deliberativo Constituyente con el mundo exterior.
Flavia E. Pasqualini

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Taleb.

SR. TALEB – Señor Presidente, estos proyectos fueron largamente discutidos en la comisión y todos los convencionales tienen en su poder, en el extracto, los dictámenes, por lo que propongo que se voten en bloque el rechazo de los proyectos de resolución, expedientes Nros. 282 al 291, que se vote reglamentariamente el proyecto de la mayoría que rechaza los proyectos de resolución y que tienen sus fundamentos en el dictamen de la mayoría. De hecho que haciéndolo por la afirmativa se vota el rechazo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Arralde.

SR. ARRALDE – Señor Presidente, más allá de acompañar los proyectos, como bien lo dijera mi par, convencional Taleb, no quiero dejar de hacer algunas breves menciones con respecto a este tema porque ha sido aludido un par de nuestro bloque.

El plenario sabe que no hemos sido los autores de este proyecto de resolución, pero el señor convencional Guy ha sido aludido en su carácter de Presidente de la Junta de Fomento de Villa Clara, a pesar de algunos errores que contiene el proyecto en sí que dimensiona el presidente de la ciudad de Paraná; por ahí confunde el género tratándolo por el sexo femenino. El texto en sí del proyecto que nos aprestamos a rechazar se limita a denunciar una infracción del texto constitucional en alusión a la supuesta compatibilidad. Pero hay dos costados que hay que señalar de estos proyectos: en primer lugar, un costado estrictamente constitucional destinado a señalar una suerte de incapacidad jurídica para detentar dos empleos públicos que harían caducar de hecho el cargo anterior. Ese es el costado estrictamente técnico jurídico.
En segundo lugar, un costado político que está destinado a señalar un elenco de convencionales constituyentes que obtuvieron, detentan y ejercen simultáneamente dos funciones públicas y que se ubican dentro del espacio político que casualmente ocupa la mayoría de esta Convención, estamos hablando de 12 de un total de 23 convencionales constituyentes. Ese es el costado político que ha querido denunciar o señalar concretamente el proyecto que nos aprestamos a rechazar.
Me voy a dedicar al primer caso porque el segundo evidentemente apunta a cuestiones intestinas que nada tienen que ver en esta cuestión.

Se ha traído a debate el Artículo 18 de la Constitución de la Provincia, que como todos saben habla de una incompatibilidad y que está ubicado en la Sección I de la Constitución que habla de las Declaraciones, Derechos y Garantías. Nosotros sostenemos que este artículo es absolutamente inaplicable porque la Constitución de la Provincia no tiene estructurado un sistema único de incompatibilidades, es sabido, ha sido interpretado por la Justicia y lo dicen además quienes se han ocupado de analizar el texto constitucional del 33, que el Artículo 18 se refiere claramente, porque así está ubicado, dentro de la docena de artículos que tratan los derechos, los deberes y las incompatibilidades de los empleados públicos. Mientras que en el caso de los convencionales se halla perfectamente encuadrado en el Artículo 220 de la Constitución provincial que establece la compatibilidad como regla y la incompatibilidad como excepción.
No hay un sistema único de incompatibilidad en la Constitución. Así encontramos Artículos sueltos, como el 22, que establece una interdicción que puede transformarse en una incompatibilidad de ejercicio para los deudores del fisco, los quebrados fraudulentos y los afectados por incapacidad física o mental; el Artículo 55, específicamente, que habla de las incompatibilidades de diputados y senadores; los Artículos 157 y 160, que se refieren a las incompatibilidades de la magistratura y el funcionariado judicial para con la actividad política; el Artículo 161, que habla de la incompatibilidad por parentesco hasta el cuarto grado para integrar el Superior Tribunal de Justicia; y el Artículo 220, que habla de las incompatibilidades para los convencionales.

Mi par de Bancada, el doctor Raúl Darío Guy, se halla expresamente excluido de la incompatibilidad que establece el Artículo 220, no hay conflicto de normas ni hay duda que merezca ser zanjada. El Artículo 220 establece con absoluta claridad cuáles son las prohibiciones para ser convencional.

Finalmente, en honor a la brevedad, no se advierte cuál es el interés jurídico de esta presentación, cuál es el interés jurídico que ampara a los autores de este proyecto; si es verdad que sólo se limita a señalar la configuración de la infracción al texto constitucional y compeler –así dice– a quien resulta competente al ejercicio efectivo de dicho poder, esto es ajeno a derecho. Nosotros no somos jueces de los títulos de nuestros pares, para eso tenemos un Tribunal Electoral Provincial que se encargó a su tiempo no solamente de recibir las listas, de recibir los programas electorales, de controlar el escrutinio, de otorgar las titulaciones; en todo caso el derecho subjetivo para solicitar el reemplazo del doctor Guy –a él me estoy refiriendo– lo tiene la Junta de Fomento de Villa Clara o el vocal titular en quinto lugar, que vía la incompatibilidad del Artículo 80º inciso 6 de la Ley Nro. 3.001, podría –estoy hablando en el terreno de las hipótesis– peticionar su reemplazo, claro que tampoco prosperaría por esta cuestión de que el cargo de convencional del doctor Raúl Guy es perfectamente compatible con el cargo de Presidente de la Junta de Fomento.

No podemos sino liquidar esta cuestión recordando lo que querían los constituyentes del 33 al consagrar el Tribunal Electoral: que los debates se encarrilen en las cuestiones que cuentan, abocados a la tarea de reformar la Constitución, porque si no, pasan estas cosas, estas dilaciones que, dicho sea de paso, dilaciones al fin pero que han servido para sacar lo más exquisito que tenemos todos, que es algún grado de erudición para discutir estas cosas y bien se ha hecho en la comisión que preside el señor convencional Taleb, hemos estado discutiendo con mucha altura y ha habido mucha riqueza de contenido en los debates.
Así que más allá de que el rechazo se impone a todas luces porque es una cuestión que no merece mayores comentarios, personalmente le agradezco a los autores por habernos permitido estudiar a fondo esta cuestión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, desde el Bloque del Partido Socialista y la Coalición Cívica, adherimos al dictamen que emitió la mayoría en la comisión respecto a estos proyectos presentados por el Bloque Viva Entre Ríos, en el entendimiento de que, en efecto, se trataba de un caso en el que esta Convención estaría extralimitándose absolutamente de las funciones que posee, de acuerdo al Artículo 47, como ya se ha dicho, Inciso d), que establece las atribuciones del Tribunal Electoral. Está absolutamente claro que la calificación de las elecciones, de los títulos de los convencionales, entre otros cargos, les corresponde de manera definitiva y sin recurso alguno al Tribunal Electoral.

Pero además quería agregar que, en el mismo entendimiento, también rechazamos la impugnación presentada por el bloque del oficialismo respecto de la posibilidad del procesamiento de un miembro de esta Convención, en la comprensión profunda, en el entendimiento convencido de que ambos casos son asimilables a la misma situación en la que, de avalar cualquiera de las dos iniciativas, estaría este Cuerpo transformándose en juez de los títulos de sus miembros.
Quiero agregar, simplemente, que en esta referencia que hacía el convencional Arralde acerca de la precaución, de la prevención, acerca de la pérdida de tiempo de esta Convención en asuntos que no son de su incumbencia, es importante que todos hagamos el esfuerzo de sostener la coherencia entre lo que propugnamos y lo que luego concretamos. En una sesión anterior en la que yo solicité información acerca de un caso particular –que felizmente en esta sesión ha sido brindada esa información, para mi satisfacción personal– me fue recomendado con absoluta precisión y creo yo que incluso con la pertinencia que correspondía, por parte del señor Presidente del bloque del oficialismo, el convencional Miguel Carlín, que cualquier tipo de iniciativa o preocupación en ese sentido, correspondía expresarla a través de proyectos. En lo personal, y de parte de nuestro bloque, creo que es lo que estamos intentando hacer.

Por eso me parece que sería importante –precisamente para evitar esas dilaciones que nos llevan a todos por mal camino y por debates que creo que serían desagradables, agrios y absolutamente inconducentes para todos los que estamos acá– expresar en el mismo sentido, tanto en lo que tiene que ver con los homenajes, que compartimos, como con los rechazos que podemos expresar. Creo que es preciso que quienes integramos este Cuerpo hagamos el esfuerzo por conservar ese tipo de prevenciones, precisamente para que no nos lleve por mal camino en un revisionismo histórico que creo que solamente puede hacernos daño a todos los bloques que estamos aquí presentes, en tanto y en cuanto no sea para homenajear lo mejor que tenemos para rescatar de nuestra historia, que creo que es lo que intentan expresar, particularmente, los proyectos de homenaje que en nuestro caso hemos presentado y que esta Convención les ha dado ingreso esta misma noche.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Solamente quería remitir a la lectura del dictamen en minoría que lleva mi firma; se mantienen en general los mismos argumentos de los proyectos. Y creo que en honor al riquísimo debate que hubo en comisión, como bien lo dijo el doctor Arralde, el extenso debate que hubo en comisión, como lo dijo el licenciado Taleb, y teniendo en cuenta el horario, desisto de la posibilidad de informar en este seno.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración, el dictamen en mayoría de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto en los proyectos de resolución –Exptes. Nros. 282, 283, 284, 286, 287, 288, 289, 290 y 291–.

Esta Presidencia entiende que esta es una cuestión de trámite, por el Artículo 111º, por supuesto, si hay asentimiento de los señores convencionales. Por lo tanto, a mano alzada, se va a votar. Los que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tal cual lo acordado en la reunión de Comisión de Labor, el próximo plenario se realizará el día 10 de abril, a la hora 17, quedando debidamente notificados los señores convencionales.

Se informa que, por Prosecretaría, mañana se entregará a los Presidentes de bloque la agenda de las reuniones de comisión detallando los días y horarios.

Tiene la palabra el señor convencional Cresto.

SR. CRESTO – Solicito, señor Presidente, que por Secretaría se envíe a la Comisión de Régimen Municipal el Expte. Nro. 247.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Así se hará, señor convencional.

No habiendo más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

–Son las 2.55 del día 14 de marzo.

     Norberto R. Claucich



Claudia Ormazábal

Director del Cuerpo de Taquígrafos

Directora Diario de Sesiones
* Los textos de los proyectos de los señores convencionales no fueron sometidos a corrección, respetándose su original. 
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